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1.— Asistencias y ausencias 


Asisten los señores Representantes: Wash- 
ington Abdala, Guzmán Acosta y Lara, Ernesto 
Agazzi, Guillermo Alvarez, Juan Justo Amaro, 
Mario Amestoy, José Amorín Batlle, Fernando 
Araújo, Beatriz Argimón, 
Roberto Arrarte Fernández, Roque E. Arregui, 
Carlos Baráibar, Jorge Barrera, Artigas A. 
Barrios, Edgard Bellomo, Carlos Bentancor, 
Juan José Bentancor, Nahum Bergstein, Ricardo 
Berois Quinteros, Luis Batlle Bertolini, Daniel 
Bianchi, José L. Blasina, Gustavo Borsari 
Brenna, Nelson Bosc:: 
Canet (13), Julio Cardozo Ferreira, Nora Castro, 
Ricardo Castromán Rodríguez, Roberto Conde, 
Jorge Chápper, Silvana Charlone, Eduardo 
Chiesa Bordahandy, Guillermo Chifflet, Sebastián 
Da Silva, Juan Domínguez, Alvaro Erramuspe 
(7), Alejandro Falco, Ricardo Falero, Waldemar 
Fernández (5), Alejo Fernández Chaves, Gonza- 
lo Fonseca (1), Ramón Fonticiella, Francisco 
Gallinal, Luis José Gallo Imperiale, Schubert 
Gambetta (10), Daniel García Pintos, Orlando 
Gil Solares, Hugo Granucci (9), Gustavo Guarino, 
Raymundo Guynot, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Doreen Javier Ibarra, Jaime Igorra (8), Félix 
Laviña, Luis M. Leglise, Ramón Legnani, Antonio 
López, Guido Machado, Oscar Magurno, José 
Carlos Mahía, Juan Máspoli Bianchi, Artigas 
Melgarejo, José Homero Mello, Felipe Michelini 
(3), Pablo Mieres, Ricardo Molinelli, Martha 
Montaner, Eloísa Moreira (14), Ruben Obispo, 
Edgardo Ortuño, Gustavo Osta, Gabriel Pais, 
Ronald Pais, Jorge Patrone, Gustavo Penadés, 
Alberto Perdomo, Darío Pérez, Carlos Pita (12), 
Martín Ponce de León, Iván Posada, Yeanneth 
Puñales Brun (2), Gonzalo Reboledo, María 
Alejandra Rivero Saralegui, Ambrosio Rodríguez 
(6), Glenda Rondán, Víctor Rossi, Adolfo Pedro 
Sande, Julio Luis Sanqduinetti, Diana Saravia 
Olmos, Leonel Heber ':2llanes, Raúl Sendic, 
Jorge Silva Rotta, Gustavo Silveira, Julio C. 
Silveira, Enrique Soto, Lucía Topolanski, Daisy 
Tourné, Wilmer Trivel, Jalme Mario Trobo, José 
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L. Veiga, Walter Vener Carboni, Carmelo Vidalín 
(4) y Jorge Zás Fernández. 


Con licencia: Gustavo Amen Vaghetti, Raquel 
Barreiro, José Bayardi, Ruben Carminatti, Ruben 
H. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Carlos González, 
Arturo Heber Fúllgraff, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Julio Lara, Jorge Orrico, Francisco Ortiz, 
Margarita Percovich, Enrique Pérez Morad, 
Enrique Pintado y Alberto Scavarelli. 


Observaciones: 


(1) 16/06 — cesó por reintegro del Sr. Repre- 

>. sentante Pérez Morad. 

(2) 16/06 — comienza su licencia, ingresando 
el Sr. Jorge Silva Rotta. 

(3) 16/06 —a la hora 12:50 comienza su li- 

E cencia, ingresando el Sr. Alvaro 
Erramuspe. 

(4) 20/06 — comienza licencia ingresando el 
Sr. Nelson Bosch. 

(5) 20/06 — el 18/06 cesó por reintegro del Sr. 
Representante Cr. Carlos Gonzá- 
lez. 

(6) 20/06 — solicita licencia e ingresa el Sr. Ma- 
rio Amestoy. 

(7) 20/06 — reintegrándose el Sr. 
tante Felipe Michelini, 
17/06. 

(8) 20/06 — reintegrándose la Sra. Represen- 
tante Esc. Raquel Barreiro, cesó 
el 17/6. 

(9) 20/06 — reintegrándose el Sr. Represen- 
tante Ruben H. Díaz, cesó el 18/06. 

(10) 20/06 — reintegrándose el Sr. Represen- 
tante Julio Lara, cesó el 18/06. 

(11) 20/06 — solicita licencia e ingresa su su- 
plente, Dr. Enrique Soto. 

(12) 20/06 — a la hora 18:10 entra de licencia, 
siendo sustituido por el Sr. Gon- 
zalo Reboledo. 

(13) 20/06 — ingresando de licencia es sustitui- 
do por el Sr. Jorge Patrone. 

(14) 20/06 — cesó a la hora 22:05 en virtud del 
reintegro del Sr. Representante 
Enrique Pintado. 


Represen- 
cesó el 
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2.- Licencia 


Integración de la Cámara 
— Continúa la sesión. 
(Es la hora 10 y 52) 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
aprobar la solicitud de licencia del señor 
Representante Ambrosio Rodríguez, por motivos 
personales, inciso tercero del artículo único de 
la Ley N* 16.465, por el período comprendido 
entre los días 20 y 21 de junio de 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor Mario Amestoy". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Setenta en setenta y dos: Afirmativa. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te y se le invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 


“Maldonado, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Doctor Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a Ud., a los 
efectos de solicitar licencia por motivos perso- 
nales, los días martes 20 y miércoles 21 del 
corriente. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
con mi consideración más distinguida. 


Ambroslo Rodríguez". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 


Texto de la Citación 


Montevideo, 16 de junio de 2000. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión permanente, en régimen 
de intermedio, el próximo martes 20, a la 
hora 10, 
siguiente 


con el fin de considerar el 


ORDEN DEL DIA 


Servicios públicos y privados, seguridad 
pública y condiciones en las que se 
desarrollan las actividades productivas. 
(Mejoras). (Carpeta 243/000). (Informa- 
do). (En discusión). 

Rep. 150 y Anexos | y ll 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios. 


departamento de Maldonado, Ambrosio Ro- 


dríguez. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 20 y 21 de junio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
20 y 21 de junio de 2000, al señor Represen- 
tante por el departamento de Maldonado, 
Ambrosio Rodríguez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 23 del Lema Partido 
Nacional, señor Mario Amestoy. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 
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3.- Servicios públicos y 
privados, seguridad pú- 
blica y condiciones en 
las que se desarrollan 
las actividades produc- 


tivas. (Mejoras) 


— Continúa la consideración del 
debate. 
Dese cuenta de una moción de orden, 


presentada por el señor Diputado Alvarez. 


(Se lee:) 


asunto en 


"Mociono para que se reabran las barras". 
— En discusión, 


La Mesa se va a amparar en el numeral 14 
del artículo 106 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, que establece que el Presi- 
dente de la Cámara puede: "Disponer lo con- 
veniente para la policía de la Sala de Repre- 
sentantes y para el mejor orden, arreglo y buen 
servicio de la Secretaría”. La Presidencia se va 
a hacer responsable de continuar sesionando 
con las barras cerradas atento a lo sucedido 
días atrás. Digo esto porque puede existir la 
interpretación en el sentido de que iniciamos 
una nueva sesión, y si así fuera, la Presidencia 
va a asumir todas las responsabilidades sobre 
este asunto. Quiere decir que los señores 
Diputados no tienen ninguna responsabilidad en 
esta decisión; simplemente, la Presidencia 
mantendrá esa disposición mientras así lo 
entienda conveniente. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señor Presidente: no 
vamos a discutir el tema relativo a las 
potestades reglamentarias que tiene la Mesa. El 
artículo reglamentario leído por el señor Presi- 
dente es correcto. Podría discutirse -aunque no 
creo que valga la pena hacerlo en esta 
instancia- si estamos en una nueva sesión o si 
hemos levantado un intermedio. Existen inter- 
pretaciones reglamentarias respecto de este 
asunto que han sido discutidas en Cámara en 
sucesivas oportunidades, pero éste no es el 
tema fundamental y de fondo. 

No obstante, aun aceptando que el Presiden- 
te puede tomar esa decisión, entendemos que 


la Cámara también está en condiciones de tomar 
una resolución. El motivo de la presentación de 
esta moción es, precisamente, que la Cámara 
tome la decisión -relevando de la responsabili- 
dad al señor Presidente-, en el entendido de que 
funcionar con las barras cerradas no le hace 
bien al Parlamento. 

Podemos entender y haber compartido que en 
la última sesión que se llevó a cabo se hayan 
desalojado las barras en virtud de lo sucedido 
en este recinto parlamentario. Respaldamos al 
Presidente en el momento en que tomó esa 
decisión por considerar que para trabajar se 
necesita un clima de paz y armonía, y ello no 
se puede lograr cuando hay agresiones. Sin 
embargo, el suceso ya culminó y nos parece que 
si la Cámara sesionara con las barras cerradas 
sería como si se quisiera esconder con temor 
de que la gente pudiese seguir la discusión, 
evadiendo que el intercambio de opiniones fuera 
evaluado por los ciudadanos en su conjunto, que 
son, en definitiva, los dueños de este Parlamen- 
to. 

Exhorto a la Cámara a que vote favorable- 
mente la reapertura de las barras. Creo que 
sería una buena señal hacia los trabajadores, 
hacia la sociedad, ya que reabriendo las barras 
estaríamos recuperando el papel de un Parla- 
mento abierto a la gente, que es como debe 
funcionar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
suscribo lo manifestado por el señor Diputado 
Alvarez, en el entendido de que el señor 
Presidente debe dar lugar a la votación de la 
moción. Lo que estaría en condiciones de 
fundamentar es que, sobre la base del Regla- 
mento, existen sobrados motivos para sostener 
que la moción es absolutamente procedente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
no está negando la procedencia de la moción. 
La moción será puesta en consideración, pero 
el temperamento de la Mesa es el manifestado 
hace pocos segundos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Señor Presiden- 
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te: en lo personal, no estoy de acuerdo en que 
se vote afirmativamente dicha posición. Creo 
que algunas de las expresiones del señor 
Diputado Alvarez son de recibo; sin embargo, no 
lo son cuando afirma que si las barras no se 
abren hoy, el Parlamento se estaría escondien- 
do. Eso no es así; más bien que quienes se 
están escondiendo son los que el otro día, 
desde las barras, tuvieron una actitud negativa 
y posiblemente hoy tengan una intención similar. 

Tenemos derecho a pensar que lo que 
hicieron el otro día lo pueden repetir hoy. ¿Qué 
impedimento hay? Ya ha sucedido; de hecho, 
cada vez que se considera un asunto polémico 
en el Parlamento, de esos verdaderamente 
fuertes, hay algún problema en las barras, éstas 
son desalojadas, y cuando se considera un tema 
similar, vuelve a suceder lo mismo. 

No estoy de acuerdo en que se reabran las 
barras porque todo indica que las mismas 
personas que el otro día provocaron el desor- 
den, u otras, muy probablemente pueden reiterar 
su actitud en el día de hoy. Entonces, debemos 
ser prácticos, y ello implica no perder diez 
minutos ni media hora en desalojar las barras. 
Lo que tenemos que hacer es trabajar, porque 
ése es el ejemplo que debemos dar desde el 
Parlamento en nombre del sistema político. 

Reitero que no estoy de acuerdo en que se 
reabran las barras. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: en 
primer lugar, quisiera recordar que la disposición 
reglamentaria a la cual se refirió la Mesa no 
establece la facultad del Presidente de asegurar 
el buen orden durante las sesiones, sino su 
obligación en tal sentido. El Reglamento lo prevé 
como un deber del Presidente y no como una 
facultad, por lo que entiendo que lo expresado 
por el señor Presidente no significa más que dar 
cumplimiento a una obligación que él tiene. 
Reitero: no es una facultad, sino una obligación. 

Por otra parte, estamos de acuerdo en que 
es bueno, como principio general -en esto creo 
que no hay dos opiniones-, que las barras estén 
pobladas, para que la gente sepa cómo funciona 
el Poder que, al fin y al cabo, es el corazón 
de la democracia representativa, sistema que, 
por suerte, rige en nuestro país. Sin embargo, 
sin ningún ánimo de exagerar y habiendo sido 
testigo de otros desórdenes, debo decir que 


pocas veces he visto tanto rencor, tanto odio y 
tanto desborde verbal -que siempre es la 
antesala de otro tipo de desbordes-, a tal punto 
de que nos hemos quedado mucho más 
preocupados de lo que mis palabras pueden 
expresar. 

Es verdad que lo que sucedió el viernes fue 
precedido por una convocatoria -que tengo a la 
vista-, firmada por los sindicatos de trabajadores 
portuarios, del ferrocarril y de CONAPROLE, que 
luego de establecer que denigramos el papel de 
la actividad parlamentaria, que estafamos al 
pueblo, que destruimos nuestra principal indus- 
tria y que creamos mecanismos para que las 
grandes multinacionales se adueñen de las 
empresas fundamentales del sistema productivo 
y otros homenajes por el estilo, llaman a 
movilizarse participando en las barras del 
Parlamento, Ocurre que las barras no son un 
escenario participativo; están para ver, escuchar 
y luego opinar lo que cada uno quiera, según 
su leal saber y entender. 

A través de esta convocatoria se invita a 
participar en las barras y a rodear el Palacio 
Legislativo "para impedir esta atrenta". ¿Qué 
quiere decir "impedir"? ¿Acaso nos van a mover 
un solo milímetro en lo que nosotros queramos, 
libremente y entre todos, decidir? ¿Se proponen 
impedirlo físicamente? Es muy preocupante, 
señor Presidente. 

Continúa la convocatoria: "(...) y hacerle 
saber a la coalición de colorados y blancos en 
el gobierno, que no cesaremos en nuestra lucha" 
-nos parece perfecto- "y que, más allá que 
tengan los votos, estarán aislados y de espaldas 
al pueblo", lo que, francamente, es por lo menos 
opinable. Asimismo, nos preocupa y mucho la 
parte final, donde se manifiesta que como la 
bandera uruguaya está, según ellos, en sus 
manos, "llegó la hora de defenderla juntos". 

La crispación que refleja esta convocatoria 
fue traducida en todos los acontecimientos del 
viernes pasado. No tendría ningún inconveniente 
en que se reabrieran las barras si todos los 
señores Diputados presentes estuviesen en 
condiciones de asegurar que estos aconteci- 
mientos, que son muy peligrosos, no se van a 
repetir. Pero hasta ahora ninguno nos dio estas 
seguridades. Quizás sea por mi formación, por 
mis ancestros, que tengo una alergia tan 
profunda a toda forma de violencia, incluso la 
violencia verbal. Imagínese, señor Presidente, 
de existir una escalinata que condujera de la 
barra a la Sala, como sucede en los Parlamen- 
tos de muchos países del Primer Mundo, en 
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países de avanzada, ¿qué habría pasado aquí 
abajo el viernes si hubieran tenido acceso a este 
recinto? 

Entonces, ahora cabe prevenir en vez de 
luego lamentar 

Creo que la postura del señor Presidente es 
inobjetable, la voy a apoyar y espero que los 
colegas mediten sobre el hecho de que en esto 
no hay una intencionalidad política; simplemen- 
te, consideramos que por esta vez sería lo más 
prudente, y aun cuando todos los aquí presentes 
quisiéramos ver las barras pobladas de bote en 
bote para que la sociedad comprenda que 
muchas cosas que se dicen del sistema político 
son injustas, ésta es una situación excepcional. 


SEÑOR MOLINELL!.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: 
creo que hay cosas en las que todos los 
presentes coindicimos, por ejemplo -y en primer 
lugar- en que aquí se encuentra representada 
toda la ciudadanía, la representación política y 
real de la ciudadanía. En consecuencia, nadie 
es dueño del Parlamento. Creo que la expresión 
"dueños del Parlamento" no es adecuada. En el 
Parlamento radica la soberanía de nuestra 
nación, con ese deber tan importante que es el 
de la representación. 

A nuestro entender, quienes el día viernes 
actuaron de esa forma faltaron a lo que 
constituye realmente la educación y el desarrollo 
de la vida democrática del país. Esto implica 
escuchar a todos, que todos se puedan 
manifestar y, fundamentalmente, que se pueda 
funcionar y que quienes tienen la representación 
política y soberana de la nación puedan 
expresarse con total libertad, claridad y segu- 
ridad. Y eso es precisamente lo que no ocurrió 
el viernes. 

Sin dudas, en este episodio ha faltado la 
cultura y la educación que hacen al buen 
funcionamiento de una democracia, de parte de 
ciudadanos que han provocado un daño al 
sistema. 

A nuestro entender -suponemos que así lo 
consideran todos los señores Diputados-, es 
conveniente que el Parlamento trabaje con las 
barras llenas, para que la ciudadanía pueda ver 
cómo funciona la verdadera democracia. Pero 
eso no pasó el viernes. 

Por otra parte, existe una responsabilidad del 
señor Presidente frente a sus pares, en cuanto 


al buen funcionamiento de esta Cámara. Tal 
como está establecido en el Reglamento, a él 
le corresponde velar por ese buen funcionamien- 
to, razón por la que vamos a apoyar las 
decisiones que adopte la Presidencia del Cuerpo 
para que, en la consideración de un tema tan 
importante y vital para el país, podamos 
funcionar en la forma más adecuada. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: la 
interrogante que planteo es si procede la 
discusión de una moción de estas característi- 
cas. Hago este planteo a la Mesa porque 
temporalmente la moción se aleja de la instancia 
en la cual la Presidencia tomó una determina- 
ción de acuerdo con lo establecido por el 
artículo 158 del Reglamento. 

El hecho ocurrió el día viernes y hoy estamos 
a martes; quiere decir que han transcurrido tres 
días entre estas dos jornadas. Esta es la misma 
sesión del día viernes. Me pregunto qué habría 
ocurrido si esta moción hubiera sido presentada 
media hora después del desalojo de las barras. 
Seguramente, el espíritu de los legisladores 
habría sido distinto. Y no es una cuestión de 
espírtu, no es una cuestión de querer o no 
querer que el Parlamento esté abierto a que la 
gente concurra a las barras. Adelanto que si la 
moción se pone a consideración, en lo personal 
la voy a votar porque no quiero dar a nadie la 
posibilidad de argumentar que quiero tratar esta 
ley sin que nadie escuche su discusión; pero, 
obviamente, el hecho de que la barra esté llena 
no quiere decir que la gente escuche la sesión. 
Hay infinitos medios para que la gente escuche 
lo que ocurre dentro del Parlamento; hay una 
radio que trasmite en forma permanente, por 
supuesto que también haciendo comentarios 
sobre lo que dicen y no dicen los legisladores, 
sobre lo que hacen, cómo caminan, con quién 
hablan, etcétera. 

Debemos entender que es el Reglamento lo 
que nos garantiza absolutamente a todos poder 
funcionar adecuadamente y respetándonos; y 
hay una regla fundamental del espíritu democrá- 
tico, que es no impedir el funcionamiento de los 
órganos del Estado y mucho menos de uno 
como el Parlamento. 

Entonces, la actitud que algunos pueden 
señalar como intransigente al no querer votar 
una moción para que se abran las barras, 
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resulta ínfima al lado de la posición de quienes 
pretenden, realmente, mediante gritos y otro tipo 
de actividades, impedir que esto funcione; 
porque nadie puede impedir que esto funcione: 
no pueden hacerlo diez personas que vengan 
desarmadas ni dos personas que mañana 
vengan armadas. 

Entendamos que la trascendencia del episo- 
dio del otro día va mucho más allá de lo 
simpático que le pueda resultar a alguno el 
desborde en el que cae una persona sometida 
emocionalmente a la presión de que se apruebe 
una norma que puede afectar su salario o su 
fuente de trabajo. Nadie tiene derecho, por 
grave que sea el efecto que tenga una ley sobre 
su persona, a introducirse en este espacio e 
impedir que nosotros trabajemos. Y cuando digo 
nosotros, no me refiero a blancos, colorados, 
frenteamplistas ni nuevoespacistas, sino a 
cualquiera de los legisladores, que reunidos en 
esta Cámara tienen, según lo establece la 
Constitución, el derecho a dictar normas jurídi- 
cas que obliguen a todos los uruguayos. 

¡Ese es el tema de fondo! Sin embargo, no 
es lo que parece discutirse. Acá se habla sobre 
si es simpático o no, si va a resultar satistac- 
torio o no para el sector sindical. Francamente, 
me importa muy poco si al sector sindical, a los 
empresarios, a las amas de casa, a los curas, 
a los médicos o a los analistas políticos les cae 
bien o mal que abramos o dejemos de abrir la 
barra. Se trata de sentimientos personales, 
particulares, que no pueden incidir en aspectos 
que, a mi juicio, tienen que ver con la defensa 
de la institución parlamentaria y con las 
garantías que deben existir para que este 
Cuerpo funcione. No hay derecho a que un 
ciudadano, sea quien sea y cualquiera sea la 
presión a la que esté sometido, ingrese aquí e 
impida que esta asamblea del pueblo tuncione; 
si no fuera así, entonces la suprimimos. 

Si alguien cree tener derecho a impedir que 
la Cámara sesione o a hacer que deje de 
funcionar, podemos apelar a una norma regla- 
mentaria que nos hemos dado y que podemos 
modificar cuando queramos, naturalmente con 
las mayorías necesarias, como se expresa el 
pueblo en democracia. Tenemos normas de 
comportamiento; sabemos que las sesiones 
empiezan y terminan a determinada hora, que 
los oradores no pueden ser interrumpidos, que 
los proyectos se estudian en general y en 
particular y que se trabaja en las Comisiones 
para traer un planteamiento ai plenario. Si ésa 
es la lógica del funcionamiento parlamentario y 


si el Parlamento se expresa por mayoría, 
entonces, ¿cómo alguien pretende tener dere- 
cho a introducirse aquí e impedir que trabaje- 
mos? 

Lo que ocurrió el viernes pasado puede 
repetirse en cualquier otra circunstancia en que 
la barra esté abierta; es más: podría suceder 
que una persona agarrara del brazo a cualquier 
legislador -reitero: a cualquier legislador- impi- 
diéndole ingresar a Sala a votar un proyecto de 
ley. ¿Qué diríamos? ¿Qué se discutiría en esa 
circunstancia? Una cuestión de tueros, y por 
supuesto que la Cámara se declararía absolu- 
tamente en contra de esa grosera violación de 
la independencia que tiene un legislador para 
opinar. 

A mi juicio, éste es el tema de fondo. Como 
he señalado -y no me voy a cansar de repetir- 
lo-, es necesario que se tomen medidas y se 
proceda en defensa del órgano Cámara de 
Representantes. 

Con respecto a esta moción, si el señor 
Presidente, que es quien debe aplicar el Regla- 
mento y garantizar el funcionamiento de la 
Cámara, entiende procedente ponerla a votación 
-digo esto porque el Reglamento puede ser algo 
vago al señalar que los concurrentes "Podrán 
ser desalojados por disposición del Presidente 
en caso de desorden, pudiendo suspenderse la 
sesión durante el desalojo"-, lo aceptaremos 
-no vamos a dar la razón a quien quiera pensar 
que nosotros queremos tratar este tema a 
escondidas-, pues esta es una cuestión de 
decisión íntima y personal; reitero que la 
respetaré, aunque ella resulte contraria a que 
este tema sea resuelto por la Cámara. 


SEÑOR PITA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PITA.— Señor Presidente: deseaba 
hacer una brevísima intervención sobre este 
asunto porque me parece que hay que diferen- 
ciar lo circunstancial de lo permanente. Me 
parece que esto es muy importante. 

A mi juicio, el tema trasciende el aspecto 
reglamentario en virtud del cual resulta clarísimo 
que, ante una violación del Reglamento por 
parte de la barra, corresponde al Presidente de 
la Cámara, en ejercicio de sus funciones, 
desalojar en ese momento a las personas que 
alteren el orden de la sesión, y es clarísimo que 
se habla de la sesión y no del tratamiento del 
tema abordado. Reitero que esta cuestión va 
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más allá de ese aspecto porque un episodio de 
alteración del orden, producto de expresiones de 
la barra, no es nada más ni nada menos que 
eso; de ninguna manera puede dársele mayores 
alcances. 

En este período cumpliré dieciséis años de 
participación en el Parlamento -desde que se 
recuperó la democracia- y en ese lapso he visto 
las más diversas situaciones de desorden 
protagonizadas por las barras y por los señores 
Representantes en Sala. Por ejemplo, en 1986 
presencié cómo un señor legislador cruzó el 
recinto, rompió un vaso de vidrio y se lo tiró a 
una persona que estaba en la primera fila de 
la barra; eso ocurrió en medio de una situación 
de confrontación y trifulca generalizada aquí y 
en las barras. 

Lamentablemente, otras circunstancias de 
alteración del orden podrán volver a producirse 
en el futuro, pero lo fundamental es salvaguar- 
dar el principio más sagrado de todos: el de que 
el Parlamento, salvo circunstancias especial- 
mente regladas, es por naturaleza el organismo 
base de la democracia y tunciona abiertamente, 
dicho esto en el más amplio sentido de la 
expresión, o sea, abierto a la ciudadanía y al 
público en las barras. Cuando circunstancias 
excepcionales lo requieren, el señor Presidente, 
en el ejercicio de sus competencias y según su 
apreciación, desaloja las barras por alteración 
del orden. Además, el Parlamento puede sesio- 
nar en secreto cuando así lo establezca la 
norma correspondiente. 

Entonces, hay un principio sagrado que 
consiste en la apertura de funcionamiento del 
Parlamento ante la sociedad que representa. 
Eso es fundamental. 

Pero no nos vayamos del tema. En este 
momento, se hará acuerdo o no en si la sesión 
es la misma o si el tratamiento del tema continúa 
y se decidirá si el criterio de la Mesa es o no 
respetuoso de ese principio sagrado, indepen- 
dientemente de que su temperamento apunte a 
serlo. Pero no traspasemos el blanco, señor 
Presidente; no pensemos que porque hay 
ciudadanos que tienen determinada forma de 
convocar la presencia en las barras, está en 
nosotros asumir una actitud defensiva pensando 
que no debemos abrirlas. No importa cuál sea 
el espíritu o la ideología de quienes quieran 
concurrir a la barra; lo importante es que ésta 
esté abierta siempre y cuando los asistentes 
respeten el Reglamento y no produzcan desór- 
denes. No importa que quienes en el pasado 
hayan protagonizado un desorden que obligó a 


su desalojo puedan volver. De ninguna manera; 
de ese modo, nunca hubiéramos vuelto a abrir 
las barras luego de un incidente y de su 
desalojo. 

Estos son razonamientos que hay que 
diferenciar nítidamente; son cosas distintas. 

En este caso, estamos considerando un 
proyecto de ley importante, que consideramos 
equivocado -somos contrarios a su aprobación, 
a pesar de que, a estar por el resultado de la 
votación en general, la mayoría de la Cámara 
está a favor de esta iniciativa-, pero está claro 
que genera diferentes puntos de vista, moviliza 
ideologías y posicionamientos y agita pasiones. 
Yo no estaba en el momento del incidente; había 
ido a almorzar. Cuando volví a Sala, me enteré 
de lo ocurrido y pude reconstruir un poco los 
episodios. Hubo expresiones de apasionamiento 
también en el recinto, de una y de otra parte; 
hubo exabruptos contestando exabruptos. Esas 
circunstancias no son buenas para el tunciona- 
miento de la Cámara, pero no exageremos la 
nota; pasó lo que pasó, y punto. Hubo un legis- 
lador que, en su convicción, tomó una actitud, 
pero luego señaló que se había equivocado, que 
no había estado bien al expresarse de esa for- 
ma. Y bueno, ya está; eso no cuestiona la 
convicción democrática del legislador que reco- 
noce que su expresión no fue feliz; tampoco es 
cuestionable que alguien reaccione con un 
exabrupto ante un exabrupto, esté aquí o allá. 
¡Por favor! Son circunstancias del momento. No 
está en juego la democracia, sino un criterio 
general. 

Esta moción que defiende el señor Diputado 
Alvarez pretende, precisamente, salvaguardar lo 
permanente, diterenciándolo de lo accesorio. No 
vayamos a entender que el principio sea evitar 
desórdenes; el principio sagrado es que el 
Parlamento esté abierto siempre. Cuando se 
produzca un desorden en la barra, que la Mesa, 
en cumplimiento del Reglamento, la desaloje y, 
en todo caso, exhorte a que no se repita en el 
futuro. Una cosa es una cosa y otra cosa es 
otra cosa. No debemos confundirnos. 

El temperamento de la Mesa puede ser o no 
correcto, pero debe estar acotado al tema de si 
la sesión es la misma o el tratamiento del te- 
ma es el mismo y no más allá de eso. El 
principio del Parlamento es el que mencioné: 
siempre debe estar abierto a la sociedad que 
representa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Quiero 
informar al Cuerpo que la moción que está en 
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la Mesa, redactada con mi letra, pretendía evitar 
esta discusión. Fue en vano. 

El primer borrador que circuló el viernes 
proponía la convocatoria de una nueva sesión 
extraordinaria en el día de hoy. Esta moción, 
que a continuación leeré para que el Cuerpo 
tome nota, dice lo siguiente: "Mocionamos para 
que se continúe" -reitero: "se continúe"- "en 
sesión extraordinaria en régimen de sesión 
permanente el próximo martes 20, a la hora 10, 
para proseguir con el asunto en discusión". La 
Mesa considera que estamos en la misma 
sesión. No quería responder a lo manifestado 
por el señor Diputado, sino hacer esta precisión 
como una especie de colotón. 

En segundo término, estas monedas que 
tengo en mi poder no las tiró ningún señor 
legislador, sino algunos ciudadanos desde la 
barra. Son las mismas, por lo que el propietario 
puede reclamarlas. Quiero velar para que no 
pase nada a la Cámara. Básicamente, la Mesa 
pretende que el Cuerpo pueda sesionar en paz 
durante el tratamiento de un tema complicado. 
Sin embargo, como todo se resuelve en 
democracia, la Mesa va a seguir dando la 
palabra a la gran cantidad de legisladores 
anotados. Se ve que tenemos más interés en 
tratar este tema que en considerar la cuestión 
de fondo. 

Tiene la palabra el señor Diputado Mieres. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: lo 
ocurrido el viernes pasado fue grave, condena- 
ble y lamentable. Por más que este tipo de 
episodios ocurran periódicamente -lo dijimos en 
aquella oportunidad y hoy lo reiteramos-, no 
dejan de ser menos condenables ni menos 
lamentables. 

Por otra parte, compartimos lo actuado por 
la Presidencia en esa oportunidad, pues consi- 
derábamos que era necesario desalojar la barra 
ante la situación que se había generado. Es 
más: nos parece que el proyecto de ley en 
consideración no debería provocar este tipo de 
situaciones extremas y dramáticas porque, 
según nuestro parecer -y aclaro que somos 
contrarios a este proyecto-, esta ley no es ni tu 
ni fa, es decir, no va a cambiar nada o casi nada 
en la sociedad uruguaya, ni para bien ni para 
mal. No es la tal ley, como algunos de sus 
impulsores lo declaran, ni tampoco el infierno, 
como hemos escuchado en algunas intervencio- 
nes apocalípticas días pasados. Por lo tanto, 
mal puede, desde nuestro punto de vista, 
generar las reacciones del otro día. 


También debemos decir que la norma que 
nos rige indica que las sesiones deben ser 
abiertas. Entonces, el problema no es discutir 
si procede o no votar la apertura de las barras. 
Al respecto, el Reglamento de la Cámara es muy 
claro; inclusive, establece que el Presidente 
hará retirar a quienes faltasen a esas disposi- 
ciones, pero no dice que tenga la potestad de 
cerrar las barras y mantenerlas así; reitero que 
tiene la facultad de sacar de la barra a quienes 
hayan cometido algún acto contrario al orden y 
a la tranquilidad con que debe funcionar la 
sesión, pero el Reglamento no establece que las 
barras deberán permanecer cerradas mientras 
dure una sesión y que se abrirán a partir de la 
siguiente. Simplemente, dispone que durante el 
episodio ocurrido se debe retirar a las personas 
que generaron los hechos. 

En las argumentaciones dadas, en un sentido 
y en otro, he detectado un problema de fondo: 
he escuchado identificar a las barras con ciertos 
grupos organizados de sindicalistas, pero las 
barras simplemente están integradas por ciuda- 
danos. No se puede abolir un derecho que 
corresponde a cualquier ciudadano, asumiendo 
que las personas que concurren a las barras son 
exclusivamente aquellas que el viernes ingresa- 
ron y actuaron de tal o cual modo. Creo que 
esto hace mal al Parlamento. 

Todos han expresado que preferirían sesionar 
rodeados del calor del público, siempre y cuando 
éste actúe respetuosamente. Por su parte, el 
objetivo de la Presidencia es mantener el orden 
y la tranquilidad. El viernes pasado se adoptó 
una medida absolutamente compartible -hace 
siete u ocho horas, si tomamos el tiempo de 
sesión, o hace cuatro días en tiempo real-, pero 
creo que no debería mantenerse, porque el 
Reglamento aprobado por esta Cámara es 
puntual y alcanza a quienes generaron los 
acontecimientos críticos. Por lo tanto, según el 
espíritu del Reglamento, la barra debería estar 
abierta a la presencia de los ciudadanos lo antes 
posible. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Las nor- 
mas, incluidas las que forman parte del 
Reglamento de la Cámara, deben ser leídas en 
su totalidad. El señor Diputado Mieres lee mal 
ya que lee solamente el numeral 82 del artículo 
106, omitiendo el numeral 14. Cuando sostengo 
que el talante de la Mesa va a ser continuar con 
las barras cerradas, me estoy refiriendo a lo 
establecido en el numeral 14, que me otorga 
todas las facultades para *disponer lo conve- 
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niente para la policía de la Sala de Represen- 
tantes y para el mejor orden, arreglo y buen 
servicio de la Secretaría". Esta va a ser la norma 
en la que me voy a afirmar. El Cuerpo podrá 
ratificar ese criterio u observar a la Mesa, pero 
el numeral al que hago referencia es el 14 y 
no el 8%, que tiene que ver con la situación 
anterior. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR 
palabra el 


PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: no me 
estaba refiriendo al numeral 8% sino al Capítu- 
lo XXil, relativo a la asistencia de público a las 
sesiones, donde se establecen las característi- 
cas de este procedimiento. Al respecto, el 
artículo 158 establece: "A los concurrentes a la 
barra les está prohibida toda demostración o 
señal de aprobación o reprobación y el Presi- 
dente hará salir de ella a quienes faltasen a esta 
disposición. Podrán ser desalojados por dispo- 
sición del Presidente en caso de desorden, 
pudiendo suspenderse la sesión durante el 
desalojo". 

La normativa en esta materia indica que debe 
sesionarse en régimen abierto y, para que sea 
cerrado, se debe votar una sesión secreta, lo 
que supone una mayoría determinada, califica- 
da, que también prevé el Reglamento. Entonces, 
las facultades de la Presidencia no pueden 
extralimitarse y las sesiones cerradas deben 
votarse por mayoría calificada. El Presidente no 
puede suplantar la voluntad de una mayoría 
calificada del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
se basó en los numerales referidos. Evidente- 
mente, el señor Diputado Mieres y quien habla 
hacemos diferentes interpretaciones. 

Tiene la palabra el señor Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: creo que 
la Cámara se ha enfrascado en una discusión 
que no tiene mucho sentido. Luego de las 
palabras del señor Presidente, quien se hace 
responsable de la medida adoptada, correspon- 
día que se cuestionara o no a la Mesa, pero 
no que se diera la palabra para hablar de una 
moción que no se puso a consideración. Con 
todo gusto vamos a respaldar lo que haga el 
señor Presidente, pero si entendía que la 
moción no era procedente, no la tendría que 
haber puesto a consideración. Si la moción no 


es procedente -en lo personal, considero que no 
lo es-, lo que sí es procedente es que se 
cuestione a la Mesa por haber desalojado las 
barras, que, evidentemente, estaban cometiendo 
actos impropios. 

Durante toda su existencia el Parlamento ha 
aceptado que las barras no pueden ejercer 
presión ni acción de ningún tipo y que cuando 
se expresan, aunque más no sea para aplaudir 
a los legisladores, deben ser desalojadas de 
inmediato. Esto es lo que ha sido tradicional en 
el Parlamento y parece que es lógico y 
razonable. 

Veo con cierta preocupación cómo algunos 
legisladores califican el hecho de que otro 
conteste las expresiones de la barra. Como 
parlamentario, digo lo que se me antoja; los que 
están en la barra no tienen derecho a decir 
nada, ni a expresar ninguna opinión bajo 
ninguna circunstancia. Reitero que como legis- 
lador digo todo lo que se me antoja, por 
supuesto en el marco de las normas que la 
Cámara tiene para actuar en el plenario, en la 
Sala. Este es un principio básico y esencial. 
Aquí se están recordando hechos del pasado 
cuando el Parlamento se sintió asolado por una 
patota que agredió a los legisladores en la 
puerta y en los ambulatorios, que generó una 
situación difícil en la primera Legislatura. Si 
cedemos en estos principios, no estamos 
permitiendo que el Parlamento actúe con la 
independencia y serenidad de espíritu con que 
debería hacerlo. 

En definitiva, correspondería que se cuestio- 
ne o no a la Mesa y suspender esta discusión, 
salvo que ésta entendiera que la moción es 
procedente, en virtud de lo cual la pondría a 
votación. Estamos en una situación ambigua que 
no hace bien al funcionamiento. de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Creo ha- 
ber sido claro; pero si la Cámara no me 
entiende, probablemente la culpa sea mía. 

Insisto en que continuamos en la misma 
sesión de la oportunidad anterior. Siendo así y 
en virtud de que el señor Diputado Berois 
Quinteros, ter. Vicepresidente para este Período 
y en esa oportunidad Presidente en ejercicio, 
desalojó las barras por entender que la medida 
era procedente, la Mesa continuará ratificando 
ese temperamento, conforme a las potestades 
reglamentarias. 

La Mesa cree ser clara en este sentido. Por 
lo tanto, se ruega a los señores Diputados que 
entiendan el temperamento que se está mani- 
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festando. Esto no impide que se cierre la lista 
de oradores para opinar sobre este tema. 
Tiene la palabra la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
como acaba de manifestar el señor Presidente, 
estamos en la misma sesión, en régimen de 
sesión permanente, y los antecedentes de lo 
ocurrido la semana pasada están referidos al 
mismo tema. 

Creemos que los derechos de los legisladores 
se han visto lesionados. Nuestro concepto de 
sesionar democráticamente se basa en la idea 
de que existen derechos, pero también tenemos 
que reclamar el cumplimiento de los deberes de 
los demás hacia nosotros. 

El punto se va dilatando, el debate se está 
extendiendo y nos llevará a una larga jornada 
que de por sí es importante y será muy intensa 
en virtud del tema que estamos tratando, que 
se encuentra en la etapa de la discusión 
particular del proyecto de ley de urgente 
consideración. 

Propongo retomar el punto que debemos 
discutir porque los enfoques sobre el tema que 
estamos considerando ya han sido expuestos; 
de lo contrario, podríamos caer en un tecnicismo 
sobre el análisis del Reglamento que no hará 
cambiar a quienes tienen una opinión formada, 
habida cuenta de que se trata de dos puntos 
de vista diferentes. Podríamos pasar cuatro o 
cinco jornadas analizando el Reglamento, sin 
ponernos de acuerdo. 

Sugiero reflexionar al respecto y buscar el 
mecanismo para dar por terminada la discusión 
acerca de este asunto, sobre el que sabemos 
cómo pensamos cada uno. Insisto en que el 
tecnicismo sobre el análisis del Reglamento no 
nos hará cambiar la óptica respecto de si 
abrimos o no la barra. Debemos ingresar de una 
vez por todas al largo debate para el que fuimos 
convocados, que es mucho más importante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: en primera instancia, queremos expresar 
nuestro rechazo visceral a la forma de violencia 
vivida el viernes pasado, por las razones muy 
bien aducidas por el señor Diputado Bergstein, 
similares a las nuestras. 

De ninguna manera aceptamos lo que pasó 
el otro día en este recinto. Si mañana se 
discutiera cualquier asunto o proyecto, la barra 
estuviera llena de gente y la totalidad de ella 


nos apoyara, hiciera expresiones a favor o 
agrediera a otros legisladores de partidos distin- 
tos al nuestro, sin ninguna duda quienes resul- 
taríamos disminuidos seríamos nosotros, ya que 
no es disminuido quien es agredido, y eso es 
importante decirlo. Quien agrede se disminuye 
y quien apoya una agresión también. Por lo 
tanto, la jornada del viernes pasado también 
disminuye al Parlamento y al espíritu democrá- 
tico que debe primar entre nosotros. 

Ahora bien, el Presidente tiene las potestades 
que le otorga el Reglamento y ellas fueron 
expresadas por la Mesa al principio de esta 
sesión. El orden de esta asamblea lo debe regir 
y conducir el Presidente, sea quien sea y 
cualquiera sea el partido al que pertenezca. Sin 
embargo, si se pone a votación una moción para 
no impedir la concurrencia a la barra, la 
votaremos afirmativamente. La Mesa ha expues- 
to muy bien su responsabilidad en este caso, 
pero si se ponen en discusión estos extremos 
-cComo se ha hecho-, nos veremos en la 
obligación de decir nuestra opinión. No es que, 
como se ha expresado -creo que en forma 
equivocada-, quienes están en la barra sean los 
dueños de la asamblea; el dueño de la asamblea 
es el pueblo orienta! en su conjunto, la nación 
oriental, y ella se expresa por distintas vias. Por 
ejemplo, los medios de difusión presentes están 
llevando al pueblo y a la nación oriental esta 
discusión; no quiere decir que quienes estén 
circunstancialmente en una barra representen al 
pueblo oriental, 

No obstante, insisto en que si se pone a 
votación una moción en el sentido que señalá- 
bamos, personalmente -y creo representar a la 
bancada del partido- la votaré afirmativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).—- Tiene la 
palabra el señor Diputado Ronald País. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: seré breve, porque el sentimiento general 
es que deberíamos estar discutiendo el llamado 
proyecto de ley de urgencia y no este tema que 
nos ha insumido un tiempo, a mi juicio, excesivo. 

Quiero ratificar el criterio de la Mesa. Desde 
mi punto de vista, no corresponde la presenta- 
ción de esta moción y están bien asentadas y 
fundamentadas en las disposiciones citadas las 
facultades que tiene el señor Presidente para 
disponer el desalojo de las barras y mantener 
su cierre. 

Por otra parte, por fundamentos de fondo, 
adherimos al mantenimiento de esta medida, 
porque además de adecuada es conveniente, ya 
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que en estos días se sigue viviendo el clima de 
agitación contra el Parlamento, que algunos 
grupos organizaron con éxito. De lo contrario, 
estaríamos dando una pésima imagen hacia el 
resto de la población, el país en general y 
también a nivel internacional, porque lamenta- 
blemente el escándalo siempre es noticia, 
máxime cuando la involucrada es una institución 
democrática, que debe funcionar regularmente y 
mantener una discusión en términos civilizados, 
sin que existan elementos que alteren y 
distorsionen el tratamiento de los temas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Osta. 


SEÑOR OSTA.— Señor Presidente: desde el 
punto de vista reglamentario, adherimos a la 
posición que ha sostenido la Mesa, en la medida 
en que no creemos que sea conveniente la 
presentación de esta moción. 

Queremos aclarar que lo que más nos 
interesa es el tema sustancial, pero nos importa 
defender y dejar clara nuestra posición. No 
estamos en contra de que la gente se entere 
de lo que sucede en el Parlamento; muy lejos 
de esto, estamos dando la cara y defendiendo 
este proyecto y su contenido con orgullo y la 
frente en alto, como ya hemos mencionado. Por 
lo tanto, no estamos en contra de que la gente 
se entere de lo que pasa en la Cámara, pues 
ella es, en definitiva, la que nos puso aquí para 
que la representáramos. 

No hay que minimizar ni exagerar los hechos 
ocurridos el viernes pasado, pero cuando 
quienes concurren a las barras están organiza- 
dos en forma previa y cuando algunos legisla- 
dores, por no poder contenerse, promueven 
estas acciones, o cuando en los días previos a 
la sesión -como sucedió ayer a través de 
algunos medios de difusión radial-, se arenga 
fuertemente para que concurran quienes están 
en contra de este proyecto, la obligación de este 
Parlamento es actuar con tranquilidad, con 
mesura, y velar por el mantenimiento de la paz. 
¿Qué pasaría si quienes apoyamos este proyec- 
to convocáramos a la gente que está a tavor 
para que viniera a defenderlo? Esto terminaría 
en una provocación o batalla campal. 

Debemos ser muy maduros y responsables en 
el momento de tomar una decisión. 

Personalmente, me aburren las barras vacías. 
Cuando integré la Junta Departamental de 
Montevideo, las barras generalmente estaban 
vacías, salvo en algunas oportunidades como, 


por ejemplo, cuando vino ADEOM en una ins- 
tancia en que se consideraba la privatización de 
un camping. En esa oportunidad, la Presidenta 
de la Junta Departamental hizo desalojar las 
barras y nadie dijo mada, porque había un 
comportamiento que conspiraba contra el libre 
funcionamiento de la sesión. En estos días se 
han realizado una serie de manifestaciones que 
atentan, no contra los partamentarios, sino 
contra la institución Parlamento, que es lo que 
tenemos que defender. 

Todos sabemos que cuando se desprestigia 
el Parlamento, cae la democracia y vienen las 
dictaduras. No queremos nunca más dictaduras 
ni que se cuestione en lo más mínimo la vi- 
gencia y el funcionamiento del régimen demo- 
crático. Esto ha sucedido y lo tenemos que 
rescatar de la historia. Los fascistas comenzaron 
así: cuestionando los parlamentos y arengando 
a la gente para que se movilizara en forma 
violenta. Creemos que no es necesario este 
camino para que se manifiesten quienes están 
en contra de esta iniciativa. 

En definitiva, considero que debemos estar 
firmes y conscientes de que todos tenemos 
nuestros argumentos para defender nuestras 
posiciones: quienes están en contra del proyecto 
de ley y quienes están a favor. No puedo decir 
a quienes están en contra que quieren ocultar 
algo a la gente, pero tampoco admito que me 
lo digan a mí ni a quienes estamos defendiendo, 
con orgullo, este proyecto de ley. Tampoco 
entremos en discursos infantiles respecto de que 
la barra va a ser ocupada por gente que 
concurra espontáneamente; todos sabemos que 
esto no es así, 

En el día de hoy solicité la cinta grabada de 
una emisión radial del día de ayer -mientras no 
la escuche, no voy a divulgar su contenido; 
luego sí lo haré-, en la que aparentemente 
algunos señores Diputados estarían arengando 
fuertemente a la gente a los efectos de que no 
solamente concurra a la barra, sino que luche 
en la calle, porque según dicen -lo voy a 
confirmar-, "si hay que pagar con la vida, así 
se hará; otros vendrán atrás". Tenemos que 
tratar de no alimentar este tipo de manifestacio- 
nes que, a nuestro entender, no ayudan a la 
pacificación ni a la tranquilidad, sino a despres- 
tigiar el Parlamento y el sistema democrático. 
Quienes queremos que no haya otra dictadura, 
sino que queremos la democracia y defendemos 
todos y cada uno de sus valores, no lo podemos 
permitir. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala) — Tiene la 
palabra el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: sin 
duda, tenemos una discrepancia importante con 
referencia a si la resolución del señor Presidente 
en ejercicio el viernes próximo pasado, de 
proceder al desalojo de la barra, tiene conse- 
cuencias también para la sesión del día de hoy. 
Como es obvio, no vamos a llegar a un acuerdo. 
Los artículos 157 y 158 mencionados son 
imprecisos y es muy posible que la propia 
Cámara, más allá de las facultades del Presi- 
dente, tenga que tomar resolución sobre el 
particular. 

Simplemente, quiero expresar que el viernes 
próximo pasado hemos brindado públicamente 
nuestra posición sobre lo acontecido e, inclusi- 
ve, nuestra fuerza política redactó un proyecto 
de resolución para que fuese tratado en esa 
oportunidad. Pero más allá de eso, en una 
sesión en la que se va a considerar el proyecto 
de ley con declaratoria de urgente considera- 
ción, y, sobre todo, capítulos y artículos que 
refieren a temas tan importantes como, por 
ejemplo, el puerto, AFE, el agro y la creación 
de un Ministerio de Deporte y Juventud, 
deberíamos contar, sin ninguna duda, con la 
presencia en la barra de los ciudadanos que 
quieran participar. Con la decisión que el señor 
Presidente de la Cámara y algunos señores 
Diputados están anunciando, se impedirá que un 
número muy importante de ciudadanos -que 
quizá no forman parte de aquellos doscientos 
cincuenta o trescientos ciudadanos que estuvie- 
ron presentes el viernes próximo pasado; ésa es 
la capacidad aproximada de la barra- tenga la 
oportunidad de participar y escuchar el debate 
que comenzará en breves minutos. 

También quiero manifestar que en las 
intervenciones de algunos señores Diputados se 
ha cuestionado la actitud democrática de los 
trabajadores. Por supuesto, no estoy de acuer- 
do. Los trabajadores uruguayos y el pueblo en 
su conjunto han dado prueba de su actitud 
democrática y de su defensa irrestricta de las 
libertades y del orden constitucional. Realmente, 
han sido un baluarte en la resistencia contra la 
dictadura y se han movilizado y sacrificado para 
lograr las libertades que hoy tenemos en nuestro 
país. Por lo tanto, rechazo categóricamente la 
generalización de ese concepto. Sin duda, pudo 
haber existido un exceso por parte de algún 
ciudadano en forma aislada, pero estoy abso- 
lutamente seguro de que no hubo ningún tipo 


de programación para que se tomaran determi- 
nadas actitudes. A través de varios años de 
permanencia en este Parlamento, hemos visto 
lo que ha acontecido en este recinto y en la 
barra, tanto de la Cámara de Diputados como 
del Senado. En consecuencia, no es correcto 
generalizar; sin ninguna duda el movimiento 
sindical y los trabajadores han demostrado una 
actitud de defensa irrestricta del Parlamento 
cuando las situaciones eran sumamente difíciles 
y, por supuesto, también de las libertades y de 
la democracia de nuestro país. 

Entonces, tendremos que votar una resolu- 
ción respecto de la concurrencia a la barra. 
Estoy de acuerdo en comenzar a tratar el 
articulado del proyecto de ley, pero el Cuerpo, 
por mayoría, en forma democrática -como 
también actúan en su gran mayoría los ciuda- 
danos que nos visitaron el viernes próximo 
pasado-, resolverá sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
considero que la Presidencia está actuando 
correctamente, desde el momento en que la 
interpretación del Reglamento corresponde al 
pleno de la Cámara. El señor Presidente dio su 
opinión sobre el tema en debate, pero no 
pretende que su opinión sea la verdad definitiva, 
porque ésta corresponde al Cuerpo en pleno. Si 
logro con mis palabras desdramatizar la situa- 
ción, de pronto consigo que el Partido Colorado 
vote la moción presentada, ya que sería un buen 
gesto hacia la opinión pública que esta decisión 
se tomara por unanimidad. 

El artículo 158 del Reglamento establece: "A 
los concurrentes a la barra les está prohibida 
toda demostración o señal de aprobación o 
reprobación y el Presidente hará salir de ella a 
quienes faltaren a esta disposición". Hay que 
tener en Cuenta que dice: "hará salir"; inclusive, 
a veces se ha hecho salir a algunas personas 
y no a la totalidad. El texto continúa: "Podrán 
ser desalojadas por disposición del Presidente 
en caso de desorden, pudiendo suspenderse la 
sesión durante el desalojo". Este artículo es 
bastante vago -diría absolutamente vago- en 
cuanto a lo que dura la suspensión. Entonces, 
es pertinente la pregunta formulada con respec- 
to a si, habiendo transcurrido media hora del 
momento del desalojo, se podía pedir que se 
reabriera la barra. Pero no cabe la menor duda 
de que, después de transcurridas cuarenta y 
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ocho horas de la sesión, es lo que corresponde 
por algo que hasta ahora no se ha dicho -pido 
que se le preste especial atención a esta parte 
del Reglamento- y es que, según el artículo 23, 
la prórroga de ninguna sesión de Cámara puede 
hacerse por más de veinticuatro horas. Enton- 
ces, mal se puede suponer que el artículo 158 
prevea que el cierre de la barra sea por más 
de veinticuatro horas porque -reitero- el artículo 
23 del Reglamento de la Cámara no prevé que 
alguna prórroga se pueda extender por más de 
veinticuatro horas. Esta es una discusión de 
larga data. Cuando ocupé la Presidencia de la 
Cámara me tocó interpretar esta disposición e, 
inclusive, votamos alguna prórroga de mayor 
tiempo y, por economía en el tratamiento de la 
Cámara, no se puso a votación el cuestiona- 
miento de esta interpretación, porque como 
había mayoría, la interpretación estaba habilita- 
da. Pero -reitero- el texto del Reglamento que 
debe ser examinado establece claramente que 
la prórroga nunca puede ser por más de 
veinticuatro horas. Inclusive, en la página 28 del 
Reglamento, bajo el título "Cuarto intermedio" 
-es muy fácil leerlo-, se hace referencia a los 
intermedios, que pueden ser de menos de dos 
horas o de más de dos horas, pero nunca 
superar las veinticuatro horas. En consecuencia, 
debido a que creo que esta situación no tiene 
antecedentes, sería bueno aclarar estos aspec- 
tos reglamentarios para el futuro. Estoy de 
acuerdo en que debemos abocarnos al trata- 
miento del proyecto de ley, pero este aspecto 
no es de menor importancia porque tiene que 
ver nada más ni nada menos que con la presen- 
cia de la gente, del pueblo, en las deliberacio- 
nes de la Cámara de Representantes. Á mi 
juicio, esto tiene mucho que ver con la demo- 
cracíia. 

Finalizo diciendo que aspiro a que este 
asunto se vote por unanimidad. Creo que el 
argumento que he brindado es concluyente: si 
las barras están abiertas, estamos aplicando 
correctamente el Reglamento. 

Con respecto a una apreciación realizada por 
un señor Diputado, quiero decir que nosotros no 
podemos garantizar la conducta de quienes 
concurren a la barra; no lo podemos hacer no- 
sotros ni nadie. Sin embargo, podemos afirmar 
con absoluta responsabilidad y convicción que 
vamos a hacer lo posible -siempre con las 
limitaciones humanas que tenemos- para que se 
garantice el orden durante el transcurso de la 
sesión, tanto en este caso como en general, 
porque el apego a las leyes y a la paz, en el 


tránsito de la vida democrática, es una norma 
permanente de nuestra conducta política. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
está de acuerdo en que la Cámara se encuentra 
en un pequeño brete, que se resolverá mediante 
la presentación de una moción de cuestiona- 
miento, la que espero llegue rápidamente a 
efectos de poder continuar. 


(Interrupción del 


Baráibar) 


señor Representante 


— El temperamento de la Mesa es continuar 
esta sesión con el régimen de sesión permanen- 
te en que se encuentra y, además, con la barra 
cerrada. Como el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio y el Nuevo Espacio no coinciden con ese 
criterio, estoy esperando la moción con el 
cuestionamiento de los Representantes de estos 
partidos, a efectos de someterla a votación. No 
voy a someter a votación la moción ya pre- 
sentada; si nadie cuestiona el temperamento de 
la Mesa, se ingresará a la discusión particular 
del proyecto de ley. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: no 
corresponde que se proceda de esa manera; 
corresponde votar la moción presentada a la 
Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
no considera procedente dicha moción. Aclaro 
que se va a dar inicio a la discusión de fondo 
de la sesión. Si alguien tiene algún reparo, 
perfectamente puede cuestionar la actitud de la 
Mesa. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señor Presidente: estoy 
asombrado, porque luego de que la Cámara 
estuvo discutiendo durante una hora la moción 
y cuando prácticamente la inmensa mayoría de 
los sectores políticos -el Herrerismo, represen- 
tado por el señor Diputado Trobo, el Nuevo 
Espacio y el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio- coincidieron en la necesidad de reabrir 
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la barra, en este momento nos encontramos con 
que el señor Presidente no somete a votación 
la moción por entender que desde el punto de 
vista reglamentario se trata de una decisión que 
él debe adoptar. 

Creo que ésta no es la mejor forma de 
proceder y nos llevará a discutir una hora más 
sobre si conviene o no y sobre si se debe o 
no cuestionar a la Mesa. 

En este momento hay una moción en la Mesa 
por la cual el Cuerpo, sin criticar la actitud 
adoptada por el señor Presidente el viernes 
pasado -por el contrario, en las exposiciones 
realizadas se advierte que la decisión de desa- 
lojar la barra tue apoyada-, reasume plenamente 
sus potestades, solicitando que se ponga a 
votación si se reabre o no la barra, a efectos 
de que ello se defina democráticamente. De esta 
manera, daríamos por liquidado el punto y 
entraríamos a la discusión particular del proyec- 
to de ley, para lo cual ya estamos bastante 
atrasados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Me parece 
que estamos teniendo un gran problema de 
comunicación. 

La Mesa dio noticia del temperamento con 
que esperaba actuar en la jornada de hoy. 
Simultáneamente, porque lo debía hacer a 
efectos informativos, dio lectura a una moción 
y explicó al Cuerpo que dicha moción no era 
correcta desde el punto de vista del procedi- 
miento, por los argumentos expuestos durante 
la discusión, en los que evidentemente no 
coincidimos con el señor Diputado Baráibar y 
con otros señores Diputados. 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: simple- 
mente, consideramos que la Mesa ha dado una 
verdadera lección de lo que debe ser el buen 
talante parlamentario para permitir discutir una 
cuestión sin ceder en sus puntos de vista. 

La Mesa nunca se arrogó potestades de tipo 
alguno durante el desarrollo de esta sesión ni 
lo está haciendo en este momento. La Mesa está 
sosteniendo un criterio. Si se discrepa con él, 
se cuestiona a la Mesa; si no se observa la 
Mesa, el criterio sigue prevaleciendo. Es tan 
sencillo como eso. ¿Se cuestiona a la Mesa por 
haber desalojado a la barra o no se la cues- 


tiona? Si se la cuestiona, se vota; si no se la 
cuestiona, la Mesa entiende que no es proce- 
dente poner la moción a votación, por lo que 
no lo hace. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señor Presidente: dado 
el cariz que ha tomado esta discusión -que no 
compartimos-, advertimos que, en definitiva, 
esto va a conducir a que el debate sobre si está 
bien o mal cuestionar a la Mesa continúe 
durante una hora más, y como nuestra actitud 
no apuntaba al cuestionamiento de la Mesa sino, 
simplemente, a que el Parlamento fuera más 
democrático, vamos a retirar la moción presen- 
tada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Continúa 
la consideración del asunto motivo de la 
convocatoria. 

La Mesa tiene noticias de que se va a adoptar 
determinada mecánica para el tratamiento de 
este asunto; creo que se ha acordado realizar 
la votación por capítulos para, luego, ingresar 
en la consideración de los desgloses. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
efectivamente, hace unos días acordamos seguir 
la mecánica de votación por capítulos, en 
aquellos que no presentan problemas. Antes de 
comenzar con la discusión particular, solicito se 
dé lectura a una moción presentada a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala). Dese cuen- 
ta de una moción presentada por la señora 
Diputada Charlone y los señores Diputados 
Baráibar, Agazzi, Ponce de León y Rossi. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara de Dipu- 
tados levante la declaración de urgente 
consideración para el Capítulo VÍl, tema 
puerto de Montevideo (artículo 20), tema 
ferrocarriles (artículo 21), Capítulo VII, tema 
CONAPROLE (artículos 40, 41 y 42), modi- 
ficaciones a la legislación penal (Capítu- 
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lo Xt!D), y Sección 5%, artículos 34 a 36 (tema 
alumbrado)". 


— La Mesa está consultando la Constitución de 
la República; la señora Diputada Charlone 
recordará que el literal c) del numeral 7% del 
artículo 168 expresa: "cada Cámara por el voto 
de los tres quintos del total de sus componentes, 
podrá dejar sin efecto la declaratoria de urgente 
consideración, en cuyo caso se aplicarán a partir 
de ese momento los trámites normales previstos 
en la Sección VII". Este literal hace referencia 
al conjunto del proyecto. Quizás la señora 
Diputada Charlone tiene otro matiz, pero la 
interpretación que realiza la Mesa es que la 
moción que se está presentando no es correcta 
desde el punto de vista del procedimiento. En 
todo caso, la Mesa desea escuchar la 
fundamentación sobre el particular. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
comprendo que tal como está planteada la 
posibilidad de levantar la declaratoria de urgente 
consideración en el literal c) del numeral 7? del 
artículo 168 de la Constitución, puede generar 
dudas. Naturalmente, las dudas se generan a 
raíz del contenido del proyecto. En realidad, 
todos los antecedentes que hemos analizado 
-volvemos un poco al planteamiento de lo que 
fue nuestra exposición en la instancia del 
viernes pasado; no quiero entrar en esa dis- 
cusión- hacen referencia a temas distintos. Si en 
un proyecto de ley con un solo tema, perfec- 
tamente puede levantarse la declaratoria de 
urgente consideración de ese tema, en el 
proyecto que estamos considerando, en el que 
hay una infinidad de temas diferentes -catorce 
o quince-, podemos levantar la declaratoria de 
urgente consideración, por lo menos de alguno 
de ellos. Pensamos que es pertinente. 

Sentimos que, desde el punto de vista 
político, estaríamos omisos si no planteáramos 
para estos capítulos el levantamiento de la 
declaratoria de urgente consideración. No lo 
hicimos para todo el proyecto de ley porque 
entendemos que hay un capítulo que sí requiere 
ser tratado con urgencia: el referido al sector 
agropecuario. De ninguna manera podríamos 
asumir la responsabilidad de que las exonera- 
ciones tributarias para el sector agropecuario 
quedaran aplazadas por solicitar el levantamien- 


to de la declaratoria de urgente consideración 
del proyecto. Sin embargo, nos parece que los 
temas que estamos planteando son de importan- 
cia -importancia no quiere decir urgencia; 
significa darse el tiempo necesario para protun- 
dizar en ellos-, como, por ejemplo, el relativo a 
la Administración Nacional de Puertos. ¡Vaya si 
es un tema de trascendencia, de relevancia 
nacional! Se trata de un solo artículo, pero es 
un camino sin retorno. 

También estamos hablando del artículo 21, 
que refiere a los ferrocarriles. Sabemos que hay 
informes reservados con planes para AFE que 
no han sido considerados por esta Comisión 
durante el análisis del proyecto. 

Además, nos referimos al alumbrado público, 
que está considerado en los artículos 30, 34 y 
35. En el artículo 34 hay un problema que la 
Comisión no ha llegado a resolver; se admite 
que, implícitamente, se están generando zonas 
de disputa entre UTE y las Intendencias y, por 
lo tanto, los perjudicados van a ser los usuarios. 

También estamos hablando de los artículos 
vinculados a CONAPROLE. ¡Vaya que es un 
tema importante! Precisamente, por ser tan 
importante, no entendemos por qué, en lugar de 
discutirse en medio de una política general de 
lechería y consultando a los interesados, hay 
que modificar la distribución de utilidades y la 
integración de su Directorio a través de un 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración. 

Asimismo, nos referimos a las modificaciones 
en la legislación penal y entendemos que no es 
pertinente un tratamiento de esta naturaleza. A 
través de este proyecto de ley, prácticamente se 
está cambiando la arquitectura del Código” 
Penal. No nos parece que éste sea el camino 
más adecuado. 

Reiteramos que estaríamos omisos si no 
planteáramos el levantamiento de la declaratoria 
de urgente consideración, pues estos temas son 
muy graves. En este proyecto hay asuntos que 
no son urgentes y votarlos o no, no cambia 
nada; sin embargo, con respecto a los temas 
mencionados, sí cambia y mucho. Por lo tanto, 
consideramos que merecen un estudio más 
ponderado y que sería más adecuado que las 
respectivas Comisiones de la Cámara -la de 
Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas, 
la de Ganadería, Agricultura y Pesca y la de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración- se tomaran el tiempo necesario 
que estos temas requieren. 
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SEÑOR BORSARI BRENNA.— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: voy a ser breve porque creo que todos 
estamos expectantes por comenzar a discutir el 
asunto por el que la Cámara fue citada. 

Con todo el respeto que me merecen los 
legisladores, opino que la moción que se ha 
presentado es inconstitucional. El texto de la 
Carta establece claramente cuándo se puede 
dejar sin efecto la declaratoria de urgente 
consideración. Así lo dispone el literal c) del 
numeral 7* del artículo 168: "cada Cámara por 
el voto de los tres quintos del total de sus 
componentes, podrá dejar sin efecto la decla- 
ratoria de urgente consideración, en cuyo caso 
se aplicarán a partir de ese momento los 
trámites normales previstos en la Sección VII". 
¿Qué quiere decir esto? Que los proyectos con 
declaratoria de urgente consideración son un 
solo cuerpo normativo. No se puede dejar sin 
efecto parcialmente esa declaratoria enviada por 
el Poder Ejecutivo. Considero que esto es 
absolutamente ajeno a lo que el texto constitu- 
cional establece y creo que sería procedente 
ponerlo a votación lo más rápidamente posible 
a efectos de ingresar en el tema en forma 
definitiva. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: sólo 
quiero referirme a una cuestión de forma. Más 
allá de la inconstitucionalidad a la que hacía 
referencia el señor Diputado Borsari Brenna, 
creo que hay dos puntos claros. 

En primer lugar, la bancada del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio ya planteó el levan- 
tamiento de la declaratoria de urgente conside- 
ración de este proyecto durante la discusión 
general. Creo que esto es claro; bastaría con 
fijarse en la versión taquigráfica. 

En segundo término, por lo que establece la 
Constitución, creo que la declaratoria de urgente 
consideración se puede levantar en cualquier 
momento, ya sea en el inicio o a posteriori. 
Pero, en este caso, el proyecto ya fue apro- 
bado en general. Este es un punto que no se 
ha tenido en cuenta: el proyecto ya fue 


aprobado. Lo que sí sé que la Constitución no 
establece es que se permita, una vez aprobado 
el proyecto -y aun si no lo hubiese sido-, 
desgajar sus artículos y decir que tal capítulo 
no es de urgente consideración y, por lo tanto, 
excluirlo; que yo sepa, eso no está autorizado 
en ningún lado. Quizás se podría admitir que se 
levantara la declaratoria de urgente considera- 
ción en cualquier momento -tendríamos que 
discutirlo en otra oportunidad-, pero está muy 
claro que no se puede subdividir el proyecto. Si 
la temática de la iniciativa es mayor o menor, 
es más amplia o menos amplia, ése es otro 
problema. La Constitución nunca permite el 
levantamiento de la declaratoria de urgente 
consideración por temas. No sé por qué se está 
planteando esa posibilidad. Estamos retrasando 
la discusión del proyecto de ley con argumentos 
que realmente son insostenibles. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: voy a complementar lo expresado por el 
señor Diputado Falco y Jo manifestado en la 
discusión general por el señor Diputado Trobo, 
quien argumentó muy bien, en base a la opinión 
del constitucionalista Cassinelli Muñoz, sobre la 
procedencia de que en un proyecto declarado 
de urgente consideración se incluya más de un 
tema. 

Creo que acá no estamos respetando lo que 
establece la Constitución de la República en 
cuanto a que el Poder Ejecutivo tiene la potes- 
tad de determinar la declaratoria de urgente 
consideración y sobre qué temas. Creo que, 
ligeramente, estamos permitiendo a ciertas 
personas que digan que creen que tienen la 
potestad de decir qué artículos les conviene que 
sean de urgente consideración y qué artículos 
no. 

Considero que, en base a todos los argumen- 
tos que hemos expuesto, a lo dicho por el señor 
Diputado Falco y a lo establecido en la 
Constitución de la República, tenemos que 
empezar a votar, de una vez por todas, este 
proyecto de ley y no seguir ocupando más 
tiempo en estas cosas, que lo único que hacen 
-desde la hora 10, que es a la que fue 
convocada esta Cámara- es retrasar más lo que 
tenemos por delante. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


18 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: con 
mucho respeto, me parece que se han obviado 
nociones básicas del derecho; de otra forma, no 
se podría sostener lo que aquí se está sus- 
tentando. 

La ley es una norma ¡jurídica que admite 
muchas formas de definición, pero hay dos que 
son básicas: una ley en sentido formal y una 
ley en sentido material. Desde el punto de vista 
formal, una ley no es más que la norma jurídica 
aprobada por el Parlamento y sancionada por el 
Poder Ejecutivo. 

Desde el punto de vista material, una ley es 
otra cosa y su conceptualización ingresa en el 
campo de la filosofía del derecho, al que, 
naturalmente, no voy a ingresar hoy, no porque 
no me apasione el tema, sino porque sería muy 
largo. Pero sí debo decir que cuando se hace 
mención a una ley y cuando todo el contexto 
constitucional se refiere a una ley, se alude a 
una norma con una materia determinada, lo que 
no sucede en este proyecto. En realidad, desde 
el punto de vista formal, lo que sucede es que 
aquí hay muchos proyectos de ley con una sola 
iniciativa. Por lo tanto, si hay muchos proyectos 
de ley con una sola iniciativa, es perfectamente 
posible distribuir las iniciativas. De otro modo, 
inclusive, se puede llegar a sostener que este 
proyecto de ley... 


(Interrupción del señor Representante Gallinal) 


— Agradecería al señor Diputado Gallinal que ya 
que estuve tres días sin venir y les di ese 
descanso, me dejara hablar. Ese sonsonete que 
viene de la sierra de Minas me desconcentra un 
poco. 

Digo con total honestidad intelectual que no 
es ningún disparate pensar que esta iniciativa 
se puede fraccionar, porque éste es un proyecto 
de ley con características muy especiales, 
donde se tratan temas como el fomento de la 
inversión y el empleo, temas agropecuarios y 
hasta la reglamentación de la mosqueta, cuya 
identidad conceptual es imposible que alguien 
manifieste. 

Creo que hay que incorporar todos los 
conceptos; la interpretación de cualquier texto 
jurídico debe ser siempre lógico-sistemática, y 
no se puede leer ni un artículo ni un capítulo 
solo, porque se lee mal. Modestamente y con 
mucho respeto hacia quienes opinen otra cosa, 
creo que hemos leído mal. Se puede decir, 


perfectamente, que a una norma se le quite el 
carácter de urgente consideración y a esta otra 
no. De otro modo, se daría el ridículo de que 
en una ley de setenta artículos, al Poder 
Ejecutivo le sucedería como a los niños cuando 
les dicen "si me haces un gol, me llevo la 
pelota”. Resultaría que no se le podría objetar 
ni un solo artículo porque de otra manera toda 
la ley quedaría anulada. 

La interpretación lógico-sistemática significa, 
entre otras cosas, que debe haber interpretacio- 
nes coherentes de todo el sentido de la ley. 
Jamás voy a hablar del espíritu de la ley porque 
no creo en él. Esa es una concepción del si- 
glo XIX que, desde el punto de vista de la 
filosofía del derecho, está muerta y enterrada. 
Reitero que no hablo del espíritu de la ley, sino 
del texto y del contexto, que son cosas bien 
distintas. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: últimamente, en la Cámara estamos 
asistiendo a clases de derecho. 

Hace pocos días, en la Comisión de Cons- 
titución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración, un señor inspector de tránsito de la 
Intendencia Municipal de Montevideo nos dio 
una clase de derecho administrativo; hoy, el 
señor Diputado Orrico, con sus conocimientos 
jurídicos y teatrales, nos ha traído una clase 
donde mezcla la filosofía del derecho, el 
derecho civil, el derecho constitucional y el 
derecho administrativo. Nos explica qué es la ley 
y se olvida de que una ley puede tener varios 
temas. 

Las leyes más importantes en este país son 
los Códigos. ¡Si tendrán temas diferentes los 
Códigos! El señor Diputado Orrico nos ha hecho 
una especie de creación jurídica, evidentemente, 
con el propósito dilatorio que venimos soportan- 
do desde las diez y media de la mañana. ¡Se 
intenta votar otra vez lo que ya votó la Cámara! 
La Cámara votó algo mucho más amplio: votó 
negativamente una propuesta que presentó en 
su momento el Nuevo Espacio para quitar el 
carácter de urgente a este proyecto de ley. Fue 
planteado en forma acertada porque se sugirió 
para todo el proyecto de ley. 

Ahora, cuando el proyecto ya se aprobó en 
general, se quiere plantear quitar la declaración 
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de urgencia a algunos sectores del proyecto. 
Bienvenido sea, por otra parte -esto lo digo 
entre paréntesis-, que quienes dicen que esta 
ley no es urgente, hoy estén diciendo que hay 
una cantidad de temas que sí lo son. 
implícitamente, están manifestando que hay 
algunos temas que son urgentes, por lo menos 
para ellos; para nosotros, son urgentes todos. 


(Apoyado) 


— El hecho concreto es que, evidentemente, no 
puede haber levantamiento del carácter de 
urgencia para algún artículo o capítulo en 
especial, De lo contrario, habría que pensar que 
cuando el Poder Ejecutivo eleva un proyecto, 
también podría decir que determinado artículo 
es urgente y tal otro no. Entonces, estaríamos 
provocando lo que se llama un caos jurídico y 
es evidente que eso no es lo que el consti- 
tuyente quiere. De manera que ésta es una 
chicana más, una "longadera" más que vamos 
a seguir soportando. Si quieren seguir hasta el 
fin del límite fijado por la Constitución, a los 
efectos de la aprobación tácita del proyecto de 
ley, también lo haremos. ¡No crean que van a 
seguir ganando aplicando este tipo de chicanas, 
porque a esta altura los temas que se están 
planteando en la Cámara son absolutamente 
irrelevantes! ¡Qué lástima que no haya gente 
aquí! Digo esto porque en última instancia lo que 
interesa €s que la gente sepa realmente las 
chicanas que se están utilizando. Pero me 
refiero a la gente de verdad, no a los doscientos 
que concurren a las barras, sino a treinta mil 
o cuarenta mil. Dicho sea de paso, ¿qué 
derecho tienen doscientas personas a venir a 
presionarme, cuando me eligieron treinta mil? Es 
al revés: esas treinta mil son las que tienen 
derecho a que no venga nadie a presionarme, 
a gritarme, a escupirme ni a tirarme monedas. 


SEÑOR ORRICO.— 
contestar una alusión. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: en 
primer lugar, no tengo ningún interés dilatorio en 
este tema. Nuestra fuerza política tiene decisión 
expresa de que esto debe votarse y no ser 
aprobado por el transcurso del tiempo. 

En segundo término, no doy clase, pero sería 
bueno que alguno leyera a Vaz Ferreira para 
entender el razonamiento que se hizo recién, es 
decir, que como a algunos artículos se les 


quiere quitar el carácter de urgente, se debe 
considerar urgentes a otros. No; aquí estamos 
en realidades políticas que nada tienen que ver 
con esto. Sería bueno leer el texto "Lógica viva”, 
donde estas cosas se explican muy bien. 

En tercer lugar, es un disparate decir que los 
Códigos no tienen las mismas materias. El 
Código Civil trata la materia civil y, dentro de 
ésta, diversas materias. Este proyecto de ley de 
urgente consideración trata materia civil, penal, 
procesal, administrativa y todas las materias que 
se puedan dar. Son cosas bien distintas y no 
hay hilo conductor entre una y otra. 

En definitiva, después de casi seis años en 
el Parlamento, saben que trato de ser una 
persona seria y no me gusta que me acusen 
gratuitamente. Cuando voy a dilatar, lo digo 
porque, además, soy abogado y no tengo ningún 
problema en hacerlo. A los abogados no nos 
duelen prendas; he dilatado mil juicios, como lo 
hacemos todos los que ejercemos la profesión. 
Sin embargo, no me gusta que gratuitamente me 
endilguen una conducta que no es de mi estilo 
y que en este caso no hay ningún elemento para 
avalarla. He dado argumentos y me han 
contestado con una especie de exabruptos que 
realmente rechazo. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: creo 
que cuando se señala por parte de algún señor 
Diputado que otros legisladores o algún sector 
proceden con ánimo de dilatoria, con propósito 
de chicana -u otros calificativos que, sin duda, 
se dicen con ánimo de agravio-, es necesario 
que la Mesa lo observe, puesto que no se 
pueden presumir intenciones. Yo no las presu- 
mo, pero, además, cuando se dice que se 
comienza a trabajar tarde y que se ha demorado 
porque se plantea ese tipo de chicanas, debo 
decir, en primer lugar, que a la hora en que 
estaba citada la sesión -las diez- estábamos 
presentes, de modo que el retraso no fue 
responsabilidad de nuestro sector. En segundo 
término, cuando se plantea un tema previo como 
la habilitación de las barras, se debe leer la 
versión taquigráfica y ver qué sector expuso su 
punto de vista a través de un mayor número de 
legisladores. En este mismo tema, obsérvese 
quienes están hablando en mayoría y se verá 
quién pone las trabas. Digo esto para desmentir 
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lo que se intentó decir respecto de nuestro 
sector. No estamos trabando la consideración de 
un proyecto; deseamos tratarlo, etcétera. 

Si me permite, señor Presidente, no quiero 
hacer una observación, sino, simplemente, 
advertir que es importante que a todos -también 
a nosotros-, cuando agraviamos a otro sector, 
se nos llame al orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
revisará la versión taquigráfica a los efectos de 
ver si existe algún tipo de expresión que no 
hubiera correspondido. 


SEÑOR CHIFFLET.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 

No pido que se suprima nada de la versión 
taquigráfica; inclusive, soy contrario a ese 
procedimiento y creo que también debemos re- 
visarlo. Creí imprescindible sugerir a un Presi- 
dente que preside muy bien, por cierto -no tengo 
objeciones contra él-, que cuando por parte de 
nuestro sector o de otros se  pronuncien 
adjetivos con ánimo de agravio y presumiendo 
intenciones, tenga a bien advertir que eso 
perturba la sesión. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
quiero rechazar enfáticamente que se nos 
atribuya la intención de haber presentado esta 
moción como una especie de chicana política. 
Me parece que eso es reducir el tema y es tratar 
de descalificar algo que para nosotros es una 
cuestión y un sentimiento de fondo. 

Se nos dice: "¿Quién puede indicar al Poder 
Ejecutivo cuándo algo es urgente y cuándo no 
lo es?". Lo puede hacer el Senado; lo puede 
hacer la Cámara. Presentamos una moción, y 
quien entienda que hay que mantener la 
urgencia, que no la vote, y quien entienda que 
no hay que mantenerla, que la vote. Es muy 
sencillo. 

Me parece que es necesario hacer una 
especie de interpretación del texto constitucio- 
nal. Creo que el que puede lo más, puede lo 
menos. Si se puede levantar la declaratoria de 
urgente consideración para todo el proyecto de 
ley, no es en absoluto descabellado hacerlo para 
algunas partes. Nadie está transgrediendo el 
espíritu de la Constitución; simplemente, hay 
que hacer una interpretación, porque tenemos 


un proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración que, como dijimos en 
reiteradísimas oportunidades, incluye quince 
materias diferentes, y algunas de ellas pueden 
ser urgentes y otras no. Este es nuestro punto 
de vista y lo exponemos con todo el respeto del 
mundo para con los demás señores legisladores 
y las demás fuerzas políticas que entiendan que 
todas las materias son urgentes. A nuestro 
entender -tan respetable como el de los de- 
más-, no todas lo son y ésta no es la forma de 
tratarlas. Por eso presentamos esa moción. Se 
pondrá a votación; quien esté de acuerdo lo 
apoyará y quien no lo esté no lo hará, y 
pasaremos a la discusión particular. Pero, de 
ninguna manera podemos aceptar que acá se 
nos diga que estamos tratando de dilatar el 
asunto y de hacer chicanas. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Señor Presidente: 
con respecto a las consideraciones de algunos 
señores Diputados que hicieron uso de la 
palabra anteriormente, en cuanto a que el 
proyecto ya fue votado en general, queremos 
recordar que en la sesión del 16 de junio -antes 
de que se realizara dicha votación- formulamos 
siete interrogantes sobre esta iniciativa a 
aquellos que la confeccionaron y que la van a 
votar afirmativamente. 

La tercera pregunta claramente hacía referen- 
cia a si era posible que quienes confeccionaron 
este proyecto de ley y van a votarlo por la 
afirmativa se hubieran equivocado, aunque fuera 
en parte, en el criterio de selección de los temas 
realmente urgentes. Decíamos esto como un 
llamado a la reflexión. Quienes legislamos 
también podemos equivocarnos, sobre todo 
aquellos que aún no tenemos experiencia -en 
cuanto al tiempo- y que no somos profesionales 
universitarios de las leyes, pero que a pesar de 
ello, de acuerdo con lo que establece la 
Constitución, tenemos absoluto derecho a ccu- 
par una banca en este recinto como Represen- 
tante de miles de ciudadanos. 

Entonces, como producto del debate, que 
enriquece, puede emerger que se ha cometido 
un error al considerar, honestamente, algunos 
temas como urgentes, de acuerdo con criterios 
personales o del sector político al que se 
pertenece, o de acuerdo con los intereses 
económicos o la política económica que se 
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defiende. Es muy humano y honesto considerar 
que pudo haber un error y que se puede hacer 
un replanteamiento; de lo contrario, el debate en 
el Parlamento tendría poco sentido. 

Por otra parte, nuestra sexta interrogante 
-que tampoco recibió respuesta- se retería a la 
posibilidad de que se retiraran algunos artículos 
del texto de este proyecto al conocerse que 
varios sectores involucrados se confesaban 
desinformados y solicitaban más tiempo para 
discutir. Al respecto, dábamos los ejemplos del 
puerto de Montevideo, de CONAPROLE y del 
agro. En contacto con los ciudadanos, nos dimos 
cuenta de que cuando conocieron el texto del 
proyecto se encontraron con que tenían un alto 
grado de desinformación sobre temas importan- 
tes en los que se veían involucrados. Por eso, 
solicitaron que se les diera más tiempo para 
informarse, debatir y ser partícipes de la 
decisión en torno a la aprobación de un proyecto 
de ley que les cambiará el futuro. 

Esto fue planteado antes de la votación en 
general y, sin embargo, no obtuvimos respuesta. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
tenemos demasiado respeto por el derecho 
como para considerarnos dueños de la verdad, 
pero se ha hecho una afirmación jurídica que 
parecería que a esta altura está más allá de 
toda discusión. Se dijo: "el que puede lo más, 
puede lo menos”. Ese es un principio del 
derecho privado pero no de derecho público. 
Este, como enseñaba Justino Jiménez de 
Aréchaga, se rige por el principio de la 
especificidad, que es exactamente lo contrario 
a decir que "el que puede lo más, puede lo 
menos”. 


(¡Muy bien!) 
SEÑOR VENER CARBONI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBON!.— Señor Presi- 
dente: a falta de idoneidad en el tema jurídico, 
el sentido común nos lleva a presumir que el 
acto de levantar la declaratoria de urgente 
consideración debe cumplirse previamente al 
inicio del tratamiento en general de un proyecto. 
De lo contrario, parece ridículo que legisladores 
que han pasado cuatro días de largas sesiones 


en las que hablaron, fundamentalmente, de los 
temas respecto de los cuales se quiere levantar 
la declaratoria de urgente consideración, tomen 
una decisión en ese sentido. 

Creo de manera firme que no hay constitucio- 
nalidad en el contenido de la moción. Además, 
es totalmente inconducente, porque el final del 
literal c) del numeral 7* del artículo 168 de la 
Constitución dice: "(...) en cuyo caso se apli- 
carán a partir de ese momento los trámites 
normales previstos en la Sección VII". ¿Y cuáles 
son los trámites normales, luego de haber 
aprobado en general un proyecto? Pasar a la 
discusión particular, como lo estamos haciendo. 
Desde mi punto de vista, es evidente que no hay 
consecuencia directa de la moción y no es 
correcto presentar una moción para levantar la 
declaratoria de urgente consideración luego de 
que el proyecto fue analizado en general; el 
momento adecuado para hacerlo era antes de 
la mencionada discusión. 

Estoy de acuerdo con los compañeros del 
Partido Colorado preopinantes en cuanto a que 
ésta es una nueva instancia dilatoria y aquellas 
fuerzas políticas que se pronuncian en el sentido 
de que quieren aprobar este proyecto antes de 
que venza el plazo lo disimulan muy bien, 
porque de nuevo están poniendo a trabajar la 
"máquina de impedir". Una vez más, como en 
el caso de la moción anteriormente presentada, 
cuando se pretendió volver a llenar la barra, 
también se cumplió con el sector del electorado 
a que los mocionantes querían satisfacer. Por 
lo tanto, ahora pueden hacer lo mismo, es decir, 
retirar la moción; de esa manera, podremos 
seguir tratando el asunto que nos ha convocado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Solicito a 
todos los señores Diputados que cuando hagan 
sus exposiciones presten atención a los argu- 
mentos que incluyen la presunción de intencio- 
nes de los distintos miembros del Cuerpo. Les 
pido que reflexionen sobre ese punto, porque 
ahí tenemos una valla que no podemos 
franquear. 


SEÑOR MELGAREJO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
apuntando a lo que se decía por parte de la 
Mesa, no ha habido absolutamente ninguna 
maniobra dilatoria. Esta sesión tendría que 
haber empezado a la hora 10, pero a las 10 y 
150alas 10 y 20, cuando yo llegué, los señores 
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Diputados de la coalición aún no habían logrado 
el quórum requerido para comenzarla. Por lo 
tanto, no existe tal maniobra dilatoria. 

Indudablemente, habría sido muy lindo que la 
barra hubiera estado llena de gente. Presenta- 
mos una moción para que así fuera, más allá 
de que la Mesa entendió que no correspondía; 
fundamentalmente, el Partido Colorado se opuso 
a ello. 

Si como se ha dicho, después de aprobada 
la ley en general, no se puede intentar que 
algunos de sus capítulos o artículos no sean 
tratados como de urgente consideración, creo no 
tenemos razón para seguir discutiendo. Enton- 
ces, lo aprobamos todo como está, porque, 
evidentemente, los artículos aditivos y las 
cuestiones diferentes que queremos plantear 
nos llevarían quién sabe cuántos días de 
discusión inútil. Está todo cocinado y, de 
acuerdo con el criterio de algunos señores 
Diputados que me han precedido en el uso de 
la palabra, aparentemente la Constitución esta- 
blece que después de aprobado el proyecto en 
general, no podemos cambiar absolutamente 
nada de él. Creo que esa interpretación es un 
barbarismo, pero, en definitiva, es lo que se 
desprende de las palabras de los señores 
Diputados. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
un señor Representante planteó que el tiempo 
no tue suficiente para agotar los temas y que 
se habría necesitado más. Sin embargo, basta 
con leer rápidamente el listado de delegaciones 
invitadas que recibimos en la Comisión para 
notar que nos permitió obtener un ámbito de 
intercambio con distintos sectores que, si lo 
supimos aprovechar, evidentemente nos posibi- 
litó empaparnos de todas las áreas. Durante 
extensas jornadas recibimos al Ministerio de 
Economía y Finanzas, a la Dirección General 
impositiva, a la Suprema Corte de Justicia, a la 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación, a los Directorios de UTE y de la 
Administración Nacional de Puertos, a la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, a la Coopera- 
tiva Nacional de Productores de Leche, a la 
Asociación de Obreros y Empleados de 
CONAPROLE, a la Asociación Nacional de 
Productores de Leche, al Sindicato Unico de la 
Administración Nacional de Puertos, a la 


Agrupación de Profesionales Asesores en Segu- 
ros, a la Comisión Nacional de Educación Física, 
al Centro de Navegación, a la Unión Ferroviaria, 
a la Comisión Nacional de Fomento Rural, al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, al 
Colegio de Abogados del Uruguay y a la Mesa 
Coordinadora de Gremiales Agropecuarias. De 
este modo pudimos mantener un diálogo y 
obtuvimos un ámbito en el que tuvimos acceso 
a la información. Como integrante de la 
Comisión, tenía el deseo de evacuar la duda del 
señor Diputado preopinante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Los seño- 
res Diputados que presentaron la moción deben 
manifestar si la mantienen, porque, de ser así, 
debe ponerse a votación. El temperamento de 
la Mesa fue claro. 


SEÑORA CHARLONE.— Efectivamente, la 
mantengo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar la moción presentada. 


(Se vota) 
— Treinta y tres en ochenta y seis: Negativa. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
votamos en forma negativa la moción porque 
nos parece que, en términos estrictamente 
jurídicos y constitucionales, era improcedente y 
que correspondía -como lo hizo la Cámara- votar 
la aceptación o no de la declaración de urgente 
consideración en forma previa a la aprobación 
en general. La Cámara se expresó en su 
oportunidad por no levantar la urgencia y, por 
lo tanto, seguimos discutiendo en régimen de 
urgente consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Ha llegado 
a la Mesa un documento, o un borrador, en que 
se enumeran los capítulos en que no habría 
dificultades. Solicito al señor Diputado Trobo 
que ilustre al Cuerpo en tal sentido, a los 
efectos de armar un paquete. 


SEÑOR TROBO.— El proyecto de ley tiene 
15 capítulos que contienen 89 artículos y, 
obviamente, discutir cada uno de éstos puede 
resultar algo difícil de sobrellevar. En virtud de 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 23 


ello, y analizando los resultados de las votacio- 
nes que se realizaron en la Comisión, consul- 
tamos a los diversos sectores parlamentarios 
para que, de acuerdo con el temperamento que 
la Mesa considere -si la votación se hace por 
capítulos o por artículos, pero sin lectura y sin 
discusión-, se pueda avanzar rápidamente. En 
el documento no sólo se transcriben los números 
de los artículos que podrían votarse sin 
discusión, sino que, en el caso de algunos 
capítulos y secciones, se indica cuáles son los 
artículos que se debería desglosar. Agrego que 
en el trabajo que presentamos en primera 
instancia habría que incluir el desglose del 
artículo 14 del Capítulo IV, a los efectos de 
discutir su contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si las 
distintas bancadas tienen el resumen, podrán 
hacer un seguimiento de esta enumeración para 
ver sí se puede votar este paquete. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: simple- 
mente quiero agregar que, a los efectos de tener 
completo el borrador a que se hacía referencia, 
habría que agregar, para identificarlo, el artículo 
39, de la Sección 7*%, ya que en ese caso sólo 
está identificada la sección y no el artículo que 
la constituye. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
nosotros no tenemos inconveniente en que se 
vote por capítutos en aquellos casos en que no 
hay artículos aditivos, sustitutivos o, naturalmen- 
te, artículos para desglosar en función de 
votaciones negativas. Sin embargo, solicitamos 
que se vote siguiendo el orden del proyecto, es 
decir, que no se haga un bloque con todos los 
capítulos en que no hay problemas. Queremos 
que se vote cada capítulo en el orden en que 
figura en el texto legal proyectado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— El tempe- 
ramento que maneja la señora Diputada Charlone 
es el de todas las bancadas parlamentarias. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
si se considera el proyecto por capítulos, 
suprimiéndose la lectura. 


(Se vota) 


— Ochenta y siete en ochenta y nueve: 
Atirmativa. 


SEÑOR TROBO.— ¿Me permite, señor Pre- 
sidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: para 
mejor ilustración de los señores Diputados y 
para que quede constancia en la versión 
taquigráfica, debería darse lectura a los capítu- 
los que se van a votar y, en cada capítulo, a 
los artículos que se desglosan, si los hay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En el 
Capítulo | se va a desglosar el artículo 1*. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: el 
texto que manejan la Mesa y las distintas 
bancadas comienza en el Capítulo J!l, porque en 
los capítulos | y ll es donde hay mayores 
problemas en cuanto a la discusión de cada 
artículo. Eso determina que en este caso no sea 
pertinente la discusión por capítulos, pues 
perderíamos el mismo tiempo. Por lo tanto, 
sugeriríamos que esos capítulos los estudiára- 
mos artículo por artículo. 

Consulto a los demás señores Diputados si 
no Vale la pena ir chequeando todos los 
capítulos; me parece que eso sería lo mejor. 
Aquí no hay un compromiso político; simplemen- 
te, estamos tratando de ordenar la sesión. 
Entonces, cuando se llegue a aquellos capítulos 
que no plantean problemas, en la medida en que 
no se piden desgloses y todas las bancadas 
cuentan con el material de que disponemos, así 
se expresará y se tomará la votación de todo 
el capítulo en bloque. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: en este 
caso tengo un temperamento diferente, por lo 
menos al que plantea la señora Diputada 
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Charlone. Recuerdo que, en temas tan compli- 
cados, habitualmente el proceder es el siguien- 
te. Todos estamos de acuerdo en que hay 
cuestiones que no generan discusión. Entonces, 
¿por qué no las votamos todas ya y luego 
entramos en los temas en los que sí se generará 
debate? Por ejemplo, cuando se trate el Capítu- 
lo XI -el previo provocó una discusión importan- 
te-, por más que no se discuta, su tratamiento 
puede generar alguna cuestión circunstancial. 
Entonces, para ordenar el debate, quizás lo 
mejor sea votar al principio todo lo que no 
merezca discusión, de modo que luego, hasta 
el final de la sesión, discutamos todos los temas 
que originan debate. 

Propondría, pues, que votáramos el paquete 
antes de entrar al Capítulo 1; después, ingresa- 
rífamos a los Capítulos | y !l, considerariíamos 
los artículos desglosados y finalmente analiza- 
ríamos los capítulos que no hayan sido 
aprobados ni objeto de desgloses. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
observa gestos de coincidencia de la bancada 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio y 
parece que el Nuevo Espacio también está de 
acuerdo con la propuesta. 

Correspondería, entonces, dar lectura a los 
capítulos del proyecto de ley que no presentan 
dificultad y que serían votados por la inmensa 
mayoría o la unanimidad de los miembros del 
Cuerpo. Me refiero al Capítulo Ill, "Pequeñas y 
medianas empresas", que comprende los artícu- 
los 11 y 12, y al Capítulo IV, "Normas sobre 
detensa de la competencia", que incluye los 
artículos 13, 14 y 15. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: a 
veces, con ánimo de acelerar, enlentecemos el 
procedimiento. 

Justamente, con respecto al artículo 14, 
incluido en el Capítulo IV, "Normas sobre 
defensa de la competencia", se ha planteado un 
desglose. Por tanto, esa norma no integraría el 
paquete de los capítulos sobre los que hay 
acuerdo. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: creo 
que con esta propuesta estamos enlenteciendo 
el debate e, inclusive, conftundiéndolo absoluta- 
mente. 

Si bien en la Comisión se votó en forma 
unánime determinados capítulos, en la mayoría 
de ellos se dejaron sentadas constancias, 
aclaraciones y expresiones. Quienes integramos 
la Comisión, tuvimos la posibilidad de hacerlo; 
pero si se vota al barrer, ese derecho quedaría 
prácticamente cercenado para todo el plenario 
de la Cámara. 

Entonces, creo que deberíamos estudiar 
capítulo por capítulo y, en aquellos en que la 
libre voluntad de los miembros de la Cámara 
indique que no es necesario realizar aclaracio- 
nes, se procederá a votar inmediatamente por 
unanimidad, tal como se hizo en Comisión. 
Sigamos, pues, analizando capítulo por capítulo 
-lo que a esta altura de la discusión es lógi- 
co-, porque es un buen procedimiento para dar 
claridad, transparencia y mayor participación a 
los miembros de este Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala) — Todos 
sabemos que la mecánica de este proyecto de 
ley es compleja, y por eso es importante que 
exista un cierto nivel de coincidencia entre los 
miembros de la Comisión, a quienes los demás 
integrantes del Cuerpo seguimos, porque son los 
que están más informados. Entonces, sería de 
orden encontrar un nivel de entendimiento entre 
los miembros de la Comisión, porque parece que 
estamos en una discusión que tiene dos 
bibliotecas. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: entien- 
do que con la propuesta del señor Diputado 
Trobo lo único que se hace es trasladar al 
plenario el mismo criterio que utilizamos en el 
tratamiento de este proyecto en Comisión. 

En la Comisión se votaron aquellos capítulos 
y artículos en los que había consenso, para ir 
avanzando, dejando pendientes las normas en 
las que había propuestas de sustitutivos 0 
aditivos o cuando, simplemente, se presentaban 
diferencias de temperamento, opinión y posi- 
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ción entre los distintos miembros. De esa 
manera, desbrozamos el terreno y nos concen- 
tramos con más tiempo y dedicación en aquellos 
asuntos que merecen distintas posiciones, 
observaciones, etcétera. 

Creo que éste es el objetivo que debemos 
tener. Sin perjuicio de ello, como es debido, ante 
cada artículo que se vote, obviamente los 
señores Diputados tendrán derecho a hacer la 
fundamentación correspondiente. De ningún 
modo estamos escatimando la posibilidad de 
participar; simplemente, tratamos de acordar 
una metodología. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señor Presidente: creo 
que si la Comisión en su conjunto propone un 
criterio de votación, será más fácil aplicarlo en 
el plenario a los efectos de seguir adelante, 
porque ya llevamos mucho tiempo discutiendo 
sobre ello. 

Me permito recordar que cuando se estudian 
los proyectos de ley de Presupuesto -que son 
los que revisten mayor complejidad, porque 
constan de unos cincuenta o sesenta capítulos 
y de setecientos artículos-, en general, el pro- 
cedimiento que se sigue es el de votar capítulo 
por capítulo, lo que no enlentece en absoluto 
el tratamiento. 

Sería bueno, pues, que los compañeros 
unificasen un criterio para aplicar una metodo- 
logía y dejar de discutir sobre el procedimiento. 


4.-— Intermedio 


SEÑOR BARRERA.— Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Mociono para que la 
Cámara pase a intermedio por el término de tres 
minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 

— Ochenta en ochenta y tres: Afirmativa. 
La Cámara pasa a intermedio. 
(Es la hora 12 y 48) 


— Continúa la sesión. 


(Es la hora 13 y 1) 


5.-— Licencia 


Integración de la Cámara 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
aprobar la solicitud de licencia del señor 
Representante José Bayardi Lozano, por moti- 
vos personales, inciso tercero del artículo único 
de la Ley N? 16.465, por el período comprendido 
entre los días 20 y 21 de junio de 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor Enrique Soto”. 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Setenta y dos en setenta y tres: Afirmativa. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te y se le invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia a la Cámara 
por motivos personales por los días 20 y 21 de 
junio. 

Sin otro particular saluda atentamente. 


José Bayardi Lozano 
Representante por Montevideo”, 
"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
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departamento de Montevideo, 
Lozano. 


José Bayardi 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 20 y 21 de junio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por. el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
20 y 21 de junio de 2000, al señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, José 
Bayardi Lozano. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 77 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Enrique Soto. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 


6.- Servicios públicos y 


privados, seguridad pú- 
blica y condiciones en 
las que se desarrollan 
las actividades produc- 
tivas. (Mejoras) 


— Continúa la consideración del asunto en 
debate. 

La Mesa quiere dar cuenta de una intorma- 
ción, a efectos de que los sectores que han 
presentado artículos aditivos realicen una com- 
paración con sus documentos para ver si 
coinciden y así comenzar con la votación del 
proyecto. 

Se ha presentado un aditivo para el artícu- 
lo 12, y otro para el Capítulo |, que será puesto 
en consideración después de la votación del 
artículo 2%; se han propuesto sustitutivos para 
los artículos 4% y 6%, en el artículo 8f... 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
no sé si entendí correctamente. En el Capítu- 
lo | se han presentado dos aditivos: uno al 
Capitulo | y otro al artículo 12. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Así es. 


Se han presentado sustitutivos de los artícu- 
los 42 y 6%, un sustitutivo del artículo 82... 


SEÑORA CHARLONE.— Y se solicita el 
desglose de los artículos 72 y 8%, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Hay pro- 
puesto un sustitutivo del artículo 10. 

En el Capítulo ll se han propuesto dos 
artículos aditivos que serán considerados des- 
pués de la votación del artículo 10. También hay 
un sustitutivo del artículo 14. 

En el Capítulo VI se ha propuesto un artículo 
aditivo que se votará luego de la consideración 
del artículo 19. Asimismo, hay un aditivo al 
artículo 20, un aditivo al artículo 34 y dos 
sustitutivos del artículo 40. 

En el Capítulo VIll, Sección 8% se ha 
propuesto un artículo aditivo que se considerará 
después de la votación del artículo 42. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: no 
quería interrumpir, pero creo que para el artícu- 
lo 12 no hay propuesto un artículo aditivo, sino 
un sustitutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En el 
Capítulo VIII, Sección 8%, el artículo propuesto 
es un aditivo. 


SEÑOR FALCO.— No; me refiero al artícu- 
lo 1%. Reitero que, a mi juicio, es un artículo 
sustitutivo porque prevé una nueva redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Técnica- 
mente, quizás le asista razón al señor Diputado 
Falco, pero esa disposición ingresó a la Mesa 
como aditivo. 

Se han presentado sustitutivos de los artícu- 
los 48, 52, 73, 79 y 84 y hay, además, un 
paquete de artículos aditivos al proyecto. 

Esa es la secuencia de normas proyectadas 
que tiene la Mesa y creo que es correcta. 
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En discusión particular. 


Se pasa a considerar el Capítulo |, que 
comprende los artículos 1? y 22, 


(Texto del capítulo:) 


"CAPITULO 1 
FOMENTO DE LA INVERSION Y EL EMPLEO 


Artículo 12*.— Fíjase en 6,5 (seis y medio) 
puntos porcentuales la tasa de aportes 
patronales jubilatorios de la industria manu- 
facturera al Banco de Previsión Social. 
Derógase el artículo 25 de la Ley N* 16.697, 
de 25 de abril de 1995, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 2? de la presente ley. 


Artículo 2%.— Facúltase al Poder Ejecu- 
tivo, en la medida de las posibilidades del 
Erario y dando cuenta en forma tundada a la 
Asamblea General, a reducir la tasa de 
aportes patronales, por plazo determinado y 
en forma genérica o con referencia a uno o 
más sectores de la actividad económica. 


La disminución de la recaudación que ex- 
perimente el Banco de Previsión Social, le 
será compensada por el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas con las sumas que debe 
verter con cargo a Rentas Generales". 


— En discusión el artículo 1*, 
SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
vamos a acompañar el artículo 1%, si bien ya 
señalamos en la discusión general que poco o 
nada agrega en términos reales a las reduccio- 
nes a los aportes patronales que hoy tiene la 
industria manufacturera, pues esto ya se está 
aplicando. Actualmente, esta industria -que 
sabemos que es un sector que también ha sido 
atectado por la crisis de competitividad-, ya 
aporta a esta tasa del 6.5%; es más, lo viene 
haciendo desde 1995. 

El Poder Ejecutivo está facultado a reducir en 
tres puntos porcentuales más esta tasa y hasta 
el momento no ha hecho uso de esa facultad. 
Cuando en 1998 se aprobó la llamada Ley de 
inversiones, el Parlamento facultó una reducción 
adicional de tres puntos que hasta ahora no se 
ha producido y, por las expresiones que ha 


vertido en Comisión el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, parecería que tampoco se 
concretará en este Ejercicio. 

En definitiva, vamos a respaldar este artículo 
porque lo que está haciendo es formalizar una 
situación de hecho, al plasmar en el texto legal 
la alícuota fija del 6.5%. Por tanto, ya no queda 
librada a la reiteración de voluntad que el Poder 
Ejecutivo realice en cada período, en uso de una 
atribución legal que le había sido conferida. 

Dejamos constancia de que, en términos 
concretos, esta medida no tiene ningún efecto 
práctico, pues no adiciona absolutamente nada 
a lo que ya se estaba haciendo y, en ese 
sentido, presentamos un aditivo al que posterior- 
mente la Mesa dará lectura. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: vamos 
a acompañar el capítulo en sus dos artículos 
-tanto el que está a consideración como el que 
posteriormente se discutirá-, pero dejamos 
constancia de que el título de dicho capítulo es 
absolutamente desproporcionado con relación a 
su contenido. Reitero que es desproporcionado 
decir que se fomenta la inversión y el empleo, 
cuando en el artículo 1* lo único que se hace 
es consagrar legalmente una realidad que venía 
ocurriendo desde hace bastante tiempo: el 
aporte patronal al 6.5% para la industria 
manufacturera. 

El artículo 22 se refiere a una autorización 
genérica, absolutamente amplia, conferida al 
Poder Ejecutivo para reducir, en algún momento, 
los aportes patronales. 

Entonces, nos parece que este capítulo está 
muy lejos de ser lo que su título indica: 
"Fomento de la inversión y el empleo"; son tan 
solo un par de medidas mucho más tímidas que 
lo que el Nuevo Espacio hubiera preferido. Es 
más: nosotros hubiéramos aspirado a reduccio- 
nes de aportes patronales definidas, mucho más 
sustantivas e, inclusive, asumiendo el compro- 
miso de utilizar parte de las reservas o de 
aumentar un poco más el déficit fiscal actual. 
Sin embargo, coincidimos -y por eso nuestro 
voto afirmativo- en que la medida de reducción 
de aportes patronales va orientada a aumentar 
las fuentes de trabajo, pero este tema requiere 
una profundidad que lamentablemente no encon- 
tramos en este capítulo. 
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SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: es muy 
importante la votación del artículo 1% en la 
medida en que convalida definitivamente un 
régimen tributario del Banco de Previsión Social 
para los aportes patronales diferente al preexis- 
tente. Digo que es diferente porque el régimen 
preexistente es transitorio, y cualquier persona 
con un mínimo de inteligencia puede darse 
cuenta de que en el esquema de razonamiento 
de un empresario, para realizar una inversión y 
para pensar en el desarrollo de un mercado, 
debe tener muy claro cuáles son sus costos. 

Hoy, los costos en materia de aportes 
patronales a la seguridad social son del 6.5%. 
Pero era una medida transitoria que el Poder 
Ejecutivo estaba autorizado a aplicar; no era 
definitiva. En cambio, la medida definitiva 
significa que de ahora en adelante el máximo 
de aportes patronales a la seguridad social en 
el sector manufacturero va a ser del 6.5%, lo 
cual es una muy buena noticia para el sector 
productivo. Y lo es más si se tiene en cuenta 
que la voluntad manifiesta por parte del gobierno 
y, en particular, del señor Ministro de Economía 
y Finanzas con relación a este tema, es 
continuar en el correr de los próximos años con 
el proceso de desgravación tributaria en lo que 
respecta al aporte patronal al Banco de 
Previsión Social. Esto forma parte de un 
compromiso político claro, nítido, por parte del 
Partido Nacional y del Partido Colorado. Y esta 
medida incluida en el proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración justifica 
claramente este paso y, además, anuncia los 
que seguramente se van a dar en el futuro. 

La alternativa presentada a este artículo, por 
la forma en la que trata lo relativo a la 
desgravación de los aportes patronales, es una 
iniciativa que a nosotros francamente nos 
parece inconstitucional en la medida en que es 
un planteamiento de disminución de gravámenes 
que no tiene como contrapartida un sustento en 
materia de recursos y, por lo tanto, se inscribe 
dentro de aquellas cuestiones que están termi- 
nantemente prohibidas por la Constitución para 
el comportamiento del Parlamento. 

A propósito de esto, me voy a permitir hacer 
una cita por única vez, aunque es aplicable con 
relación a muchas de las propuestas que serán 
presentadas como aditivos o sustitutivos del 
proyecto que ha aprobado la Comisión. Voy a 


leer la opinión de un catedrático de Derecho 
Constitucional -especialmente respetado por los 
sectores que en esta instancia presentan 
propuestas que no están financiadas y que, 
además, están fuera de las potestades otorga- 
das al Parlamento por la norma constitucio- 
nal-, que expresa claramente qué alcance 
pueden tener las decisiones parlamentarias en 
este campo. 

En el libro titulado "Derecho Público" -lo 
mencionamos en la sesión pasada, pero lo 
muestro nuevamente para que se lo identifique 
y en todo caso se lo consulte, ya que es muy 
importante-, el doctor Cassinelli Muñoz dice: 
"Toda medida de ese tipo" -habla de las medidas 
que tienden a aumentar los gastos de Tesorería- 
"susceptible de poner en peligro la estabilidad 
económica del Estado, tiene que pasar por la 
iniciativa del Poder Ejecutivo.- En segundo 
término, se quiere evitar la demagogia parta- 
mentaria que se produce cuando se presenta un 
proyecto que favorece de inmediato -aunque 
perjudique a la larga- a distintos sectores de la 
población: entonces se presenta otro proyecto 
del partido opuesto que lo favorece más (en ese 
sentido de favorecimiento inmediato) y se 
produce una especie de remate en perjuicio de 
la economía nacional e incluso de la propia 
población atraída demagógicamente mediante 
ese sistema. Por eso se incluyen no sólo 
aquellos casos en los cuales está directamente 
afectada la economía del Estado, sino también 
aquellos otros, como la fijación de salarios 
mínimos o la fijación de precios para productos 
de la actividad pública y privada, en los cuales 
aunque no haya un problema financiero inme- 
diato del Estado, hay un problema económico 
nacional que podría ser afectado por ese riesgo 
de demagogia, cuando el órgano que resuelve 
está integrado por grupos políticos opuestos que 
se lanzan a una especie de competencia, a 
quién da una solución menos impopular. En 
cambio, centrada la iniciativa en el Poder 
Ejecutivo, que tiene una tendencia política 
única, que está conduciendo la política nacional, 
si actúa en forma demagógica asumirá las 
responsabilidades de sus actos. No podrá 
después echarle la culpa al Parlamento del 
fracaso de su política”. 

Las palabras del doctor Cassinelli Muñoz, en 
su curso sobre "Derecho Público”, tomo ll, 
explican claramente el alcance de las medidas 
que el Parlamento puede promover. Y es más: 
diría que va un poco más allá, explicando el 
alcance que pueden tener las propuestas en la 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 29 


dirección de la que va a ser presentada como 
sustitutivo del artículo 1*. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: este 
artículo 1% tal vez como insignia de este 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración, de 89 artículos, se refiere a dos 
problemas por los que hoy el país está 
absolutamente preocupado: el de los sectores 
productivos -vinculado fundamentalmente a la 
falta de inversión-, y el del empleo, relacionado 
con todos los ciudadanos debido a la falta de 
trabajo, a la precariedad de muchos de los 
empleos que hoy existen y a las perspectivas 
nada halagúeñas que indican que, para conser- 
var el trabajo que hoy se tiene, en el futuro 
inclusive habrá que aceptar una reducción de los 
salarios. 

O sea que éste es un panorama absolutamen- 
te preocupante, vinculado a un problema que en 
la campaña electoral se abordó de una manera 
totalmente destacada y que dio lugar al plan de 
emergencia que propusimos, en el cual el asunto 
del empleo y algunas necesidades básicas 
insatisfechas era el punto central de nuestra 
prédica. 

Con respecto a estos dos artículos que 
conforman el Capítulo l, hay que saber que no 
van a modificar absolutamente en nada la 
situación existente con relación a la inversión y 
al empleo. Como bien dijo la señora Diputada 
Charlone, el artículo 1% es una norma que ya 
está vigente, aunque es cierto que se estableció 
por la vía del "facúltase al Poder Ejecutivo", 
Pero, de todas formas, está vigente y, en la 
medida en que quienes lo defienden -si bien 
queda claro que nosotros lo vamos a votar- 
tienen la voluntad política de mantenerlo, es un 
aspecto absolutamente formal. Es decir que en 
términos de la rebaja de los aportes patronales, 
no agrega absolutamente nada a la situación 
real en cuanto a generar un incentivo al empleo. 

La segunda norma -que no vamos a votar 
afirmativamente- otorga cierta facultad al Poder 
Ejecutivo. Este aspecto se va a plantear en el 
examen que la Cámara está haciendo con 
respecto a si las facultades genéricas corres- 
ponden, de acuerdo con lo establecido en la 
Constitución. Nosotros no votaremos esa dispo- 
sición porque creemos que la fijación de lo que 
establece ese artículo 22 es materia de ley y no 


puede ser motivo de una facultad genérica para 
la aplicación indiscriminada de estas reduccio- 
nes sin establecer plazo ni referencia a los 
sectores de actividad que van a estar 
involucrados. En la visita que hizo a la Comisión 
el señor Ministro de Economía y Finanzas, 
contador Bensión, lo consultamos sobre qué 
idea tenía al respecto, porque en principio nos 
parecía interesante que se planteara esto desde 
el momento en que precisamente el sector 
industrial requiere también -de una manera 
similar al sector agrario- apoyos del Poder 
Ejecutivo para mejorar su competitividad. Se nos 
dijo muy tranquilamente que en este momento 
el Poder Ejecutivo, por razones de disponibilidad 
de fondos, no estaba en condiciones de anunciar 
ninguna exoneración de aportes en forma 
concreta. 

Esta es la realidad lisa y llana de estos dos 
artículos, Por este motivo, hemos presentado 
dos aditivos que efectivamente apuntan a 
mejorar la situación vigente. Uno es el que 
refiere a la reducción de aportes complementa- 
rios, que en realidad no plantea una disminución 
de los recursos que el Estado recibe, ya que 
son recursos que hoy no está percibiendo; y si 
por la vía de este incentivo se generan nuevos 
puestos de trabajo, si bien los aportes tendrán 
la disminución que está establecida en el aditivo 
que presentamos, de todas maneras va a 
implicar un aumento en la recaudación del Poder 
Ejecutivo. 

Aplicamos, además, un criterio selectivo, 
aspecto éste que durante el tratamiento de esta 
iniciativa se va a discutir con relación a muchos 
temas. Ese criterio selectivo se orienta hacia los 
sectores que necesitan de inversión en forma 
prioritaria y hacia aquellos segmentos de la 
sociedad que, en particular, requieren de un 
apoyo específico, por la situación de incapaci- 
dad o la limitación social o estructural en que 
se encuentran. Es por esta razón que en el 
aditivo se establece la exoneración para los 
nuevos puestos de trabajo que se generen. 

Específicamente, el aditivo se dirige hacia 
tres sectores que sabemos que están siendo 
muy castigados. Así, se establece una rebaja 
genérica de 2.5%, y otra del 3.5% para los 
adultos mayores de cuarenta y cinco años. Hoy 
en día, el problema del desempleo adulto azota 
y asuela a nuestra sociedad; sabemos que el 
cierre de empresas golpea muy especialmente 
a aquellos obreros y empleados que tienen toda 
una carrera hecha en una empresa, la que un 
buen día cierra, perdiendo aquéllos su fuente de 
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trabajo. Hemos entendido que la de cuarenta y 
cinco años, es una edad razonable, límite entre 
la posibilidad de conseguir trabajo y la dificultad 
para acceder a él. Entonces, para los mayores 
de cuarenta y cinco años se establece esa 
exoneración especial. 

Luego, se establece un 5% de disminución 
para las mujeres jefas de hogar y un 5.5% para 
el caso del empleo juvenil, para jóvenes 
menores de veinticuatro años. Es decir, se 
establece una franja menor que no colide en 
absoluto con aquella prevista por la ley de 
empleo juvenil -la Ley N* 16.873-, que fija el 
límite en los veintinueve años. Creemos que se 
trata de un estímulo importante. 


SEÑOR BARRERA.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARAIBAR.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: más 
allá de ratificar lo expresado por el señor 
Diputado Trobo en cuanto a legalizar este 6.5% 
como una primera medida, sería interesante que 
todos tuviéramos presente lo manifestado por el 
señor Alfie en ocasión de su visita a la Cámara 
de Senadores, con relación a este primer 
artículo, para que todos manejemos números y 
cifras y podamos analizar correctamente los 
alcances de esta medida. El expresó que el 
6.5% de rebaja aprobado en 1995, en la 
actualidad implica unos US$ 42:000.000, es 
decir, US$ 7:000.000 por punto. 

En consecuencia, creo que no nos ajustamos 
a la realidad si consideramos que brindar esta 
asistencia -y legalizarla- no implica el fomento 
de la inversión y del empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: etec- 
tivamente, ésas son las cifras que fueron 
suministradas. Lo que sucede es que ese efecto 
de mejora del empleo ya se logró y hoy el 
desempleo sigue siendo crónico; esa disminu- 
ción en los aportes ya está vigente. Lo que 
nosotros planteamos, sobre esa base, es un 
aumento en el porcentaje de exoneración de los 
aportes. 

Por último, quiero referirme a dos artículos 
de la Constitución que van a ser recurrentes en 
esta discusión. Tal vez sería bueno que la 
discusión relativa a estas disposiciones se diera 


Puede 


Puede 


en una sola instancia, ya que creo que van a 
estar presentes en el tratamiento de, por lo 
menos, media docena de artículos. Inclusive, 
quisiéramos escuchar con particular atención la 
opinión de aquellos señores Diputados que son 
abogados. 

Uno de ellos es el artículo 86, que requiere 
la previsión de recursos para aquellas iniciativas 
que signifiquen gastos para el Tesoro Nacional. 
En este sentido, es evidente que algunos de los 
aditivos que hemos presentado no cuentan con 
un financiamiento especial. 

El otro artículo es el 133, que refiere a 
aquellas disposiciones que requieren iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo. 

En cuanto a lo que dispone el artículo 86, que 
no se diga que unos sectores o partidos están 
haciendo propuestas sin financiación y otros no, 
porque esto cabe para todos. Sería bueno que 
tomáramos en cuenta esto desde ya, porque si 
saldamos esta discusión en este primer capítulo, 
tal vez nos ahorremos hacer la misma argumen- 
tación en muchos otros capítulos. 

Puedo aceptar que si bien nuestro aditivo no 
implica una disminución del gasto, de todas 
maneras hay una disminución del gasto poten- 
cial. También se puede establecer que ese 
financiamiento se realizaría a través de Rentas 
Generales. Al respecto, debo decir que la 
iniciativa que plantea el Poder Ejecutivo en el 
segundo párrafo del segundo artículo, establece 
en forma expresa la financiación vía Rentas 
Generales. 

Quiere decir que esto de plantear iniciativas 
sin financiamiento y atribuirlo a Rentas Gene- 
rales, lo estamos haciendo todos. Entonces, no 
lo usemos como argumento para descalificar al 
otro, 


SEÑOR MOLINELL!I.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR BARAIBAR.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: es 
cierto que el segundo inciso del artículo 2* 
establece la financiación vía Rentas Generales, 
pero es el Poder Ejecutivo el que va a 
determinar la posibilidad de ese financiamiento. 
Como bien dijo el señor Diputado Barrera, 
estamos hablando de US$ 7:000.000 por punto. 
Esa es la limitación, sin duda. ¿Quién no va a 
querer -y más el Poder Ejecutivo- reducir al 
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máximo los aportes patronales, como medida de 
fomento a la inversión y al empleo? Pero son 
las posibilidades de Rentas Generales las que 
determinan el margen de esa reducción. 

Además, en esto hay otro elemento. Cuando 
se habla del fomento de la inversión es porque 
-como lo señaló el señor Diputado Trobo- para 
decidir la realización de una inversión es 
importante la seguridad jurídica. Para quién va 
a hacer una inversión no es lo mismo que la 
norma vigente sea transitoria, que contar con 
una ley definitiva. 

Creo que existen dos criterios diferentes. En 
este sentido, podemos recurrir a esa imagen tan 
popular en cuanto a que un vaso lleno por la 
mitad puede ser visto de dos maneras, poniendo 
énfasis en la mitad vacía o en la llena. Es 
indudable que siempre hace falta más para 
fomentar la inversión. Pero cuando ya se han 
logrado ciertas cosas, cuando una parte del 
vaso ya está llena, es importante reconocer lo 
que se ha logrado y no sólo hacer hincapié en 
lo que hace falta. Hay un criterio positivo y otro 
negativo, y nosotros siempre nos inclinamos por 
el positivo, por lo que creemos que es muy 
importante la aprobación del artículo 1% de este 
proyecto. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Ha finali- 
zado el tiempo de que disponía el señor 
Diputado Baráibar. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
transitando el mismo rumbo que el señor 
Diputado Molinelli, creemos que es muy impor- 
tante que se consolide legalmente la rebaja 
facultativa aprobada el 1? de julio de 1995. 

Pensamos que es necesario destacar dos 
aspectos. El primero de ellos es considerar qué 
habría pasado si no se hubiera podido mantener 
esta rebaja. Estamos hablando de una situación 
en la que la tasa de desempleo no es la que 
hubiéramos deseado; pero, de no haberse 
aplicado esta rebaja, ¿en qué porcentaje se 
ubicaría hoy esta tasa de desempleo? 

En segundo lugar, reiteramos que es impor- 
tante el esfuerzo que hace el Poder Ejecutivo, 
por esa merma recaudadora que sufre y que 
-corno muy bien señalaron los compañeros- es 
de siete puntos en la industria manufacturera, 


lo que en un perfodo de cuatro o cinco años 
implica US$ 200:000,000 de pérdida en la 
recaudación, para apoyar fuertemente a la 
industria. 

Un tercer aspecto a tener en cuenta es que 
se trata de una exoneración a un impuesto que 
grava el empleo de mano de obra nacional, 
porque los aportes patronales son impuestos no 
reintegrables, al contrario de lo que ocurre con 
algunos de los impuestos a la exportación. Este 
es el único impuesto que la Organización 
Mundial del Comercio no permite reintegrar. En 
consecuencia, creo que al estar descomprimiendo 
la presión tributaria a la industria manufacturera, 
le estamos dando mayor capacidad de compe- 
tencia, facilitando el empleo de mano de obra. 

Cuando ei Poder Ejecutivo realiza este tipo 
de esfuerzo, es importante dejar sentadas 
algunas de las consecuencias que ello tiene. En 
ese sentido, voy a citar textuales palabras del 
economista Alfie en la Comisión: "Quisiera 
señalar que la inversión de maquinarias y 
equipos, medida en términos constantes, se 
multiplicó por más de dos en el último 
quinquenio", luego de esa medida. Y continúa: 
"Me estoy refiriendo al flujo anual de las 
inversiones en maquinarias y equipos y cultivos 
permanentes -o sea, la reproductiva por exce- 
lencia, quitando la que corresponde al área de 
la construcción- que se multiplicó por más de 
dos (...)". 

Creo que se trata de elementos importantes; 
si bien no constituyen la solución de los 
problemas, son herramientas para instrumentar 
las soluciones futuras. Si hoy estuviéramos 
discutiendo que se hizo una quita, que se 
eliminó este beneficio que el Poder Ejecutivo 
había estado otorgando a la industria manufac- 
turera, todos cuestionaríamos el hecho de que 
esto no se mantuviera. Sin embargo, ahora que 
se está consolidando el rumbo de dar 
competitividad a la industria manufacturera -lo 
que implica inversión y empleo-, se dice que es 
algo banal. No creo que sea intrascendente o 
banal lo que se está perdiendo de recaudar para 
ayudar a la industria; estamos hablando de 
US$ 200:000.000 en el quinquenio. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: voy a 
ser muy breve porque los principales puntos ya 
han sido expuestos por una y otra parte. 
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Además, creo que no corresponde reeditar la 
discusión del Senado y la que mantuvimos en 
la Comisión, a las que se puede acceder a 
través de la lectura de las versiones taquigrá- 
ficas. Sin perjuicio de ello, voy a hacer un par 
de apreciaciones. 

En primer lugar, se señaló que este artículo 
12 no aporta nada porque lo que establece ya 
existe. Me permito recordar que lo que existe 
es una facultad otorgada al Poder Ejecutivo para 
rebajar los aportes jubilatorios patronales de la 
industria manufacturera en un 6.5%. Reitero que 
se trata de una facultad; de hecho, el Poder 
Ejecutivo podría dejar sin efecto la rebaja, 
pero, si se aprueba este artículo, no podrá 
hacerlo. 

Esta es la primera puntualización, y tiene 
relación con todo el proyecto. Desde el 
Parlamento muchas veces se critica el hecho de 
que el Poder Ejecutivo solicite autorización para 
incrementar impuestos. En este caso, se da la 
tendencia contraria. En mi opinión, eso no tiene 
discusión. 

En segundo término, escuché mencionar que 
el título del Capítulo 1, "Fomento de la inversión 
y el empleo", es desproporcionado con respecto 
a lo que contiene. Al respecto, me interesa 
aclarar que ya se habló de los costos que este 
artículo supondrá y de los que ya venía 
representando, pero ahora va a ser obligatorio 
y preceptivo por parte del Estado seguir 
reduciendo esa recaudación. No es mi intención 
entrar en temas de casuística social, pero creo 
que deberíamos analizar qué habría sucedido de 
no existir esta norma. 

Por otra parte, el hecho de que el título sea 
o no pomposo no hace a la cosa. Sí es claro 
que este artículo no legitima algo que ya existe; 
hay una facultad y ahora se establece una 
disposición preceptiva. Eso es indiscutible. 

Por último, voy a referirme al artículo 2* -en 
principio, pensé que íbamos a analizar artículo 
por artículo y que estábamos discutiendo 
solamente el 12-, por el que esa facultad se 
amplía a ramas o sectores determinados y por 
cierto tiempo. En conjunto, estos artículos 
siguen la tendencia, la señal del gobierno 
anterior, en el sentido de reducir el aporte 
patronal. En otras palabras, se disminuye el 
costo de la mano de obra nacional a la hora de 
competir con la que nos llega del MERCOSUR. 

Hay algo que me resulta sorprendente. No 
obstante las dificultades de algunos sectores 
para utilizar términos como "*facúltase”, en el 
sustitutivo que presentan -no es un aditivo- se 


emplea la palabra "Autorízase", que, para el 
caso, es una expresión similar. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
quiero saber en qué punto de la discusión 
estamos. Según entendimos, nos íbamos a 
referir sólo al artículo 1%, por ello, tundamenta- 
mos nuestra posición únicamente con respecto 
a esa norma, sin introducir comentarios acerca 
del aditivo que presentamos. Sin embargo, se 
han hecho consideraciones al respecto y, por 
eso -reitero-, quisiéramos saber en qué punto 
de la discusión estamos, porque si vamos a 
ingresar al análisis del aditivo conjuntamente 
con el artículo 1%, desearíamos hacer algunas 
aclaraciones en función de ciertas apreciaciones 
vertidas en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Estamos 
discutiendo sólo el artículo 1%; el aditivo aún no 
ha sido puesto en consideración. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: plan- 
tearé una pregunta a la Mesa. 

Si bien en la Comisión la propuesta alterna- 
tiva al artículo 12 fue votada como aditivo, 
francamente me gustaría tener claro si se trata 
de eso o de un sustitutivo. Digo esto porque el 
artículo que está considerando la Cámara 
establece: "Fíjase en 6.5 (seis y medio) puntos 
porcentuales la tasa de aportes patronales 
jubilatorios (...)". La tasa se establece en esos 
puntos porcentuales; no puede ser menor. Eso 
está claro. 

Sin embargo, el artículo que se presenta 
como aditivo -luego de reflexionar y analizarlo 
concluií que es un sustitutivo- fija tasas dife- 
rentes: del 2.5%, del 3.5%, del 5% y del 5.5%. 
O sea que la tasa que nosotros establecemos 
en el 6.5%, por ejemplo en el caso de las 
personas que no integran ninguna de las tres 
categorías que se detallan, se estaría disminu- 
yendo al 2.5%. Reitero: se estaría procesando 
una disminución mayor a la establecida en el 
artículo que está considerando la Cámara. 
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Esa fue la razón que me llevó a hacer un 
comentario sobre este artículo en el sentido de 
que, a mi juicio, es un sustitutivo y no un aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
calificó el artículo como aditivo en base al 
planteamiento original, pero en algún momento 
tuvo cierta vacilación y por ello mencionó en 
torma explícita que, técnicamente, podía haber 
algún tipo de dudas. De todos modos, el artículo 
está en la Mesa como aditivo. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
las dudas se aclaran al leer el texto del aditivo 
que presentamos. 

En el artículo 1% del proyecto se fija, en 
general, en un 6.5% el aporte patronal para la 
industria manufacturera. En nuestra propuesta 
se contemplan algunos casos especialísimos en 
los que hay incremento de puestos de trabajo 
en esa área, pero no se maneja una franja o 
banda de posibilidades de reducción de alícuo- 
tas -consideramos que la ley no debe recurrir 
a eso-, sino que se establecen alícuotas fijas 
para aquellos grupos que identificamos como los 
que tienen mayores dificultades de acceso al 
mercado de trabajo. Entre ellos contamos a los 
jóvenes, que se ven especialmente afectados 
por la desocupación con un 20%, cuando la tasa 
general es del 12%. Por ello, establecemos que 
a este 6.5% que determina el artículo 1% se le 
agregue una reducción adicional del 5.5% si el 
empresario emplea a un joven de menos de 
veinticuatro años. Del mismo modo, cuando se 
da trabajo a mujeres jefas de hogar se agrega 
una reducción del 5%. También se tiene en 
cuenta la situación de los hombres mayores de 
cuarenta y cinco años, que tienen especial 
dificultad de inserción porque están en una edad 
intermedia que no les permite acceder a la 
jubilación y, además, los procesos de 
recalificación y las nuevas tecnologías del 
mercado les van restando posibilidades. Tam- 
bién en este caso manejamos una tasa especial. 

Por último, genéricamente, para todos aque- 
llos incrementos en los puestos de trabajo 
destinados a personas que no estén compren- 
didas en las categorías anteriores, establecemos 
una reducción del 2.5%. 

Aquí se ha hablado de inconstitucionalidades, 


pero lo que nosotros establecemos es una 
autorización al Poder Ejecutivo; no se trata de 
una disposición preceptiva. Por lo tanto, el 
argumento de inconstitucionalidad cae por su 
propio peso. 

De todos modos, recuerdo que se aprobó un 
proyecto de ley que no tenía iniciativa del Poder 
Ejecutivo y estaba financiado por Rentas 
Generales. Me estoy refiriendo a la ley de 
universalización de las asignaciones familiares, 
impulsada por el señor Senador Atchugarry -que 
en aquel momento era Diputado- y el señor 
Diputado Trobo. Ese proyecto -que luego no 
tuvo el alcance que señalaba su título- estaba 
financiado en parte con lo que se restaba de 
los adicionales del Impuesto a las Retribuciones 
Personales de la Caja de Profesionales Univer- 
sitarios y con recursos de Rentas Generales. 
Quiere decir que a veces no se miden las 
mismas cosas con iguales criterios. 

Además, en este caso no se está incur- 
sionando en gastos o costos nuevos para el 
Estado. Todos sabemos lo difícil que resulta 
incorporar a un nuevo empleado debido a los 
excesivos aportes patronales que exige nuestro 
sistema de seguridad social. 

Entonces, frente a la posibilidad de que un 
empresario tome la decisión de incorporar un 
nuevo puesto de trabajo -para lo cual, segura- 
mente, tendrá en cuenta el aspecto económico- 
habría que reducir el costo. Aquí se especula 
con lo que podría pasar si no adoptáramos esta 
medida; de la misma manera, yo podría 
especular con el hecho de que si no se hace 
una reducción adicional, tal vez el empresario 
no incorpore un nuevo trabajador. 

Entonces, el Estado no recaudaría menos 
sino más, porque esta medida generaría la 
incorporación de más personas a los puestos de 
trabajo que, de no adoptarse esta solución, no 
se harían efectivos. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
no quiero desvincularme del tema. Entiendo los 
buenos propósitos e intenciones de esta pro- 
puesta del Frente Amplio-Encuentro Progresista; 
por supuesto, todos queremos combatir el 
desempleo, sobre todo en las áreas más 
sensibles. Sin embargo, en este momento me 
cabe una reflexión. 
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Cuando se establece este tipo de franjas por 
sectores de la población, se puede caer en la 
discriminación, en que el empresario no tome a 
personas de determinada categoría. Esto nos ha 
pasado, por ejemplo, con la legislación relativa 
a la mujer, porque le damos tantos beneficios 
que ocasionamos el efecto bumerán, convirtien- 
do dichos beneficios en un impedimento para 
que ingrese al mercado laboral. 

Esta reflexión me surgió cuando se hablaba 
de las franjas o de los sectores. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: en 
oportunidad de hacer uso de la palabra 
anteriormente, me hice la pregunta en el sentido 
de si estábamos analizando solamente el 
artículo 12 o el resto. Creo que los legisladores 
que presentaron los sustitutivos deberían inves- 
tigar en su propia bancada para saber quién 
planteó los otros temas. 

Puedo compartir con la señora Diputada 
Charlone lo manifestado acerca de los términos 
"autorízase” y “facúltase", pero en este caso 
también tendría que averiguar quién de su 
bancada planteó que dicha terminología es 
inconstitucional. 

Por otra parte, reitero que no puede tratarse 
de un aditivo, salvo que esté mal redactado 
-lo que habría que solucionar-, porque el primer 
inciso del aditivo que figura en la Hoja N* 1 
comienza igual que el artículo 1%, es decir, 
"Autorízase al Poder Ejecutivo a reducir el 
aporte patronal jubilatorio de todas aquellas 
empresas de la industria manufacturera (...)". 
Simplemente, quería hacer esta apreciación de 
carácter técnico. 


SEÑORA CASTRO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: va- 
mos a intentar retomar los ejes de la discusión 
que planteábamos en la sesión del viernes, 
porque nos parece -haciendo acuerdo con 
legisladores de distintos lemas que ya se han 
pronunciado- que el artículo 1% del Capítulo | no 
es banal ni superficial. Por algo la coalición de 
gobierno lo incluyó, más allá de que -para ser 
prolijos en la descripción- no tengamos las 
mismas expectativas. 


En la sesión del viernes planteamos que el 
problema central de este país es el trabajo y 
la generación de puestos de trabajo. Por otro 
lado, decfamos que este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración está 
vinculado directamente con la carta de intención 
firmada con el Fondo Monetario Internacional el 
14 de abril próximo pasado. A nuestro juicio, esa 
carta de intención -seguimos sosteniendo que 
sería muy interesante crear un equipo de trabajo 
con integrantes de esta Cámara para su estudio- 
plantea en términos generales la necesidad de 
este endeudamiento externo, tanto con el Fondo 
Monetario internacional como con el Banco 
Mundial, con el Banco Interamericano de 
Desarrollo, con la banca privada y hasta con los 
especuladores. 

En la página 4 del documento mencionado se 
establece a texto expreso que el gobierno 
intenta obtener el apoyo de la comunidad 
financiera internacional, en particular el Fondo 
Monetario Internacional, 

Para lograr este objetivo central de aumentar 
la deuda, la coalición se compromete a 
determinada política económica que, a nuestro 
juicio, es continuación de la política de la 
anterior coalición, con algunas variantes y 
modulaciones un poco distintas, que marca lo 
que está por venir, es decir, to que se está 
planteando aquí. 

También se compromete a seguir aumentan- 
do la apertura comercial y financiera del país. 
Esto se expresa claramente en la página 9 de 
la carta de intención, cuando se dice que se 
llegará a la "eliminación a finales del 2000 de 
la sobretasa del 3% del arancel externo común". 
En buen romance, esto quiere decir que la 
producción nacional de bienes y servicios va a 
quedar, una vez más, deprimida ante la 
importación de otros bienes y servicios produ- 
cidos en el exterior, que contarán con mayores 
beneficios para su entrada al mercado interno. 
De tal manera, se profundizará la secuela de 
cierre de fábricas y de pérdida de puestos de 
trabajo. 

Por otra parte, para poner en marcha el 
proyecto que se plantea, la carta de intención 
se refiere a la necesidad de la restricción del 
gasto público, al aumento de los ingresos del 
Estado y a las reformas estructurales de las 
empresas públicas en su segunda versión. La 
disminución del gasto público apunta a la 
reducción del salario y de la inversión pública. 
Esta última ya fue anunciada por los contado- 
res Bensión y Davrieux en los informes que 
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se hiciera a los legisladores; asciende a 
US$ 100:000,000 y se daría en todos sus 
órdenes, inclusive la salud y las obras públicas. 

Además, las Intendencias Municipales del 
interior del país tendrán que eliminar el déficit 
registrado en 1999, tal como se expresa 
textualmente. Seguramente, no se producirá 
aumentando los impuestos al agro, que está en 
crisis, sino -suponemos- dejando sin empleo a 
los funcionarios del interior, a pesar de la grave 
situación que está viviendo esa zona de nuestro 
país. 

Teniendo en cuenta estos elementos, consi- 
deramos que la carta de intención al Fondo 
Monetario Internacional y el proyecto de ley de 
urgente consideración apuntan a profundizar el 
desempleo como herramienta necesaria para la 
reproducción del sistema actual. 

Si tomamos en cuenta lo que pasó desde 
1995 hasta la techa en materia de generación 
de empleo -en tanto ya estaba presente la 
facultad de llevar a un 6.5% la tasa de aportes 
patronales- en tres ramas centrales, como la 
industria manufacturera, la construcción y el 
comercio, advertiremos que hubo un aumento de 
más de tres puntos en materia de desempleo. 
Habría que considerar la idea que aquí se 
maneja con respecto al pasaje del "facúltase" a 
una resolución que implique la prescripción de 
mantener ese 6.5% como una mera hipótesis, 
porque por ahora, lo ocurrido en los cinco años 
que preceden contrasta totalmente con la 
posibilidad de que esa hipótesis realmente se 
plasme en la generación de nuevos puestos de 
trabajo. 

La otra posibilidad es pensar -por eso el 
Frente Amplio-Encuentro Progresista apoya el 
artículo 1* -que quizás, sí no estuviera presente 
ese 6.5%, el desempleo hubiera sido mayor. 

Entonces, tengamos en claro que no estamos 
acompañando este artículo porque habilite ta 
generación de nuevos puestos de trabajo -como 
se supone es la intención del presente artículo 
y del capítulo en general-, sino por lo que pueda 
devenir a nivel social en los próximos cinco años 
-claramente acotado por ta carta de intención 
firmada con el Fondo Monetario Internacional y 
los convenios celebrados con la banca interna- 
cionial-, aunque no creemos que dé satisfac- 
ción a lo que está sucediendo en la realidad de 
las familias uruguayas. Es decir que este 
artículo no da satisfacción al problema central 
de esta sociedad, que es la falta de fuentes de 
trabajo. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado, 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: cabe acotar que ese Fondo Monetario 
Internacional con el que se firma la carta de 
intención, es el mismo detrás del cual el 
Encuentro-Progresista salió corriendo para pac- 
tar con él luego de las elecciones de octubre. 
Es el mismo Banco Interamericano de Desarrollo 
detrás del cual el Encuentro Progresista salió 
corriendo para pactar y darle determinadas 
garantías luego de ganar las elecciones de 
octubre, previas al balotaje. 

Hay quienes piensan que se puede vivir como 
el tatú, encerrado en la cueva, sin ver lo que 
pasa en el mundo exterior ni de qué manera un 
país chico se relaciona y convive con esa 
realidad; un país, Uruguay, que tiene que asumir 
determinadas circunstancias e influencias exter- 
nas para preguntarse, por ejemplo, por qué 
aumentó un 3% la tasa de desocupación, 
mientras creció mucho más en Brasil y en 
Argentina. ¿Por qué fuimos menos perjudica- 
dos? ¿No habrá sido porque hubo un gobierno 
que amainó ese temporal con una batería de 
medidas que permitió contener esa emergencia 
internacional, que afectaba a todos los gobier- 
nos desde Alemania a la Patagonia? 

Para que algunos puedan concretar sus ideas 
y propuestas, será necesario que consigan un 
gran Ministro de Economía y Finanzas, como el 
rey Midas, aquel que todo lo convertía en oro. 
Así podrían financiar mucho de lo que propo- 
nen. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— El Encuen- 
tro Progresista tiene derecho a contestar la 
alusión. Por un tema de orden, hasta ahora la 
Mesa dio la palabra con cierta prudencia, es 
decir, a un solo legislador para responder cada 
alusión, porque de lo contrario la discusión se 
volvería interminable. 

Tiene la palabra el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: la 
referencia que se ha hecho recientemente -no 
quiero nombrar para que no se tome como una 
nueva alusión- tiene que ver con un tema sobre 
el que el Parlamento debe discutir en algún 
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momento, pero no ahora por vía oblicua. 

¿Cuál es el papel de los organismos inter- 
nacionales? ¿Cuál es el papel del Fondo 
Monetario Internacional, del Banco Mundial y del 
Banco Interamericano de Desarrollo? En la 
discusión general pusimos este tema sobre la 
mesa y planteamos que este debate no se ha 
hecho, y tal vez tendría que haber estado en 
aquella discusión que no se hizo en octubre o 
noviembre sobre los dos modelos de país. 

No deja de sorprender positivamente que el 
Presidente de la República, en reunión con los 
productores rurales mantenida hace algunos 
días, les planteara que fueran a los organismos 
internacionales: al Banco Mundial, a la Organi- 
zación Mundial del Comercio y al Fondo 
Monetario Internacional, a reclamar por las 
condiciones de subsidio que otros países tienen 
y que hoy impiden que nuestra producción rural 
esté en la mejor situación de competitividad 
internacional. 

Hay que discutir este tema; no sería bueno 
hacerlo en términos de que unos son los amigos 
del Fondo Monetario Internacional y otros sus 
enemigos o adversarios. Si bien la izquierda 
tiene esa tradición -debo decir con mucho 
orgullo que no reniego de ella, porque mucho 
de lo malo que hay en el mundo se debe 
básicamente a la iniciativa que estos organismos 
han tomado-, debemos ser positivos y procurar 
que el país todo, no el gobierno de turno, vaya 
al Fondo Monetario Internacional a negociar 
posiciones, que sabemos no serán de igualdad, 
porque el gran respaldo que tiene este organis- 
mos proviene del Grupo de los 7 y de otros 
países poderosos del mundo, lo que es muy 
importante. Para lograrlo, debemos propender a 
una integración latinoamericana y a mejorar las 
condiciones de negociación. 

Es cierto que fuimos a hablar con el Fondo 
Monetario Internacional, y no to rehuimos, pero 
lejos de ir a pedir instrucciones de lo que 
teníamos que hacer, fuimos a decirle qué era 
lo que haríamos en caso de que el Encuentro 
Progresista llegara al gobierno. Son dos conduc- 
tas absolutamente distintas; un diálogo, pero 
dos muy diferentes. Eso es lo que queremos, 
no sólo para nuestra fuerza política sino para 
todo el país, para plantear la situación desde 
el punto de vista de nuestro interés, y no desde 
el del Fondo Monetario Internacional, que 
representa a países y, fundamentalmente, a 
multinacionales, y trata de convencernos de qué 
es lo bueno para nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: las 
casualidades hacen que podamos llegar a 
reiterar algún tipo de debate que realizamos la 
semana pasada, más aún teniendo en cuenta las 
visiones que tienen los diferentes actores 
políticos sobre la defensa de la soberanía 
nacional; y ésa no es nuestra intención. 

Tenemos una sesión muy larga por delante, 
por lo que nos abocaremos al tratamiento del 
capítulo. No obstante, a fuer de ser sinceros, 
quisiera que la Mesa me disculpara, porque voy 
a referirme al aditivo que presenta el Encuentro 
Progresista-Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Como no 
está en discusión este aditivo, sería pertinente 
que el señor Diputado interviniera en oportuni- 
dad de ponerse a consideración. De lo contrario, 
entrarlamos en una especie de heterodoxia y no 
en la discusión puntual; ése sería el ideal y eso 
es lo que solicita la Mesa. 

Puede continuar el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: no 
tendría problema en que así fuera. La señora 
Diputada Charlone y el señor Diputado Baráibar 
expusieron parte de sus argumentos, pero 
expondré los míos cuando se ponga a conside- 
ración el aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Berois Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: quiero ahorrar tiempo a la Cámara y no 
voy a efectuar algunas apreciaciones que quería 
realizar respecto del artículo que estamos 
tratando, puesto que ya las han expresado tanto 
la señora Diputada Montaner como la señora 
Diputada Barreiro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ronald País. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: vamos a referirnos concretamente al 
artículo 1% no obstante, mencionaremos el 
capítulo en el que está inserto, a fin de que ésta 
sea nuestra única intervención en la considera- 
ción de los artículos 1% 2% y sus posibles 
aditivos o sustitutivos. 

En primer lugar, quisiera dejar constancia de 
que el partido de gobierno está cumpliendo con 
el compromiso adoptado con la ciudadanía antes 
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de octubre y con vistas al balotaje celebrado en 
noviembre. En la página 21 del programa de 
gobierno se estableció que la base de la 
estabilidad es un sector público con una 
conducta fiscal responsable. Agrega que éste es 
el programa de un gobierno que cuidará los 
equilibrios fiscales, mantendrá el nivel del gasto 
público a precios constantes a fin de reducirlos 
en relación con el PBI, llevará a la práctica una 
disminución correspondiente de los impuestos y 
recurrirá al endeudamiento sólo dentro de los 
márgenes que permita el crecimiento de la 
economía. Mientras tanto, en las medidas 
concretas se establece que se avanzará en la 
reducción de la tasa de los aportes patronales 
de los sectores industrial y agropecuario y se 
incluirá el transporte de carga. Este es el 
compromiso que se está cumpliendo. 

Con respecto al artículo 1% y al capítulo que 
trata del tomento a la inversión y al empleo, creo 
que no se puede hacer un análisis aislado, como 
si el tema empezara y terminara aquí. Existe una 
cantidad de avances realizados por el gobierno 
anterior, uno de los cuales fue destacado en 
nuestra exposición de la discusión general. 

Con respecto a los jóvenes, nos remitimos a 
la Ley N*£ 16.873, en la que se establecen 
medidas concretas con relación a los jóvenes de 
hasta veintinueve años en el contrato de 
práctica laboral para egresados, becas de 
trabajo para los de quince a veinticuatro años, 
contratos de aprendizaje para aquellos no 
mayores de veintinueve años y contratos de 
aprendizaje simple para no mayores de veinti- 
cinco años. En las disposiciones finales se 
establece que las empresas que contraten bajo 
las formas y condiciones previstas en la 
presente ley gozarán de las exoneraciones de 
aportes patronales con destino al régimen 
jubilatorio y con la exoneración de aportes 
patronales con destino al seguro social de 
enfermedad. Se trata de una serie de medidas 
sucesivas. Se va a seguir por ese camino, pero 
hay gente que no lo quiere entender y entra en 
derivaciones que nada tienen que ver con el 
tema. Hay voluntad del Poder Ejecutivo, del 
Partido Colorado y del Partido Nacional de 
buscar una exoneración de impuestos para 
generar mayor competitividad y mayor empleo. 
No es el único impuesto que se rebaja en este 
proyecto; más adelante hay otros que también 
impactan sobre el tema específico. 

Se dice que el artículo 12 no significa un gran 
adelanto porque consagra lo que ya era facultad 
del Poder Ejecutivo, y a continuación se señala 


que se faculta al Poder Ejecutivo en forma 
genérica y que esto debería ser reserva del 
Parlamento. O sea que se argumenta de una 
manera para un artículo y de la contraria para 
el otro. Pero es importante que esto tenga 
seguridad jurídica, que tenga consagración 
legal. 

Con respecto al impacto que estas disposi- 
ciones pueden tener en las recaudaciones del 
Banco de Previsión Social, hacemos referencia 
a la reciente comparecencia de los representan- 
tes de esta institución a la Comisión de 
Hacienda. En esa oportunidad, se estableció que 
el 54% de los egresos del banco en el año 1999, 
que fueron de US$ 1.575:000.000, se cubrió con 
recursos genuinos; US$ 474:000,000 se cubrie- 
ron con siete puntos de IVA, y el 31% de los 
egresos, con asistencia financiera de Rentas 
Generales. Es decir que cada rebaja tributaria 
que se haga en los aportes patronales tiene una 
importancia fundamental en el pago de las 
aportaciones que realiza el Banco de Previsión 
Social. 

En cuanto a avanzar más rápidamente, 
decimos que también hay que tener en cuenta 
el impacto que eso pueda tener en las finanzas 
generales. Recordamos que el número total de 
prestaciones generales del Banco de Previsión 
Social aumentó a 710.972 en 1996, a 725.918 
en 1997 y a 730.884 en 1998. Por lo tanto, cuan- 
do se está considerando el incremento de las 
prestaciones que tendrá que atender el Banco 
de Previsión Social en el futuro, también se está 
teniendo en cuenta el aumento de los empleos 
que generarán esos recursos genuinos que el 
banco necesita para pagar las aportaciones. 

En consecuencia, manifestar que en esto no 
se va a avanzar o que el señor Ministro de 
Economía y Finanzas dijo que no se va a aplicar 
el artículo 22, es sólo parte de la verdad, porque 
el Secretario de Estado también expresó que en 
el corriente año habría una rebaja de aportes 
patronales para las empresas públicas. Este es 
un tema muy importante para el país, que afecta 
a sus finanzas generales y también ayuda a la 
generación de nuevos empleos, ya que acarrea- 
rá un menor impacto sobre las tarifas que los 
Entes públicos aplican al resto de la población, 

Entonces, cuando se reclama que se vaya 
mucho más allá de lo que se puede ir corriendo 
con las piernas que tenemos, estamos obligando 
a que el país pierda sus valores de estabilidad 
y equilibrio, para sumergirlo en una situación 
mucho más contradictoria y desfavorable a los 
efectos de la creación de empleos, que es la 
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finalidad que la norma persigue. 

Por lo tanto, esta disposición implica dar un 
paso adelante, aunque ello no se reconozca. Sin 
duda, es importante la consagración legal del 
artículo 1%, relativo a la rebaja de los aportes 
patronales en la industria manufacturera, pero 
también lo es la intención de seguir rebajando 
impuestos, lo que -desde ya adelanto- tampo- 
co se va a reconocer cuando tratemos el artícu- 
lo 22, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Rossi. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: cuesta 
un poco seguir el hilo de esta discusión. 
Abordamos un capítulo, empezando por un 
artículo, pero el debate deriva, permanentemen- 
te, hacia consideraciones generales -algunas 
jurídicas, otras económicas- que nos impiden 
profundizar en el tema. Además, tengo la 
sensación de que cuesta interpretar las posicio- 
nes expresadas. 

En nuestro caso -lo han dicho los oradores 
de nuestra bancada-, estamos expresando 
nuestra voluntad de votar afirmativamente el 
artículo 12 y, si lo hacemos, no es porque 
alguien nos lo imponga, sino porque estamos 
convencidos de que lo que se expresa y se 
consagra en dicho artículo es un elemento 
positivo. 

En cuanto a que esta disposición recoge lo 
que ya estaba en práctica desde el punto de 
vista de los aportes de determinado sector de 
empresas, debo decir que es así. ¡Muy bien! De 
esta forma se consagra; es un avance y lo 
votamos favorablemente. Pero, posteriormente, 
proponemos un aditivo -es algo adicional- que 
va en la misma dirección que el artículo 1% y 
que tiene la misma orientación que el artícu- 
lo 22, que no votaremos, y luego explicaremos 
el motivo. 

Consideramos que lo que se consagra en el 
artículo 12 es insuficiente, aunque sea bueno y 
lo votemos afirmativamente. Debemos hacerlo, 
precisamente, por estar de acuerdo con el título 
del capítulo y a fin de avanzar todo lo posible 
en una materia de máxima sensibilidad para el 
conjunto de trabajadores y de la población del 
país. 

Quienes pretenden presentar a la bancada 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio como 
con los oídos tapados frente a los argumentos, 
señalan el costo que exige al erario mantener 
la medida consagrada en el artículo 1?. Nosotros 


valoramos esos US$ 210:000.000 para el quin- 
quenio, pero ¿de dónde surgen esos fondos? 
Podemos presumir que provienen de la diferen- 
cia existente entre la expectativa presupuestada 
de recaudación por el Impuesto a las Retribu- 
ciones Personales y lo que se ha venido recau- 
dando, efectivamente, a lo largo de estos años. 
Si analizamos esa cifra, podemos apreciar 
que en el año 1995 se recaudaron más de 
US$ 50:000.000 por encima de lo presupuesta- 
do; en el año 1996, más de US$ 125:000.000; 
en el año 1997, más de US$ 120:000.000; en 
el año 1998, más de US$ 125:000.000, y en el 
año 1999 presumiblemente se supere ese 
guarismo. Todo esto tiene como resultado que 
para el último quinquenio se recaudó una cifra 
superior a US$ 500:000.000 con respecto a lo 
que se presupuestó como recaudación por el 
impuesto a los sueldos. No obstante, ello no 
salvó al país de cerrar con un déficit de más 
de US$ 800:000.000 ni de tener en este 
Ejercicio como una de las primeras medidas más 
importantes a asumir, la autorización para reali- 
zar una emisión por US$ 300:000.000. Entonces, 
en los próximos cinco años, esta medida que 
consagramos en el artículo 1? que valoramos 
y que votamos afirmativamente, va a exigir al 
erario US$ 210:000.000. Y de continuarse con 
la política -que en el proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración no se 
modifica- relativa a las retribuciones personales 
una expectativa de recaudación varias veces 
superior a estos US$ 210:000.000 por concepto 
de Impuesto a las Retribuciones Personales. 

Quiero finalizar mi exposición con el siguiente 
razonamiento. El aditivo propuesto no sólo 
procura adicionar determinados porcentajes, 
sino también establecer determinada orientación 
para que esos porcentajes y exoneraciones 
persigan, precisamente, el objetivo de generar 
puestos de trabajo, es decir que sean orientados 
hacia determinados sectores particularmente 
afectados por la desocupación. Esto no consti- 
tuye, de ningún modo, un gasto adicional, por 
lo que está de más plantear si debe contar con 
iniciativa del Poder Ejecutivo, porque el aditivo 
dice muy claramente que se autoriza al Poder 
Ejecutivo a reducir los aportes patronales 
jubilatorios para los nuevos puestos de trabajo 
que se generen, 

Por lo tanto, la recaudación del Estado no va 
a disminuir, sino que, por el contrario, va a 
aumentar en la medida en que se generen 
puestos de trabajo, lo que va a permitir exonerar 
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un porcentaje de esa mayor recaudación que 
será consecuencia del mayor número de puestos 
de trabajo. 

Por otro lado -con esto termino la referencia 
a este capítulo-, quiero hacer algunos comen- 
tarios con respecto al artículo 22 que se 
propone. En primer lugar, el señor Ministro dijo 
claramente en la Comisión -no lo dije yo- que 
no se iba a aplicar durante este período; en 
segundo término, se trata de un artículo 
absolutamente general; en tercer lugar, si no se 
va a aplicar durante este año, no sé por qué 
tenemos que abrir esta carta en blanco que, de 
alguna manera, aparece como una renuncia a 
la potestad que tiene este Parlamento de 
considerar estas iniciativas cada vez que se 
requiera. Por último, si no se va a aplicar en 
este año, y si estamos a pocos días de la 
consideración del Presupuesto, no entiendo por 
qué este tipo de iniciativa no se incluye en la 
ley que realmente debe contenerla, y sin el 
carácter de urgencia que reviste este proyecto 
de ley multitemático. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Sendic. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: coinci- 
dimos -ya lo hemos mencionado en este ámbito- 
en el elevado costo que el Estado uruguayo 
implica para la producción. Si además de ese 
costo que la producción debe entregar al 
Estado, las finanzas no se administran bien y 
se generan déficit importantes como los que se 
han registrado, la situación de descontento 
aumenta. Entonces, muchas veces la gente 
percibe que no sólo tiene que realizar aportes, 
sino que, además, éstos no están siendo bien 
administrados. 

¡Cuánto se podría haber hecho con todos 
estos planes a los que estamos haciendo 
referencia en cuanto a exoneraciones, estímulos 
e incentivos, que han registrado cifras deficitarias 
en los últimos períodos! Inclusive, entendemos 
que el Estado juega un rol importante en el 
estímulo de la producción y, en este caso, lo 
puede hacer no sólo a través de estos 
mecanismos sino de otros a los que el gobierno 
ha recurrido, como, por ejemplo, la declaración 
de interés nacional, que hemos mencionado 
anteriormente. Desde nuestro punto de vista, es 
necesario que todos esos estímulos y 
exoneraciones estén vinculados a la generación 
de fuentes de empleo. 

El desempleo creciente en el Uruguay ha 
generado un verdadero caos en toda la 


sociedad. No sólo hemos asistido a la desarti- 
culación del aparato productivo sino también a 
la desarticulación social, en muchos casos 
debida a las migraciones, que generan un costo 
muy elevado desde ese punto de vista. Hace 
pocos días nos referimos a ese tema con 
relación a la vivienda. Estamos asistiendo a una 
demanda muy ¡importante de soluciones 
habitacionales, superior a las sesenta mil y, sin 
embargo, en el país hay muchas viviendas 
deshabitadas. ¿Por qué? Porque en los lugares 
donde hay viviendas disponibles no hay trabajo; 
por lo tanto, tenemos que seguir gastando en 
construirlas. 

Si no vinculamos la exoneración impositiva a 
la generación de empleo, estamos corriendo el 
riesgo de que el Estado termine gastando el 
doble porque, entre otras cosas, deja de 
recaudar. En este caso, el Banco de Previsión 
Social dejará de recaudar por esta exoneración 
US$ 51:000.000 al año y tendrá que ser asistido 
por Rentas Generales. Menciono esto porque, 
cuando se realizó la reforma de la seguridad 
social, uno de los argumentos que se utilizó fue 
que el Estado tenía que asistir en altas cifras 
al Banco de Previsión Social. Entonces, no 
solamente estaríamos subvencionando esta 
exoneración por Rentas Generales -lo que 
constituye un gasto para el Estado-, sino que, 
además, si no lo vinculamos con la generación 
de fuentes de empleo -propuesta que se está 
planteando por parte del Encuentro Progresis- 
ta-, de antemano estamos corriendo con el 
compromiso de generar un enorme gasto social 
que sobreviene cuando se produce el cierre de 
las fuentes de trabajo. Asimismo, por vía de la 
reducción salarial -como ocurre cuando un 
trabajador pasa al seguro de desempleo-, el 
Estado deja de percibir el 23% del salario del 
trabajador, para percibir el 23% de lo que recibe 
un desocupado uruguayo. 

Quiere decir que se reducen los ingresos 
para el Estado y aumenta el gasto en políticas 
sociales a través del seguro de desempleo, de 
los programas de reconversión laboral, de la 
refinanciación de las deudas como, por ejemplo, 
con el Banco Hipotecario del Uruguay -ya hemos 
conocido este caso-, o directamente por inter- 
medio de los planes de asistencia social al 
INAME, a los centros CAIF, a los comedores 
escolares, o sea, todos los mecanismos que el 
Estado tiene que establecer para subvencionar 
la miseria por no haber apoyado la producción. 

Insisto: si no vinculamos esta exoneración 
impositiva a la generación de fuentes de empleo, 
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lo único que estaremos estableciendo será un 
aumento de la ganancia para las patronales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 12. 


(Se vota) 


— Ochenta y siete en ochenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: ex- 
presamente, no he intervenido en este debate, 
en primer lugar porque coincido con los puntos 
de vista expuestos por mis compañeros y, en 
segundo término, para tratar de economizar 
tiempo al Parlamento. Sin embargo, por la vía 
del fundamento de voto, y con toda brevedad, 
debo dejar algunas constancias. 

En primer lugar, cuando se utilizan los 
términos "autorizase" y "facúltase* no se tiene 
presente que el primero establece una relación 
casi jerárquica. Esto signitica que se concede 
algo expresamente, en este caso al Poder 
Ejecutivo, dentro de ciertas líneas o normas. En 
cambio, la expresión "facúltase" deja librada 
toda decisión a la voluntad del Poder Ejecutivo. 
Esta es la diferencia entre un cheque con tope 
o con límites y un cheque en blanco. 

En segundo término, me importa señalar que 
en este artículo, como en otros -aprovecho este 
momento para fundamentar por todos-, efectiva- 
mente se disminuyen los aportes jubilatorios, 
pero mi pregunta es si esto incide o no en el 
problema del desempleo. No quiere decir que 
esté en contra de esta disminución, sino que 
pregunto si al disminuir se puede incidir o no 
en ese problema. La práctica no lo ha 
demostrado, pero dejemos que ello se laude en 
la realidad, que es una forma de verdad. Si se 
autoriza a rebajar el aporte a los patronos cuyas 
empresas registren un incremento del empleo, 
se está subordinando a un logro concreto, lo que 
me parece particularmente importante. 

Por último, deseo señalar que, efectivamente, 
como ha planteado el señor Diputado Sendic, 
cuando discutimos los temas de seguridad social 
o el tradicional aguinaldo para los jubilados, 
siempre se pone en el debate público, y casi 
como uma objeción a quienes proponemos 
alguna mejora, la premisa: "¡Señores, si el 


Poder Ejecutivo, el Estado, el Gobierno, está 
aportando un altísmo porcentaje de Rentas 
Generales a la seguridad social...!". 

Entonces, en el futuro, cuando se discutan 
estos temas, no utilicemos ese argumento, ya 
que ahora disminuimos, por cierto abruptamente, 
los ingresos del Banco de Previsión Social. 
Aprovecho para señalar que el Director en 
representación de los jubilados, señor Colotuzzo, 
anuncia en el día de hoy que, por el acuerdo 
con el Fondo Monetario Internacional, el Banco 
de Previsión Social tendrá US$ 25:000.000 
menos en el año 2001 y US$ 50:000.000 menos 
en el año 2002. 

Quería dejar estas constancias para debates 
futuros. 


SEÑOR TROBO.— 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: por la 
vía del fundamento de voto, quiero descalificar 
un argumento que ha sido utilizado y que me 
parece que no hace a la discusión del tema. 
Cuando los temas no se profundizan, lo que se 
hace es utilizar eslóganes. 

Evidentemente, si los aportes al Banco de 
Previsión Social pueden bajar es porque el 
sistema de seguridad social ha reconstruido su 
conformación y la vía de los ingresos genuinos 
que necesita para financiar el pago de presta- 
ciones. Escuchamos aquí que quienes estamos 


Pido la palabra para 


“votando este proyecto estamos en contra del 


criterio que utilizamos cuando reformamos la 
seguridad social -no voy a calificarlo porque 
quizás se genere un debate en torno a la 
calificación- y me parece, francamente, que no 
es un argumento que tenga el más mínimo 
sustento. Tiene más sustento el que se ha 
utilizado aquí diciendo que el gobierno ha 
recaudado más por concepto de impuesto a los 
sueldos de lo que tenfa previsto. Eso alguna 
explicación debe tener. Los que dicen que 
cayeron el salario y el empleo, ahora están 
diciendo que aumentó la recaudación del 
Impuesto a las Retribuciones Personales sin que 
hayan subido las tasas, lo que significa que hay 
más masa salarial o más empleo. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: lo 
lamento, pero he sido aludido y bastante 
abruptamente. 

Con frecuencia se utiliza la expresión "están 
recurriendo a eslóganes”, y mi experiencia 
parlamentaria me dice que ése es el mayor de 
los eslóganes, porque se trata de descalificar a 
otro sin argumentar. Si he tratado de profundizar 
y no lo he logrado -según el concepto del señor 
Diputado preopinante- es otra cosa. Lo que he 
dicho es que cuando disminuimos -y todos 
votamos esa disminución- los aportes patronales 
o los ingresos al Banco de Previsión Social, por 
muchas medidas que podría destacar aquí 
-como la disminución a raíz de los aportes por 
comida y otros servicios que se da a trabaja- 
dores y que no se consideran parte del salario, 
o las sucesivas medidas que se han tomado 
desde la época del gobierno del doctor Lacalle 
que disminuyen los aportes al Banco de 
Previsión Social-, no digamos después que un 
alto porcentaje, el 30% o el 31%, proviene de 
los aportes del Estado. Con esto me estoy 
cubriendo para otros debates, porque eso sí 
sería recurrir a argumentos demagógicos. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: simple- 
mente vamos a referirnos a una interrogante que 
quedó planteada respecto a si aumentó la masa 
salarial o el número de trabajadores. Eso es 
posible, más allá de que siga manteniéndose 
este dato tan preocupante para todos que es el 
índice de desocupación que se establece en las 
propias estadísticas oficiales. Hay un tercer 
camino para que aumente la recaudación por el 
impuesto a las Retribuciones Personales, y es 
el retraso del salario mínimo nacional, que 
establece el aumento de categorfa, es decir, el 
aumento del porcentaje que se descuenta a los 
salarios. Eso hace crecer la recaudación del 
impuesto sin que, necesariamente, aumente el 
número de trabajadores o la masa salarial, al 
punto que, actualmente, el porcentaje que cada 
uno de los trabajadores está aportando en esta 
materia es algo más del 4% y, como es de 
conocimiento, en la norma se establecen tasas 
bastante inferiores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el aditivo al artículo 1%, que figura en la 
Hoja N* 1, presentado por la señora Diputada 


Charlone y los señores Diputados Baráibar, 
Ponce de León, Agazzi, Alvarez, Rossi, Sendic, 
Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez Morad. 


(Texto del aditivo:) 


"Autorízase al Poder Ejecutivo a reducir el 
aporte patronal jubilatorio de todas aquellas 
empresas de la industria manufacturera que 
a partir de la fecha de vigencia de la presente 
ley registren un incremento neto de sus 
puestos de trabajo. El porcentaje de aporte 
patronal jubilatorio que se pagará por los 
nuevos puestos de trabajo, durante los 
primeros doce meses de contratación, se 
verá reducido de acuerdo al siguiente detalle: 


— En un 2.5% (dos y medio por ciento) si 
las personas no integran ninguna de las 
tres categorías que se detallan a 
continuación. 


— En un 3.5% (tres y medio por ciento) 
si son adultos mayores de 45 años. 


—En un 5% (cinco por ciento) si son 
mujeres jetas de hogar. 


— En un 5,5% (cinco y medio por ciento) 
si son jóvenes menores de 24 años. 


Si una persona pertenece a más de una 
categoría, se la considerará incluida en la 
que determine un tratamiento más favorable 
según la aplicación de la presente ley”. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
quisiéramos dejar constancia de nuestra posi- 
ción en contra de este aditivo, básicamente por 
una cuestión filosófica. Los señores Diputados 
me podrán escuchar setenta u ochenta veces en 
lo que va a ser mi actuación parlamentaria hacer 
una férrea defensa de la generación a la que 
pertenezco, de menos de treinta años, pero en 
este caso probablemente tengamos algún tipo 
de discrepancias, porque dentro de lo angustio- 
so que es el problema de la desocupación hay 
algunas angustias que son más profundas que 
otras. Desde mi humilde punto de vista, este 
aditivo no atiende aquella angustia más profun- 
da que es, básicamente, la del jefe de hogar 
mayor de cuarenta años que se queda sin 
empleo y que, por la lógica de los hechos, al 
no adaptarse a este mundo de locos que se está 
viviendo, puede llegar a tener más dificultades 
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que el joven que, por una cuestión etaria, se 
adapta más fácilmente. 

Se me podrá decir que hoy la mayor cantidad 
de desocupados se encuentra en la población 
joven, pero lo que yo digo es que nosotros, 
como legisladores, tenemos que atender aque- 
llas angustias que son mucho más profundas. 
Todos sabemos la dificultad que actualmente 
tiene una jefa o un jete de familia que queda 
fuera del circuito laboral y todos conocemos las 
dificultades que por problemas de edad tienen 
para reconvertir tanto su mentalidad como sus 
armas para contar con algún tipo de ventaja 
para trabajar. No comparto este criterio selectivo 
y, por lo tanto, voy a votar en contra de este 
aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
al artículo 12. 


(Se vota) 
— Treinta y cinco en noventa y uno: Negativa. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: hemos 
votado negativamente este aditivo, no porque no 
entendamos que es necesario e importante 
disminuir aun más los aportes patronales ju- 
bilatorios, a efectos de incrementar la competiti- 
vidad de la industria manufacturera. Pero por 
algunas de las razones por las que votamos en 
contra el proyecto en general, también votamos 
en contra este aditivo. 

Aquí se habla de porcentajes y de categorías 
sin que se haya tenido tiempo y se haya hecho 
un análisis en profundidad de un tema que no 
es menor, que afecta a las finanzas públicas y 
hasta las demandas de trabajo. Por lo tanto, 
creemos que debería ser considerado en la 
etapa correspondiente y con mayor profundidad. 
En definitiva, reservamos nuestra opinión para 
cuando tengamos la oportunidad de analizar en 
las condiciones que corresponda un tema de 
esta naturaleza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 22. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
solicitamos que este artículo se vote por incisos. 


(Apoyada) 
SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
quisiera hacer una brevísima referencia a lo que 
hoy se ha expresado aquí, y también en 
oportunidad de la discusión general, cuestionan- 
do la legalidad de este artículo 2%, que nos 
parece importantísimo no sólo por el esfuerzo 
económico que eventualmente puede significar 
para el Poder Ejecutivo, sino también porque 
creo que es una señal clara y determinante de 
la prioridad que el empleo y la inversión tienen 
para el gobierno. 

Se ha hablado de que se está violando el 
principio de legalidad porque se está realizando 
una delegación de funciones. En ese sentido, 
nosotros creemos -como decía el señor Senador 
Mallo- que el derecho no es lo de menos, sino 
que es lo de más. Por lo tanto, quisiera expresar 
que, en nuestra muy modesta opinión, no se 
produce tal violación al principio de legalidad. 
Este principio significa, como todos sabemos, 
que esta facultad de exonerar debe estar total 
o parcialmente regulada por la ley, pero en este 
caso no se viola por otorgársela al Poder 
Ejecutivo, por cuanto esto debe conjugarse con 
el artículo 2% del Código Tributario. 

El Código Tributario establece en el artícu- 
lo 22 el principio de legalidad y justamente es 
el "nomen juris" de la disposición. Entre varios 
aspectos, expresa que sólo la ley puede 
establecer exoneraciones totales o parciales. 
Con esto parecería que se está dando la razón 
a quienes impugnan la legalidad de esta 
disposición. Pero, en su parte final, el Código 
establece en los numerales 2%, 32 y 4% -acabo 
de dar lectura al numeral 3*-, que la ley podrá 
establecer también las condiciones y límites 
dentro de los cuales el Poder Ejecutivo deberá 
precisar o determinar las bases de cálculo, 
alícuotas, exoneraciones y sanciones aplicables. 

Y si leemos atentamente el artículo 2* del 
proyecto que estamos considerando, advertimos 
que hay varias condiciones y límites que se 
imponen al Poder Ejecutivo. En primer lugar, se 
establece "en la medida de las posibilidades del 
erario público", como condicionante fundamen- 
tal. Seguimos pensando que la estabilidad es la 
condición necesaria, aun cuando no suficiente 
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para cualquier programa de redistribución que 
permita cerrar las brechas sociales. La estabi- 
lidad es la panacea que nos puede abrir el 
camino en la ruta que queremos transitar. 

En segundo lugar, el artículo 22 establece 
plazos. La facultad que tiene el Poder Ejecutivo 
es por un plazo determinado. Debo decir que 
compartimos el criterio del señor Diputado 
Chifflet cuando expresa que los términos 
"facultar" y "autorizar" no significan exactamente 
lo mismo. Hay una diferencia de matiz, una 
carga subjetiva distinta, porque por lo general 
se autoriza aquello que alguien ha pedido antes, 
lo que no es el caso cuando se faculta. 

En tercer lugar, la exoneración puede hacer- 
se en forma genérica o con referencia a uno o 
más sectores de la actividad económica. Por 
ende, creemos que se exigen varios requisitos, 
tal como lo requiere la parte final del artículo 
22 del Código Tributario. Es posible que a 
algunos no les guste esta disposición del Código 
Tributario; ha sido muy discutida en el ámbito 
del Instituto de Derecho Tributario, más allá de 
que en los palses de avanzada -casi diría que 
en este mundo gilobal-, necesariamente debe 
haber un campo de acción más flexible para el 
Poder Ejecutivo, El hecho económico es de tal 
fluidez y velocidad que no puede adaptarse a 
la rigidez y al proceso de sanción de la ley. Más 
allá de esa circunstancia, en algún caso en que 
se ha querido discutir la constitucionalidad de 
este artículo 22 del Código Tributario, pero hasta 
donde nos consta, la jurisprudencia nacional ha 
rechazado el criterio de la inconstitucionalidad. 
Tenemos presente un caso del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Esto en cuanto a la 
parte legal que, como decíamos al principio, 
nunca es lo de menos, sino lo de más. Podemos 
estar en desacuerdo sobre ése y cualquier otro 
punto de este proyecto de ley, o de cualquier 
otra ley, excepto en la exigencia de respeto al 
derecho. 


SEÑOR FALERO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BERGSTEIN.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: si- 
guiendo atentamente la exposición del señor 
Diputado Bergstein, hay algunas cosas que me 
llaman poderosamente la atención. Es cierto que 
se establece: "Facúltase al Poder Ejecutivo, en 
la medida de las posibilidades del erario 


Puede 


público". Me pregunto cómo se miden las 
posibilidades del erario, qué laxitud tienen, si 
son impresionantemente grandes o muy peque- 
ñas, quién marca las prioridades y cómo hacen 
para determinarlas. Se trata de una serie de 
normas que no están específicamente estable- 
cidas en el artículo. 

Por otra parte, se establece: “(...) a reducir 
la tasa de aportes patronales, por plazo 
determinado". Este puede ser de dos días, seis 
meses, un año, siete años, treinta o treinta y 
cinco años. El artículo no establece plazo, sino 
una enorme variedad de posibilidades en esa 
facultad que otorga al Poder Ejecutivo. Advierto 
que vamos a votar este artículo en forma 
afirmativa, pero me llama la atención cómo el 
señor Diputado Bergstein pretende hacernos ver 
una situación que tiene tanta flexibilidad que, sin 
duda, no está exactamente dentro de los 
términos del artículo 22 del Código Tributario. 

Además, se establece: "en forma genérica o 
con referencia a uno o más sectores de la 
actividad económica". Aquí tampoco se estable- 
ce cuáles son los sectores de la actividad 
económica; se podría pensar que van a ser 
aquellos que al país le hace falta impulsar, pero 
si se quiere pensar mal se puede entender que 
van a ser los sectores de la actividad económica 
que tienen mayor peso en el poder de decisión 
en el momento de acceder al gobierno. Hay 
tanta generalidad que no se ajusta exactamente 
la redacción de este artículo 2% a los términos 
que el señor Diputado Bergstein establece. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BARRERA.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


Puede 


SEÑOR BERGSTEIN.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: en el 
sentido de lo que expresaba el señor Diputado 
Bergstein, también debo decir que el señor 
Senador Michelini, en oportunidad de conside- 
rarse este proyecto en el Senado, señalaba 
textualmente, según la versión taquigráfica: "Los 
fundamentos que voy a dar sobre el artículo 2*, 
que vamos a acompañar, refieren al artículo 12". 
Y agrega: “Quisiera proponer que en vez de: 
'dando cuenta a la Asamblea General se diga 
'dando cuenta en forma fundada a la Asamblea 
General'. Esta modificación que parece menor 


Puede 
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ayuda a la transparencia y a la credibilidad. 
Muchas veces se han dado exoneraciones y 
nadie ha dado cuenta de ellas, no se sabe 
cuánto empleo se ha generado, y creo que no 
se ha hecho ninguna evaluación seria con 
respecto a lo que produjo la tan nombrada Ley 
de Inversiones. Por lo tanto, sería importante 
que cuando se bajen estos aportes los técnicos 
hagan un esfuerzo para fundamentar por qué se 
está bajando en tal o cual sector". 

En consecuencia, lo sostenido por el señor 
Diputado Falero no sólo fue algo que se previó 
en el Senado, sino que quienes votaron este 
artículo tuvieron presentes las mismas conside- 
raciones que él plantea y que fueron expuestas 
en aquel momento por el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
tengo a la vista el diario "El Observador", de la 
mañana de hoy, que es la mejor constatación 
de la ponderación con que el Poder Ejecutivo 
aplica esos criterios. Lo digo para la tranquilidad 
del Cuerpo y, particularmente, del señor Dipu- 
tado Falero. 

Estamos en un contexto regional tremenda- 
mente duro, tan duro como que el profesor Calvo 
de la Universidad de Maryland dijo -también 
aparece en la prensa de hoy- que Uruguay vive 
en un barrio peligroso y que está sobreviviendo 
merced a la seriedad con que ha conducido sus 
políticas económicas. 

Hoy nos informa el diario "El Observador" 
acerca de la emisión de euronotas. Muchos 
analistas económicos de primera línea dijeron 
que no era el momento de emitirlas e 
importantes países de América Latina no se 
atreven a hacer ahora las emisiones de sus 
euronotas. Nuestro gobierno hizo la emisión por 
US$ 300:000.000, que para nosotros es una 
cantidad muy importante, y la demanda duplicó 
la oferta. Tanto fue así que se incorporaron 
veintidós inversores nuevos entre los sesenta y 
tantos que han suscrito esa nueva emisión, que 
es a diez años, es decir que no es a corto plazo, 
no es especulativa y requiere mucha confianza 
en la conducción económica del pals. 

Creo que esto no es para despreciar, sino 
que es una noticia muy importante, que 
demuestra las consecuencias de mantenernos 
dentro de la calificación de "investment grade”. 
Se hizo la colocación a la tasa más baja de 
cualquier país de América Latina, menos Chile, 


Puede 


que tiene una tasa aún un poco más baja. En 
plena recesión nos estamos defendiendo dentro 
del "investment grade"; en ese grado también 
hay un “ranking" y no estamos en las mejores 
posiciones, pero nos estamos aguantando. Esta 
es una demostración cabal de la seriedad con 
que se encara la política económica del país, 
seriedad que conduce a la estabilidad y sin la 
cual -repito- se cae toda la estantería. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: la 
verdad es que, a esta altura, estoy un poco 
confundida. Agradezco al señor Diputado 
Bergstein que haya introducido en el análisis el 
artículo 2% del Código Tributario porque, en 
definitiva, termina fundamentando la constitucio- 
nalidad del aditivo que presentó el Frente 
Amplio-Encuentro Progresista, en el que las 
condiciones, las tasas y los perfiles están 
absolutamente fijados. 

De ninguna manera puede aplicarse ese 
argumento al artículo 2% como muy bien lo 
planteaba el señor Diputado Falero, lo que 
aumenta mi confusión porque él va a votarlo 
afirmativamente. Lo que propone este artículo es 
muy amplio: se refiere a las "posibilidades del 
erario público"; a "reducir las tasas de aportes 
patronales, por plazo determinado” -no sabemos 
cuál es-, a un sector, a más de uno o "en forma 
genérica". Esto es: "ni lo uno, ni lo otro, sino 
todo lo contrario". Acá caben absolutamente 
todas las posibilidades. 

Decimos que esto significa, efectivamente, 
una delegación de competencias por parte del 
Poder Legistativo en el área tributaria, que es 
de reserva de la ley; esto es, en definitiva, 
otorgar un cheque en blanco. De acuerdo con 
la Constitución y con el artículo 2* del Código 
Tributario, queda más que fundado que esta 
redacción no cabe dentro de las condicionantes 
o de los límites que se pueden establecer a esa 
delegación. 

Además, me parece una medida sumamente 
inconveniente, más allá de los problemas de 
legalidad o de legitimidad. Quiero saber qué 
hará el Poder Ejecutivo. A través de esta norma, 
el Parlamento simplemente dice al Poder 
Ejecutivo que siga una línea de reducción de 
aportes patronales en cualquier sector, en 
cualquier momento, en toda la economía. Me 
gustaría informarme más acerca de qué se 
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piensa hacer en esto y cuándo se prevé ponerlo 
en práctica. Se lo preguntamos al señor Ministro 
de Economía y Finanzas. Efectivamente, no se 
va a aplicar este año. Entonces -decíamos y lo 
reafirmamos-, si el Poder Ejecutivo ya tiene 
facultades para reducir, por ejemplo, la tasa de 
aportes en la industria y no lo ha hecho, ¿para 
qué se nos piden más facultades cuándo no se 
sabe en qué sectores, cuándo y cómo se van 
a poner en práctica? Como Diputada siento que 
no puedo renunciar a la potestad que tengo para 
legislar en esta materia y, además, me parece 
inconveniente lo que se propone. 

En la Comisión se nos dio alguna pauta. Se 
nos habló de que la rebaja de aportes patronales 
podía tomarse como destinada a reducir el 
desempleo o aumentar la competitividad. En 
realidad, a nivel de los bienes no transables, 
que es donde se generan más puestos de 
trabajo, es mucho más costosa la reducción de 
aportes patronales que a nivel de los bienes 
transables. El señor Ministro dejó deslizar que, 
por un tema de costos, la alternativa de 
reducción vendría por ese lado. Nada más que 
eso. Entonces, hoy por hoy, esta medida es 
programática y no tendrá efectos inmediatos. 

Quiero hacer otra puntualización sobre algo 
que se dijo. Es cierto que el señor Ministro de 
Economía y Finanzas manifestó que habría una 
reducción de los aportes patronales de las 
empresas públicas. Está bien; parece un criterio 
justo si se quiere que las empresas públicas 
actúen en un marco real de competencia y no 
tengan un trato desventajoso desde ese punto 
de vista. Sin embargo, no me adelantaría a 
sacar más conclusiones. Si se reducen los 
aportes patronales de determinada rama de 
actividad, Rentas Generales tendrá que cubrir el 
desfinanciamiento que ello producirá. Mi razona- 
miento es el siguiente. Si se rebajan los aportes 
patronales de las empresas públicas, ¿qué 
pasará con esa reducción? ¿Se trasladará a la 
tarifa? Eso no se dijo. ¿O simplemente aumen- 
tarán las utilidades de las empresas públicas, 
que son trasladadas a Rentas Generales cuando 
asisten al Gobierno Central? 

La noticia completa hubiera sido que el señor 
Ministro de Economía y Finanzas dijera que se 
iban a reducir los aportes patronales de las 
empresas públicas y que eso se iba a trasladar 
al usuario a través de una disminución de las 
tarifas. Esa parte faltó. Veremos cómo se 
instrumenta esta medida y luego realizaremos la 
evaluación correspondiente. 

En definitiva, este artículo tal como está 


planteado, hoy por hoy nos parece programático 
y consideramos que es un saludo a la bandera. 
Pensamos que, de esta forma, nos estamos 
limitando en competencias que son del Parla- 
mento y que no deberían ser delegadas. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 


, palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
vamos a aprobar este artículo. Desde su 
creación en 1215, el Parlamento ha estado 
facultado para ejercer el control de lo que el 
gobierno puede sustraer al pueblo. En este 
caso, no estamos dando un cheque en blanco 
desde el momento en que lo que se propone es 
reducir; podemos estar de acuerdo en que aslÍ 
sería si se estuviera planteando aumentar. No 
entiendo que, por un lado, a través de algunos 
aditivos o sustitutivos se pida que se aprueben 
medidas que significarían más erogaciones y 
que, por otro, se pongan en tela de juicio 
aquellas que tenderían a reducir gastos en 
distintos sectores. 

El Parlamento está para controlar y cuanto 
menos dinero se extrae al pueblo, menos poder 
se da al gobierno, si eso es lo que asusta tanto. 
Así que esto no es un cheque en blanco, sino 
una facultad para extender este beneficio. La 
limitante, por supuesto, es el erario. ¿Cómo no 
iba a serlo? ¿A qué sector se dará prioridad? 
No podemos saberlo, porque eso depende de la 
coyuntura. 

Reitero que, de este modo, el Parlamento 
está desempeñando una función de contralor y, 
por eso, vamos a votar por la afirmativa el 
artículo 2* sin ningún tipo de modificación, al 
igual que lo hizo la coalición de gobierno en la 
Comisión. Para nada siento que esté dando un 
cheque en blanco, porque se trata de reducir la 
extracción de dinero y no de aumentar los 
gastos. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: en un 
contexto de caída de los monopolios y de 
necesidad de aumento de la competitividad del 
sector productivo, las tarifas públicas y la 
incidencia que en ellas pueda tener la reducción 
del aporte patronal y de otro tipo de impuestos 
como, por ejemplo, el que recae sobre la venta 
de moneda extranjera -al respecto, el señor 
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Ministro se comprometió, públicamente y en la 
Comisión, en el sentido de que ese impuesto 
será derogado en la instancia presupuestal-, 
tienden a dar posibilidades de que lo uruguayo 
tenga una mayor inserción en los mercados 
regional y mundial. Obviamente, dentro del costo 
que el Uruguay tiene no sólo está el pago del 
fluido eléctrico por parte de los industriales, si- 
no también por parte de los usuarios domicilia- 
rios. 

Entonces, me parece muy rebuscado plantear 
como un argumento en contra de conceder una 
facultad al Poder Ejecutivo, el hecho de que no 
se sepa cuál es el destino que ella va a tener 
en la tarifa de los servicios públicos cuando se 
aplique exclusivamente al aporte patronal de las 
empresas públicas. Es lógico que cualquier 
gobierno, reitero, en un contexto de caída de los 
monopolios y, por tanto, de empresas públicas 
que deben competir, aplique esta medida para 
que logren el menor costo posible de lo que 
producen o de los servicios que brindan. Me 
parece que buscarle otra vuelta no tiene mucha 
razón. 

Otra cuestión es discutir -lo he dicho 
francamente en la Comisión y lo reitero aquí- 
si es o no razonable otorgar esta facultad al 
Poder Ejecutivo. Yo, que voy a votar este 
artículo, que voy a votar el otorgamiento de esta 
facultad, entiendo que el Parlamento pierde 
parte de sus potestades originarias cuando 
concede al Poder Ejecutivo la facultad de hacer 
las disminuciones pertinentes según el criterio 
que en su momento pueda aplicar. En estas 
circunstancias, por razones de disciplina parti- 
daria y de unificación de criterios en torno a un 
tema en el que el gobierno quiere tomar 
medidas, voy a acompañar este artículo. Sin 
embargo, reitero con franqueza que la facultad 
al Poder Ejecutivo no tiene que mezclarse con 
los criterios que eventualmente, se pueden 
aplicar, de acuerdo con algo que no es otra cosa 
que una concepción ideológica de lo que debe 
ser el manejo del Estado. 

Digo con honestidad que la dirección de esta 
norma, que algunos Diputados no entienden, 
está explicada en el título del capítulo; el 
fomento de la inversión y el empleo no tiene por 
qué pasar, necesariamente, por la descripción 
de las medidas que se van a aplicar, porque 
bajando gravámenes -sobre todo de la seguridad 
social- se puede fomentar la inversión y el 
empleo. Obviamente, éstas no son todas las 
medidas posibles para cumplir con este objetivo, 
como tampoco lo son las plasmadas en los 


artículos sustitutivos y aditivos que se presen- 
tan. 


SEÑOR POSADA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: vamos 
a acompañar este artículo, en primer lugar, 
porque compartimos las señales dadas. 

En segundo término, aceptamos el otorga- 
miento de la facultad al Poder Ejecutivo porque 
estamos convencidos de que no deben existir 
impuestos al trabajo. En consecuencia, hoy 
estaríamos dispuestos a establecer la deroga- 
ción de un impuesto al trabajo como es la tasa 
de aporte patronal. Es notorio que la situación 
económica del país no lo permite. Entonces, la 
señal que, para nosotros, debe dar el Parlamen- 
to va, precisamente, en el sentido de disminuir 
el impuesto al trabajo. Obviamente, debe 
tenerse en cuenta la limitación de la disminución 
de los ingresos que ello significaría; en 
consecuencia, deberá aplicarse la medida cuan- 
do la situación lo permita. 

Reitero que creemos que la señal de que 
deben eliminarse los impuestos al trabajo es 
inequívoca. Ese es el sentido de este artículo 
y de la fundamentación del voto del Nuevo 
Espacio. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
queremos dejar constancia para eventuales 
debates que puedan surgir en el futuro en virtud 
de que hemos votado favorablemente el artículo 
1% y de que vamos a apoyar el financiamiento 
que prevé el segundo inciso del artículo 22. 

Desde nuestro punto de vista, los aportes a 
la seguridad social no constituyen un impuesto 
al trabajo, sino una forma de organización de 
la sociedad desde el punto de vista de la 
solidaridad intergeneracional; se trata de un 
aporte que hacen los patronos y los trabajadores 
para solventar las jubilaciones de quienes se 
acogen a estos beneficios; a su vez, cuando a 
ellos les llegue el momento de retirarse, tendrán 
ese mismo derecho, en función del aporte que 
continuarán haciendo los trabajadores en acti- 
vidad. Entonces, para nosotros no se trata de 
un impuesto al trabajo. Estamos de acuerdo en 
que se opere una reducción, pero no en que se 
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supriman los aportes porque, de ser así, existiría 
el riesgo de que por este fácil mecanismo se 
fuera trasladando a Rentas Generales la finan- 
ciación de la seguridad social sin que se hiciera 
a través de los aportes genuinos que realmente 
constituyen el pilar que sostiene la seguridad 
social en la concepción intergeneracional que 
nosotros sustentamos. 

Creemos que disminuyendo la evasión y 
procurando que no haya trabajadores que no 
estén en planilla y por los cuales no se hagan 
los aportes, se logrará efectivamente que la 
recaudación del Banco de Previsión Social 
aumente por una vía genuina como es la de que 
la recaudación sea toda la que deba ser, y no 
por la vía de dudosa calidad de bajar los aportes 
y sustituirlos por otros de Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el inciso 
primero del artículo 22, 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en setenta y cinco: Afirma- 
tiva. 


Se va a votar el segundo inciso del artícu- 
lo 22. 


(Se vota) 
— Ochenta en ochenta y cuatro: Afirmatlva. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
hemos acompañado este último inciso, en la 
medida en que entendemos imprescindible que 
se financie para el Banco de Previsión Social, 
vía Rentas Generales, el desfinanciamiento que 
generaría la aplicación del primer inciso del 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo aditivo del Capítulo !, que figura 
en la Hoja N* 2, presentado por la señora 
Diputada Charlone y los señores Diputados 
Baráibar, Ponce de León, Agazzi, Alvarez, 
Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez 
Morad. 


(Texto del artícuto:) 


"Artículo .— Facúltase al Poder 
Ejecutivo a los efectos de compensar el 
destfinanciamiento del Fondo de Reconversión 
Laboral, a aportar a Rentas Generales hasta 
25.000 UR mensuales durante al año 2000”. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: todo este capítulo hace referencia a temas 
relativos al empleo. 

Hemos escuchado distintas exposiciones y no 
hemos querido intervenir durante la instancia de 
la discusión en general para no reiterar 
argumentos, pero diría que en más de una 
oportunidad se ha señalado que, más allá de las 
dificultades del erario, a través de distintos 
artículos de esta ley se están enviando señales. 
Es en ese sentido que, aun limitando nuestra 
iniciativa, nuestra expectativa y nuestros deseos 
en un tema tan vasto como el del empleo, hemos 
presentado este aditivo -muy limitado, pero de 
una enorme significación-, que permite que se 
mantenga el financiamiento de la Junta Nacional 
de Empleo. Básicamente, esto involucra espe- 
cialmente a las decenas de miles de cursos de 
reconversión laboral que realizan los trabajado- 
res que van al seguro de paro. En las finanzas 
del Estado éste es un pequeño programa que, 
sin embargo, tiene una alta significación. Hemos 
visto el asombro que manifiestan personas 
venidas del exterior por el alto porcentaje de 
trabajadores uruguayos que, estando en seguro 
de paro, no se han limitado simplemente a 
cobrar por ese concepto, sino que han hecho 
uso de estas becas para intentar reconvertirse 
o, al menos, ampliar su nivel de capacitación 
laboral. No hace falta abundar en el significado 
del conocimiento: los más diversos sectores 
políticos se han manifestado al respecto; 
tampoco es preciso profundizar en la necesidad 
de la reconversión de la industria y de la 
capacitación. En este sentido, tenemos un 
programa que ha sido singularmente exitoso y 
que ha permitido que más de cuarenta mil 
personas transitaran por esa vía que, nadie 
puede dudar, mejora las condiciones del país, 
de la industria y de los servicios. Digo esto 
porque en muchos casos esta preparación 
apunta a cambios en la inserción laboral y, 
naturalmente, mejora la capacidad de los 
involucrados que transitan por la difícil proble- 
mática de estar en el seguro de desempleo. 
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Hemos limitado el alcance de este aditivo, no 
sólo otorgando al Poder Ejecutivo una facultad, 
sino utilizando la palabra "hasta" para topear un 
monto sin siquiera determinar una cifra obliga- 
toria. Diría, pues, que hemos incluido lo mínimo 
indispensable, con la idea de que se diera una 
señal sobre lo que significa la capacitación en 
materia de reconversión laboral. 

Hace instantes un señor Diputado refirió a las 
limitaciones políticas que muchas veces tienen 
los miembros de la Cámara en el momento de 
las votaciones, pero no queremos dejar de decir 
que hubiésemos aspirado a que este aditivo 
hubiera sido incluido, al menos como una señal, 
en el marco de este proyecto de ley. 

De todas maneras, es preciso dejar constan- 
cia de que en Comisión se expresaron opiniones 
a favor de que ello se lleve a cabo, más allá 
del resultado de su votación en Cámara. Por 
cierto que nos gustaría que esa voluntad se 
expresara en la votación; quisiéramos que al 
menos se consignara como opinión política. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: como 
no podía ser de otra manera, consideramos que 
la Junta Nacional de Empleo y el órgano que 
la administra -la Dirección Nacional de Empleo- 
representan una vertiente de real incidencia 
social que tiene el Estado uruguayo para 
atender el problema del desempleo desde su 
base. Efectivamente, se trata de que el ciuda- 
dano que no tiene empleo pueda llegar a 
 reconvertirse para adecuarse a la realidad. 

Todos sabemos que el origen de la Junta 
Nacional de Empleo es compartido, y que el 
partido al que tengo el honor de representar ha 
tenido mucha incidencia en su creación. Ade- 
más, la dinamización del instituto en las 
sucesivas administraciones quizás haya sido 
producto de Ministros pertenecientes a mi 
partido. 

Señor Presidente: utilizando un mecanismo 
de algún señor legislador -concretamente, del 
señor Diputado Baráibar, quien muchas veces 
plantea la realización de debates-, en este caso, 
con la humildad que nos caracteriza, quisiéra- 
"mos hacer algunas reflexiones. 

El motivo de que la Junta Nacional de Empleo 
pueda estar desfinanciada al día de hoy tiene 
que ver con múltiples factores, todos atendibles: 
creemos que hay unanimidad de criterios y que 


somos todos conscientes de que el actual 
Ministro los está atendiendo y está tratando de 
revertir la situación. Pero ¿no es hora de que 
revisemos la solidaridad que hay entre los 
trabajadores uruguayos? ¿No es hora de que se 
conforme un nuevo pacto social entre trabaja- 
dores que están enfrentados o podrán estarlo al 
problema del desempleo y aquellos que por una 
norma constitucional gozan del privilegio de no 
padecer nunca ese problema? ¿Es o no cierto 
que entre los funcionarios públicos hay situacio- 
nes un poco más privilegiadas que otras? Nadie 
va a cuestionar aquí lo que gana un docente; 
nadie va a decir que ese dinero le alcanza. Pero 
¿no somos todos conscientes de que en ciertos 
organismos del Estado hay gente privilegiada 
que nunca va a padecer la angustia del 
desempleo? ¿No es hora de que en aras del 
debate promovido, todos los actores políticos 
nos pongamos a pensar en la conformación de 
un nuevo pacto social en donde prime el 
principio de la solidaridad, que tanto enorgullece 
a los uruguayos, y de que aquellos funcionarios 
que tienen privilegios -salvo en el Parlamento, 
en el resto de los organismos del Estado creo 
que todavía ello no se ha dado a publicidad- 
tengan cierta solidaridad hacia los otros urugua- 
yos, quienes sufren el desempleo o pueden 
llegar a sufrirlo? 

Creemos que éste es un debate que nos 
debemos plantear y que hay unanimidad de 
criterios sobre la necesidad de atender esta 
problemática. De todas maneras, no queríamos 
dejar de señalarlo. 

Por lo expuesto, no vamos a votar el aditivo 
propuesto porque consideramos que esta temá- 
tica forma parte de ese debate y que el Estado, 
los empleados privados y aquellos funcionarios 
públicos que tienen privilegios y que nunca van 
a padecer la angustia de tener que llegar a su 
casa a decir a su mujer que se han quedado 
sin trabajo, también deben estar comprendidos 
en ese principio lógico y enorgullecedor de todos 
los uruguayos. 


SEÑOR IBARRA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: en 
verdad, he quedado sorprendido por algunas de 
las manifestaciones precedentes. Si no he 
entendido mal, se aspira a generalizar el 
desempleo cuando se plantean críticas a la 
inamovilidad de los tuncionarios públicos... 
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(Interrupción del señor Representante Da 
Silva.- Respuesta del orador) 


—- HMesulta claro que, a partir del 6 de enero de 
1996, los funcionarios públicos cargaron sobre 
sus espaldas con una reforma del Estado por 
la que muchas veces, en forma absolutamente 
arbitraria o al menos inconsulta, debieron 
abandonar sus cargos. Esto significó que doce 
mil funcionarios públicos tuvieran que dejar sus 
tareas en los distintos Incisos. 

Dejando ello de lado, quería expresar la 
importancia que para nosotros tiene el planteo 
que realizamos a través del aditivo propuesto: 
“Crónicas", del día 16 de junio, titula: "Advierten 
que la Junta Nacional de Empleo está al borde 
del colapso por falta de recursos", y todos 
coincidimos en ello. Y eso es así: lo sabe el 
Ministerio, lo sabe el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas y cada uno de los legisladores. 
Aquí se ha hablado -y yo estoy de acuerdo- de 
la importancia que tiene la recapacitación de los 
trabajadores que pasan al seguro de desempleo. 
Pero, lamentablemente, por determinadas cir- 
cunstancias el Fondo de Reconversión Laboral 
padece un déficit muy importante, que supera 
en algunos casos los US$ 200.000 mensuales. 
Su recaudación, que hasta hace poco -febrero 
o marzo- era de US$ 800.000, según nos 
informan desde el Ministerio, disminuyó sensi- 
blemente y es de alrededor de US$ 600.000. 

No obstante, es importante destacar este pro- 
grama porque, como dijo el señor Diputado Pon- 
ce de León, ha sido muy efectivo; pero, lamenta- 
blemente, hay insuficiencias y once mil trabaja- 
dores inscriptos para realizar los cursos de 
recapacitación corren el riesgo de que se dejen 
sin efecto los denominados cursos "descentra- 
lizados" que se realizan para jóvenes, trabaja- 
dores rurales, mujeres y discapacitados y que 
representan el 12% de Jos que se llevan a cabo 
en un año. 

Entonces, ante esta situación realmente 
crítica del Fondo de Reconversión Laboral y de 
la Junta Nacional de Empleo, y ya que aparen- 
temente hay voluntad política y todos los par- 
tidos coincidimos, es una muy buena oportuni- 
dad para incluir éste u otro texto otorgando 
recursos a este organismo para que realmente 
cumpla con su cometido, que es de real 
importancia. Haciendo referencia al compromiso 
programático firmado por el doctor Jorge Batlle 
y el Partido Nacional el 9 de noviembre próximo 
pasado, el otro día señalaba al señor Diputado 


Gabriel Pais que uno de los primeros puntos 
establece la formación continua de la fuerza de 
trabajo a través de la Dirección Nacional de 
Empleo. Eso está establecido, lo compartimos y 
lo creemos sumamente positivo. 

Hace pocas semanas conversamos con el 
señor Ministro sobre este tema y sabemos que 
le preocupa, pero recién existirían posibilidades 
de solucionar en forma definitiva el problema de 
los recursos a partir del próximo Presupuesto 
quinquenal, que, como todos sabemos, regirá 
desde el 12 de enero de 2001. De esta forma 
habría unos meses en los que no se cubrirían 
las insuficiencias económicas que tiene el Fondo 
de Reconversión Laboral. 

En este momento, hay once mil trabajadores 
en lista de espera, once mil trabajadores que 
están esperando para recapacitarse y ver si 
tienen mejores posibilidades para conseguir 
trabajo. El 70% de los trabajadores que realiza- 
ron los cursos completos que dicta la Junta 
Nacional de Empleo lograron conseguir nuevos 
trabajos. Esto demuestra la eficacia y la 
eficiencia de estos cursos que, sin ningún tipo 
de dudas, aplaudimos. 

Finalmente, en nuestro poder tenemos un 
proyecto que fue presentado a la Junta Nacional 
de Empleo para capacitación laboral de perso- 
nas con discapacidad -algún día esta Cámara 
de Representantes deberá abordar este tema 
con mucha profundidad y realizar un análisis que 
nos permita actualizar toda la problemática que 
tienen los ciudadanos con capacidades diferen- 
tes- y una serie de planteamientos para que los 
hombres y mujeres con discapacidad que tengan 
entre dieciséis y treinta y nueve años de edad 
puedan mejorar su situación laboral. Estos 
cursos se prestarían en distintos puntos del país 
-Montevideo, Paysandú, Rocha y Salto- con la 
finalidad de promover, por medio de la capaci- 
tación y la rehabilitación ocupacional, el incre- 
mento de las posibilidades de acceso al empleo 
de las personas con discapacidades. 

Este tema, como el de los trabajadores 
rurales, el de las mujeres y el de los jóvenes, 
es muy importante. Por lo tanto, ponemos 
énfasis en que se considere la posibilidad de 
votar este aditivo, que es imprescindible para el 
funcionamiento del Fondo de Reconversión 
Laboral, sobre todo en momentos en que ha 
habido un incremento muy importante del 
desempleo que alcanza, aproximadamente, a 
ciento sesenta y cinco mil personas. 

Es esto cuanto queríamos exponer. 
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SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: debo 
pedir disculpas a la Cámara porque quizá mi 
poca experiencia en este recinto determina que 
no me exprese correctamente y, por lo tanto, 
pueda dar lugar a malas interpretaciones. 

Nunca planteé que se elimine la inamovilidad 
de los funcionarios públicos; camicase sería 
-debo ser sincero- si lo llegara a hacer. Sí digo 
que en este país -también en la Administración 
Pública- hay varias categorías de ciudadanos. 
¿Por qué? Porque, por ejemplo, no es lo mismo 
un funcionario de ANTEL que un docente de una 
escuela rural en La Paloma, departamento de 
Durazno. Tampoco es lo mismo si comparamos 
a ese funcionario de ANTEL con un ciudadano 
que pueda trabajar en alguna industria que 
presenta ciertas complicaciones. 

¿Por qué digo esto? Apunto a que esos 
funcionarios -que de acuerdo con mi humilde 
opinión son privilegiados; podemos llegar a 
hacer un "ranking" del privilegio en base a la 
remuneración que perciben- deberían tener 
cierto grado de solidaridad con el resto de los 
uruguayos que se ven con dificultades para 
tratar de mantener el empleo. 

Básicamente era eso lo que quería decir. Lo 
que estoy tratando de hacer es un aporte -en 
eso coincido con el señor Diputado Ibarra- para 
mejorar el instituto Junta Nacional de Empleo 
que, lamentablemente, por la coyuntura de 
desempleo que puede llegar a existir, es algo 
que nos urge. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
al Capítulo 1. 


(Se vota) 


— Treinta y cuatro en ochenta y cuatro: 
Negativa. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: por 
supuesto que estamos de acuerdo con la 
importancia que tiene la Junta Nacional de 
Empleo y con lo que ha significado desde el 


punto de vista de la reconversión laboral, sobre 
todo para quienes han perdido su trabajo, para 
quienes están en el seguro de desempleo o para 
los que han sido despedidos en forma definitiva. 

Sin embargo, hay que tener en cuenta la 
reunión mantenida con integrantes de la Junta 
Nacional de Empleo en la Comisión de Legis- 
lación del Trabajo. Allí se señaló que las causas 
que provocan la desfinanciación de la Junta son 
varias, algunas de ellas vinculadas a su 
funcionamiento. ! 

En esa reunión de la Comisión, la señora 
Presidenta de la JUNAE manifestó que a partir 
del mes de octubre -luego de aprobado el 
Presupuesto Nacional- tendrán posibilidades de 
poner en funcionamiento algunos de los progra- 
mas que hoy están suspendidos. Asimismo, 
agregó que están estudiando la posibilidad de 
informar cuáles son las causas reales de la 
desfinanciación a efectos de poder corregir el 
funcionamiento de la Junta. 

Por lo tanto, si otorgamos recursos sin 
modificar las causas que generan la 
desfinanciación, estaríamos dando fondos a una 
institución que admite que tiene dificultades de 
funcionamiento y que deberá corregirlos. Por 
estos motivos votamos negativamente. 


SEÑOR FALCO.— Pido 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: voy a 
ser muy breve puesto que para fundar el voto 
el señor Diputado preopinante, que participó en 
la misma sesión de la Comisión de Legislación 
del Trabajo que yo quería mencionar, se 
adelantó a hacer referencia a ella; bueno es que 
lo haya recordado. 

Digo esto porque tengo la sensación de que 
había un compromiso expreso del señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social a efectos de 
proveer nuevamente de fondos a la Junta 
Nacional de Empleo. Sin perjuicio de ello, el 
señor Diputado Falero ha tocado el aspecto 
culminante de este tema, que es que hoy la 
Junta Nacional de Empleo es deficitaria en 
cuanto a su organización. Entonces -vuelvo a la 
discusión de hace un rato-, "facultar" no significa 
nada; facultar al Poder Ejecutivo, al voleo, hasta 
25.000 UR me parece -y ahora sí voy a utilizar 
la expresión- que es un despropósito. Y esto es 
así, en primer lugar, porque el Poder Ejecutivo 
no solicitó, por esta iniciativa, esta facultad y, 


la palabra para 
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en segundo término -no estoy discutiendo el 
fondo del asunto- porque, como bien decía el 
señor Diputado Falero, en la Comisión de 
Legislación del Trabajo todos coincidimos cuan- 
do se analizó este tema y la representante del 
Ministerio hizo mención a cómo pensaban 
reactivar ciertos grupos a partir del mes de 
octubre. 

Creo que aprobando este aditivo estaríamos 
argumentando en sentido contrario a lo señalado 
respecto de los artículos anteriores. Aquí 
otorgaríamos una facultad al Poder Ejecutivo 
cuando no la solicitó: se establecen 25.000 UR 
como se podrían haber fijado 50.000 ó 10.000. 

En definitiva, reitero -y pido disculpas por 
utilizar el mismo argumento de quien me 
precedió en el uso de la palabra-, es un 
organismo que de por sí es deficitario, la 
solución no es otorgarle US$ 800.000 o 
US$ 1:000.000. Se trata de un problema de 
fondo, sin perjuicio de que todos estamos de 
acuerdo en que la JUNAE cumplió -y bien- 
muchos de sus fines, con ese Fondo de 
Reconversión. 


SEÑOR CASTROMAN RODRIGUEZ.— Pido 
la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CASTROMAN RODRIGUEZ.— Señor 
Presidente: nos parece que el aditivo que 
pusimos a consideración del Cuerpo permitía 
contemplar algo de lo que permanentemente se 
habla en las reuniones donde la problemática 
del empleo o del trabajo ha estado subyacente 
-inclusive dentro de este recinto, donde en más 
de una oportunidad escuché decir a legisladores 
de la coalición que a este respecto no hay 
soluciones mágicas, y es cierto-, y es que tene- 
mos que valorar en sus justos términos el 
desempeño de la JUNAE. 

Creemos que tenemos que valorar a la 
JUNAE porque ha permitido que trabajadores 
que habían pasado a seguro de desempleo 
pudieran adaptarse y aprender rápidamente en 
los cursos que se implementan y se dictan. La 
rapidez de nuestros trabajadores para capacitar- 
se en distintas especialidades de trabajo es 
reconocida, no sólo en nuestro país sino fuera 
de fronteras. 

Por lo tanto, consideramos que se debería 
haber respaldado esta iniciativa -obviamente, 
más allá de la libertad que tiene el resto de los 
señores Diputados que no la acompañaron-, 


porque está regida por el principio de solidari- 
dad, de sensibilidad y de compromiso hacia algo 
que estaba funcionando bien, aunque -como 
aquí se ha dicho- tiene sus problemas desde el 
punto de vista económico y de los aportes que 
se le debían realizar. 

Es menester tomar en cuenta -y me sumo a 
lo que en ese sentido expresó el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social- que también 
deberá ser una preocupación del Poder Ejecu- 
tivo encontrar los recursos que habiliten que 
este organismo -en el que participa dicho Poder, 
junto con los trabajadores y los empresarios- 
preste este servicio paliativo para la gente que, 
lamentablemente, pasa al seguro de desempleo, 
que este año ha alcanzado cifras históricas. 

Hace unos días presentamos en una expo- 
sición escrita a los organismos pertinentes una 
aspiración que plantean los trabajadores 
nucleados en el PIT-CNT para que se estudie 
la posibilidad de gravar con un 2% más los 
juegos de azar. En este país donde hay tanto 
ingenio para crear timba todos los días, sería 
bueno que de ahí se sacaran recursos paliativos 
mientras el Poder Ejecutivo instrumenta alguna 
medida, que puede ser ésta o una partida que 
se incluya en el próximo Presupuesto Nacional. 


SEÑOR ARREGUI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ARREGUI.— Señor Presidente: como 
fundamento de voto quiero decir que francamen- 
te me sorprendió la forma de hacer solidaridad 
que se plantea con el sueldo de los trabajadores 
de ANTEL. No sé si lo planteado apunta a una 
rebaja salarial de esos funcionarios. 

Si tomásemos este organismo para hacer 
racionalización del gasto, quizás habría que 
empezar a cortar por el lado de los millones de 
dólares que ha gastado ANTEL en publicidad 
oficial, absolutamente innecesaria para esta 
empresa pública. Quizá también habría sido 
necesario cortar la contratación de empresas 
privadas, sustituyendo a sus trabajadores. Tal 
es el caso de los guardahilos privados -sobre 
lo que ha habido denuncias de lo que son, en 
definitiva, acomodos políticos-, a quienes se 
paga $ 40,000 o $ 50.000 mensuales; además, 
los funcionarios públicos -de ANTEL- han tenido 
que oficiar, de alguna manera, de Junta 
Nacional de Empleo porque se les ha hecho 
capacitar a quienes los han suplido como 
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guardahilos privados porque no conocían la 

parte técnica del oficio. Y si seguimos con el 

mismo organismo, habría que decir que tal vez 

habría sido muchísimo más fructífero pensar 

cien veces antes de construir la torre de ANTEL. 
Era cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar el Capítulo Il, "Agropecuaria", que 
comprende los artículos 3% a 10. 


(Texto del capítulo:) 


"CAPITULO HH 


AGROPECUARIA 


Artículo 3%.— Sustitúyese el artículo 686 
de la Ley N?* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
en la redacción dada por el artículo 1% de la 
Ley N2 17.143, de 6 de agosto de 1999, por 
el siguiente: 


'ARTICULO 686.— Las tasas de aportacio- 
nes de la escala establecida en el artícu- 
lo 32 de la Ley N* 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, en la redacción dada 
por el artículo 13 de la Ley N* 16.107, de 
31 de marzo de 1990, será del 1.143 o/oo 
(uno con ciento cuarenta y tres por mil), 
para todos los tramos de hectáreas 
establecidas en la citada escala. La 
reducción porcentual operada afectará 
exclusivamente a los componentes patro- 
nales jubilatorios de la contribución patro- 
nal rural global. 


Por el período 1* de enero a 31 de di- 
ciembre del año 2000 se reduce en un 
0.387 o/oo (cero con trescientos ochenta 
y siete por mil) la citada tasa. La reducción 
refiere exclusivamente a los componentes 
patronales jubilatorios de la contribución 
patronal rural global". 


Artículo 4%.— Sin perjuicio de lo dispuesto 
por el inciso final del artículo 3* de la Ley 
N2 15.852, de 24 de diciembre de 1986, 
exonérase de la aportación patronal sobre 
dependientes -con excepción de las corres- 
pondientes a la Dirección de los Seguros 
Sociales por Enfermedad, al Banco de 
Seguros del Estado y al impuesto a las 
Retribuciones Personales- y de la aportación 
patronal sobre el titular y su cónyuge 
colaborador, a todas las empresas ampara- 
das por dicha ley que exploten predios con 


extensiones inferiores a las 100 (cien) 
hectáreas, Índice CONEAT 100 y no ocupen, 
además del titular de la misma y su cónyuge, 
más de dos dependientes. 


La presente exoneración regirá entre el 12 
de enero y el 31 de diciembre del año 2000. 


Artículo 5%,— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a disminuir el aporte mínimo establecido en 
el artículo 32 de la Ley N* 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, en la proporción que fuere 
necesaria para aplicar la reducción de 
aportes establecida en los artículos 22, 3* y 
4% de la presente ley. 


Artículo 6%.—- La disminución de la recau- 
dación que experimente el Banco de Previ- 
sión Social, le será compensada por el 
Ministerio de Economía y Finanzas con las 
sumas que debe verter con cargo a Rentas 
Generales. 


Artículo 7*%.— Incorpórase al artículo 15 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
el siguiente inciso final: 


'Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar 

del Impuesto a las Trasmisiones Patrimo- 

niales creado por el artículo 22 de la Ley 

N?2 16.107, de 31 de marzo de 1990, los 

actos y hechos gravados por dicha norma 

cuando tuvieren por objeto inmuebles 
rurales incluidos en proyectos de inversión 
en actividades agropecuarias comprendi- 

das en lo dispuesto en el artículo 11 

precedente. La reglamentación establecerá 

los procedimientos correspondientes a los 
efectos del otorgamiento de este benefi- 
cio”. 

Artículo 82.— Durante el plazo de un año 
los sujetos pasivos del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales creado por el 
artículo 2% de la Ley N* 16.107, de 31 de 
marzo de 1990, no pagarán el mismo cuando 
los actos y hechos gravados por dicha norma 
tuvieren por objeto inmuebles rurales que: i) 
se incorporen al patrimonio de sociedades 
anónimas con acciones al portador; y ii) su 
superficie a la fecha de promulgación de la 
Ley N* 17.124, de 25 de junio de 1999, no 
superare el equivalente a 1.000 hectáreas 
CONEAT 100. 


Artículo 9%2.— Incorpórase a los beneficios 
comprendidos en los artículos 11 y 16 de la 
Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, las 
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actividades desarrolladas por agrupamientos 
o conjuntos de productores agropecuarios 
tendientes a la reducción de costos y 
aplicación de nuevas tecnologías que hagan 
posible mejorar los volúmenes de producción 
y la rentabilidad de sus establecimientos, 
sean aquellos inversores o usuarios. 


Podrán considerarse como parte de la in- 
versión las existencias y demás bienes 
preexistentes que se destinen o afecten al 
emprendimiento. 


Artículo 10.— Rebájase en un 25% (vein- 
ticinco por ciento), por única vez, la alícuota 
de la Contribución Inmobiliaria Rural cuyo 
pago deba efectuarse en el año 2000, 
establecida por el artículo 652 de la Ley 
N?* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Autorízase al Poder Ejecutivo, a fin de 
compensar la merma recaudatoria que oca- 
sionará dicha rebaja, a disponer para el año 
2000, por única vez, de una partida global 
equivalente a US$ 15:000.000 (quince millo- 
nes de dólares). Esta transferencia se 
distribuirá entre las Intendencias Municipales 
en partidas mensuales y a prorrata del 
impuesto generado, según informe que rea- 
lizará el Congreso Nacional de Intendentes. 
En su defecto se realizará considerando la 
recaudación que éstas hayan obtenido por 
dicho impuesto en el año 1998". 


— Solicito a los señores Diputados que tengan 
a bien considerar el siguiente planteamiento de 
la Mesa, que si no les parece correcto no hay 
ningún inconveniente en corregirlo. Como los 
artículos 3%, 5%, 7% y 9% no parecen generar 
dificultades, la Mesa entiende que pueden ser 
votados en conjunto. 


SEÑOR AGAZZ!I.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: se trata 
de pocos artículos, pero están fuertemente 
interconectados. Por lo tanto, nosotros preferi- 
ríamos que los artículos se consideren por su 
orden y cuando lleguemos a aquellos en que hay 
consenso, los votaremos rápidamente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 32. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Señor Presidente: 
estamos ingresando a un capítulo particularmen- 
te importante y sensible en lo que hace a las 
emergencias del país porque de la viabilidad de 
la agropecuaria -y siguiendo la cadena de 
trabajo que genera- dependen genuinos puestos 
de trabajo. En ese sentido, la Comisión se tomó 
el trabajo de recibir a distintos sectores 
vinculados al tema. 

En el día de ayer concurrimos a un cabildo 
abierto realizado en Sarandí del Yi donde varios 
sectores de la agropecuaria plantearon con 
angustia sus problemas. Queríamos prestar la 
voz a alguno de ellos simplemente para mostrar 
la importancia que estos aspectos tienen para 
la sociedad en su conjunto y, sobre todo, en el 
interior del país. 

La Sociedad de Productores de Leche de San 
Ramón dijo en ese cabildo: "Los productores 
lecheros de la zona de San Ramón, reunidos en 
el día de la fecha, considerando que han 
transcurrido más de 100 días de Gobierno del 
Sr. Jorge Batlle, en el cual el sector tenía 
cifradas esperanzas"... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


— ... "porque así lo había manifestado en más 
de una oportunidad durante su campaña política, 
desilusionados, por lo poco que ha aportado el 
gobierno a la grave situación que atraviesa el 
sector lechero (rebaja del 25% de la contribución 
y del aporte patronal al BPS, que no tienen 
incidencia significativa en los costos del litro de 
leche), resuelven: Solicitar: 1) Ya que el 
gobierno no puede dar rentabilidad por Decreto, 
sí puede por Decreto rebajar los costos internos, 
evitando que continuemos aportando recursos al 
resto de la Sociedad, recursos que ya no 
tenemos y que no nos permiten competir ni en 
el propio MERCOSUR (ej. gasoil, energía 
eléctrica, etc.); el gobierno debe comprometerse 
con el agro a rebajar en 48 horas el costo país, 
si realmente quiere duplicar las exportaciones". 


(Interrupciones) 


— "Los costos para el país de estos 100 días 
de expectativas, entre otras cosas fueron: 100 
productores menos, que no fueron sustituidos 
por nadie, porque nadie viene a invertir en las 
condiciones que está la lechería.- Un descrei- 
miento en el productor y su familia, difícil de 
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revertir.- Una merma de la producción como 
consecuencia de la situación, agravada por un 
clima adverso.- 2) Endeudamiento.- El sector 
lechero no está pidiendo perdonazo, está 
pidiendo tiempo para enfrentar un endeudamien- 
to originado según el Ing. Romero y que 
nosotros compartimos en: a) Altos costos de 
producción, que le permitieron al gobierno 
transferir los recursos del sector productivo para 
lograr la tan anhelada estabilidad económica.- 
b) Vender barato por la rebaja de los precios 
internacionales de las materias primas y expor- 
tar productos con poco valor agregado como 
consecuencia del costo país.- c) Una menor 
producción, por condiciones climáticas adver- 
sas.- El sector está pidiendo refinanciar las 
deudas a nivel bancario (oficial y privado) y una 
alternativa es la respuesta del Ing. Luis Romero 
Alvarez, o similar.- 3) Fondos frescos. Según 
distintas versiones de diferentes técnicos el agro 
transfirió al resto de la Sociedad entre 12 y 14 
mil millones de dólares en 10 años. Si la deuda 
del sector en su conjunto es del orden de 
1.100/1.500 millones de dólares, es el 10% de 
lo que el sector aportó para que los uruguayos 
vivan mejor en un País estable.- Creemos que 
el gobierno tiene la obligación moral de volcar 
los fondos frescos necesarios, que le permitan 
a los productores recuperar la Fe en lo que 
están haciendo, dinamizar sus estabiecimientos 
y constituirse en único recurso disponible para 
duplicar sus exportaciones.- Si el Gobierno 
(Poder Ejecutivo y Legislativo), no asumen la 
responsabilidad que el momento exige, serán 
responsables de la destrucción de la única 
fuente de recursos que el País dispone, en 
donde el factor humano, que hoy tiene tendencia 
a desaparecer de nuestros campos, no va a ser 
reemplazado por grandes corporaciones, porque 
en el espejo de Nueva Zelanda en el cual el 
Sr. Presidente tantas veces se miró, el esquema 
productivo está respaldado por la explotación 
familiar". 


SEÑOR BARRERA.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Voy a leer el 
párrafo final de esta declaración, y pido... 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Solicita 
una interrupción el señor Diputado Barrera. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Un momentito, 
voy a terminar de leer la declaración, y pido 
especial atención... 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Perdón, 
¿la declaración es suya, o de quién es? 


SEÑORA TOPOLANSKY.— La declaración es 
de la Sociedad de Productores de Leche de San 
Ramón a quienes les presto mi voz, tal como 
lo dije al principio de la exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Perdóne- 
me, simplemente por un tema de orden. Usted 
les presta la voz, pero al Parlamento le importa 
su voz. Usted está haciendo uso de la palabra... 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Yo estoy leyendo 
con mi voz una declaración que pertenece a 
otros orientales que también tienen derecho a 
ser escuchados en este ámbito. 

Continúo: "No somos partidarios de la 
violencia,” -señalan los miembros de la Socie- 
dad de Productores de Leche de San Ramón- 
"pero estamos dispuestos a defender nuestros 
establecimientos hasta las últimas consecuen- 
cias, si no aparecen soluciones adecuadas". 

Cuando hice mi intervención en términos 
generales en contra de este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, terminé 
diciendo que teníamos el temor de que a través 
de esta iniciativa quedaran a la intemperie la 
emergencia nacional y sus consecuencias, y 
ahora lo reafirmamos. 

Concedo al señor Diputado Barrera la 
interrupción que me había solicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala) — Puede 
interrumpir el señor Diputado Barrera. 
SEÑOR BARRERA.— Por supuesto, nos 


interesan las opiniones de todos los uruguayos, 
estén agrupados o no, agremiados o no. 
Además, sobre todos los temas del país, nos 
importa la opinión sensata y sincera de todos 
los ciudadanos como estos a los que ha 
prestado su voz la señora Diputada Topolansky. 
Ahora bien, en virtud de determinados acuerdos 
que quedaron tácitamente realizados en la 
primera parte de la sesión, quiero hacer la 
siguiente solicitud. Todos podemos prestar 
nuestra voz -es algo que está bien, es muy 
digno y, además, honra a la señora Diputa- 
da-, pero sería interesante que lo hagamos 
cuando el tema tenga relación directa con el 
articulado que está en consideración. 

La señora Diputada, en nombre de muchos 
productores, ha hecho afirmaciones que de por 
sí llevarían a un intenso debate. Y, sinceramen- 
te, en estas sesiones ya hemos acordado 
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algunos debates. Por ejemplo, yo acepté uno 
con el señor Diputado Baráibar acerca del 
liberalismo; además, hoy él propuso una discu- 
sión sobre otro tema. Entonces, introducir un 
tercer debate con respecto a la problemática de 
los productores, me parece muy interesante -no 
sólo no lo rehuimos, sino que tal como le 
manitesté al señor Diputado Baráibar, estoy 
dispuesto a debatir donde sea y como sea-, pero 
en estas circunstancias, en las que estamos 
analizando este proyecto de ley, concretamente 
este artículo 3%, sin duda sería bueno que todos 
nos ciñéramos a la consideración del articulado 
y entabláramos los debates en función de cada 
artículo en particular. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar la señora Diputada Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Señor Presidente: 
quiero aclarar al señor Diputado Barrera que al 
empezar mi intervención señalé que iba a hacer 
una reflexión general sobre todo el Capítulo |l, 
y que lo hacía en virtud de su importancia y su 
gravedad, aunque podría haberla realizado al 
discutir el artículo 3%, o cualquiera de los 
siguientes, o al final. La hice al principio porque 
considero que este capítulo es de especial 
importancia y para que lo tuviera presente la 
totalidad de los integrantes de este Cuerpo, 
sobre todo, los del interior, ya que este asunto 
hace mucho a la problemática de la totalidad del 
país. 


SEÑOR ORRICO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Con mucho gusto 
la concedo y luego doy por terminada mi 
intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: creo 
que no hay que ser tan exquisito. Cuando uno 
habla, debe estar bien apoyado porque si no de 
pronto se cae. 

Entonces, estamos analizando un capítulo 
que se llama "Agropecuaria". Por lo tanto, yo 
tengo derecho a citar a una gremial de 
productores como a aludir a muchos catedráti- 
cos de Derecho Penal -al considerar la etapa 
penal de este asunto-, con el fin de decir: "Esto 
es lo que opinan ellos, que es lo mismo que 
pienso yo”. En realidad, nuestra voz deberíamos 
prestarla permanentemente a los que nos 


Puede 


ungieron Diputados; a veces lo hacemos en 
forma expresa y otras sin decirlo, pero nuestro 
título es el de Representantes Nacionales; 
quiere decir que somos representantes del 
pueblo. 

Estamos analizando un capítulo referido a 
"Agropecuaria"; la señora Diputada ha planteado 
un problema que afecta a ese sector. Y 
complementando lo que ella dice, en nombre de 
mi fuerza política diría: hubiéramos querido, en 
un proyecto de ley de urgente consideración, 
que estos temas hubieran estado arriba de la 
mesa. Esto es lo que quisimos decir y, en 
consecuencia, la señora Diputada ha estado en 
la temática que se está tratando. 

Muchas gracias. 


SEÑOR BARRERA.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: qui- 
zás en un tono un poco jocoso, el señor 
Diputado Orrico mencionó que se me resbaló el 
codo. Aclaro que estaba recordando cómo 
minutos antes él me hablaba de su extensa 
militancia en la Lista 15, y yo rememorando y 
rememorando las muchas intervenciones que en 
su juventud realizó en ese sector, estaba 
tomando nota de la argumentación que hacía y 
por eso me resbalé un poco, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Montaner. 


SEÑOR MOLINELL!.— 
interrupción? 


SEÑORA MONTANER.— Sí, 
gusto, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Simplemente, quiero 
decir que si bien este capítulo está referido a 
la agropecuaria, debatir todo el tema llevaría 
más tiempo que uno, dos o tres días. Induda- 
blemente, si bien se trata de una problemática 
que tiene su profundidad, creo que la Cámara 
también debe ser eficiente, es decir, debatir 
cada artículo y que cada Diputado exprese su 
opinión acorde o no con él. Pero discutir el tema 
en conjunto no sería eficiente para tomar una 
decisión final sobre este proyecto de ley, que 
es lo que importa en este momento. 

Todo tiene sus límites si queremos hacer una 


¿Me permite una 
con mucho 
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sesión como corresponde. El tema agropecuario 
se puede analizar como tantos otros que se han 
planteado en este ámbito -por ejemplo, libera- 
fismo, organismos de financiación internacional, 
etcétera-, pero al tratar este proyecto es 
fundamental que nos aboquemos al análisis del 
artículo en consideración. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
el problema de la agropecuaria es muy sensible 
y sectores de todos los partidos políticos hemos 
coincidido en que es una de las cuestiones de 
emergencia y nadie ha cuestionado que debe 
ser tratado de forma inmediata. Antes de 
comenzar el análisis de esta temática -por la 
que siento muy profunda vocación por venir y 
provenir de un departamento que es netamente 
agropecuario-, quiero dejar constancia de que 
en este recinto vamos a considerar el proyecto 
y lo que el gobierno instrumenta a través del 
articulado. No puedo hablar acerca del tema 
endeudamiento, rentabilidad, factores climáticos, 
sobre los que no podemos tener incidencia. En 
cuanto a lo que están haciendo la Comunidad 
Eurcpea y Estados Unidos con relación a la 
subvención a los productores agropecuarios, hoy 
me entero -para mi asombro- de que la 
Comunidad está subvencionado con el 1.4% de 
su Producto Bruto Interno a la agropecuaria. 

No es posible que en la discusión de este 
artículo introduzcamos el tema de las tasas de 
interés internacionales, de la suba del petróleo 
o de la baja en los precios de las "commodities", 
nuestros productos primarios de exportación. 
Ese conjunto de temas hace al endeudamiento 
y a la rentabilidad, ¿Cuáles son los temas que 
debemos manejar para no ser demagogos y no 
salirnos del contexto del articulado? Tenemos 
que manejarnos dentro de lo que dispone el 
articulado de la iniciativa; con relación a 
aquellos otros asuntos, podremos debatir y 
buscar soluciones en otros ámbitos de diálogo, 
pero no hoy. 

Este artículo 3%, que encabeza el capítulo 
relativo a la agropecuaria, profundiza e intensi- 
fica medidas que vienen de tiempo atrás, que 
demuestran el esfuerzo que realiza el gobierno. 
Quiero demostrar esto con números e Índices, 
indicadores fríos, que más allá de la percepción 
-que por cierto es grave-, demuestran el 
esfuerzo que se hace con este conjunto de 
medidas adecuadas que el gobierno ha dispues- 


Puede 


to para el sector. Este gobierno no ha sido ni 
insensible, ni incapaz, y nunca ha negado la 
ayuda que en la medida de lo posible puede 
brindar. 

El artículo 32 modifica el artículo 686 de la 
Ley N* 16.736, fijándose la tasa de reducción 
de los aportes patronales. Un aspecto interesan- 
te en relación con esta tasa es que se pasa de 
una escala progresional a una tasa fija, que era 
del 1.5 por mil y que ahora será del 1.143 por 
mil; durante el año 2000 esta rebaja se lleva 
más allá, hasta el 0.387 por mil. 

Esta medida, que implica la reducción en un 
50% del aporte patronal global, insume entre 
US$ 9:000.000 y US$ 10:000.000, y se 
complementa con la dispuesta por otro artículo 
de este capítulo, por el que se dispone una 
rebaja en la Contribución Inmobiliaria Rural, lo 
que también constituye un aporte del Gobierno 
Central. 

A su vez, estas medidas para el año 2000 
son acumulativas a las adoptadas para el agro 
en 1999, que tenían relación con el 50% 
restante del aporte patronal y la reducción del 
IMEBA. En conjunto, estas medidas implican un 
aporte de US$ 40:000.000 para el sector, de 
parte del gobierno. 

Hemos querido ahondar un poco más en el 
tema, por lo que procuramos más datos de parte 
del Banco de Previsión Social. 

Ya desde 1995 el gobierno ha venido 
prestando mucha atención al sector agropecuario, 
con pérdidas en la recaudación potencial, como 
consecuencia de los cambios en las tasas. 
Hablamos hecho referencia a que la tasa de 
liquidación del aporte patronal del productor 
rural era de escala progresional. Cuando se 
pasa de esa tasa progresional a una unifor- 
me, hay una pérdida de recaudación de 
US$ 6:300.000; cuando se reduce la tasa fija del 
1.5 por mil al 1.143 por mil, la pérdida es de 
US$ 7:500.000. Y cuando se pasa al nuevo 
aporte patronal jubilatorio -que por este año 


implica una rebaja al 0.387 por mil- sigue 
disminuyendo la recaudación. 
Esto es muy importante, porque si 


desglosamos el aporte patronal unificado rural, 
encontramos que su estructura está constituida 
por el aporte patronal, que es el 50%; el aporte 
por dependiente, que implica el 26.03%; el 
aporte para DISSE, el 11.43%; el aporte por 
accidentes de trabajo, el 10%, y por el Impuesto 
a las Retribuciones Personales, el 2.54%. Esta 
es la forma en que se compone el total del 
aporte patronal unificado rural. Y el gobierno ha 
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retirado el porcentaje más alto de este desglose 
de la estructuración del aporte patronal unificado 
rural al Banco de Previsión Social. 

Creo que éstos son los aspectos que 
debemos evaluar. El gobierno ha ido 
instrumentando estas rebajas en la medida de 
lo posible. En el agro no podemos hablar de un 
*“perdonazo" ni de un "quitazo", ni tratar a la 
deuda en general, cuando acabamos de ver los 
números y porcentajes del endeudamiento del 
sector. El 82% de la deuda con el Banco de la 
República -institución en la que se concentra, 
como cartera de clientes, la mayor cantidad de 
productores- corresponde al 23% de los produc- 
tores. Entonces, si el agro debe al Banco de la 
República US$ 1.000:000.000, no podemos decir 
que son las cincuenta mil empresas las que 
deben esa suma. Los veinte mil clientes 
agropecuarios le deben esos US$ 1.000:000.000, 
pero si "abrimos" la deuda -y es por esta razón 
que no se puede hacer un "perdona tutti” en el 
que paguen justos por pecadores- se observa 
que el 23% de los clientes del banco -que no 
son más que el 10% de los empresarios del 
agro- concentran el 82% de la deuda. Entonces, 
no sería justo que tratáramos a todos por igual, 
cuando hay casos diferentes. Esto quiere decir 
que hay cuatro mil seiscientos productores que 
deben US$ 820:000.000. 

Tenemos que luchar por los productores, los 
que no sólo deben tener rentabilidad; también 
está el productor vocacional, de tipo australiano, 
que tiene un modo de vida apegado a la tierra, 
y no podemos facilitar una deserción de ese 
sector de nuestra población, lo que implicaría un 
cambio de hábitos y normas que traería 
aparejada la desaparición de un modus vivendi 
que tiene una larga tradición en nuestro país. 

Como manifesté en el seno de la Comisión, 
el sector agropecuario está atravesando una 
crisis porque se dan múltiples factores que se 
potencializan en cantidad y calidad como para 
que el resultado sea altamente negativo. Lo que 
está al alcance del gobierno, lo que podemos 
respaldar y analizar, son aquellas propuestas 
que se pueden instrumentar. 

Entonces, en la discusión de los otros 
artículos se podrá seguir hablando de 
exoneraciones por concepto del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales, sobre la posibilidad 
de que los pequeños productores que hoy no 
pueden sobrevivir se asocien en empresas de 
gran escala, o sobre los pedidos y solicitudes 
que la agropecuaria ha formulado al señor 
Presidente Batlle, y seguiremos discutiendo. 


Pero tenemos que centrarnos en lo que el 
gobierno puede hacer frente a este problema, 
en el que inciden múltiples factores negativos, 
en calidad y cantidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Sellanes. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: se 
ha cuestionado que la señora Diputada 
Topolansky incluyera el tema agropecuario en 
general, haciéndose eco del reclamo de la 
gremial de productores lecheros de San Ramón. 
Pero, acto seguido, se ha incluido una serie de 
temas vinculados a la agropecuaria sobre los 
que, si rige el mismo criterio, habría que decir 
que no tienen vinculación con el artículo que 
discutimos. Sin embargo, yo estoy de acuerdo 
en que se incluyan, de modo general, los temas 
de la agropecuaria, entre otras cosas porque a 
la hora de plantear soluciones debemos contar 
con un diagnóstico claro acerca de cuáles son 
las causas que han llevado a esta crisis que 
afecta al sector, a fin de determinar las 
soluciones que es necesario aportar. 

He escuchado otras exposiciones y se insiste 
en la línea argumental de que la crisis por la 
que atraviesa el sector agropecuario obedece a 
factores coyunturales: baja de los precios 
internacionales, suba del petróleo y de los 
intereses. 

Reitero que la crisis que atraviesa el sector 
agropecuario no es coyuntural; es una crisis 
estructural que se arrastra desde hace muchos 
años. Teniendo en cuenta la cantidad de 
productores que han debido abandonar su 
producción agropecuaria en los últimos treinta 
años, advertimos que el número de quienes 
permanecen ha venido decreciendo constante- 
mente; se pasó de ochenta mil productores en 
la década del setenta a poco más de cuarenta 
mil en la actualidad, y la mayoría de los treinta 
y cinco mil o cuarenta mil que han desaparecido 
son pequeños productores. En la última década 
han tenido que abandonar su explotación 
agropecuaria trece mil productores; doce mil de 
ellos poseían menos de 200 hectáreas. Insisto: 
hay una crisis estructural -no coyuntural- que se 
arrastra desde hace muchos años, producto de 
la desaparición, sobre todo, de los productores 
más chicos. 

Hay otro elemento importante que abona to 
que estoy expresando. El 13 de abril de 1999 
en Montevideo se vio una manifestación impre- 
sionante de productores rurales. Este sector, 
que nunca se ha caracterizado por sus 
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movilizaciones, logró reunir quince mil, veinte 
mil o treinta mil productores; no sé bien cuántos 
fueron, pero era un número impresionante para 
un sector que generalmente no se moviliza. En 
aquel momento, 13 de abril de 1999, no había 
subido el precio del petróleo, no habían 
aumentado los intereses, no había sequía ni 
exceso de lluvias; sí existía una sensación de 
las gremiales de productores como resultado de 
años y años de reclamos sin que se obtuvieran 
respuestas. 

Cuando tratamos un proyecto de ley que 
incluye medidas para solucionar esta situación, 
necesariamente debemos considerar la proble- 
mática general del sector agropecuario para 
apuntar en buena dirección. Hemos escuchado 
atentamente la exposición de la señora Diputada 
Montaner y la de los demás señores Diputados. 
El día jueves, la señora Diputada manifestó 
algunos conceptos que compartimos. Por ejem- 
plo, en cuanto al endeudamiento del sector 
agropecuario, compartimos la idea de que no 
debe atenderse del mismo modo al 20% de 
productores que concentra el 80% de la deuda, 
que al otro extremo, integrado por quince mil 
productores que tienen el 15% de la deuda. 
Estamos de acuerdo con eso; creemos que es 
imprescindible aplicar medidas diferenciales 
para el tratamiento de este tema. Pero no sólo 
en este caso deben emplearse medidas diferen- 
ciales; al considerar este artículo 3% debemos 
recordar que la Ley N?* 15.852, de 1986, 
establecía una escala progresional de aportes 
que se mantuvo en la Ley N* 16.107, de 1990, 
y fue derogada por la Ley N*? 17,143, de agosto 
de 1999. Quiere decir que este criterio de aplicar 
medidas desiguales a quienes son desiguales 
-lo que consideramos justo- fue derogade en 
1999. 

Creemos que las medidas para el sector 
agropecuario contenidas en este proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración son 
absolutamente insuficientes teniendo en cuenta 
la crisis que atraviesa el sector. Hay que 
recorrer las gremiales de productores y ver las 
movilizaciones que están llevando adelante para 
comprender lo que están solicitando y las 
situaciones que plantean. Nuestra bancada va 
a votar este artículo con la convicción de que 
es totalmente insuficiente y no apunta a 
solucionar los problemas graves que atraviesa 
la agropecuaria ni las dificultades más profun- 
das, que son las que enfrentan los productores 
más chicos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 32, 


(Se vota) 
— Setenta en setenta y uno: Afirmativa. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra para fundar el voto. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: yo había solicitado el uso de la palabra 
para hablar del artículo 3%, pero creo que no fui 
anotado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Le pido 
disculpas. En un momento lo vi hacer un gesto 
e interpreté que se borraba de la lista de 
oradores. 

Nuevamente le pido disculpas. 

Puede continuar el señor Diputado Berois 
Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Sé que la 
Cámara quiere aprobar cuanto antes este 
proyecto de ley. Teniendo en cuenta que ya 
algunos señores Diputados habían manifestado 
gran parte de mi argumentación con respecto a 
los artículos 1% y 2%, entendí beneficioso 
borrarme de la lista de oradores. Pero era mi 
intención hacer algunas consideraciones acerca 
del artículo 3*. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Perdone, 
señor Diputado, pero nadie de la Mesa me dio 
su nombre, y no soy el único que está atento; 
lo está todo el equipo. Por eso le pido que 
actuemos con inteligencia, que hable sobre el 
tema de fondo y avancemos. 

Puede continuar el señor Diputado Berois 
Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: es la hora 15 y 56 y recién terminamos 
de aprobar el artículo 32. No voy a incursionar 
en algunos temas que se han tocado, pero sí 
en el sentido que éstos tienen. Se ha planteado 
la pregunta -y a mí me preocupa- de qué le 
vamos a decir a la gente los legisladores del 
interior cuando regresemos a nuestros departa- 
mentos. Yo voy a ir a mi departamento con 
tranquilidad de conciencia y voy a decir al 
productor rural: "Mire, amigo, le acabo de votar 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 59 


un 33.8% menos de aportes patronales al Banco 
de Previsión Social y un 25% menos de aportes 
por la Contribución inmobiliaria Rural". Eso es 
lo que voy a decir. Aquí no se trata de 
considerar todo el tema del sector agropecuario 
y de decir lo que no se hizo; en esta Legislatura 
habrá muchas otras instancias para hablar de 
todo ese tema. 

Muchos señores Diputados han manifestado 
que ésta no es una crisis de tactores coyuntu- 
rales, sino estructurales. Pero si analizamos lo 
que está sucediendo con los productores 
primarios en el contexto internacional, veremos 
que no responde a un tema estructural o 
coyuntural de un país. Por ejemplo, en Inglaterra 
-integrante de la Unión Europea, donde existe 
un subsidio de US$ 450 per cápita por año- se 
está yendo gente del campo a la ciudad a 
trabajar de mozos. Esos son problemas estruc- 
turales de Inglaterra. Cuando se habla de un 
contexto general es bueno analizar muchos 
factores. ¿Cómo no va a tener relación con 
nosotros lo que está sucediendo en el mundo 
con los productos primarios? 

También se ha señalado como cosa juzga: 
da el traslado de la deuda; se ha hablado de 
US$ 1.200:000.000, de US$ 11.000:000.000 y 
hasta de US$ 14.000:000.000. Es una buena 
discusión, pero no podemos plantar a nadie este 
elemento como cosa juzgada solamente porque 
alguien ha realizado un estudio que, sí bien es 
muy serio, constituye sólo un punto de vista. Ni 
siquiera hemos tenido oportunidad de discutir en 
la Comisión o en la Cámara las diferentes teo- 
rías que hay al respecto, y debemos consi- 
derar que todas son respetables. insisto en 
que no podemos hablar del traslado de la 
deuda como cosa juzgada y mencionar cifras de 
US$ 11.000:000.000 o US$ 14.000:000.000, 
porque éstas quedan asentadas en la versión 
taquigráfica. Creo que son elementos muy serios 
acerca de los que hay que discutir. 

Se habla de que la rebaja es poca, y voy a 
retomar el mismo concepto que se maneja 
siempre: paga más el que tiene más. Ese es un 
concepto repetido. Pero, en definitiva, lo que 
estamos tratando de plasmar en el artículo 3% 
es un descuento tributario. Y, ¡claro!, se 
descuenta más al que paga más, y menos al que 
paga menos. Es eso: un descuento tributario. Y 
no es poco. 

Por eso digo a los demás Diputados del 
interior que cuando vayan a sus pueblos -yo 
espero poder ir mañana a Trinidad-, con 
tranquilidad de conciencia informen a la gente 


que le acaban de votar una rebaja en sus 
aportes patronales y que ésta se ha establecido 
por hectáreas, pues es injusta la forma en que 
ha tributado el sector durante mucho tiempo. 

Pero no importa; es un adelanto y es bueno. 
El Estado está dando US$ 8:000.000 para 
realizar una rebaja tributaria importante. Enton- 
ces no hay que tener miedo de votar este 
proyecto de ley. Debemos tener la tranquilidad 
de conciencia de que estamos votando rebajas. 
Debemos estar serenos a la hora de discutir 
todos los temas del sector agropecuario. Hemos 
recorrido todos los rincones del país para hablar 
del sector agropecuario y hemos llevado nues- 
tras ideas y razonamientos a todas las reuniones 
de productores. 

No tengo miedo a los debates en Cámara 
sobre estos temas; creo que son constructivos. 
También considero constructivo que desde aquel 
13 de abril en esta Cámara se haya hablado más 
del sector agropecuario, aunque se tendría que 
hablar todavía mucho más. 

Pero nos estamos refiriendo especificamente 
al artículo 3% que establece una rebaja 
tributaria, y vamos a atenernos a ello porque, 
de lo contrario, todos nos vamos a quedar con 
cosas para decir. Yo tendría más cosas para 
decir, pero en mérito al trabajo de esta Cámara 
y a que todavía nos queda mucho por con- 
siderar, vamos a remitirnos al artículo en 
cuestión. Aquí se ha venido gestando la idea de 
que los legisladores del interior debemos votar 
un artículo u otro. 

Se ha presentado un aditivo que habla de la 
deuda, pero ya llegará el momento de hablar de 
ese tema. Por ahora, por respeto a la Cámara, 
esto es cuanto quería decir del artículo 3%, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 4*. 


SEÑOR AGAZZI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZ!.— Señor Presidente: en 
realidad, el sector agropecuario está sufriendo 
una situación global bastante compleja. Se trata 
de un sector que ha tenido un desempeño muy 
bueno, ya que todos sabemos que aumentó su 
producción. Lo que está sucediendo es que la 
gente que integra el sector tiene problemas. 

Consideramos que en este momento no 
corresponde discutir los aspectos particulares 
del sector agropecuario, porque estamos tratan- 
do un proyecto de ley con declaratoria de 
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urgente consideración. Sin embargo, es inevita- 
ble hablar del entorno de cada artículo especí- 
fico al que hacemos referencia, para fundamen- 
tar de manera más conceptual nuestra posición. 

En realidad, hablar del sector agropecuario 
significa nada más y nada menos que referirnos 
a la inserción comercial del Uruguay en el 
universo. No se trata de un sector más, porque 
en este país el sector agroalimentario es un 
componente fortísimo de su inserción comercial 
en el mundo. Por este motivo es que asignamos 
tanta importancia a los problemas que tiene el 
sector en este momento. 

El proyecto de ley contiene ocho artículos 
que se refieren genéricamente a propuestas de 
alivio tributario. También se incluye alguno 
relativo a estímulos, a proyectos de inversión y 
a agrupamientos de productores. Como ya han 
expresado compañeros de mi bancada, conside- 
ramos que en este capítulo se dan beneficios 
insuficientes para un sector tan importante de 
la economía nacional, y los vamos a tratar como 
tales. Vamos a tomar estos beneficios tributarios 
como algo que en última instancia es útil para 
la actual situación del sector. No tenemos la 
actitud política de oponernos frontalmente a tos 
contenidos de este capítulo, sino la de aceptar 
las propuestas del Poder Ejecutivo. En aquellos 
aspectos en los que entendemos que hay 
elementos que son razonables y posibles, vamos 
a agregar o sustituir algunas de las propuestas 
que vienen del Poder Ejecutivo. 

No leí el trabajo del doctor Cassinelli Muñoz 
al que hacía referencia el señor Diputado Trobo, 
relativo a la técnica que se utiliza cuando viene 
una propuesta y la oposición aprovecha para 
hacer una más grande, asumiendo una actitud 
demagógica. Honestamente, quiero decir que si 
vamos a presentar algunas propuestas conve- 
nientes para lograr mejoras en el país, no lo 
haremos en una actitud demagógica -todos 
saben que en el sector agropecuario no tiene 
mayor inserción nuestra fuerza política-, sino 
porque lo consideramos razonable y convenien- 
te. 

Después de haber votado el artículo 3*, 
debemos decir que el artículo 4% agrega otro 
alivio tributario, dado que incluye a predios de 
extensiones inferiores a las 100 hectáreas y que 
no ocupen más de dos dependientes. Pensamos 
que 100 hectáreas para un productor que ocupa 
hasta dos dependientes -que es muy común en 
el Uruguay de hoy, sobre todo en producciones 
extensivas, que son las que ocupan la mayoría 
del país- es una superficie pequeña para las 


zonas ganaderas, para las dedicadas a la 
lechería extensiva, para las agrícolas y, en 
cierto modo, también para las arroceras. No lo 
es así para los cañeros, horticultores y 
fruticultores. Nuestra intención es que este 
beneficio tributario alcance a un número mayor 
de productores, es decir, a los que ocupan la 
cuarta parte de la extensión del país. 

Por este motivo, proponemos un sustitutivo, 
a fin de que se haga extensivo para los predios 
de hasta 500 hectáreas. Todos sabemos que 
hay predios de estas dimensiones que están en 
una situación económica muy deficitaria, con 
problemas muy grandes y con un atraso 
financiero y económico que se va acumulando 
con los años. Además, pensamos que esa 
medida puede hacerse extensiva para produc- 
tores que cuentan con hasta cuatro dependien- 
tes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Michelini) 


— Entonces, proponemos que este beneficio 
tributario, en lugar de limitarse a 100 hectáreas 
y dos dependientes, alcance a predios de hasta 
500 hectáreas con hasta cuatro dependientes. 
Con esta ampliación alcanzaríamos a la cuarta 
parte de ese sector tan importante para nuestra 
economía y que está en una situación econó- 
mica y hasta sentimental que no nos conviene 
como país. Según los cálculos que hemos 
hecho, este agregado tiene un costo de 
US$ 1:350.000. En el conjunto de los valores 
incluidos en este proyecto de ley con declara- 
toria de urgente consideración para dar respues- 
ta a las situaciones de emergencia del país, 
consideramos que este guarismo es pequeño. 
En términos absolutos, US$ 1:350.000 no es un 
guarismo pequeño, pero en relación a la 
problemática del sector y a cómo están los 
productores, entendemos que se trata de una 
medida positiva. Consideramos que este susti- 
tutivo es mejor que la propuesta incluida en el 
proyecto de ley, donde el beneficio sólo alcanza 
a productores de hasta 100 hectáreas y con 
hasta dos dependientes. 

Este es el fundamento por el cual propone- 
mos un alivio mayor al que establece este 
artículo. 


7.— Licencias 


Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Dese 
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cuenta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Gustavo Penadés, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre tos días 28 de junio 
y 18 de julio de 2000, convocándose a la 
suplente correspondiente siguiente, señora Silvia 
Ferreira. 


Del señor Representante Carlos Pita, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N2 16.465, por el perlodo 
comprendido entre los días 20 y 21 de junio de 
2000, convocándose al suplente correspondiente 
siguiente, señor Gonzalo Reboledo". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta y nueve en sesenta: Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a Ud. para llevar 
a su conocimiento, que haré uso de licencia a 
partir del 28 de junio al 18 de julio del corriente 
año, por motivos personales. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Gustavo Penadés 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Gustavo Penadés. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 28 de junio y 18 de julio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
28 de junio y 18 de julio de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Gustavo Penadés. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, a la suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 71 del Lema 
Partido Nacional, señora Silvia Ferreira. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito se me 
conceda licencia por motivos personales los días 
20 y 21 del corriente, y se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, saludo a Ud. 


atentamente. 


muy 


Carlos Pita 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
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personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Carlos Pita. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 20 y 21 de junio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
20 y 21 de junio de 2000, al señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Carlos 
Pita. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 90 del Lema Encuentro Progresista- 
Frente Amplio, señor Gonzalo Reboledo. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


8.— Servicios públicos y 
privados, seguridad pú- 
blica y condiciones en 
las que se desarrollan 
las actividades produc- 
tivas. (Mejoras) 


— Continúa la consideración del 


debate. 


asunto en 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
en este artículo 42 seguimos en la misma línea 
de exoneraciones. 

Quiero reiterar que estamos efectuando un 
análisis detallado del articulado relativo a lo que 
hacemos con el alivio tributario del agro. No 
obstante, dejo constancia de que esto no es 


suficiente para reactivar la empresa agropecuaria, 
aunque demuestra el esfuerzo que, dentro de 
sus posibilidades, sigue haciendo el gobierno. 
Como muy bien Jo señalara el señor Diputado 
Agazzi, en este caso quisiéramos haber pro- 
puesto una franja en la que se contemplaran 
predios de mayor número de hectáreas, ya que 
este artículo se limita a los de menos de 100 
hectáreas y hace una exoneración a la aporta- 
ción patronal sobre el titular y su cónyuge o 
cuando ocupen a no más de dos dependientes. 

Voy a leer las cifras de una ecuación que 
considero muy importante y que refiere a los 
aportes que el agro hace al Banco de Previsión 
Social por todo concepto; luego pasaré a la 
contrapartida -las prestaciones que el Banco de 
Previsión Social vuelca al sector rural-, a fin de 
que podamos tener una comparación del 
estuerzo que el gobierno está realizando en 
este momento y viene haciendo desde 1996, 
En 1996, el agro aportó al Banco de Previ- 
sión Social US$ 61:911,000; en 1997, 
US$ 52:292.000; en 1998, US$ 62:591.000 y en 
1999, US$ 56:931.000. 

Por otra parte, las prestaciones que el Banco 
de Previsión Social vuelca al sector rural por 
concepto de jubilaciones y pensiones son de 
alrededor de US$ 350:000.000, lo que significa 
que vuelca cinco veces más de lo que recibe 
del sector. 

Las medidas de extensión de las exonera- 
ciones que se están pidiendo para sectores más 
amplios, ya sea considerando el número de 
hectáreas o conceptos diversos, son muy lindas 
y acompañables, pero de la lectura de estas 
cifras surge el gran esfuerzo económico que el 
gobierno ha hecho para ayudar al agro en todo 
lo posible, de acuerdo con su viabilidad 
financiera. 

Insisto en que las prestaciones que el Banco 
de Previsión Social otorga al sector rural son 
cinco veces mayores que los aportes que este 
sector vuelca a ese organismo. Quiere decir que 
estamos hablando de una fuerte subvención, 
aunque es cierto que no alcanza, y con ello 
estoy totalmente de acuerdo. Por lo tanto, 
debemos buscar medidas más suficientes, pero 
también más inteligentes, porque no podemos 
reclamar soluciones globales, ya que son 
múltiples los factores y distintos los sectores del 
agro que pasan por esta situación. 

Dejo esta constancia del esfuerzo tributario 
que realiza el sector para aportar al Banco de 
Previsión Social, y viceversa. 
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SEÑOR FALERO.— Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: acom- 
pañaremos el artículo 4% tal como viene de 
Comisión, porque entendemos que su contenido 
es mucho más beneficioso para el sector que 
la redacción dada en el sustitutivo. 

El artículo 4%, tal como viene redactado de 
la Comisión, es absolutamente preceptivo y 
establece que una vez sancionada la ley se 
generará un descuento para aquellos predios 
inferiores a las 100 hectáreas. Mientras tanto, 
el sustitutivo no establece preceptivamente el 
descuento del impuesto para los predios inferio- 
res a las 100 hectáreas, dando la tacultad al 
Poder Ejecutivo de que eventualmente lo haga 
en el caso de aquellos predios de hasta 500 
hectáreas. 

Por lo tanto, el carácter preceptivo que tiene 
el artículo 42 en la redacción dada por la 
Comisión y la seguridad jurídica que brinda lo 
hacen mucho más efectivo, principalmente en el 
caso de los pequeños productores -en particular, 
los lecheros-, que ahora tendrán esa posibilidad 
cierta y real de tener un descuento en sus 
contribuciones, mientras que en el sustitutivo se 
deja al libre albedrío del Poder Ejecutivo; en la 
medida en que dice "autorízase al Poder 
Ejecutivo”, no tiene carácter preceptivo, lo que 
no quiere decir que no se vaya a establecer la 
disminución de la tasa. 

Por lo tanto, el artículo 4% que ha redactado 
la Comisión da certeza al productor -aunque sea 
a aquel que posee hasta 100 hectáreas- de que 
tendrá una disminución en su contribución, lo 
que no hace el sustitutivo presentado. 

En síntesis, el esfuerzo del Estado en 
beneficio del sector es mucho más cierto y 
efectivo en la redacción dada por la Comisión 
que en el sustitutivo. 


SEÑOR AGAZZI.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: frente 
a la objeción que hace el señor Diputado Falero, 
debo señalar que no podíamos establecer nada 
preceptivamente, porque es inconstitucional. 

Por esa razón, no pusimos "fíjase en" y 
facultamos a que en la medida de lo posible lo 


haga el Poder Ejecutivo, motivo por el cual el 
señor Diputado Falero ya votó el artículo 22. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 42, 


(Se vota) 
— Cuarenta y tres en setenta y tres: Afirmativa. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
en la medida en que el artículo sustitutivo ha 
quedado descartado porque se ha votado el 
artículo tal como vino de Comisión, vamos a 
solicitar la rectificación de la votación del 
artículo 4% porque lo vamos a acompañar. 

Si bien la medida es acotada y desde el punto 
de vista social se podría direccionar mejor, 
igualmente significa una rebaja de aportes para 
un sector que lo necesita, 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Setenta y nueve en ochenta: Afirmativa. 
En discusión el artículo 5*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 

— Ochenta en ochenta y uno: Afirmativa. 
En discusión el artículo 6*. 
SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
hemos presentado un sustitutivo al artículo 6* 
que está vinculado directamente con el del 
artículo 4%, que no fue aprobado. Por tal motivo, 
retirarílamos el sustitutivo del artículo 6% y 
acompañaríamos la redacción tal como viene de 
Comisión, que, en definitiva, dispone que Rentas 
Generales cubra el desfinanciamiento que gene- 
ran estos artículos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 62. 


(Se vota) 

— Setenta y ocho en ochenta: Afirmativa. 
En discusión el artículo 7*. 
SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
queremos dejar constancia de que este artículo 
también sigue en la vía de las exoneraciones. 
En este caso contempla algo que es muy 
importante: la exoneración del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales para todos aquellos 
inmuebles rurales que tengan inversión. Esto 
también constituye un estímulo a la reestructu- 
ración de la empresa agropecuaria. Si existía 
alguna preocupación en cuanto a si, más que 
coyuntural, este tema era estructural, en este 
artículo 72 se da por sentado un estímulo a la 
inversión de capitales con una nueva exonera- 
ción del Impuesto a las Trasmisiones Patrimo- 
niales, a fin de dinamizar la empresa y de que 
funcione de manera más ágil en el mercado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 72. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión el artículo 8?. 
SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: hemos 
presentado un sustitutivo al artículo 8*. 

El artículo 82 propuesto por la Comisión 
establece la exoneración por un año del pago 
del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales 
a un solo tipo de sociedad comercial, a una sola 
modalidad societaria, que es la sociedad 
anónima por acciones al portador. Se agrega 
una segunda condición: que los predios no 
superen el equivalente a 1.000 hectáreas Índice 
CONEAT 100. 


No tenemos inconveniente en mantener este 
segundo requisito, pero el primero nos parece 
una discriminación sin fundamento en cuanto 
supone una exoneración del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales a las sociedades 
anónimas con acciones al portador. Considera- 
mos que más que una discriminación es un 
incentivo, una política de promoción a un tipo 
de sociedad que, tradicionalmente, no ha sido 
contemplada en nuestro ordenamiento jurídico y 
cuya inclusión es reciente, ya que data del año 
pasado. 

Nosotros no tenemos inconveniente en que 
este tipo de sociedad sea exonerada de dicho 
impuesto, pero lo que nos parece francamente 
sorprendente es que se convierta en el único 
tipo de sociedad beneficiaria de esa exonera- 
ción. Sin duda, detrás de esto hay una intención 
de promover una sociedad mediante la moda- 
lidad de anónima por acciones al portador, que 
no comprendemos ni compartimos. 

En oportunidad del tratamiento de este tema 
en la Comisión Especial se solicitó, primero al 
señor Ministro de Economía y Finanzas y luego 
al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, una explicación al respecto, pero no 
existieron respuestas referentes a las razones 
por las cuales se optaba por esta alternativa. 
Sinceramente, el único fundamento que escu- 
chamos lo brindó un miembro de la Comisión 
Especial en la discusión particular; tampoco nos 
convenció, pero al menos es un fundamento. 
Ninguno de Jos dos Ministros que concurrieron 
a la Comisión formuló argumento de índole 
alguna, defendiendo una postura que no hace 
otra cosa que priorizar las sociedades anónimas 
con acciones al portador de manera absoluta- 
mente infundada. 

El sustitutivo que presentamos elimina esta 
preferencia, extendiendo el beneficio con inde- 
pendencia del tipo societario de que se trate. 


SEÑOR AGAZZ!.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: estos 
artículos disponen una exoneración para aque- 
llos productores agropecuarios que están en 
situaciones críticas y, en alguna medida, dejan 
esa actividad. Se trata de artículos que financian 
una salida, por ejemplo, formando una nueva 
empresa con otros socios. 

En particular, estamos de acuerdo con la 
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argumentación formulada por el señor Diputado 
Mieres en el sentido de que no vemos ninguna 
razón por la cual privilegiar un tipo de forma 
jurídica. Es más: no sólo no vemos ninguna 
razón para privilegiar en forma jurídica, sino que 
además lo consideramos peligroso por la 
naturaleza de las sociedades anónimas con 
acciones al portador, teniendo en cuenta que se 
trata del manejo de un recurso nacional, único 
e insustituible: el suelo. Quiero recordar que a 
la naturaleza le lleva cientos de años formar un 
centímetro de suelo. Esto deriva de la 
meteorización de las rocas que tenemos en 
nuestro territorio, en que juegan los efectos 
ambientales que todos estamos comprometidos 
a preservar. Cuando se discutió en general este 
proyecto de ley, de urgente consideración, en 
mi exposición expresé que el suelo constituye 
un legado y un patrimonio. No se lo puede 
considerar un factor de producción igual que una 
máquina o un vehículo; ni siquiera como un 
conocimiento. Es un recurso prácticamente no 
renovable, ya que si lo perdemos es de muy 
lenta reposición. 

Entonces, considero que debemos tener un 
cuidado muy especial en la protección del suelo, 
porque hace a nuestro futuro. La riqueza que 
nos dio la naturaleza son el sol, el suelo y la 
gente, y los tenemos que cuidar. El suelo nos 
compete a nosotros; con la gente debemos 
adoptar aquellas políticas que maximicen su 
formación y su capacitación. Por lo tanto, 
considero que, como proyecto de país, es muy 
riesgoso no ser cuidadosos en la preservación 
de este recurso. Agrego este argumento porque 
nos parece que las acciones empresariales que 
no tengan los suficientes controles -esto empie- 
za por saber quiénes son sus propietarios- son 
riesgosas, para nosotros, como proyecto de 
país; y por este motivo nos oponemos a este 
artículo, 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
como bien decía el señor Diputado Agazzi, no 
vamos a acompañar este artículo, como tampo- 
co lo hicimos con el artículo 7?2. 

Básicamente, entendemos que el destino final 
del artículo 72 sería aumentar las exoneraciones 
que ya tiene el sector forestal y que son muy 
importantes; pero es opinable. 

Quiero hacer especial referencia al artículo 


82, En la Comisión Especial interrogamos al 
señor Ministro de Economía y Finanzas acerca 
de por qué se quería priorizar este tipo de forma 
societaria -sociedades anónimas con acciones al 
portador para bienes inmuebles agropecuarios- 
y no obtuvimos una respuesta concreta, sino 
solamente que el tema se había discutido en el 
Parlamento y que este tipo de sociedades 
estaba autorizado. Entonces, si estas socieda- 
des están autorizadas, no entendemos por qué 
se hace una discriminación a favor de ellas, en 
tanto que si los productores agropecuarios 
quieren asociarse bajo otra forma societaria -por 
ejemplo, una sociedad anónima con acciones 
nominativas o una cooperativa-, esta norma los 
obliga a pagar el impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales; en cambio, si la forma elegida es 
una sociedad anónima por acciones al portador, 
persistiría la exoneración. Entonces, aquí se 
está dando un tratamiento desigual y estimulan- 
do claramente la formación de un tipo determi- 
nado de asociación para la explotación de los 
inmuebles agropecuarios. 

Nosotros compartimos el criterio de que se 
trata de un camino muy peligroso. Haciendo una 
evaluación de los proyectos de ley que se 
aprobaron en la Legislatura pasada, debo decir 
que el relativo a este tema fue el que más 
amargura me generó. Es indudable que nos 
apartamos de un camino que se recorre en el 
derecho comparado y en los sistemas produc- 
tivos del mundo, donde efectivamente se 
entiende que la tierra es un asiento del territorio 
que, a su vez, forma parte constitutiva del 
Estado. No hay que ir muy lejos para observar 
este tipo de legislación. Por ejemplo, en Brasil 
se prohíbe que los extranjeros adquieran tierras, 
y aclaro que no estamos hablando de disposi- 
ciones del siglo pasado, sino que corresponden 
a la década del noventa. Asimismo, desde esa 
misma década, Argentina y Paraguay prohíben 
que los extranjeros adquieran tierras ubicadas 
en una franja de 150 kilómetros desde el límite 
del país. 

Indudablemente, este asunto va más allá del 
tema de la extranjerización. No sabremos si 
quienes adquieren nuestras tierras son extran- 
jeros o no; no hay forma de saber quién será 
el propietario de la tierra uruguaya si este 
mecanismo se generaliza. 

Quiero hacer una referencia a esto que se 
plantea como una especie de solución a los 
problemas del sector agropecuario. Se pregunta 
si no sería bueno que los productores pudieran 
asociarse y recibir inversiones del extranjero. 
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Me parece bueno que se puedan asociar -hay 
múltiples formas de hacerlo-, naturalmente, para 
generar economías de escala. Pero debo decir 
que desconfío o, por lo menos, tengo un tinte 
de desconfianza hacia determinado tipo de 
capital que está dispuesto a invertir en un sector 
que no es rentable -debido a ello, estamos en 
la actual situación de crisis-, cuando se supone 
que el capital privado ingresa mientras hay 
rentabilidad. Asimismo, me genera desconfianza 
que la inversión del capital se realizaría sólo si 
se puede hacer en forma anónima, pero si se 
tiene que explicitar bajo la forma de acciones 
nominativas o titulando la propiedad, entonces 
el capital extranjero ya no estaría interesado en 
venir o invertir, Esto me genera mucha descon- 
fianza, máxime a la luz de ciertos hechos de los 
cuales hemos tenido conocimiento en los últimos 
tiempos. 

Actualmente, hay un expediente radicado en 
la Justicia Penal, que refiere al lavado de 
capitales del narcotráfico a través de la 
adquisición de bienes inmuebles en Argentina y 
Uruguay. En ese expediente que fue publicado 
se hizo mención a compras realizadas en el 
departamento de Flores por parte del cártel de 
Juárez. Precisamente, podemos detectar ese 
hecho porque la compra tue realizada en 1998, 
antes de la aprobación en 1999 de la ley por 
la cual se estableció que los bienes inmuebles 
rurales podían ser comprados bajo forma de 
sociedades anónimas por acciones al portador. 
Me sorprende mucho esta disposición porque no 
tiene relación con la tendencia mundial. En 
Europa hay que explicitar la propiedad de la 
tierra; en Estados Unidos -donde el mercado de 
capitales y la Bolsa de Valores tienen el 
desarrollo que todos conocemos- las formas de 
asociarse, tanto para este tipo de actividades 
agropecuarias como para cualquier otra, es a 
través de sociedades anónimas por acciones 
nominativas. 

Se expresa que se está dando al sector la 
posibilidad de asociarse, al igual que lo hacen 
otros, por ejemplo en la industria y en el 
comercio; nosotros reconocemos que si muchas 
veces se da a un sector la posibilidad de aportar 
capitales en forma anónima o  nominativa, 
preferentemente lo hará en forma anónima. Pero 
en absoluto nos parece conveniente que ésta 
sea la modalidad de asociación para la 
explotación de un recurso que no es renovable, 
que es fundamental: nada más y nada menos 
que la tierra. 

Entonces, más allá de que no queremos 


reabrir un debate de fondo, deseamos señalar 
que nos genera una especial preocupación el 
hecho de que este tipo de sociedades no sólo 
estén permitidas, sino que, además -esto ya es 
ley-, estén siendo especialmente incentivadas. 

Por lo tanto, vamos a votar negativamente el 
artículo 82. No tenemos inconveniente en decir 
-tal como lo manifestamos en la Comisión- que 
compartimos el espíritu del sustitutivo que 
presentó el Nuevo Espacio, por el cual se 
exonera del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales a todo tipo de sociedades, con lo 
cual, evidentemente, no se da una orientación 
especial. Es indudable que en este artículo no 
se les da un tratamiento igualitario y que se trata 
de incidir en la forma de asociarse de los 
productores. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: se ha hablado mucho sobre este 
artículo. Quiero actarar que la derogación del 
artículo 9% de la Ley N* 13.608, del 8 de 
setiembre de 1967, ya fue discutida en Cámara; 
está promulgada y vigente. Por lo tanto, aquí no 
se trata de abrir un debate sobre este asunto. 

Lo que estamos analizando hoy es la 
posibilidad de que el productor agropecuario 
nacional -quien actualmente está trabajando en 
el campo- se transforme en sociedad anónima 
con acciones al portador. ¿Por qué? Porque, 
precisamente, es el productor quien tiene 
problemas para utilizar este instrumento, que no 
es más que una opción. El productor va a poder 
elegir ese instrumento dentro de un marco 
jurídico determinado. Desde 1967 hasta 1999, el 
productor estuvo por fuera de este mecanismo, 
totalmente relegado, mientras que la industria, 
el comercio y los servicios tuvieron esa 
posibilidad. 

El mecanismo habilitado en el artículo 82 
surgió a raíz de que muchos productores rurales 
vieron la posibilidad de capitalizarse a través de 
este instrumento jurídico, porque es más fácil 
conseguir un socio que un préstamo en un 
banco. Sin embargo, el productor rural que 
desea utilizar la capitalización está impedido de 
hacerlo, porque el mayor desembolso que tiene 
que hacer no es comprar una sociedad o pagar 
los honorarios a un profesional, sino el Impuesto 
a las Trasmisiones Patrimoniales, que tiene 
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directa relación con el valor real de la tierra. 

Entonces, lo que hoy vamos a votar es un 
mensaje para el pequeño productor de 1.000 
hectáreas índice CONEAT 100, en el sentido de 
que dispone de un año para poder utilizar este 
instrumento; si lo utiliza o no, depende de él. 
Y aquel productor que realmente tiene la 
infraestructura adecuada, que cuenta con un 
estudio contable y un ingeniero agrónomo que 
lo pueden guiar, va a hacer un proyecto de 
inversión y se podrá incorporar a través de la 
Ley de Inversiones. 

Quería aclarar estos puntos porque, en 
definitiva, no estamos votando algo diferente a 
lo que expusimos. Asimismo, esto surge de 
muchos productores rurales de las asociaciones 
de Río Negro, de Durazno, quienes vieron en 
este artículo un instrumento para poder capita- 
lizarse. 

Como no quiero dejar de lado el tema de las 
sociedades anónimas, voy a hacer una pequeña 
consideración porque, de lo contrario, nos 
embarcaremos en la misma discusión que 
tuvimos el año pasado: que no se quiera ver en 
esto los cucos que se pretende hacer ver. 

Entiendo muy bien lo que se dijo en Sala 
sobre la compra de campos haciendo referencia, 
precisamente, a mi departamento de Flores. Yo 
conozco el tema; eso se hizo en el año 1998, 
cuando la Ley de Sociedades Anónimas todavía 
no estaba vigente en el país. Es decir que lo 
que interesa analizar es si esta ley cumplía 
alguna función útil o si, por el contrario, operaba 
como un factor de treno a las oportunidades de 
desarrollo del sector agropecuario. Precisamen- 
te, los señores Diputados me han dado el 
argumento, porque conozco ese caso; conozco 
hasta a los dueños de los campos que se 
vendieron y lo que hoy se está haciendo allí. 
Esos campos no están de tranqueras cerradas; 
están produciendo. O sea que el tema de que 
acá se compre y se utilice el factor tierra como 
una especulación no es cierto, porque si hay una 
cosa que no se puede trasladar es la tierra 
“lo demás, vienen y se lo llevan-, y esos campos 
están produciendo. El peor negocio es trancar 
la portera y utilizar la tierra como especulación. 

Reitero que conozco esos campos; conozco 
la zona y lo que allí hicieron. Y quienes 
vendieron, lo hicieron bien. ¿Por qué no? Viene 
alguien y les compra. Están en todo su derecho. 


SEÑOR FALERO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: since- 
ramente, me preocupa la afirmación que acaba 
de hacer el señor Diputado Berois Quinteros en 
el sentido de que está privilegiando, en 
definitiva, una inversión por su resultado y por 
lo que ha significado para el país, independien- 
temente de que el origen del dinero provenga 
del narcotráfico. 


(Interrupciones) 


— Me acotan que el señor Diputado Berois 
Quinteros no dijo eso. Entonces, a efectos de 
establecer la aclaración correspondiente, pido al 
señor Diputado que lo explicite con mucha 
claridad, porque si fuera así, sería realmente 
grave. 

Precisamente, hice uso de esta interrupción 
para dar la posibilidad al señor Diputado Berois 
Quinteros de hacer las aclaraciones, ya que me 
quedaron dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Puede 
continuar el señor Diputado Berois Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: en primer lugar, solicito al señor 
Diputado Falero, que preste atención a lo que 
estoy diciendo. Si quiere, después puede leer 
la versión taquigráfica para comprobar qué fue 
lo que dije. 

Simplemente, dije lo que se hizo: se compró 
un campo en el año 1998, cuando aún la Ley 
de Sociedades Anónimas no estaba vigente, y 
ahora está produciendo. ¡Qué se yo de dónde 
provenía el dinero! No sé. La persona que 
vendió tampoco preguntó de dónde sacaron el 
dinero; vendió. Dije también que, en definitiva, 
no hubo especulación porque en esos campos 
se está produciendo. Si el señor Diputado Falero 
está de acuerdo, lo acompaño. Yo sé dónde está 
ese campo; vamos a ver sí hay algo ahí. Eso 
fue lo que expresé. No estoy afirmando de 
dónde vino el dinero ni cómo se invirtió, porque 
si fuéramos a hablar de eso, ni se sabe. 

Estoy diciendo que el sector agropecuario 
siempre estuvo fuera de esto. Punta del Este se 
pobló de sociedades anónimas con acciones al 
portador. ¿Creció Punta del Este? ¿Qué son 
todos esos inmuebles? Pero el sector 
agropecuario quedó afuera. A eso me refería. 
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SEÑOR ORRICO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.—— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: vamos 
a ver si nos entendemos. 

Estoy totalmente de acuerdo en que si soy 
vendedor y viene alguien con el dinero a 
comprar e, inclusive, me ofrece más de lo que 
vale, vendo. Soy vendedor de buena fe. ¡Bueno 
sería que cada uruguayo o cada sujeto que 
venda tuviera que averiguar el prontuario del 
comprador! No estamos diciendo eso. 

Pido que se tengan en cuenta dos aspectos. 
El primero es éste, que creo que es correcto. 
El otro es que en el mundo -no nosotros, ni mi 
fuerza política- las publicaciones internacionales 
están indicando que uno de los lugares de 
lavado de dinero, a través de sociedades 
anónimas y de inversiones en tierras, es el 
Uruguay. Eso se está diciendo. Entonces, me 
parece que no es buena cosa discutir este punto 
poniendo como ejemplo el tema puntual de lo 
que sucede en el departamento de Flores, 
porque creo que debemos ir a los grandes 
conceptos. Esto es una vía de entrada para 
un problema que tiene nuestro país, inde- 
pendientemente de que estoy de acuerdo 
con el señor Diputado Berois Quinteros en el 
sentido de que no es momento de reeditar una 
discusión que ya tuvimos. Pero quiero de- 
jar claro que tuve la misma inquietud que el 
señor Diputado Falero, aun cuando reconozco 
que quizás no fue la manera más feliz de 
plantearlo. 

El señor Diputado Berois Quinteros no dijo 
que no le importaba, pero es bueno que quede 
claro. Y no importa el conocimiento que uno 
tenga del departamento de Flores, del de 
Lavalleja o de otro, sino el concepto que el 
mundo tiene de Uruguay. No lo decimos 
nosotros; es a través de una forma jurídica. 
Pero, además, no entendemos por qué se 
privilegia a la sociedad anónima y no a una 
cooperativa. En todo caso, lo que hay que 
privilegiar es la producción como concepto, y no 
qué forma jurídica adquiere quien se dedica a 
la producción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Puede 
continuar el señor Diputado Berois Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: a lo que hice referencia fue a la fecha 
de la operación y a cuándo se aprobó la Ley 
de Sociedades Anónimas. 

Siempre se dice que se compra para 
especular con este tipo de cosas. Lo que señalé 
es que en los campos se está produciendo. No 
voy a entrar en el otro tema porque no 
corresponde siquiera discutirlo. 

Simplemente, debemos analizar ejemplos que 
se han puesto en Sala y estudiar para qué 
puede servir la Ley de Sociedades Anónimas, 
que tiene cuatro o cinco meses de vigencia 
en el país. Entonces, no podemos echar 
toda la culpa a esto, porque se ha estado 
haciendo y se va a seguir haciendo. He 
escuchado que mucha gente se está yendo del 
campo y está esperando que el cuco de las 
sociedades anónimas venga a comprarlo. A 
diario vemos en el interior que hay gente que 
se va de su campo y se lo vende a aquel que 
tiene ingresos afuera, como contadores, aboga- 
dos, publicistas. Reitero que eso es lo que está 
pasando a diario en el interior y lo podemos ver; 


no tienen nada que ver las sociedades 
anónimas. 
Entonces, poner cucos, calificar o poner 


adjetivos en cuanto a lo que son las sociedades 
anónimas, sería errar el camino. Simplemente, 
les estamos dando una posibilidad jurídica que 
antes no tenía este tipo de sociedades. Esto 
hace muy poco tiempo que rige, apenas unos 
meses. Esta posibilidad, inclusive, se da limitada 
en el tiempo -a un año- porque no podían 
incorporarse a una sociedad anónima. Hoy sí 
pueden hacerlo. Entonces, a aquel que vive de 
la producción nacional y que se siente preocu- 
pado por la situación, hoy lo estamos defendien- 
do; hoy le estamos dando esta posibilidad, pero 
si no quiere aceptarla, no lo hará. Simplemente, 
le estamos dando una posibilidad que no tuvo 
durante mucho tiempo, ya que desde el año 
1967 estaba afuera; estaba afuera con este tipo 
de sociedades, no con los demás. De eso se 
trata. 


SEÑOR BARRIOS.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: pode- 
mos decir que este artículo es el corazón del 
capítulo referido a la agropecuaria, porque es 
el que muestra más descarnadamente cuál es 
el proyecto del gobierno con respecto a ese 
sector. Seguramente, cuando pensamos en el 
sector agropecuario, tenemos claro -de acuerdo 
con las manifestaciones del señor Ministro- que 
no se está identificando a este sector con los 
productores rurales. El señor Diputado Berois 
Quinteros acaba de manifestar que son otros los 
que están comprando las tierras y, en conse- 
cuencia, a los que se está exonerando. Quiere 
decir que no se está exonerando a los 
productores agropecuarios. Quienes vivimos 
en el interior -seguramente algunos señores 
Diputados del interior serán productores 
agropecuarios; otros tendrán amigos en ese 
sector o conocerán ese ambiente- sabemos 
bien que de los cuarenta mil productores de 
hasta 1.000 hectáreas que existen en el país, 
ninguno tendrá la posibilidad de contormar una 
sociedad anónima para incorporar capital a su 
predio. 

Pregunto si alguien conoce un productor de 
300, 400 ó 500 hectáreas que pueda constituir 
una sociedad anónima y obtener inversores en 
la Bolsa. Ese es el argumento: que puede 
obtener inversiones en el mercado de capitales; 
y lo único que se va a hacer es facilitarle la 
posibilidad de venta a especuladores. 

Pienso que este artículo no debería incluirse 
en el capítulo correspondiente a la agropecuaria, 
sino en un capítulo que tratara de la ayuda al 
sector financiero. Más allá de los beneficios 
dados por la ley al posibilitar la tenencia de 
tierra por parte de sociedades anónimas, este 
artículo está exonerando, por ejemplo, a los 
bancos que quieran cobrar una cuenta, que 
podrán decir al acreedor que la pase a una 
sociedad anónima y entregue las acciones. 
También beneficia a un banco que quiera 
hipotecar un campo; para cobrarlo más fácilmen- 
te le dice a quien le pide el crédito que lo pase 
a una sociedad anónima, ya que está exonera- 
do, que entregue las acciones y el día del 
vencimiento no será necesario ejecutar una 
hipoteca. Y, como recién decía el señor Berois 
Quinteros, está exonerando a la gente que 
viviendo de otra cosa, invierte en la tierra 
porque es una buena inversión especulativa a 
largo plazo. 

Los que tenemos algunos años sabemos que 
allá por 1970 los campos valían US$ 80, 
US$ 90 y US$ 100 la hectárea. Hoy valen 


US$ 500, US$ 700, US$ 800 y US$ 1,000. En 
aquellos años, muchísimos productores tuvieron 
que retirarse porque tenfan que vivir de la 
producción, mientras que los que fueron com- 
prando tierras, como vivían de otra cosa, han 
hecho un grandísimo negocio. Y a ellos es a 
quienes estamos exonerando. Además, esta 
exoneración no es por un año, sino que es para 
siempre. Después que una persona constituye 
una sociedad anónima, vende todas las veces 
que quiera sin pagar impuesto alguno, reparte 
y pasa a sus herederos sin que nadie pague 
nunca más el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales. Reitero, pues, que esta exonera- 
ción no es por un año, sino que es para siempre. 

Por eso reafirmo que éste es el principal 
artículo, porque muestra claramente la imagen 
que hay con respecto a cuál es la solución para 
el sector agropecuario. Justamente, en el 
Congreso de la Federación Rural, el señor 
Ministro manifestó que el sector agropecuario va 
a estar integrado por otras empresas, y aclaró 
que no quería que fueran transnacionales, y que 
los productores aportarán sus conocimientos y 
su trabajo. ¿En qué condiciones lo harán? Como 
socios minoritarios o como empleados de esas 
empresas. Y ésas son empresas con capitales 
sobrantes que van a ir a especular con la tierra, 
y les importa poco si la tierra produce mucho 
o no. La cosa no va por ahí; simplemente, 
esperarán a que se valorice. La tierra es el único 
bien que no se reproduce, como recién decía 
el señor Diputado Agazzi: hay que esperar 
cientos de años para producir un centímetro de 
tierra. 

Creemos que no es válida la comparación con 
el desarrollo de zonas turísticas porque en esos 
lugares no había nadie explotándolos y 
trabajándolos. Sería válida la comparación si el 
desarrollo de la zona turística de Punta del Este 
lo hubiesen hecho los fernandinos y luego, 
cuando no podían seguir más, hubieran tenido 
que venderla a una sociedad anónima. Eso es 
lo que pasa con el campo, y eso es lo que 
estamos exonerando: la liquidación. 

En otro artículo que aparece más adelante 
-al cual vamos a hacer referencia en su 
momento- también se exonera la venta de tierras 
cuando está destinada a cancelar una deuda 
con un banco. En el mismo sentido, los artículos 
anteriores muestran que el beneficio es hacia 
las grandes inversiones, hacia exonerar la tierra. 
Esta es una política que viene de antes porque, 
buscando igualar, con un falso sentido de 
justicia, se han ido haciendo exoneraciones o 
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ajustando los tributos para que todas las 
hectáreas paguen igual. Y no hay duda de que 
no es lo mismo el productor de 200 o 300 
hectáreas que el gran inversor. Todos conoce- 
mos productores ganaderos de 500 hectáreas 
que viven como pobres, que no tienen auto, que 
muchas veces no tienen luz eléctrica y que 
tienen que hacer dedo en el camino para llegar 
al pueblo. Pues para este productor la exone- 
ración es mínima, mientras que al inversor 
importante sí se lo exonera. 

Reitero que este artículo desnuda totalmente 
el criterio que el gobierno tiene con respecto al 
sector agropecuario y me reafirma en la 
convicción de que se lo está concibiendo como 
un continente vacío de seres humanos, con 
partes que van a ser sustituidas por otras, que 
funcionarán bien o no, pero está claro que no 
se está buscando ninguna solución para esa 
gente que hoy integra el sector. 


SEÑOR GUARINO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARRIOS.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: con 
relación al tema de los impuestos y las 
posibilidades que da a las sociedades anónimas 
la especulación en el campo, debemos recordar 
que -si bien no en esta ley- hay un claro 
mensaje desde las esferas de gobierno de que 
va apuntar a un tributo único donde sólo va a 
pagar quien gane. Aunque esto no está 
establecido y deberemos discutirlo en su 
momento, es un mensaje claro de que se 
generan las condiciones ideales para la espe- 
culación, ya que en caso de primar estos 
criterios, quien compre un campo, si no produce, 
tiene la garantía de que no tendrá que pagar 
impuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Puede 
continuar el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— ¿Me permi- 
te una interrupción? 


SEÑOR BARRIOS.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: es bueno aclarar que no ocurre, como 


se dijo, que si la propiedad se transfiere, la 
persona jurídica no tenga que pagar el Impuesto 
a las Trasmisiones Patrimoniales, ya que lo 
pagan por igual las personas jurídicas y las 
fisicas. Las personas jurídicas van a seguir 
pagando el impuesto. 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR BARRIOS.— Sí, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: 
voy a hacer referencia a una intervención que 
tuvo lugar en la Comisión, que en parte nos 
aclaró el sentido de esta exoneración, si bien 
para nosotros persisten algunas dudas. 

Cuando compareció el señor Ministro de 
Economía y Finanzas acompañado de sus 
asesores, el contador Monchantef nos decía que 
la situación que se da hoy es que si, por 
ejemplo, hay una sociedad de productores y 
quieren constituir una sociedad anónima con 
acciones al portador, tienen que pagar el 
Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales. A la 
vez, si se tratara de un productor unipersonal 
que quisiera constituir una sociedad anónima 
con acciones al portador, en ese caso tendría 
que pagar el impuesto; y agregó que lo que se 
buscaba era la paridad. Este asesoramiento del 
equipo económico consta en la versión taquigrá- 
fica. Nunca entendimos por qué, precisamente, 
cuando un productor unipersonal quería consti- 
tuirse en una cooperativa, no se establecía esta 
paridad. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Ha fina- 
lizado el tiempo de que disponía el señor 
Diputado Barrios. 

La Mesa quiere aclarar que la lista de 
oradores se sigue por orden de solicitud, tanto 
al Presidente como a los Secretarios. A veces 
puede haber un pequeño desfase, pero no hay 
ninguna voluntad en la Mesa de alterar la lista 
de oradores. 


Tiene la palabra la señora Diputada Mon- 
taner. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
creo que hemos salido del tema central de los 
artículos 7% y 88, 

En primer lugar, no estoy de acuerdo con un 
concepto que expresó la señora Diputada 
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Charlone en el sentido de que estos proyectos 
de inversión podrían tener algo que ver con la 
forestación. No creo que a nadie se le pase por 
la cabeza que una exoneración del 4% -que es 
lo que corresponde ai Impuesto a las Trasmi- 
siones Patrimoniales- pueda influir en la inver- 
sión en una actividad como la forestación, que 
tiene un subsidio del 50% sobre su suelo de 
plantación. Me parece que por ahí no pasa el 
tema de la inversión. No tenemos el mismo 
punto de vista. A nuestro entender, ese miedo 
está descartado. 

En segundo término, no entiendo por qué 
este debate profundo ha llevado a tantos 
razonamientos colaterales si el señor Diputado 
Berois Quinteros, con una claridad meridiana, ha 
expuesto el fundamento de la existencia de 
sociedades anónimas con acciones al portador 
en el sector agropecuario. Ha explicado que ésta 
es una forma de no discriminar al sector 
agropecuario, ya que estas sociedades están en 
nuestro medio en todas las otras modalidades 
operativas del comercio o de lo que fuera. No 
tenemos por qué excluir a un sector de esta 
posibilidad, negándole un instrumento. Lo que 
desde un punto de vista se ve como altamente 
nocivo, yo lo considero muy positivo, porque no 
sólo quiero a la tierra sino que creo en ella; 
como han dicho algunos señores Diputados que 
han hecho uso de la palabra, creo en el 7% de 
su valor acumulativo anual. Por lo tanto, la tierra 
vale y no la vamos a entregar. Simplemente, 
estamos dando instrumentos y herramientas 
para que la pequeña empresa agropecuaria, que 
no tiene rentabilidad, capacidad de inversión ni 
cómo salir de la situación en la que está, pueda 
recibir un flujo de capitales. En un país tan 
chiquito las cosas se conocen y se saben más 
allá de eso. 

Me parece que nuevamente se está plantean- 
do que éste es un gobierno satánico, que 
propone medidas para hundir al sector 
agropecuario, desvirtuando nuestro concepto de 
que es uno de los sectores más importantes de 
la economía en cuanto a los productos de 
exportación, no sólo en lo que tiene que ver con 
la cantidad sino también con la calidad. 
Seguimos en la línea de las exoneraciones 
tributarias; seguimos en la línea de descomprimir 
al sector agropecuario, facilitándole la tarea y 
no discriminándolo en las sociedades anónimas. 
Seguimos permitiendo a los productores que se 
asocien para formar escalas de productores a 
alto nivel para invertir en tecnología, producir, 
tener rendimiento, aumentar la rentabilidad y 


asesorarse, lo que hoy no pueden hacer debido 
a su baja rentabilidad. 

Si se está queriendo ver fantasmas que no 
hay en estos caminos que estamos abriendo a 
la agropecuaria, nunca podremos coincidir en 
nuestro enfoque acerca de qué es bueno y qué 
no lo es. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— ¿Me perri- 
te una interrupción? 


SEÑORA MONTANER.— SÍ, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: quiero reafirmar lo que muy bien decía 
la señora Diputada Montaner en cuanto a la 
incidencia de la tierra. En esta Cámara he 
aprendido que si uno tiene un enemigo, lo que 
debe darle es un campo pelado. Precisamente, 
cada vez es mayor la incidencia de lo que se 
pone arriba del campo con respecto a la tierra 
en sf. No despertemos cucos sobre el futuro de 
esta medida, porque las transformaciones actua- 
les hacen que el campo sea muy diferente a lo 
que era en 1967. Por eso, quería dejar bien 
claro que, en cuanto a la producción, es mucho 
más importante lo que se pone arriba del campo 
y las mejoras que se le hacen, que la tierra en 
sí. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.— No tengo nada más 
que agregar, señor Presidente. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: si 
de regalar campos se trata, por favor que el mío 
sea de 3.000 ó 4.000 hectáreas. De menos, no 
acepto. 


(Interrupción de 
Montaner) 


la señora Representante 


— En relación con el artículo 7* -que no vamos 
a acompañar-, quiero decir que ho hay muchos 
proyectos de productores o establecimientos 
agropecuarios en la Ley de Inversiones. Los que 
hay son de sectores específicos, y por eso 
nombrábamos al de la forestación, que fue 
especialmente promovido. 
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Indudablemente, una rebaja del 2%, que es 
la alícuota del impuesto, no afecta demasiado 
cuando estamos hablando de 100, 200 ó 300 
hectáreas; naturalmente, eso no incidirá en la 
decisión de nadie en cuanto a invertir o no, 
respecto a producir o no. Sin embargo, esto 
pasa a ser más que significativo cuando 
estamos hablando de 3.000 ó 4.000 hectáreas. 
En ese caso, sí, el monto es importante. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
en primer lugar, no creo que nuestra argumen- 
tación fuera tan liviana como para que la señora 
Diputada Charlone hablara de regalar campos. 
Tal vez la señora Diputada nunca pisó el campo 
como para saber si se regala o no. 

En segundo término, existe una Comisión 
especializada para analizar si un campo está o 
no dentro de un proyecto de inversión. Si la 
señora Diputada quisiera poner un criadero de 
ranas o conejos, no necesitaría 10.000 hectá- 
reas. Reitero que, según la Ley de Inversiones, 
tenemos una Comisión especializada que debe 
trasladar el tema a los Ministerios correspon- 
dientes para analizar el proyecto, el contexto y 
cuántas hectáreas se necesitan. Y el Poder 
Ejecutivo dará su aprobación o no; es decir que 
tenemos un grado de garantía. Entonces, no 
creo que un proyecto de inversión relativo a un 
criadero necesite 10.000 hectáreas, porque 
estaríamos yendo contra la Ley de Inversiones. 

Las inversiones pasan por otros parámetros 
más inteligentes, como por ejemplo, la posición 
geográfica, la calidad de la gente, la situación 
en el MERCOSUR, la plaza de consumos e 
insumos, la exportación, etcétera. Aquellos que 
invierten lo hacen de acuerdo con estos temas 
y no buscando agacharse a la luz de una norma. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— La Mesa 
ha intentado ser lo más flexible posible, pero no 
puede permitir que la lógica sea transitar de 
alusión en alusión. 

Vamos a tratar de enderezar el debate y, por 
lo tanto, no podemos conceder la palabra a la 
señora Diputada para contestar otra alusión; en 
todo caso, puede solicitar una interrupción a 
algún compañero de bancada para expresar sus 


puntualizaciones. 
Tiene la palabra el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente... 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR BARAIBAR— Sí, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
todos coincidirán en que en el caso de la 
explotación de un criadero de ranas, por la 
extensión en que se realiza, nadie invertirá o 
dejará de ¡invertir por la exoneración del 
Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales, ya 
que su monto es absolutamente ridículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: la 
reciente exposición del señor Diputado Barrios 
fue absolutamente lúcida y se dirigió al centro 
del debate cuando dijo que este artículo era el 
punto esencial de este capítulo referido al sector 
agropecuario, aunque más apropiado sería que 
estuviera en un capítulo referido al sector 
financiero. Más allá de que algunos señores 
Diputados han intentando convencernos de que 
algunas gremiales y algunos productores están 
de acuerdo con esta iniciativa, no tengo la 
menor duda de que quienes cranearon esta 
disposición -que es la segunda parte de aquella 
que discutimos el año pasado y que habilitó la 
transferencia de la propiedad a sociedades 
anónimas al portador- fueron las financieras, los 
escritorios que se dedican a hacer "holding" o 
las grandes empresas, para poner la tierra al 
nivel de las acciones, de los bonos y de todos 
los activos financieros transables. 

Para que se vea que en esto no estamos 
viendo fantasmas ni nada que se le parezca, 
quiero leer algo que manifestó en la discusión 
del Senado alguien que no es del Encuentro 
Progresista, que no es del Frente Amplio, que 
no es del Nuevo Espacio, sino del Partido 
Nacional. 

Me refiero al Senador Carlos Julio Pereyra, 
quien durante la discusión de este artículo, 
expresó: "Si se oculta el nombre para invertir 
en una actividad que no es rentable, es muy 
claro deducir que de lo que se trata es de 
ofrecer la posibilidad de lavar dinero, aunque, 
quizás, no es ésa la intención de los redactores 
[...J'. Más adelante, dice: "No puedo creer 
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entonces que por esa vía se vaya a capitalizar 
a los pequeños y medianos productores. Si 
viene algún inversor -y aquí se ha señalado, a 
mi juicio, con acierto- será para comprar 
grandes extensiones de tierra, aumentando este 
proceso de extranjerización. Como aquí se ha 
señalado acertadamente, no les importará que 
la tierra no sea rentable por el momento porque 
a largo plazo puede dar utilidades y porque en 
definitiva sigo creyendo que el objetivo principal 
de quienes puedan estar interesados, es el 
lavado de dinero. Por tanto, a mi juicio, no 
existen intereses nacionales que lo justifiquen y 
creo que esto es contrario al interés del país". 

El Senador Carlos Julio Pereyra -quien votó 
en contra de este artículo- finaliza su largo 
alegato diciendo lo siguiente: "[...] la explotación 
de la tierra no es comparable a una explotación 
industrial o comercial cuaiquiera. La tierra no es 
una máquina que se destruye o se pierde. La 
tierra no es un comercio. La tierra es un recurso 
fundamental, una riqueza que pertenece al país 
y quienes la explotan son simples ocupantes 
precarios. Si desaparece el titular, la tierra sigue 
siendo riqueza de las nuevas generaciones 
como lo fue de las generaciones que las 
precedieron”. 

Creo que, de alguna manera, esta interven- 
ción devela que no estamos viendo fantasmas, 
porque alguien que viene de otra colectividad y 
tiene un pensamiento político distinto al nuestro, 
tiene la lucidez y la honradez -perdónenme que 
lo diga- como para analizar las consecuencias 
de un proyecto de ley vestido y edulcorado para 
mostrarlo como lleno de buenas intenciones. En 
definitiva, las que importan son las que van a 
marcar el camino por el que van a transitar las 
cosas y no alguna buena intención -les doy a 
todos el beneficio de la duda en ese sentido- 
que haya tenido algún impulsor de este 
proyecto. 

Asimismo, el señor Diputado Barrios hizo una 
diferenciación que viene muy al caso. Dijo que 
estamos separando a los productores rurales del 
sector agropecuario y al sector agropecuario del 
recurso tierra. Esto es asf. Y no es por 
casualidad, porque esta misma consideración 
está incluida en la carta de intención que el 
pasado 14 de abril remitieran bajo un "Estimado 
señor Fisher" al Fondo Monetario Internacional, 
el Ministro de Economía y Finanzas, contador 
Alberto Bensión, y el Presidente del Banco 
Central del Uruguay, contador César Rodríguez 
Batlle. 

Voy a leerlo porque no es muy extenso. En 


una parte dice: "Es más, en el año 2000 tendrá 
lugar una reducción de los impuestos a la tierra” 
-ya en aquel momento estaban seguros de que 
esto iba a ocurrir, inclusive bastante antes de 
que este proyecto ingresara al Poder Legislati- 
vo- "y un recorte de los aportes patronales al 
sistema de previsión social en el sector 
agropecuario para ayudar a reducir costos y 
absorber los efectos de la sequía". 

Me pregunto: ¿por qué no se juntó la 
reducción de los impuestos a la tierra con la de 
los aportes patronales al sistema de previsión 
social como mejoras para el sector agropecuario? 
Porque es correcta la apreciación que se hace 
aquí: al hablar de la tierra no se refiere al sector 
agropecuario sino a un activo más de nuestro 
país que se quiere asimilar a los Bonos del 
Tesoro, a las acciones o a la compra y venta 
de divisas. Es lo que está en el fondo de la 
discusión. Por ello, debemos tratarlo como una 
globalidad y no en función de los aspectos 
técnicos del proyecto. 

Además, este artículo va de la mano de la 
filosotía o la concepción que se tiene del sector 
agropecuario, que discutiremos cuando se trate 
el artículo que otorga exoneraciones a la 
Contribución Inmobiliaria. También allí hay una 
propuesta que ayuda a los que tienen más para 
que en este país cada vez más los que tienen 
más sigan siendo más ricos. 

Me viene a la cabeza algo que dijo el señor 
Diputado Berois Quinteros recordando esa frase 
tan ligada a nuestra fuerza política y al gobierno 
de la Intendencia en cuanto a que paguen más 
los que tienen más y que paguen menos los que 
tienen menos. Esa es la primera parte, pero 
también hay una segunda: que la sociedad o el 
Estado debe dar más a los que tienen menos, 
y menos a los que tienen más, porque la 
filosofía distributiva del Estado compensador, 
que es el Estado batllista -¡vaya si el Estado 
compensador es el Estado batllista!- no es la 
concepción neoliberal en que el Estado es 
meramente admininistrador de los grandes 
factores de la acción del Estado y no tiene una 
tarea de redistribución. Esto está presente aquí. 

Hemos leído que se va a realizar un nuevo 
censo agropecuario, pero tenemos datos en 
cuanto a que ya en 1990 -estoy convencido de 
que el proceso de concentración de la tierra ha 
ido en aumento en estos diez años- había mil 
propietarios con más de 2.500 hectáreas que 
tenían en total 4:600.000 hectáreas, y cuarenta 
mil productores -cuarenta veces más- con 
menos de 200 hectáreas que eran propietarios 
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solamente de 1:800.000 hectáreas. 

Todas estas medidas no van a beneficiar al 
pequeño productor. Todo el mundo habla de los 
productores, pero yo me voy a referir a los que 
nos visitaron en representación de la Comisión 
Nacional de Fomento Rural. Cuando decimos 
que se reduce en un 25% la Contribución 
Inmobiliaria y en un 33% los aportes al Banco 
de Previsión Social, en términos porcentuales el 
paisano va a estar contento porque el porcentaje 
es importante; sin embargo, en términos reales, 
de montos, para los propietarios de 20 hectáreas 
de tierra ello implica una reducción en los 
aportes de $ 1.000 y de US$ 22 en la Contribu- 
ción Inmobiliaria, mientras que para los de más 
de 3.000 hectáreas se disminuye el aporte en 
$ 14.000 -de $ 1.000 a $ 14.000- y la Contri- 
bución Inmobiliaria en US$ 3.375. Esta es la 
filosofía de estas normas aparentemente inocuas. 

Finalmente, me alegraría que alguien contes- 
tara algo que hace tiempo -desde que estuve 
en la Comisión- estoy tratando de averiguar, y 
aunque busqué por un lado y otro -leí y tui al 
Senado-, nadie supo contestar. No me animo a 
pensar que aquí tampoco se sepa, pero quiero 
mencionarlo porque tiene alguna trascendencia. 

El artículo 8% que está en consideración tiene 
un literal que establece: "i) se incorporen al 
patrimonio de sociedades anónimas" -a quienes 
se dan estas tacultades- “con acciones al 
portador"; pero voy a leer también el segundo, 
del cual hemos hablado poco: “ii) su superficie 
a la techa de promulgación de la Ley N* 17.124, 
de 25 de junio de 1999, no superare el 
equivalente a 1.000 hectáreas CONEAT 100". 

Yo me pregunto por qué siempre se usa esta 
redacción con referencias a otras leyes, que 
resulta complejo entender. Leí la ley y me 
pregunto por qué no se estableció lisa y 
llanamente que, a la fecha de aprobación de 
esta ley, la superficie no sea superior a 1.000 
hectáreas, ya que quien al 25 de junio de 1999 
tenía 1.000 hectáreas, hoy puede tener muchos 
miles más e igualmente se verá favorecido por 
esta norma. Traté de averiguar esto desde que 
lo estudiamos en la Comisión, pero nadie me lo 
supo contestar. Pregunto si alguien lo sabe, 
porque sería muy llamativo que hubiera un 
artículo del proyecto que nadie supiera por qué 
está; en definitiva, no habla bien de este 
Parlamento que votemos algo sin saber por qué. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: nos 


consta la convicción con que el señor Diputado 
Berois Quinteros ha defendido la derogación de 
la norma que prohibía la constitución de 
sociedades anónimas con acciones al portador 
para la propiedad de la tierra. Nos parece que 
es importante reconocer cuándo se actúa con 
convicción; nosotros también estamos convenci- 
dos de que difícilmente haya existido una ley tan 
nociva y tan perniciosa como la que derogó 
dicha prohibición. 

Ya se han señalado dos argumentos, que se 
repitieron esta tarde. En primer lugar, se ha 
preguntado por qué razón no se debe admitir las 
sociedades anónimas con acciones al portador 
para el sector agropecuario, cuando en los otros 
sectores de la actividad económica sí se per- 
miten. 

Tenemos la convicción de que las sociedades 
deben ir avanzando en el sentido de que se 
conozca la propiedad del capital; en todo caso, 
las normas deberían orientarse para no permitir 
sociedades anónimas con acciones al portador, 
salvo cuando ellas coticen en mercados de 
capitales. En este caso, se justifica la existencia 
de capital al portador, justamente para permitir 
la posibilidad de transacciones. Pero en las 
demás sociedades, si quieren avanzar, ¿cuál es 
la dificultad en que se sepa quiénes son sus 
propietarios? Deberíamos preguntarnos, pues, si 
desconocerto tiene algún sentido favorable. 
Salvo en el caso de las sociedades que cotizan 
en bolsa, no hay justificativo para que se 
sostenga la necesidad de que existan socieda- 
des anónimas con acciones al portador. 

En el caso particular del sector agropecuario, 
se manejó un segundo argumento: el de 
posibilitar procesos de asociación. Nos pregun- 
tamos si alguien verdaderamente cree que un 
capitalista va a venir a invertir en una sociedad 
anónima para asociarse con el productor que 
está explotando la tierra. No debemos ser 
ingenuos: quien tiene un capital comprará 
directamente la tierra; no va a esperar por un 
proceso asociativo, porque entre otras cosas, 
como bien decía la señora Diputada Montaner, 
la tierra es y ha sido a través del tiempo una 
excelente inversión en materia inmobiliaria. 
Entonces, si se quiere dar argumentos, que se 
busquen otros, porque éstos, en definitiva, 
favorecen un proceso estrictamente especulativo 
y, con todo respeto, no lo consideramos de 
recibo. A pesar de que compartamos la necesi- 
dad de un proceso de asociación en los sectores 
agropecuarios, que -diría- es imprescindible, no 
lo vamos a lograr mediante estas asociaciones. 
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Hoy, con este artículo 82 se completa el 
estado de situación generado con la eliminación 
de esa prohibición. Se trata de un artículo 
claramente inconstitucional, porque existe un 
principio en materia tributaria por el que la carga 
tiene que ser igual para todos los que están en 
una misma posición. Pero aquí no sólo se hace 
una distinción con respecto a otro tipo de 
sociedades, sino también entre las propias 
sociedades anónimas, lo que es una clara 
discriminación que no admite un análisis serio. 
Si lo que verdaderamente se quiere es favorecer 
un proceso de asociación, no existe tundamento 
para que sólo las sociedades anónimas con 
acciones al portador sean beneficiadas por esta 
exoneración. 

Por lo tanto, más allá de las convicciones con 
que los señores Diputados defienden este 
artículo, creemos que en los hechos no existen 
fundamentos para su permanencia en el proyec- 
to. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 82, 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en setenta y uno: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR ARRARTE FERNANDEZ.— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ARRARTE FERNANDEZ.— Señor 
Presidente: con la misma convicción con que he 
votado afirmativamente artículos anteriores, en 
este caso, me opongo al artículo 8% porque 
considero que es perjudicial para el país. 

Uruguay sufre un grave proceso de emigra- 
ción desde el campo a la ciudad, lo cual genera 
un costo muy grande para la sociedad. El 
estímulo fiscal que se otorga con este artículo 
para que pequeños y medianos productores 
puedan transformar sus empresas en socieda- 
des anónimas, seguramente tendrá el efecto de 
promover la emigración de más productores 
desde el campo a la ciudad, mientras las 
sociedades anónimas se quedarán con sus 
tierras. 

Entiendo que este artículo estimula el actual 
proceso de concentración de la propiedad de la 
tierra uruguaya. Ninguna sociedad anónima va 
a ayudar a los pequeños productores con 
incorporación de capital de riesgo para que 


inviertan en tecnología. Todos sabemos -es- 
pecialmente quien habla, como productor 
agropecuario- que el agro tiene muy baja 
rentabilidad, tanto en nuestro país como en el 
resto del mundo. En cambio, no ocurre lo mismo 
con la inversión especulativa en bienes rurales 
inmobiliarios. 

Si además pensamos que la futura política 
fiscal uruguaya hacia el agro será la de 
promover el impuesto a la renta real eliminando 
el resto de los impuestos, se abre la puerta para 
que la inversión en tierra con fines especulativos 
sea muy propicia. Cualquier capital extranjero 
del que no se conozca el origen comprará tierra 
sin impuestos, la mantendrá improductiva por el 
tiempo que sea sin pagarlos, y la venderá el día 
que sea redituable en el mercado. Mientras 
tanto, nuestros doscientos cincuenta mil pobla- 
dores rurales emigrados en los últimos treinta 
años seguirán tratando de conseguir un espacio 
en la sociedad, generando altos costos en este 
acelerado proceso de urbanización que vive el 
país. 

Esto es una contradicción, porque la base 
económica uruguaya es la agropecuaria y no la 
industrial. Pensemos en lo que cuesta al país 
incrementar los servicios de saneamiento, de 
recolección de basura, de construcción de 
nuevas viviendas urbanas, de generación de 
nuevos empleos para personas no preparadas 
culturalmente, y nos daremos cuenta de que con 
el artículo 82 se va por mal camino. 

Tampoco podemos decir que los productores 
no hemos invertido en tecnología, para justificar 
el ingreso de capitales extranjeros en el agro. 
En los últimos cinco años los productores 
uruguayos aumentaron su gran deuda bancaria 
en US$ 900:000.000. Gran parte de estos 
recursos fueron destinados a inversiones en 
nuevas tecnologías, lo que, sin duda, aumentó 
la productividad de casi todos los rubros 
agropecuarios. 

Por último, y para justificar mi oposición a 
este artículo -que veo como gran estímulo a la 
concentración de la propiedad de la tierra-, 
deseo poner de manifiesto la gran vulnerabilidad 
y propensión de los productores uruguayos a 
vender todo e irse a la ciudad, porque ya deben 
3:000.000 de hectáreas, es decir, el equivalente 
a tres veces el departamento de Rocha. 

Estoy convencido de que cualquier proyecto 
futuro de desarrollo agropecuario fracasará si la 
tierra no está en manos de gente que sea 
estimulada para producir más. 

Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— En dis- 
cusión el artículo 9*, 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: simplemente quiero decir que hemos inter- 
venido en la redacción de este artículo conjun- 
tamente con la Sociedad Rural de Durazno. 

En ocasión de una visita que realizara el 
señor Presidente de la República al departamen- 
to de Durazno, nos comprometimos a llevar al 
texto del proyecto de ley la tendencia respecto 
a que algunos grupos de productores puedan 
ser beneficiados por los artículos 11 y 16 de la 
Ley N* 16,906. 

En este caso se tiende a plasmar la filosofía 
del señor Presidente de la República, quien el 
12 de marzo hizo una mención especial a la 
Sociedad Rural de Durazno y a la forma de 
producción que debe tener el sector. Este saldrá 
adelante siempre y cuando se tienda a que los 
agrupamientos colectivos puedan realizar un 
desarrollo a mayor escala porque en ella estará, 
sin lugar a dudas, la esencia de la producción 
y de la exportación que el pals tanto necesita. 

Por ese motivo, no quería dejar pasar esta 
instancia sin decir que votaré afirmativamente 
este artículo y sin dejar expresa constancia de 
que, por economía procesal -como decimos los 
abogados- y para que la Cámara pudiera votar 
libremente, decidí no hacer uso de la palabra 
cuando se consideraron otros. Reitero que 
quería dejar establecida esta clara mención a la 
actitud del señor Presidente de haber apoyado 
a los gremios y a la Sociedad Rural de Durazno. 


SEÑOR AGAZZI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: mu- 
chas veces hemos intervenido, y lo seguiremos 
haciendo, para dejar sentada una crítica a 
aspectos que no coinciden con nuestra opinión 
o que consideramos mejoras insuficientes para 
el sector; y otras veces lo hacemos para 
expresar nuestra aprobación. 

Queremos intervenir en la discusión de este 
artículo para expresar claramente la importancia 
que asignamos a este tipo de medidas. El agro 
del futuro no podrá apoyarse en productores 
individuales, separados los unos de los otros, en 


suelos empobrecidos y sin capitalización. 

Quizás el fracaso del Instituto Nacional de 
Colonización hasta ahora se deba al modelo de 
desarrollo agropecuario escogido. Quizás los 
productores lecheros fueron los primeros que 
realizaron ensayos de este tipo -muchas veces 
para compensar con acciones grupales lo que 
la realidad económica no les permitía obtener 
solos, dado lo limitado de su superficie-, es 
decir, utilizando máquinas en común, llevando 
adelante emprendimientos que ellos mismos 
gestionaban, experiencias en campos de recría, 
etcétera. Las cooperativas de apicultores y las 
de avicultores son algunas de las muchas 
formas que la realidad agraria nacional se ha 
dado, sobre todo con relación a los pequeños 
y medianos productores. De esta manera, 
iniciaron formas nuevas de asociación que no 
sólo les dieran viabilidad en la realidad agraria 
de hoy, sino que también pudieran llegar a ser 
embriones de un agro diferente en el futuro. 

A esto nosotros le damos mucha importancia 
y lo vamos a votar afirmativamente por las 
potencialidades que tiene. 

Es cuanto queríamos decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 92. 


(Se vota) 
— Setenta y cinco en setenta y seis: Afirmativa. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra para fundar el voto. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: no hice uso de la palabra cuando se 
analizó el artículo que acabamos de votar, pero 
me parece importante dejar una constancia. 

Como bien ha dicho el señor Diputado Acosta 
y Lara, éste es un elemento importantísimo para 
incentivar la asociación, que es lo que tanto se 
está buscando en el campo. La capitalización y 
la asociación son aspectos importantes para el 
sector productivo, sobre todo teniendo en cuenta 
lo que se debe ir incorporando para lograr una 
mejor producción, 

Entiendo que incentivar a las asociaciones 
para que se puedan ver beneficiadas a través 
de las diferentes exoneraciones del IVA, del 
¡MES! y del Impuesto al Patrimonio, constituye 
una medida ingeniosa. Estos incentivos también 
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se pueden otorgar a través de la Ley de 
Inversiones, que ha venido funcionando en el 
país. 

Quería dejar estas constancias porque en- 
tiendo que es un elemento muy importante a 
tener en cuenta para la producción agropecuaria 
en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — En dis- 
cusión el artículo 10. 


SEÑOR GUARINO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: que- 
remos hacer especial hincapié en este artículo 
porque la Contribución Inmobiliaria Rural es uno 
de los impuestos que más han aumentado en 
el país en los últimos doce o quince años. Este 
aumento no se ha producido por casualidad ni 
porque haya caído del cielo, sino que obedece 
a políticas que permitieron que durante todo ese 
tiempo -particularmente a partir de 1990- este 
impuesto se incrementara de acuerdo con el 
Indice de Precios al Consumo, cuando era 
notorio el retraso del tipo cambiario. Esto 
determinaba que el productor que pagaba este 
impuesto en pesos cada vez tuviera que pagar 
mucho más en valor de sus productos para 
cubrirlo. 

Nos parece una buena señal la reducción de 
este impuesto, señal que es reclamada desde 
hace muchos años por todos los productores 
agropecuarios del país. 

Esos aumentos no fueron por casualidad, 
sino que tueron fruto de las políticas económi- 
cas, que han tenido continuidad y que se han 
aplicado hasta el momento. Estos aumentos en 
la Contribución Inmobiliaria Rural constituían 
una de las formas de financiar a las Intenden- 
cias Municipales del interior del país, en lugar 
de permitir que desde el Gobierno Central se 
hicieran transferencias de recursos de otros 
sectores de la economía. Esto significa que 
durante los últimos diez años los productores 
agropecuarios estuvieron financiando, muchas 
veces con parte de sus propios activos, el 
funcionamiento de las Intendencias, resolviendo 
el problema al Gobierno Central. 

Entonces, que hoy haya una señal de cambio 
nos parece positivo. De todas formas, tal como 
viene propuesta esa rebaja del 25% no resuelve 
de la mejor manera el problema porque hay dos 
aspectos básicos que nuestra fuerza política 


cree que deberían modificarse para que la 
iniciativa fuera más justa. 

Por un lado, se hace una distribución al voleo 
-como se ha dicho- de los US$ 15:000.000, que 
es lo que costará esa rebaja; no se hace 
diferenciación de acuerdo con la extensión, las 
necesidades y las realidades de los productores. 
Por otra parte, no se diferencia entre propieta- 
rios y arrendatarios. Como todos sabemos, en 
nuestro país hay un porcentaje importante de 
productores que son arrendatarios. Como este 
beneficio está destinado al dueño de la tierra 
«en la mayoría de los contratos de arrendamien- 
to se establece que el pago de la Contribución 
inmobiliaria la realiza el arrendatario-, se priva 
del beneficio a quienes realmente están en la 
situación del productor, es decir, al arrendatario. 

De acuerdo con los datos del censo hay 
aproximadamente 9.000 productores que son 
arrendatarios y, de ellos, el 76% trabaja menos 
de 200 hectáreas. ¡Vaya, entonces, si estos 
productores necesitarán un alivio en sus egresos, 
sobre todo en los relativos a la Contribución 
inmobiliaria Rural! 

Nos parece injusta esta forma de distribución 
porque, tomando un ejemplo de los estudios 
publicados en el último censo -el de 1990-, 
podemos decir con relación al sector ganadero 
que hay 13.000 explotaciones dedicadas espe- 
cialmente a la producción de carne y de lana 
que tienen un promedio de 156 hectáreas, lo que 
nos está diciendo que por este concepto cada 
productor recibirá como beneficio total alrededor 
de US$ 140 a lo largo del año, cifra que, como 
se comprenderá, resulta totalmente insuficiente 
y ni siquiera ha habido una señal de que pueda 
haber una mejora en sus posibilidades. 

En el otro extremo hay grandes productores 
que van a verse beneficiados con montos 
absolutos muy considerables. 

Para tomar este tema en forma más global 
y verlo en su real magnitud, queremos decir que, 
de acuerdo con las cifras del mencionado censo 
-seguramente serán muy inferiores cuando este 
año se realice el nuevo censo, pero vamos a 
manejarnos con ellas-, habría 46,000 producto- 
res, que representan el 80% del total, que 
explotan superficies inferiores a las 500 hectá- 
reas y que, de esos US$ 15:000.000 que va a 
costar esa rebaja, estarían recibiendo apenas un 
26%, aproximadamente US$ 4:000.000. Por otro 
lado, algo más de 7.000 productores ocupan 
más de 11:000.000 de hectáreas y estarían reci- 
biendo US$ 11:500.000 de los US$ 15:000.000 
que se van a destinar por este concepto. 
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Como vemos que eso es injusto y no 
beneficia más a quien más lo necesita, presen- 
tamos un sustitutivo en el que se establecen 
franjas de distribución. La primera de ellas está 
ocupada por los productores que explotan 
menos de 100 hectáreas, a quienes se les 
exonera en un ciento por ciento. Estamos 
hablando de 31.800 productores que, de acuer- 
do con el monto de la Contribución Inmobiliaria 
Rural y con las hectáreas que ocupan, tendrían 
una exoneración global de aproximadamente 
US$ 3:200.000. 

La segunda franja va de 100 a 500 hectáreas 
y proponemos la exoneración del 50% de la 
Contribución Inmobiliaria Rural. De esta manera, 
estaríamos beneficiando a 13.088 productores 
que ocupan 3:066.000 hectáreas, lo que signi- 
ficaría una exoneración de US$ 5:500.000. 

Y para la última franja, la de los productores 
de entre 500 y 2.500 hectáreas -que significa 
un beneficio a 6.818 productores-, proponemos 
una exoneración del 25%, 

En su conjunto estaríamos hablando de la 
misma cifra que el Estado va a disponer para 
esta exoneración, que es de US$ 15:000.000. 
Quedarían fuera de ella 1.099 productores que, 
reitero, según los datos del censo, explotan más 
de 2.500 hectáreas y están ocupando alrededor 
de 4:000.000 de hectáreas en el país. 

Creemos que a través de este artículo 
sustitutivo se hace justicia y se recoge el 
planteamiento que las gremiales de productores 
han formulado en las distintas reuniones a las 
que asistimos, tanto en Comisiones como en 
sesiones del gremio. 

También proponemos la creación de un 
certificado de crédito tributario que permita que 
los arrendatarios se beneficien al canjearlo para 
abonar la Contribución o como forma de pago 
de sus obligaciones frente a los propietarios. 

De modo que con este planteamiento que 
nuestra fuerza política realiza, estamos distribu- 
yendo el mismo monto, dando la misma señal, 
pero con un contenido social mucho más 
adecuado, que es el de concentrar el esfuerzo 
en los que más lo necesitan. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: si 
bien ya hice diversas consultas a la señora 
Diputada Charlone, quiero que se me aclare una 
duda en cuanto a la redacción del artículo 


sustitutivo que figura en la Hoja N2 5. En él se 
habla del cambio de criterio para bajar el monto 
de la Contribución Inmobiliaria y se dice "Quien 
explote hasta 100 hectáreas CONEAT". Quisiera 
saber si allí hace falta agregar el Índice 100. 


SEÑOR GUARINO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: es 
claramente un problema de redacción. En el 
texto se hace referencia a 100 hectáreas 
CONEAT 100, que es el promedio que siempre 
manejamos en este tipo de redacción. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: éste 
es un ejemplo casi paradigmático que dice 
relación con lo que se llama -perdóneseme el 
término algo alambicado- "ceteris paribus", que 
es un método que se utiliza en el análisis de 
las ciencias sociales para dejar congeladas 
todas las variables que actúan en torno a una 
determinada situación y referirse a una en 
especial. Creo que acá se puede aplicar porque 
nos estamos refiriendo a una realidad contextual 
del país que es igual para todos. Estamos 
refiriéndonos a un problema de endeudamiento 
que es igual para todos; estamos refiriéndonos 
a un aspecto de esa carga tributaria, que es la 
Contribución Inmobiliaria, que es igual para 
todos, y nos estamos refiriendo al costo de una 
exoneración que aceptamos que sea la misma: 
US$ 15:000.000. Sin embargo, aquí una vez 
más -y seguramente lo iremos viendo y desgra- 
nando en los demás artículos de este proyecto 
de ley que se considerarán y en muchas otras 
iniciativas que vendrán- nos volvemos a encon- 
trar con las dos visiones de país. Esto queda 
absolutamente en claro porque mediante este 
proyecto de ley se está favoreciendo, no al 
productor rural, no al que trabaja la tierra, no 
a los que vinieron el 13 de abril del año pasado 
con sus tractores, con sus caballos y vehículos 
a protestar por la situación, que son los que 
trabajan la tierra y que básicamente están 
endeudados, sino a otros. 

Aquí hemos presentado un artículo sustitutivo 
que es creativo, no sólo porque establece 
franjas por aquello de favorecer precisamen- 
te a quienes están más perjudicados, sino -tal 
como expresaba recién el señor Diputado 
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Guarino- por la instalación del certificado de 
crédito tributario que permite, de una manera 
precisa y técnicamente bien elaborada, la 
posibilidad de que estos US$ 15:000.000 que el 
Poder Ejecutivo va a destinar para disminuir la 
carga tributaria de la Contribución Inmobiliaria 
Rural, vayan directamente a quienes todos han 
dicho que quieren beneficiar. Digo esto porque 
no he escuchado a nadie que haya dicho: 
"Nosotros no queremos favorecer a los produc- 
tores rurales". Y si alguien me lo dice, lo saludo 
y lo felicito porque es un gesto de una 
honestidad realmente encomiable. Entonces, 
que se diga tranquilamente: "A nosotros no nos 
preocupan los productores rurales; a nosotros 
nos preocupan los propietarios de la tierra y a 
ésos queremos favorecer"; eso es lícito. En 
muchos países hay corrientes políticas e 
ideológicas que sostienen y defienden esto con 
mucha vehemencia, pero acá aparentemente 
nadie lo hace. Pero hay que señalar que, se diga 
o no, eso es lo que está contenido en este 
artículo de este proyecto de ley; esto es lo que 
se va a aplicar y es lo que va a ocurrir. 

Lo que dijo el señor Diputado Guarino lo 
comparto en forma absoluta, pero voy a 
completar sus dichos refiriéndome a un capítulo 
que no es de menor importancia y que está 
referido a esto. Básicamente, ¿quiénes son los 
que están endeudados? Los productores rurales; 
no los propietarios que les arriendan su tierra. 

Debo decir que, según la estimación que 
hacen los especialistas en el tema, un 40% de 
la tierra está en manos de arrendatarios y no 
de propietarios. Resulta que acá -sepámoslo 
todos- no se está favoreciendo a ese 40% que 
son los arrendatarios; se está favoreciendo al 
propietario de la tierra. Pero es el arrendatario 
quien a veces debe soportar la asfixia que le 
provoca el propietario de la tierra, que le quiere 
cobrar y, si no paga, lo echa. Y es a este último 
a quien le estamos dando la plata y no al que 
realmente está produciendo, que es a quien 
realmente debemos auxiliar. 

Tal como se discutió al tratarse el artículo 
anterior, referido a las acciones al portador, 
sabemos que hay muchos propietarios de tierra: 
algunos son estancieros *"ausentistas" de deter- 
minado nivel de propiedad para arriba, propie- 
tarios de varios predios; muchos son a su vez 
industriales o profesionales exitosos; muchos 
son ¡jugadores de tútbol. Sabemos que, en 
general, los jugadores de fútbol que logran un 
contrato en el exterior, cuando regresan O 
todavía están allá invierten en tierras. Por 


ejemplo, en el departamento de Rivera -bien se 
sabe, porque además lo han hecho público ellos 
mismos- hay famosos jugadores de fútbol o 
directores técnicos que son propietarios de 
grandes o, por lo menos, importantes extensio- 
nes de tierra, y eso debe ocurrir en muchos 
lados. Es una inversión segura; invierten bien. 
Tal vez Paco Casal los esté asesorando y en 
esta materia, como en muchas otras, lo está 
haciendo bien. 

En definitiva, esa gente que se dedica a jugar 
al fútbol, o que es dueña de destacados estudios 
profesionales -un bufete de abogados o de con- 
tadores-, o que tiene empresas, industrias o co- 
mercios, no es la que está endeudada. Sin 
embargo, es a ellos -por lo menos al 40% de 
ellos- a quienes se va a otorgar estos 
US$ 15:000.000. Yo pregunto a los señores 
legisladores del Partido Nacional y del Partido 
Colorado si efectivamente quieren hacer eso. 
Reitero: ¿se quiere ayudar a esa gente o a los 
productores rurales? Porque si se desea ayudar 
a los productores rurales debemos decir clara- 
mente que es necesario cambiar la redacción de 
este artículo, pues de lo contrario no es eso lo 
que se va a hacer. 

Aquí es donde está el famoso tema de la 
filosofía. Yo estoy seguro de que, se diga o no, 
quienes elaboraron este proyecto estaban pen- 
sando en ayudar a los propietarios de la tierra. 
Aquí se trata de que unos pocos ganen mucho 
y sean muy ricos, y que el resto se arregle como 
pueda. Esa es la filosofía que está impregnada 
en una enorme cantidad de artículos del 
proyecto en cuestión, y en éste se advierte 
claramente. En definitiva, el universo en que nos 
movemos y el monto de los recursos destinados 
es el mismo, pero no la orientación y la filosofía. 
Deben tener mucho cuidado quienes creen que 
la filosofía no existe, porque de repente la tienen 
metida en el cerebro de contrabando. ¡Vaya si 
la filosofía guía muchas de las conductas y de 
las acciones! Las propuestas parten de alguna 
concepción filosófica que las inspira, y aquí está 
presente. Por eso vamos a votar en contra... 
Perdón, me corrijo: vamos a votar afirmativa- 
mente el artículo sustitutivo. 


(Hilaridad) 


— Los señores Diputados saben que no tengo 
ningún problema en corregirme. A algunos 
señores legisladores que recién me conocen les 
aclaro que tengo absoluta serenidad y convic- 
ción acerca de lo que pienso. Si estoy 


80 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


equivocado, me corrijo, y si de algo tengo que 
desdecirme, lo hago. El señor Diputado Mieres, 
que me conoce desde hace muchos años, sabe 
que toda la vida he sido asf. 

Quiero decir que vamos a votar a favor 
porque no queremos que después se diga que 
no votamos la disminución -aunque sea poquito- 
de la Contribución inmobiliaria. Sabemos que va 
a ayudar poco, sobre todo a quienes necesitan 
más, y mucho a quienes no la precisan, pero 
esto es harina de otro costal, y en otro momento 
lo discutiremos. Hoy lo vamos a votar, aunque 
vamos a presentar el artículo sustitutivo porque 
entendemos que, además de manejarse con los 
mismos recursos que el Poder Ejecutivo ha 
destinado, tiene una filosofía que no es de 
izquierda ni marxista, sino de cuño clara y 
nítidamente batllista. 

Esto es cuanto deseaba decir. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
con respecto a este artículo, estamos de 
acuerdo con el señor Diputado Baráibar en que 
es muy difícil llegar a una ecuación de equidad 
en cuanto a la parte tributaria del sector 
agropecuario. 

En primer lugar, debemos pensar que hoy la 
extensión de tierras no es un indicador ciego de 
rentabilidad o de productividad, pues es eviden- 
te que 150 hectáreas de arroz o de cítricos 
tienen una rentabilidad diferente a la que 
pueden tener, por ejemplo, 2.000 hectáreas en 
un suelo de basalto superficial, donde la 
rentabilidad es mucho menor. En segundo 
término, en la década del sesenta se probó el 
IMPROME, un impuesto que no funcionó, sobre 
las ventas potenciales o la posible producción. 

En esta Cámara, todos los sectores políticos, 
entre ellos el integrado por el señor Diputado 
Baráibar, aprobaron la rebaja del Impuesto al 
Patrimonio e, inclusive, la no inclusión en éste 
de los inmuebles rurales. También en esto todos 
estuvimos en ese camino. Creo que pedir hoy 
la exoneración total de la Contribución inmobi- 
liaria sería muy fuerte, porque se trata de 
US$ 60:000.000. Como expresa el señor Dipu- 
tado Baráibar, tenemos que ayudar al pequeño 
productor rural, pero me parece que eso no pasa 
simplemente por el tema fiscal. El pequeño 
productor rural es el que tiene menos, el que 
paga menos y el que contribuye menos, máxime 


si lo comparamos con los contribuyentes del 
sector de servicios. Pienso que tenemos que 
ayudarlo de otra manera. 

Si bien estoy de acuerdo con el señor 
Diputado Baráibar en el sentido de que la 
Contribución Inmobiliaria es un impuesto tosco 
y tenemos que analizar cómo instrumentarlo de 
ahora en adelante, no debemos olvidar que es 
uno de los impuestos que están haciendo mayor 
presión tributaria en el productor rural, en la 
escala de tributos que hoy presenta todo el 
sector agropecuario. Los tributos que nacen de 
la Administración Central resultan práctica- 
mente insignificantes, en lo que es la carga 
fiscal, con respecto a la Contribución inmobilia- 
ria por parte de las Intendencias que la están 
cobrando. 

Los impuestos implementados, primero se 
han probado, por lo que no se trata de juzgar 
a la ligera ni de tener distintas filosofías. Todos 
estamos embarcados en el objetivo de ayudar 
al sector agropecuario. Como decía, se ha 
aprobado el famoso IMPROME, y ahora estamos 
en la duda entre el IRA y el IMEBA. Nosotros 
vamos a tratar de evitar que alguno de esos dos 
impuestos elimine al otro. Los productores 
rurales están pidiendo que sea optativo, porque 
el impuesto a la renta es ciego, se aplica sobre 
algo que está en el campo, una pieza que se 
va valorizando -no es como el IMEBA-, pero en 
este momento el productor rural puede liquidarlo 
a través del flujo financiero que hace realizando 
la venta. 

Entonces, digo al señor Diputado Baráibar 
que también debemos hermanarnos en esos 
temas cuando se consideren al tratar el 
Presupuesto, y luchar para que al sector 
agropecuario le dejen la opción. El IRA -Im- 
puesto a las Rentas Agropecuarias- resulta de 
ditícil gestión para la liquidación, por lo que el 
pequeño empresario agropecuario se ve obliga- 
do a encargarla a una gestoría o a un contador, 
mientras que con el IMEBA el trámite se 
simplifica. 

Entiendo que en ese camino debemos andar 
juntos, pues el señor Diputado Baráibar también 
votó la rebaja del Impuesto al Patrimonio y la 
supresión del relacionado con la enajenación de 
los inmuebles rurales. En muchos aspectos 
coincidimos, pero en otros, como en éste, no. 
En vez de poner reparos a lo que se está 
presentando como una nueva salida y un 
esfuerzo por parte del gobierno, debemos 
aceptarlo. En ese sentido, bienvenido sea todo 
lo que pueda aliviar esta situación. 
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SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
contestar una alusión 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: la 
señora Diputada Montaner sabe -ambos hemos 
integrado el Cuerpo en la Legislatura anterior- 
que tengo la mejor consideración de su persona. 
Creo que tiene mucha convicción y está muy 
fundamentada en fo que dice. Y tengo que 
creerle; nunca dudé, y ahora tampoco. Lo que 
yo digo es que, si efectivamente tenemos las 
mismas finalidades, en alguna medida tenemos 
que desabroquelarnos de las posiciones en las 
que nos situamos, que a veces nos obligan a 
aparecer discrepando cuando de pronto no 
tenemos tantas diferencias. Entonces, si nos 
trazamos objetivos claros, sin los instrumentos, 
sin duda vamos a estar de acuerdo en más 
puntos que los que estamos coincidiendo en 
este proyecto. Cincuenta artículos en los que 
coincidimos no es poco, pero sabemos que no 
son los principales, en los que marcamos las 
diferencias. 

Con respecto a por qué algunos impuestos 
no funcionaron -es un tema my técnico; acá hay 
gente especializada en el tema, y no quiero 
incursionar en esto-, entiendo que ello se debió 
a que faltó voluntad política para llevarlos a la 
práctica, como tampoco la hubo en el caso de 
aquellos siete proyectos de ley de reestructura 
del sector agropecuario que impulsó Wilson 
Ferreira Aldunate. Esas iniciativas realmente 
fueron revolucionarias en su época y, sin 
embargo, no se pudieron llevar adelante porque 
no hubo voluntad política debido a que los 
intereses políticos que esos proyectos afectaban 
terminaron ahogándolos e impidiendo que pros- 
peraran. 

Es cuanto quería decir. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Disculpe, 
señora Diputada. La Mesa le va a dar la palabra 
para hacer la aclaración, pero apela a su 
sensibilidad en cuanto a evitar un dialogado con 
nuevas alusiones. 

Tiene la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Estoy totalmente de 
acuerdo y también tengo el mejor de los 
conceptos sobre el señor Diputado Baráibar. 
Quizás él me pueda ayudar un poco diciéndome 


cómo instrumenta la Contribución Inmobiliaria 
Rural su fuerza política en Montevideo, pues eso 
podría ser un indicador para que lo tomemos. 
Agradezco al señor Diputado sí puede contes- 
tarme. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — ¿Termi- 
nó, señora Diputada? 


SEÑORA MONTANER.— Sí, señor Presiden- 
te. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Berois Quinteros. 


(Interrupción del señor 


Baráibar) 


Representante 


— Reitero que tiene la palabra el señor Diputado 
Berois Quinteros. 


SEÑORA MONTANER.— Permita, señor Pre- 
sidente, que el señor Diputado Baráibar me 
responda. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Quien 
dirige el debate es el Presidente. Si la señora 
Diputada desea cuestionar a la Mesa, puede 
hacerlo; no tengo problema. Cuando le di la 
palabra, apelé a su sensibilidad solicitándole 
que no hiciera alusiones, pero las hizo. La Mesa 
intenta articular el debate de buena fe. 

Tiene la palabra el señor Diputado Berois 
Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: en el marco de las consideraciones que 
se han realizado, y sobre todo en relación con 
algunas dudas e interrogantes planteadas por el 
señor Diputado Baráibar, pregunto a este señor 
legislador por qué no las planteó en la Comisión. 
El señor Diputado Baráibar no hizo estos 
planteos a ese nivel. Es más: no habló. De 
pronto, en ese ámbito de trabajo se podría haber 
encontrado una respuesta. No quiero hacer 
perder tiempo a la Cámara, pero habría sido 
importante que estos temas, con el éntasis 
puesto por el señor Diputado Baráibar, hubieran 
sido planteados en la Comisión. 

Con relación a la propuesta que está a 
consideración del Cuerpo, se apunta a reducir 
el peso muy importante que tiene la Contribución 
inmobiliaria Rural, lo que se ha venido pidiendo 
por parte del sector agropecuario desde hace 
mucho tiempo. En este mismo ámbito, el señor 
Diputado Guarino se refirió al peso que tiene 
dicho gravamen, y de lo que se trata es de hacer 
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una rebaja tributaria. 

Como manifesté el otro día, con esta 
exoneración no se espera solucionar la proble- 
mática de los productores, ya sean pequeños o 
no. Si al pequeño productor de cien hectáreas 
lo exoneramos del pago de la Contribución 
inmobiliaria Rural, a US$ 4 por hectárea 
tendríamos un total de US$ 400, con lo que no 
le solucionamos el problema, ya que con esa 
suma no le da ni para veinte metros de 
alambrado. Desde ese punto de vista, se trata 
simplemente de realizar una rebaja tributaria. 

En el caso del pequeño productor  -lo 
manifesté en Comisión y también en el plena- 
rio-, se ha venido invirtiendo. En el PRONADEGA 
-Programa Nacional de Desarrollo de Pequeños 
y Medianos Ganaderos- se han invertido más de 
US$ 700.000 por año. El PREDEG -Programa de 
Reconversión y Desarrollo de la Granja- supone 
US$ 49:000.000 de inversión. Esto no es poco; 
es mucho más que los US$ 15:000.000 que se 
dan por un año. El FIDA representa unos 
US$ 20:000.000 y abarca a asalariados rurales 
y a pequeños productores. El PREDER implica 
US$ 70:000.000 de inversión en el riego, uno 
de los principales insumos. Inclusive, se piensa 
invertir mucho más -US$ 200:000.000- en el 
Programa de Desarrollo Ganadero, apuntando, 
precisamente, al pequeño productor agropecuario, 
más los US$ 150:000.000 en relación con el 
BID, 

Por ahí pasa el tema de los recursos; si el 
señor Diputado lo desea, podemos discutir cómo 
se reparten, lo que también es importante, A 
través de la disposición a consideración de la 
Cámara, simplemente se establece una rebaja 
tributaria, que es algo muy diferente. Por otra 
parte, es algo que el sector venía pidiendo. Una 
rebaja del 25% en la Contribución Inmobiliaria 
Rural realmente representa un alivio. 

Cuando se dice que los arrendatarios no 
están endeudados, eso no es así, no es cierto. 
Todos están endeudados, tanto los propietarios 
como los arrendatarios. Inclusive, si bien es 
difícil de comprobar, en la práctica muchas 
veces es el arrendatario quien paga la Contri- 
bución, porque se le traslada ese costo. Por lo 
menos, es lo que se hace en la práctica en una 
cantidad de arrendamientos que conozco. 

Entonces, las afirmaciones muy vehementes 
que se hacen en Cámara, partiendo de ciertas 
presunciones, entiendo que no son buenas para 
el desarrollo de la discusión que estamos 
sosteniendo. A lo que apunta esta disposición 
es a disminuir el peso de un factor como lo ha 


sido, históricamente, el de la Contribución 
inmobiliaria Rural con relación al sector 
agropecuario. Y no se trata de favorecer a uno 
o a otro. Me parece que la discusión principal 
va por otro lado y no por éste, de la rebaja 
tributaria. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si el 
señor Diputado Baráibar no va a contestar 
ninguna alusión, le concedo el uso de la palabra 
al próximo orador anotado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Voy a responder al 
señor Diputado Berois Quinteros dando cumpli- 
miento al pedido del señor Presidente, en 
agradecimiento a su galantería de otrecerme la 
palabra sin haberla solicitado. 

Quiero decir que este proyecto fue presen- 
tado en el Senado, por lo que en esto estamos 
actuando como una Cámara homologadora; 
simplemente estamos votando lo que se discutió 
y aprobó en ese ámbito. Aquí no hemos podido 
introducir ninguna modificación. Nuestro proyec- 
to lo presentamos en el Senado y no fue 
aceptado. Si, en definitiva, los objetivos son 
compartibles -tesis a la que se afilia el señor 
Diputado Berois Quinteros-, ¿por qué no se 
aceptó introducir una fórmula que mantiene la 
misma situación y el mismo monto de endeuda- 
miento establecido por el Poder Ejecutivo, con 
la certeza de que el beneficio realmente va a 
llegar al productor rural y no al terrateniente, al 
propietario de la tierra? ¿Por qué no se hizo? 
Nadie me dio una respuesta. Ahí está la 
explicación de por qué tengo que responder, 
sencillamente, que no se hizo porque no hay 
voluntad política y porque hay diferencias 
conceptuales de fondo. 

Además, en cuanto a lo que manifestaba el 
señor Diputado preopinante, efectivamente, 
muchas veces los arrendatarios están endeuda- 
dos; desde luego que es así, y ésta es la razón 
por la que pretendemos que de la rebaja en la 
Contribución Inmobiliaria Rural se beneficien 
quienes están en el predio y no los propietarios 
de la tierra, que no son los que están 
endeudados. Precisamente, las deudas que 
tiene el arrendatario son con los propietarios, 
que en este caso son los que recibirían el 
beneficio, y no el productor, que es a quien 
queremos auxiliar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR TROBO.— Pido 
contestar una alusión. 


la palabra para 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — No me 
percaté de que nadie lo aludiera, señor 
Diputado. 

Reitero que tiene la palabra el señor Diputado 
Da Silva. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


— Si lo desea, puede cuestionar a la Mesa, 
señor Diputado Trobo. 


Tiene la palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR TROBO.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR DA SILVA.— Con mucho gusto, 
señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: creo 
que el estilo de ofrecer la palabra en algunos 
casos y negarla cuando se pide en otros, no es 
el que se debe utilizar para este tipo de debates. 
Francamente, no comparto ese criterio. 

Voy a utilizar parte del tiempo de que dispone 
el señor Diputado Da Silva para formular 
algunas reflexiones. Hace algunos minutos, el 
señor Diputado Baráibar, nombrando al Partido 
Colorado y al Partido Nacional, señaló que él 
tenía una profunda diferencia conceptual en 
cuanto a la forma en que nosotros entendemos 
que se debe tratar al tenedor de la tierra y a 
su propietario en una exoneración impositiva 
como es la de la Contribución Inmobiliaria Rural. 
Por tanto, tengo derecho a responder, en lo que 
a mi Partido respecta, lo que el señor Diputado 
Baráibar manifestó. 

Si el señor Diputado Baráibar tiene tantas 
diferencias con nosotros en cuanto a la forma 
en que se trata al propietario de la tierra y a 
su tenedor en este artículo, supongo que no lo 
va a votar, salvo que estemos ante otra 
revelación de ese tradicional doble discurso de 
la izquierda, que dice una cosa por la prensa 
y hace otra aquí adentro. ¿Por qué, señor 
Presidente? Porque si analizamos y leemos la 
versión taquigráfica de las sesiones de la 
Comisión -en la que el señor Diputado Baráibar 
no habla sobre este tema, como bien decía el 
señor Diputado Berois Quinteros; no sólo no 
pregunta, sino que no habla, y mucho menos 
con la fogosidad y el fervor con que lo hizo 
aquí-, en el Acta N* 8, de 8 de junio de 2000, 
en la página 53, el artículo 10, tal como está 


redactado, en una primera instancia se vota 
afirmativamente por siete votos en trece. Quiere 
decir que ni el señor Diputado Baráibar ni su 
partido lo votaron. Sin embargo, ese horrible 
artículo, que defiende a los terratenientes y 
ataca a los pequeños productores, que son los 
arrendatarios de la tierra, fue reconsiderado a 
solicitud del Frente Amplio y aprobado por 
unanimidad. Si el artículo fuera tan malo, si 
tuviera una diferencia conceptual en el trata- 
miento tributario de los propietarios y los 
arrendatarios, seguramente no se hubiera vota- 
do por unanimidad en la Comisión. Además, de 
ser así suponemos que el Frente Amplio no va 
a votarlo en el plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: ... 


(Interrupción del señor 


Baráibar) 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— La Mesa 
quiere hacer algunas precisiones, 

La Mesa no tiene intención de favorecer a 
nadie en el debate; se podrá equivocar en algo, 
pero reitera que no tiene intención de favorecer 
a ningún Partido en particular en este debate. 

Por otra parte, mientras esté en uso de la 
palabra el señor Diputado Da Silva, la Mesa no 
puede habilitar interrupciones ni aclaraciones de 
ninguna naturaleza. 

Puede continuar el señor Diputado Da Silva. 


Representante 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: pro- 
bablemente después de que terminemos nues- 
tra exposición el señor Diputado Baráibar tendrá 
oportunidad de dar algún tipo de respuesta. 

Aspirábamos a que este artículo fuera tratado 
con seriedad. Hemos escuchado atentamente 
las palabras del señor Diputado Guarino; 
podemos tener algunas discrepancias, pero 
nadie va a discutir la seriedad de su plantea- 
miento. También oímos una exposición que 
probablemente no esté acorde con la situación 
de endeudamiento que está viviendo el sector 
agropecuario. Quienes se rasgan las vestiduras 
por la situación de endeudamiento del sector 
agropecuario, por lo menos deben ser serios en 
el planteamiento en la Cámara. Eso, para 
nosotros, es muy importante. ¿Por qué? Porque 
para nosotros el sector agropecuario es impor- 
tante y por ello estamos tratando de otorgarle 
esta rebaja tributaria que, si bien no va a ser 
la panacea -así se exonerase cualquier tipo de 
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tributo por US$ 130:000.000, el sector agro- 
pecuario no tendría posibilidades de salir del 
difícil momento que vive-, aspiramos a que sea 
tratada con seriedad. 

Se ha hablado de la posibilidad de que sean 
sólo los arrendatarios quienes tengan algún 
nivel de endeudamiento. Debo decir que, en la 
agropecuaria, los propietarios y los arrendata- 
rios, pero también los bolicheros, los farmacéu- 
ticos, los dueños de las estaciones de servicio 
y absolutamente todos aquellos que tienen 
alguna relación con el sector, están padeciendo 
esa dificultad. Aquí no se trata de favorecer a 
los arrendatarios e ir en contra de los propie- 
tarios o de beneficiar a los terratenientes y 
estancieros y atacar a los pobres productores 
chicos. Participamos en la Comisión cuando 
compareció el señor Presidente de la Asociación 
de Colonos del Uruguay; nos impactó su 
testimonio y tenemos toda la voluntad del mun- 
do para tratar de encontrar una solución y evitar 
que esta situación se repita. ¿Alguien puede 
discutir que tenemos esa voluntad y esa 
capacidad de ponernos de acuerdo? Lo hemos 
hablado con el señor Diputado Agazzi, que 
realmente sabe del tema agropecuario. 

La urgencia del caso la da la sequía que ha 
padecido el sector agropecuario. Eso impide que 
nos pongamos a rever un contrato de arrenda- 
miento. Digo esto porque otra salida sería hacer 
una revisión de los contratos de arrendamiento 
y establecer una cláusula que estipulara que 
cuando hubiera una rebaja en la Contribución 
Inmobiliaria Rural se debería disminuir la renta. 
Si hoy o mañana este Parlamento plantea la 
rebaja del Impuesto a los Ejes, yo, que no tengo 
un camión, no voy a aspirar a que me reduzcan 
los impuestos por transitar en la carretera en mi 
humilde Volkswagen Gol. 

Tenemos que ser claros. La tributación del 
sector agropecuario es injusta en sí misma; lo 
hemos planteado en la Comisión y en ello 
coincidimos con el señor Diputado Agaz2i. Al día 
de hoy, el índice CONEAT no refleja realmente 
la productividad del campo. El señor Diputado 
Barrios me puede dar la razón: ¿cuántos cam- 
pos arroceros tienen un indice CONEAT de 37 
y cuántos registran uno cercano al 100 pero sin 
la misma rentabilidad? Hay que hacer una serie 
de revisiones. 

Voy a exhortar a los miembros de esta 
Cámara a que, por la delicadeza del tema, 
tratemos de ser serios y no hagamos de esto 
una especie de monólogo paupérrimo; no puedo 
calificarlo de otro modo. 


SEÑOR MASPOLI BIANCHI.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR DA SILVA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MASPOLI BIANCHI.— Señor Presi- 
dente: deseo reafirmar un concepto que expresó 
el señor Diputado Berois Quinteros al que no se 
le prestó suficiente atención. 

Es práctica común en los contratos de 
arrendamiento en la actividad agropecuaria que 
-en modo contrario a lo que se ha expresado 
aquí- quien se hace cargo de la Contribución 
inmobiliaria Rural sea quien hace uso del 
contrato de arrendamiento, es decir, el arrenda- 
tario. O sea que, en este caso, el beneficiario 
será el arrendatario. Entonces, es errada la 
concepción de que hay un 40% de productores 
-en tanto hay un 40% de arrendatarios- que no 
están incluidos en este proyecto de ley. No es 
así. En la práctica común, el arrendatario es el 
que se hace cargo de la Contribución Iinmobi- 
liaria Rural porque, en general, el arrendamiento 
es a plazos largos. Distinto es cuando se trata 
de explotaciones de tránsito, como un pastoreo; 
en esos casos es el propietario de la tierra el 
que se hace cargo de la Contribución Inmobi- 
liaria Rural. 

Reitero que la práctica común asentada en 
este tipo de producción es que el arrendatario 
se haga cargo de la Contribución Inmobiliaria 
Rural; por lo tanto, es el beneficiario de esta 
rebaja. Quería apoyar el criterio que sostuvo el 
señor Diputado Berois Quinteros porque creo 
que no fue tomado en cuenta y es de sustancial 
importancia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
termino diciendo que éste es uno de los 
artículos que hacen al corazón de este capítulo 
relativo al sector agropecuario. El Poder Ejecu- 
tivo ha demostrado sensibilidad y, en lo posible, 
hace lo mejor para encontrar una solución a esta 
difícil coyuntura por la que atraviesa el sector. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Mieres. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: en 
oportunidad de la comparecencia del señor 
Ministro de Economía y Finanzas, contador 
Bensión, en el seno de la Comisión Especial se 
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le solicitó que cuantificara la magnitud del alivio 
tributario que el gobierno daría al sector agrope- 
cuario. El señor Ministro señaló que, sumando 
las medidas adoptadas en 1999 y las que 
derivarían de la aprobación de este proyecto de 
ley, estaríamos hablando de alrededor de 
US$ 40:000.000; se manejan entre US$ 18:000.000 
y US$ 20:000.000 por las medidas adoptadas el 
año pasado y US$ 23:000.000 por el total de 
los efectos de la aprobación de esta norma. Por 
lo tanto, los US$ 15:000.000 que se autorizan 
por este artículo representan poco más de un 
tercio del total del alivio tributario que entre el 
año pasado y éste el gobierno otorgó al sector. 

En un contexto de escasez, en el que la 
norma es el "no hay", determinar hacia dónde 
va dirigida esa cantidad de recursos y tratar de 
que impacte de la mejor manera posible no es 
un asunto menor; resulta esencial. Entonces, 
cuando hablamos de US$ 15:000.000 -que, en 
este caso van dirigidos a compensar la merma 
recaudatoria que ocasionaria la reducción del 
25% de la alícuota de la Contribución inmobi- 
líaria Rural-, pensamos que el impacto podría 
ser bastante mayor que el que se propone con 
esta norma, que el Nuevo Espacio acompañará 
si la mayoría de este Cuerpo no tiene en cuenta 
una alternativa mejor, como la que a nuestro 
juicio representa el sustitutivo que ha presenta- 
do la bancada del Encuentro Progresista. 

¿Por qué digo esto? Porque la rebaja del 25% 
en la Contribución Inmobiliaria Rural no abarca 
al 40% de los productores, aún asumiendo la 
relativización que hizo hace un momento el 
señor Diputado Máspoli Bianchi que, de acuerdo 
con la información de nuestros técnicos y de la 
Comisión Nacional de Fomento Rural, no está 
cerca de contemplar toda la situación. Es más, 
del 40% que no corresponde a propietarios, una 
parte importante ni siquiera es de arrendatarios; 
tienen una relación jurídica de explotación del 
bien que no responde a la figura del arrenda- 
miento -quienes conocen el campo mucho mejor 
que yo lo sabrán-, sino a otras modalidades muy 
especíticas del medio rural, como aparcerías, 
etcétera. 

Entonces, ¿qué hacemos con esos 
US$ 15:000.000? La primera virtud que tiene el 
sustutitivo en cuestión es que no representa un 
gasto mayor. En función de ello, quienes están 
al cuidado de las cuentas públicas no nos 
podrán dar la respuesta tradicional, en el sentido 
de que el sustitutivo no se puede aplicar. En 
este caso, sí se puede. 

La segunda virtud de este sustitutivo es que 


comprende a todos los productores rurales. Esto 
quiere decir que no alcanzará a algunos de los 
propietarios; preferimos que llegue a todos los 
productores rurales, quienes en definitiva están 
llevando adelante las explotaciones. 

La tercera virtud de la propuesta alterna- 
tiva es que el destinatario final de esos 
US$ 15:000.000 -la caja donde van a ir a parar- 
es el conjunto de las Intendencias Municipales. 
El sustitutivo se ha redactado de tal modo que 
el destino final de los fondos establecidos en 
créditos tributarios son las arcas de las 
Intendencias Municipales, con lo cual tampoco 
se las perjudica. 

La única diferencia entre el artículo del 
Senado y el sustitutivo actual es que, en lugar 
de que una parte de los US$ 15:000.000 vaya 
a dar al nudo propietario que no explota la tierra, 
irá a un conjunto de productores, que no son 
propietarios, pero que sí explotan la tierra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: en las exposiciones que se realizaron en 
Sala hubo una especie de emplazamiento a 
nuestro Partido -por lo menos, lo sentimos así- 
respecto a que se definiera la filosofía de la 
norma. El enfoque de esta norma es muy simple 
y está encuadrado en el cumplimiento de lo 
establecido en el programa del Partido Colorado 
y en el acuerdo celebrado con el Partido 
Nacional. 

En estas líneas se pretende lograr, en primer 
lugar, austeridad y reducción del gasto público. 
En segundo término, se procura disminuir la 
carga tributaria, en este caso, de la tierra. Estas 
son dos señales muy claras que, honestamente, 
creemos definen una filosofía muy particular del 
Gobierno Nacional. Como Diputado por el 
departamento de Montevideo, espero que cunda 
el ejemplo y se dé alguna señal por parte del 
Gobierno Departamental en ese mismo sentido, 
que hasta ahora no se ha dado. En lo que refiere 
al tema en general, creo que el señor Diputado 
Berois Quinteros expresó una diferencia muy 
especifica entre lo que dispone el artículo 10 y 
otro tipo de medidas. Dicha diferencia -como se 
recordará- también fue mencionada por el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en 
la Comisión Especial, porque una cosa es la 
defensa, la promoción, la ayuda y la colabora- 
ción con el pequeño productor y otra es la 
disminución de la carga tributaria sobre la tierra. 
A través de este artículo se rebaja un tributo, 
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una contribución que, como bien se ha expre- 
sado, responde al reclamo de muchas asocia- 
ciones rurales. 

Se podrá decir que, en lugar de haber 
aplicado un porcentaje general, se debería 
haber establecido franjas -como aquí se ha 
mencionado-, es decir, se debería haber hecho 
una distribución diferente de la rebaja. Creo que 
el tema es opinable y, naturalmente, es cuestión 
de criterios. Personalmente -creo que también 
es el espíritu de la norma-, entiendo que la 
norma es justa mientras no se modifique el 
sistema por el cual se aplica la Contribución 
inmobiliaria Rural. Sí en algún momento se 
aplicara por cantidades absolutas y no por 
alícuotas, podría sostenerse la otra posición. 
Mientras se mantenga el régimen de alícuotas, 
el porcentaje es lo más adecuado. 

Quedó flotando en el aire la pregunta de la 
señora Diputada Montaner -que yo también 
pensaba formular-, relativa a qué criterio aplicó 
la fuerza política que está confrontando su 
opinión con la nuestra, cuando tuvo que 
promover una exoneración de la Contribución 
Inmobiliaria Rural en Montevideo, que, dicho sea 
de paso, es virtual, porque todos sabemos que 
el territorio rural en la capital no llega al 1%; 
es un poco más del 0%. Se trata de un tema 
de filosofías. 

Aquí se cuestionaba si había voluntad de 
ayudar y de colaborar con el pequeño productor. 
Efectivamente, la hay, pero ésta no es la vía 
adecuada. El señor Diputado Berois Quinteros 
señaló con acierto varios de los caminos, dando 
cifras y datos muy precisos, así como también 
los dio el señor Ministro de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. Toda medida que tienda a 
solucionar la problemática que afecta a los 
pequeños productores contará con nuestro 
apoyo. Pero que no se haga decir a esta norma 
más de lo que establece; es una simple rebaja 
tributaria, una simple rebaja de la Contribución 
Inmobiliaria Rural, con un criterio que podrá 
discutirse, pero que no significa oposición a.la 
ayuda que se debe dar el pequeño productor. 

Ha habido un desarrollo muy prolongado de 
un razonamiento de falsa oposición. Por un lado, 
reducimos la carga tributaria de la tierra y, por 
otro, en este mismo proyecto de ley incluimos 
otras medidas que tienden a favorecer a los 
pequeños productores. Así debe hacerse la 
distinción de las medidas que debemos 
implementar, sin mezclar aserrín con pan rallado 
y sin retocar una rebaja tributaria que se hace 
en mayor medida al que paga más -también eso 


es cuestión de justicia-, porque en muchos 
casos quien paga más o menos transfiere al 
arrendatario el costo de esa carga tributaria. 


SEÑOR BARAIBAR.- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: lo 
que manifestó el señor Diputado Ronald Pais 
está absolutamente claro. No quise hacer uso 
de una pelota que me dejaron picando frente al 
arco, en el sentido de mandarme la parte o de 
hacer referencia a lo bien que nos portamos en 
Montevideo con la Contribución Inmobiliaria 
porque, como bien dijo el señor Diputado, es 
virtual, prácticamente no incide en la recauda- 
ción, aunque se ha hecho una rebaja muy 
importante. Por eso me atfiliaba más a la idea 
de conversar sobre el tema y de examinarlo 
conjuntamente, pero no a la de responder de 
manera escueta sobre ese artículo, porque 
somos Gardel en esa materia. Como bien dijo 
el señor Diputado Ronald Pais, tenemos una 
gran rebaja porque no influye absolutamente en 
nada. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Ha fina- 
lizado el tiempo de que disponía el señor 
Diputado Ronald Pais. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
quiero hacer una aclaración vinculada con el 
tema de la Contribución Inmobiliaria Rural de 
Montevideo. 

La rebaja puede tener o no incidencia por el 
tamaño de los predios, lo que no quiere decir 
que afecte o no al bolsillo de los productores. 
Tenemos en nuestro poder un documento 
presentado por la Comisión Nacional de Fomen- 
to Rural, en el que los productores de 20 
hectáreas expresan que, luego de aprobado este 
artículo, percibirán una rebaja de US$ 22, y ellos 
están solicitando más. Están pidiendo que se 
considere especialmente su situación y se le dé 
prioridad. Entonces, podrá ser poco, pero no es 
menor. 
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A veces, tenemos dudas, porque no podemos 
ser "todólogos", pero cuando se aclaran las 
dudas, nos sentimos satisfechos de pertenecer 
al Partido al que pertenecemos y de tener la 
coherencia que tenemos entre lo que propone- 
mos y lo que hacemos. Consulté con la señora 
Diputada Topolansky y con otros compañeros 
sobre el tema y, efectivamente, la rebaja de la 
Contribución Inmobiliaria Rural que hace ocho 
años rige en Montevideo -como me aclara el 
señor Diputado Melgarejo- se aplica al 50% de 
los predios rurales de la tierra que está 
efectivamente explotada. Si el predio no tiene 
la tierra explotada, no se lo exonera, y si 
solamente se explota una parte, la exoneración 
rige para la tierra trabajada. 

Como muy bien dijo el señor Diputado Ronald 
Pais y complementó el señor Diputado Baráibar, 
todos sabemos que en Montevideo no hay 
establecimientos de 2.000 ó 3.000 hectáreas 
que a través de la aplicación de este proyecto 
vayan a tener US$ 3.300 de exoneración. Me 
parece que el sentido social con que trabaja la 
Intendencia Municipal de Montevideo en torno a 
este tema y el aditivo que presentamos, que 
tiende a una mejor redistribución de estos 
recursos, están perfectamente alineados. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: en nada cambia que esté o no explotado 
el predio cuando el aumento es porcentual. A 
través del sistema del porcentaje, quien paga 
menos tiene una rebaja menor y quien paga 
más, una mayor. Este es un tema conceptual y 
no lo cambia el razonamiento efectuado por la 
señora Diputada Charlone. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra para una aclaración. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: creo que estamos hablando de temas 
diferentes. Como muy bien dijo el señor 
Diputado Ronald Pais, si a cualquier Intendencia 
la rebaja del 50% le significa unos US$ 300.000, 
imagínense cuánto representará para la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo, que recauda 
US$ 1:000.000 por día. ¡Vaya si habrá diferencia 


con las otras Intendencias! Esto no se puede 
comparar. Está bien; doy las felicitaciones del 
caso, pero la incidencia que tiene en el 
presupuesto general es muy diferente a la de 
las otras Intendencias con relación al monto de 
lo que recaudan por día por otros conceptos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el miembro informante, señor Diputado 
Falco. 


SEÑOR MELGAREJO.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FALCO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
caemos de nuevo en lo que decíamos el otro 
día. 

Desgraciadamente, si fuéramos gobierno en 
Rivera -suposición difícil de concretar-, se 
hablaría de Montevideo y también de Rivera. La 
discusión termina, consecuentemente, sobre 
Montevideo; se discuten los problemas naciona- 
les, pero se cae sobre los problemas de Monte- 
video. El señor Diputado Ronald Pais, decía que 
ojalá la Intendencia Municipal de Montevideo 
tuviera la misma actitud. No sé qué actitud 
pretenden que tenga la Comuna capitalina, ya 
que desde 1992 estamos exonerando a ese 
menguado pero rico Montevideo rural en un 50% 
en una primera instancia y, en la última, hasta 
un 75% sobre la tierra productiva. Pero no sólo 
eso; además de las exoneraciones, se asiste a 
los pequeños y medianos productores con 
maquinaria y técnicos para que puedan hacer 
producir más las tierras del Montevideo rural. 
Eso lo está haciendo el gobierno de Montevideo, 
sin alharacas y sin salir a anunciarlo en la 
televisión o en las grandes marquesinas. 

Además, no cabe ninguna duda de que si el 
gobierno central tuviera la misma actitud que 
con el resto de las Intendencias, nos hemos 
comprometido cincuenta mil veces -y lo volve- 
remos a hacer donde se quiera- a rebajar los 
impuestos a nivel departamental; pero recalco: 
en la medida en que se dispense a la 
Intendencia Municipal de Montevideo el mismo 
trato que se da a las otras Intendencias. Es así 
de fácil. Lo que pasa es que nos discriminan 
y no quieren reconocer esa discriminación. 
Estamos en ésa. 

No quiero decir siempre lo mismo, pero no 
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tengo más remedio que volver a mi origen y 
tratar de defender lo que de alguna manera he 
ayudado a construir: eso que hoy por hoy es el 
producto de casi el 60% de la voluntad de los 
montevideanos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el miembro informante, señor Diputado 
Falco. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR FALCO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: la discriminación planteada por el señor 
Diputado Melgarejo es un lindo tema para 
discutir ampliamente en otro momento y desde 
ya dejo expresada mi voluntad de hacerlo, 
porque creo que se emplea una palabra que hay 
que poner entre comillas, que no existe, por lo 
que no incide para nada. 

Reclamo la misma filosofía y establezco la 
comparación con la Intendencia Municipal de 
Montevideo porque es el único ejemplo de 
gobierno efectivo que tiene la fuerza política que 
está cuestionando lo que el Partido Nacional y 
el Partido Colorado impulsan con este proyecto. 
Entonces, no tengo más remedio que dirigir la 
referencia a donde se es gobierno, donde no se 
teoriza sino que se aplica lo que se dice. Y en 
este sentido, reclamé la aplicación de cierta 
filosofía; cuando hablé de estos temas puntua- 
licé: austeridad, reducción de gasto público y 
disminución de la carga tributaria. Estoy conven- 
cido de que el Gobierno Departamental de 
Montevideo puede hacer esto sin necesidad de 
que el Gobierno Central tome ninguna medida. 
Por otra parte, cuando el Gobierno Nacional 
toma algunas medidas destinadas a las Inten- 
dencias del interior y otras a la de Montevideo, 
hace bien en aplicación del criterio de que el 
que tiene más, necesita menos, y el que tiene 
menos, necesita más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el miembro informante, señor Diputado 
Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: trataré 
de empezar mi exposición. 

No sabía que estaba en una discusión de la 
Junta Departamental de Montevideo; confieso 


que se me trastrocaron un poco los papeles, por 
lo que empezaré por el final. Ciento por ciento 
de exoneración sobre cero, es cero; creo que 
lo único virtual lo podré decir yo, aunque todo 
lo que estamos discutiendo es muy virtual. 

En lo que me es personal, he estado callado 
a partir de la argumentación sobre el artículo 32 
hasta este momento en que nos compete discutir 
el artículo 10, no sólo porque quienes me 
precedieron en el uso de la palabra argumen- 
taron en pro y en contra -en algunos casos de 
manera fundada-, sino porque creí que estába- 
mos discutiendo sobre los artículos. Ahora, veo 
con cierta sorpresa que, prácticamente en una 
actitud de tirarnos el guante, se nos dice que 
se quisiera discutir de filosofía de esto y de lo 
otro. Estaría encantado de poder hacerlo, pero 
sería bueno que primero discutiéramos estos 
artículos y después, si tuviéramos tiempo, nos 
abocáramos a ello. Pensé que el jueves pasado, 
cuando se levantó la sesión, hablamos asumido 
el compromiso de terminar la votación de los 
artículos; no quiero pecar de pesimista, pero al 
paso que vamos tengo mis dudas de que 
podamos cumplir con este objetivo. 

El artículo 10, obviamente, no hace mención 
a los pequeños productores. Cuando se discutía 
el artículo 32 se decía que no se hacía mención 
a quienes explotaban la tierra o a quienes la 
poseían; cuando se analizó el artículo 4*, nue- 
vamente se dijo que no se hacía mención a 
quienes tenían la tierra. Este capítulo es un todo 
y refiere a que se desgravan ciertos aspectos 
que están gravados. 

Aprendí mucho con la exposición del señor 
Diputado Máspoli Bianchi cuando dijo que la 
práctica indica que los arrendatarios son 
quienes muchas veces pagan la Contribución 
Inmobiliaria. Ahora bien, me queda claro que 
este artículo no apuntaba a exonerar a los 
arrendatarios porque, hasta donde yo sé, ellos 
no pagan dicho impuesto. Por este artículo se 
desgravan aspectos que ya están gravados y en 
uno de ellos se aplica la rebaja del 25% de la 
alícuota de la Contribución Inmobiliaria. 

Ahora bien, ¿por qué me parece hasta 
improcedente este artículo sustitutivo? Porque 
no tiene nada que ver con el artículo. El Poder 
Ejecutivo no dice: "Señores: acá tenemos 
US$ 15:000.000; vamos a volcarlos a este 
sector, a efectos de ver qué mejor fin pueden 
tener dentro del agro". No, ése no es el espíritu 
del artículo. El cálculo que se ha hecho teniendo 
en cuenta las exoneraciones que se aplican da 
un total de US$ 15:000.000. Concomitantemente, 
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el Poder Ejecutivo, a efectos de que las 
Intendencias no sufran esa pérdida, dice que las 
compensará en los mismos montos cuyo cobro 
se pierda. Esos montos suman US$ 15:000.000. 
Entonces, podríamos pedir al Poder Ejecutivo 
US$ 15:000.000 más US$ 9:000,000 -que 
sumarían US$ 24:000.000-, más otras cifras que 
hay por ahí, pero ¿a cuánto llegaríamos? "Denos 
ese dinero, que armamos un nuevo proyecto"; 
eso no es lo que estamos discutiendo. 

Reitero que lo que está gravado en el caso 
de la Contribución Inmobiliaria es la tierra. Se 
podrá discutir este punto como se hizo en 
Comisión, aunque no con tanto énfasis como se 
está haciendo ahora, tal como lo señalaban los 
señores Diputados Berois Quinteros y Trobo. Si 
éste es un estilo -soy nuevo en la labor 
parlamentaria-, me adelanto a decir que es 
penoso; no decir determinadas cosas en la 
Comisión, guardándolas para puntualizarlas 
ahora, es penoso. Sin perjuicio de ello y a modo 
de respuesta, reitero que no hay ningún argu- 
mento nuevo con respecto a los que ya se han 
expresado y, cuando se dice con mucha 
vehemencia que en definitiva se está votando 
lo mismo que vino del Senado, digo -y no lo 
sostengo yo, pues esto está a la mano de todos- 
que no se ha presentado ningún argumento 
nuevo a los que fueron expuestos en la Cámara 
de Senadores. 

No comparto esa política -reitero que me 
gustaría que la Mesa me diera una respuesta- 
de traer a colación un proyecto de ley que se 
presentó en el año 1986 sobre extranjerización 
de la tierra -felizmente, fue desechado en ese 
mismo año-, como resultado de considerar que 
a través de esta medida se estaría extranjeri- 
zando la tierra. Escuché con mucha atención las 
argumentaciones sobre los artículos 7% y 8% y 
me parecieron dislates; tuve la sensación de que 
estábamos fuera de la discusión del articulado. 

A fin de no monopolizar el uso de la palabra, 
quiero decir que lo que está en juego es el 
artículo 10. Muchos señores Diputados votaron 
los anteriores, pese a decir que estaban 
filosóficamente en contra, haciéndolo con un 
estilo que no me gusta y que es el de la 
rectificación. ¿Rectificar qué? Si votaron en 
contra, supongo que lo seguirán haciendo. 
Ahora bien: utilizan comúnmente la rectificación 
y después votan por unanimidad. 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FALCO.— SÍ, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: a 
esta altura no sé si voy a hacer uso de la 
interrupción o si voy a contestar una alusión. 

Pido disculpas al señor Diputado Falco, pero 
hay enormes falencias en lo que está plantean- 
do. 

En primer lugar, parece ser que si un señor 
Diputado no argumentó en relación con un tema 
o no realizó algún planteo específico en la 
Comisión con respecto a cierto aspecto, tiene 
que cercenarse el derecho a hacerlo en la 
Cámara de Diputados. Este es el plenario y acá 
todo el mundo tiene derecho a hablar y a 
plantear lo que le parezca. 

En segundo término, cuando se dice que las 
propuestas que se están haciendo ya se 
presentaron en el Senado y que no se está 
agregando nada nuevo, me pregunto: ¿para qué 
existen dos Cámaras? Entonces, junto con De 
Cuadro, deberíamos apoyar un Parlamento 
unicameral, eliminar las dos Cámaras, dejar una 
sola y adiós. ¿Qué estamos diciendo? ¿Estamos 
diciendo que si el Senado ya aprobó una 
iniciativa, acá no hay derecho a modificar nada? 

Por otro lado, me parece absolutamente 
disparatado desde el punto de vista legislativo 
y de los mecanismos políticos que se descali- 
figuen los procedimientos de reconsideración y 
de rectificación, ya que por algo están previstos 
en el Reglamento de la Cámara. Digo esto 
porque perfectamente se puede pensar que una 
solución es perfectible, que se puede mejorar. 
En caso de que pensáramos que es espantosa, 
horrible, un caos, no la votaríamos. En este 
caso, frente al texto que se nos plantea, tene- 
mos todo el derecho de realizar una propuesta 
que entendemos lo mejora y, aunque ésta no 
fuera acompañada, quizás podría tomarse de 
ella algún elemento, por lo que no nos 
privarlamos del derecho de terminar aprobando 
aquel texto que no era tan bueno pero que 
resultó mejorado. De lo contrario, tendríamos 
que votar todo en forma negativa y se nos diría: 
"¡Ah!, pero ¿cómo? ¡Ustedes se oponen a to- 
do!”. Esa no es la filosofía ni ha sido el criterio 
con que nos hemos estado manejando. Desde 
el comienzo, esta fuerza política manifestó que 
iba a acompañar el capitulo de las exoneraciones 
tributarias para el agro, excepto la parte relativa 
a las sociedades anónimas con acciones al 
portador, y es lo que hemos hecho. Hemos 
tratado de mejorarlo a nuestro criterio «lo que 
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es muy legítimo-, pero como éste no es el 
espíritu de la Cámara, vamos a acompañar la 
iniciativa tal como viene. Si bien creemos que 
la medida no hace a lo sustantivo y que no va 
a constituir un avance muy importante, en 
definitiva es un adelanto; la medida podría haber 
sido mejorada y corregida, pero frente a lo 
mejor, nos quedamos con lo posible. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
continuar el miembro informante, señor Diputado 
Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: no sé si 
me expresé mal o si el apresuramiento de quien 
me solicitó una aclaración provocó una mala 
interpretación de mis palabras. 

En primer lugar, di mi opinión respecto al 
sistema. No dije que las rectificaciones no se 
pudieran hacer; de hecho, se realizan. 

En segundo término, vuelvo a reiterar que se 
nos echó en cara -me remito a la versión 
taquigráfica- que no estuviéramos dispuestos a 
variar ni una coma de lo que se aprobó en el 
Senado. 

Por último, ya que se me echan en cara estos 
aspectos, quiero decir que se acusó a la 
coalición -lo escuchamos todos y voy a decir las 
palabras casi textuales porque tengo mucha 
memoria- de votar con una filosofía a favor de 
los terratenientes y, de ser así, se pedía que 
lo dijéramos. Si después de hacer esta acusa- 
ción, se termina votando el texto, no puedo más 
que decir que me siento sorprendido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: voy a 
reducir mi intervención al aspecto concreto que 
venfamos discutiendo, evitando referirme a 
todos aquellos temas que pueden tener una 
vinculación. 

Quiero afirmar que estamos de acuerdo con 
el concepto de alivio tributario. Según algunas 
intervenciones, queda claro que no pensamos 
que la medida adoptada sea central y que 
solucione los problemas del agro; simplemente, 
es un alivio tributario. En ese sentido nos 
centramos y tratamos de ubicarnos de la manera 
que nos parece que puede ser más efectiva. 

No queremos mezclar con esto la discusión 
de filosofía tributaria, que la hay. El agro tiene 
dieciocho impuestos provenientes de distintas 
épocas, algunos con objetivos contradictorios, 
pero quienes conocemos medianamente el tema 


-no somos especialistas-, somos conscientes de 
que hay que discutirlo muy bien y encontrar una 
manera de avanzar con una filosofía coherente. 

Por lo tanto, nuestra propuesta se enmarca 
en el actual sistema tributario del país y tiene 
un centro: nosotros planteamos que ese alivio 
tributario sea considerado por franjas. ¿Qué 
quiere decir esto? Ya que se pretende otorgar 
un alivio, una ayuda a los productores que 
tienen problemas, proponemos que se favorezca 
en mayor medida a quienes tienen más pro- 
blemas y en menor medida a quienes tienen 
menos problemas, en una relación que no sea 
lineal. La relación lineal, que sólo considera un 
porcentaje igual para todos, brinda grandes 
volúmenes de ayuda a productores o propieta- 
rios con superficies muy grandes, y volúmenes 
de ayuda menores a los que poseen superficies 
muy pequeñas. Entonces, por ello proponemos 
el sistema de franjas. 

Nosotros no inventamos la forma de distribuir 
aportes o asignaciones por franjas; es muy 
común en la legislación y también en la solución 
de problemas de tributos agrarios. En la 
actualidad, hay Intendencias que están 
refinanciando el cobro de la Contribución inmo- 
biliaria por franjas y no pertenecen al Encuentro 
Progresista-Frente Amplio. El concepto de franja 
es muy común en la legislación y entendemos 
que correspondería en este caso. ¿Por qué? 
Porque tal como está redactado, el artículo 10 
va a provocar que algunos propietarios y/o 
empresarios productores reciban un alivio tribu- 
tario de US$ 50.000, mientras que otros, muy 
pequeños, recibirán un desahogo de muy pocos 
pesos. Este es el motivo central por el cual 
proponemos el establecimiento de franjas que, 
reitero, es una técnica común en la legislación 
reciente y en la que se está aplicando hoy en 
el Uruguay. 

Aquí también se ha discutido si nuestra 
manera de establecer las franjas es correcta. 
Quiero decir que cualquier sistema de franjas 
que impongamos va a tener defectos, porque la 
situación de los productores es multicausal. 
Entonces, podríamos aplicar un criterio para los 
arroceros, otro para los trigueros, otro para los 
ganaderos, otro para los fruticultores y otro para 
los cañeros, aunque también se podría utilizar 
como base el Índice CONEAT de la tierra, es 
decir, la fertilidad potencial del suelo, o la 
tecnología que aplican los productores. 

Todos estos factores intervienen en el 
resultado económico de las empresas, pero no 
disponemos en el país de una manera de 
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"tranjear" teniendo en cuenta todas las variables 
que conducen al resultado económico de las 
empresas. Lo mejor sería utilizar los modelos 
empresariales, pero no los tenemos en el país 
o son muy complicados. 

Acepto que "franjear" por superficie total 
encierra errores, pero me parece que es un error 
mucho más grande considerar la tributación 
solamente en forma proporcional a la superficie, 
por lo que expresé anteriormente. Acepto que 
hay productores que trabajan con superficies 
chicas, cuya estructura de capital hace que la 
tierra sea sólo un poco de ese capital y, en 
consecuencia, sea una empresa grande con 
poca tierra. También reconozco que hay empre- 
sas de mucha superficie territorial, cuyo capital 
lo constituyen la tierra y el ganado en un 90%; 
sabemos que eso existe. Aquí estamos plan- 
teando una propuesta de compromiso entre lo 
bien que podemos fundamentar -hasta sus 
últimas consecuencias- un criterio de "franjeo" 
científico y lo que hoy podemos realizar; en 
realidad, consideramos que es mejor hacer 
dicho "franjeo" por igual para todos los produc- 
tores. 

Hay muchas formas de trabajar la tierra: 
como arrendatarios, medianeros, aparceros, 
ocupantes. En algunos casos se incluye el pago 
de la Contribución Inmobiliaria Rural -como 
decía el señor Diputado Máspoli Bianchi-, pero 
en otros no; no siempre se incluye. Ahora bien, 
con el criterio que propusimos en cuanto a que 
el productor sea el beneficiario, si ya está 
incluido, él se beneficia, y si no lo está, también. 
Lo inverso es injusto. 

Por último, aclaro que lo que proponemos 
abarca a todo el país; también a Montevideo. 
Es decir, cuando entendemos que algo es 
razonable, lo aplicamos para todos los predios 
del Uruguay, y no tenemos el criterio de 
establecer determinadas normativas para Inten- 
dencias blancas y coloradas, y otras para la de 
Montevideo. Proponemos que esto se aplique 
para todo el Uruguay porque entendemos que 
es razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado Amaro Cedrés. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Señor Presiden- 
te: hemos escuchado todo el debate sobre el 
articulado y, quizás por economizar tiempo, 
preferíamos no tener participación. Pero nos 
parece importante hacer algunas consideracio- 
nes con relación a este punto y a todo lo que 
se ha tratado hasta el momento. 


Resumiendo, quiero señalar que este proyec- 
to de ley marca una tendencia clara, un principio 
que apunta a la menor presión tributaria y a la 
austeridad. 

Voy a agregar un dato que me parece 
importante. La morosidad que se registra en los 
Municipios por concepto de Contribución Inmo- 
biliaria Rural es, en promedio, de un 50%. 
Evidentemente, esto marca la crisis que han 
vivido el sector del agro -que también ha sufrido 
el castigo de una enorme sequía- y el Uruguay 
en general, lo que ha creado dificultades y ha 
causado que grupos de productores hayan 
dejado sin efecto los convenios con los Muni- 
cipios y se hayan generado retrasos importan- 
tes, 

En los contactos que mantuvimos con los 
productores siempre nos han hecho sentir que 
esta iniciativa responde a un compromiso 
formulado por el doctor Batlle. Nos consta que 
en cada acto y tribuna él hizo mención a la 
eliminación gradual de este tributo, y sentimos 
que se está cumpliendo con ese compromiso en 
un año de muchas dificultades y en un tiempo 
en el que solamente la austeridad con que ha 
ingresado el doctor Batlle a la Presidencia de 
la República le permite cumplir con ese 
cometido. 

No solamente no he escuchado reconocimien- 
to de ello, sino que tampoco se ha hecho 
mención alguna a los vaticinios a que hice 
referencia en mi intervención en la discusión 
general del proyecto, con relación a que el 
doctor Batlle iba a aumentar los impuestos, a 
dar un "fiscalazo”, en cuanto asumiera el 
gobierno. Eso no se ha dado, y me parece que 
sería honesto que existiera un reconocimiento 
de que ese esfuerzo de austeridad para lograr 
una menor presión tributaria se está concretan- 
do. Es fundamental que uno reconozca este tipo 
de actitudes, porque sentimos que hay un 
principio que es innegable y marca una 
tendencia. 

Nadie ha dicho que este proyecto constituya 
una ley mágica que de un plumazo solucionará 
los problemas del Uruguay, pero sí que se está 
dando una señal a nuestro pueblo. Estoy 
convencido de que cuando terminemos la 
consideración de cada uno de los artículos, 
votaremos un muy buen proyecto de ley. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¿Me 
permite una interrupción? 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Sí, señor Dipu- 
tado. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: pedí la interrupción al señor Dipu- 
tado Amaro Cedrés para reafirmar lo que venía 
diciendo. 

Esta propuesta de rebaja de la Contribución 
Inmobiliaria Rural ya se discutió y votó, nada 
más y nada menos que por todos los uruguayos, 
cuando en el mes de noviembre tuvieron la 
opción, la posibilidad y el derecho de elegir 
entre las dos propuestas de gobierno de los 
candidatos que llegaron a esa instancia. 

En cuanto a esta iniciativa de rebaja de la 
Contribución Inmobiliaria Rural que estuvo sobre 
el tapete político durante los meses del año 
pasado, el doctor Vázquez tuvo la posibilidad de 
discutirla y de decir -como lo hizo el señor 
Diputado Baráibar- que se trataba de una 
propuesta que tendía a favorecer a los terrate- 
nientes y a mantener en la pobreza al pobre 
arrendatario rural. ¡Pero no lo dijo! ¡Se calló la 
boquita! Como se calló la boquita el señor 
Diputado en la Comisión, para después venir 
aquí a argumentar sobre un artículo que, 
después de la rectificación, va a votar. 

Este artículo contó con el aval nada más y 
nada menos que de la mayoría absoluta de los 
uruguayos, que lo prefirió al silencio. 

Me parece muy bien que hoy se esté votando 
este proyecto de ley, pero no que se hagan 
críticas que en su momento, el de la gran 
elección, no se hicieron. 

Por otra parte, otorgar un beneficio al 
arrendatario mediante un documento que sólo 
podrá endosar el propietario, teniendo en cuenta 
el costo de la Contribución Inmobiliaria Rural 
-que, en definitiva, se traslada a quien alquila, 
al que arrienda la tierra-, es una especie de 
juego de la mosqueta; da lo mismo porque 
siempre se traslada al arrendatario el costo de 
la tierra que recae sobre el propietario. Por lo 
tanto, no le vamos a estar otorgando ningún 
beneficio diferente sino que, por el contrario, 
ello incidirá negativamente en la fijación de los 
precios de los arrendamientos que se efectúen 
este año o en aquellos contratos que tomen en 
cuenta -como todos los que prestan la tierra- el 
costo de la Contribución Inmobiliaria Rural. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Puede 
continuar el señor Diputado Amaro Cedrés. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Señor Presiden- 
te: finalizo mi exposición reiterando que la 


morosidad está, en promedio, en el 50% y que 
con esta iniciativa que el doctor Batlle envía al 
Parlamento está cumpliendo un compromiso por 
el cual fue electo Presidente de la República. 
Siento que es bueno cumplir los compromisos, 
así como también reconocer que, a pesar de que 
se vaticinaban fuertes ajustes fiscales y aumen- 
tos de impuestos, éstos no se han dado; no he 
sentido reconocimiento alguno de ese error. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
creo que hay ajustes fiscales aunque no hay 
aumento de tributos, porque va a haber rebaja 
de sueldos. 

En cuanto al artículo en cuestión, nos 
sentimos absolutamente respresentados por la 
opinión del señor Diputado Agazzi, que ha sido 
muy clara, por lo que me voy a borrar de la lista 
de oradores en aras de la economía del tiempo 
de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Sellanes. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: a lo 
largo del debate ha quedado claro que la 
propuesta que hace el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio no implica gastar más y que sólo 
tiende a favorecer a aquel sector de productores 
que tiene menor superficie de tierra. Con todas 
las injusticias que puede significar esto, es 
infinitamente más justo que rebajar en general 
este gravamen, la Contribución Inmobiliaria 
Rural. 

Aquí se ha dicho reiteradamente que no hay 
aumento impositivo y que esto significa una 
rebaja que va a beneficiar a todos los 
productores. Tengo aquí la evolución del precio 
del combustible desde el mes de julio de 1999 
hasta la fecha, donde se observa que ha 
experimentado una suba del 31,44% desde 
diciembre hasta ahora. Es cierto que el precio 
del crudo ha venido aumentando; es cierto que 
ANCAP hizo sus previsiones con un costo del 
barril de US$ 20 y que hoy lo está comprando 
a US$ 27,09, pero también es cierto que en el 
precio del combustible, concretamente en el del 
gasoil -que es el que se utiliza en el medio ru- 
ral-, el IMESI tiene un peso del 23%. Es decir 
que por la vía del aumento en el precio de los 
combustibles, indirectamente por el IMESI que 
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los grava se extrae del sector agropecuario una 
cifra muy importante de dinero que, quizá, 
supere largamente los US$ 15:000.000, que es 
la cifra que dicen que cuesta rebajar la 
Contribución Inmobiliaria Rural. 

A nadie escapa que después de un período 
tan intenso de sequía y luego de lluvias, es 
necesario recuperar, reimplantar, una cantidad 
de miles de hectáreas de praderas que han sido 
destruidas. A nadie escapa tampoco el peso que 
tiene el combustible en este tipo de cultivos. Por 
tanto, a nadie escapa que el sector agropecuario 
va a estar transfiriendo una cantidad de recursos 
muy importante, que seguramente supera los 
US$ 15:000.000 que se le rebajan por la vía de 
la Contribución Inmobiliaria Rural. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Rossi. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: esta 
tarde hemos repasado varios temas con relación 
a este capítulo a través del cual estaremos 
decidiendo un conjunto de alivios para el sector 
agropecuario. 

Se habló de la elección de noviembre, de las 
propuestas votadas en esa oportunidad y se 
requirieron argumentos serios para fundar la 
posición respecto de este capítulo que, induda- 
blemente, ha tenido un importante intercambio. 
Inclusive, se estableció la pretensión de que 
algunos señores Diputados determinaran quié- 
nes debían hacer uso de la palabra y en qué 
momento hacerlo. También se analizó la política 
de la Intendencia Municipal de Montevideo 
respecto de aquello que tiene que ver con su 
zona rural y un conjunto de otros temas que no 
hacen al centro de la cuestión. 

En el Senado, en la Comisión Especial y en 
el plenario de esta Cámara hemos adelantado 
nuestro voto favorable a este capítulo, con 
excepción de los artículos 7% y 8% por los 
fundamentos que en su oportunidad se dieron. 
Pero también hemos planteado en el Senado, en 
la Comisión Especial de esta Cámara -no por 
parte del señor Diputado Baráibar, pero sí de 
los demás integrantes del Encuentro Progresis- 
ta-Frente Amplio- y en el plenario, nuestra 
voluntad de perfeccionar, mejorar, extender o 
cambiar algunos de los criterios propuestos por 
la mayoría. 

¿Por qué esta insistencia? Porque en el 
transcurso del trabajo de la Comisión Especial, 
cuando se recibieron distintas delegaciones, 
sucedió un hecho que no fue mencionado en 
esta larga discusión dei capítulo referido a la 


agropecuaria. Quiero hacer una referencia antes 
de la votación, habida cuenta de que me parece 
que tiene que incorporarse a la reflexión que 
cada uno debe hacer en el momento previo a 
levantar su mano. 

Entre las distintas delegaciones que recibi- 
mos, concurrió una integrada por representantes 
de la Comisión Nacional de Fomento Rural y de 
la Asociación de Colonos del Uruguay. Hicieron 
uso de la palabra, plantearon sus posiciones y 
requirieron modificaciones justamente en este 
aspecto, ya que reclamaron políticas escalona- 
das para que los beneficios que se otorgan a 
través de este proyecto de ley para el agro 
puedan distribuirse de manera tal que contemple 
a los sectores que más necesidad tienen. 
Plantearon con mucha agudeza -diría que más 
que con agudeza, con angustia- el tema del 
endeudamiento y la necesidad de tener respues- 
tas urgentes, ya que este problema se está 
llevando lo poco que todavía queda en nuestro 
campo. En su mayoría se trata de arrendatarios, 
pero hay, inclusive, colonos y pequeños propie- 
tarios a quienes, como consecuencia del 
endeudamiento -en algunos casos con el sector 
oficial, pero en muchos casos también con el 
privado-, se les va haciendo imposible seguir 
produciendo a pesar de haber vivido de eso 
durante decenas y decenas de años. 

En un momento determinado, el vocero de la 
Asociación de Colonos del Uruguay hizo un 
comentario muy personal respecto de una 
experiencia que había vivido en el momento de 
pedir financiamiento para una producción que le 
resultaba imprescindible en su campo. Este 
hombre ya maduro -tal vez cercano a los setenta 
años, canoso, de ésos que quienes nos criamos 
en zonas vinculadas a los sectores granjeros 
reconocemos por sus manos grandes, de dedos 
gordos-, que decía que llevaba decenas de años 
en el trabajo de la tierra, cuando estaba 
haciendo la exposición se le quebró su voz, y 
al suceder esto, otro productor que lo acompa- 
ñaba salió del recinto de la Comisión, llorando. 
Muchos de quienes estábamos presentes sen- 
timos un nudo en la garganta -no sólo los 
Diputados, sino también los funcionarios que 
estaban presentes- porque poco a poco nos 
vimos absorbidos por la exposición de este 
señor; sentimos que se nos escapaban lágrimas 
por la angustia del planteo y por la sensación 
de impotencia al no tener respuesta para 
atender situaciones como la suya, de las que 
seguramente hay muchas en el campo de 
nuestro país. 
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Concurrimos al plenario, no con la esperanza 
de que nosotros pudiéramos hacer aportes, pero 
sí de que con un amplio intercambio como el 
que se tuvo pudiera avanzarse, en la convicción 
de que se puede hacer más -a pesar de que 
reconocemos que esto es importante- para dar 
respuesta a los sectores que la necesitan 
urgentemente. Llega el momento de votar y de 
la decisión de cada uno de nosotros, de nuestra 
mano levantada depende, en buena medida, la 
síntesis que esos hombres de nuestro pueblo, 
de nuestro país, harán del papel que cabe a 
este Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el articu- 
lo 10. 


(Se vota) 
— Cincuenta y cuatro en noventa: Afirmativa. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: he- 
mos seguido el debate en el Senado; hemos 
leído cuidadosamente la versión taquigráfica y 
hemos permanecido al tanto del estudio en 
Comisión, aquí, en la Cámara de Representan- 
tes. 

De acuerdo con lo que informamos al 
principio y para economizar tiempo a la Cámara, 
sólo señalaremos algunos aspectos a modo de 
fundamento de voto. Hablaremos, excepcional- 
mente, cuando se consideren algunos capítulos. 

Como es natural, nos hemos sentido repre- 
sentados por los compañeros que forman parte 
de la Comisión respectiva. Sin embargo, desea- 
mos dejar algunas constancias, y lo vamos a 
hacer de la manera más objetiva e imparcial 
posible. 

Un legislador, el señor Diputado Mieres, al 
tratarse este artículo se refirió a algún sustitu- 
tivo en el cual indicó mejoras y ventajas que no 
estaban incluidas en el texto que se acaba de 
poner a votación y que no hemos votado. Criticó 
los aspectos que, con un criterio de mayor 
justicia, le parecían injustos o desproporcionados 
en este artículo que acaba de votar la mayoría 
y anunció, además, que si este artículo se 
votaba y no se incorporaban las mejoras que 
consideraba fundamentales, iba a pedir la 
rectificación de la votación para acompañarlo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


—A mi juicio, en esto no hay ninguna 
contradicción. ¿Por qué? Porque primero se vota 
un artículo y luego se pide la rectificación para 
acompañar algo que, si no se votase, podría dar 
pie a que alguien reprochara al legislador: "¡Ah! 
Usted votó por la negativa mejoras para el 
sector agropecuario". El pensaba que la distri- 
bución, por lo menos en lo que hace a las 
mejoras, debía ser la que se propone en el 
artículo sustitutivo y no ésta, pero con toda 
razón no se le podrá acusar de que no votó 
mejoras para el sector agropecuario. No votar 
habría significado autorizar a determinados 
sectores a que le hicieran un reproche en ese 
sentido. 

Me parece que ésa no es una contradicción; 
por el contrario, es un criterio constructivo. Esta 
es una de las constancias que quería plantear. 

La segunda -muy brevemente, porque no me 
queda tiempo- se refiere a algo que se planteó 
en la Cámara, y no niego el derecho a que se 
haga. Algún señor legislador creyó conveniente 
decir qué criterios de qué señores Diputados 
eran serios y cuáles no. Creo que, limitados por 
el Reglamento, podemos hacerlo, si nos ajus- 
tamos a él, y no quito a nadie el derecho a decir 
si un planteamiento es serio o no. Pero 
¡cuidado! Si esto queda al libre arbitrio, natural- 
mente podremos reprocharnos recíprocamente 
la falta de seriedad. Va a pasar como en el caso 
de aquel militante de la Revolución Francesa 
que en algún momento dijo que a los traidores 
había que matarlos y terminó en la guillotina 
porque no se había determinado quién era 
traidor y quién no lo era. 


SEÑOR MIERES.— Solicito que se rectifique 
la votación del artículo 10. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 


— Ochenta y nueve por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: hemos apoyado este artículo en especial, 
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reconociendo -como reconocemos en el conjunto 
del proyecto, a pesar de que no todos lo hagan- 
el enorme esfuerzo que en un momento difícil 
hace el Poder Ejecutivo para contemplar a 
aquellos sectores productivos que viven situa- 
ciones complicadas. 

Hay muchos que habitualmente se han 
caracterizado por ser generosos con lo ajeno, 
que dicen que se puede dar más. Pero, 
£videntemente, alguien tiene que ser sensato; 
alguien debe ser recatado; alguien tiene que 
cuidar los recursos de la nación, que son los 
que, en definitiva, permitirán abonar jubilacio- 
nes, pagar sueldos de la Administración Central, 
desarrollar planes de inversión y crecimiento. 
Ese recato, esa buena administración que no se 
ve en todos lados sino en aquellos que, a nivel 
del gobierno de coalición, están dispuestos a 
desarrollar una tarea tan austera como produc- 
tiva en lo que hace a la inversión de los dineros 
públicos, nos enorgullece. Es un esfuerzo en un 
marco difícil, negativo, complicado. Aquellos 
que, como decíamos hoy, el día que gobiernen 
van a necesitar que su Ministro de Economía y 
Finanzas sea el rey Midas, para que lo que 
toque pueda convertirlo en oro, tendrán los 
recursos en su momento. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
quiero hacer las siguientes consideraciones por 
la vía del tundamento de voto. 

Luego de mi intervención, varios señores 
Diputados sintieron la necesidad de comentar 
-no digo más que eso- algunos de sus pasajes. 
Con la debida prudencia no respondí alusiones, 
aunque sabemos que es un procedimiento 
ordinario; lo he usado muchas veces y seguiré 
usándolo cuando lo entienda pertinente. Tene- 
mos que pensar en la unidad del debate y en 
no convertimos en protagonistas de las anéc- 
dotas, lo que no es buena cosa. El tiempo dirá; 
es un tema que, en los términos en que está 
planteado, será objeto de discusiones en 
muchos episodios de la vida parlamentaria. Ya 
habrá tiempo para ir desgranándolo con mayor 
tranquilidad y serenidad. 

Con relación a si el beneficio lo reciben 
propietarios o arrendatarios, voy a leer lo que 
dice la Comisión de Fomento Rural, cuyos 
representantes estuvieron presentes en la Co- 


misión y trajeron un memorándum. Este dice lo 
siguiente: "Que muchos de esos grandes 
terratenientes ya sea extranjeros o nacionales, 
disponen de la tierra con fines meramente 
especulativos y no productivos.- Que hay una 
gran cantidad de pequeños y medianos produc- 
tores familiares, que son arrendatarios de la 
tierra, por lo que en esos casos no van a recibir 
el beneficio del subsidio a la Contribución 
inmobiliaria, que por otra parte y paradójicamen- 
te va a beneficiar al dueño de la tierra y no a 
quien la trabaja". 

En otra ocasión, recibimos a la Asociación de 
Colonos del Uruguay, que con reterencia a este 
tema, en su memorándum, dice lo siguiente: "En 
el caso de los colonos, que más de la mitad son 
arrendatarios, se ven excluidos de esos bene- 
ficios, siendo incluidos en el pago del Impuesto 
al Patrimonio". 

Acepto lo que dijo el señor Diputado Máspoli 
Bianchi en el sentido de que, en algunos casos, 
se producirá la transferencia al arrendatario del 
pago de la Contribución Inmobiliaria, pero más 
allá de situaciones individuales, prefiero remitir- 
me, en base a las consideraciones expuestas 
-realizadas, a su vez, por la Comisión de Fo- 
mento Rural y la Asociación de Colonos del 
Uruguay-, al fundamento que hice en el sentido 
de que esta exoneración favorecerá inmensa- 
mente a los propietarios -el 40% de los cuales 
no ocupa la tierra- y no a los arrendatarios que 
son productores, que es a quienes debería estar 
destinado este beneficio. 


9.- Licencias 


Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Brum Canet, por 
enfermedad, literal A) del artículo único de la 
Ley N* 16.465, por el periodo comprendido entre 
los días 20 y 22 de junio de 2000, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor 
Jorge Patrone. 


Del señor Representante Alberto Scavarelli, 
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por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
21 de junio de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Gustavo Osta. 


Del señor Representante Fernando Araújo, en 
misión oficial, literal B) del artículo único de la 
Ley N2 16.465, para concurrir a la reunión de 
la Comisión Parlamentaria del MERCOSUR, a 
realizarse en la ciudad de Santa Fe, República 
Argentina, por el período comprendido entre los 
días 26 y 29 de junio de 2000, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor 
Henry López. 


Del señor Representante Alejo Fernández 
Chaves, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N? 16.465, por el 
período comprendido entre los días 23 de junio 
y 13 de julio de 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Germán Cardoso. 


Del señor Representante Carlos Baráibar, en 
misión oficial, literal B) del artículo único de la 
Ley N2 16.465, para concurrir invitado por el 
Instituto Federal Electoral de México a participar 
como Visitante Extranjero en las elecciones 
presidenciales de ese país, lo cual no insume 
gasto alguno para el Cuerpo, por el período 
comprendido entre los días 29 de junio y 5 de 
julio de 2000, convocándose al suplente corres- 
pondiente siguiente, señor Jaime lIgorra". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Setenta y nueve en ochenta: Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por los días 20 al 22 de junio 
del corriente año. 


El motivo es por cuestiones de salud. 


Sin otro particular, saludo a usted muy 
atentamente. 


Brum Canet 
Representante por Montevideo", 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante 
Nacional Brum Canet, comunico mi renuncia por 
esta única vez, solicitando la convocatoria de mi 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Mesa". 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por enferme- 
dad del señor Representante por el departamen- 
to de Montevideo, Brum Canet. 


CONSIDERANDO: |! Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 20 y 22 de junio de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Daniel Mesa. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el literal A) del artículo único de la 
Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por enfermedad, por el 
período comprendido entre los días 20 y 22 de 
junio de 2000, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Brum Canet. 


2) Acéptase la negativa presentada por el 
suplente siguiente, señor Daniel Mesa. 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 97 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 2121 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor Jorge 
Patrone. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N* 16,465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales, por el día 21 
de junio del año en curso. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Alberto Scavarelli 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por la presente, comunico a Ud. que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria para 
integrar el Cuerpo, de la cual he sido objeto. 


Atentamente. 


Miguel Dicancro". 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Alberto Scavarelli. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 21 de junio de 2000. 


11) Que no acepta la convocatoria de que ha 
sido objeto el supiente correspondiente siguien- 
te, señor Miguel Dicancro. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de ma- 
yo de 1945, y por el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 21 de junio de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Alberto Scavarelli. 


2) Acéptase la negativa presentada por el 
suplente siguiente, señor Miguel Dicancro. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 21 
de junio de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2000 del 
Lema Partido Colorado, señor Gustavo Osta. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia por 
el término de 4 días, del día 26 al 29 del 
presente, con el motivo de la concurrencia a la 
Comisión Parlamentaria del MERCOSUR a 
realizarse en la ciudad de Santa Fe, en la 
República Argentina. 


Le ruego convocar a mi suplente, sin otro 
particular, y agradeciendo desde ya, saluda a 
usted muy atentamente. 


Fernando Araújo 
Representante por Rivera". 
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"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente informo a usted que por esta 
única vez no podré asumir la suplencia del 
Diputado Dr. Fernando Araújo. 


Sin otro particular saluda a usted muy 
atentamente. 


Miguel González". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor ARepresen- 
tante por el departamento de Rivera, Fernando 
Araújo, para participar en la reunión de la 
Comisión Parlamentaria del MERCOSUR, a 
realizarse en la ciudad de Santa Fe, República 
Argentina. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 26 y 29 de junio de 2000. 


1) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto, el suplente correspon- 
diente siguiente, señor Miguel González. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el literal 
B) del artículo único de la Ley N* 16,465, de 
14 de enero de 1994, y en el artículo tercero 
de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Rivera, Fernando Araújo, por 
el período comprendido entre los días 26 y 29 
de junio de 2000, para participar en la reunión 
de la Comisión Parlamentaria del MERCOSUR, 
a realizarse en la ciudad de Santa Fe, República 
Argentina. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente siguiente, 
señor Miguel González. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N2 15 del Lema Partido 
Nacional, señor Henry López. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo"”. 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside 
se sirva concederme el uso de licencia por 
razones personales, entre el 23 de junio y el 13 
de julio, inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Alejo Fernández Chaves 
Representante por Maldonado". 


“Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que por 
esta única vez no he de aceptar la convocatoria 
para integrar el Cuerpo de la cual he sido objeto. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Ernesto Rodríguez Altez". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Maldonado, Alejo Fernández 
Chaves. 
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CONSIDERANDO: | Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 23 de junio y 13 de julio de 2000. 


II) Que no acepta la convocatoria de que ha 
sido objeto el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Ernesto Rodríguez Altez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
23 de junio y 13 de julio de 2000, a! señor 
Representante por el departamento de Mal- 
donado, Alejo Fernández Chaves. 


2) Acéptase la negativa presentada por el 
suplente siguiente, señor Ernesto Rodríguez 
Altez. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 11 del Lema Partido 
Colorado, señor Germán Cardoso. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Doctor Washington Abdala. 


De mi mayor consideración: 


For la presente solicito se me conceda 
licencia entre los días 29 de junio y 5 de julio 
próximos, y se convoque a mi suplente respec- 
tivo, por la causal establecida en el literal B) de 
la Ley N* 16.465, ya que estaré en el exterior, 
en misión oficial, al haber sido invitado por el 
instituto Federal Electoral (IFE) de México a 
participar como Visitante Extranjero en las 
elecciones presidenciales a realizarse en ese 
país el próximo domingo 2 de julio. 


Asimismo le comunico que la participación en 


este evento no implicará gasto alguno para el 
Cuerpo. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te, 


Carlos Baráibar 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Repre- 
sentante por el departamento de Montevideo, 
Carlos Baráibar, para participar como Visitante 
Extranjero en las elecciones presidenciales de 
la República de México, invitado por el Insti- 
tuto Federal Electoral del referido país, partici- 
pación que no implica gasto alguno para el 
Cuerpo. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 29 de junio y 5 de julio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el lite- 
ral B) del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Carlos Baráibar, 
por el período comprendido entre los días 29 de 
junio y 5 de julio de 2000, para participar como 
Visitante Extranjero en las elecciones presiden- 
ciales de la República de México, invitado por 
el Instituto Federal Electoral del referido país, 
participación que no implica gasto alguno para 
el Cuerpo. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N*?* 2121 del Lema 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Jaime Igorra. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 
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10.-Servicios públicos y 
privados, seguridad pú- 
blica y condiciones en 
las que se desarrollan 
las actividades produc- 


tivas. (Mejoras) 
— Continúa la consideración del asunto en 
debate. 
SEÑOR IBARRA.— Pido la palabra para 


fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: quería 
fundar el voto con respecto al artículo 10, pero, 
sobre todo, con relación al conjunto del capítulo 
que estamos tratando. 


(Murmullos) 


— Particularmente, quiero referirme a lo que 
algún señor Diputado mencionó sobre los 
colonos. Ellos constituyen el 58% de los 
arrendatarios del Instituto Nacional de Coloniza- 
ción y no se sienten beneficiados por este 
artículo 10 que se acaba de votar. Además, 
cuando estuvieron en el seno de la Comisión 
solicitaron la capitalización del Instituto Nacional 
de Colonización y soluciones para el endeuda- 
miento, a fin de lograr fondos frescos que les 
permitan seguir viviendo y produciendo en el 
campo. 


(Murmullos) 


— Este planteamiento de dirigentes de los 
colonos, de alguna forma coincide... 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
solicita a la Cámara que disminuya el volumen 
de la conversación para que podamos ofr al 
orador. De lo contrario, es absolutamente 
imposible. 

Puede continuar el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Decía que el planteo de 
la Asociación de Colonos coincide, en términos 
generales, con el de los Directores del Instituto 
Nacional de Colonización. Todos nosotros reci- 
bimos la edición de un libro del actual 
Presidente del Instituto, señor Rodolfo Cambiaso; 
además, hace pocos días -el 15 de junio- en la 
prensa emitieron su opinión el Director del 
organismo señor Juan Carlos Panzardi y el 
Gerente señor José Claramount, expresando 


con gran preocupación -coincidiendo con los 
colonos- el problema del financiamiento del 
instituto Nacional de Colonización, que no ha 
sido contemplado por los últimos gobiernos con 
recursos ni fondos frescos para que realmente 
cumpla con su función. 

Todos sabemos que la Ley N*£ 11.029, de 
1948, que creó el Instituto es sumamente 
importante y que, en la medida en que se 
hubieran logrado recursos adecuados, hoy 
tendríamos un gran desarrollo, sobre todo en lo 
que tiene que ver con los pequeños y medianos 
productores de las zonas rurales del interior. 

Asimismo, sabemos que en este momento 
240.000 hectáreas son arrendadas a los colonos 
-aproximadamente, eso significa unas 100 hec- 
táreas por productor-, que campos de recría son 
arrendados para forestación y que el Instituto 
cumple una función extraordinaria. 

De esta forma, se pierde una muy buena 
oportunidad de recapitalizar al Instituto, de darle 
fondos frescos para posibilitar que los cuarenta 
y cinco mil o cuarenta y seis mil colonos puedan 
contar con una colaboración efectiva, y de 
distribuir tierras a los cinco mil aspirantes a 
colonos inscriptos en este momento. 

Por lo tanto, mi opinión es que, nuevamente, 
se pierde la oportunidad de atender a un 
Instituto que es imprescindible fortalecer en 
beneficio de las zonas rurales y de los pequeños 
y medianos productores. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio). — Señor Pre- 
sidente: en forma sucinta, quiero manifestar que 
cuando nos dispusimos a votar este artículo lo 
hicimos expresamente para exonerar del aporte 
por concepto de Contribución Inmobiliaria. 

Más allá de las consideraciones que aquí se 
formularon y que compartimos, un pequeño, 
mediano o gran productor -es obvio que se 
siente más en las fracciones pequeñas- paga 
una renta para trabajar en su propia tierra. Con 
esta actitud, a ese productor -al que es 
arrendatario no, lamentablemente- lo estamos 
exonerando de pagar una cantidad que le 
corresponde y que para él no es poca cosa. Sólo 
se puede desgravar a quien está gravado y sólo 
se puede exonerar de pagar un impuesto a 
quien tiene que pagarlo. Entonces, lamentable- 
mente, a quienes no son sujetos pasivos de este 
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impuesto no podemos exonerarlos; lo haremos 
en otras instancias de esta misma ley o de 
nuestra tarea legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el primer artículo aditivo al Capítulo If, que 
figura en la Hoja N* 6, presentado por la señora 
Diputada Charlone y los señores Diputados 
Baráibar, Ponce de León, Agazzi, Alvarez, 
Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez 
Morad. 


(Texto del artículo:) 


"Artículo  .— Autorízase al Poder Eje- 
cutivo a incorporar al artículo 18 del Título 
10 del Texto Ordenado 1996 el siguiente 
literal: 


'D) Los servicios de energía eléctrica pres- 
tados a sujetos pasivos del Impuesto a 
las Rentas Agropecuarias y del Im- 
puesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios". 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: si la 
memoría no me falla, creo que se había 
coordinado que este artículo se retirara, a los 
efectos de enviarlo a la Comisión respectiva. 

Digo esto porque cuando se discutió, queda- 
ba muy claro que esto produce una rebaja y ello 
es de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, 
Voy a apelar a la buena memoria de los colegas 
de la Comisión. Reitero que, según tengo 
entendido, este artículo aditivo se iba a enviar 
a la Comisión y no se presentaría en el plenario. 


SEÑOR SELLANES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: este 
artículo aditivo promueve la disminución de la 
tasa básica mínima del Impuesto al Valor 
Agregado que grava el servicio de energía 
eléctrica que se presta a las empresas rurales. 
Nos pareció que esto tendría un efecto positivo 
en la competitividad de estas empresas, funda- 
mentalmente, en los sectores arrocero y lechero. 

A diferencla de la devolución de impuestos 
indirectos, la disminución fiscal beneficiaría 
directamente a los productores consumidores 
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del servicio. La reducción de la tasa no se 
aplicará al consumo residencial ni al alumbrado 
público -que constituyen el 56% de la factura- 
ción de UTE en el mercado interno-, así como 
tampoco a las empresas industriales y comer- 
ciales. 

En resumen, el costo de este artículo para 
Rentas Generales incide en forma exclusiva en 
el consumo de algunos subsectores agropecua- 
rios -principalmente, el arrocero, el lechero y el 
avícola- y lo hemos calculado en US$ 560.000 
anuales, representando una mejora considerable 
en la estructura de competitividad de estas 
empresas. 

Ese era el espíritu del aditivo; pero recogien- 
do lo expresado por el señor Diputado Falco, 
podemos hacer acuerdo en el sentido de que el 
artículo se derive a la Comisión de Hacienda o 
se envíe en una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo, a fin de que se recoja este 
pedido que consideramos de gran importancia 
para los sectores involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
consulta si se está retirando el aditivo. 


(Apoyado) 


— Entonces, queda retirado. 

En discusión el segundo aditivo al Capítu- 
lo Il, que figura en la Hoja N* 7, presentado por 
la señora Diputada Charlone y los señores 
Diputados Baráibar, Ponce de León, Agazzi, 
Alvarez, Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez 
y Pérez Morad. 


(Texto del artículo:) 


"Artículo .— El Banco Central del Uru- 
guay, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay y las instituciones privadas de 
intermediación financiera, concederán a los 
deudores de la actividad agropecuaria en el 
país, una prórroga de 180 días en los 
vencimientos cuya fecha se hubiera cumplido 
o se cumpliera en el plazo antes mencionado. 
Igual prórroga se aplicará para las ejecucio- 
nes en proceso de concretarse. 


La presente norma no será de aplicación 
cuando con respecto al deudor se verifiquen 
algunas de las siguientes circunstancias; 


A) La existencia de dolo en la tramitación 
del préstamo. 


B) El incumplimiento de la Ley de Pren- 
das". 
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— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Treinta y uno en ochenta y tres: Negativa. 
(Interrupciones) 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
después de horas y horas de debate, hubo 
alguna descoordinación interna en la bancada. 

El objetivo de la norma era claro: aquí se 
planteó una solución muy precaria, por un plazo 
determinado, a fin de trasmitir tranquilidad al 
sector agropecuario, Admitimos que cuando se 
habla del endeudamiento del sector agropecuario, 
existen situaciones absolutamente diferenciadas 
en el interior del propio sector. 

Hemos pedido más datos sobre el sector 
agropecuario y acerca de cómo está conformado 
su endeudamiento, pero no hemos obtenido 
mayor información. Por tanto, simplemente 
quisimos buscar un marco temporal provisorio 
ante una situación absolutamente excepcional. 
En ese sentido, planteamos el corrimiento de los 
vencimientos y la suspensión de las ejecucio- 
nes. 

Este aditivo fue planteado en el Senado 
cuando se consideró este proyecto de ley y tuvo 
conocimiento público. Posteriormente, se reco- 
gieron expresiones de integrantes del Directorio 
del Banco de la República que planteaban el 
manejo de un criterio de amplitud y flexibilidad 
con respecto al endeudamiento. Inclusive, el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca habló en la Comisión de la necesidad de 
hacer un estudio caso por caso. Precisamente, 
para que exista un período de tranquilidad que 
permita efectuar ese estudio, en un primer 
momento planteamos que se suspendieran todas 
las ejecuciones por un plazo de seis meses. 
Luego incorporamos algo que fue planteado 
hasta por los propios productores, es decir, que 
gueden exceptuadas aquellas circunstancias en 
las que se haya incurrido en dolo o fraude o 
en las que se haya violentado la Ley de 
Prendas. 

Naturalmente, sabemos que la propuesta no 
pretendía introducir una solución de fondo, sino 
un compás de espera temporal. El problema está 


vinculado a la rentabilidad del sector agro- 
pecuario: endeudamiento y rentabilidad son 
problemas que no se pueden disociar. A través 
de la presentación de esta propuesta buscamos, 
pues, generar ese marco de espera en tanto se 
tomen las medidas de fondo, que habrá que 
instrumentar efectivamente. El 40% de los 
productores agropecuarios vive por debajo de la 
línea de pobreza y sabemos cómo los afecta el 
endeudamiento del sector. Recuerdo el ejemplo 
que mencionaba el señor Diputado Rossi: 
cuando acudió un colono del Instituto Nacional 
de Colonización, planteó que estaba necesitan- 
do endeudarse por US$ 3.000 o US$ 3.500 para 
volver a plantar trigo, pero no podía conseguir 
esa suma. Ese es el monto, por ejemplo, de las 
exoneraciones de la Contribución Inmobiliaria 
que se está aplicando a productores que tienen 
3.000 ó 4.000 hectáreas. Entonces, hay que 
tener presente el problema social que se genera 
para una gran cantidad de productores si no 
pueden quedar atados a la tierra produciendo, 
que es lo que ellos reivindican. Las consecuen- 
cias para el país desde el punto de vista 
productivo y social, realmente serían terribles. 

Entonces, decimos: ¡claro que habrá solucio- 
nes de fondo para el problema del sector 
agropecuario! La deuda de los pequeños 
productores es de US$ 60:000.000; esto también 
se consideró en la Comisión. Pero mientras esas 
medidas no lleguen, como no queremos que 
esto quede en la intención administrativa o en 
una expresión de voluntad del Banco de la 
República, de alguna manera quisimos formali- 
zar el planteo a través de un artículo. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra para fundar el voto. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: sin entrar en la discusión de lo que 
manifesté con respecto al endeudamiento del 
sector agropecuario, creo que la situación es 
muy clara: ante problemáticas diferentes, solu- 
ciones diferentes. Si esto se generalizara, sería 
lo más injusto para el sector agropecuario. 
Inclusive, no lo decimos nosotros; según las 
últimas versiones periodísticas, lo han manifes- 
tado hasta integrantes de las asociaciones a las 
que, justamente, se ha puesto como ejemplo en 
este ámbito. Concretamente, expresaron que el 
tema del endeudamiento debería tener un 
tratamiento diferente. 
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Entonces, si queremos actuar en defensa del 
sector agropecuario, lo peor que podernos hacer 
es votar este artículo porque tendría el efecto 
contrario para dicho sector, en lo que tiene que 
ver con el sistema crediticio. Porque, ¿qué 
hacemos a los ciento ochenta y un días? Aquí 
estamos acelerando un proceso y no estamos 
beneficiando para nada al sector productivo. 

Ha quedado claro -inclusive, se ha manites- 
tado en Comisión- algo que hoy afirmo todavía 
con más propiedad. Cuando autoridades del 
Banco de la República acudieron a este ámbito, 
se dijo que en 1999 se llevaron a cabo once 
ejecuciones, y ahora se había llegado a ocho, 
inclusive por situaciones específicas, porque se 
trataba de personas que habían cometido algún 
tipo de ilícito. Al respecto, se pueden proporcio- 
nar nombres. 

En oportunidad de que algunos integrantes de 
la Asociación de Bancos concurrieron al Senado, 
también se dijo que eran once las ejecuciones 
que se habían llevado a cabo en la banca pri- 
vada. Entonces, si tenemos este panorama -no 
voy a reiterar el endeudamiento de los 
subsectores y todo lo que tiene que ver con el 
plazo, etcétera- y analizamos las situaciones 
diferentes, cada vez más reafirmamos la idea de 
lo injusto que resultaría que el Parlamento 
adoptase medidas generales. ¡Y que perjudicial 
seria teniendo en cuenta, justamente, lo que 
pretendemos defender! Al respecto, hay antece- 
dentes en el país e infinidad de leyes que se 
han votado y que no ayudaron absolutamente en 
nada. 

Por tanto, reitero que la generalización es lo 
más injusto y provocaría un efecto totalmente 
contrario al deseado. 

Habría mucho más para decir, aunque algo 
de ello ya he expresado en la discusión general 
de este proyecto de ley. 

Por estos motivos, a través del fundamento 
de voto queríamos dejar sentado este tipo de 
cosas porque son muy importantes a la hora de 
analizar el endeudamiento interno y más aún en 
estos momentos, cuando existe conocimiento de 
causa mucho más profundo porque al Parlamen- 
to han venido autoridades del Banco de la 
República Oriental del Uruguay y de la Asocia- 
ción de Bancos privados a expresar sus 
opiniones. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: para informar sobre endeudamiento 
agropecuario concurrieron a la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca el señor Ministro 
y el señor Presidente del Banco de la República. 
En esa ocasión, junto al señor Diputado Bertolini 
participamos de la sesión en calidad de 
autoinvitados -no somos delegados de sector ni 
integrantes de esa Comisión- y, con su gene- 
rosidad habitual, su Presidente, señor Diputado 
Berois Quinteros, nos permitió preguntar una y 
otra vez sobre todas nuestras inquietudes y 
requerir toda la información que entendíamos 
necesaria para tener una mejor composición de 
lugar. 

Esto también lo pudieron haber realizado con 
mayor profundidad los integrantes titulares de la 
Comisión, pero si no lo hicieron fue porque no 
tenían qué preguntar o porque estaban satisfe- 
chos con las respuestas recibidas. 

En cuanto a las ejecuciones, el economista 
García Peluffo, Presidente del Banco de la 
República, manifestó muy claramente que no se 
habían suspendido y que lo que continuaba era 
la suspensión de las ejecuciones de acuerdo con 
lo resuelto el año pasado por el Directorio 
anterior, y no porque hubiese aparecido alguna 
propuesta por ahí. Es decir que continuaba la 
suspensión de las ejecuciones de acuerdo con 
la resolución del Directorio anterior. Eso signi- 
ficó que de dos mil productores morosos tan 
solo existieran nueve ejecuciones el año pasa- 
do, y que para que este año 2000 tan solo 
existirán once ejecuciones. También brindó 
cifras muy concretas en función de dos 
parámetros: abandono del campo o maniobras 
tendientes a perjudicar al Banco de la Repúbli- 
ca. 

Por lo tanto, vaya mi más absoluto voto de 
confianza al señor Presidente del Banco de la 
República en cuanto a que no habrá ejecucio- 
nes. 


SEÑOR OBISPO.— 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR OBISPO.— Señor Presidente: vota- 
mos afirmativamente este artículo aditivo consi- 
derando los argumentos de la señora Diputada 
Charlone y por la preocupación que este tema 
genera en todo el sector productivo agropecuario. 

Cuando se habla de dos mil productores 
morosos, creemos que es una cifra enorme. 


Pido la palabra para 
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Nosotros consideramos la situación personal de 
cada empresa y, además, nos hacemos eco de 
la opinión y de la aspiración de los productores. 

Para reafirmar esta fundamentación de voto 
haré referencia a lo expresado por la Mesa 
Coordinadora de Gremiales Agropecuarias de 
Paysandú el 9 de junio. Con respecto a este 
tema, en primer lugar, solicitan el tratamiento de 
los artículos aditivos presentados y, en segundo 
término, procuran profundizar el diálogo con los 
Representantes a fin de lograr suspender las 
ejecuciones y los trámites judiciales en la banca 
oficial y privada. 

Más allá de los argumentos que aquí se han 
planteado, ésta es una buena oportunidad para 
dar este mensaje positivo ante una situación 
muy grave. 

Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR MACHADO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MACHADO.— Señor Presidente: 
hemos seguido atentamente el análisis del 
Capítulo tl y lo hemos apoyado porque en toda 
su extensión se puede apreciar que se apunta 
a mejorar la rentabilidad del sector agropecuario, 
que, a nuestro juicio, es el factor fundamental 
de la actual situación de endeudamiento. 

Cuando hablamos de rentabilidad y 
competitividad del sector, uno de los factores 
fundamentales que debemos tener en cuenta es 
el de las tasas con que se toman los créditos. 
Cuando adoptamos medidas de este tipo 
estamos aumentando los riesgos en la recupe- 
ración de los activos. Y esto va en detrimento 
de la calificación de todo el sector al generar 
un aumento en las tasas de interés. 

En forma permanente hemos hablado con las 
distintas representaciones, y uno de los temas 
fundamentales que se tienen en cuenta para 
lograr planos de igualdad con otros sectores es 
el nivel de las tasas. 

Evidentemente, con esto apuntamos a au- 
mentar las tasas porque se incrementan los 
riesgos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.— Pido la pala- 
bra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.— Señor Presi- 


dente: suspender las ejecuciones no resuelve 
los grandes problemas de endeudamiento y de 
rentabilidad que tiene el agro. Sin embargo, esta 
disposición en forma transitoria quita a muchos 
productores lo que para ellos y para mí es un 
drama. Hablo de drama porque ése fue el 
término empleado por el señor Presidente del 
Banco de la República cuando concurrió a la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
como bien manifestaba el señor Diputado Vener 
Carboni. 

El economista García Pelufio manifestó que 
para él no era dramático el endeudamiento, 
fundamentalmente por dos motivos: porque el 
30% de los deudores del banco tenía deudas a 
corto plazo y porque el 70% restante tenía 
deudas a largo plazo. Si tenemos en cuenta los 
19.000 deudores que tiene el banco, el 30% 
representa entre 5.000 y 6.000 deudores, que 
son quienes realmente tienen problemas porque 
pueden estar incluidos en ese paquete de las 
ejecuciones. 

Si bien el señor Presidente del banco afirmó 
-doy crédito a sus palabras porque estuve 
presente en esa sesión de la Comisión- que se 
habían suspendido las ejecuciones, no se ofrece 
tranquilidad absoluta a quienes aún están 
recibiendo cedulones y tienen sobre sus cabe- 
zas la espada de Damocles por la intranquilidad 
que les genera una ejecución. 

También manifestó que el no dramatismo de 
este asunto lo daba el hecho de que el 70% de 
las deudas era a largo plazo y que sólo el 30% 
era a corto plazo; asimismo, agregó que el 
endeudamiento no era dramático porque la 
deuda total que se tiene con el banco -que 
aproximadamente es de US$ 930:000,000- 
representaba mucho menos de la mitad del 
producto interno de la producción primaria del 
agro. De esta manera se quitaba dramatismo al 
tema. 

El drama es de tres mil o cuatro mil pro- 
ductores que en estos momentos tienen sobre 
sus cabezas la espada de Damocles. No veo 
cuál es la razón para que a esa gente, que está 
esperando soluciones -éstas vendrán de las 
propuestas que se realicen para el agro y de 
las proyecciones que el gobierno está haciendo 
para resolver el endeudamiento y la rentabili- 
dad-, no le saquemos esa preocupación y drama 
por seis meses para que trabajen con tranqui- 
lidad. Reitero que se trataría de evitar por ciento 
ochenta días el drama -quizás para algunos es 
muy poco, pero para ellos es mucho- que están 
viviendo tres mil productores. 
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Estos son los motivos por los que votamos 
afirmativamente este artículo aditivo. 


SEÑOR AGAZZI.— Pido 
fundar el voto. 


la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: el 
objetivo de presentar este artículo aditivo fue 
llevar tranquilidad a los productores que están 
viviendo una situación angustiante. 

En realidad, ya se está aplicando una 
suspensión de ejecuciones; esto lo dijo el señor 
Presidente del Banco de la República. Si ya se 
está aplicando la suspensión en las ejecuciones, 
no hay ningún problema en resolver el asunto 
formalmente. Desde nuestro punto de vista, esta 
solución despejaría toda duda y tranquilizaría a 
la gente. 

Somos de la opinión, como bien decía el 
señor Diputado Machado, de que, suspendiendo 
las ejecuciones y tratando de arreglar el 
problema de la deuda, estaríamos ingresando a 
la consideración de la problemática agraria del 
país. 

Los problemas son mucho más de fondo; 
refieren a la competitividad de nuestros produc- 
tos, a la rentabilidad de las empresas. Es decir 
que son otras las dificultades, pero el tema de 
las ejecuciones es pesado y tiene a los 
productores en una situación de intranquilidad 
muy grande. 

Nuestra intención es admitir que esto ya se 
está aplicando y que se resuelva. En realidad, 
no hay ningún problema en apoyar este artículo 
del proyecto de ley si es que realmente se 
argumenta que es correcto esperar unos meses 
para solucionar este problema. 

Con relación a la deuda de Jos productores, 
el señor Ministro nos dijo que es un problema 
muy importante, sobre el que hay mucha 
información, pero en realidad falta mucha más. 

En las últimas dos semanas, mientras 
funcionaba la Comisión Especial en la que se 
consideró esta iniciativa, el Directorio del Banco 
de la República Oriental del Uruguay y el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca 
asistieron a las Comisiones respectivas de 
sendas Cámaras y en cada una de las sesiones 
surgieron datos nuevos sobre la situación del 
endeudamiento y de los endeudados. Creo que 
es un tema que se va desarrollando porque se 
va completando con más información. 

En este sentido, si esto se soluciona por otra 


vía que no sea un artículo de una ley, no nos 
interesa. Lo planteamos acá porque somos 
parlamentarios y estamos discutiendo este 
proyecto de ley y pensamos que es un problema 
importante, pero en realidad, se está aplicando 
una suspensión de ejecuciones casuística, que 
no está escrita en ningún lado y que no da 
tranquilidad cierta a los productores. 

Estamos de acuerdo en que situaciones 
distintas requieren soluciones distinas. Por eso 
discutimos, todo lo que hemos discutido antes. 
O sea que no se trata de un "perdona tutti", sino 
de esperar seis meses para instrumentar mejor 
las medidas de salida de la deuda y de 
reperfilamiento hacia adelante. En definitiva, la 
salida es productiva y el sentido es, no 
perdonar, sino generar un espacio. 


SEÑOR SELLANES.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: muy 
brevemente y en la misma línea del señor 
Diputado Agazzi, quiero realizar algunas consi- 
deraciones, 

En la visita a la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, el señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y el Directorio 
del Banco de la República Oriental del Uruguay 
nos informaron que se ha conformado una 
comisión integrada por ambas instituciones que 
está haciendo un estudio exhaustivo de la 
deuda, tratando de aportar la máxima cantidad 
de datos, pero además tiene como objetivo ir 
pautando las soluciones que necesariamente 
deberá tener este problema. 

Como también nosotros compartimos el 
criterio de que a problemas diferentes, solucio- 
nes diferentes, nos parece razonable esperar a 
que esta comisión se expida -que, según el 
señor Presidente del Banco de la República 
Oriental del Uruguay, no tiene plazos pero sí 
urgencias-, y entendemos que ciento ochenta 
días de prórroga en las ejecuciones puede dar 
tranquilidad a una cantidad de productores que 
hoy se sienten intranquilos. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
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me parece de justicia dejar sentado que las 
ejecuciones que ha llevado a cabo el Banco de 
la República Oriental de! Uruguay han sido un 
número muy menor. También quisiéramos que 
esto tuviera un plazo de desahogo, pero 
debemos comprender la realidad del Banco de 
la República Oriental del Uruguay, porque al 
hablar de reperfilamientos de las deudas, 
debemos pensar en diez años de plazo y hasta 
dos años de gracia. Ello nos está diciendo que 
éstos son los plazos más largos y las tasas más 
bajas que tenemos en el MERCOSUR. 

Mientras tanto, en la banca privada, a la cual 
el sector agropecuario le está debiendo 
US$ 200:000.000, sólo se refinancia o reperfila 
a cuatro años, y ya sabemos que la banca 
extranjera no presta -o sea, no da dinero- al 
sector agropecuario. 

Ahora que estamos hablando de plazos, me 
parece que es de justicia determinar estos 
plazos que para nosotros son muy importantes. 
Queremos subrayar que el Banco de la 
República Oriental del Uruguay está haciendo un 
esfuerzo al fijar diez años de plazo, con hasta 
dos años de gracia, para el reperfilamiento de 
las deudas. 

Creo que es un mecanismo adecuado para 
que el sector agropecuario pueda acogerse a él 
y es justamente como se dice: "El Banco de la 
República Oriental del Uruguay es el gran amigo 
de todos los empresarios agropecuarios, peque- 
ños, medianos y grandes", porque es esa 
institución que, a través de todas sus sucursales 
diseminadas por todo el país, está siempre 
tratando con el cliente, caso por caso. 

Entonces, plantear algo sin saber qué se va 
a resolver, y dar una expectativa por un tiempo 
determinado, pero no teniendo el rumbo fijo, es 
crear una sobredosis de ilusiones, lo que no me 
parece conveniente en estos momentos. 

Hay algo que sí está determinado como real, 
que son los plazos y las tasas, y queremos dejar 
en claro que éstas son las más bajas, no del 
país, sino del MERCOSUR. 


SEÑOR MOLINELLI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: la 
voluntad del Banco de la República Oriental del 
Uruguay ha quedado de manifiesto no solamente 
en los hechos, al haber sido muy reducido el 
número de ejecuciones, sino además en las 


propias palabras del Directorio del Banco 
vertidas en el seno de la Comisión de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca de esta Cámara, y 
eso es muy claro. Y por tanto, indudablemente 
esa voluntad del Banco de la República Oriental 
del Uruguay de considerar cada uno de los 
casos está probada y de manifiesto. 

Pero este aditivo abarca otro ámbito, el de 
las instituciones privadas de intermediación 
financiera. Entonces, indudablemente ahí se 
produce el cambio radical con la política que 
puede tener el Banco de la República Oriental 
del Uruguay. Allí es donde la seguridad jurídica 
y el apoyo que el sistema financiero tiene que 
tener hacia el sector productivo, se torna mucho 
más delicado de legislar y es más problemático 
cambiar una legislación sobre contratos ya 
hechos, lo que no ocurre en el caso del Banco 
de la República Oriental del Uruguay por sus 
decisiones empresariales y de promoción de 
desarrollo. Pero ya al hablar de instituciones 
privadas de intermediación financiera, cambia 
radicalmente el sentido de la propuesta; ya no 
es hablar exclusivamente del Banco de la 
República Oriental del Uruguay. Por eso, esto 
no significa plasmar una realidad, sino tener un 
ámbito mucho más complicado y complejo, en 
el que deberíamos analizar con mucha más 
profundidad el tema y donde es importante 
mantener la seguridad jurídica para que un 
sector que sirve de apoyo al sector productivo, 
pueda darle también en el futuro ese sostén que 
necesita. 

Gracias. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).— Señor Presi- 
dente: he votado negativamente el aditivo en 
consideración en esta instancia por lo siguiente. 

Considero que no es oportuno el 
intervencionismo legislativo en los contratos de 
crédito. Entiendo que se produce una conse- 
cuencia muy similar a lo que se dio en la década 
del sesenta cuando el Parlamento procedió a 
dictar leyes que suspendían los lanzamientos; lo 
que se hizo fue afectar el mercado de 
arrendamientos urbanos en el país. Se pretendió 
beneficiar a los inquilinos, pero se los perjudicó 
porque los propietarios retiraron del mercado 
sus propiedades. 

Entiendo que suspender las ejecuciones en 
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esta materia, es caer en igual política inter- 
vencionista. 

En mi opinión, el Parlamento no debe 
inmiscuirse en los contratos de crédito y menos 
suspender ejecuciones. Se empieza con una 
suspensión de ciento ochenta días y no se 
sabe dónde se termina. Esto puede terminar en 
una suerte de RAVE para los contratos de 
crédito como ocurrió en materia de arrendamien- 
tos. 

Creo que la experiencia del país -desde la 
década del sesenta hasta el presente- en 
materia de arrendamientos, nos tiene que hacer 
reflexionar para no actuar de la manera desa- 
tinada como se hizo en ese entonces y como 
se pretende hacer ahora con la suspensión de 
las ejecuciones. 

Soy partidario de la solución caso por caso 
que está aplicando el Banco de la República 
Oriental del Uruguay y entiendo que de 
aprobarse esta norma lo que haremos será 
restar todavía más competitividad al sector 
agropecuario. ¿Por qué? Porque retiraremos del 
mercado la oferta de crédito, encareceremos el 
crédito y terminaremos perjudicando a quien 
queremos beneficiar, que son, precisamente, los 
productores. El país ya tiene muchos problemas 
de competitividad; no agreguemos uno nuevo y 
más trascendente, como éste. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar el artículo 11. 


SEÑOR GALLINAL.— 
Presidente? 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GALLINAL.— Señor Presidente: sim- 
plemente quiero hacer una aclaración. 

Habíamos coordinado que aquellos capítulos 
para los que no se presentaron aditivos ni 
sustitutivos iban a considerarse en bloque y no 
por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Es correc- 
to lo que plantea el señor Diputado Gallinal, 
Como el temperamento de la Cámara fue 
analizar artículo por artículo, la Mesa tuvo esa 
actitud, pero podemos considerar el proyecto por 
capítulos. 

En discusión el Capítulo ill, "Pequeñas y 
medianas empresas", que comprende los artícu- 
los 11 y 12. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO Il! 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS 


Artículo 11.— Las empresas que ejecutaren 
proyectos de inversión en actividades comer- 
ciales promovidas al amparo del Capítulo |ll 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
no podrán gozar de las exoneraciones del 
Impuesto a las Rentas de la Industria y 
Comercio, establecidas en los artículos 35, 
37 y 38 del Título 4 del Texto Ordenado 1996. 


Artículo 12.— Las asociaciones de empre- 
sas que producen o comercializan bienes o 
prestan servicios, podrán tramitar y obtener 
en favor de sus afiliados y para proyectos 
específicos, los beneficios previstos en la Ley 
N2 16.906, de 7 de enero de 1998". 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
vamos a acompañar ambos artículos. Si bien se 
trata de medidas que tienen un alcance limitado, 
son positivas, y no nos duelen prendas en 
absoluto al reconocerlo. 

En el artículo 11 se establece que las 
empresas promovidas al amparo de la Ley de 
Inversiones no podrán gozar de las exoneraciones 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y 
Comercio. Nos parece justo que se establezcan 
condiciones que mejoran la competencia entre 
estas pequeñas empresas y los grandes esta- 
blecimientos que hasta este momento gozaban 
de esa exoneración. 

A través del artículo 12 se aprueba una 
norma que permite tramitar a las asociaciones 
de empresas los beneficios previstos en la Ley 
N2 16.906, sobre inversiones. O sea que nos 
parece correcto permitir que las empresas se 
asocien para hacer uso de esos beneficios; 
además, la asociación también se hace conve- 
niente por motivos de escala. 

Reitero: vamos a acompañar el capítulo en 
genera! y estos dos artículos. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: voy a 
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hacer una breve mención a este capítulo, que 
forma parte del compromiso político asumido por 
el Partido Colorado y el Partido Nacional. Ya 
que habrá momentos para que algunos analicen 
hasta dónde los cumplimos, es bueno decir que 
rápidamente lo estamos haciendo. 

Es muy importante el tema de los pequeños 
empresarios y su sorpresa frente a tenómenos 
que, sin duda alguna, los están comprometiendo 
seriamente. Tengo la satistacción de decir que 
el Partido Naciona! encaró este asunto, desde 
el principio, con una gran responsabilidad. Tanto 
es así que esta no es la primera señal que 
existe en esta materia. Ya se ha iniciado un 
proceso que en su primera etapa tuvo la sanción 
de la ley que estableció un control en el 
establecimiento de grandes superficies, que 
continúa con varios aspectos incluidos en el 
proyecto de ley en consideración, y con estos 
dos artículos que tienen que ver con el 
tratamiento tributario. El primero limita la apre- 
ciable diferencia a favor de los emprendimientos 
comerciales que, con los beneficios de la Ley 
de Inversiones, tenían -o van a tener hasta que 
se sancione este proyecto- el beneficio de la 
canalización del ahorro que, sin duda alguna, es 
un "handicap" importante de la actividad co- 
mercial en contra del interés de los peque- 
ños empresarios. La norma que se incluye es 
un notorio beneficio para el sector comercial, 
sobre todo para el de los pequeños comercian- 
tes. 

El artículo 12 incluye a las asociaciones de 
empresarios dentro de los beneficios de la ley 
de promoción de las inversiones. Esto permite 
que quien desee beneficiarse con las desgrava- 
ciones tributarias de IVA y de IMESI para la 
importación de equipos, a fin de invertir en el 
mejoramiento de la calidad de su gestión, pueda 
hacerlo a partir de esta instancia, pues hasta el 
día de hoy lo que oportunamente se incluyó en 
la Ley N2* 16.906 no favorecía a empresarios 
individuales. 

Por lo tanto, en esta instancia y a través de 
estas disposiciones estamos cumpliendo con un 
compromiso al facilitar que esa trama de 
decenas de miles de empresarios -que hoy se 
ven amenazados por modalidades y prácticas 
comerciales que son tratadas en otros artículos 
de esta iniciativa- también se vea beneficiada. 
Creo que es una respuesta clara al interés 
señalado de modo evidente por los pequeños 
empresarios. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 


hace uso de la palabra, se va a votar el Capí- 
tulo 1. 


(Se vota) 


— Setenta y siete en setenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR MICHELIN1.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
básicamente quiero decir que el Nuevo Espacio 
votó en bloque estos dos artículos, pues cree 
que van en una buena dirección. 

Estamos cumpliendo con el compromiso 
asumido por el Senador Carvallo en la anterior 
Legislatura, concretamente en la sesión del día 
8 de setiembre de 1999, oportunidad en la que 
se trataron los aditivos sugeridos por el Senador 
Atchugarry -en nombre de la bancada del 
Partido Colorado-, al momento de considerar los 
artículos -que después fueron ley- sobre 
supermercadismo y grandes superficies. 

Quiere decir que hemos cumplido con nuestra 
palabra, en el sentido de apoyar las medidas 
que apunten a que la pequeña y la mediana 
empresa tengan más capacidad para competir 
en los momentos actuales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar el Capítulo IV, cuyo artículo 14 se va 
a desglosar; se ha presentado un aditivo. 

La Mesa entiende que aplicando este meca- 
nismo se podría avanzar un poquito más rápido 
en la consideración de este proyecto. 

En discusión el Capítulo IV, "Normas sobre 
defensa de la competencia", que comprende los 
artículos 13 a 15. Reitero que el artículo 14 ha 
sido desglosado. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO IV 


NORMAS SOBRE DEFENSA DE LA 
COMPETENCIA 


Artículo 13.— Las empresas que desarro- 
llen actividades económicas, cualquiera fuere 
su naturaleza jurídica, están sujetas a las 
reglas de la competencia, sin perjuicio de las 
limitaciones que se establecieren por ley y 
por razones de interés general (artículos 72 
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y 36 de la Constitución de la República), o 
que resulten del carácter de servicio público 
de la actividad de que se trate. 


Artículo 14,— Prohíbense los acuerdos y 
las prácticas concertadas entre los agentes 
económicos, las decisiones de asociaciones 
de empresas y el abuso de la posición 
dominante de uno o más agentes económi- 
cos, que tengan por efecto impedir, restringir 
o distorsionar la competencia y el libre 
acceso al mercado de producción, procesa- 
miento, distribución y comercialización de 
bienes y servicios, tales como: 


a) imponer en forma permanente, directa 
o indirectamente precios de compra o 
venta u otras condiciones de transac- 
ción de manera abusiva para los 
consumidores; 


b 


er 


restringir, de modo injustificado, la pro- 
ducción, la distribución y el desarrollo 
tecnológico, en perjuicio de empresas o 
de consumidores; 


e 


or 


aplicar injustificadamente a terceros 
contratantes condiciones desiguales en 
el caso de prestaciones equivalentes, 
colocándolos así en desventaja impor- 
tante frente a la competencia; 


d) subordinar la celebración de contratos 
a la aceptación de obligaciones comple- 
mentarias o suplementarias que, por su 
propia naturaleza o por los usos 
comerciales, no tengan relación con el 
objeto de esos contratos, en perjuicio 
de los consumidores; 


or 


e 


o 


en forma sistemática, vender bienes o 
prestar servicios a precio inferior al 
costo, sin razones fundadas en los usos 
comerciales, incumpliendo con las obli- 
gaciones fiscales o comerciales. 


La aplicación de estas normas procede 
cuando la distorsión en el mercado genere 
perjuicio relevante al interés general. 


Artículo 15.— El Poder Ejecutivo regla- 
mentará las disposiciones del presente Capí- 
tulo y dispondrá las medidas pertinentes para 
la aplicación de dichas disposiciones. 


Toda contienda que se suscite que refiera 
a la materia regulada en este Capítulo, podrá 
ser sometida por las partes a arbitraje de 
conformidad con lo dispuesto en el Título VIII, 


del Libro ll del Código General del Proceso 
(Ley N2 15.982, de 18 de octubre de 1988). 
La reglamentación promoverá la habilitación 
de centros especializados a tales efectos". 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: res- 
pecto a este capítulo, que se denomina "Normas 
sobre defensa de la competencia" y que 
comprende los artículos 13, 14 y 15, manifes- 
tamos que vamos a votarlos afirmativamente, 
salvo el último párrafo del artículo 14. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
aclara al señor Diputado que el artículo 14 fue 
desglosado. 

La Cámara está considerando los artículos 13 
y 15. Luego se considerará el 14, 

Puede continuar el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Entonces, digo que 
vamos a votar afirmativamente los artículos 13 
y 15. El artículo 14 no es ajeno a la problemática 
que aborda este capítulo en general. Franca- 
mente, debemos decir que es positivo; no 
tenemos inconveniente en expresarlo, tal como 
hemos sido críticos en algunos momentos del 
debate, y seguramente lo seremos más adelante 
con respecto a otros puntos. En este caso, 
reconocemos que la disposición es positiva, que 
se trata de una señal -ha estado de moda el 
tema de las señales, y ésta lo es- para 
incursionar en una materia sobre la que había 
poca legislación -por no decir nada- y que 
progresivamente se está poniendo de moda. No 
utilizo la palabra "moda" para aludir a algo 
superficial, sino para expresar que efectivamen- 
te responde a nuevas situaciones que están 
ocurriendo y que hemos advertido en los últimos 
días. A nivel internacional, ello ocurre perma- 
nentemente. Quienes leemos la prensa interna- 
cional sabemos que asegurar la competencia en 
países de Europa o en Estados Unidos es de 
enorme trascendencia, ya que cuentan con 
legislaciones mucho más adelantadas que la 
nuestra. Como decíamos, se trata de un 
proyecto que da una buena señal, que va por 
un buen camino, que pone arriba de la mesa 
algunos conceptos que se entiende que deben 
ser prohibidos a nivel de la ley o que las 
empresas que funcionan dentro del mercado 
deben ser disuadidas de utilizarlos. Aunque no 
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se va a discutir ahora, decimos que no estamos 
de acuerdo con el último párrafo del artículo 14. 
Esa es la disconformidad que tenemos, y 
además consideramos que se debió avanzar un 
poco más en algunos aspectos, fundamental- 
mente en el tema de los monopolios. La carencia 
más destacada -que sólo mencionamos- es que 
no establecen sanciones específicas por la 
violación de estas leyes. Más allá de legislacio- 
nes genéricas y de normas que contemplan la 
defensa del interés general, no se establecen 
sanciones específicas para el caso de que se 
transgredan esas disposiciones, lo que le quita 
fuerza a la aplicación de lo previsto en este 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos 13 y 15. 


(Se vota) 


— Ochenta por la afirmativa: Afirmativa. Una- 
nimidad. 


En discusión el artículo 14. 


SEÑOR BERGSTEIN.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
propongo que la consideración del artículo 14 
se divida en dos partes. Como el señor Diputado 
Baráibar ya ha anunciado su discrepancia 
respecto al último párrafo, propongo que en 
primer lugar discutamos y eventualmente vote- 
mos los cinco literales del artículo, y posterior- 
mente concentrar la discusión y eventual 
votación en el párrafo cuestionado. 


SEÑOR MIERES.— 
Presidente? 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: com- 
parto la opinión del señor Diputado Bergstein, 
por lo que propongo que el artículo 14 se vote 
desglosando el inciso final, al cual quisiera 
referirme en particular. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: mi 
posición es contraria a la que acaban de 
manifestar mis colegas, porque si votáramos el 
artículo 14 sin el inciso final, en realidad 
estaríamos votando el sustitutivo presentado por 
el Nuevo Espacio. El sustitutivo, como el señor 
Presidente sabe, comprende el artículo 14 sin 
su inciso final, por lo que me da la sensación 
de que si adoptáramos el mecanismo propuesto 
estarlamos votando el sustitutivo. 

En mi opinión, en este caso se debería votar 
el artículo entero. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: creo 
que el señor Diputado Falco interpreta de 
manera equivocada la moción tormulada por el 
señor Diputado Bergstein. Se trata de un 
desglose y no de la votación del artículo sin el 
inciso final, el cual se discutiría luego. De todas 
maneras, al no existir consenso con relación a 
ta metodología propuesta, voy a entrar al 
análisis del artículo en su conjunto. 

En verdad, éste es uno de esos casos en 
que, sin duda alguna, no hemos escuchado una 
sola opinión a favor de que se mantenga el 
inciso finat; sin embargo, mágicamente, éste 
viene sobreviviendo, instancia tras instancia, 
con el riesgo de que transcurra exitosamente la 
última etapa, es decir, la votación en particular 
del proyecto. Es de esas cuestiones paradójicas 
que a veces tiene la discusión parlamentaria, 
porque -lo decíamos el otro día en la discusión 
general- todavía seguimos preguntando, sin 
obtener respuesta, quién es el padre de la 
criatura, es decir, quién incorporó este inciso 
final en su primera versión, ya que más allá de 
una leve modificación que se le introdujo en el 
Senado -que no altera en absoluto el fondo de 
la cuestión-, este inciso ha continuado, persis- 
tido y amenaza con convertirse en ley sin que 
nadie lo defienda, lo que sería un ejemplo de 
astucia sorprendente por parte de quien, sin 
decirlo, lo ha impulsado. 

¿Por qué digo esto? Porque ese inciso final 
no es gratuito ni neutro, sino todo lo contrario; 
es decisivo para la comprensión cabal del 
artículo 14. En forma pomposa, al comienzo de 
esta disposición se establece lo siguiente: 
"Prohíbense los acuerdos y las prácticas 
concertadas entre los agentes económicos (...)", 
y luego enumera cinco situaciones. Hasta ahí 
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todos estaríamos no sólo contestes en votarlo, 
sino contentos de hacerlo, porque de alguna 
forma se avanza en la dirección que hace un 
rato se señalaba, esto es, en la protección de 
la libre competencia y en procura de evitar las 
prácticas contrarias a ese valor. 

Pero el problema es que el inciso final 
establece: "La aplicación de estas normas 
procede cuando la distorsión en el mercado 
genere perjuicio relevante al interés general". 
Diría que nadie, ningún particular, asesor letrado 
o abogado puede pedir con éxito, ante instancia 
judicial o administrativa alguna, la aplicación de 
esta prohibición cuando debe probar, en primer 
lugar, que se ha producido una distorsión en el 
mercado que genera un perjuicio relevante, lo 
que implica determinar cuál es el significado de 
la palabra "relevante”, cuando estamos en 
presencia de un perjuicio de tales característi- 
cas. Pero, además, no sólo se trata de un 
perjuicio relevante, sino de uno que afecte un 
interés de tipo general. El señor Diputado Falco 
lo planteaba bien en ocasión de la discusión en 
la Comisión Especial. ¿Qué es el interés 
general? ¿Cuándo estamos en presencia de 
algo que afecta el interés general? 

Entonces, por un lado, tenemos el carácter 
relevante del perjuicio y, por otro, la definición 
de interés general. 

Sin duda, quien redactó este inciso -reitero 
que todavía todos nos estamos preguntando 
quién fue- no lo hizo torpemente, sino de un 
modo tal que lo que se escribe con la mano a 
lo largo del artículo 14, se borra con el codo 
en caso de aprobarse el inciso final. 

Sé que hasta ahora ha predominado la tesis 
de que esto no se debe tocar y de que así como 
viene se va a votar. Pero estoy pidiendo a esta 
Cámara, quizá por enésima vez -en esta 
oportunidad con más fuerza que nunca-, que 
valore adecuadamente que en este caso la 
modificación, como consecuencia de la elimina- 
ción del inciso final de la disposición, produciría 
un efecto significativo sobre el articulado que 
estamos discutiendo. No se trata de una mera 
modificación formal, sino de que las prohibicio- 
nes que estamos estableciendo sean realmente 
aplicables. 

Entonces, si estamos de acuerdo -como se 
ha dicho por parte de todos los miembros de 
la Comisión Especial y también en el plenario 
en forma vehemente, en ocasión de la discusión 
general de la iniciativa-, reclamamos con fuerza, 
con vehemencia, en nombre de los valores que 
se dice proteger por parte del conjunto del 
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Cuerpo, que en este caso, teniendo en cuenta 
lo que está en juego y que se trata de la opinión 
unánime de las cuatro fuerzas políticas aquí 
representadas, se elimine el inciso final y se 
vote este artículo con tranquilidad y con la 
convicción de que estamos haciendo lo que 
decimos, lo que sin duda será muy positivo. 


SEÑOR VEIGA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR VEIGA.— Señor Presidente: no he 
participado en la discusión por una cuestión de 
economía de tiempo y por sentirme absoluta- 
mente representado por los compañeros de la 
Comisión. Pero la verdad es que no resisto 
hacer algunos comentarios en cuanto a este 
capítulo. 

En la línea argumental planteada por el 
señor Diputado Mieres, debo decir que esto es 
incomprensible. Se trata de un proyecto de ley 
que ingresa con declaratoria de urgente consi- 
deración, ante situaciones de emergencia, lo 
que ha sido discutido en el transcurso de estos 
días, aunque hay temas que no figuran en la 
iniciativa. Todos somos conscientes de que el 
tema abordado por ese artículo afecta a un 
vasto sector de la sociedad, a la clase media 
uruguaya, a los sectores minoristas, a los 
proveedores y a los distribuidores. Se trata de 
un tema que no merece postergación -no se 
comprende de otra manera-, salvo que se 
continúe lesionando sus intereses. ¿Por qué? 
Porque se hace una descripción correcta de una 
serie de situaciones, se da una buena señal 
para solucionarlas, pero no se establecen 
sanciones, sino que se incluye el inciso final y 
el resultado termina siendo prácticamente ino- 
cuo. ¿Por qué? 

Yo sé que hay esfuerzos de todos para 
comprender este problema. El año pasado -se 
lo reconozco especialmente al señor Diputado 
Trobo; lo mencionó el otro día y así es- se 
trabajó y se logró aprobar algunos criterios con 
respecto a las grandes superficies, lo que 
comenzó a ser una señal en ese sentido. Sé que 
detrás de esto hay, además, un cierto debate 
ideológico. Algunos podrán suponer que es 
posible una especie de autorregulación del 
mercado; todos sabemos que la experiencia 
mundial y nacional nos revela que, en lugar de 
eso, se va produciendo una mayor concentración 
de poder. 
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¿Qué hacemos entonces? El otro día, en la 
Universidad de la República, el sociólogo Alain 
Touraine decía que él constreñía la globalización 
a la comunicación, los medios, la informática y 
el sistema financiero. Lo que está ocurriendo 
aquí es precisamente eso. Aquí han aterrizado 
una cantidad de capitales -muchos de los cuales 
ni siquiera tienen conocimiento del tema- que 
colocan estos dineros a través de sociedades 
que deben ser exitosas para los fondos 
previsionales que en distintos palses del mundo 
se acumulan; ingresan en la plaza, afectan a los 
minoristas, aprietan a los industriales y provee- 
dores, alteran toda la red de distribución y las 
relaciones comerciales lógicas y normales; 
compiten deslealmente y luego se van. Ahora 
están siendo sustituidas por algunas transnacio- 
nales que sí tienen conocimiento y experiencia, 
por ejemplo, en el área del supermercadismo, 
que vienen a hacer aquí lo que no pueden hacer 
en sus propios países, donde hay leyes que 
regulan la competencia desleal e impiden el 
abuso del poder dominante. Y no estamos 
hablando de países con economía planificada o 
centralizada; nos estamos refiriendo a Alemania, 
Francia y Estados Unidos. Allí hay fortísimas 
normas que en la discusión comarcal serían 
calificadas de intervencionistas y dirigistas, pero 
apuntan a la defensa del consumidor, del 
proveedor y del minorista. Inclusive, en los 
países del MERCOSUR hay cláusulas que 
permiten defender al representante de las 
marcas extranjeras, porque si luego de un 
negocio en el exterior es sustituido, debe ser 
respetado o indemnizado. 

Sé que en el conjunto de temas de este 
multifacético proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración esto parece ser una 
buena señal, pero a mí me ha sorprendido. Hay 
alarma en la plaza uruguaya; eso lo sabemos 
todos. Hay alarma en las gremiales, en los 
comercios, en los sectores minoristas y en los 
proveedores. Existe un estudio -no tengo tiempo 
de leerlo ahora, pero lo pongo a disposición de 
quien quiera analizarlo- que informa sobre las 
prácticas comerciales que está utilizando con los 
industriales y con los proveedores alguna 
cadena de supermercados que se divide en dos; 
se habla de lo que les piden para que puedan 
vender y de lo que no les piden, pero hacen. 
Si ustedes leen este estudio se van a impactar. 
Esto está ocurriendo hoy, y sé que aquí hay 
varios colegas que son conscientes de ello. 

Por ese motivo, me hago la misma pregunta 
que el señor Diputado Mieres: ¿por qué 
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hacemos de esta muy buena señal algo 
inefectivo? ¿Por qué no eliminamos esa última 
frase y damos solución ya a un problema que 
es urgente y que está afectando a vastos 
sectores de la sociedad uruguaya? 

Esto no es ir contra los capitales nacionales, 
contra el supermercadismo ni contra quienes 
apuestan a la producción nacional, invierten, 
dan trabajo y respetan las leyes. No; es ir contra 
el abuso de la concentración de poder y contra 
la generación de toda suerte de deslealtades en 
algo que ya no es competencia ni puede ser 
calificado con acierto como una economía de 
mercado que funcione sanamente. 

Sé que hay ciertos compromisos o expecta- 
tivas y que, cuando se trate el Presupuesto 
-en estos temas sería interesante analizar la 
legislación de otros países-, algunos sectores 
tendrán inquietudes de avanzar y de llegar a 
concreciones. Por cierto que estaremos todos 
comprometidos en ese trabajo. Pero sigo 
planteándome la pregunta del comienzo: ¿por 
qué no lo hacemos ya? ¿Por qué no posibili- 
tamos que esta buena señal se concrete en un 
conjunto de normas que darían resolución ya a 
un tema urgente que está afectando una trama 
básica para el funcionamiento de la sociedad 
uruguaya? 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
se me plantea una duda de procedimiento, 
porque no me quedó claro el mecanismo a 
seguir en la votación. Teníamos idea de plantear 
el desglose del último inciso del artículo 14, que 
es el que genera problemas. Planteo la pregunta 
porque quedó mezclada una consideración 
acerca de la forma de votación con la de 
discusión del tema, sobre el que voy a hacer 
algunas referencias. De todos modos, creo que 
es de orden que cuando se pide una votación 
por incisos, así se proceda. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
habíamos propuesto dividir el artículo en dos 
partes, nada más que por ahorrar tiempo. Como 
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el planteamiento de esta moción está generando 
un debate sobre el problema de fondo, vamos 
a retirarla y así podremos discutir la disposición 
en su conjunto, para lo cual aprovecho la 
oportunidad para anotarme en la lista de 
oradores. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
compartíamos el criterio del señor Diputado 
Bergstein, pero luego se nos planteó la duda 
porque el señor Diputado Falco cuestionó este 
procedimiento. 

De acuerdo con el Reglamento, cuando un 
señor Diputado solicita que se haga una 
votación por incisos es pertinente proceder en 
este sentido. De modo que vamos a solicitar 
formalmente que se desglose el último inciso de! 
artículo 14. 

Ahora voy a referirme al tema de fondo. 

Indudablemente, en este capítulo se está 
avanzando. Los señores Diputados saben que 
en la legislación comparada hay desarrollos 
mucho más profundos, pero aquí se están dando 
señales que, en principio, son positivas y 
responden a la situación muy complicada que 
presenta el mercado uruguayo en este momento 
y que es importante atender en forma urgente. 

lo que no he podido comprender es el 
sentido de esta última parte del artículo 14, que 
plantea absolutamente lo contrario de lo que 
correspondería. Si queremos defender normas 
de competencia leal y prohibir acuerdos y 
prácticas concertadas entre agentes económicos 
y que se haga abuso de la posición dominante 
-tal como se plantea en el artículo 14-, estas 
disposiciones desarrolladas en los literales a) al 
e) deberían aplicarse siempre, excepto que se 
esté perjudicando un interés general. Pero, en 
todo caso, debería definirse claramente qué se 
entiende por interés general, porque tendría que 
ser tan grave como para justificar que estas 
normas no fueran aplicadas. Sin embargo, el 
camino que sigue el último inciso del artículo 14 
es exactamente el contrario: en lugar de 
aplicarlas siempre, dice que van a ser de 
aplicación sólo cuando se genere un perjuicio 
al interés general. Naturalmente, a nosotros nos 
han surgido las mismas dudas que han 
planteado los señores Diputados Mieres y Veiga 
acerca de cuándo se produce ese perjuicio 
relevante al interés general. Eso no se ha 


definido. Todos los asesoramientos que hemos 
recibido en la Comisión, así como otros 
adicionales que hemos tenido, indican que este 
inciso -que mi fuerza política no votó en el 
Senado- está tirando abajo la declaración de 
buenas intenciones que tiene el capítulo. 
Hablamos de declaración de buenas intenciones 
porque, en la medida en que no se establecen 
sanciones, no sabemos qué va a pasar cuando 
alguien viole las disposiciones y el espíritu que 
aquí se ha planteado. 

He quedado perpleja por algunas exposicio- 
nes y por ciertos fundamentos de voto vertidos 
en la Comisión, en los cuales se ha apelado al 
argumento de que este artículo va a tener que 
ser modificado en leyes posteriores. Concreta- 
mente, como muchos legisladores que no 
forman parte de mi fuerza política ni del Nuevo 
Espacio entienden que esta norma es un error, 
van a apelar a compromisos políticos o a un 
proyecto de ley posterior para modificarla. Se 
habló especialmente del proyecto de ley de 
Presupuesto, con lo cual ya me animo a decir 
que otra vez vamos a enfrentar proyectos de ley 
de Presupuesto kilométricos, con contenidos que 
no tienen que ver con los temas presupuestales. 
Indudablemente, este artículo no tiene nada que 
ver con el contenido de un proyecto de ley de 
Presupuesto. Esta ha sido una mala práctica en 
la que ha incursionado el Parlamento, pero 
parece que se va a seguir por ese camino. 

Por eso pregunto: si tenemos la oportunidad 
hoy, ahora, en este momento, en el plenario, de 
corregir esta norma, de no aprobarla, de 
rechazar este artículo 14 dejando la parte 
programática en pie, ¿por qué debemos esperar 
una instancia o una corrección legislativa 
posterior? Hasta ahora nadie ha dado respuesta 
a nuestra interrogante. Si se está de acuerdo 
con el artículo 14 -desde el término "Prohíbense" 
del inciso primero hasta la expresión "interés 
general", donde se pone punto final- y se 
considera que no hay que modificarlo, me 
parece muy bien que mantengan el criterio y lo 
voten tal como está. Pero si consideran que 
luego hay que relativizarilo y modificarlo, enton- 
ces, ¿por qué no lo hacemos ahora? 

Entiendo que el Parlamento perfectamente 
puede tomarse un tiempo y no aprobar esta 
disposición, manteniendo el espíritu del capítulo. 
¿Cuál es el problema en que el proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración vuel- 
va al Senado y allí se apruebe con las 
modificaciones necesarias? Por más urgencias 
que haya, me parece que legislar con tanto 
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apuro, teniendo que derogar o modificar des- 
pués lo que ya se aprobó, no es una buena 
señal política. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: voy a 
dar una respuesta genérica a quienes me han 
precedido en el uso de la palabra, porque no 
quiero hacer alusiones personales. 

Todos han dicho que nadie había defendido 
el artículo tal como está. Eso no es cierto. Aquí 
se dijo que manifestamos que íbamos a cambiar 
esta norma en el proyecto de ley de Presu- 
puesto. Eso tampoco es cierto. Aconsejaría 
leer exactamente el informe en mayoría, que 
fue el que me tocó escribir. De todos mo- 
dos, y en tren de ser más claro, voy a volver 
a dar una explicación, con o sin razón pero con 
gusto. 

Aquí se tocaron dos o tres puntos. Uno de 
ellos es la falta de sanciones que eventualmente 
podría tener este articulado. También se men- 
cionó que el inciso final inhibe la aplicación del 
resto de las normas. Respecto al primer punto, 
reitero -ya lo dije en la Comisión y está en el 
informe- que no estoy de acuerdo en incluir las 
sanciones en un proyecto de ley. La expresión 
que utilicé fue que no era partidario de tal 
detallismo legislativo. Voy a explicar por qué. 
Creo que se equivocan al expresar que este 
proyecto de ley no incorpora sanciones. Eso no 
es así. Obviamente, en derecho comparado 
existen ejemplos de algunas leyes -no son 
todas- que incorporan en su articulado las 
sanciones. Estoy hablando de verdaderos códi- 
gos -con más de cien artículos- relativos a la 
detensa de la competencia, con una tradición 
distinta, que Uruguay hoy no tiene; hemos 
estado todos contestes en que es de las 
primeras normas, quizá junto con la ley de 
protección al consumidor, que tocan estos 
temas. 

Lo que manifesté en el informe en mayoría 
-y quiero mencionar que un diario publicó algo 
que no dije- fue que admitía que este artículo 
se pudiera revisar y que respetaba la opinión 
de quien había dicho eso. Pero tanto en 
Comisión como en el informe dejé asentado que 
no deben incluirse las sanciones, porque 
considero que ya existen. Anteriormente a esta 


disposición proyectada no existía ninguna refe- 
rencia a lo que podemos denominar como 
competencia desleal o lealtad comercial. A partir 
de esta norma, quien incurra en estos casos 
comete un ilícito civil. Eso es indiscutible. El 
Código Civil es muy amplio al respecto, pero su 
artículo 1319 abarcaría todos estos casos. 

También manifesté que mi temor era que si 
hubiésemos fijado las sanciones en el articula- 
do, podríamos haber inhibido los daños y 
perjuicios que prevé el Código. En otras 
palabras, si se incumplieran estas normas -en 
caso de que en algún momento sean ley- se 
estaría cometiendo un ilícito civil, sobre el cual 
el ordenamiento jurídico nacional prevé una 
sanción determinada, obviamente, en caso de 
que se pueda demostrar, como corresponde a 
todos los casos de daños y perjuicios. 

La superposición de sanciones me hace 
acordar a aquellas dudas que nos surgían 
acerca de si se podían superponer penas a los 
ilícitos civiles, como ser, una cláusula penal 
dentro de un contrato a la ejecución por daños 
y perjuicios. En definitiva, soy contrario a fijar 
sanciones administrativas dentro del proyecto de 
ley. 

Me parece correcta la redacción del último 
inciso. El señor Diputado Veiga hizo mención a 
la situación que están padeciendo los pequeños 
comerciantes; no lo voy a repetir porque la 
aclaró muy bien y todos somos conscientes de 
ella. En mi opinión, esa problemática a la que 
hacía referencia se encuadra dentro de este 
proyecto de ley. Tanto es así, que todos 
sabemos que se hicieron públicas algunas 
compras o la absorción de una empresa por 
otras, cuando se supo que estábamos tramitan- 
do este proyecto de ley. Me imagino que 
también sabían que existía el inciso final. Pero 
pensémoslo "contrario sensu". Por ejemplo, yo 
tengo un almacén y alguien decide poner otro 
en la misma cuadra, con precios más baratos. 
Yo me voy a ver perjudicado, pero, obviamente, 
el consumidor se sentirá beneficiado. 

Cuando el señor Diputado Mieres menciona 
que únicamente se excluyó la palabra "sólo", 
quiero decir que esa determinación no fue tan 
caprichosa. El señor Diputado la soslayó y dio 
a entender que no cambió nada. Sí cambió. En 
el ejemplo del almacén que cité, el perjuicio 
puede ser personal, pero no existe un interés 
general distorsionado. 

En este mismo sentido, como ya dije -y 
agradezco al señor Diputado que me lo 
recordara- tampoco soy partidario de definir en 
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la ley terminologías difusas, como por ejemplo 
"interés general", “bien público”, que suponen 
intereses difusos -cito sólo estos ejemplos 
sabiendo que me estoy olvidando de mu- 
chos-, porque caemos en lo mismo. Muchísimas 
normas del ordenamiento jurídico, -algunas que 
conocemos y otras que seguramente se nos 
escapan- utilizan estas expresiones. Entonces, 
si fijamos en una ley nueva una definición, me 
temo que por razones de temporalidad será 
aplicable a todas las leyes que contengan esos 
términos. Por lo tanto, reitero que soy contrario 
a definir la expresión "interés general". 

Por último, quizás no se tengan en cuenta 
algunos aspectos. Todos han dicho que están 
de acuerdo con los incisos a), b), c), d) y e), 
pero que el último párrafo los inhibe; y no es 
así. Con el ejemplo que citaba -quizás sutilmen- 
te-, se demuestra que en la aplicación de este 
articulado no estaría en juego el interés 
individual de dos personas. Cuando se dice 
"Prohíbense los acuerdos y las prácticas 
concertadas entre agentes económicos (...)", sin 
ninguna duda se está haciendo referencia a 
intereses generales; y, obviamente, todos los 
ejemplos que se ponían distorsionan el mercado. 
Pero es incorrecto deducir de ello que este 
inciso final inhibe el resto del artículo. 


SEÑOR MIERES.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR FALCO.— SÍ, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: el 
señor Diputado Falco dice que no existe ningún 
compromiso con respecto a la inclusión en el 
proyecto de ley de Presupuesto de alguna 
aclaración sobre este tema. Sin embargo, en la 
versión taquigráfica de las sesiones de la 
Comisión Especial -nosotros leemos las actas; 
no sólo lo hace el señor Diputado Falco-, el 
señor Diputado Trobo dice textualmente: "De 
manera que exíste un compromiso en el sentido 
de incluir en la norma presupuestal -cuya 
consideración está cercana y que contiene 
muchísimos temas- una definición precisa del 
alcance de ta expresión 'interés general', que 
figura en el artículo 14 de este proyecto de ley". 
El propio señor Diputado Falco, cuando se 
refiere a este tema, dice "sin perjuicio del 
compromiso asumido" y desarrolla su posición, 
que es la que acaba de señalar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Berois Quinteros) 


— Entonces, no nos equivocamos cuando deci- 
mos que en el ánimo de los que acompañaron 
por mayoría el mantenimiento de este inciso, 
existió el reconocimiento de que era una 
cuestión que no quedaba resuelta satistactoria- 
mente en esta instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el miembro informante, señor 
Diputado Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: con 
mucho respeto debo decir al señor Diputado 
Mieres que habló de dos temas a los que yo 
no me referí. No hablé de compromisos relativos 
al proyecto de ley de Presupuesto; nunca negué 
que haya dicho lo que el señor Diputado leyó. 
Lo que reitero es mi opinión -como bien 
señalaba el señor Diputado Mieres en el final 
de su intervención-, que fue coincidente y 
coherente en el sentido de que a mi entender 
el inciso final del artículo 14 se tenía que 
salvaguardar. Sin embargo, el señor Diputado 
Mieres comenzó su alocución diciendo que no 
conoce a nadie que defienda este artículo. 

Insisto una vez más en lo que dije al inicio 
de mi alocución y que en su momento defendí 
en Comisión. No estoy negando que hayan 
existido compromisos; yo no hablé nada de 
compromisos ni hice referencia al proyecto de 
ley de Presupuesto. Simplemente, con los 
mismos argumentos que acabo de expresar, dije 
que era conveniente retener este inciso final. Se 
podrá estar de acuerdo o no, pero esa fue mi 
conceptualización. 

Creo no haber faltado a la verdad cuando 
realicé estas explicaciones. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
las diferentes opiniones han sido sobradamente 
fundamentadas por los señores Diputados que 
me precedieron en el uso de la palabra. No 
pretendemos entrar en argumentos de tipo 
jurídico, que han sido manejados con una 
notoria solidez y solvencia, más allá de que se 
compartan o se rechacen. 

Creo que la Cámara ha sido sabia, proponién- 
doselo o sin proponérselo, al discutir el artículo 
en su globalidad, porque toda la primera parte 
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sería algo así como un buen canto, una muy 
buena poesía o declaración, si es que se 
mantiene el inciso final. 

En ese inciso encontramos no menos de seis 
vocablos cuyo sentido deberá explicarse, cada 
uno por separado y a su vez en conjunto y de 
manera fundamentada, ante la autoridad que 
corresponda para que se ponga en funciona- 
miento lo declarado al principio y que todo esto 
sea efectivo. 

Parto del primer sustantivo que figura en el 
segundo inciso: la aplicación. Es decir que se 
trata de aplicar, de poner en práctica, de 
establecer el mecanismo para hacer valer todo 
lo que anteriormente se prohíbe en materia de 
efectos; y si esos efectos los prohíbe es porque 
son malos, ya que los buenos no se prohíben 
sino que se fomentan, y este proyecto, entre 
otras cosas, habla de fomentar y, aquí, de 
defender. Mal se puede defender la competencia 
y, en definitiva, a la población, si para aquello 
que explícitamente se dice que se debe prohibir 
-porque se infiere que es malo- debe jugar todo 
un mecanismo: primero, que se pueda aplicar; 
luego, que se compruebe la distorsión; luego, 
que ésta sea del mercado y, finalmente, que se 
compruebe que genera un perjuicio; pero 
además de esto, ese perjuicio tiene que ser 
relevante e ir contra el interés general. Es casi 
un proceso kafkiano todo lo que hay que hacer 
correr para que lo enunciado al principio del 
artículo deje de ser una declaración y para que 
nuestros almaceneros, nuestros productores 
artesanales de quesos o de lo que fuere, se 
sientan protegidos realmente por este Parlamen- 
to ante la aplicación de medidas por parte de 
las grandes empresas del mercado, que están 
instaladas -tienen derecho a hacerlo- cada vez 
con mayor fuerza y mejor ubicación en el 
territorio nacional, haciendo valer esa fuerza 
económica y estratégica, esa posición que el 
legislador más arriba define como "abuso de 
posición dominante" y que predominará si no 
prevemos el mecanismo fácil, práctico y real que 
proteja a aquéllos. 

A modo de ejemplo, quisiera narrar una 
anécdota de un viajante, de esos que todavía 
recorren todo el país y de los que no quedan 
muchos, porque las mismas normas del mercado 
han hecho que ese elemento de nuestro tejido 
social vaya desapareciendo. El nos hablaba de 
las vicisitudes de un productor artesanal de 
determinada materia alimenticia, que a su vez 
industrializa una materia prima muy nacional, 
quien prácticamente ha tenido que cerrar las 


puertas del lugar donde trabajaba junto a su 
familia y una gama de empleados porque las 
condiciones leoninas que le ha ido imponiendo 
quien le capta la producción, prácticamente lo 
han eliminado del mercado. Pero obviamente, 
conforme a conceptos que aquí se han vertido, 
el interés de un grupo de personas -aparente- 
mente; puedo estar equivocado- no estaría 
justificando la acción porque el interés no sería 
general. 

Una vez escuché a un analista -al que no se 
le puede tildar que sea de izquierda-, llamado 
Mariano Grondona, que justificaba por qué hay 
que defender algunos de los elementales 
componentes de lo que él llama "tejido de una 
sociedad". En ese momento se refería a los 
agricultores tranceses y decía que hay que 
defenderlos porque más allá de lo que represen- 
ten como elementos económicos y productivos, 
forman parte de un cuerpo vivo que es la 
sociedad de un país. 

Si no dotamos a las leyes que se votan en 
este Parlamento de esa vitalidad para salvar 
nuestro tejido social, nos seguiremos quedando 
sin almaceneros y sin productores artesanales 
de quesos, de chorizos o de lo que fuere, y 
estaremos ante grandes proveedores que llega- 
rán al mercado con los productos que el 
consumidor necesita. Como dijera hace algunos 
días una personalidad, nos podemos ir quedan- 
do sin consumidores, porque ¿de dónde saldrán 
los dineros para que en cada habitante exista 
un consumidor, si se van abatiendo y tirando por 
el suelo los puestos de trabajo y las fuentes de 
producción del país? 

Obviamente, las grandes empresas -contra 
las que no tenemos nada- se van a instalar para 
hacer negocios; pero debemos proteger a 
nuestra gente, a los seres humanos que no 
tienen voz, que no se pueden hacer ofr aquí y 
que tampoco pueden pagar a quienes los 
defiendan y les organicen empresas entre varios 
pequeños comerciantes, porque a veces no 
tienen la formación ni el asesoramiento necesa- 
rios para hacerlo. Nuestra función tundamental 
es legislar en beneficio de todos, y ello también 
incluye a aquellos que las nuevas prácticas 
comerciales pueden estar eliminando de los 
circuitos de producción, de abastecimiento y de 
comercialización. 

Tenemos una responsabilidad histórica al 
votar este artículo, porque si eliminamos el 
último inciso estaremos, de verdad, diciendo: 
*Todo lo que dijimos arriba es para que se 
cumpla”. Pero si lo dejamos, estaremos dicien- 
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do: "Esto lo íbamos a hacer, pero nos quedamos 
con las manos atadas". Es la convicción de 
alguien que no maneja elementos jurídicos pero 
que conoce las necesidades de la gente no 
solamente en Montevideo -donde están los 
grandes grupos, pero los conocemos menos-, 
sino también allá, más lejos, donde está más 
desprotegida, pero donde los grandes operado- 
res comerciales ya han llegado, en algunos 
casos imponiendo al poder político verdaderas 
normas de conducta para seguir adelante. 

Creemos que, efectivamente, esta parte del 
proyecto de ley es de urgencia. Pero debemos 
dejar a quien deba ejecutar la norma las manos 
libres y dispuestas para que pueda ponerla en 
práctica, ya que si se las atenazamos mediante 
un inciso que exige tantos procedimientos para 
aplicar lo que se dice en la primera parte del 
artículo, estaremos haciendo una mera declara- 
ción y dejando a la intemperie a la gente que 
lo necesita y que tiene menos posibilidades de 
defenderse, como aquel productor artesanal de 
quesos que mencioné, mientras que nuestro 
tejido social seguirá desgranándose. 


SEÑOR MAHIA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: este 
tema que, por suerte, está siendo abordado por 
la Cámara de Diputados, ya fue tratado en el 
período anterior cuando -si mal no recuerdo- en 
el mes de agosto, durante la Presidencia del 
señor Diputado Trobo, se dio entrada a un 
proyecto de ley que contaba con un gran 
impulso por parte de los directamente 
involucrados, es decir, los sectores minoristas 
que, desde el punto de vista comercial, se veían 
-y se ven- cada día más afectados por el 
fenómeno de estas grandes cadenas de super- 
mercados que, evidentemente, provocan un 
impacto muy grande sobre la sociedad y la 
economía del Uruguay. 

En ese entonces, en la Comisión de Industria, 
Energía y Minería de esta Cámara se discutió 
qué superficie se iba a considerar como grande 
en el proyecto; el Partido Nacional propuso que 
el área debía tener 1.000 metros cuadrados y 
el Partido Colorado, 500 metros cuadrados, 
hasta que finalmente se logró un consenso, 
tomando como gran superficie un espacio mayor 
a 300 metros cuadrados. 

Se debatió muchísimo sobre la constitucio- 
nalidad de este tema porque involucraba el 


derecho a la libre empresa, al libre comercio. 
Nosotros creíamos que la inclusión de un 
artículo concreto en un proyecto de ley podía 
efectivamente profundizar el camino para solu- 
cionar una situación respecto a la cual el 
Uruguay rápidamente debía tomar medidas de 
fondo porque, de lo contrario, nuestro mercado 
se iba a distorsionar en lo que tiene que ver 
con los consumidores finales y con la gente que 
efectivamente trabajaba en la actividad, y se 
presenciaría un proceso, que hoy se está 
gestando, de acumulación y concentración de 
capitales, especialmente los provenientes del 
extranjero. 

Así, existen muchas zonas del área metropo- 
litana y -como anteriormente señalaba el señor 
Diputado Fonticiella- del interior del país donde 
los comerciantes minoristas se encuentran 
absolutamente aplastados por estas prácticas 
comerciales que tienden a consolidar monopo- 
lios privados que, a la larga, van a distorsionar 
el mercado y, por lo tanto, el derecho de los 
consumidores de este país. 

Al mismo tiempo está aconteciendo un 
fenómeno que tiene que ver con los distribui- 
dores. En la actualidad nos llueven denuncias 
de todo el interior del país por este proceso que 
tiende a que los pequeños distribuidores deban 
vender sus productos en condiciones absoluta- 
mente leoninas a estas grandes empresas, que 
pagan cómo y cuándo quieren, y en los términos 
que ellas establecen, sin que aquéllos puedan 
agregar un punto o una coma al trato comer- 
cial. 

Evidentemente, en otros países este tipo de 
prácticas tiene límites muy fuertes, como, por 
ejemplo, en Francia, donde se establece una 
defensa de la competencia y, al mismo tiempo, 
una defensa del consumidor como tal; pero en 
nuestro país recién estamos comenzando a 
caminar en forma seria y profunda en esta 
dirección. 

Crefamos que esta serie de literales del 
artículo 14 podían iniciar un camino que diera 
señales positivas a ese amplio sector de la 
sociedad uruguaya que hoy se encuentra 
afectado por este fenómeno en lo que tiene que 
ver con su situación social. A nuestro entender 
-como lo han señalado nuestros compañeros del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio-, el último 
inciso de este artículo parece borrar con el codo 
lo que se escribió con la mano porque, al no 
haber sanción específica para un fenómeno muy 
nuevo como es éste, se deja sin peso al resto 
de los literales y de los artículos, reduciéndolos 
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simplemente a un saludo a la bandera o a un 
gesto de buena intención. 

Según se nos dijo, este inciso podrá ser 
corregido en el futuro, pero nosotros desearía- 
mos que se hiciera en este momento, porque 
estamos en condiciones y en tiempos legales y 
constitucionales para que esta Cámara tome 
como propio un asunto que debe resolver si 
verdaderamente se quiere defender al producto 
uruguayo y a la mayoría de los comerciantes de 
este país, que ven la paulatina desaparición de 
sus pares y perciben el impacto que produce el 
supermercadismo en el marcado. El Parlamento 
estaría dando una señal positiva a través de 
este artículo si eliminara su inciso tinal. 


SEÑOR PENADES.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR MAHIA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: he- 
mos seguido con particular atención las afirma- 
ciones que ha realizado nuestro colega, el señor 
Diputado Mahía. Por haber integrado la Comi- 
sión de Industria, Energía y Minería durante el 
período en que se aprobara el proyecto de ley 
oportunamente promovido por el señor Diputado 
Trobo, conocemos los pormenores de la redac- 
ción y la voluntad que existió en dicha Comisión 
en el momento de su tratamiento. 

Me preocupa que muchos crean que, por 
tener el rótulo de urgente consideración, con 
este proyecto de ley se está teminando el mundo 
o que una catástrofe pueda suceder sí todo no 
está incorporado en él. Creo que ello no es así; 
si luego de aprobado el proyecto, requiere algún 
tipo de modificación o de mejora, quédense 
tranquilos los señores Diputados que oportuna- 
mente se hará. Velaremos para que sea así. 

Es pública y notoria nuestra preocupación por 
el tema a que hace largo rato están haciendo 
referencia algunos señores Diputados. Especial- 
mente, me preocupa que se considere que la 
crisis del comercio es producto únicamente del 
supermercadismo. Puede ser que una nueva 
modalidad comercial haya distorsionado -¡vaya 
si lo ha hecho!- la forma de comercialización en 
nuestra sociedad, en nuestro pals y, principal- 
mente, en Montevideo; pero quien se introduce 
un poco más en esa problemática -no es mi 
intención hacerlo ahora- advierte la absoluta 
ausencia de políticas municipales en cuanto al 


control del informalismo -que ha herido de 
muerte al comercio formal-, de políticas urbanís- 
ticas -que también han herido de muerte al 
comercio formal establecido en algunas zonas 
del departamento de Montevideo, como puede 
ser el Centro- , de promoción y de fiscalización, 
y también la carencia de voluntad política para 
intentar regularizar la situación de algunas ferias 
de Montevideo y de otras partes del país. 

El señor Diputado que estaba haciendo uso 
de la palabra pertenece a un departamento 
donde existe una feria en la que creo que 
ninguno de los que está instalado aporta 
absolutamente nada, atentando contra el comer- 
cio, precisamente ese pequeño comerciante que 
queremos defender o que todos decimos que 
queremos defender. 

Entonces, sería bueno que además de insistir 
con el retiro del último inciso del artículo que 
está considerando la Cámara en este momento, 
todas las fuerzas políticas nos comprometiéra- 
mos en nuestros ámbitos de acción a no quedar 
sólo en el discurso y a avanzar en la defensa 
del comercio formal y del consumidor, no limi- 
tándonos solamente al tema del supermerca- 
dismo. Cabe mencionar que en el ámbito 
municipal existe una Comisión que tiene a 
estudio una reglamentación definitiva y que por 
tercera vez ha solicitado una prórroga: de todas 
maneras, se han otorgado permisos de construc- 
ción de grandes superficies comerciales en 
zonas del departamento de Montevideo donde 
esos establecimientos atentan contra el pequeño 
comercio a que se está haciendo referencia. 

Por lo tanto, no se trata solamente de aprobar 
el proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración, sino que también hay que asumir 
otros compromisos y ver, por ejemplo, cómo 
desapareció el Centro de Montevideo; y no me 
digan que fue producto únicamente de la 
aparición de los "shopping centers", aunque, por 
supuesto, algo tuvieren que ver, 

Hago mías las inquietudes y preocupaciones 
del señor Diputado Mahía en cuanto a estos 
temas. Nos comprometemos a corregir a la 
brevedad todo lo que se deba, pero no creamos 
que sólo con este artículo se soluciona la 
problemática, porque hoy el país está observan- 
do el ingreso del contrabando como nunca en 
la historia. Los productores rurales nos han 
expresado que al norte del río Negro no se 
comercializa un huevo que no sea de origen 
brasileño. 

Ahora, nos hemos enterado de que la 
Dirección General Impositiva y el Banco de 
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Previsión Socia! van a sintonizar la fiscalización, 
pero no van a controlar al que siempre aporta 
o al que habitualmente se inspecciona, sino a 
quien nunca es objeto de ese control. A este 
último es al que hay que pedir que compita en 
igualdad de condiciones. 

Lo mismo sucede en la Intendencia Municipal 
de Montevideo, donde existe ausencia de 
control, de fiscalización y de políticas en 
defensa del comercio formal, pero no del gran 
propietario sino del que tiene un comercio con 
dos empleados. Si tanto nos preocupa el empleo 
y su generación, estos asuntos, que no se 
solucionan con la eliminación del último inciso 
del artículo 14 que estamos considerando, 
también deberían ser motivo de preocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el señor Diputado Mahía. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: la inte- 
rrupción que gentilmente he concedido al señor 
Diputado Penadés generó una serie de elemen- 
tos que abonan la tesis de nuestra fuerza 
política en cuanto a que aquí hay temas de 
fondo que deberían haberse discutido con mayor 
tiempo y que, evidentemente, merecían mayor 
estudio y profundización. 

En segundo término, consideramos que las 
referencias reiteradas del señor Diputado 
Penadés a la Intendencia Municipal de Monte- 
video, al informalismo y demás, están basadas 
en una visión errónea con respecto a la gestión 
de la Comuna montevideana y, además, acota- 
das exclusivamente al departamento donde vive. 

Si nos pusiéramos a hablar de cada uno de 
los departamentos del interior, concretamente de 
Canelones o de Salto -lamentablemente, por 
falta de tiempo no puedo conceder las interrup- 
ciones que me han pedido Representantes de 
esos departamentos-, podríamos hablar mucho 
esta noche. Sin embargo, supongo que los 
demás compañeros que me van a suceder en 
el uso de la palabra dejarán constancia de 
nuestra posición como fuerza política en todos 
estos temas. 


SEÑOR FONTICIELLA.— 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
es cierto lo que se ha dicho aquí sobre Salto, 
mi departamento. Sin embargo, quiero aclarar 
que la instalación de los centros de comercio 


Pido la palabra 


informal en Salto ha contado con la orientación 
y la ubicación de los poderes políticos, y en los 
últimos diez años el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio no ha sido gobierno, sino que lo 
han sido otros partidos. Entonces, ya que tanto 
se ha castigado a la intendencia Municipal de 
Montevideo, debo decir que en mi departamento 
los gobiernos no han sido progresistas y allí se 
han instalado verdaderas ferias que son de 
conocimiento de gran parte del país. 


SEÑOR PENADES.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: no 
quiero generar una polémica en cuanto a la 
Intendencia. Lo que expresé fue a título de 
ejemplo -no actúo con miopía ni tengo el 
concepto paranoico de la vida política de pensar 
que todo el mundo me quiere atacar- en cuanto 
a que todos debemos asumir responsabilidades. 
Puse el caso de Salto y puedo poner el de 
Canelones -que bien mencionaba el señor 
Diputado Mahía- y el de cualquier Intendencia 
del país. El pequeño comercio no desaparece 
solamente por el surgimiento de establecimien- 
tos de grandes superficies; se está agravando 
una situación que ya existía en el país, que no 
es nueva. Entonces, no estoy castigando más 
a la Intendencia Municipal de Montevideo que 
al resto, porque todos tenemos responsabilida- 
des y debemos asumirlas con madurez política. 

Sin lugar a dudas, en el departamento al que 
represento y en el que me muevo, puedo 
testimoniar que no se ha contado con el apoyo 
necesario para combatir el informalismo y lograr, 
entre otras cosas, una defensa del comercio 
establecido, un aumento de la recaudación y, 
como consecuencia de ello, una rebaja de la 
presión tributaria sobre los sectores que la están 
padeciendo en la actualidad. 

Mi exposición apuntaba en ese sentido y no 
en el de marcar los tantos, porque no estamos 
en esa postura. Es necesario que todos 
asumamos que el problema de la defensa del 
comercio, de la industria y del productor 
establecidos, que aportan -en definitiva, los 
contribuyentes-, no pasa sólo por este artículo. 


SEÑOR MELGAREJO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
estoy totalmente de acuerdo en que la proble- 
mática no pasa por allí. Sin embargo, de alguna 
manera mejoraríamos mucho este proyecto de 
ley si quitáramos este último inciso, haciendo 
innecesario cambiarlo en el futuro. 

Por otra parte, desgraciadamente, se ponen 
algunos ejemplos con los cuales se está 
toreando y se está requiriendo una respuesta, 
que hay que brindar, porque son claras 
alusiones políticas. Por lo menos en este 
departamento, el Gobierno Departamental no es 
responsable de esa gran cadena de cementerios 
de fábricas textiles vacías y abandonadas que 
hay a lo largo de la calle Veracierto y por toda 
la zona de Maroñas y de la Unión. Tampoco es 
responsable de esos grandes galpones y 
fábricas metalúrgicas abandonadas y vacías 
desde hace tantos años, ni de los frigoríficos 
abandonados y de las fábricas de artículos de 
cuero, pero sí se le quiere hacer responsable 
ahora de los vendedores ambulantes e informa- 
les que están establecidos y ordenados dentro 
de la ciudad de Montevideo. De eso se quiere 
hacer responsable al gobierno de Montevideo. 
¡Vamos, señores! ¿Qué queremos? ¿Atacar las 
consecuencias y no mirar cuáles son las 
causas? ¿Qué es lo que estamos mirando? ¿La 
realidad por el ojo de la cerradura? Abramos la 
puerta de una vez a la realidad y miremos qué 
es lo que está pasando en el país. Es muy cierto 
que nos están inundando con huevos brasileños, 
pero no sólo con huevos, sino también papas, 
lechugas, cebollas, etcétera, absolutamente todo 
de contrabando. ¿Y eso es responsabilidad del 
gobierno de Montevideo? ¡Dentro de poco 
también va a ser responsable el arquitecto 
Mariano Arana de todo ese contrabando! 
Reitero: falta muy poco para que dentro de este 
recinto se lo señale concretamente como el 
responsable de todo el contrabando que existe 
en Uruguay. En cada momento que se puede 
hacer una referencia a esto, se la realiza. 
Ocupémonos del artículo que estamos conside- 
rando porque es muy fácil quitar el último inciso 
a fin de que no haya que volver sobre este tema. 
Lo venimos anunciando desde que empezamos 
a discutirlo: tendrá que volver porque habrá que 
reformarlo. Quitemos el inciso y adelantemos 
camino para trabajar de mejor forma que como 
lo estamos haciendo en la noche de hoy. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: la 
verdad es que es muy bueno que el Parlamento 
asuma, aun con debates laterales, la discusión 
de un tema de importancia cuya primera Hegada 
a este ámbito es en esta oportunidad. Creo que 
los nacionalistas y los colorados debemos 
sentirnos satistechos por haber impulsado en el 
debate político del Uruguay de hoy -entre otras 
ideas magníficas que este proyecto de ley 
contiene- la introducción de una inquietud y una 
preocupación que tiene una gran cantidad de 
ciudadanos y no ciudadanos. Digo no ciudada- 
nos porque es gente que vive en nuestro país, 
que ha llegado a estas tierras, que ha podido 
establecer un emprendimiento económico y que 
se ha preocupado por instalar un comercio y 
competir lealmente contra todas esas patalogías 
que la economía uruguaya hoy tiene -que bien 
señalaba el señor Diputado Penadés-, algunas 
de las cuales son fomentadas por un concepto, 
a mi juicio, profundamente equivocado de 
permisividad que va a terminar con la actividad 
formal. Por eso, de la misma forma en que 
hemos contribuido a incluir estos temas en este 
proyecto de ley, creemos que es necesario que 
el Estado se afirme como tal -no las partes del 
Estado que se creen autónomas-, en un 
combate frontal a la evasión y al contrabando, 
porque no tiene justificación alguna que estos 
vicios de la economía existan en un país que 
necesita una recaudación más abultada, con 
tasas de impuestos más bajas y con actividad 
económica abierta y más clara, en prevención 
de las consecuencias que puede tener la 
economía subterránea. Entonces, para mí es 
una gran satisfacción que por parte de los 
partidos históricos o, más bien, del sistema 
político, con un sentido moderno y de visión de 
futuro, se proceda al análisis de estos temas a 
raíz de nuestra iniciativa. Nadie había planteado 
estas cosas en el Parlamento ni en el discurso 
político realizado por allí. Por lo tanto, franca- 
mente, debe ser una gran satisfacción. 

No es fácil regular la competencia; en la 
actualidad no es fácil hacerlo en Uruguay, como 
no lo ha sido en otros países del mundo, en 
economías que tienen un camino bastante 
transitado en estos temas. Hay algunos países, 
como Estados Unidos -que son paradigmas para 
algunos, pero para otros son una especie de 
Satán-, que tienen dentro de su concepción -que 
se expresa en unas pocas normas brevemente 
escritas- la defensa de la competencia y de los 
consumidores y el enfrentamiento a los mono- 
polios. La prueba más clara de ello es que un 
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juez, por denuncia de fiscales, le ha dicho al 
señor más rico del mundo que tiene que dividir 
su compañía. No es la primera vez que eso 
sucede en Estados Unidos; ocurrió con la 
compañía telefónica, que fue obligada a que se 
dividiera en tres, cuatro o cinco compañías. Es 
decir que puede haber distintos antecedentes en 
cuanto a la forma de combatir los monopolios 
y las competencias desleales. Sin duda alguna, 
es esencial el concepto de respeto a determi- 
nadas normas y comportamientos que la socie- 
dad debe manejar, cuya transgresión se castiga 
severamente. Cuando la transgresión es a la 
norma, seguramente para el agente económico 
empieza el momento de decisión entre transgre- 
dir y ganar más, o no transgredir y ganar menos 
y, además, poder fundirse o soportar que se 
compita con él deslealmente. 

Entonces, no es fácil regular la competencia, 
así como tampoco lo es, para algunos, compren- 
der el alcance y el contenido de estas normas. 
¿Por qué incluimos todas estas cuestiones a 
través de los artículos 13, 14 y 15 y por qué 
enumeramos algún tipo de comportamiento que, 
ejercido, afecta sin duda alguna el interés 
general? Porque al hablar de interés general no 
estamos diciendo que estén afectados todos los 
consumidores. Basta con que algún comporta- 
miento de estas características afecte negativa- 
mente el mercado y los elementos que están 
contenidos en las disposiciones constitucionales 
que garantizan la libertad de las personas, no 
sólo en el plano del ejercicio de los derechos 
políticos sino también de los económicos. 
Nuestra Constitución habla de libertad, pero no 
sólo de libertad política sino también de libertad 
económica. Es una Constitución liberal y lo que 
está incluido dentro de ella tiene el origen del 
concepto de la libertad económica en lo que 
respecta a las disposiciones sobre las liberta- 
des, que fue promovido -como bien me acota el 
señor Diputado Penadés- por Artigas. De la 
lectura de los artículos 72% y 36 de la 
Constitución de la República se desprende la 
interpretación lógica que hay que hacer de este 
artículo del proyecto, sin caer en la chabacane- 
ría de pretender que acá nos van a ganar un 
centímetro o nos van a quitar del centro de la 
escena en el discurso por estos temas. De 
ningún modo, porque en esto hemos trabajado 
desde hace tiempo y vamos a seguir haciéndolo. 
Si esto está en el proyecto de ley es porque 
lo incluimos quienes pensamos que es bueno 
hacerlo y no quienes hoy, a raíz de la inclusión 
de estos aspectos, tienen tema para hablar, pero 


no por lo bueno que se establece sino por Jo 
malo que pretenden entender que dice este 
proyecto de ley en algunos de sus artículos. 
La grave situación que se vive en Uruguay, 
que no es el resultado de la aparición de 
determinados agentes económicos que se dedi- 
can a la comercialización, tiene que ver desde 
hace mucho tiempo con reglas de mercado o de 
competencia que no están muy claras; pero 
tampoco nadie lo previno ni presentó iniciativas 
para que hubiera una regulación adecuada. 
Reitero que para un liberal es muy difícil 
llegar al punto en el cual se pueda regular la 
competencia y que ésta se mantenga. ¡Cuidado!, 
aquí no estamos pretendiendo que no haya 
competencia, sino que ésta se exprese en 
términos que le permitan al consumidor estar 
frente a una situación en la que se le defienda 
y en la que no se caiga en el argumento que 
algunos ultras señalan en cuanto a que el 
mercado perfecto es el que resuelve todos los 
problemas. No; porque si hay alguna falla, el 
que va a sufrir es el consumidor. Ese es el 
concepto que tenemos. Algunos lo llaman 
neoliberal; nosotros lo llamamos liberal a secas, 
liberal en serio, porque lo somos en lo político, 
en lo económico y en los otros aspectos. 
Cuando advertimos estos problemas, decidi- 
mos incluir en este proyecto de ley una serie 
de cuestiones que figuran en los artículos 13, 
14 y 15. Ante la duda que puede generar una 
redacción, en particular la del último inciso del 
artículo 14, decimos que sobre él hay que 
trabajar y, si es necesario, establecer una 
redacción que limite claramente el alcance de 
la expresión "interés general". Claro, como el 
tema era ver cómo se nos enredaba y se nos 
hacía salir del encierro, nadie hizo mención a 
las sanciones que aquí no están incluidas, por 
lo menos con la misma ferocidad o vehemencia 
con que se puede pretender explicar este tema. 
Pronto habrá noticias sobre este artículo y 
sobre las sanciones que deben estar en 
correlación con el mismo, 


(Interrupción del señor Representante Miche- 
ini) 


— Entendemos que el proyecto de ley debe ser 
aprobado y promulgado rápidamente para que 
estas medidas sean efectivas, pero también 
decimos que el hecho de que la redacción del 
último inciso no sea clara tampoco invalida el 
artículo, como algunos quieren señalar aquí, 
ridiculizando a quienes impulsamos esta norma. 
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¿Por qué? Porque mucho más ridículos son 
quienes han votado el artículo 13 sin discutirlo. 
Diría -sin que esto pretenda adjudicar intencio- 
nes, sino acciones o innaciones- que ni siquiera 
lo han leído. ¿Por qué digo esto? Porque el 
artículo 13 establece: "Las empresas que 
desarrollen actividades económicas, cualquiera 
fuere su naturaleza jurídica, están sujetas a las 
reglas de la competencia, sin perjuicio de las 
limitaciones que se establecieren por ley y por 
razones de interés general (artículos 7* y 36 de 
la Constitución de la República), o que resulten 
del carácter de servicio público de la actividad 
de que se trate". O sea que en el artículo 13 
ya está mencionado el interés general, pero 
además remite a la norma constitucional, que es 
la que determina cuándo las actividades de los 
ciudadanos o de las personas que viven en el 
territorio oriental pueden ser limitadas. Hay que 
leer los dos artículos y, en este caso, de manera 
especial el artículo 36 de la Constitución, que 
establece: "Toda persona puede dedicarse al 
trabajo, cultivo, industria, cornercio, profesión o 
cualquier otra actividad lícita, salvo las limita- 
ciones de interés general que establezcan las 
leyes”. 

El artículo 14 limita la libertad de comercio 
porque establece que dentro de la actividad 
comercial no se puede "a) imponer en forma 
permanente, directa o indirectamente precios de 
compra o venta u otras condiciones de transac- 
ción de manera abusiva (...); b) restringir, de 
modo injustificado, la producción, la distribución 
y el desarrollo tecnológico (...); c) aplicar 
injustificadamente a terceros contratantes con- 
diciones desiguales en el caso de prestaciones 
equivalentes (...); d) subordinar la celebración 
de contratos a la aceptación de obligaciones 
complementarias o suplementarias (...); e) en 
forma sistemática, vender bienes o prestar 
servicios a precio inferior al costo (...)". 

¿Cuándo no se puede hacer esto? En los 
casos en que se afecten las razones de interés 
general. La Constitución de la República dice 
que éstas son las únicas razones por las cuales 
se puede limitar la libertad de cultivo, de 
industria o de comercio. Entonces, cuando 
discutamos un tema en el Parlamento, especial- 
mente uno como éste, tan difícil, sobre el que 
ya hemos dicho que queremos que se aclare, 
no podemos utilizar un argumento tan vulgar 
como pretender que la mención al interés 
general en el último inciso invalida lo que el 
artículo decía anteriormente. Lo único que hace 
el artículo 13 que votó afirmativamente toda la 


Cámara sin chistar, es mencionar el interés 
general al igual que lo hace el artículo 36 de 
la Constitución de la República, y lo único que 
hace el último inciso del artículo 14 es 
mencionar de nuevo lo que dice la Constitución 
de la República. 

Yo, que me siento orgulloso de este proyecto 
de ley, de lo bueno que tiene y de los temas 
que ha puesto encima de la mesa, me siento 
aún más orgulloso de que se nos haya exigido 
su lectura en profundidad, para ver qué cohesión 
tiene con esas normas tan importantes de la 
Constitución, que es necesario cuidar tanto. Es 
un avance; así se ha reconocido y lo agradezco. 
Algunos dicen que es un tímido avance, pero es 
un avance al fin, que va a seguir complemen- 
tándose con otros que vendrán en el futuro, no 
solamente en la instancia presupuestal -incorpo- 
rando a este capítulo sanciones o estableciendo 
claramente el alcance del último párrafo-, sino 
con otras normas que el gobierno públicamente 
se ha comprometido a plantear en materia de 
lealtad comercial y de normas antimonopolio. 

Con seguridad, algunos habrán salido a leer 
rápidamente to que la Constitución establece y 
a releer no sólo lo que expresa el artículo 14, 
sino lo que votaron en el artículo 13. Ma siento 
satisfecho de que estos temas hayan sido 
provocativos para que algunos se den cuenta de 
que los avances han sido propiciados por otros 
y no por quienes se perdieron la oportunidad de 
hacerlo. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
acá se ha dicho que no hemos leído el artículo 
y que estamos ridiculizando los planteos. Se 
podrán hacer discursos muy pomposos, pero por 
hablar fuerte o gritar más, nadie va a tener más 
razón. 

Se pretenderá entreverar este asunto con los 
problemas del ambulantismo y la falta de empleo 
que, indudablemente, hacen a otra temática; de 
alguna manera, lo que se busca es eludir hablar 
de lo que aquí se establece a título expreso y 
de lo que se dijo en la Comisión y consta en 
la versión taquigráfica. No es un invento del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio que al 
votar el último inciso del artículo 14 se esté 
relativizando lo que éste establece. No lo dice 
esta fuerza política, sino el señor Diputado 
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Trobo, como consta en la versión taquigráfica, 
cuando fundamenta su voto expresando: “En 
realidad, todo lo positivo del artículo 14 ya ha 
sido votado; nos queda el mal trago de ver en 
qué forma opera el último inciso del artículo". 
Este mal trago lo está pasando el señor Dipu- 
tado Trobo y tendrá que fundamentarlo como 
pueda. No lo estamos pasando nosotros; esta 
cicuta no la está tomando nuestra fuerza política. 

Más adelante se habla de la necesidad de 
instrumentar las sanciones en el Presupuesto 
Nacional y el señor Diputado Trobo establece en 
su fundamento de voto: "De manera que existe 
un compromiso en el sentido de incluir en la 
norma presupuestal -cuya consideración está 
cercana y que contiene muchísimos temas- una 
definición precisa del alcance de la expresión 
'interés general' que figura en el artículo 14 de 
este proyecto de ley”. Esto consta en las 
páginas 2 y 3 del Acta N* 11 de la Comisión 
Especial. 

El señor Diputado Falco permanentemente ha 
fundamentado muy bien en la Comisión que las 
sanciones no tienen que figurar dentro del 
proyecto de ley, lo que no compartimos porque 
nos parece que éstas no pueden ser objeto de 
la reglamentación del Poder Ejecutivo. Con la 
misma coherencia con que se manifiesta en esta 
Sala, acerca del alcance del último inciso del 
artículo 14 dice: "Voy a hacer referencia a los 
dos puntos que se plantearon y que se asumen 
como compromiso”. A continuación se realiza el 
fundamento, pero aquí se establece un compro- 
miso político en el sentido de que esto tiene que 
ser modificado. Naturalmente, no pensamos que 
el proyecto tenga que contener todo y deba 
arreglar el mundo y sus alrededores en este 
momento, pero si esto tiene que ser modificado, 
se está relativizando y es un mal trago, ¿por 
qué no lo eliminamos y damos la certeza de que 
estas disposiciones se puedan aplicar, por lo 
menos, antes del 1* de enero del año que viene, 
que es cuando empezará a regir el Presupuesto 
Nacional, si es que realmente contiene las 
modificaciones de que se habla? Por ahora, 
estamos en una zona de incertidumbre y 
seguimos entendiendo que estas buenas dispo- 
siciones programáticas quedan frustradas por la 
falta de sanciones y porque su contenido está 
relativizado. La lectura de la versión taquigráfica 
de las sesiones de la Comisión me exime de 
toda otra argumentación. 

Creo que hay que escuchar un poco más los 
argumentos de los otros. Y, como decía antes, 
no por gritar más fuerte se tiene más razón. 


SEÑOR TROBO.— 
contestar una alusión. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: simple- 
mente, quiero decir que es posible que mi tono 
de voz "achuche" a alguien, pero es mi forma 
de hablar. El día que me escuchen hablar bajito, 
algo raro estará pasando. 

Creo que no se entendió bien lo que 
manifesté. ¡Claro que dije que esto hay que 
corregirlo! 


(Interrupciones) 
— ¿Quién fue el imbécil que habló? 
(Interrupción del señor Representante Bellomo) 
— ¿Quién habló? 
(Interrupciones) 
— Vamos a respetarnos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Está en uso de la palabra el señor Diputado 
Trobo, y este tipo de actitudes no es bueno para 
la Cámara. 

Puede continuar el señor Diputado Trobo. 


SEÑOR TROBO.— Precisamente, en la 
Comisión dije lo mismo que ahora en la Cámara. 
¿O acaso alguien no me escuchó decir que esto 
hay que corregirlo y adaptar la redacción con 
conceptos claros? ¿No lo dije? No estoy 
haciendo afirmaciones diferentes, como hacen 
algunos señores Diputados respecto a lo que se 
dijo en la Comisión del Senado. 

¿Saben dónde se modificó este último inciso 
del artículo 14? Fue en la Comisión del Senado, 
a propuesta del señor Senador Cid. El no dijo 
que no había que votarlo, sino que había que 
quitarle la palabra "sólo", porque la redacción 
original decía que la aplicación de estas normas 
"sólo" era procedente cuando la distorsión en el 
mercado generara perjuicios relevantes, etcéte- 
ra. Entonces, en la Comisión del Senado este 
artículo se votó por unanimidad, ocho en ocho, 
con la redacción que ahora tiene la Cámara para 
su estudio. Así figura en la página 39 del 
Repartido N* 121 de 2000 donde, a continuación 
de las palabras del señor Senador Cid, se 
acepta la modificación y se vota con ese 
resultado. ¿Está claro? De manera que, para 
hablar de coherencia y de la línea que han 
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seguido los legisladores de los distintos partidos 
desde que ingresó el proyecto hasta que se 
apruebe como ley, vamos a utilizar todos los 
antecedentes. 

Por otra parte, creo que si vamos a discutir 
sobre el interés general y sobre el concepto de 
interés general, sería muy bueno que se 
contestara si lo que yo dije con relación a la 
transcripción del concepto del artículo 13 de la 
Constitución de la República -que fue votado por 
todos los señores Diputados sin chistar- no tiene 
nada que ver con la discusión. Creo que esto 
va a ser muy bueno, para que quien tenga que 
formular una redacción que perfeccione este 
alcance utilice lo que aquí se dijo. 

Lo cierto es que nadie ha dicho que ésta es 
una norma de interés general que restrinja 
aspectos vinculados con la libertad de las 
personas que están establecidos preceptivamente 
en los artículos 7% y 36 de la Constitución de 
la República. Es por ello que este capítulo de 
normas sólo es aplicable en caso de que esté 
afectado el interés general. La forma de probarlo 
es otra cosa, pero esta ley no dice cómo hay 
que probar la afectación del interés general. Esa 
es otra cuestión. Además, como bien decía el 
señor Diputado Falco, hoy esta ley tiene dos 
vías de reclamo, a las que se va a agregar el 
capítulo de sanciones. Quizás el día que esto 
se discuta algunos planteen que tiene mucho 
más derecho a reclamar ante la Justicia quien 
ve afectado su derecho por la violación de estas 
normas -porque puede quitarle mucho más a 
quien lo afectó- que el comerciante que tiene 
que pagar una multa para resarcir al Estado de 
un incumplimiento en que incurrió durante el 
desarrollo de la actividad comercial. 

No es un tema fácil. El avance es muy 
importante y no es tímido. Lo que aquí está 
dicho, por algo está dicho, pese a que 
entendamos -lo reitero claramente porque no 
tengo dos discursos- que es necesario que 
algunos aspectos de estas disposiciones se 
corrijan para una mejor comprensión. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: de alguna manera, las últimas intervenciones 
han aclarado lo que fue la historia de la 
consideración de este artículo, porque me 
parece que no estaba a tono con el respeto que 


se debe tener en una discusión de estas 
características que se dijera que los artículos se 
votaban sin leerlos. 

Simplemente para información de la Cámara, 
quiero agregar que durante la visita del Colegio 
de Abogados también solicitamos opinión sobre 
este inciso de este artículo en particular. Me voy 
a limitar a leer las expresiones del doctor De 
Mello, directivo del Colegio de Abogados, 
cuando responde a la consulta sobre este inciso: 
“Es decir que en muchas de estas normas hay 
una gran imprecisión, pero sí entiendo la 
preocupación del señor legislador cuando dice 
la aplicación de estas normas procede sólo 
cuando la distorsión en el mercado genere 
perjuicios relevantes al interés general'. Se trata 
de una norma demasiado abierta, que de alguna 
manera puede paralizar el sentido de este 
artículo, haciéndolo ineficaz para el objetivo al 
que está destinado”. 

Lefmos estas expresiones por dos razones. 
En primer lugar, para agregar una opinión más 
profesional -del representante de la gremial de 
abogados- atinente al fondo del tema. En 
segundo término, lo hicimos por un asunto de 
procedimiento, para que no quede en la versión 
taquigráfica la idea de que puede ser verdad 
que, sobre estos artículos, al menos nuestra 
fuerza política está opinando a la ligera. No es 
así y los análisis que se han hecho en Sala, 
en la Comisión e, inclusive, en el plenario del 
Senado, lo demuestran. En todo caso, detende- 
mos claramente lo actuado en esta Cámara, que 
es nuestra directa responsabilidad. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa solicita al señor Diputado que sea 
breve, porque han hablado dos legisladores de 
su fuerza política sobre el tema. 

Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
durante la discusión de los tres artículos de este 
capítulo, todos quienes hemos hablado por el 
Encuentro Progresista, y creo que también los 
del Nuevo Espacio, hemos dicho que es un buen 
artículo, que es importante que se avance, que 
se progrese, y que éstas son señales positivas 
en una temática muy compleja que el país tiene 
que empezar a transitar. Sin embargo, teníamos 
una reserva respecto al último párrafo del 
artículo 14, con relación al cual, en la Comisión, 
el señor Diputado Trobo -como recién señalaba 
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la señora Diputada Charlone- casi nos indujo a 
tener una intransigencia, en tanto se nos 
generaban dudas sobre si correspondía. 

La vehemencia que el señor Diputado Trobo 
utiliza ahora para defender el artículo, en 
Comisión también la empleó para criticarlo. Y en 
alguna medida nos convenció de que esa 
vehemencia era justificada. 

Aquí ocurre algo muy sencillo que con tanto 
griterío no se esconde: en este tema hay una 
diferencia muy importante entre el Partido 
Nacional, concretamente el Herrerismo, y el 
Partido Colorado. Pero como dije que iba a ser 
breve, me remito a la explicación que en la 
materia ha dado el señor Senador Heber en el 
Senado. El Herrerismo ha anunciado que tiene 
un proyecto de ley que dará a conocer y, 
efectivamente, el señor Senador Heber ha dicho 
que tienen una iniciativa mucho más extensa 
que estos tres artículos, pero que es muy 
polémica. Cuando la llevaron a la negociación 
con el Partido Colorado, este les dijo “nones" 
porque, entre otras cosas, querían crear una 
comisión a nivel del Poder Ejecutivo en la que, 
inclusive, podía tener participación el Poder 
Judicial. Pero el Ministerio de Economía y 
Finanzas les dijo: "No; eso no va". 

Entonces, en definitiva, como querían que 
figurara ese tema pero no pudieron imponer el 
proyecto que trajeron bajo el brazo, copiaron las 
cláusulas del MERCOSUR para justificar que el 
asunto estuviera presente. En definitiva, alguien 
-no sabemos quién-, a pesar del griterío, puso 
esta última frase, desnaturalizando en gran 
medida las buenas intenciones del resto del 
articulado. Si algún señor Diputado desea tener 
más información al respecto puede remitirse a 
la versión taquigráfica en la que constan las 
palabras del señor Senador Heber, a las que 
aludí brevemente, que es sumamente ilustrativa 
sobre la diferencia entre el Partido Colorado y 
el Partido Nacional en esta materia. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: ya que 
no pudimos hacer uso de una interrupción que 
solicitamos repetidas veces, queremos decir 
ahora que el señor Diputado Trobo intenta 
mezclar asuntos que son claramente distintos. 
Nos referimos a los artículos 13 y 14. 


El artículo 13 tiene una redacción general 
sobre la competencia y los elementos que hacen 
a la protección del interés general, mientras que 
la aplicación de ese mismo concepto -y no sólo 
el del interés general- ¿parece en el artículo 14, 
que introduce, fundamentalmente, la idea de 
perjuicio relevante al interés general aplicable a 
cinco casos concretos, especificamente determi- 
nados en su desarrollo. Eso es lo que determina 
la inaplicabilidad de las propuestas planteadas 
y de las disposiciones previstas en el artículo 
14, en lo que tiene que ver con el problema de 
la determinación de un perjuicio relevante al 
interés general. 

No mezclemos las cosas para tratar de que 
todos crean que aquí estamos discutiendo la 
misma cuestión y no nos dimos cuenta de lo que 
votábamos en el artículo 13. Esa no es nuestra 
práctica, y ciertamente no es la de nadie en este 
Cuerpo. Entonces, tratemos de no disimular las 
dificultades y los atragantamientos propios alu- 
diendo a errores ajenos. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— Señor Presiden- 
te: intentaremos ser breves y ceñirnos al análisis 
de la norma que está en discusión, porque nos 
parece que eso es lo que corresponde. 

Naturalmente, este artículo es parte de un 
todo en un proyecto de ley y creemos que puede 
analizarse junto con otras normas que ha votado 
la totalidad del Cuerpo. Me refiero a los artículos 
11, 12, 13 y 15, que tienden a estudiar un 
fenómeno novedoso en nuestro país. Por lo 
menos, es novedoso en cuanto a la fuerza con 
que ha surgido en los últimos años el tema del 
supermercadismo y de la dificultad de los 
pequeños comerciantes para competir en igual- 
dad de condiciones. Asimismo, no podemos 
dejar de lado este problema desde el punto de 
vista del consumidor, que en números es la gran 
mayoría de la población. El artículo 14 es uno 
más dentro de una serie de normas que apuntan 
a lo mismo. 

Este proyecto de ley no es el primero que 
legisla sobre el particular. Como todos recorda- 
rán, a fines de la Legislatura anterior -ya fue 
analizado claramente por el señor Diputado 
Trobo en sesiones pasadas- se aprobó en el 
Parlamento la ley relativa a las grandes 
superficies, en la que se abordaba esta 
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temática. Creemos que el Poder Ejecutivo, el 
Parlido Colorado y el Partido Nacional están 
"demostrando preocupación por estos aspectos, 
avanzando en la legislación al respecto. 

Como decíamos, el tema es muy complejo y 
tiene varias aristas. Basta con ver las versiones 
importantes que ciertas empresas han hecho en 
nuestro país y que, seguramente, seguirán 
haciendo. Asimismo, se debe contemplar el 
derecho a competir en igualdad de condiciones 
de los pequeños comerciantes, de los provee- 
dores de los grandes supermercados y de 
cantidad de gente que se mueve alrededor de 
ellos. Insisto: también hay que tener en cuenta 
al consumidor, que a veces, en medio de estos 
grupos de presión, es el gran olvidado. 

Se ha dicho en esta Cámara que estamos 
proponiendo un proyecto de ley que habrá de 
ser modificado. Entendemos que no es así y que 
los artículos votados por la totalidad de los 
miembros de esta Cámara son correctos. 
Pensamos que el artículo 14, incluido su inciso 
final, también es correcto y va en la misma 
dirección que todos los demás. Me refiero a que 
el Estado intervenga a los efectos de que no 
haya un grupo que prime sobre los demás; que 
el Estado intervenga para que la competencia 
se dé naturalmente y en igualdad de condiciones 
para todos los actores que estén en el mercado, 
en la economía, 

Creo que no vamos a modificar este proyecto 
de ley. No obstante, hago una concesión a los 
señores Diputados que han dicho que ésta no 
es una solución definitiva. En efecto, no lo es, 
y todos deberemos seguir legislando al respecto. 
Seguramente, no va a haber una sola ley que 
aclare la temática o la corrija, sino que habrá 
varias normas que votaremos en este ámbito y 
también decretos reglamentarios que apunten al 
objetivo del gobierno y del pacto realizado entre 
el Partido Colorado y el Partido Nacional, que 
es -como decíamos- el de permitir la libre 
competencia en nuestro país, para que no haya 
ningún actor que deje a los demás en 
inferioridad de condiciones. 

Hoy podemos asumir el compromiso del 
Poder Ejecutivo de enviar iniciativas para que 
este Cuerpo considere las normas que establez- 
can sanciones ante las violaciones de las 
previsiones legales establecidas en este proyec- 
to de ley. Para ser más precisos, debemos decir 
que las normas que se están estudiando son las 
que ya existen -o son similares- en los tres 
primeros numerales del artículo 47 de la Ley 
N* 17.189. Nos referimos al apercibimiento, a 


las multas e, inclusive, al decomiso de merca- 
derías y productos. 

Quizás ésta no sea la única iniciativa del 
Poder Ejecutivo o la única norma que tratemos, 
porque insistimos en que para Uruguay este 
tema es novedoso y complejo y todos tenemos 
la obligación y la responsabilidad de trabajar en 
él. Además, comparto plenamente lo expresado 
por el señor Diputado Trobo respecto a la 
expresión "interés general", porque en la medida 
en que estamos limitando a algunos actores la 
posibilidad de competir y de actuar en el 
mercado, es natural que en consonancia con los 
artículos de la Constitución de la República esto 
se vea limitado por el interés general. 

Lo que voy a expresar no constituye un 
compromiso del gobierno, del Poder Ejecutivo o 
de la bancada colorada; es un compromiso 
personal para trabajar -si se entiende necesario- 
para aclarar la expresión "interés general" a 
efectos de que todos tengamos una norma 
absolutamente decisiva y clara en el tema. 

Estamos de acuerdo con todas las disposi- 
ciones ya votadas y con la totalidad del artículo 
14, inclusive con su inciso final, pues nos parece 
razonable que la posibilidad de competir se vea 
limitada por razones de interés general, expre- 
sión que también se utiliza en el artículo 13 y 
en artículos de la Constitución. 

Estamos de acuerdo en seguir legislando en 
esta materia, pero no para modificar esta norma, 
sino para enriquecer las que refieran a este 
tema. 

Es cuanto debía decir. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: antes 
que nada debo hacer una solicitud a la Cámara. 
Si alguna vez en el transcurso de esta 
Legislatura vanidosamente quisiera aludir a mi 
capacidad por presentar una iniciativa y a que 
los demás compañeros del Cuerpo no la 
tuvieron, por favor pido que me lo recuerden 
porque eso iría en contra del interés general. 

Los artículos 13, 14 y 15 no hacen más que 
poner el asunto sobre la mesa sin que se tome 
ninguna decisión sobre el tema de fondo. Tanto 
es así que el señor miembro informante, los 
señores Diputados que hablaron en nombre de 
la coalición y recientemente el señor Diputado 
Amorín Batlle han comprometido, en nombre del 
Poder Ejecutivo, la presentación de una inicia- 
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tiva para resolver el problema, en el entendido 
de que es un tema difícil y complejo, aspecto 
que compartimos. Lo real y cierto es que lo 
único que aparece aquí es un planteamiento 
relativo a que el problema existe y que habrá 
que resolverlo; no aparece ningún tipo de 
solución. 

Sin embargo, esto tiene un agravante que 
determina que la situación sea más difícil aún, 
por lo que hubiese preferido que no estuviera. 
Porque con este proyecto estamos creando un 
marco normativo para los agentes económicos, 
cuyo funcionamiento, mientras no se dicte una 
norma correctamente establecida, traerá apare- 
jados conflictos y problemas sin que nadie sepa 
cómo se van a resolver. 

Lo que figura en los literales a), b), c), d) y 
e) del artículo 14 aparece a modo de ejemplo, 
pues ni siquiera es algo imperativo ni establece 
condiciones taxativas. Cuando finaliza el primer 
inciso de este artículo se indica: "distribución y 
comercialización de bienes y servicios, tales 
como: [...]"; y luego, a modo de ejemplo, pasa 
a mencionar en cinco literales una serie de 
situaciones, sin que ello signifique la exclusión 
de otras que puedan estar comprendidas en el 
marco general establecido por los artículos 13, 
14 y 15. 

Este artículo 14 no expresa absolutamente 
nada porque lo que dice lo menciona a modo 
de ejemplo y lo que establece lo hace en forma 
general. Por si esto fuera poco, la generalidad 
también se incluye en su inciso final. 

Se ha establecido que existe propósito de 
legislar en esta materia, pero no hay ninguna 
legislación que cause real efecto, salvo que a 
nivel de los Tribunales se plantee algún tipo de 
conflicto. En esta situación, cada Juez o 
Tribunal que atienda en el caso deberá actuar 
de acuerdo con su criterio, interpretando este 
artículo 14 de la forma en que mejor le convenga 
porque, en la medida en que aquí se está 
ejemplificando, cualquier tipo de interpretación 
sobre el tema será valedera. De esta forma, el 
conflicto será enormemente perjudicial para 
cualquiera de las partes, para el Estado y para 
el interés general, que es lo que se trata de 
proteger de acuerdo con lo que se establece en 
forma por demás redundante en el análisis que 
estamos llevando a cabo. 

Entonces, más allá del propósito de legislar 
sobre este tema, se hace mal, porque se deja 
planteada una disposición que traerá conflictos 
y no soluciones. 

Por lo tanto, en la medida en que lamenta- 


blemente este artículo será aprobado, desearía- 
mos que ese propósito anunciado en cuanto a 
que existirá una iniciativa de parte del Poder 
Ejecutivo se concrete lo más rápidamente 
posible, porque ahora existe un problema y una 
expectativa planteados con un marco legal 
totalmente difuso que generará conflictos entre 
los particulares. De esta forma, los señores 
Jueces no contarán con una norma clara porque 
todos tendrán interpretaciones distintas. 

Lamentablemente, ha quedado claro que más 
allá de los muy buenos propósitos esto no pasa 
de eso. 


SEÑOR FALCO.— 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: se 
podrá discrepar con lo que pienso y decir que 
el Diputado Falco no tiene razón -es acepta- 
ble-, pero creo que no se puede decir que "nadie 
planteó que esta norma fuera eficaz". De 
acuerdo con mi opinión, he manifestado que 
esta norma es completa; he sido claro en tal 
sentido y agradezco a la señora Diputada 
Charlone que haya manifestado que fui coheren- 
te en ese tema. 

En cuanto a que los Jueces lo pueden 
interpretar, yo diría al señor Diputado que hoy 
en día realizan distintas interpretaciones con 
disposiciones mucho más claras que ésta. 

Con respecto a lo que se alude, quiero dejar 
en claro que no soy tan soberbio de pensar que 
tengo la verdad y la solución a los temas... 


Pido la palabra para 


(Interrupción del señor Representante Falero) 


— Lo dije desde un principio: a mi juicio, ésta 
no es una norma declarativa, como se dijo. Está 
contemplado en nuestro ordenamiento judicial 
cómo se puede ejecutar en caso de incumpli- 
miento en los cinco casos previstos por el 
artículo. Se podrá estar de acuerdo o no. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
creo que a esta altura de la noche deberíamos 
autoimponernos ciertas limitaciones porque se 
repiten muchos argumentos que ya han sido 
expresados en la discusión general y que tal vez 
se vuelvan a reiterar en los fundamentos de 
voto. 
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El hecho es que nos estamos internando en 
lo que hasta ahora ha sido un vacío legal por 
cuanto, a diferencia de la mayoría de los países 
desarrollados, e inclusive latinoamericanos, no 
contamos con una ley antimonopólica o antitrust, 
como se denomina en algunos lados. Esto no 
quiere decir que no tengamos disposiciones 
aplicables a la materia. 

El señor Diputado Falco mencionó el artícu- 
lo 1319 del Código Civil, que establece el 
principio de que todo aquel que origine un daño 
debe repararlo. Hay otra disposición más 
específica que, si no recuerdo mal, es el artícu- 
lo 1321, que es la única disposición del Código 
Civil que recoge el concepto de abuso de 
derecho: abusar del derecho que se tiene. 

Pero no tenemos una legislación orgánica y 
nos parece que ese capítulo hace un avance 
sustancial en algo que no se va a agotar con 
ese proyecto, porque si, por ejemplo, estuvié- 
ramos familiarizados con la legislación 
antimonopolio de Argentina o de cualquier otro 
país, nos asustaríamos del volumen que tiene 
por la complejidad del tema. 

Ese capítulo tiene un título que es "Normas 
sobre defensa de la competencia" y no se puede 
hablar de defensa de la competencia sin aludir 
-como creo que ha hecho el señor Diputado 
Penadés- a la economía informal. El más frontal 
ataque que se hace contra la competencia tiene 
que ver con el informalismo, que si tenemos que 
creer en los informes de la Cámara Nacional de 
Comercio, hoy mueve -aunque la cifra parezca 
delirante- aproximadamente US$ 2.000:000.000 
en el año. Quiere decir que cuando se manejan 
cifras de esa magnitud en un país como el 
nuestro, ya no podemos limitarnos a un discurso 
social. Vamos a tener que abordar la problemá- 
tica del informalismo en esta Legislatura; 
esperamos que sea a la brevedad. En ese 
sentido, en la Legislatura pasada se aprobó un 
proyecto por unanimidad en la Cámara de 
Senadores, y sobre esa base se podría trabajar. 
Si realmente nos interesa el tema de la 
competencia, no podemos obviar el problema del 
informalismo; es un dato de la realidad del cual 
ño nos vamos a sustraer. 

En ese artículo 14 se establecen tres niveles. 
El primero es el del supermercadismo; el se- 
gundo, el del comercio tradicional, y el tercero, 
el del consumidor. 

En cuanto a lo que llamamos "supermerca- 
dismo” o "agentes económicos que disponen de 
una posición dominante en el ámbito económi- 
co", no tenemos que considerarlo sinónimo de 


mala palabra. Genera cientos y cientos de 
empleos; paga los impuestos -esto es fundamen- 
tal, señor Presidente- y quizás abarate el 
consumo. Pero si se abusa de esa posición 
dominante, puede generar graves perjuicios en 
el ámbito de la sociedad, afectando no sólo al 
comercio tradicional sino también a otro sector 
que invoca sus derechos: el de los importadores 
de artículos que a través del supermercadismo 
acceden al consumo general. Ellos se quejan de 
lo que entienden es una presión del poder 
económico de los supermercados frente a lo que 
ellos consideran un interés igualmente legítimo, 
que es la ganancia que quieren obtener. 

Mencionamos esto para que se vea la 
complejidad de este tema. 

En el segundo nivel se encuentra el comercio 
tradicional, afectado muchas veces por esos 
grandes agentes de poder económico, pero creo 
que más aún por el informalismo al que 
hacíamos referencia. Justamente, los supermer- 
cados tienen instrumentos para luchar contra el 
informalismo que no tiene ese comercio tradi- 
cional, barrial -a veces negocios de varias 
generaciones-, que retóricamente tanto defende- 
mos, pero que precisamente se ve afectado de 
forma frontal por la economía informal y ahí 
aparece que ya no lo defendemos tanto. 

En el tercer nivel se ubica el consumidor. Se 
da la paradoja de que frente a lo que ha sido 
el fenómeno económico universal de los mono- 
polios privados que perjudican al consumidor al 
generar artificialmente elevaciones de precios, 
en nuestro país muchas veces se ha dado la 
situación inversa, puesto que estos agentes de 
poder económico han utilizado su poder para 
desplazar a sus competidores, rebajando los 
precios a fin de atraer a la masa de consu- 
midores. Recuérdese lo que ocurrió hace unos 
meses cuando un gran supermercado de una 
cadena internacional hizo una promoción reba- 
jando los precios y la gente hacía cola por horas 
para comprar allí, al extremo de que tuvieron 
que cerrar las puertas. 

Además, el consumidor quiere obtener un 
producto de precio accesible, que sea bueno y 
que tenga la garantía que el informalismo no le 
puede dar. 

Nosotros tenemos que articular esos tres 
niveles y, sin bien la solución que se da en este 
proyecto de ley puede ser discutible, no creo 
que pueda dar lugar a polémicas crispadas 
porque, de lo contrario, estamos dando por el 
pito más de lo que el pito vale, si se me perdona 
la expresión. 
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¿Qué es lo que acá ha generado la gran 
discusión? El párrafo final en el que se 
establece: "La aplicación de estas normas 
procede cuando la distorsión en el mercado 
genere perjuicio relevante al interés general". Es 
la primera vez que vemos que la referencia al 
"interés general” crea polémica, porque no 
solamente los artículos 72 y 36 de la Constitu- 
ción, que mencionaba el señor Diputado Trobo, 
aluden a él, 

El interés general no es un concepto vago en 
el que cada uno pone lo que quiere, como aquí 
más o menos se ha dicho. El interés general es 
un concepto con una larga tradición jurídica que 
se remonta a todas nuestras Constituciones 
-inclusive a la de 1830- y ha sido objeto de una 
gran elaboración; no es un invento traído de los 
pelos. Pero nunca antes hemos visto que nadie 
se agravie porque se haga referencia al interés 
general como sucede aquí, ahora. 

Por ejemplo, en la última reforma de la 
Constitución, cuando se dio rango constitucional 
a la protección ambiental en el artículo 47, 
también se hizo una referencia al interés 
general. 

Por tanto, lo que quisiéramos es bajar los 
decibeles a este debate porque consideramos 
que no se justifica. 

Es pertinente la referencia que ha hecho el 
señor Diputado Trobo al artículo 13, en el que 
también se alude al interés general, y no tengo 
sobre el particular el honor de compartir la 
posición del señor Diputado Mieres, porque 
entiendo que hay una relación entre dicho 
artículo y el 14. En el artículo 13 se dice que 
las normas de defensa de la competencia se 
limitan por razones de interés general y en el 
artículo 14, que estas normas proceden sólo 
cuando la distorsión genere un perjuicio al 
interés general. Son dos aspectos, a mi juicio, 
congruentes. 

No olvidemos que hay otro artículo, el 15 
-del que se ha hablado muy poco-, en el que 
se consignan dos cosas muy importantes. Una 
de ellas es que el Poder Ejecutivo va a regla- 
mentar las disposiciones de ese capítulo y toma- 
rá las medidas pertinentes para su aplicación, 
y la otra, que toda contienda se regirá por la vía 
del tribunal arbitral, pudiendo la reglamentación 
a ser dictada habilitar centros especializados. 

Con todo respeto y sin ánimo de coartar el 
derecho de cada legislador de expresar su 
opinión, creo que, en el calor y en la dinámica 
del debate, hemos sobredimensionado la discu- 
sión alrededor de este último párrafo. 


Á esta altura, no es necesario que nos 
tratemos de convencer, quizás haya llegado la 
hora de votar y luego veremos en la práctica 
cómo esta disposición funciona en coordinación 
con el artículo 15 y que no ha pasado nada 
grave al crear un freno que se llama "interés 
general”. 

Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: a esta altura de la discusión nosotros 
queremos ser muy concretos. Simplemente, 
vamos a dejar una constancia en nombre de 
nuestro sector político. El señor Diputado Trobo 
y el Partido Nacional no estuvieron solos en sus 
dudas y en sus planteamientos al analizar este 
artículo en la Comisión Especial que estudió el 
proyecto en cuestión. También nosotros confe- 
samos que abrigamos muchas dudas respecto 
a la redacción final del último inciso del artículo 
14. No es casualidad que haya sido una de las 
disposiciones que se votó por último en la 
mencionada Comisión; hay otros artículos sobre 
los que también vamos a hacer nuestras 
precisiones. Realmente, seguimos abrigando 
algunas de esas dudas en cuanto a qué nos va 
a deparar la aplicación de esta norma en el 
futuro. 

No obstante, como bien se ha dicho, estamos 
ante un tema complejo, novedoso, que tiene 
muchos aspectos y muchas aristas, que el 
proyecto ataca sólo en parte y específicamente 
con respecto a determinadas normas sobre 
defensa de la competencia, como dice el 
Capítulo IV. Pero su tratamiento no se agota 
aquí, no solamente por lo que se pueda hacer 
en el futuro, sino también por lo que se está 
realizando desde hace algún tiempo. 

Las normas referidas a las relaciones de 
consumo, la ley relativa a las grandes superfi- 
cies, forman parte de todo este complejo 
fenómeno en el que tratamos de equilibrar 
intereses legítimos que queremos que funcionen 
bajo reglas de juego muy claras que pongan a 
las partes en igualdad de condiciones, de modo 
que el consumidor sea beneficiado, el pequeño 
comerciante pueda ejercer libremente su activi- 
dad y el inversor no se sienta desestimulado por 
normas excesivamente restrictivas que cercenen 
sus posibilidades de desarrollo en el sector. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Por lo tanto, hemos creído que esta norma 
constituye un avance porque plantea el tema, 
porque innova, crea la normativa para una 
actividad que no la tenía, regula una cantidad 
de ejemplos y principios generales. Además, no 
es poco avance el hecho de que nos hayamos 
puesto de acuerdo, prácticamente por unanimi- 
dad, sobre dos artículos de este Capítulo IV y 
en lo dispuesto en el artículo 14, excepto en el 
inciso final que plantea las dudas a que me 
refería anteriormente. 

De todos modos, no debemos enfocar esto 
como si se legislara desde ahora para siempre, 
como si ésta fuera la única oportunidad que 
vamos a tener para regular esta actividad, que 
es sumamente dinámica. 

En general, cuando nos referimos al depar- 
tamento de Montevideo y analizamos la relación 
existente entre la normativa nacional y la 
departamental, es precisamente porque en esta 
ciudad es donde más se ha desarrollado el 
fenómeno de las grandes superficies comercia- 
les. 

Hace muy pocos días, el 13 de junio, la Junta 
Departamental de Montevideo dictó una norma 
que introduce una serie de disposiciones 
relativas a esta actividad. 

Estoy seguro de que este proyecto de ley, 
este artículo, este inciso final, la normativa 
departamental que se acaba de aprobar y 
también otras normas que con seguridad se van 
a aprobar a lo largo y a lo ancho del país en 
los distintos departamentos, van a generar 
revisiones, perfeccionamientos, mejoramientos 
en el tratamiento del tema. Por supuesto, está 
relacionado con otras temáticas importantes, 
cuya consideración tiene pendiente el Parlamen- 
to. Por ejemplo, lo relacionado con el 
informalismo, con la regulación general de la 
competencia, que no es solamente lo que 
establece este capítulo. Pero estamos dando un 
paso importante. 

Entiendo que de la exposición realizada por 
el señor Diputado Amorín Batlle surge claro que 
hay un compromiso del Poder Ejecutivo en el 
sentido de volver sobre estas normas si es 
necesario, de hacer nuevos desarrollos, de 
discutir nuevamente temas que hacen al mono- 
polio, a la competencia, al desarrollo de estas 
modalidades comerciales. El Parlamento tendrá 
que acompasar sus ritmos a estos nuevos 
fenómenos. No tengo dudas con respecto a que 


muy pronto vamos a tratar el "e-business” en 
este ámbito, ni de que ya ha nacido, y se va 
a desarrollar en forma más rápida de lo que 
podamos prever hoy, esta nueva modalidad 
comercial a través de la informática y de 
Internet. 

Seguramente, ello también va a significar un 
impacto sobre las tradicionales modalidades 
comerciales o las actividades industriales o 
productivas en general de nuestro país. Ello 
deberá ser regulado, y es bueno que así suceda. 

Por lo tanto, no creo que buscando perfec- 
cionar esta normativa nos cercenemos la 
posibilidad de avanzar. Esto es lo que hoy 
tenemos que decidir. ¿Las disposiciones de este 
capítulo significan un avance en la materia? 
Honestamente, creo que sí. ¿Que estas dispo- 
siciones pueden no estar todo lo perfectamente 
redactadas ni tener todas las previsiones que 
luego la práctica va a demostrar? Es muy 
probable que sí. Pero en todo caso tenemos una 
garantía: quienes van a juzgar cuándo y cómo 
corresponde su aplicación, serán los Jueces o 
los árbitros que prevé el Código General del 
Proceso y que están referidos en el artículo 15 
del proyecto. Quiere decir que hay garantías con 
respecto a lo que va a suceder con la aplicación, 
y si de ésta surge que advertimos imperfeccio- 
nes, como en todas las leyes tendremos la 
chance de establecer algunos de los mejora- 
mientos o perfeccionamientos que hoy estamos 
previendo que pueden producirse a través de 
una ley especial, de una ley general o de una 
Ley de Presupuesto. 

En consecuencia, vamos a acompañar este 
artículo tal como ha sido aprobado en el 
Senado, con las constancias que hemos hecho 
y con nuestra disposición para seguir trabajando 
en el tema. Si lo que nos interesa es regular 
esto de la mejor forma posible a fin de favorecer 
al consumidor y permitir que los distintos 
ámbitos empresariales -tanto pequeños como 
grandes inversores o importantes desarrollos- 
tengan posibilidades de crecimiento y de 
desarrollo normal de sus actividades, estamos 
dispuestos a hacerlo. Lo vamos a hacer, pues 
éste es nuestro compromiso como sector político 
del partido de gobierno y como legisladores que 
hemos discutido y tratado de madurar estas 
disposiciones, que seguramente van a merecer 
en el futuro una consideración complementaria, 
de perfeccionamiento, sobre este novedoso 
fenómeno del comercio y de la actividad 
industrial o empresarial que se está generando 
en el Uruguay. 
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SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: el 
día jueves, al intervenir en una interrupción, 
hablamos del artículo 14 y señalamos que a 
nuestro entender no había voluntad política para 
legislar en este sentido. Se nos respondió en 
forma desproporcionada ante lo que simplemen- 
te se podría haber contestado diciendo: "Señor 
Diputado, nos parece que no es así; usted está 
equivocado, hay voluntad política de hacerlo". 

Luego, en el correr de esa noche escuché 
una línea argumental expuesta por la señora 
Diputada Montaner que me llevó a pensar que 
el debate se iba a encauzar. Quiero resaltar que 
ella hizo una muy buena exposición, que por 
supuesto no comparto en todos sus términos. En 
esa exposición señaló que se trataba de una 
materia compleja, delicada, que había un cierto 
grado de necesidad de aprender en la legisla- 
ción y que no necesariamente todas las 
soluciones eran positivas en un ciento por ciento 
y que, por lo tanto, ella acompañaría el proyecto 
tal como había venido de la Comisión. Como se 
sabe, el día viernes no concurrí a la sesión 
porque por razones personales solicité licencia 
y el Cuerpo me autorizó. Pensé que en el día 
de hoy el tono sería el que han argumentado 
los señores Diputados Ronald Pais, Amorín 
Batlle, Falco e inclusive Bergstein, ya que han 
señalado que esta normativa no es el fin del 
mundo y que se puede mejorar. 

Creo que el Poder Legislativo en su conjunto 
ha estado en falta con estos temas. Se trata de 
temáticas nuevas, complejas, de enorme sensi- 
bilidad. 

Cuando las Cámaras de pequeños y media- 
nos empresarios plantearon este asunto al 
Poder Legislativo, la Comisión lo consideró 
durante un año. Y cuando se aprobó en esta 
Cámara y pasó al Senado, en la Cámara Alta 
se produjo un debate muy intenso en cuanto a 
si esa iniciativa, en su regulación, iba a dar 
soluciones con relación al fenómeno del 
supermercadismo. Creo que es bueno recordar 
a la Cámara, que en ese debate el Partido 
Colorado planteó dos o tres aditivos que no 
fueron acompañados por el Partido Nacional y 
que el Frente Amplio y el Nuevo Espacio 
acompañaban en un proyecto de ley separado. 
Si será complejo el tema que en tres o cuatro 
meses genera un debate importante. 


Entonces, no es el tenor del último literal del 
artículo 14 lo que nos llama la atención y nos 
convoca a la polémica, sino el tono de la 
respuesta. Porque por un lado se puede criticar 
por la radio y decir que, sí se cambia este 
artículo, todo el proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración, que es parte de un 
acuerdo político, volvería al Senado. Y después, 
aquellos sectores que no forman parte de ese 
acuerdo critican este artículo y entonces pasa- 
mos a ser los Satanes de la política nacional; 
poco menos que somos los enemigos confesos 
de la identidad nacional. Nos parece que no es 
así, que el Parlamento, precisamente, está para 
cuestionar, para criticar y para observar una 
norma que al primero que no convence es a su 
principal defensor. Como bien decía el señor 
Diputado Baráibar, fue el propio señor Diputado 
Trobo quien convenció a una bancada importan- 
te, como la del Encuentro Progresista, de que 
no valía la pena acompañar esa norma. 

No nos parece que la línea argumental sea 
que los Diputados que no estamos de acuerdo 
con tal o cual solución no leemos los artículos 
del proyecto de ley; nos parece un exabrupto. 
Consideramos, también, que es un exabrupto, 
en ese tono de puños apretados, tildar de 
imbéciles a los compañeros de la Cámara. 
Entendemos que ésa no puede ser la línea 
argumental. 

Nosotros creemos que este artículo está 
redactado de tal forma que, lamentablemente, 
borra con el codo lo que se escribió con la 
mano. Eso es lo que manifestamos, humilde- 
mente, en la sesión del día jueves. Si se hubiera 
venido, como decía, en una actitud más humilde, 
menos soberbia, de decir "Bueno, mire, puede 
ser que el señor Diputado tenga razón, pero 
creemos que la interpretación va por otro lado", 
tal vez no se hubiere generado ninguna 
expectativa en este debate. Pero ¿qué se nos 
dice? En primer lugar, que no leímos y que 
votamos sin chistar el artículo 13, que se reitera 
en el artículo 14. Bueno, no es así. Hay una 
clara diferencia entre el artículo 13 y el literal 
final del artículo 14. Tanto es así que en el 
artículo 13, entre paréntesis, se hace referencia 
a los artículos 72 y 36 de la Constitución de la 
República. Se trata de una clara señal en el 
sentido de que las leyes que limitan la libre 
competencia deben ser establecidas en razón 
del interés general, de acuerdo con lo 
preceptuado por el artículo 72 de la Constitución 
de la República. 

Y el último literal del artículo 14 no se refiere 
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a ese extremo, sino que hace referencia a que 
es necesario que exista un perjuicio relevante 
al interés general. Este interés general del 
artículo 14 no es el mismo que el del artícu- 
lo 13. Si fuera el mismo sería redundante. 
Además, el hecho de que no tenga la referencia 
exacta al texto constitucional, muestra con 
claridad que hace referencia a otra cosa. 

¿Qué es lo que invalida a este inciso final 
y hace que lo votemos negativamente? Hay una 
falta de claridad en su interpretación, que 
veremos si la reglamentación del Poder Ejecu- 
tivo la puede salvar, y digo que flaco favor 
hacemos al Ejecutivo, que va a tener que 
reglamentar una norma que ni siquiera es clara 
para sus principales proponentes. 

Decimos, además, que los acuerdos, las 
prácticas, las decisiones de las asociaciones de 
empresas y el abuso de la posición dominante, 
son prohibidos en tanto y en cuanto la distorsión 
del mercado sea relevante. Eso es lo que 
plantea la lectura del último literal; condiciona 
la prohibición a un quántum -no se sabe cuánto- 
de relevancia, a juzgar por algún intérprete, tal 
vez por el Juez, por el administrador o por el 
árbitro. Pero es evidente que esta forma de 
legislar es de muy poca claridad. 

Nos parece que las normas jurídicas, si bien 
no deben entrar en el detalle -comparto lo 
expresado por el señor Diputado Falco-, tienen 
que ser claras y reflejar la intencionalidad del 
legislador. Diría que esta norma, así planteada, 
prácticamente es programática y declarativa, y 
nos parece que todo lo que se dijo en el Senado 
y en esta Cámara en el transcurso del año 
pasado acerca de la complejidad de este 
fenómeno de la libertad de competencia, de la 
necesidad de contar con normas antitrust y 
antimonopólicas, así como de combatir el 
informalismo y defender al consumidor y al 
pequeño comerciante -que hacen al entramado 
social-, se presenta en esta normativa con 
enormes lagunas, lo que genera poca claridad. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Tan poca claridad, que en la interpretación 
de este artículo Cassinelli faltó a la cita y 
tuvimos a otros intérpretes de la Constitución. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
con respecto a estas normas, debe decirse que 


el artículo 8% del Código Civil prohibe estas 
prácticas, por lo que está implícito un ilícito civil. 
En consecuencia, si bien no se determinan las 
sanciones desde el punto de vista administrativo 
-lo que no sé hasta dónde es bueno hacer en 
la ley y no a través de la reglamentación-, creo 
que hay lugar a juzgar estas situaciones en el 
ámbito de la Justicia, ya que se generan 
derechos y se puede recurrir a la acción de 
amparo, a daños y perjuicios, y el artículo 15 
habilita el procedimiento del arbitraje. 

Entiendo que al dar este primer paso 
legislativo no es posible establecer un verdadero 
código, de sesenta o setenta artículos, como en 
los países vecinos, porque tal vez incurriríamos 
en más grandes errores y dificultades que al dar 
estos primeros pasos, para traer una luz y una 
apertura que la sociedad nos pide, conforme a 
las nuevas modalidades comerciales que se 
crean. Tenemos que legislar de acuerdo con los 
tiempos y no ir atrás de los hechos que la 
sociedad nos marca, porque a veces terminamos 
legislando para las consecuencias y no para las 
causas. 

Entonces, desde el punto de vista de la 
generación de derechos, reitero que se puede 
recurrir a la Justicia a través de los recursos que 
he mencionado. 

En cuanto al tema del interés general, en el 
Senado se produjo una discusión en la que se 
dieron determinadas interpretaciones. En esta 
materia el Estado también establece limitacio- 
nes, por ejemplo cuando se establece, a través 
del Ministerio de Salud Pública, que en un radio 
determinado, por un tema de interés general, no 
puede instalarse una farmacia a menos de una 
determinada distancia de otra. Creo, también, 
que cuando se habla del interés general y, por 
ejemplo, de la venta por debajo del costo, se 
tiene que contemplar a aquellos comerciantes o 
empresas que en determinadas épocas liquidan 
sus stocks, lo que necesitan hacer para pagar 
sus obligaciones, ya sea tributarias o comercia- 
les. 

Entonces, es tan amplio el margen cuando se 
habla de interés general -refiere a la venta de 
productos por debajo del costo, pero también a 
la limitación que impone el Estado, por ejemplo, 
al no permitir que una farmacia se instale a una 
distancia menor que la establecida- que creímos 
necesario dar estos primeros pasos que la 
sociedad está reclamando. 

Por supuesto que vamos a perfeccionar el 
concepto de interés general en la medida en que 
veamos cómo se puede avanzar en el aspecto 
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legislativo. No tenemos experiencia en legislar 
sobre estos temas; éstos son los primeros pasos 
que damos. Creo que -como sucede muchas 
veces- el tiempo después nos dará la razón en 
cuanto a que es más adecuado legislar a medida 
que los hechos nos vayan dando las pautas de 
las nuevas modalidades. 

Es ni más ni menos que por estas razones 
que acompañamos estas normas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 14, excepto su último inciso. 


(Se vota) 


— Noventa y seis por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


Se va a votar el último inciso del artículo 14, 
(Se vota) 


— Cincuenta y cinco en noventa y siete: 
Afirmativa. 


SEÑOR IBARRA.— 
fundar el voto. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: como 
se había anunciado, votamos negativamente el 
último inciso del artículo 14 por considerar que, 
de alguna forma, se borra con el codo lo que 
se escribió con la mano en los literales a), b), 
c), d) y e). 

Más allá de los discursos y de los distintos 
argumentos planteados por algunos señores 
Diputados de la coalición de gobierno, ha 
quedado claro que hay errores o insuficiencias 


en la redacción de este artículo. Inclusive, esto 


quedó evidenciado en expresiones de un señor 
Diputado del Partido Nacional y de otro de la 
Lista 15 del Partido Colorado, que manifestaron 
el compromiso formal de que el Poder Ejecutivo 
tome la iniciativa para solucionar las omisiones 
aquí planteadas. 

Es evidente que tenemos que estar preocu- 
pados por este tema. Por nuestra parte, 
saludamos y dimos nuestro voto afirmativo a la 
Ley N* 17.188, relativa a establecimientos 
comerciales de grandes superficies destinados 
a la venta de artículos alimenticios y de uso 
doméstico. 

El contenido del artículo 14 evidentemente es 
insuficiente, pues plantea una serie de prohibi- 


ciones sin establecer las sanciones que corres- 
ponden; además, se agrega un último inciso con 
el que no estamos de acuerdo. 

Conocemos la preocupación que existe en 
distintos sectores de la ciudadanfa, sobre todo 
en los pequeños y medianos comerciantes. 
Todos los días, todas las semanas, todos los 
meses, cada uno de nosotros ve desaparecer en 
barrios, pueblos, villas y ciudades a un 
importante número de comerciantes, producto de 
la competencia desleal de grandes empresas, 
como los supermercados e hipermercados. 

Hemos votado negativamente este inciso final 
y esperamos que lo más pronto posible se 
cumpla con los compromisos asumidos por 
algunos señores Diputados, que son verdaderos 
voceros del Partido Colorado y del Partido 
Nacional. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: te- 
níamos la intención de pedir la votación nominal 
de este inciso, pero en tanto durante el debate 
quedaron claramente expresadas las posiciones 
políticas que se traducirían en la votación, 
consideramos que no correspondía. Además, así 
evitamos a la Cámara un trámite engorroso en 
momentos en que la voluntad de todos es que 
este proyecto de ley complete su proceso 
parlamentario en el día de hoy. Por otra parte, 
como los votos negativos a este inciso sólo 
corresponden a los señores Diputados del 
Encuentro Progresista - Frente Amplio y del 
Nuevo Espacio, queda claramente expresada la 
voluntad política respecto de esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdatla).— En discu- 
sión el Capítulo V, "Facilitación del crédito", que 
comprende los artículos 16 y 17. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO V 
FACILITACION DEL CREDITO 


Artículo 16.— Podrán constituirse Socie- 
dades Anónimas de Garantía Recíproca, cuyo 
objeto exclusivo será el otorgamiento de 
garantías en beneficio de sus integrantes y 
para respaldar obligaciones correspondientes 
al giro habitual de sus actividades. 
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Estas sociedades podrán, además, prestar 
a sus socios servicios de asesoramiento. 


En todo lo no previsto por las disposicio- 
nes de este Capítulo, éstas se regirán por las 
disposiciones de la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989. 


Sus acciones serán nominativas, el capital 
podrá ser variable en los términos que 
establecerá la reglamentación, la que preverá 
las condiciones de ingreso y egreso de los 
socios. 


Tendrán un fondo de garantía conformado 
por los aportes que realizarán al mismo los 
socios que lo utilicen. 


En su denominación figurará necesariamen- 
te la indicación "Sociedad Anónima de Ga- 
rantía Recíproca". 


También podrán adoptar la forma de so- 
ciedad cooperativa, en cuyo caso se deno- 
minarán Cooperativas de Garantía Recíproca 
y se regirán por las normas legales aplicables 
a estas sociedades, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo siguiente. 


La Sociedad Anónima de Garantía Recí- 
proca estará constituida por socios partícipes 
y socios protectores. Serán socios partícipes 
únicamente, micro, pequeñas y medianas em- 
presas, sean éstas personas físicas o jurídi- 
cas, que reúnan las condiciones para ser ca- 
tegorizadas como tales, por la autoridad de 
aplicación, siguiendo los criterios estable- 
cidos en el Decreto del Poder Ejecuti- 
vo 266/95, de 19 de julio de 1995. 


Serán socios protectores todas aquellas 
personas físicas o jurídicas, públicas o priva- 
das, nacionales o extranjeras, que realicen 
aportes al capital social. 


La Sociedad Anónima de Garantía Recí- 
proca no podrá celebrar contratos de garantía 
recíproca con los socios protectores. 


Es incompatible la condición de socio 
protector con la de socio partícipe. 


La participación de los socios protectores 
no podrá exceder del 49% (cuarenta y nueve 
por ciento) del capital social. Por su parte la 
participación de cada socio participe no podrá 
superar el 5% (cinco por ciento) del mismo. 


La autoridad de aplicación será el Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, en razón 
de las competencias que le otorgan la Ley 


N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
sus artículos 305 al 309 y la Ley N* 16.201, 
de 13 de agosto de 1991, y su respectivo 
Decreto Reglamentario N* 54/92, de 7 de 
febrero de 1992 y modificativos. 


Artículo 17.— La reglamentación estable- 
cerá el capital mínimo, responsabilidad patri- 
monial mínima y requisitos razonables en 
materia de información y procedimientos. 


Las sociedades o cooperativas existentes 
a la fecha de promulgación de esta ley 
contarán con un plazo de doce meses para 
dar cumplimiento a dicha reglamentación". 


SEÑOR FALERO.— 
Presidente? 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: si no 
existe oposición del Cuerpo, propongo que se 
voten en forma conjunta los Capítulos V y VI. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Creo que 
su propuesta va a ser recibida con beneplácito 
por buena parte de los miembros del Cuerpo. 

Vamos a comenzar por el Capítulo V, que ya 
está en discusión, y luego seguiremos con el 
Capitulo VI. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el Capítulo V. 


(Se vota) 


— Ochenta y cinco en ochenta y siete: Afirma- 
tiva. 


En discusión el Capítulo VI, "Informática en 
la educación”, que comprende los artículos 18 
-y 19. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO VI 
INFORMATICA EN LA EDUCACION 


Artículo 18.— Facúltase al Poder Ejecu- 
tivo a establecer un régimen de devolución 
del Impuesto al Valor Agregado incluido en 
las compras en plaza de computadoras 
personales e impresoras vinculadas directa- 
mente a las mismas, que se utilizaren 
exclusivamente en tareas educativas. 


Sólo podrán beneficiarse de dicha devolu- 
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ción los institutos de enseñanza privados a 
que refiere el artículo 2? del Título 3 del Texto 
Ordenado 1996 y los institutos de enseñanza 
públicos. 


Los referidos bienes no podrán enajenarse 
por un plazo de tres años a partir de la fecha 
de su adquisición. 


En caso de infracciones a las normas 
consagradas en el presente artículo, serán de 
aplicación las disposiciones contenidas en el 
Capítulo V, Sección 1 del Código Tributario. 


Artículo 19.— Agrégase al artículo 32 del 
Título 3 de! Texto Ordenado 1996 el siguiente 
inciso: 

'El plazo a que refiere el inciso anterior 

será de tres años en el caso de 

importaciones de computadoras persona- 
les y las impresoras vinculadas directa- 
mente a las mismas". 


SEÑORA CASTRO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: el 
Encuentro Progresista - Frente Amplio va a 
acompañar con su voto este Capítulo VI, relativo 
a la informática en la educación, pues a raíz de 
la discusión que tuvo lugar en el Senado se 
corrigió, al menos en parte, lo que quienes 
formularon el proyecto de ley de urgente 
consideración habían planteado mal o en forma 
incompleta. Me refiero a que esta exención 
quedaba restringida sólo al ámbito de la 
educación privada y ahora, al menos, se tienen 
en cuenta los ámbitos tanto público como 
privado de la educación. 

Esperemos que esta medida tienda objetiva- 
mente a mejorar la calidad de la enseñanza, sin 
que se descuiden algunos problemas como los 
suscitados en 1997 y 1998 en las licitaciones 
públicas para la adquisición de materiales de 
informática por parte de ANEP, que merecieran 
la observación del Tribunal de Cuentas. 

Cuando tomamos contacto por primera vez 
con este articulado no salíamos de nuestro 
asombro, porque si bien comprendiamos la 
importancia y la necesidad que a esta altura del 
siglo -el que terminó o el que empieza, no se 
sabe bien y no importa mucho- tiene del área 
informática, creíamos que había algunos temas 
de urgentísima consideración. No solamente nos 
parece sino que, haciendo un breve "trabajo de 


campo" -entre comillas-, y teniendo en cuenta 
las intervenciones realizadas en la media hora 
previa del último trimestre de la Legislatura 
pasada y de la que está transcurriendo, así 
como también las efectuadas en el Senado y en 
la Comisión de Educación y Cultura, toman 
particular relevancia dos temas. Por un lado, los 
problemas edilicios: la edificación, la falta de 
locales adecuados -adecuados en lo más básico, 
en lo mínimo; estamos hablando de locales que 
se inundan, que se llueven, que están al lado 
de una vía férrea o de una carretera-, y por otro, 
la carencia de cargos y de horas, es decir, la 
necesidad de crear cargos. Esta es una 
preocupación particular de todas las colectivida- 
des políticas, incluyendo a los Representantes 
del Partido Nacional y a los del Partido 
Colorado, quienes durante esta Legislatura han 
planteado de manera muy fuerte las necesida- 
des de las escuelas de prácticamente todos los 
departamentos del país. Me llamaba la atención 
-porque se trata de las mismas colectividades 
políticas que plantean este proyecto y no hay 
ninguna iniciativa en ese sentido- y me 
preguntaba: ¿cómo se muestra tanta preocupa- 
ción por este tema en la media hora previa, en 
las visitas a las Comisiones, en el asesoramien- 
to a los padres, si después esta preocupación 
no se evidencia en algo concreto en este 
proyecto de ley de urgente consideración? 
Alguien podrá preguntarse si esa denuncia no 
tendrá que ver con el período electoral y, luego 
de transcurrido, desaparece. 

En definitiva, son muchos los departamentos 
-Artigas, Salto, Paysandú, Río Negro, Colonia, 
Rivera, Lavalleja, Maldonado, Canelones in 
extenso y, por supuesto, Montevideo- en los que 
se dan esas situaciones. Estos problemas tienen 
que ver con la educación básica, con la 
educación obligatoria de este país. Lo que más 
me preocupa es que no haya existido sensibi- 
lidad -con o sin comillas- por parte de la 
coalición de gobierno de atender un problema 
que tiene que ver con la obligación constitucio- 
nal de este país de garantizar las instancias 
necesarias para el cumplimiento del derecho a 
la educación básica obligatoria. 

Por ejemplo, voy a mencionar lo que sucedía 
hace más de un mes en la localidad de Toledo, 
que cuenta con casi treinta y dos mil habitantes, 
que evidentemente tenía... 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
va a conceder la palabra al señor Diputado 
Ronald Pais apenas termine su exposición la 
señora Diputada Castro. Es lo mínimo que 
puede hacer para ampararla en el uso de la 
palabra. No se puede interrumpir al orador que 
está hablando. 


(Interrupción del señor Representante Ronald 
Pais) 


— Puede continuar la señora Diputada Castro. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: de- 
cía a modo de ejemplo -y a raíz de esta 
preocupación por garantizar un derecho consti- 
tucional- que hasta hace muy poco tiempo, en 
una localidad de Canelones, niños y jóvenes en 
los tramos etarios correspondientes a la educa- 
ción básica obligatoria no eran atendidos, a 
pesar de estar matriculados. En buen romance, 
no podían concurrir a sus cursos, a pesar de 
estar matriculados. ¿Por qué? No solamente por 
la carencia de local, sino, particularmente, por 
la falta de creación de cargos. 


(Interrupciones) 


— Escucho voces que afirman que este tema no 
tiene nada que ver con este proyecto de ley de 
urgente consideración. SÍ tiene que ver. 

Lamentablemente, en este país se están 
aplicando dos formas clásicas -lo que implica un 
retroceso cierto- para no cumplir con este 
derecho que consagra la Constitución. O no hay 
posibilidad de acceder a los cursos, contravi- 
niendo lo que aquí se ha dicho por parte de 
algunas corrientes de opinión y de alguna 
colectividad en el sentido de que hay mejores 
condiciones en cuanto a igualdad de oportuni- 
dades -estos más de cuatrocientos niños y 
jóvenes no las tienen-, o se profundiza la 
deserción, que habla de otro fenómeno que no 
es el que estamos planteando. 

Nuestra obligación como legisladores es velar 
por que se satisfaga esa necesidad. Estos 
jóvenes y niños no pueden esperar a que se 
instrumenten medidas particulares ni a que 
éstas se incluyan en un próximo proyecto de Ley 
de Presupuesto, que es lo que se nos podría 
decir sobre este tema. Efectivamente, para que 
estos jóvenes y niños se beneficien del artículo 
planteado en el presente proyecto de ley -Pe- 
rogrullo "dixit"- tiene que estar concurriendo a 
tos centros educativos. De lo contrario, difícil- 
mente se puedan beneficiar de él. 


Podemos dar varios ejemplos de adolescen- 
tes del Ciclo Básico y de niños de enseñanza 
primaria que no están concurriendo, no por su 
voluntad o la de sus padres, sino porque no 
están dadas las oportunidades para que cursen 
de la manera que corresponde. Estoy hablando 
de los numerosos cierres de matrículas ocurri- 
dos por no contar con la cantidad de cargos 
necesaria. 

Por lo tanto, lo que me interesa señalar es 
que para que efectivamente la intención de 
quienes redactaron este proyecto de ley pueda 
dar los mejores frutos -aunque sea en ese mero 
aspecto del quehacer educativo- deberá cumplir- 
se con otro aspecto central, quizás -y sin quizás- 
mucho más importante, que es dar las garantías 
necesarias de acceso a la educación, con una 
relación "número clausus”, es decir, con la 
cantidad de docentes adecuada según la 
cantidad de alumnos, de acuerdo no solamente 
con las características de los educandos, sino 
con lo mejor de la conceptualización científica 
pedagógica. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra la señora 
Diputada Montaner. 


(Interrupción de 
Rondán) 


la señora Representante 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
nunca antes vio que la señora Diputada Rondán 
pidiera la palabra; recién lo está viendo en este 
momento. Le pido disculpas, pero la Mesa no 
la vio. Tengo anotados a la señora Diputada 
Montaner y a los señores Diputados Mello y Da 
Silva. Ahora está ingresando en la mecánica la 
señora Diputada Rondán. 


SEÑORA RONDAN.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Primero 
solicitó la palabra la señora Diputada Montaner; 
luego podrá hacer uso de la palabra la señora 
Diputada Rondán. 


(Interrupción del 


Bergstein) 


señor Representante 


— Tiene la palabra la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
respeto mucho a la señora Diputada preopinante, 
pero si ha leído la reforma educativa, si ha visto 
las inversiones que ha hecho este gobierno en 
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el período pasado y si ha visto cómo hemos 
combatido la deserción, no podría referirse al 
tema de esa forma. Podríamos ingresar en un 
debate sobre la reforma educativa, las inversio- 
nes, la capacitación para los docentes, la 
cobertura y la universalización de la educación 
de los niños de cuatro y cinco años, que nos 
llevaría dos, tres, cuatro o cinco sesiones. No 
quiero desviar el debate, pero voy a citar 
algunas cifras, porque no puedo pasar por alto 
estas falencias tan grandes; no son verdades, 
¡ni siquiera a medias! No son verdades. Se 
habla de deficiencias en la estructura edilicia de 
la educación; sin embargo, nuestro pais invirtió 
US$ 97:000.000 para construir dos mil aulas en 
estos años, hecho que no es menor como para 
pasarlo por alto. Esta reforma educativa ha 
tenido uno de los espíritus más democratizadores 
inspirados en el legado vareliano. 

Tampoco se debe olvidar la consolidación de 
la equidad social. Considerando que el 40% de 
los niños uruguayos nace en el sector corres- 
pondiente al quintil de más bajos ingresos de 
la sociedad, entre otras líneas de acción se 
crearon las escuelas de tiempo completo. 

Otro objetivo fue la dignificación de la 
formación y la función docentes. Vivo en el 
interior, donde sólo el 20% de los docentes eran 
titulados; el resto no estaba capacitado, eran 
"amateurs" que se dedicaban a formar a 
nuestros jóvenes. Hoy contamos con los Centros 
Regionales de Formación Docente, diseminados 
por todo el Uruguay. Se trata de una verdadera 
descentralización de la educación, de donde 
egresan profesores capacitados. 

Vale la pena señalar alguna cifra. Por ejem- 
plo, la meta propuesta para 1999 de matrículas 
en educación inicial era de 69.866 alumnos: 
24.680 de cuatro años y 45.186 de cinco años. 
Comenzamos el año 1995 con 10.120 niños de 
cuatro años y terminamos el año 1999 con 
32.015 niños de esa edad. Iniciamos el año 1995 
con 34.686 alumnos de cinco años y finalizamos 
el año 1999 con 42.655 alumnos de esa edad. 
Esto quiere decir que la matrícula alcanzada en 
el año 1995 fue de 44.806 alumnos y en el año 
1999, de 74.670. 

Además, ANEP considera que estamos en 
una cobertura pública y privada, urbana y rural, 
que ha llegado al 89.4% de la población de 
cuatro y cinco años. 

Todo esto debe estar en el tapete en un 
debate muy amplio, porque la señora Diputada 
debe estar muy preocupada en su calidad de 
docente, pero yo también lo estoy porque 


nuestro capital es la educación. No estoy 
dispuesta a que se pase por alto todo lo que 
se ha hecho, todo un capítulo entero que se 
llamó reforma educativa, que ya hemos debatido 
y discutido. 

Además, podemos hablar de la alimentación 
de los niños, del equipamiento otorgado para las 
épocas de lluvia, de los textos, de la creación 
de escuelas de tiempo completo, de la 
dignificación de la docencia y de la informática 
en la educación. 

En la currícula del Ciclo Básico del Plan 96 
para primero y segundo año de la educación 
media se incluyó la asignatura de Informática 
con la misma carga horaria que la enseñanza 
de Inglés, idioma Español y Matemáticas. 
Entonces, creo que se están pasando por alto 
aspectos muy importantes. 

En mi departamento, hacía veintiún años que 
no se inauguraba un liceo. Actualmente, puedo 
decir que tenemos dos preciosos liceos: el 
N2 5 en la ciudad de Tacuarembó y el N* 2 en 
Paso de los Toros, que cuentan con altas 
tecnologías y con aulas de Informática, donde 
los chicos aprenden esta materia. Fui a inau- 
gurarlos, junto con el ex Presidente Sanguinetti. 
Además, inauguramos dos escuelas y se 
restablecieron muchísimas aulas. 

No podía pasar por alto estas afirmaciones, 
porque se trata de una negación de lo que ha 
hecho la coalición de gobierno en el período 
anterior. 

Podríamos tener este rico debate por muchas 
horas con la señora Diputada docente, por lo 
que la invito a discutir la reforma educativa en 
el ámbito que sea. 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala) — Estamos 
completamente fuera de tema. La Mesa pide 
tranquilidad al Cuerpo, porque no podemos 
negar algunas solicitudes de palabras para 
contestar alusiones. 


(Interrupciones) 


— La Mesa aclara al señor Diputado Falero que 
podría tener la potestad de direccionar el debate 
nuevamente hacia su centro, pero no le gustaría 
cercenar la posibilidad de que la señora 
Diputada Rondán conteste una alusión. 

Tiene la palabra la señora Diputada Rondán. 


SEÑORA RONDAN.— Señor Presidente: seré 
muy breve, ya que la señora Diputada Montaner 
abundó en datos y cifras. 
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Voy a apuntar hacia otro lado. Creo que es 
válido que se cuestionen políticas educativas; 
cada quien, como docente, como legistador, 
como simple ciudadano, tiene su visión de ellas. 
Lo que no se puede cuestionar es que no se 
haya hecho nada, porque se ha hecho y mucho. 
Por supuesto, no se ha hecho todo; nunca se 
hace todo. 

Mientras intervenía la señora Diputada Cas- 
tro, pensaba en una página de Gabriel Miró, en 
la que habla de un molino girando y moliendo 
el trigo y unas hormigas que iban caminando. 
Estas se detuvieron y miraron cómo trabajaba 
el molino. Una de ellas dijo: "¡Cómo se mueve!", 
Y la otra le contestó: "Sin embargo, tiene una 
vela remendada". Que sigan las hormigas 
diciendo que tenemos velas remendadas, en 
tanto nosotros seguimos moliendo el pan, 


SEÑORA CASTRO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada, a quien se solicita 
que vuelva a centrarse en el tema de la 
convocatoria. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: agra- 
dezco el pedido de la Mesa pero más allá de 
cuestionar o no una orientación -agradezco 
también la consideración de la señora Diputada 
Rondán- existen datos. 

Cuando decimos que vamos a acompañar con 
nuestro voto el artículo relacionado con la 
informática, pero que a la vez nos interesa que 
no se incurra en las mismas *desprolijidades” 
-entre comillas- que en los años 1997 y 1998 
merecieron las observaciones del Tribunal de 
Cuentas, nos estamos refiriendo -hablemos 
claramente-, por ejemplo, a que la ANEP llamó 
a Una licitación para la compra de materiales de 
informática y la empresa que estaba en quinto 
lugar resultó la adjudicataria. Hablemos con las 
letras enteras: me refiero a este tipo de 
desprolijidades. 

Cuando se habla de las inversiones en otros 
asuntos generales, como por ejemplo, la materia 
edilicia, etcétera, tengamos en cuenta que es un 
asunto urgente, no sólo porque hayan quedado 
velas remendadas y se haya invertido bien en 
las velas que van andando, sino porque hay 
cuestionamientos muy serios. Me dirijo a los 
señores Diputados como legisladores y ciudada- 
nos: si les entregan US$ 50.000 para construir 
un aula en terrenos que son del Estado, 
investiguen si ése es el costo de un aula, sea 


del nivel que sea. Estas son cifras oficiales 
entregadas por las autoridades de ANEP y por 
la División de Arquitectura. 

Cuando se habla de todo lo que se ha hecho 
-y me felicito de que en el departamento de 
Tacuarembó se hayan abierto tantas posibilida- 
des- no podemos desconocer las prioridades y 
la urgencia de la creación de cargos reclamados 
en este propio ámbito por legisladores de todos 
los partidos. No estoy señalando hechos que no 
hayan acaecido. 

Podríamos seguir hablando sobre este tema, 
pero no es nuestro objetivo llevar la discusión 
por otro camino. 

La alimentación es un tema urgente. Bien 
sabemos que por razones de urgencia no se 
pueden adoptar conductas que lleguen, inclusi- 
ve, a comprometer la salud. En la Legislatura 
pasada, en esta Sala se analizaron denuncias 
concretas relacionadas con las condiciones en 
que era servida la comida por el nuevo plan 
incluido en el Plan de Educación Alimentaria, 
además de los cercenamientos de otro tipo. 

Por otra parte, se dice que Informática en el 
CBU -Ciclo Básico Unico- tiene-la misma carga 
que Idioma Español y Matemática. Esto daría 
para habilitar una discusión que sería sumamen- 
te interesante acerca de cuál debe ser el papel 
de ese dominio de conocimiento con relación a 
los otros dos campos. Reitero que éste no es 
el ámbito, pero sería muy interesante que todos 
los sectores involucrados pudiéramos discutir al 
respecto. 

En concreto, lo que interesa resaltar son las 
garantías de contar con un cuerpo docente 
suficientemente numeroso y formado, aspecto 
tanto O más urgente que la habilitación de la 
exoneración con relación a los materiales de 
informática. No se trata meramente de capacitar 
en "horitas" de mentalización, sin una formación 
adecuada para brindar a la población escolar los 
servicios educativos necesarios, como nos 
mandata la Constitución. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado, 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: en el correr de la jornada de hoy, una 
fuerza política nos manifestó que era su 
intención votar este proyecto de ley antes del 
vencimiento del plazo y comentamos que lo 
disimulaba muy bien, porque la máquina de 
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impedir se había echado a andar. Una de las 
nuevas estrategias de la máquina de impedir es 
hablar de temas que, si bien pueden conside- 
rarse conexos, poco tienen que ver con el 
asunto central, y de esa manera generar una 
reacción. Un señor Diputado preopinante planteó 
una sucesión de cuestionamientos -podrán ser 
o no atendibles- cuya contestación implicaría, 
desde el punto de vista físico e intelectual, un 
par de días, lo que desnaturaliza el tema central, 
al desviarse el eje de la discusión y traerse la 
temática de la educación al seno de la Cámara, 
para que dejemos de analizar el proyecto de ley 
de urgente consideración y nos pongamos a 
discutir sobre la reforma educativa. 

Creo que con las nuevas estrategias que 
utiliza la máquina de impedir estamos ingresan- 
do en el terreno de la exageración. Esto no es 
consecuencia de que el señor Diputado 
preopinante sea nuevo en la Cámara, porque es 
inteligente, capaz y bien hablado; aprendió 
rápidamente la mecánica de la Cámara, tan 
rápidamente como a asociarse y a ser miembro 
motor de esa máquina de impedir. 


SEÑOR MOLINELLI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: 
aquí se hizo una alusión, inclusive, a que se 
había impedido el derecho constitucional a la 
educación. Esto es muy grave y no lo podemos 
dejar pasar. Hay cifras concretas y hay que 
hablar sobre realidades. La señora Diputada 
Montaner manifestó muy claramente que cuaren- 
ta y cinco mil niños de cuatro y cinco años se 
incorporaron a la educación pública tundamen- 
talmente. ¿Eso es cortar el derecho a la educa- 
ción? Hay quince mil niños incorporados a 
Educación Primaria, de primero a sexto año. 
¿Eso es cortar el derecho constitucional a la 
educación? Por otra parte, veinticinco mil jóve- 
nes se incorporaron a la Educación Secundaria. 
¿Eso es cortar el derecho a la educación? Hay 
que hablar sobre citras concretas y éstas lo son. 

Pedimos la palabra para contestar una 
alusión porque no se puede hablar sólo con 
ideas en el aire y sin cifras concretas basadas 
en la realidad. Reafirmamos todo lo manifestado 
por la señora Diputada Montaner. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: voy a 
ser muy breve. He sido aludido en la medida 
en que, en esta larguísima sesión, quien dijo 
que mi fuerza política quería votar esto y no 
dejar pasar el término constitucional, fui yo, pero 
me parece que estamos confundiendo las cosas. 

En primer lugar, hablar de máquina de 
impedir es, por lo menos, irrespetuoso. 

En segundo término, en pro de una supuesta 
rapidez en el diligenciamiento de este proyecto 
de ley no me van a impedir -ahí sí- hablar y 
decir lo que se me antoje sobre los temas en 
discusión. 

Ahora bien: a todos nos molesta que las 
sesiones sean largas, pero forma parte de 
nuestra obligación, de manera que ni me callo 
ni me voy -como me están mirando desde la 
bancada herrerista, aclaro que ésta es una frase 
que se hizo notoria y que con mucho gusto la 
voy a aplicar hoy-, y si alguien quiere irse 
porque no tiene ganas de estar acá, no tenemos 
ningún problema; vamos a discutir hasta que el 
asunto se termine, Reitero una vez más y espero 
que sea la última: mi fuerza política ha decidido 
que acá se va a votar y no se va a dejar vencer 
el plazo, pero tampoco vamos a pasar por alto 
las referencias a lo que pensamos. Vamos a 
serenarnos un poco; han pasado muchas horas, 
pero mantengamos el respeto hacia nuestros 
adversarios, porque acá estamos entre adversa- 
rios y no entre enemigos. Me gustaría que esto 
se tuviera en cuenta. 


SEÑOR OSTA.— 
contestar una alusión. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR OSTA.— Señor Presidente: luego de 
las últimas palabras del señor Diputado 
preopinante, nos queda claro que van a votar 
y que van a opinar y que lo que ha manifestado 
la señora Diputada Castro sobre la situación de 
la educación del país es lo que piensa todo el 
Encuentro Progresista-Frente Amplio al respec- 
to. 

Días pasados me refería a obsesión paranoi- 
ca; hoy estoy ante un caso que me parece es 
de masoquismo. Tendría que agradecer a la 
señora Diputada Castro haber traído este tema 
al debate, ya que para nosotros no hay un punto 
más fácil de defender que éste. Todos los datos 
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que han brindado mis compañeros han dejado 
en claro el avance de este país, que no fue 
solamente a instancias de una gestión de 
gobierno, sino como producto del esfuerzo de 
todos los uruguayos. Por lo tanto, la opinión de 
la señora Diputada Castro -que, como bien dice 
el señor Diputado Orrico, es la del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio- se enfrenta al trabajo 
de muchos uruguayos por levantar la educación 
en este país. 

Cuando se sale del agujero y se entra al túnel 
del tiempo, hay que tener sentido de la 
ubicación y saber dónde se está posicionado. 
Estamos en el Uruguay del 2000, con toda la 
obra que hemos llevado adelante con mucho 
orgullo, porque somos un ejemplo en el mundo. 
Recomiendo a los señores Diputados que lean 
la última entrevista que realizó el semanario 
"Brecha" -obviamente, no es de nuestra tenden- 
cia política- a Alain Touraine, donde explica la 
situación de los niños y de la educación en 
nuestro pais. 

Por piedad a la señora Diputada Castro y a 
lo que acaba de decir, voy a pedir a mi bancada 
que no le sigamos pegando porque, de lo 
contrario, va a ser un acto espantoso de 
asesinato intelectual y, a esta altura del partido, 
no estoy para disfrutar de ese tipo de cosas. 

Señor Presidente: realizar este tipo de 
manifestaciones en Sala y perjudicar verbalmen- 
te el avance del país en esta área es tomar el 
pelo al Parlamento, al país y a todos los 
uruguayos. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: cuando solicité a la Mesa que encauzara 
a la oradora hacia el tema que estábamos 
considerando, pretendía evitar lo que acabamos 
de vivir. No era mi intención interrumpir ni 
coartar a la señora Diputada en su expresión, 
pero estaba notoriamente fuera de tema. 

Cuando se incursiona en temas ajenos y se 
incurre en juicios muy categóricos que, natural- 
mente, provocan una respuesta, nos derivamos, 
y creo que no estamos cumpliendo bien nuestro 
cometido si entramos en ese cauce. Entonces, 
quisiera dejar oír mi humilde voz entre tantas 
-principalmente para mi bancada- a fin de que, 
en definitiva, tratemos de centrarnos en el 
proyecto de ley en consideración, que es lo que 


nos convoca, y dejemos la discusión y las 
afirmaciones sobre temas ajenos para otro 
momento; ya tendremos oportunidad de contes- 
tarlos. Creo que hoy ésa no es la cuestión y 
lo único que vamos a lograr es poner énfasis 
en la anécdota en lugar de centrarnos en la 
sustancia de la iniciativa. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: el 
señor Diputado Ronald Pais, como en muchas 
oportunidades, nos ha ganado de mano respecto 
a lo que pensábamos manifestar. 

Comprendo las manifestaciones del señor 
Diputado Orrico y no está en nuestro ánimo 
coartar a nadie en el uso de la palabra; no 
podemos, no queremos ni es la tradición de 
nuestro Partido hacerlo. Pero se crea un 
problema realmente muy complicado para la 
convivencia que debemos tener durante estos 
años, si nos vamos del tema cuando estamos 
tratando un capítulo que tiene que ver con la 
exoneración del IVA a la importación de 
computadoras personales y de sus impresoras 
y entramos en afirmaciones genéricas que no 
pueden quedar sin respuesta. El tema que 
estamos tratando es una exoneración impositiva, 
establecida a texto expreso en el proyecto de 
ley con declaratoria de urgente consideración, y 
a raíz de ello se plantearon consideraciones 
sobre la reforma educativa, que nada tienen que 
ver con la exoneración impositiva en cuestión. 

El segundo aspecto al que nos queremos 
referir tiene que ver con el relacionamiento entre 
las bancadas. Todas las bancadas han manifes- 
tado la necesidad de contar con ciertas reglas 
de juego no escritas para hacer más productivo 
el trabajo legislativo, ahorrar tiempo y contribuir 
a la credibilidad del sistema político, pero 
lograrlo se hace muy difícil si se niega de un 
plumazo todo lo que ha hecho el gobierno 
anterior. Nosotros no pretendemos que todo lo 
que se haya hecho sea el paradigma de ta 
excelencia, pero se han realizado muchas cosas 
importantes en materia de reforma educativa, y 
sería lindo reconocerlas. 

Termino diciendo que, en lo personal, es 
difícil que pueda expresar cuánto lamento que 
a raíz de esta sesión no me haya podido adherir 
al homenaje público que en la noche de hoy se 
tributa al profesor Germán Rama, a quien la 
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historia de este país -no nosotros- le hará 
justicia. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para contestar una alusión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: entendemos que la señora Diputada 
Castro tiene pleno derecho a hacer las manifes- 
taciones que entienda pertinentes, y en ese 
sentido compartimos el criterio de la Mesa al 
haberla amparado en el uso de la palabra. Ello 
provoca una controversia natural; el hecho de 
que discrepemos no quiere decir que no 
defendamos su derecho a manifestarse tal cual 
lo entienda pertinente. 

Más allá de compartir todo lo que han 
sostenido todos los compañeros de bancada con 
respecto a lo que ha sido la gran obra en 
materia de educación en estos últimos años, 
simplemente diré que me alarma que la señora 
Diputada Castro haya denunciado ante esta 
Cámara hechos de una gran gravedad. Todos 
sabemos que ella es una militante importante de 
los gremios de la educación y, por ello, me llama 
particularmente la atención que en su debido 
momento, si esos hechos hubiesen tenido un 
viso de verosimilitud, no se hayan realizado las 
denuncias penales que correspondieran; ése es 
el motivo por el cual se debe hacer una 
denuncia en determinado momento. 

Por lo tanto, modestamente, desde nuestra 
posición en la Cámara, emplazamos a la señora 
Diputada Castro a que exprese ante la Justicia 
las mismas consideraciones que ha hecho ante 
esta Cámara con las graves acusaciones 
vertidas con respecto a la administración de los 
servicios de la educación en nuestro país. 


SEÑORA CASTRO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: a 
veces uno piensa que a esta hora de la noche 
no habría tanta actividad, pero de repente ésta 
floreció en el discurso. 

Hay un par de aspectos bien importantes e 
interesantes a resaltar. Más allá de algunas 
consideraciones de carácter profesional del 
campo de la psicología clínica y social acerca 
de las características de mi discurso o de mi 
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conducta, que no me detendré a considerar 
porque no creo que éste sea el lugar apropiado 
-Creo que corresponden a otros ámbitos-, todo 
el mundo tiene derecho a categorizar, pero debe 
hacerse en un ámbito profesional. De lo 
contario, se estaría haciendo ejercicio ilegal de 
la medicina. Me referiré a algunas otras reflexio- 
nes sobre las denuncias acerca del incumpli- 
miento del derecho a la educación. 

En primer lugar, manifiesto ante este Cuerpo 
que estas denuncias han sido planteadas ante 
la propia Comisión de Educación y Cultura de 
esta Cámara, en la cual participamos todos los 
lemas. Ya he manifestado que hasta hace un 
mes y medio este tema estuvo sobre la mesa 
sin que pudiera solucionarse, y reitero que 
absolutamente todos los lemas tenemos repre- 
sentantes en la Comisión, absolutamente todos. 
Por ejemplo, mi referencia a la situación de San 
Andrés de Toledo, consta en la versión 
taquigráfica que todos tenemos, por lo que 
sabemos de qué estamos hablando y que se 
intervino para tratar de solucionar el problema. 
Sabemos que esa situación estaba planteada 
con datos, con información y con visitas. 

Con respecto a la situación del Liceo de 
Médanos de Solymar, concretamente la de los 
chicos de tercer año de Ciclo Básico de 
enseñanza media, también se hicieron las 
denuncias en la propia Comisión de Educación 
y Cultura de esta Cámara. Por lo tanto, no estoy 
hablando por hablar y no intervengo en función 
de mi situación de ex dirigente sindical porque 
guardo independencia con relación a esa 
actividad. Desde el momento en que pertenezco 
a esta Cámara como legisladora, si bien me 
mantengo en contacto con los trabajadores de 
la enseñanza, no soy dirigente sindical. 

Reitero: no hablo por hablar -pongan las 
comillas que quiera-: ha habido denuncias por 
parte de grupos de padres, se han presentado 
firmas y avales y se han efectuado visitas de 
los propios legisladores constatando las situa- 
ciones referidas. No estamos hablando de 
cualquier hecho. ¡Felices los lugares que no 
tienen estos problemas! ¿Saben, señor Presi- 
dente y colegas legisladores? No se trata sólo 
de una vela rota. Un legislador de la coalición 
de gobierno, cuando supo de la grave situación 
relatada sobre San Andrés de Toledo, dijo: 
"¡Pero si hay cientos de estas situaciones...!". 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Mello. 


SEÑOR MELLO.— Señor Presidente: nuestra 
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bancada del Encuentro Progresista-Frente Am- 
plio votará estos artículos referidos a la 
informática en la educación, pero, como es 
lógico, no quisiera hacerlo sin trasmitir cuáles 
son nuestras reflexiones con respecto a lo que 
aquí está establecido: el desgravamiento del IVA 
para comprar máquinas de informática. 

Mucho hemos hablado en la consideración de 
este proyecto de ley de urgente consideración 
y el tratamiento de los distintos temas que 
contiene nos ha llevado horas; creemos que la 
educación debería estar presente de otra 
manera, por la importancia que tiene y por el 
escenario actual en que se encuentra en nuestro 
país. 

Creo que en ninguno de los señores legis- 
ladores debe estar ausente el concepto de que 
la educación es una de las bases de la Repú- 
blica, y no debe estarlo, sobre todo, cuando nos 
referimos a ella, como en este caso, en el marco 
del proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración. Decimos esto porque hay muchas 
cosas urgentes en la educación de este país, 
algunas de las cuales han sido contempladas; 
ha habido algunas respuestas, las cuales 
reconoceremos a lo largo del desarrollo de 
nuestra exposición. 

Debemos tener en cuenta el escenario en que 
el Capítulo VI encuentra a la educación en 
nuestro país. Los señores Diputados deben 
saber que en Uruguay hay 58.246 personas en 
la Universidad de la República, entre alumnos, 
profesores y funcionarios; hay 156.145 personas 
en Educación Secundaria, entre alumnos, pro- 
fesores y funcionarios; hay 348.195 alumnos en 
Educación Primaria; hay 66.612 alumnos de 
tres, cuatro y cinco años, en nivel preescolar y, 
por último, hay 16.721 personas entre maestros 
y funcionarios. Todos ellos están embarcados en 
la difícil tarea de lograr un objetivo planteado 
que creo es fundamental para nosotros: formar 
republicanos y hacer los hombres del mañana. 
Pero, señores legisladores, en esta Sala se ha 
expresado que aproximadamente 360,000 niños 
viven bajo la línea de pobreza, y la gran mayoría 
de ellos concurren a las escuelas públicas. 

Por otro lado, sabemos que hay cientos de 
escuelas rurales que forman una red nacional 
de centros educativos; a cada uno de ellos 
llegan uno, dos o varios maestros y miles de 
niños. Otro tanto ocurre en los liceos rurales que 
buen obra desarrollan en nuestros centros 
poblados del interior del país. Sin ellos, los 
adolescentes de nuestro medio rural no podrían 
acceder a la educación, tuera de lo que la 


escuela les ha dado. Más aún, las escuelas de 
alternancia que se han establecido en distintos 
departamentos también contribuyen a mejorar la 
calidad de vida de- nuestra gente, sirviendo de 
base al desarrollo. Pero este Capítulo VI del 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración establece en el artículo 18 la 
devolución del IVA para la compra de 
computadoras personales e impresoras y, en 
virtud del artículo 19, el plazo en que regirá la 
medida. 

Personalmente, reconociendo lo que se ha 
extendido la educación en nuestro país, creemos 
que este proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración, por sus características y 
por el ámbito en el que se desarrolla la 
educación, debería contener algunas normas 
que contemplaran al país real en el que 
transcurre lo que hemos relatado. 

Reiteramos que votaremos afirmativamente 
los artículos 18 y 19, pero, personalmente -creo 
que los compañeros del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio lo comparten-, nos habría gustado 
que este proyecto de ley destinara, por ejemplo, 
una fuerte suma de dinero a la Universidad, para 
que su nivel de investigación se incrementara 
y sus Facultades pudieran atender sus necesi- 
dades, éstas sí urgentes. Asimismo, nos habría 
gustado que hubiera un aumento de sueldos a 
maestros y profesores de la enseñanza secun- 
daria y técnica, que todavía no llegan a ganar 
la media canasta básica y que están disemina- 
dos por todo el país esperando una señal de 
este Parlamento y de este proyecto de ley de 
urgencia con respecto a su remuneración; un 
aumento de sueldo a los funcionarios que 
trabajan en ANEP, cuyos salarios se encuentran 
muy deprimidos; un progresivo aumento del 
porcentaje del Producto Bruto Interno para la 
educación a fin de llegar, en el quinquenio, al 
4.5%; que promovieran la apertura del Instituto 
Magisterial Superior para que el nivel de 
perfeccionamiento de los maestros se mantuvie- 
ra, completando, a través de los concursos, los 
diversos cargos del escalatón. También habría- 
mos querido que hubiera una disposición que 
indicara que no se cerrarán más escuelas 
rurales, debido a que, con el cierre en el país 
de cada una de ellas, los pobladores y el medio 
rural pierden, porque pierden a su gente y la 
oportunidad de educarla en esos lugares. Por 
otra parte, además de este Capítulo VI destina- 
do a la educación, este proyecto debería 
contener una disposición que asegurara que los 
rubros para los comedores escolares serán 
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aumentados, ya que en las Asambleas Técnico- 
Docentes se señala que no alcanzan -debe 
agregarse que el Presidente del CODICEN, 
profesor Germán Rama, ayer hizo declaraciones 
en la prensa en las que concuerda en cuanto 
al recorte del 20% de los gastos del Ente-; y 
también debería contar con medidas para 
contrarrestar el retraso educativo de primaria 
por su alta tasa de deserción, establecida en 
casi quince mil alumnos por año. 

Lo que hemos desarrollado son las expecta- 
tivas de miles de uruguayos que están trabajan- 
do en la educación; las uruguayas, los urugua- 
yos y los uruguayitos tendrían que estar 
contemplados en este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración. 


SEÑOR VENER CARBONI.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR MELLO.— SÍ, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: quiero preguntar al señor Diputado Mello 
-a quien agradezco que me haya concedido la 
interrupción-: si hubiéramos incluido todos esos 
temas en este proyecto de ley, quizás no con 
las soluciones que el señor Diputado plantea 
sino con otras, ¿no se nos estaría diciendo que 
eran demasiado importantes como para tratarlos 
con la urgencia que implica un proyecto de ley 
con estas características? 


Puede 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Mello. 
SEÑOR MELLO.— He terminado, señor 


Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: en 
primer término, pienso que vale la pena ser 
sinceros. En ocasión de hacer uso de la palabra 
la señora Diputada Castro y de referirse a la 
soberanía, quizás debido al ímpetu caracterís- 
tico de mi personalidad, la exhorté a estudiar 
sobre ese tema. En el caso de la enseñanza, 
estudiaré acerca de éste para hablar en las 
mismas condiciones en que lo hace la señora 
Diputada, porque tengo que resaltar que conoz- 
co poco del tema. Entonces, si la señora 
Diputada Castro me pudiera acercar algún tipo 
de material, con mucho gusto podríamos 


estudiar los temas y constatar realmente las 
graves denuncias que ella ha hecho en Sala. 
Ese es un acto de sinceridad del que quería 
dejar constancia en la Cámara. 

En segundo lugar, vamos a hablar en nombre 
del Partido Nacional, apoyando fervientemente 
este Capítulo VI en el entendido de que 
actualiza y pone de manifiesto una voluntad de 
alfabetizar nuevamente a nuestros escolares. 
¿Por qué? Porque el orgullo de este país era 
que los índices de analfabetización eran ínfimos 
comparados con el resto de los países de 
Latinoamérica y creemos que con las nuevas 
modalidades educativas debería llevarse ese 
elevado Índice de alfabetización a términos de 
conocimiento de informática. Por lo tanto, en 
nombre de mí Partido diré que este capítulo va 
en consonancia con lo que pensamos y lo 
apoyamos fervientemente. 

Voy a hacer alguna consideración personal 
referida, quizás, a la dinámica que tiene el 
mundo de la informática, que hace que en 
ciertos casos podamos llegar a tener discrepan- 
cias con alguno de los incisos, como por ejemplo 
el tercer inciso del artículo 18, cuando dice: "Los 
referidos bienes no podrán enajenarse por un 
plazo de tres años a partir de la fecha de su 
adquisición". Consideramos que la evolución 
monstruosa y la dinamización permanente de 
este sector de la economía del mundo, hacen 
que los aparatos que compremos este año para 
alftabetizar a nuestros niños en la era informá- 
tica, quizás en el año 2003 estén caducos. Esta 
es una apreciación de carácter meramente 
personal. 

Por otra parte, también a título personal, voy 
a referir al aditivo que el Nuevo Espacio va a 
presentar ni bien se trate este tema. Sincera- 
mente, estamos totalmente de acuerdo con este 
aditivo aunque creemos que ésta no es la 
instancia para presentarlo. Desde ya manifesta- 
mos que no sólo vamos a apoyar que el proceso 
de informatización que este país requiere y 
necesita para su desarrollo llegue a las aulas, 
sino también a todos los demás ámbitos. Esto 
que pensamos está totalmente de acuerdo con 
el aditivo que el Nuevo Espacio va a presentar. 
Consideramos que ésta no es la instancia 
apropiada para hacerlo, pero, desde ya, pone- 
mos de manifiesto nuestra más clara voluntad 
para buscar las soluciones -que creo que tienen 
una amplia base en esta Cámara- para tratar de 
que el Uruguay siga teniendo el orgullo de ser 
el país más culto de Latinoamérica. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Mahía. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: vamos 
a ser muy breves porque no queremos ocupar 
más tiempo del necesario en un tema tan 
importante. 

Como es obvio, vamos a acompañar estos 
artículos referidos a la informática. Creemos que 
es un hecho positivo para el Uruguay que esto 
sea así, aunque no sea definitivo. 

Nos llama la atención la reacción de algunos 
señores Diputados ante las afirmaciones verti- 
das en Sala por la señora Diputada Castro, y 
teniendo en cuenta que éste no es el tema que 
hoy nos convoca, sería bueno que en algún 
momento esta Cámara tuviera la oportunidad de 
generar un debate acerca de lo que ha sido la 
reforma educativa, teniendo en cuenta los 
distintos puntos de vista. En esa ocasión 
podríamos plantear, por ejemplo, lo que han sido 
los Centros de Educación Regional -CER- o el 
IPA, qué prioridades ha tenido esta Administra- 
ción en materia educativa y demás. 

El señor Diputado Bergstein -que en este 
momento no está en Sala- dijo que sentía pena 
por no poder participar de un homenaje que se 
estaba rindiendo al profesor Rama en el día de 
hoy. Respeto mucho la persona del profesor 
Rama y su capacidad intelectual, pero casi no 
ha quedado sector social ni político de este país 
con el cual no se haya enfrentado. Es más: el 
último recuerdo del profesor Rama que me viene 
a la memoria es de hace unos domingos, en el 
Estadio Centenario. Allí se nombró al profesor 
Rama, lo que provocó una rechifla general como 
reacción, y eso no fue promovido por ninguna 
fuerza política aquí presente ni ausente. Eviden- 
temente, se dio un hecho que revela la impronta 
de lo que ha sido la reforma educativa. 

Reitero que, como no es el tema en debate, 
no voy a plantear los temas de fondo sobre los 
cuales tengo posición formada. Sí adelanto que 
espero con mucha ansiedad que en el futuro 
Mensaje presupuestal esté contemplada esa 
deuda moral que tiene la sociedad uruguaya con 
los docentes de este país, haciendo realidad, 
efectivamente, lo que se anunció en noviembre, 
esto es, que de una vez por todas, los docentes 
-y no sólo ellos- puedan desarrollar la calidad 
de trabajo que Uruguay merece al ser contem- 
plados efectivamente en el Presupuesto Nacio- 
nal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Pérez Morad. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Señor Presidente: 
cuando se puso a consideración este proyecto 
de ley con declaratoria de urgente consideración 
planteamos que queríamos saber mediante qué 
criterios se habían incluido algunos temas como 
urgentes y no habían sido contemplados otros 
que, a nuestro entender, tienen ese carácter. 

Compartimos el hecho de que la educación 
haya sido incorporada en este proyecto de ley, 
pero consideramos que es absolutamente insu- 
ficiente lo que se establece al respecto. Por lo 
tanto, sí bien acompañamos con nuestro voto 
que no se cobre IVA para facilitar la compra de 
material informático en los centros educativos 
privados y públicos -esto último fue una 
acotación de nuestra fuerza política-, pensamos 
que esta medida es insuficiente. Hay cuestiones 
muy profundas y urgentes, sobre todo en la 
escuela pública, por ejemplo, en cuanto a los 
comedores y respecto a la situación salarial de 
los docentes, particularmente de la enseñanza 
pública, que podrían haberse incluido en este 
proyecto de ley. Por ejemplo, entre otras 
medidas se podría haber establecido la cober- 
tura de la cuota mutual. 

Adherimos a los argumentos que expusieron 
los compañeros que me antecedieron en el uso 
de la palabra, particularmente el señor Diputado 
Mello, y adelantamos nuestro voto por la 
afirmativa, pero con mucho pesar porque no 
compartimos en absoluto que, habiéndose selec- 
cionado el tema de la educación, se haya 
contemplado exclusivamente lo que figura en el 
texto redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Arregui. 


SEÑOR ARREGUI.— Señor Presidente: coin- 
cido plenamente con lo establecido en los dos 
artículos en el sentido de, por un lado, exonerar 
del IVA la compra de equipos informáticos para 
los centros de enseñanza y, por otro, poner una 
especie de garantía al fijar un plazo a los 
efectos de la venta. 

¿Por qué los comparto? Porque ta informática 
en los centros de educación tiene dos papeles 
muy importantes. Por un lado, tiene que ver con 
ir formando personas con conocimientos de 
informática, dada la importancia de este instru- 
mento en la vida actual. Por otro, es un 
instrumento para la educación en sí misma. 
Ahora bien: no podemos pensar que esto sea 
una panacea ni que la educación se haya visto 
privilegiada en forma excesiva. Sin duda, 
debemos ver cuál es el entorno en el cual la 
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educación se está moviendo en este momento. 

Hace pocas semanas y por directrices del 
equipo económico, se ha dispuesto recortes de 
un 20% en gastos e inversiones para la 
enseñanza. Esto ha motivado distintas reaccio- 
nes y afecta a diferentes aspectos del sistema 
educativo. Tanto es así que el profesor Germán 
Rama -a quien, según hoy se decía, se va a 
rendir homenaje- reaccionó en forma muy 
notoria ante este tema. Entonces, hay que ver 
lo que se quita a la enseñanza, por un lado, y 
lo que se le da, por otro. 

Sin tener las cifras en la mano, intentaba 
hacer una estimación de cuánto significa esto. 
Si se le hace un recorte del 20% en gastos e 
inversiones al presupuesto de la enseñanza, 
tendrían que comprarse doscientas mil 
computadoras -sería importante precisar las 
cifras- para compensar con el IVA que se estaría 
ahorrando lo que se le quita por ese concepto. 
Hago la siguiente comparación: lo que se quita 
en este momento al sistema educativo equivale 
a extraer recursos económicos con una pala 
cargadora, y lo que se le está dando a través 
de la devolución del IVA, a fondos que se 
inyectan con una pinza de cejas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el Capítu- 
lo VI. 


(Se vota) 


— Setenta y tres por la afirmativa: Aflrmativa. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo aditivo al Capítulo VI, 
que figura en la Hoja N* 9, presentado por el 
señor Diputado Mieres, 


(Texto del artículo:) 


"Artículo — .— Sin perjuicio de lo estable- 
cido en los artículos precedentes de la 
presente ley, se establece que todas las 
compras en plaza cuyo destino sea el 
consumo final de computadoras personales, 
impresoras y programas informáticos, tributa- 
rán el Impuesto al Valor Agregado con tasa 
del 5% (cinco por ciento)". 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: quere- 
mos fundamentar el aditivo que figura en la hoja 
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N?2 9 y que, desde la perspectiva del Nuevo 
Espacio, propone extender el beneficio de ta 
reducción de la tasa de IVA a las compras con 
destino a consumo final para computadoras 
personales, impresoras y programas informáticos. 

La idea es no restringir las ventajas relacio- 
nadas con los equipos informáticos a las 
instituciones educativas, sino extenderlas al 
público en general. Sabemos que el acceso al 
conocimiento y al manejo básico de la intormá- 
tica es un elemento decisivo hoy en día y que 
con seguridad lo será cada vez más, a tal punto 
que va a marcar barreras y distancias progre- 
sivamente mayores entre quienes posean el 
manejo de estos instrumentos y quienes no lo 
tengan. 

El objetivo de este artículo aditivo está en 
consonancia con la preocupación del capítulo, 
en tanto que, seguramente, los principales 
beneficiarios de una rebaja en la tasa de IVA 
para estos bienes, van a ser los niños y jóvenes 
de nuestro país. Ese es el objetivo y el espíritu 
que plantea este artículo aditivo que presenta 
el Nuevo Espacio para este capítulo. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una sugerencia sobre el método de 
trabajo, que solicito no sea discutido en Sala; 
en todo caso, se la trasmito a los coordinadores 
de bancada para que, si lo desean, puedan 
instrumentarla. Adelanto, además, que si con 
esta propuesta un solo legislador se considerase 
limitado en sus fueros o en las posibilidades de 
intervenir, la retiraría de inmediato. 

Se trata de lo siguiente. Este proyecto consta 
de 89 artículos y recién entramos en la 
consideración del 23; tiene quince capítulos y 
recién comenzamos con el VII. Es natural que 
con el entusiasmo de todos, a veces, uno se 
salga de la vaina por intervenir, pero, con alguna 
experiencia, trata de contenerse para beneficiar 
el debate. Sugiero que en cada capítulo hable 
y fundamente el voto en nombre del lema un 
señor Diputado. Además, si al iniciarse el 
tratamiento de cada capítulo algún legislador 
considerase que indefectiblemente tiene necesi- 
dad de hablar al respecto, se anotaría al 
comenzar la consideración del capítulo. Algunos 
de los capítulos -dos al menos- tienen secciones 
sobre temas muy variados, como por ejemplo el 
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Vil, que tiene diez; es muy probable que en esos 
casos debamos dar a cada sección la misma 
consideración que a cada capítulo. 

Estoy seguro de que de esta forma no 
abreviaremos en exceso y llegaremos igual 
hasta la madrugada o al mediodía de mañana, 
pero es la única manera de intentar racional- 
mente una limitación. 

Sugiero que los coordinadores -ya he hablado 
con los señores Diputados Gallinal y Alvarez- 
traten de instrumentar este mecanismo en unos 
minutos. Si así fuera, lo acompañaría. Sin 
embargo, reitero que si un solo legislador 
considerase que ésta es una moción mordaza 
o limitativa, la retiraría, porque soy de los que 
se quedan hasta el final en todas las sesiones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Agradezco 
al señor Diputado Chifflet su propuesta. De ser 
ése el talante que la Cámara acepta llevar 
adelante, redundaría en beneficio del Cuerpo, 
que seguramente tendría un debate más orde- 
nado. Esa es la impresión que tengo. 

Coincido con la opinión de que en caso de 
que algún legislador sintiera la necesidad de 
acudir a la voz, sería absolutamente imposible 
impedirlo. 

Considerando el tiempo procesado y lo que 
tenemos por delante, si no ordenamos un poco 
el debate, éste se transformará en algo 
catárticamente desordenado. 

Continúa la consideración del aditivo al 
Capítulo VI que figura en la Hoja N?* 9. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
quiero realizar una consulta, porque no tengo 
aquí el texto del artículo aditivo. 

¿Lo que se propone es la reducción del IVA 
al 5%? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Efectiva- 
mente, señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Entonces, deseo 
hacer algunas reflexiones, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE 
continuar, señora Diputada. 


(Abdala).— Puede 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
nosotros no vamos a acompañar este artículo 
aditivo porque entendemos que por la vía de una 
modificación parcial se establece un cambio de 


criterio y de alícuotas en lo que es el 
establecimiento de franjas normal del impuesto 
al Valor Agregado. Hoy tenemos un 23% como 
tasa máxima, un 14% como tasa mínima y 
bienes exonerados. Naturalmente, ésa no es la 
estructura tributaria que defendemos, pero esta- 
blecer tasas que ni siquiera están en la legisla- 
ción vigente, además para temas parciales y sin 
una consideración global, equivaldría a introdu- 
cirnos en un camino que no es el correcto. 

En su momento, el señor Ministro de 
Economía y Finanzas anunció que se estaba 
estudiando una reforma tributaria y también se 
habló de una rebaja genérica del IVA. Habrá que 
estudiar el tema. No se puede adelantar posición 
en este momento, pero si hablamos de un 5%, 
se puede preguntar por qué no un 6% y por qué 
para estos bienes sí y para otros no. Nos parece 
que ésta es una modificación demasiado 
profunda en cuanto a un tema que, sin quitarle 
relevancia, es un tema menor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
al Capítulo VI que figura en la Hoja N* 9. 


(Se vota) 
— Tres en ochenta y dos: Negativa. 


En discusión el Capítulo Vil, "Transporte", 
que comprende los artículos 20 y 21. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO VIH 
TRANSPORTE 


SECCION 1% 
PUERTO DE MONTEVIDEO 


Artículo 20.— Autorízase a la Administra- 
ción Nacional de Puertos a participar, contor- 
me lo establecido en el inciso tercero del 
artículo 188 de la Constitución de la 
República, en sociedad con capitales priva- 
dos, en la administración, construcción, 
conservación y explotación de una terminal 
de contenedores en el puerto de Montevideo. 


La participación se efectuará por interme- 
dio de una sociedad anónima, constituida al 
efecto por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, cuyo objeto socia! será el descrito 
en el inciso anterior, 
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La reglamentación del Poder Ejecutivo 
establecerá los términos y condiciones en 
que se instrumentará el acuerdo entre la 
referida sociedad y la Administración Nacio- 
nal de Puertos, la participación inicial que 
ésta tendrá en su capital integrado, y las 
bases de sus estatutos sociales. El referido 
acuerdo deberá contener al menos las 
siguientes previsiones: 


a) El plazo de uso de las instalaciones 
será de treinta años; 


b) En ningún caso el aporte patrimonial de 
la Administración Nacional de Puertos 
podrá ser realizado mediante la enaje- 
nación de bienes inmuebles; 


c) Se establecerá una tarifa máxima a 
usuarios y un canon a pagar a la 
Administración Nacional de Puertos, 
que la reglamentación fijará en ambos 
casos por contenedor; 


d) Se asegurará la prestación de servicios 
en igualdad de condiciones a todos los 
que los soliciten, manteniendo la con- 
tinuidad y regularidad de los mismos, y 
no se comprometerá restricciones para 
operar en otros sectores del puerto de 
Montevideo; 


e) Se obligará a la captación de un mínimo 
de actividad en plazo a determinar y de 
no cumplirse se procederá a cancelar la 
concesión; 


f) Se obligará a realizar, en plazo deter- 
minado, las inversiones necesarias para 


brindar un servicio de buena calidad, 


confiable y al mínimo costo para el 
usuario final, favoreciendo el desarrollo 
del comercio exterior de Uruguay y 
promocionando el puerto de Montevideo 
como puerto de transbordo regional. 


Sin perjuicio que la sociedad y las contra- 
taciones que realice se rigen por el derecho 
privado, el Estado tendrá dos representantes 
en el Directorio, los que serán designados por 
el Directorio de la Administración Nacional de 
Puertos. 


El capital correspondiente a los inversores 
privados será representado por acciones al 
portador, estableciendo la reglamentación 
que dictará el Poder Ejecutivo las condiciones 
de emisión y de subasta u oferta pública en 
el mercado de valores. La correspondiente 


participación de capitales privados sólo 
procederá una vez instrumentado el acuerdo 
entre la referida sociedad y la Administración 
Nacional de Puertos. Cualquier modificación 
dentro de las normas precedentes, deberá 
necesariamente contar con la autorización 
previa del Poder Ejecutivo. 


El producido de la subasta u oferta pública 
en el mercado de valores de las acciones de 
la sociedad correspondientes a la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo o a la 
Administración Nacional de Puertos, se des- 
tinará a la construcción de edificios de 
educación pública en la órbita del Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (CODICEN). La 
Administración Nacional de Puertos conserva- 
rá una participación en la sociedad. 


Dentro del plazo que establecerá la regla- 
mentación a contar de la fecha de la subasta, 
la sociedad deberá presentar un operador de 
técnica operativa portuaria que reúna antece- 
dentes, solvencia y experiencias adecuadas, 
cuya designación y remoción deberá ser 
sometida a la aprobación del Poder Ejecutivo. 


De to actuado se informará a la Asamblea 
General. 


SECCION 2% 
FERROCARRILES 


Artículo 21.— El Poder Ejecutivo podrá 
autorizar la utilización de las vías férreas por 
parte de empresas, que cumplan con los 
requisitos técnicos y abonen a la Administra- 
ción de Ferrocarriles del Estado (AFE), el 
peaje que establezca la reglamentación". 


— Los coordinadores de bancada comunican a 
la Mesa que el talante del señor Diputado 
Chifflet habría prosperado. En consecuencia, 
correspondería que un señor Diputado hiciera 
uso de la palabra en representación de su 
Partido. Solicito a los señores Diputados que, si 
ése es el temperamento, presten atención para 
ponerse de acuerdo. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: dije 
que si un solo señor Diputado consideraba que 
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esto es limitativo o censuraba a alguien de 
alguna manera, retiraba mi moción. Como me he 
enterado de que algún señor Diputado se opone 
a €lla, la retiro. 


SEÑOR ROSSI!.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: entra- 
mos en la consideración de un capítulo que 
incluye solamente dos artículos: el 20, referido 
al puerto de Montevideo, y el 21, relativo a AFE. 

Este capítulo es un típico ejemplo de lo que 
no debe ser tratado en un proyecto con 
declaratoria de urgente consideración. ¿Por 
qué? Porque abordar realmente los temas que 
incluye y estar en condiciones de decidir en 
función de las propuestas que figuran en este 
proyecto, a nuestro entender, exigiría tratarlos 
en una torma bastante más global que la 
planteada. 

Todos repetimos permanentemente que la 
política de puertos en el Uruguay -particularmen- 
te la función del puerto de Montevideo- es 
trascendente, no sólo porque de algún modo el 
puerto fue factor fundamental en la construcción 
de este país y de su razón de ser, sino porque 
además sigue siendo relevante en el presente 
y para definir el papel futuro del Uruguay en 
toda la región. 

En nuestra intervención durante la discusión 
general de este proyecto de ley, afirmamos que 
el país adolecía -o al menos no lo había 
difundido en forma conveniente- de una política 
de transporte que, desde luego, debía incluir 
una política de puertos. 

Son muchos los elementos de indefinición 
que, en algunos casos, podemos admitir que 
resulten de nuestro desconocimiento, pero 
también hay varios aspectos en los que existe 
contradicción: en las iniciativas que se promue- 
ven, en la comparecencia del señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas en distintas 
Comisiones -en la Especial y en otras- y en las 
declaraciones de prensa constatadas a lo largo 
de estos meses del actual período legislativo, e 
inclusive desde antes. 

Para definir una política de puertos, se 
necesitaría precisar cuál es la función que va 
a cumplir el puerto de Montevideo en la realidad 
del país, así como cuál es el papel que se 
reserva para cada uno de los puertos del litoral, 
los que ya están constituidos y los privados que 
se anuncian. En ese sentido, notamos que hay 


situaciones que se contraponen, por ejemplo, a 
la realidad de los puertos de Fray Bentos y de 
Paysandú. 

Por otra parte, ¿cuál es la política que se va 
a adoptar en el país con respecto a la 
posibilidad de que exista un puerto de aguas 
profundas en el este, en la zona atlántica? Ese 
puerto de aguas profundas, ¿es el que se está 
promoviendo ubicar en la zona de La Paloma? 
Podríamos adentrarnos en estos temas y 
demostrar que, más allá de los anuncios, el 
puerto de La Paloma no está concebido como 
la gran obra que permita captar la carga de la 
región en la zona atlántica. 

Es cierto que, tanto en la discusión en el 
Senado como en el intercambio realizado en la 
Comisión Especial de la Cámara de Diputados, 
se puso en evidencia que la falta de definición 
sobre el papel que debe jugar el puerto de 
Montevideo en el futuro del Uruguay, ha llevado 
a un conjunto de medidas que comprometieron 
aún más la situación del puerto y sus posibi- 
lidades de desarrollo. Por un lado, se fue 
encerrando al puerto en un conjunto de 
proyectos, algunos de los cuales no son ajenos 
a la participación de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, aunque muchos son anteriores a 
1989, cuando se acordó la interconexión de la 
rambla y se promovió la instalación de una 
terminal de pasajeros. Posteriormente, se deci- 
dió cuál sería la ubicación de la torre de ANTEL, 
así como el destino de la Estación Central, lo 
que interesa no tanto por la estación en sí -eso 
sería otro asunto-, sino por la playa de 
maniobras que resulta muy importante en la 
definición y en el funcionamiento futuro del 
puerto de Montevideo. Téngase presente que la 
playa de maniobras de Lorenzo Carnelli resulta 
absolutamente insuficiente; por tanto, un proyec- 
to de desarrollo del puerto de Montevideo, sin 
la playa de maniobras, que está afectada por 
el Plan Fénix, implicaría su reubicación en una 
superficie que permita asegurar el manejo de un 
flujo de carga de la dimensión que anunciaba 
el propio señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas. En ese sentido, adviértase que no son 
muchos los espacios disponibles en la actual 
superficie que ocupa el puerto de Montevideo 
como para ubicar esa playa de maniobras. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Berois Quinteros) 


— Este gran tema está materializado en el 
proyecto de ley que estamos considerando y la 
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iniciativa se resume en un artículo, el cual nos 
merece algunas observaciones, inclusive en su 
propia redacción, más allá de los elementos de 
política general. Aquí se hace referencia al 
artículo 188 de la Constitución, en cuyo tercer 
inciso se establece que las condiciones que 
deben acordarse son previas a la concreción de 
los contratos con los inversores privados, es 
decir, a la aprobación de la empresa mixta. 
Algunos nos han dicho: "Ustedes no quieren que 
se hable de la empresa mixta", a lo que 
respondemos que ello no nos asusta. Pero 
¿cuáles son las condiciones? Si bien en la 
norma se establece una serie de condiciones, 
muchas de ellas son formulaciones generales 
sin contenido preciso. Por ejemplo, ¿cuál es la 
tarifa y el canon? ¿Cómo se va a asegurar la 
igualdad en las condiciones? ¿Cuáles son las 
causas para dejar sin efecto la sociedad? ¿Cuál 
es el plazo? 

En esto ha habido varias opiniones, pero 
ninguna dice que la autorización que debe 
otorgar el Parlamento, ante este tipo de 
contratos, se dé sin conocer previamente cuáles 
son las condiciones de negociación. 

El literal e) del artículo 20 del proyecto en 
consideración habla de “cancelar la concesión”. 
Si la disposición que se propone está regulada 
por el derecho privado, aquí no se concede 
nada; en todo caso, el inciso se aplicará si se 
deja sin efecto la sociedad, el contrato o el 
acuerdo, pero no la concesión por parte del 
Estado a terceros para el cumplimiento de una 
función. 

Por otra parte, se dice que el Poder Ejecutivo 
reglamentará las condiciones de emisión y de 
subasta. Ahí se utiliza el cuarto inciso del 
artículo 188 de la Constitución de la República 
que dice: "Sus representantes" -los de la nueva 
sociedad- "se regirán por las mismas normas 
que los Directores de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados", y en este caso 
aparece resolviendo la Administración Nacional 
de Puertos. Además, el proyecto no establece 
ninguna cantidad que relacione la participación 
del Estado con la privada; lo que surge 
claramente de las declaraciones que se han 
hecho, es que va a ser minoritaria. Tampoco se 


determina cuál será la proporción de los 
Directores del Estado en relación con tos 
privados. 

Asimismo, entre otros aspectos, se da 


participación a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo como elemento hacedor de esta 
nueva sociedad, en la que la Administración 


Nacional de Puertos se asociará con intereses 
privados. No creemos que sea conveniente 
establecer esto, sin determinar precisa y 
expresamente las condiciones en que esta 
nueva empresa responderá ante el Tribunal de 
Cuentas y, por lo tanto, ante el Parlamento. 


SEÑOR PENADES.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: por 
lo que he visto ha fracasado la propuesta del 
señor Diputado Chifflet, pues notamos que dos 
señores Diputados de la misma bancada pien- 
san hacer uso de la palabra. 

Como lamentablemente no hemos podido 
concertar una propuesta que consideramos 
inteligente, solicito a la Mesa, si está estipulado 
en el Reglamento, que se cierre el micrófono al 
orador que está haciendo uso de la palabra una 
vez culminado el tiempo reglamentario. No 
puede ser que por la vía de la generosidad un 
orador se pase varios minutos de lo que tiene 
estipulado en el Reglamento. 

Además, con las luces que aparecen al frente 
de la Mesa -varios señores Diputados se pre- 
guntarán para qué están ahí- se puede deter- 
minar el tiempo que resta al orador a efectos 
de que vaya culminando con su exposición. 

Por lo tanto, solicito que la Mesa estipule 
claramente que una vez que suene la chicharra, 
que indica que ha finalizado el tiempo de que 
disponía el orador, se corte de inmediato la 
habilitación del micrófono. El orador tiene la 
suficiente capacidad como para redondear su 
pensamiento en el tiempo estipulado por el 
Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa no quiere interrumpir el uso de la 
palabra de ningún señor legislador, pero tenien- 
do en cuenta lo manifestado por el señor 
Diputado Penadés sería bueno que tuvieran 
presente los diez minutos establecidos en el 
Reglamento, más aún cuando hay seis señores 
Representantes, de la misma fuerza política, 
anotados para hablar sobre este tema. 

Tiene la palabra el señor Diputado Castromán 
Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMAN RODRIGUEZ.— Señor 
Presidente: vamos a tratar de aprovechar el 
tiempo al máximo y cumplir con lo que establece 
el Reglamento. 
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No vamos a hacer comentarios generales 
respecto a este tema de gran importancia -me 
refiero al puerto de Montevideo y, por añadidura, 
de acuerdo con expresiones del señor Diputado 
Rossi, a los puertos del interior- porque ya lo 
hemos formulado el día viernes. 

Nos parece que con este proyecto de ley, que 
tiene carácter de urgente consideración, se 
pretende, sin dudas, la privatización del puerto 
de Montevideo. Tanto va el cántaro al agua que, 
en forma inteligente, en el proyecto se incluye 
este artículo con todas las connotaciones que 
ello implica, a efectos de establecer una suerte 
de empresa mixta. 

Pensamos que hubiera sido mucho más 
beneficioso y enriquecedor si los trabajadores, 
los empresarios, el Ministerio respectivo, la 
Administración Nacional de Puertos y el Parla- 
mento, en un debate franco, abierto, con ideas 
y propuestas positivas para un desarrollo 
sustentable y sostenido de un punto estratégico 
para el país, generador de ingresos económicos 
importantísimos para el Estado uruguayo, hubie- 
se tenido un tratamiento diferente al que 
nosotros apoyamos, que es el que está a 
consideración del Cuerpo. 

Tenemos algunos datos de suma importancia: 
1) Es la única playa-terminal del país: no existe 
por su especialización otra con las mismas 
condiciones operativas, que incluye un muelle 
dedicado y su grúa pórtico. 2) Opera con altos 
niveles de productividad y competitividad: no se 
conocen fundamentos serios para que pueda 
modificarse sustancialmente la operativa en las 
condiciones actuales; creemos que éste es un 
dato más que importante. 3) Tiene personal 
mínimo y altamente especializado: es de 
destacar que la terminal estatal trabaja las 
veinticuatro horas del día manteniendo el equipo 
operativo en base al esfuerzo y a la dedicación 
de su personal altamente capacitado. 4) Opera 
en régimen de coparticipación: el régimen 
operativo actual involucra la coordinación obli- 
gatoria para las tareas de manipuleo con los 
operadores privados, aspecto que hay que 
destacar. 5) Genera importantes ingresos -hasta 
el momento éstos van en alza-: el incremento 
en los ingresos se corresponde con los 
incrementos operativos resultantes de un tráfico 
en constante crecimiento que está reflejado en 
las proyecciones que han realizado varias 
consultorías contratadas por la Administración 
Nacional de Puertos sobre el tema. 6) La ley 
prohíbe ceder grúas y muelles estatales: el 
artículo 92 de la Ley N* 16.246 es claro en su 


redacción, impidiendo que el uso de muelles y 
grúas estatales existentes se constituya en un 
monopolio. Con este proyecto de ley, que 
seguramente votarán afirmativamente los inte- 
grantes de la coalición de gobierno, se configu- 
rará un monopolio, por las características con 
las que está planteado. 7) Se configura un 
monopolio: no cabe duda de que se entregará 
un bien del Estado de características únicas y 
delicadas, que ha sido construido con el aporte 
de todos a lo largo de muchísimos años. 8) Para 
el Estado quedan las inversiones menos renta- 
bles: no se habla de los costos para aumentar 
la profundidad a pie de muelle porque, obvia- 
mente, quedarán a cargo del Estado -como 
tantas veces ha  ocurrido-, aumentando la 
rentabilidad del monopolio extranjero. 9) El 
monopolio extranjero no será sólo operativo. 
Como declamos hace unos días, hay dos 
operadores multinacionales que seguramente 
estarán presentes en este acuerdo de partes en 
el que participa el Estado a través de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, a la 
que últimamente no le ha ido muy bien en los 
emprendimientos que ha puesto en marcha 
conjuntamente con privados. A modo de ejem- 
plo, menciono el aserradero Southern Cross 
Timber, instalado en Río Negro, cercano a 
Young, que está cerrado y que ha tenido una 
importante inversión por parte de la Corporación 
en su taz de integradora con capitales privados. 

Finalmente, quiero decir que tenemos en 
nuestro poder un informe fechado el 15 de 
marzo de 2000 para la compra de otra grúa 
pórtico, que está avalado por el Directorio de la 
Administración Nacional de Puertos. 

Allí se establece: 1) que ello hace absoluta- 
mente imprescindible proceder en el menor 
tiempo posible a ubicar otra grúa pórtico en 
nuestra terminal; 2) que mientras que las grúas 
pórtico pueden operar sobre la totalidad de la 
extensión del muelle sobre las vías que allí se 
encuentran instaladas, las grúas móviles no lo 
pueden hacer por no permitirlo la resistencia del 
piso en algunas áreas del mismo; 3) que desde 
hace más de cinco años, la Administración 
Nacional de Puertos ha procurado la incorpora- 
ción de este tipo de equipo a la terminal a través 
de procesos licitatorios que resultaron finalmen- 
te frustrados, por lo que a esta altura se hace 
urgente e impostergable ta adquisición de una 
nueva grúa pórtico de tipo Post-Panamax 
conforme a los requerimientos técnicos que 
permitan compatibilizarla con la actualmente 
existente; sin perjuicio del mayor alcance de la 
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que se pretende incorporar; 4) que por resolu- 
ción de 2 de marzo de 2000 se constituyó un 
grupo de trabajo integrado por el Gerente de 
Hacienda, contador Daniel Carreres, por el Jefe 
de Departamento de Abastecimiento, contadora 
Adriana Servetti, por el Gerente de Terminal de 
Contenedores, ingeniero Alberto Díaz, por el 
Gerente de División Operaciones Portuarias, 
ingeniero Julio Cóppola, por el Gerente de 
División Planificación, ingeniero Daniel Ferreira, 
y otros, quienes realizaron un estudio técnico 
para la compra de esta grúa, imprescindible 
para el trabajo en el puerto, averiguaron los 
costos y comprobaron que éstos oscilan entre 
US$ 4:000.000 y US$ 5:000.000; 5) que en su 
informe la Comisión da cuenta de que el 
organismo está en condiciones de afrontar el 
pago por la adquisición de una nueva grúa 
pórtico, debiendo en tal sentido efectuar diver- 
sas trasposiciones de partidas presupuestales 
en el Programa de Inversiones. 

La resolución del 15 de marzo de 2000 
establece: "1) Dar inicio a los procedimientos 
tendientes a la contratación directa para la 
adquisición de una grúa pórtico, de acuerdo a 
la oferta presentada por la firma EDOWAY 
GROUP Sociedad Anónima que ofrece una grúa 
FANTUZZI-REGGIANE según su propuesta 
obrante a fs. 22/28 y por un monto de hasta 
US$ 5:000.000 (dólares americanos cinco millo- 
nes).- 2) Cursar estas actuaciones al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas a efectos de que 
se pronuncie respecto a la decisión adoptada, 
en el marco de Jo dispuesto por el Art. 7% de 
la Ley N* 16.246. Asimismo, y en caso de su 
opinión favorable, también se le solicita se sirva 
remitir estas actuaciones al Ministerio de 
Economía y Finanzas para el debido cumpli- 
miento de la certificación exigida por el Art. 33 
in fine del TOCAF 96.- 3) Cometer a la División 
Hacienda -por cuerda separada-, se sirva dar 
inicio a los trámites pertinentes para la traspo- 
sición de partidas presupuestales conforme lo 
señala la Comisión en su informe de fs. 7". 

Con esto queremos sustentar que el puerto 
de Montevideo es rentable, que debería estar en 
manos del Estado uruguayo y que esto no es 
bueno -ni lo será- para el país ni para los 
trabajadores. En todo caso -reiterando concep- 
tos expresados el día viernes- se verán 
beneficiados quienes siempre resultan beneficia- 
dos y serán perjudicados quienes siempre son 
perjudicados. 

En definitiva, compartimos el criterio general 
que exponía el señor Diputado Rossi en materia 


del tema portuario, en el que sin duda no hay 
una política de Estado que justamente apunte 
a la utilización de los recursos naturales y de 
los instrumentados por el ser humano -en este 
caso, las terminales portuarias- y que posibilite 
que, de esa manera, se generen políticas que 
tiendan a dar soluciones y calidad de vida a 
nuestra gente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Ponce de 
León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: vamos a tratar tan solo de complementar las 
cosas que ya se han dicho. 

Sólo voy a utilizar una frase para decir que 
cualquier discusión sobre el puerto sin duda 
ameritaría un tratamiento que no es el de un 
proyecto de ley de urgencia. Porque está el 
puerto, está la ciudad; porque está el puerto, 
ayer fue la Banda Oriental y, en cierta forma, 
hoy es el país. 

Creo que las decisiones que se toman con 
relación al puerto son para muchos años. Hoy, 
un puerto que se pensó hace cien años está 
manejando contenedores con los que en aquella 
época ni se soñaba. Y esto tiene que ver con 
el proceso de las obras que se hicieron a 
comienzo de siglo; tal vez no fueron rápidas, 
pero fueron buenas. Y digo que fueron buenas 
en muchos sentidos. Ahora no es el momento, 
pero la discusión previa sobre qué había que 
hacer en el puerto -no la discusión histórica, 
sino la concreta, sobre los proyectos- llevó más 
de diez años. La Cámara insumió tres años en 
votar la autorización pertinente, y aun después 
pasaron varios años más antes de que se 
concretara su construcción. Pero el resultado 
fue muy bueno. 

Cien años después, es sin duda un puerto en 
muchos sentidos excepcional. No nos referimos 
sólo a las condiciones naturales -que existían 
y siguen existiendo-, sino a la forma como lo 
que se hizo a su alrededor permitió aprovechar 
esas condiciones naturales y pudo así ser 
optimizado a lo largo de mucho tiempo. 

Hoy se plantea un mecanismo distinto para 
"resolver" -entre comillas- el tema de la terminal 
de contenedores. Nos gustaría que esta Sala 
contara con pantallas o con instrumentos que 
permitieran proyectar y mostrar elementos 
gráficos o planos, de manera de ilustrar al 
Cuerpo sobre lo que uno está hablando cuando 
se refiere a la terminal de contenedores dentro 
del puerto, y no sólo me refiero a la cantidad 
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de toneladas, porque eso va a cambiar en forma 
radical una vez que esté terminada la explanada 
y adjudicada la terminal. Digo que esto va a 
cambiar, no porque esté adjudicada, sino porque 
basta ver la impronta geográfica del lugar para 
saber que por allí va a transitar un porcentaje 
altísimo de la carga de los próximos tiempos. 
Esas pantallas también servirían para ver esos 
elementos conexos de lo que es el antepuerto, 
de lo que se previó y de lo que se está 
haciendo; pero no queremos entrar a los detalles 
que ya se han mencionado. 

Pero lo que el señor Ministro de Transporte 
y Obras Públicas dijo desde un primer momento 
en la Comisión Especial de esta Cámara que era 
una forma diferente de resolver el tema que las 
licitaciones conocidas no habían permitido 
solucionar, nos lleva a plantearnos -lo hicimos 
en la Comisión, creo que algo mencionamos en 
la discusión general y queremos decir ahora en 
forma muy nítida-: ¿qué es lo que estamos 
resolviendo en este proyecto de ley? Porque la 
Ley de Puertos ya habilitó -con votos a favor 
y otros en contra- lo que llevó a la licitación de 
la terminal de contenedores. Entonces, ¿qué 
estamos resolviendo hoy aquí? ¿Qué es lo que 
estamos habilitando a privatizar? No es la 
terminal. Estamos permitiendo que se constituya 
una empresa mixta en la que, tal como se ha 
dicho en forma muy clara, el Estado va a tener 
una participación minoritaria -reiteradamente 
dicho, aunque no esté en el texto-, cuyo papel 
principal va a ser, sin duda alguna, seleccionar 
el operador de la terminal de contenedores. Si 
fuera necesario, podríamos leer expresiones de 
los distintos invitados a la Comisión Especial 
sobre este tema, que muestran con claridad 
cómo efectivamente suponen ellos que la 
reglamentación de la ley -y antes, la propia ley- 
establecerán requisitos mínimos y cómo en 
forma clara esa empresa de economía mixta, 
con minoría de representación estatal y siguien- 
do las normas de relacionamiento privado, va a 
seleccionar al operador. Se llega a decir que la 
propiedad del paquete mayoritario de la empresa 
mixta puede ser para cualquier postor, para 
quien oferte más en la subasta de las acciones. 
En forma explícita se llega a decir que su titular 
puede llegar a ser una entidad bancaria, es decir 
que no va a ser directamente un operador o no 
tiene por qué serlo. También se ha manifestado 
que esa empresa posiblemente va a elegir entre 
varios operadores, salvo que el mejor postor ya 
haya resultado ser un operador. Y el Poder 
Ejecutivo lo único que va a hacer es ver si esa 


selección cumple con el mínimo exigido; es decir 
que lo tiene que aprobar, porque las disposicio- 
nes vigentes así lo establecen y porque es de 
una lógica elemental. 

Entonces, ¿qué es lo que estamos privatizan- 
do aquí? Lo dije en Comisión y lo repito: 
prácticamente estamos privatizando la comisión 
de adjudicaciones de la licitación. Esta empresa 
mixta no va a ser un operador; no estamos 
promoviendo el avance del Estado hacia nuevas 
formas de combinación con la actividad privada 
para potenciar o habilitar nuevas áreas de 
acción; no es así, y lo lamentamos. 

No nos oponemos -y creo que lo hemos 
mostrado en los lugares donde tuvimos respon- 
sabilidad política de administración- a buscar las 
combinaciones públicas y privadas. Pero lo que 
aquí se está haciendo no es buscar una 
combinación que nos potencie como Estado y, 
en última instancia, como país; simplemente se 
habilita una empresa mixta para que pueda 
hacer la selección del operador, es decir que 
-repito- en última instancia se está privatizando 
la comisión de adjudicaciones para este tema 
específico de la Administración Nacional de 
Puertos. 

Para terminar -porque se ha encendido la luz 
y quiero cumplir con los plazos establecidos-, 
quiero mencionar que alguien planteó la duda 
de si la Ley de Puertos no habilitaba la creación 
de estas empresas y si era necesaria esta 
autorización legislativa. Sin duda, lo es. La 
Constitución es muy explícita al establecer que 
las empresas mixtas se aprueban, caso por 
caso, por el Parlamento. Ya bastantes proble- 
mas han habido para que, además, se cree una 
empresa mixta que luego pueda ser cuestionada 
por vicio de inconstitucionalidad. 

Queremos decir que el mismo problema 
puede plantearse si no se establece en forma 
clara -y el texto del artículo deja dudas- el 
proceso de designación de los Directores. La 
Constitución establece que debe regirse por las 
mismas normas que los Directores de los Entes 
Autónomos; y éstos no se dividen en grandes 
y pequeños; hubo y hay grandes y chicos, pero 
las normas que los regían eran para todos. Las 
empresas mixtas también pueden ser grandes o 
pequeñas. ¡Vaya si puede ser grande una 
empresa mixta que tome una parte significativa 
de un Ente! Y en última instancia, aquí se trata 
de una parte significativa con relación a la 
operación del puerto de Montevideo. Por lo 
tanto, debe aplicarse el artículo de la Constitu- 
ción que establece que los Directores deben 
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cumplir con las normas de 
públicas y, en consecuencia, más allá de 
nuestra objeción con respecto a que sean 
minoritarios, deben ser designados por el Poder 
Ejecutivo con venia del Senado. 


las empresas 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: vamos 
a ser muy breves porque muchos conceptos ya 
fueron expuestos por los legisladores que me 
precedieron en el uso de la palabra. 

Nosotros estábamos en esta Cámara en abril 
de 1992, oportunidad en la que se consideró el 
proyecto que hoy es la Ley N* 16.246, de 
puertos. En aquel momento, el entonces Frente 
Amplio ya expresaba que, sin duda, esa ley 
sobre puertos tenía como objetivo principal 
comenzar a privatizar importantes sectores de 
los puertos, en este caso del de Montevideo. 
Inclusive, hubo una discusión muy trascendente 
sobre ANSE, una empresa que ahora desapa- 
rece a través de este proyecto de ley de urgente 
consideración. 

Asimismo, alertábamos con referencia a la 
desprotección que se originaría con la futura 
desaparición de ANSE, fundamentalmente para 
los obreros, o sea, para los estibadores. 
Lamentablemente, los hechos están ocurriendo 
tal como nuestra fuerza política los vaticinó. 
Inclusive, en los últimos años, a partir de 1992, 
ANSE ha funcionado en forma bastante insufi- 
ciente y ha habido violaciones permanentes de 
las normas laborales que protegían, y deberían 
seguir protegiendo, a los obreros que trabajan 
en el puerto, no únicamente a nivel de salarios 
o seguros, sino también de la mínima protección 
que todo trabajador merece. 

Por otra parte, en los últimos tiempos 
tenemos realidades concretas que refieren a las 
licitaciones fracasadas. En los últimos meses, a 
raíz de la actuación de este Poder Legislativo 
y de los dictámenes, sobre todo, del Tribunal de 
Cuentas, debieron suspenderse o dejarse sin 
efecto algunas licitaciones. Todavía hay un 
proceso judicial que no ha culminado debido 
a denuncias realizadas por el jerarca de alguna 
empresa naviera con respecto a un pedido de 
coima por parte de un ex funcionario del Estado. 

Esta es la realidad. Hoy se da un paso más 
en cuanto al tema de la privatización, ya que 
se habilita que la Administración Nacional de 
Puertos represente su capital mediante acciones 
que van a ser colocadas en el mercado privado 


para asociarse con capital privado. 

De alguna forma se está concretando también 
algo que se dijo en 1992 al estudiar la Ley de 
Puertos: que por parte de algunos sectores 
políticos se prioriza el cobro de canon en lugar 
de explorar algunas áreas de la Administración 
Nacional de Puertos. Esto es así; se ha dicho 
que es mejor licitar, conceder y cobrar un canon 
que explotar las mismas funciones de la citada 
Administración Nacional de Puertos. 

Por otra parte, se ha señalado en esta Sala 
-y no voy a argumentar sobre el particular- que 
los dos Directores que van a integrar determi- 
nado Directorio de la Administración Nacional de 
Puertos, que no sabemos qué número de 
miembros tendrá, sin lugar a ningún tipo de 
dudas van a estar en inferioridad de condiciones 
con respecto a los Directores que representen 
a las empresas privadas. 

Todos sabemos que el pasado año la termi- 
nal de contenedores manejó doscientos mil 
contenedores y se generó una ganancia de 
US$ 15:000.000 netos para el Estado. Por lo 
tanto, en caso de concretarse esta propuesta, 
eso se perdería en un porcentaje amplísimo. 
Nos preguntamos por qué el Estado debe 
desprenderse de un área tan rentable, que ha 
demostrado su eficiencia y que realmente es 
estratégica para el país. 

Otro aspecto a considerar es que a partir de 
la aprobación del artículo 20, de alguna forma 
se eliminaría la libre concurrencia. En este 
momento la terminal de contenedores puede 
permitir esa libre concurrencia y por supuesto 
autorizar que los operadores pequeños y 
medianos sean tratados de igual forma. Pero a 
través de la creación de esta sociedad anónima, 
los propietarios mayoritarios de esa sociedad 
elegirán qué barcos operarán primero en el 
puerto de Montevideo. 

Quiero marcar una contradicción con respecto 
al artículo 20 del proyecto que estamos 
considerando, ya que en su penúltimo inciso 
establece que "El capital correspondiente a los 
inversores privados será representado por 
acciones al portador (...)". Sin embargo, el 
Decreto N* 412/992 -que reglamenta la Ley de 
Puertos, de 8 de abril de 1992-, en su artícu- 
lo 10, expresa: "En caso de ser personas jurí- 
dicas," -ésa es la situación que se prevé- "estar 
legalmente constituidas de acuerdo con lo que 
establezca la correspondiente normativa espe- 
cial y, caso de que su capital esté integrado por 
acciones, las mismas deberán ser nominativas”. 
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Como se puede advertir, ahora se habla de 
acciones al portador. 

Por último, a nosotros, como Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, nos hubiera gustado 
discutir acerca de si sobre la playa de 
contenedores debe existir la libre competencia 
o no; es decir, si debería haber más de una 
playa de contenedores o si se tendría que optar 
por un funcionamiento monopólico, que, en 
definitiva, es la opción que se está tomando a 
través del artículo 20 en cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor miembro informante, 
señor Diputado Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: voy a 
considerar el tema del puerto de la misma 
manera que lo hizo -digo esto realmente con 
mucho placer- el señor Diputado Rossi. Lo 
conozco y sé que es un estudioso del tema del 
transporte en general y que ha dedicado muchas 
horas, y probablemente años, al tema del 
puerto. 

En ese sentido, voy a referirme a ciertos 
puntos que él mencionó y, modestamente, 
seguiré esa línea. Creo que no es bueno repetir 
lo que ya expresamos en la Comisión, tal como 
se ha hecho en algunos casos, porque eso lo 
podemos leer. 

Uno de los primeros planteamientos que se 
hizo fue con respecto a la inconveniencia de 
este proyecto de ley de urgente consideración 
y a que no era adecuado el momento para tratar 
el tema de una ley portuaria. En este sentido, 
me aventuro a decir que, según lo establecido 
en la Constitución, la Administración ya puede 
dar concesiones, y que a través de la Ley de 
Puertos puede ser a empresas mixtas. Por lo 
tanto, lo que hace a la forma ya se discutió al 
inicio de este debate. En cuanto al fondo, creo 
que el argumento se cae por su propio peso, 
desde que todos estamos contestes en que, por 
la importancia que tiene el puerto, se trata de 
un tema urgente. 

Este tema -lo dije en la Comisión y en este 
caso sí quiero reiterarlo- se viene discutiendo 
desde hace muchos años. Recién se decía que 
en este país no hay una política de puertos. Con 
todo respeto por esa opinión, diría que es muy 
clara la línea que han seguido este gobierno, 
el anterior y también el que los precedió; de 
hecho, la política está establecida en una Ley 
de Puertos que se sancionó en 1992, hace ocho 
años. 


Ahora bien; es obvio que hay dos visiones 
sobre el puerto y lo que debe ser el 
funcionamiento de su playa de contenedores. 
Una visión, la que se ha querido defender por 
un sector -no quiero traer a colación las 
versiones taquigráficas de 1992-, es la de 
mantener al puerto en la esfera pública. Hoy 
algunos lo han reiterado. 

Nuestra posición, señor Presidente, va en 
otro sentido. Creemos que el puerto no 
solamente necesita urgente consideración sino 
también urgente inversión, y es obvio que el 
sector público no está en condiciones de 
hacerlo. 

He escuchado con atención, una vez más 
-hace doce años que estoy escuchando este 
argumento-, el planteo en el sentido de que 
todos los componentes o actores de la actividad 
portuaria tengan participación en la definición 
del quehacer portuario. Hace doce años que 
vengo estudiando el tema y en todo este tiempo, 
si no se hubiera aprobado la ley de 1992, no 
habría pasado nada. Digo doce años por 
razones de edad, porque quizás antes de eso 
se debatía lo mismo, pero yo no estaba en 
condiciones de intervenir. 

Se criticó las licitaciones, señor Presidente: 
las que se realizaron se orientaban en esa 
misma dirección, por lo que constituyen un 
argumento más a favor de nuestra opinión en 
el sentido de que existía una política de puertos. 
Como todos sabemos, las licitaciones resultaron 
frustradas como consecuencia de aspectos 
técnicos, pero algunas fuerzas políticas se 
pronunciaron en contra de lo que se proponía 
a través de ellas, lo que también es respetable. 
Una vez más digo que se trata de distintas 
visiones acerca de lo que se quiere para el 
puerto. 

De todos modos, hay aspectos rescatables en 
lo que hemos escuchado en la jornada de hoy. 
Quiero destacar que se ha hecho mención a 
que, probablemente, la actividad se vería 
sobrepasada de tal manera que la disponibilidad 
hoy existente en las cercanías del puerto serfa 
insuficiente. ¡Ojalá así fueral De igual manera, 
quien me precedió en el uso de la palabra hizo 
referencia a que a partir de ahora iba a cambiar 
la situación del puerto. ¡Ojalá sea asíl 

También escuché decir con cierta convicción 
que el puerto funciona bien. Es la primera vez 
que lo escucho en doce años, señor Presidente. 
Se me podrá decir que el puerto funciona mejor, 
pero de ahí a decir que funciona bien hay una 
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gran distancia, y esto ni siquiera vale la pena 
discutirlo. 

En alguna oportunidad hice referencia a que 
en 1989 el puerto de Montevideo iba a ser 
considerado “puerto sucio", y en esa época 
también me decían que funcionaba bien. Sin 
embargo, casi lo consideran "puerto sucio", con 
las consecuencias que ello trae aparejadas. 

Por otra parte, no se discute si la playa de 
contenedores va a ser la única o si cabe la posi- 
bilidad de que se habiliten otras. Simplemente, 
se dice que para que sea efectiva, requiere una 
inversión de más de US$ 100:000.000 -aspecto 
que ni el propio sindicato pudo negar-, erogación 
que el Estado no está en condiciones de hacer. 

Entrando al análisis del articulado, en primer 
lugar debo decir que me alegra que quien lea 
las versiones taquigráficas verá que algunos 
puntos que antes se discutían, felizmente han 
quedado de lado. Otros se han soslayado, y a 
ellos me voy a referir. 

Se hacía referencia a que en esta iniciativa 
las condiciones debían ser previas. Tan de 
acuerdo estamos, que no solamente se estable- 
cen las condiciones mínimas -se hizo mención 
al plazo; creo que ésta fue una "gaffe", porque 
se hacía referencia a los treinta años-, sino que 
se exige que en forma previa al otorgamiento 
de la concesión -lo adelanto para que quede 
claro; lo señalé en la Comisión y hoy lo reitero- 
se deben fijar todas las condiciones que va a 
establecer el Estado. Debemos leer el texto en 
ese aspecto. 

Hay otros puntos sueltos del articulado que 
se han criticado -supongo que se está de 
acuerdo con los que no se criticaron-, por 
ejemplo, la inconveniencia de la expresión 
"cancelar la concesión", Sin embargo, efectiva- 
mente se trata de cancelar la concesión; no nos 
hemos equivocado, y tampoco es posible atribuir 
al señor Ministro el reconocimiento de una 
contradicción. Es claro que si pago un canon a 
la Administración, en contrapartida me entrega- 
rán una concesión. Lo que sí se rige por el 
derecho privado -el artículo es claro; alcanza 
con su simple lectura- son las contrataciones y 
relaciones que se establezcan a partir de esa 
instancia. 

Se hace referencia a la participación de los 
Directores -objeción que también se formuló en 
la Comisión- con relación al giro "se regirá por 
dicha norma". Es muy claro que si se hubiese 
querido decir "designar", así se habría expresa- 
do. En segundo lugar, también es claro -al 
menos en nuestra opinión- que la norma se 


refiere a la forma de actuar de esos Directores. 
Tanto es así que he recabado información 
acerca de otras sociedades mixtas que se han 
formalizado por medio de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, y les recuerdo a 
todos mis colegas que los Directores nunca 
fueron designados con venia del Senado. Por lo 
tanto, estarían en una flagrante inconstitucionali- 
dad. 

Por último, lo que de alguna manera 
llamamos la razón del artillero y que nos deja 
mucho más tranquilos: este texto pasó por el 
plenario del Senado, ámbito en el cual la fuerza 
opositora cuenta con un constitucionalista de 
fuste. Yo hice las averiguaciones del caso, y en 
ninguna de las intervenciones del señor Senador 
Korzeniak recogidas en las versiones taquigrá- 
ficas se planteó la inconstitucionalidad, tema 
que -sin atribuir intenciones- se ha planteado, 
en cierta forma, a la ligera, tanto en la Comisión 
como en el plenario de la Cámara. 

En definitiva, sin reiterar los argumentos 
expuestos en la Comisión y probablemente, en 
el plenario del Senado, creo que aquellos 
artículos que pueden provocar cierta irritación 
hacen, en definitiva, a la visión que podemos 
tener sobre el tema transporte en general y 
puerto en particular. Eso es muy respetable. Por 
un lado, se plantea el continuismo de la 
actividad pública y, por el otro -es nuestra 
opinión-, el ingreso de capitales privados; no sé 
si esto es mejor o peor, pero no tengo dudas 
de que es la forma en que puede llegar el dinero 
que se necesita para que el puerto funcione 
correctamente. 


11.-—Licencias 
Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Washington Abdala, 
en misión oficial, literal B) del artículo único de 
la Ley N2 16.465, para asistir como Visitante 
Extranjero (observador), invitado por el Instituto 
Federal Electoral (IFE), a las Elecciones Gene- 
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rales a realizarse en México, por el período 
comprendido entre los días 29 de junio y 3 de 
julio de 2000, convocándose al suplente corres- 
pondiente siguiente, señor Gustavo Osta. 


Del señor Representante Jaime Mario Trobo, 
en misión oficial, literal B) del artículo único de 
la Ley N* 16.465, para asistir, como miembro del 
Comité Ejecutivo de la Unión Interparlamentaria, 
y como Visitante Extranjero (observador), invi- 
tado por el Instituto Federal Electoral (IFE), a 
las Elecciones Generales a realizarse en Méxi- 
co, por el período comprendido entre los días 
29 de junio y 3 de julio de 2000, convocándose 
al suplente siguiente, señor José María Mieres". 


— En discusión. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: a fin 
de clarificar bien los términos de las dos 
licencias, quisiera saber si implican algún gasto 
para la Cámara de Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa no puede contestar. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: he 
solicitado licencia en virtud de una invitación 
que recibí por parte del Instituto Federal 
Electoral de México para asistir a la celebración 
de las elecciones nacionales de ese país, y no 
implica gasto alguno. No tengo la costumbre de 
establecer ese detalle en las notas de solicitud 
de licencia; quien quiera hacer dichas averigua- 
ciones, puede realizarlas. La licencia fue 
solicitada en las mismas condiciones en que lo 
hizo el señor Diputado Baráibar, pero, reitero, 
no tengo la costumbre de poner en la nota que 
no implica ningún gasto para la Cámara. 


SEÑOR ABDALA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ABDALA.— Señor Presidente: a los 
efectos de brindar tranquilidad al Cuerpo, diré 
que ésta es una misión de observación electoral 
que no implica gasto para la Cámara. Se da 
cuenta a la Cámara por un acto de caballero- 


sidad, pero, eventualmente, podríamos no ha- 
cerlo. Tenga la tranquilidad el señor Diputado de 
que en materia de principismo, varios hemos 
ganado el campeonato. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: yo 
sí tengo la costumbre de dejar constancia en los 
pedidos de licencia de que mis viajes no 
representan gasto para el Cuerpo. Creo que 
sería una buena norma para aplicar en todos los 
casos, pero como está librado a la voluntad de 
cada uno, depende de ésta la decisión de hacer 
o no la aclaración. 

Cada vez que tenga una duda sobre este 
tema realizaré la consulta, pues el hecho de no 
aclarar a veces es motivo de confusiones. 

Yo también he sido invitado en los mismos 
términos que los señores Diputados Trobo y 
Abdala, y en mi pedido de licencia planteé que 
el viaje se realiza sin gastos para el Cuerpo. 


SEÑOR PENADES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: creo 
que se cometen dos errores en lo que se refiere 
a las intervenciones en Sala. En primer lugar, 
por una cuestión de estilo que se debe preservar 
y, en segundo término, porque en esta Sala 
todos sabemos -salvo los Diputados nuevos- que 
a menos que la Cámara estipule claramente en 
la resolución que la oficialización supone la 
generación de viáticos, éstos no corresponden 
y, por ende, no implican erogación para el 
Cuerpo. 

Además, ha quedado bien estipulado que 
nosotros podemos participar en misiones oficia- 
les con viáticos sólo en reuniones del 
PARLATINO, de la Unión Interparlamentaria 
Mundial y del MERCOSUR. Por ende, no 
tenemos por qué entrar a esta especie de *strip- 
tease" cada vez que se tratan estas solicitudes 
de licencia. Creo que vale la pena aclararlo por 
la dignificación de nuestra posición. Si el señor 
Diputado Baráibar tiene la costumbre de hacer 
esa salvedad, que la haga, pero no tiene por 
qué venir aquí a decir cómo deben proceder los 
demás, cuando se está actuando claramente 
dentro de lo que establece el Reglamento. 

Pienso que este tipo de actitudes no le hace 
nada bien al funcionamiento del Cuerpo, porque 
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genera suspicacias donde no hay lugar para 
ellas; el Reglamento estipula claramente cuándo 
los legisladores nos vemos beneficiados con la 
generación de viáticos en los viajes. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: me 
he sentido notoriamente aludido y en términos 
no precisamente corteses. 

Quiero expresar que este tema hace a la 
imagen de la Cámara frente a la opinión pública. 
Si hay algo que es rechazado por los ciudada- 
nos es la forma en que a veces se hace uso 
de los dineros públicos para los viajes al 
exterior. Soy un defensor de los viajes al 
exterior, pero deben hacerse de acuerdo con 
normas y procedimientos que tengan absoluta 
transparencia, y no siempre es así. Por eso, yo 
lo aclaro y lo seguiré haciendo. De la misma 
manera, cada vez que un pedido de licencia no 
tenga una claridad absoluta -no el sobrentendido 
que ha mencionado el señor Diputado Pena- 
dés-, pediré las explicaciones del caso, pues 
entiendo que esto le hace bien a la Cámara de 
Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el informe de la Comisión de Asuntos Internos. 


(Se vota) 
— Sesenta y ocho en setenta y uno: Afirmativa. 


En consecuencia, quedan convocados los 
suplentes correspondientes, quienes se incorpo- 
rarán a la Cámara en las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Vicepresidente de la 
Cámara de Representantes 
Don Ricardo Berois. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a tin 
de solicitarle se me conceda licencia entre los 
días 29 de junio y 3 de julio próximos, y se 
convoque a mi suplente respectivo, por la causal 
establecida en el literal B) del Art. único de la 


Ley N* 16.465. En dicho lapso viajaré a México, 
invitado por el Instituto Federal Electoral (IFE), 
para asistir como Visitante Extranjero (observa- 
dor) a las Elecciones Generales a realizarse en 
ese país. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamen- 
te. 


Washington Abdala 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por la presente, comunico a Ud. que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria 
para integrar el Cuerpo, de la cual he sido 
objeto. 


Atentamente. 


Miguel Dicancro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, 
Washington Abdala, para asistir como Visitante 
Extranjero (observador), invitado por el Instituto 
Federal Electoral (IFE), a las Elecciones Gene- 
rales a realizarse en México. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 29 de junio y 3 de julio de 2000. 


II) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Miguel Dicancro. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el literal 
B) del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994, y por el inciso tercero de 
la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
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departamento de Montevideo, Washington 
Abdala, por el período comprendido entre los 
días 29 de junio y 3 de julio de 2000, para asistir 
como Visitante Extranjero (observador), invitado 
por el Instituto Federal Electoral (IFE), a las 
Elecciones Generales a realizarse en México. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Miguel Dicancro. 


3) Convóquese para integrar la referida 
representación por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N2 2000 del Lema Partido Colorado, 
Gustavo Osta. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


"Montevideo, 20 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito se me conceda 
licencia entre los días 29 de junio y 3 de julio 
próximos, y se convoque a mi suplente respec- 
tivo, por la causal establecida en el literal B) del 
Art. único de la Ley N* 16.465. En dicho lapso 
viajaré a México, invitado por el instituto Federal 
Electoral (IFE), para asistir como miembro del 
Comité Ejecutivo de la Unión Interparlamen- 
taria, y como Visitante Extranjero (observador), 
a las Elecciones Generales a realizarse en ese 
país. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Jaime Mario Trobo 
Representante por Montevideo”. 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Jaime 
Mario Trobo, para asistir como miembro del 
Comité Ejecutivo de la Unión Interparlamen- 


taria, y como Visitante Extranjero (observador), 
invitado por el Instituto Federal Electoral (IFE), 
a las Elecciones Generales a realizarse en 
México. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 29 de junio y 3 de julio de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el lite- 
ral B) del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jaime Mario 
Trobo, por el período comprendido entre los días 
29 de junio y 3 de julio de 2000, para asistir, 
como miembro del Comité Ejecutivo de la Unión 
Interparlamentaria, y como Visitante Extranjero 
(observador), invitado por el Instituto Federal 
Electoral (IFE), a las Elecciones Generales a 
realizarse en México. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 71 del Lema Partido 
Nacional, José María Mieres. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez". 


12.-Servicios públicos y 
privados, seguridad pú- 
blica y condiciones en 
las que se desarrollan 
las actividades produc- 
tivas. (Mejoras) 


— Continúa la consideración del asunto motivo 
de la convocatoria. 
Prosigue la discusión del Capítulo VII. 


SEÑOR ROSS!.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: quisiera 
realizar una precisión. 

Es cierto que en el artículo 20 se expresa que 
la reglamentación del Poder Ejecutivo estable- 
cerá los términos y condiciones, etcétera. Pero 
también lo es que la Constitución se refiere a 
que previamente tendrán que estar estipuladas 
las condiciones del acuerdo entre el Estado y 
el inversor privado para que la Cámara esté en 
condiciones de aprobarlo. 

Sí bien el artículo contiene una serie de 
definiciones, algunas de las cuales son precisas, 
como el plazo de treinta años -nada más y nada 
menos-, y otras resultan más ambiguas, de 
ninguna manera se puede deducir que ésa será 
la formulación del contrato que, en definitiva, se 
va a firmar. A mi entender, la Cámara hace bien 
en reivindicar el conocimiento del contenido del 
contrato antes de darle su aprobación. Precisa- 
mente, el procedimiento de urgente considera- 
ción que se sigue hace imposible que se defina 
las condiciones en que se va a llevar adelante 
el contrato del acuerdo con inversores privados. 
Por lo tanto, me siendo impedido de tomar 
posición sobre un contrato cuyo contenido no 
conozco en su totalidad. Esa es la razón y el 
fundamento que tratábamos de plasmar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Blasina. 


SEÑOR BLASINA.— Señor Presidente: el 
viernes pasado, con motivo de la discusión 
general de este proyecto de ley, haciamos 
alguna mención a este artículo. Expresábamos 
que, desde nuestro punto de vista, se inscribe 
en una línea que tiene su continuidad en la 
privatización de áreas estratégicas del Estado. 
También nos referíamos a los implícitos y 
explícitos que surgen de esta iniciativa. 

Los implícitos podrían relacionarse, sin mu- 
cho esfuerzo, con el hecho de que si bien no 
se dice, se deduce quién tendría la mayoría del 
paquete de acciones al portador en esta socie- 
dad mixta. De ellos también se infiere quién ten- 
dría la mayoría en el Directorio de esta sociedad. 

De los explícitos se va a ocupar la reglamen- 
tación del Poder Ejecutivo, lo que consideramos 
un procedimiento absolutamente ¡inadecuado 
cuando se trata de un tema tan importante. En 
realidad, cuestiones tan trascendentes para el 
futuro del país como las relativas a la playa de 
contenedores, que es el corazón del puerto de 
Montevideo, deberían estar contenidas en el 
proyecto de ley y no quedar en manos del Poder 
Ejecutivo. 


Nos preguntamos qué obligación surge del 
proyecto de ley en cuanto a la inversión de las 
empresas extranjeras que intervengan. ¿Cuál es 
la obligación de inversión que surge? "Contrario 
sensu", ¿cómo se explica que casi simultánea- 
mente con el envío de este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, la Admi- 
nistración Naciona! de Puertos haya resuelto la 
adquisición de una grúa pórtico, cuyo valor 
estimado es de US$ 5:000.000? ¿Para que sea 
utilizada por quién? Tal vez, para que sea 
utilizada por los operadores que vengan a 
usufructuar la playa de contenedores. ¿Qué 
sentido tiene que el Directorio de la Administra- 
ción Nacional de Puertos haya resuelto la 
adquisición de una grúa pórtico en el marco del 
envío al Parlamento de este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración cuando se 
dice que el Estado no es capaz de mantener el 
funcionamiento adecuado del puerto y realizar 
las inversiones que correspondan? 

Adelanto que no tengo ninguna prueba de lo 
que voy a decir, pero sí convicciones. Fracasó 
el proceso licitatorio por las razones que todos 
conocemos y quedaron dos empresas en danza: 
Cargas y Servicios y Christophersen. No voy a 
atribuir intenciones. Lo que digo es que antes 
o después del diseño de este proyecto de ley, 
seguramente, estas dos empresas llegaron a 
una solución salomónica: ponerse de acuerdo en 
lugar de competir por la playa de contenedores. 
Aquí surge el otro tema grave con relación a 
este proyecto de ley. Si la convicción que tengo 
se plasma en la realidad, se estaría instalando 
en el puerto de Montevideo, más precisamente 
en la playa de contenedores, un monopolio 
privado. Nada más y nada menos que eso, 
cuando por otro lado se habla recurrentemente 
de la importancia de asegurar la libre concurren- 
cia. De esta forma se estaría clausurando 
definitivamente la libre concurrencia a través de 
la instalación de un monopolio privado, 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: que- 
remos dejar constancia de nuestro voto negativo 
al artículo 20, porque este tema realmente 
importante debió ser analizado fuera del marco 
de un proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración. 

Creo que el puerto de Montevideo tiene una 
importancia estratégica. Realmente toda la 
política portuaria, pero en especial la explota- 
ción de la terminal de contenedores, puede 


160 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


suponer que el puerto de Montevideo capitalice 
ventajas comparativas respecto a otros puertos 
de la región. Es cierto que la importancia que 
el puerto tenga en la captación del comercio en 
la región no depende sólo de los costos, pero 
sin duda es uno de los aspectos a tener en 
cuenta, que debería ser analizado en otro marco 
que, lamentablemente, no vamos a tener y que 
quedará, como consecuencia de la aprobación 
de este artículo, en la reglamentación que 
establecerá el Poder Ejecutivo. 

Lamentablemente, también quedan algunas 
preguntas pendientes. Por ejemplo, no se sabe 
cuánto va a invertir el Estado en esta sociedad 
de economía mixta. No se sabe cuál va a ser 
el monto de la inversión ni que bienes -no 
inmuebles- va a aportar la Administración Nacio- 
nal de Puertos a esta sociedad de economía 
mixta. Lo que es más importante, no se sabe 
si se va a cumplir con el objetivo establecido 
en la Ley de Puertos en cuanto a asegurar el 
cumplimiento de los principios de libre concu- 
rrencia y de libre competencia. 

Desde ese punto de vista, dejo constancia del 
sentido que tiene este voto negativo para el 
Nuevo Espacio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
hemos dicho en varios sitios y en medios de 
comunicación, que el proyecto de ley de ochenta 
y nueve artículos que estamos analizando 
contiene un conjunto de normas compartible 
-vamos a acompañar cincuenta artículos-, pero 
dos o tres joyas de la abuela. Con esto quiero 
decir que hay algunos artículos que se pierden 
entre los ochenta y nueve, y son aquellos 
realmente sustantivos, teniendo en cuenta las 
decisiones que se están adoptando. Uno de 
ellos es el que precisamente estamos conside- 
rando, que refiere a la Administración Nacional 
de Puertos y, en particular, a la terminal de 
contenedores. 

Tengo en mi poder cifras que reflejan el 
funcionamiento del puerto en los últimos diez 
años y, en particular, de la terminal de 
contenedores. Más allá de las consideraciones 
o comparaciones que se puedan realizar, todos 
los indicadores -tal como lo corroboraba el señor 
Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos, doctor González Lapeyre, cuando 
concurrió a la Comisión- apuntan a que el 
puerto, con lentitud, con dificultades, a la uru- 
guaya, avanza y progresa. Voy a mencionar 


algunas de esas cifras: en 1989 pasaban 44.862 
cajas y en 1999, 164.000 cajas; en 1989, 50,000 
teus y en 1999, 250.000 teus. En la prensa de 
hoy se informa que la Administración Nacional 
de Puertos se apresta a bajar sus tarifas. Allí 
se habla de un trabajo realizado por la Gerencia 
de la División de Hacienda -Terminal de 
Contenedores y Comercial-, donde se establece 
un proceso dinámico muy positivo de 
reordenamiento del puerto en términos genera- 
les. ¡Oh, casualidad! -aunque no estoy seguro 
de que haya sido casualidad-, hoy en la Cámara 
de Representantes estamos discutiendo el futuro 
de la terminal de contenedores. 

Recordemos el tema que se planteó el año 
pasado en torno a la licitación y a aquel famoso 
casete que se entregó. En esa oportunidad se 
hablaba de US$ 2:000.000 para influir en las 
decisiones que se pudieran adoptar en torno a 
la adjudicación de la licitación de la terminal de 
contenedores. Aparte de las cifras, que son 
científicas y objetivas, este dato que todo el país 
conoció constituye una demostración absoluta- 
mente concluyente de que la terminal de 
contenedores es una joya de la abuela, Se trata 
de un sector de la Administración Pública, del 
Estado, que es rentable, que da ganancias. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Me pregunto si hoy no sería posible obte- 
ner US$ 150:000.000 o aún más para moder- 
nizar el puerto y ponerlo en condiciones de 
funcionar adecuadamente, cuando se gastaron 
US$ 100:000.000 en la torre de ANTEL. ¿No 
estamos en condiciones de hacerlo? ¿Por qué 
el Uruguay no lo puede hacer, si el puerto es 
rentable? De la propia explotación de la terminal 
de contenedores se pueden obtener los recursos 
que permitan financiar la inversión que se haga. 

Hace poco tiempo esta Cámara votó un 
aumento de emisión por un monto de 
US$ 300:000.000. ¿No se puede votar una 
emisión para financiar las inversiones en el 
puerto de Montevideo? 

Reconozco que para el Encuentro Progresis- 
ta-Frente Amplio, hablar de empresas mixtas 
hace quince o veinte años era casi una mala 
palabra, pero tal vez los blancos y los colorados 
nos hayan enseñado y estemos aprendiendo en 
esta materia; nosotros también les hemos 
enseñado mucho a ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
ruega al señor Diputado que se concentre en el 
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tema y deje de educar a la Cámara. 
Puede continuar el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— El señor Presidente 
sabe que estoy hablando sobre este tema. 

Entonces, en estas circunstancias podemos 
estar pensando en una empresa mixta, pero por 
qué no podemos concebir una que sea votada 
por unanimidad, en la que el Estado posea el 
52% del paquete accionario y el otro 48% se 
reparta entre las dos empresas que el año 
pasado se sacaban los ojos por ganar la 
licitación -me refiero a Cargas y Servicios y a 
Maersk Christophersen-, logrando un modelo de 
funcionamiento, de conducción y de gestión 
central estatal, compartido con dos empresas 
que están ganando dinero y aportando su 
experiencia. De esta forma, se estaría constitu- 
yendo una empresa en la que fundamentalmente 
gane el país, dejando que los privados obtengan 
ganancias por sus inversiones. 

¿Por qué no se hace esto y, por el contrario, 
se envía un artículo en un proyecto que contiene 
ochenta y nueve disposiciones, donde todo es 
confuso, oscuro y con medias palabras? Es 
evidente que no se quiere hablar claro ni se dice 
por qué no se usa un lenguaje claro. Existe la 
intención de escamotear al Poder Legislativo su 
capacidad de tomar decisiones centrales y 
finales sobre un tema que es crucial y 
estratégico para el país, sobre un puerto que da 
ganancias y cuya conducción básica debe 
continuar en manos del Estado, con participa- 
ción de los particulares. 

Además, en la Ley de Puertos, que nosotros 
no votamos, pero que he leído con mucha 
atención, se establece claramente... 


(Interrupciones) 


— La Ley de Puertos no es mala del todo; 
reconozco que tiene aspectos positivos. En esa 
ley es absolutamente recurrente y hasta reite- 
rativo que se debe velar por la libre concurren- 
cia. En efecto, el artículo 7% dice que el Poder 
Ejecutivo "velará para que aquellos servicios 
que se presten en régimen de libre concurrencia 
se efectúen en condiciones tales que etfectiva- 
mente la garanticen, reservándose en todo caso 
el derecho de fijar tarifas máximas para tales 
servicios". El artículo 12 prohíbe expresamente 
*(...) la atribución exclusiva a una o varias 
empresas de la explotación de los muelles 
comerciales de la Administración Nacional de 
Puertos". Además, el Reglamento también es 
claro, pues dispone que debe establecerse la 


competencia y que la libre concurrencia es un 
elemento esencial de dicha norma. 

Sin embargo, estamos considerando una 
iniciativa confusa, llena de incertidumbres, que 
lleva inexorablemente a un monopolio de un 
sector estratégico de nuestro país, en nuestra 
capital. 

El año pasado, cuando discutíamos la 
aprobación de la construcción del puente 
Colonia-Buenos Aires, fui invitado a una audien- 
cia pública en el Congreso de Buenos Aires. En 
muchas oportunidades hemos dicho que en 
Argentina se oponen... 


SEÑOR BARRERA.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARAIBAR.— No, señor Diputado, 
porque me resta muy poco tiempo para terminar 
mi intervención. De todas maneras, puede pedir 
la palabra y decirme todo lo que quiera. 

En esa discusión, en la que participaron 
todos los sectores involucrados -parlamentarios, 
empresas privadas, etcétera-, se manifestó la 
oposición a la construcción del puente, como lo 
dijimos cuando el tema se discutió en este 
ámbito, agregando que su aprobación estaba 
muy lejana; no sé si algún día el Congreso 
argentino aprobará el tratado correspondiente. 
Todos los argentinos -que no sabían que en esa 
reunión estaba presente un Diputado uruguayo- 
se oponían a la construcción del puente por dos 
motivos. En primer lugar, por el incentivo que 
significaría para el turismo uruguayo y, en 
segundo término, por el fortalecimiento que 
representaría para el puerto de Montevideo, 
porque el de Buenos Aires va inexorablemente 
a la muerte y en el correr de pocos años 
quedará anegado. Tiene dos destinos posibles: 
terminar anegado por el barro o que se 
mantenga abierto -como se está haciendo hoy- 
en base a un dragado carísimo, que paga el 
Estado argentino. Para que sea competitivo 
tiene que ser subsidiado, ya que si trasladan los 
costos a los precios sería absolutamente 
inviable. 


SEÑOR PENADES.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARAIBAR.— No, señor Diputado, 
porque casi no me queda tiempo. 

Este artículo, como lo han dicho varios 
señores Diputados que me precedieron en el uso 
de la palabra, debería estar fuera de este 
proyecto con declaratoria de urgente considera- 
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ción. Esta disposición debería profundizarse y 
aclararse mucho más. En este caso no se da 
la misma situación que con la licitación de la 
construcción del puente, respecto a la que me 
dijeron que no se podía precisar mucho la 
norma, porque los posibles interesados en la 
concesión de obra pública no vendrían. Para 
esto vendrán, porque el negocio es redondo y 
no hay problema en fijar condiciones. 

El problema es que no se quiere esto y lo 
que se busca es un monopolio privado que 
funcione al margen del Estado; ésta es la 
verdadera lectura que hay que hacer del artículo 
que estamos discutiendo. 


SEÑOR PENADES.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: he 
sacado tres conclusiones de la intervención del 
señor Diputado Baráibar. La primera, la Ley de 
Puertos es una buena norma; la segunda, el 
señor Diputado estaría dispuesto a votar hoy 
este artículo si logramos que dos empresas se 
unan al Estado, lo que significa que él adjudica 
directamente desde el Parlamento todo el 
proceso licitatorio; y la tercera es que el puente 
Colonia-Buenos Aires sirve al puerto de Monte- 
video, pero el Frente Amplio votó en contra de 
su construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el Capítu- 
lo VII. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Atflrmativa. 


SEÑOR ROSSI.— ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 

Crelamos que estábamos votando el artícu- 
lo 20. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— No es así, 
señor Diputado. Se está votando todo el capítulo 
y la Mesa fue suficientemente explícita al 
respecto. 

Se votó el Capítulo VII entero, por lo que los 
señores Diputados pueden fundar el voto con 
relación los artículos 20 y 21, para luego pasar 
a considerar el aditivo propuesto. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSS!.— Señor Presidente: nos 
hablamos referido exclusivamente al artículo 20 
y no al 21, porque la Mesa había puesto en 
consideración sólo el artículo 20. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
está actuando de buena fe y no existe ninguna 
picardía en esta actitud. 


La Mesa fue muy explícita y puso a votación 
el Capítulo VII íntegramente, que está compues- 
to por tos artículos 20 y 21, y es lo que la 
Cámara acaba de votar hace instantes. 


SEÑOR PINTADO.— ¡Qué se rectifique la 
votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Cincuenta y cinco en noventa: Afirmativa. 


SEÑOR POSADA.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: me 
parece que hemos perdido tiempo en una 
cantidad de cosas... 


(Interrupciones.- Respuesta del orador) 


— Concretamente, solicito que se reconsidere 
este capítulo y que se voten por separado los 
artículos 20 y 21, a fin de analizar el artículo 
20, tal como había quedado claramente estable- 
cido. Ese es el sentido de la solicitud de 
reconsideración. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
comprendo que a esta hora estamos todos 
cansados y quizá sea normal querer acelerar los 
trámites de la votación, pero no es culpa 
nuestra, a esta altura, estar considerando un 
proyecto que contiene 89 artículos. El espíritu 
del acuerdo fue votar por capítulos, salvo en 
aquellos casos en los que había votaciones 
divididas, aditivos o sustitutivos. Esto es claro 
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en el caso del primer artículo del Capítulo VII, 
con referencia al cual existe un aditivo. Por lo 
tanto, solicitamos que el artículo 21 de la 
Sección 2% se vote por separado. Me parece que 
estas disposiciones refieren a temas lo suficien- 
temente relevantes como para tratarlos al barrer 
y como para que en una misma votación quede 
aprobado todo el capítulo. Reitero que el espíritu 
del acuerdo que se hizo fue que si no había 
problemas, se votaría por capítulos, pero aquí 
los hay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En este 
caso, estamos ante un problema procesal. La 
Cámara tuvo a bien votar el Capítulo VII, 
integrado por dos artículos. 


SEÑOR TROBO.— Pido 
fundar el voto. 


la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: si se 
reconsidera el capítulo, cuando se vaya a votar 
nuevamente, simplemente alguien debe pedir 
que se vote por artículos y se resuelve el 
problema. 

Hay que entender que los tres temas acerca 
de los cuales la oposición quiere hacer su gran 
discurso en contra de este proyecto -porque ha 
votado el resto de los artículos- refieren al 
puerto, a AFE y a CONAPROLE; no menciono 
el de ANSE, porque en ese punto están de 
acuerdo. Entonces, debemos abrir la discusión 
de estos tres temas, porque sería ilógico que 
no se pudiera argumentar las razones por las 
cuales se vota en forma negativa. 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 


Solicito, entonces, que se reconsidere el 
Capítulo VII. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar sí se reconsidera el Capítulo VII. 


( Se vota) 


— Noventa y dos en noventa y cuatro: Afirma- 
tiva. 


En discusión nuevamente el Capítulo VII. 


SEÑORA CHARLONE.— Solicito que se 
considere por separado cada artículo. 


(Apoyada) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 20. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en noventa y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión un aditivo al artículo 20, que 
figura en la Hoja N* 10, presentado por la 
señora Diputada Charlone y los señores Dipu- 
tados Baráibar, Ponce de León, Agazzi, Alvarez, 
Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez 
Morad. 


(Texto del aditivo:) 


"La Administración Nacional de Puertos in- 
cluirá la situación económica financiera de la 
sociedad anónima referida en los estados que 
debe publicar de conformidad al artículo 191 
de la Constitución de la República. 


La sociedad anónima deberá presentar sus 
estados contables ante el Poder Ejecutivo 
con dictamen de auditoría emitido por el 
Tribunal de Cuentas, dentro de los ciento 
veinte días del cierre de cada ejercicio 
económico. El Tribunal de Cuentas comuni- 
cará, en todos los casos su dictamen a la 
Asamblea General". 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI!.— Señor Presidente: este 
aditivo procura salvar una situación que se ha 
venido generando desde hace bastante tiempo 
respecto a la intervención del Tribunal de 
Cuentas en los balances de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. Existen anteceden- 
tes de que en los últimos tres o cuatro años ha 
habido malentendidos entre la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, que audita sus 
balances con una consultora externa, y el 
Tribunal de Cuentas, que no visa esos balances 
por no tener acceso a los papeles de respaldo. 
Estos hechos se han venido repitiendo y existe 
preocupación de nuestra parte, porque en el 
último balance las salvedades a que se refiere 
la auditoría externa representan el 80% del 
patrimonio de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, lo que seguramente debe tener una 
explicación, pero a la que todavía no hemos 
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tenido la posibilidad de acceder. Entonces, para 
procurar que esta situación mo se siga prolon- 
gando, más aún cuando estamos otorgando una 
responsabilidad tan importante a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo como es la de formar 
una sociedad anónima que, a su vez, se 
asociará con la Administración Nacional de 
Puertos y, por lo tanto, con el Estado uruguayo, 
creemos necesaria la incorporación del aditivo 
que proponemos, para que queden bien preci- 
sadas las obligaciones de la nueva empresa, de 
la Administración Nacional de Puertos y de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo ante la 
Asamblea General y las dos ramas parlamenta- 
rias. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: quiero 
manifestar que nunca podría votar afirmativa- 
mente este aditivo, porque las sociedades 
anónimas se rigen por el derecho privado y, 
según la Ley N* 16.060, ya están obligadas a 
publicar sus balances. 

Además, es buena la mención que realizó el 
señor Diputado Rossi con relación al Tribunal de 
Cuentas. Nos habría gustado que sucediera lo 
mismo con relación al Mercado Modelo, pues 
parece que el Tribunal de Cuentas no es tan 
apto para determinados balances, mientras que 
para otros sí. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
al artículo 20, 


(Se vota) 


— Cuarenta y 
Negativa. 


tres en noventa y cuatro: 


En discusión el artículo 21. 
SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: también 
hay una historia sobre este asunto. En el año 
1987 recibimos una propuesta que eliminaba el 
servicio de pasajeros, que apostaba a desarro- 
llar el ferrocarril sobre la base de la carga y 
establecía un plazo de entre quince y diecisiete 
años para su recuperación y el logro de 
determinados objetivos. Actualmente, las cifras 
indican que el déficit no se ha eliminado; si 


comparamos los números, nos daremos cuenta 
de que es muy poco lo que ha disminuido. Por 
su parte, las cargas han aumentado de 900.000 
toneladas a un 1:378.000, pero el número de 
funcionarios ha descendido de nueve mil a mil 
setecientos, y el señor Ministro nos anuncia que 
de esa cantidad sobran mil. Asimismo, nos pide 
colaboración, porque si el ferrocarril sigue en 
esta situación, de hecho desaparecerá y habrá 
que iniciar un nuevo camino. Para colaborar no 
queremos cometer el mismo pecado que en el 
año 1987, ya que a partir del 1% de enero de 
1988 el ferrocarril fue de mal en peor. Hay que 
reconocer que se fracasó con el plan anterior 
y, por lo tanto, se debe elaborar uno nuevo que 
no va a poder discutirse en un proyecto de ley 
de urgente consideración, pues han trascendido 
distintas ideas sobre el futuro del ferrocarril. 
Nosotros conocemos algunas de ellas e, inclu- 
sive, tenemos copia de varios documentos, 
algunos elaborados por AFE con el apoyo de la 
Gerencia y sus asesores, otros realizados a 
partir de ese informe, pero con la opinión de 
consultores contratados por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y otros que han 
sido presentados en la propia Cámara por 
iniciativa de algunos señores Diputados. 

En realidad, nos están pidiendo que votemos 
un artículo que no amplía las facultades que ya 
tienen la Administración de Ferrocarriles del 
Estado, sino que las transfiere al Poder 
Ejecutivo, sin explicar por qué ni para qué, es 
decir, cuál es el proyecto, ni de qué forma 
participarán los distintos actores, inclusive los 
privados. En algunas informaciones de prensa 
se expresa que el sector privado usufructuaría 
parte de los materiales que Uruguay recibiría 
como consecuencia de la vieja deuda rusa, la 
que se cobraría con materiales ferroviarios. 

Por lo tanto, me parece que éste no es un 
tema que se deba incluir al galope en un 
proyecto de ley de urgente consideración, y que 
merecería todo un capítulo aparte. Asimismo, 
tiene relación con el artículo que analizamos 
anteriormente y con el futuro del puerto, porque 
los cuatro millones de toneladas de carga que 
se planea traslade el ferrocarril no se podrán 
lograr por más que se dedique al traslado de 
madera y al gran programa forestal, sí no se 
cuenta con un puerto en condiciones de poder 
canalizar toda esa carga. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 
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SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: sin 
ingresar a considerar la política de transporte a 
que hacía mención el señor Diputado Rossi -me 
parece razonable la idea de que debería 
discutirse en otra oportunidad-, quiero decir que 
la ley a que hizo referencia establecía que AFE, 
en definitiva, decidía la autorización o no; en 
otras palabras, era juez y parte. Con esta 
redacción se enmienda esa situación por dos 
motivos: en primer lugar, porque el Poder 
Ejecutivo es el verdadero dueño de las políticas 
de transporte, y no AFE, que en todo caso está 
subordinada al Ministerio; en segundo término, 
debido a que probablemente AFE será una de 
las compañías que podrá operar. En ese 
aspecto, el punto que se podrá discutir es a 
quién se le pagará el peaje. 

Este es uno de los casos en que se 
enmiendan situaciones que en la práctica 
demostraron que debían ser corregidas. No hay 
que mirar más allá de lo que establece este 
artículo, por lo menos por ahora. Obviamente, 
a quien no esté a favor de la competencia, este 
artículo lo podrá irritar; en nuestro caso, eso no 
sucede. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 21. 


(Se vota) 


-— Cincuenta y tres en noventa y cinco: 
Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo VII!, "Mejora 
de la Administración”, que comprende los 
artículos 22 a 46. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO VIII 
MEJORA DE LA ADMINISTRACION 


SECCION 12 
BIENES DEL ESTADO 


Artículo 22.— Las unidades ejecutoras del 
Presupuesto Nacional, los Entes Autónomos 
y los Servicios Descentralizados, dentro de 
sus competencias y para el mejor logro de 
los objetivos y metas presupuestales, podrán 
tomar bienes tanto por el contrato de crédito 
de uso, de acuerdo a lo establecido en las 
Leyes Nos. 16.072, de 9 de octubre de 1989, 


y 16.205, de 5 de setiembre de 1991, como 
por el contrato de arrendamiento con opción 
a compra (leasing operativo); no siendo de 
aplicación lo dispuesto en los artículos 36 y 
37 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989. 


A tales efectos podrán afectar los créditos 
existentes para adquisición y arriendo de 
bienes muebles o inmuebles, así como las 
economías que se estime obtendrán con la 
operación, previo informe favorable del Re- 
gistro de Inmuebles del Estado, cuando 
correspondiere, o de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto cuando se trate 
de Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados. 


Los Gobiernos Departamentales quedan 
comprendidos en lo dispuesto en el inciso 
primero, sin perjuicio de las competencias de 
sus respectivas Juntas Departamentales. 


En todos los casos se seguirán las reglas 
de contratación estatal correspondientes y se 
cumplirá con la intervención del Tribunal de 
Cuentas de la República (artículo 211 de la 
Constitución de la República). 


SECCION 22 


RACIONALIZACION DE LA EJECUCION 
PRESUPUESTAL DE LAS EMPRESAS 
PUBLICAS 


Artículo 23.— El Poder Ejecutivo confor- 
me a sus atribuciones constitucionales, con 
el asesoramiento de la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, podrá comunicar a los 
Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos del dominio comercial e industrial del 
Estado, su criterio sobre la ejecución presu- 
puestal de sus gastos de tuncionamiento. 


Dichos organismos, al dar cumplimiento a 
su obligación de comunicar al Poder Ejecutivo 
las resoluciones de Directorio, cuando las 
mismas aprueben erogaciones, deberán acom- 
pañar los antecedentes y estudios que las 
justifiquen. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados del Dominio Comercial e Industrial 
del Estado deberán, además, presentar en 
soporte informático un informe semestral 
sobre todos sus gastos e inversiones, 
desagregados, al Poder Ejecutivo y este lo 
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enviará a las Comisiones de Hacienda y 
Presupuesto de ambas Cámaras del Poder 
Legisiativo. 


SECCION 3% 
SISTEMA INFORMATICO DEL ESTADO 


Artículo 24.— El Estado, los Entes Autó- 
nomos y los Servicios Descentralizados 
deberán implantar el expediente electrónico 
para la sustanciación de todas las actuacio- 
nes administrativas. A tal efecto dispondrán 
los actos jurídicos y operaciones materiales 
tendientes al cumplimiento de esta norma en 
el menor tiempo posible, dando cuenta a la 
Asamblea General. 


El expediente electrónico es la serie 
ordenada de documentos registrados por vía 
informática, provenientes de la Administra- 
ción o de terceros, tendientes a la formación 
de la voluntad administrativa en un asunto 
determinado, teniendo la misma validez 
jurídica y probatoria que el expediente 
tradicional. 


Artículo 25.— Autorízase en todo caso la 
firma electrónica y la firma digital, las que 
tendrán idéntica validez y eficacia a la firma 
autógrafa, siempre que estén debidamente 
autenticadas por claves u otros procedimien- 
tos seguros, de acuerdo a la tecnología 
informática. 


La prestación de servicios de certificación 
no estará sujeta a autorización previa y se 
realizará en régimen de libre competencia, 
sin que ello implique sustituir o modificar las 
normas que regulan las funciones que 
corresponde realizar a las personas facultadas 
para dar te pública o intervenir en documen- 
tos públicos. 


Artículo 26.— Los Gobiernos Departamen- 
tales podrán aplicar lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores dando cuenta a sus 
respectivas Juntas Departamentales. 


Artículo 27.— Los actos administrativos y 
las órdenes de compra que adjudiquen la 
contratación de bienes o servicios, deberán 
estar acompañados de una constancia emi- 
tida por el Sistema Integrado de Información 
Financiera del Estado, que certifique la 
existencia de crédito suficiente para atender 
la erogación resultante. El Ministerio de 
Economía y Finanzas establecerá las formali- 


dades requeridas para la emisión de la 
constancia. 


El acto administrativo o la orden de com- 
pra deberán hacer referencia a la existencia 
de la referida constancia, debiendo incluir los 
datos identificatorios de la misma. 


Los proveedores adjudicatarios, previa a la 
entrega de los bienes o a la prestación de 
los servicios, deberán exigir a la Administra- 
ción la vía correspondiente de la constancia 
de existencia de crédito suficiente. 


Las contrataciones que contravengan esta 
disposición son nulas (artículo 82 del Código 
Civil). 

Las disposiciones de este artículo com- 
prenden las adquisiciones de bienes y 
servicios realizadas por las unidades ejecu- 
toras de los incisos 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional por montos superiores al límite de 
la contratación directa. Facúltase al Poder 
Ejecutivo a extender este régimen a las 
contrataciones efectuadas al amparo de lo 
dispuesto por el numeral 2) del inciso 
segundo del artículo 33 del TOCAF. 


SECCION 4% 
ORGANISMOS PUBLICOS 


Artículo 28.— Los Directorios de la Ad- 
ministración Nacional de Puertos, de la 
Administración de Ferrocarriles del Estado y 
de la Administración Nacional de Telecomu- 
nicaciones estarán integrados por tres miem- 
bros designados conforme a lo dispuesto por 
el artículo 187 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 29.— El Servicio Oficial de Di- 
fusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), será dirigido por un Consejo 
Directivo integrado por tres miembros, los 
que serán designados por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 30.— Modifícase el artículo 32 de 
la Ley N? 15.785, de 4 de diciembre de 1985, 
por el siguiente: 


'ARTICULO 32.— El Directorio de la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo se 
compondrá de cinco miembros. Tres de 
ellos representarán al Estado y serán 
designados por el Presidente de la Repú- 
blica en acuerdo con el Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de 


Senadores otorgada sobre propuesta mo- 
tivada en sus condiciones personales y 
reconocida solvencia en asuntos económi- 
cos-financieros, por el procedimiento pre- 
visto en el artículo 187 de la Constitución 
de la República. 


Los dos miembros restantes represen- 
tarán a los accionistas privados y serán 
designados por éstos. El Poder Ejecu- 
tivo reglamentará el procedimiento de 
su elección sobre la base de que cada 
accionista tendrá derecho a tantos 
votos como acciones sea titular. 


Artículo 31.— Sustitúyese el artículo 42 de 
la Ley N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, 
por el siguiente: 


'ARTICULO 42.— El Presidente del Direc- 
torio será designado por el Poder Ejecu- 
tivo, entre los tres miembros representan- 
tes del Estado'. 


Artículo 32.— En los casos que las dis- 
posiciones vigentes requieran mayorlas espe- 
ciales por parte de los Directorios o Consejos 
Directivos de los organismos mencionados en 
los artículos 28 a 31 de esta ley, se tendrán 
por cumplidas las mismas con el voto 
conforme de la mayoría absoluta del total de 
sus componentes. 


Artículo 33.— Suprímese Administración 
Nacional de los Servicios de Estiba (ANSE), 
encomendándose al Poder Ejecutivo la 
redistribución al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de sus funciones, sin 
perjuicio de la competencia del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y de sus bienes, 
activos y pasivos. 


A tales efectos el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social creará un subprograma 
especializado dependiente de la Inspección 
General del Trabajo. 


Los funcionarios de la referida Institución 
que se suprime, con funciones permanentes 
y con al menos un año de antigúedad a la 
fecha de la promulgación de la presente ley, 
serán redistribuidos en la torma dispuesta por 
el artículo 37 de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992. 


Facúltase al Poder Ejecutivo para que 
proceda, previo informe de la Contaduría 
General de la Nación, a reasignar los créditos 
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presupuestales dando cuenta a la Asamblea 
General. 


Las transferencias de dominio que corres- 
pondan operarán de pleno derecho con la 
entrada en vigencia de la reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo, determinando los 
bienes comprendidos. Los registros públicos 
procederán a su registración con la sola 
presentación del testimonio notarial de esa 
resolución. 


SECCION 5% 
SERVICIOS PUBLICOS 


Artículo 34.— En los departamentos en 
los que la intendencia Municipal adeude el 
equivalente a cuatro o más meses de 
consumo de energía eléctrica correspondien- 
te al servicio de alumbrado, la Administración 
Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(UTE) podrá subrogarse en el cobro, realizán- 
dolo directamente a sus clientes domiciliarios. 


Los pagos realizados por estos últimos 
compensan de pleno derecho igual importe 
de la tasa municipal que correspondiere. 


Este cobro será conjunto con la factura de 
suministro eléctrico integrando un único pago 
indivisible. 


No corresponde pago alguno en las zonas 
que carezcan del servicio. 


Artículo 35.— La Administración Nacional 
de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) 
podrá efectuar el servicio público de alumbra- 
do de ciudades, villas, pueblos y centros 
poblados, siendo responsable de la instala- 
ción, con todos sus elementos, y el mante- 
nimiento que posibilite una prestación ade- 
cuada del servicio. 


Lo dispuesto en el inciso anterior sólo será 
de aplicación en aquellos casos en que las 
Intendencias Municipales manifiesten su con- 
formidad. 


También podrán acordar otras formas de 
participación y colaboración en el desempeño 
de este servicio, al amparo de lo dispuesto 
por el artículo 262 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 36.— La Administración Nacional 
de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) y 
las Intendencias Municipales podrán acordar 


el valor actualizado de los activos incre- 
mentales ejecutados por éstas, así como 
efectuar eventuales compensaciones por 
deudas que existieren. 


SECCION 6% 
PODER JUDICIAL 


Artículo 37.— Incorpórase al artículo 268 
del Código General del Proceso (Ley 
N2 15.982, de 18 de octubre de 1988), el 
siguiente párrafo final: 


'No será procedente el recurso de casa- 
ción cuando la sentencia de segunda 
instancia confirme en todo, y sin discordia, 
a la sentencia de primera instancia'. 


Artículo 38.— Sustitúyese el numeral 3) 
del artículo 269 del Código General del 
Proceso (Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 
1988), por el siguiente: 


'3) Contra las sentencias recaídas en 
asuntos cuyo monto no superare el 
importe equivalente a 4.000 Unida- 
des Reajustables'. 


SECCION 7% 


CAJA DE PROFESIONALES UNIVERSITARIOS 


Artículo 39.— Agrégase al artículo 26 de 
la Ley N?2 12.997, de 28 de noviembre de 
1961, el siguiente inciso: 


'La Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios tendrá, ade- 
más, las facultades establecidas por el 
artículo 257 de la Ley N* 16.462, de 11 
de enero de 1994, para la Caja Notarial 
de Jubilaciones y Pensiones y la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias'. 


SECCION 88 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 


DE LECHE (CONAPROLE) 


Artículo 40.— Derógase el artículo 12 de 
la Ley N2 10,707, de 9 de enero de 1946 y 
los artículos 23 y 24 de la Ley N* 9.526, de 
14 de diciembre de 1935. Para los actos 
jurídicos referidos en la Ley N* 12.378, de 31 
de enero de 1957, se requerirá el voto 
conforme de la mayoría absoluta del Direc- 
torio, integrado conforme al presente artículo. 
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Artículo 41.— El control interno y el des- 
tino de las utilidades serán dispuestos por las 
autoridades de la Cooperativa, quedando sin 
efecto a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y regla- 
mentarias correspondientes que se opongan 
a lo establecido en este artículo. 


Artículo 42.— A partir de la vigencia de 
esta ley, la Cooperativa Nacional de Produc- 
tores de Leche (CONAPROLE), deberá cum- 
plir, en lo pertinente y sin que suponga 
cambio de su naturaleza jurídica, con las 
normas de información, publicidad y control 
aplicables a las sociedades anónimas abier- 
tas previstas por la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989. 


SECCION 92 


NORMAS TRIBUTARIAS 


Artículo 43.— No están comprendidas en 
la base imponible del Impuesto al Patrimonio 
establecido en el Título 14, del Texto 
Ordenado 1996, las mercaderías depositadas 
en régimen de puerto libre, a que refiere el 
artículo 2* de la Ley N* 16.246, de 8 de abril 
de 1992, ni las depositadas en las zonas 
francas, cuyos titulares sean personas físicas 
o jurídicas radicadas en el exterior. 


Artículo 44. (Centralización de la informa- 
ción fiscal). — Facúltase al Poder Ejecutivo a 
centralizar la información relativa a los 
contribuyentes que se encuentre disponible 
en sus diversas dependencias y la que le 
suministrará el Banco de Previsión Social, 
con la misma obligación de reserva estable- 
cida en las normas legales vigentes, y a 
efectos de mejorar la percepción de los 
tributos correspondientes. 


Artículo 45.— Exonérase del Impuesto a 
las Transmisiones Patrimoniales a los contri- 
buyentes de los Impuestos a las Rentas de 
la Industria y Comercio, a las Rentas 
Agropecuarias, y a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios, por las enajenaciones de 
inmuebles que realicen con destino al 
abatimiento de sus pasivos financieros. 


Asimismo, estarán exonerados del tributo 
quienes enajenen inmuebles y destinen el 
producido de tales operaciones a aportes de 
capital en las entidades deudoras a que hace 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 169 


referencia el inciso anterior, a efectos de que 
éstas cancelen sus pasivos financieros. 


Se entenderán por pasivos financieros, las 
deudas originadas en préstamos otorgados 
hasta el 30 de junio de 1999 por Instituciones 
Bancarias, Casas Financieras o Cooperativas 
de Ahorro y Crédito, radicadas en el país. 


La exoneración no podrá superar el monto 
que surja de aplicar la alícuota vigente al 
monto total de los pasivos abatidos 


En ningún caso quedarán comprendidas en 
la franquicia aquellas enajenaciones de 
inmuebles que constituyan activo circulante 
para el enajenante. 


El Poder Ejecutivo establecerá los requi- 
sitos de cumplimiento efectivo de abatimiento 
de pasivos. 


Asimismo podrá establecer un sistema de 
devolución del impuesto, cuando las opera- 
ciones de enajenación y cancelación total o 
parcial de las deudas no se realicen en forma 
simultánea. 


La franquicia a que refiere el presente 
artículo regirá para los hechos generadores 
acaecidos durante el plazo de un año, 
contado a partir de la promulgación de la 
presente ley. 


La quita del acreedor financiero no será 
inferior al monto de la exoneración para que 
se tenga derecho a la misma. 


SECCION 10% 
ESCALAFON POLICIAL 


Artículo 46.— Modifícase el artículo 132 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


'ARTICULO 132.— A partir de la vigencia 
de la presente ley, no podrá autorizarse 
pase en comisión a otras dependencias u 
organismos públicos de los integrantes del 
Escalafón Policial, excepto aquéllos que 
impliquen el cumplimiento de un servicio 
de seguridad a juicio del Ministerio del 


Interior'". 


— En discusión la Sección 1%, "Bienes del 
Estado", que incluye el artículo 22. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Noventa y tres en noventa y cinco: Afirma- 
tiva. 


En discusión la Sección 2%, "Racionalización 
de la Ejecución Presupuestal de las Empresas 
Públicas", que incluye el artículo 23. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: vamos a solicitar que se desglose el último 
inciso de este artículo. 

Por otra parte, como adelanto del fundamento 
de voto, quiero decir que nos oponemos a la 
primera parte de este artículo debido a la señal 
que se emite. Aplicamos el término "señal" 
porque, a partir de la Constitución de 1967, el 
Poder Ejecutivo tiene potestades para cambiar 
cada resolución que emita un Ente Autónomo, 
y las ha ejercido en asuntos grandes y 
pequeños. 

Este artículo establece un incremento buro- 
crático significativo al expresar en el segundo 
inciso que los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, "al dar cumplimiento a su 
obligación de comunicar al Poder Ejecutivo las 
resoluciones de Directorio, cuando las mismas 
aprueben erogaciones, deberán acompañar los 
antecedentes y estudios que las justifiquen", No 
sé si nos hemos dado cuenta del fárrago de 
documentación que ello implica. La ley estará 
estableciendo que se deberá dar comunicación 
al Poder Ejecutivo en todos los casos. 

Sin embargo, la razón principal por la que no 
acompañamos este artículo en su totalidad no 
es el segundo inciso, que los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados, "al dar cumpli- 
miento a su obligación de comunicar al Poder 
Ejecutivo las resoluciones de Directorio, cuando 
las mismas aprueben erogaciones, deberán 
acompañar los antecedentes y estudios que las 
justifiquen”. No sé si nos hemos dado cuenta del 
fárrago de documentación que ello implica. La 
ley estará estableciendo que se deberá dar 
comunicación al Poder Ejecutivo en todos los 
casos. 

Sin embargo, la razón principal por la que no 
acompañamos este artículo en su totalidad no 
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es el segundo inciso, que, al fin y al cabo, 
significa una innecesaria burocratización pero 
constituye un elemento práctico, sino el primero, 
que establece en forma expresa la obligación de 
comunicar permanentemente las resoluciones. 
Con este inciso se está dando una señal 
adicional de la disminución de las atribuciones 
de los Directores de empresas, que queremos 
sean importantes y significativas. Se trata de 
una especie de subordinación que apunta a los 
detalles de la gestión de los Entes. Repetimos 
que este artículo no innova en el fondo de lo 
que ya está establecido en la Constitución, pero 
lo consolida en una señal que consideramos 
realmente negativa. 

Con respecto al tercer inciso -ya dejo 
formulada la fundamentación del voto-, lo vamos 
a votar afirmativamente porque nos parece muy 
bueno y a tono con los tiempos modernos el 
hecho de que mediante el soporte informático 
se eleve un informe semestral y, además, que 
éste se envíe no sólo al Poder Ejecutivo sino 
también a las Comisiones de Hacienda y de 
Presupuestos de ambas Cámaras. Esto nos 
permitirá contar, por una vía muy poco burocrá- 
tica y muy rápida, con una información que 
consideramos será singularmente útil respecto al 
conjunto de los organismos. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
vamos a votar en forma negativa este artículo, 
con la salvedad en el tercer inciso a que hizo 
referencia el señor Diputado Ponce de León, 
porque no entendemos las razones que llevan 
a introducir estos criterios restrictivos, o por lo 
menos quisiéramos tener más elementos para 
convencernos de que realmente debe ser así. 

En un rato más, aproximadamente a las 
cuatro o cinco de la mañana, vamos a estar 
discutiendo el capítulo referente a la descentra- 
lización. Precisamente, hemos considerado que 
este artículo queda entre los intentos 
privatizadores que recién observamos con rela- 
ción a la terminal de contenedores y al puerto, 
es decir que se pretende sacar del Estado 
determinadas áreas para transterirlas a la estera 
privada. 

Por otro lado, en este artículo advertimos la 
pretensión de atar fuertemente al Poder Ejecu- 
tivo aquello que sigue perteneciendo al Estado. 
Este debe ser un análisis a tener en cuenta 


cuando se discuta la convicción profunda sobre 
este criterio. En ese sentido, creo que el Partido 
Nacional deberá estar particularmente atento... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


— ..porque sé que desde larga data está 
convencido de la descentralización y de cuál es 
la intencionalidad profunda de ese mecanismo. 


(Interrupción del señor Representante Chá- 
pper) 


— En esta oportunidad, la señal del Poder 
Ejecutivo es muy clara: se privatiza o se ata de 
manera muy fuerte al Poder Ejecutivo. 

El artículo 197 de la Constitución -no sé si 
todos los señores legisladores lo recuerdan- es 
muy claro y dice: "Cuando el Poder Ejecutivo 
considere inconveniente o ilegal la gestión o los 
actos de los Directorios o Directores Generales, 
podrá hacerles las observaciones que crea 
pertinentes, así como disponer la suspensión de 
los actos observados.- En caso de ser desaten- 
didas las observaciones, el Poder Ejecutivo 
podrá disponer las rectificaciones, los correctivos 
o remociones que considere del caso, comuni- 
cándolos a la Cámara de Senadores, la que en 
definitiva resolverá. Se aplicará, en lo pertinen- 
te, lo dispuesto en los incisos segundo y tercero 
del artículo 198". 

Creo que en este artículo queda claro que el 
Poder Ejecutivo tiene más que suficientes 
potestades para hacer valer su voluntad en caso 
de discrepancia profunda con la autonomía de 
los Entes Autónomos que todos estamos 
dispuestos a mantener. Es por eso que no nos 
queda claro el sentido que tiene este artículo 
y lo que nos queda claro, no nos convence. 
Vamos a votarlo en forma negativa porque las 
señales que emite no son las que nosotros 
compartimos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se van a votar los 
incisos primero y segundo del artículo 23. 


(Se vota) 


— Cuarenta y ocho en noventa y seis: Negativa. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— ¡Qué se recti- 
fique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala),— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
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— Cincuenta y seis en noventa y dos: Afirma- 
tiva. 


Se va a votar el tercer inciso del artículo 23. 
(Se vota) 
— Noventa y uno en noventa y dos: Afirmativa. 


En discusión la Sección 3%, “Sistema lIn- 
formático del Estado", que comprende los 
artículos 24, 25, 26 y 27. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Noventa y dos en noventa y tres: Afirmativa. 


SEÑOR BELLOMO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BELLOMO.— Señor Presidente: quie- 
ro fundar el voto señalando que estamos 
acompañando el artículo 25 por razones de 
economía. Además, creemos que se puede votar 
y no está mal hacerlo, pero nos habría gustado 
mucho que la sugerencia de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay pudiese haber tenido la 
contemplación suficiente como para incorporar 
al texto las modificaciones que aquélla plantea- 
ba, como que sería conveniente eliminar la 
expresión "en todo caso" del inciso primero y 
agregar la palabra "informática" a continuación 
del vocablo "certificación' en el inciso segundo. 
Decimos esto a modo de constancia, habida 
cuenta de que sabemos que no iba a prosperar 
la modificación, pero nos parecía importante 
dejar sentado que era razonable y prudente lo 
que la Asociación de Escribanos del Uruguay 
establecía. 


SEÑORA ARGIMON.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: 
compartiendo el espíritu de lo comunicado a los 
distintos señores Representantes por la Asocia- 
ción de Escribanos del Uruguay, nos parece 
importante trasladar lo que ésta nos enuncia. 
Con respecto al artículo 25, expresa: "La 
referida disposición está inserta en la Sec- 


ción 3% del proyecto titulada: Sistema Informático 
del Estado. Si de acuerdo con el Art. 20 del 
Código Civil procuramos la debida correspon- 
dencia y armonía de la ley, correspondería 
entender que el mencionado Art. 25 debe 
interpretarse, con relación al Estado o a los 
particulares en sus vinculaciones con éste. (...) 
En este sentido, debe tenerse en cuenta que la 
equivalencia entre la firma electrónica o digital 
y la firma autógrafa, aun estando aquéllas 
autenticadas por medio de la tecnología infor- 
mática, no enerva las disposiciones de fondo 
vigentes en cuanto a la validez y eficacia de la 
firma, contenidas en el Código Civil y en el 
Código Genera! del Proceso. Por lo tanto, la 
firma si bien se presume auténtica en los casos 
y circunstancias señalados en dichos Códigos, 
para acrecentar su eficacia, deberá contar con 
reconocimiento expreso o certificación notarial, 
siempre en el ámbito del documento privado.- 
Al mismo tiempo, y de conformidad con el Inc. 
2 del artículo 25 proyectado queda en su plena 
vigencia la competencia notarial en la materia, 
única vía" -queremos resaltarlo- "para dar el 
máximo grado de validez y eficacia en materia 
de certificación en documentación privada, tal 
como lo establece la legislación actualmente 
vigente, debiendo tenerse presente que el Art. 
25 citado, se refiere a una autenticación de tipo 
informático o tecnológico, sin el alcance emer- 
gente del ejercicio de la función notarial”. 

Establece algo que compartimos y que se nos 
recuerda a los legisladores: "Los señores 
legisladores deben tener presente que el 
Escribano, que ejerce una función pública, es un 
fiel y eficaz colaborador del Estado en diversos 
aspectos y muy especialmente en lo que 
respecta al control tributario de los actos y 
negocios jurídicos, labor que ha venido ejercien- 
do a satisfacción desde hace siglos y que está 
en condiciones de seguir efectuando también en 
la era de la tecnología". 

Termina manifestando algo que compartimos 
y que conocemos: "En el seno de la Unión 
Europea se ha insistido en la necesidad de 
aportar seguridad jurídica, evitar pérdidas de 
recaudación indebidas y asegurar la neutralidad. 
Justamente a esto es a lo que ha tendido desde 
siempre el Escribano". 

Por lo tanto, compartiendo el espíritu y 
entendiendo que con el traslado de esto al 
plenario queda planteado lo que la Asociación 
de Escribanos del Uruguay nos quería señalar, 
votamos este artículo. 
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SEÑOR MIERES.— 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: com- 
partimos lo manifestado por el señor Diputado 
Bellomo y decimos que, en ocasión de la 
discusión de este proyecto de ley en la 
Comisión, presentamos el sustitutivo correspon- 
diente en los términos que había señalado el 
señor Diputado, pero en esa oportunidad fue 
rechazado por la mayoría de sus integrantes. 
Preferimos no insistir en el plenario porque 
sabíamos que la suerte iba a ser la misma, pero 
hubiéramos deseado poder modificar el artículo, 
tal como se propuso en oportunidad de la 
discusión en la Comisión. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: puedo 
compartir los criterios que la Asociación de 
Escribanos del Uruguay nos hizo llegar a todos, 
pero este artículo no los contempla. Creo que 
la interpretación de las leyes se hace de 
acuerdo con lo que ellas establecen y, en el afán 
de no cambiar nada, tal vez se puso lo que no 
se quería. El concepto del espíritu de la ley es, 
a esta altura, arcaico. En el siglo XIX, los 
alemanes empezaron a hablar del espíritu del 
pueblo alemán y !hering habló del espíritu de 
las leyes. Todo eso por aquel famoso razona- 
miento que, según los franceses del siglo XVIII, 
tenían que hacer los jueces: la premisa mayor 
era la ley; la premisa menor, el caso concreto, 
y la sentencia, la conclusión. Se demostró que 
no era cierto, sino que había que meter mucha 
mano humana en eso. 

Entonces, todo aquello de los espíritus quedó 
de tado en pro de lo que se llama la inter- 
pretación lógico-sistemática. Quizás estaría bien 
decir que hay que dictar normas sobre seguridad 
jurídica. Reconozco que no tengo demasiado 
claro este tema, en la medida en que el avance 
brutal de la tecnología está poniendo en tela de 
juicio muchas cosas porque, más allá de lo que 
se establezca en las leyes, la gente contrata a 
través de Internet todos los días. Entonces, 
estamos en una discusión que, de pronto, ya 
está siendo superada por la vida. 

Insisto en que en la disposición no dice lo 
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que solicitaba la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, porque el encabezamiento del artículo 
25 establece: "Autorízase en todo caso (...)" y 
esa generalidad excede todo, aun cuando el 
título sea "Sistema informático del Estado". Los 
Códigos están llenos de ejemplos en los que 
figura un título y después se pone otra cosa. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: no 
tenemos el honor de compartir la interpretación 
del señor Diputado Orrico, porque esta sección 
está titulada "Servicio informático del Estado". 
Por tanto, aunque pueda ser más o menos feliz 
la expresión "en todo caso" que figura en el 
artículo 25, es evidente que se trata solamente 
del servicio informático del Estado, lo cual está 
ratificado -como decía la señora Diputada 
Argimón- por la última parte del segundo párrafo 
que determina: "(...) sin que ello implique 
sustituir o modificar las normas que regulan las 
funciones que corresponde realizar a las 
personas facultadas para dar te pública o 
intervenir en documentos públicos". 

Quiere decir que lo que podía interpretarse 
como un cercenamiento a la función por parte 
del notariado nacional, a mi juicio, está 
subsanado -al menos a mi juicio, reitero- por el 
título “Servicio informático del Estado", que es 
a lo único que esta sección se refiere. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión la Sección 4?, "Organismos públicos", que 
comprende los artículos 28, 29, 30, 31, 32 y 33. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: en 
esta Sección, referida a "Organismos Públicos", 
el Encuentro Progresista-Frente Amplio va a 
votar por la negativa los artículos 28, 29, 30, 
31 y 32 y por la afirmativa el artículo 33, relativo 
a ANSE. 

El motivo del voto por la negativa es que 
estos artículos se refieren a la reducción de la 
cantidad de miembros de los Directorios. 
Estamos seguros -porque consultamos al señor 
Ministro de Economía y Finanzas- de que, en 
términos de ahorro del gasto público, el 
significado de la disminución de miembros de los 
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Directorios es prácticamente irrelevante. O sea 
que no podemos entender esta disposición por 
el lado del ahorro, que podría ser una razón 
justificada si estuviéramos considerando medi- 
das de otra entidad. La idea de producir ahorros 
genuinos en el Estado es una causa que 
compartimos, siempre y cuando no se recorten 
aspectos de la Administración Pública que 
consideramos esenciales. 

La experiencia que tuvimos en la dirección de 
los Entes en el primer período de gobierno del 
doctor Sanguinetti fue ampliamente positiva para 
el país, los Entes Autónomos y nuestra fuerza 
política. En los dos períodos siguientes no 
integramos los Directorios. En el período 1990- 
1994 se empezaron a implementar procesos de 
privatización que todos conocemos; naturalmen- 
te, si hubiéramos integrado los Directorios de los 
Entes Autónomos habríamos estado en desa- 
cuerdo desde el principio. 

En el período 1995-1999 ocurrió lo que fue 
largamente examinado por la Cámara: hubo 
gastos excesivos de publicidad, absolutamente 
injustificados y carentes de fundamento técnico, 
frente a los cuales sin duda hubiéramos estado 
en contra. Del mismo modo, también nos hubié- 
ramos opuesto a la construcción de la torre de 
ANTEL, en caso de haber integrado su Direc- 
torio, 

Estamos hablando de la función de control en 
empresas que son de todos los uruguayos, que 
pertenecen al Estado en su totalidad, cuya 
gestión no debe estar ligada a la opinión exclu- 
siva de la mayoría del Poder Ejecutivo. Creemos 
que la reducción de la cantidad de miembros de 
los Directorios, aparte de no representar una 
disminución real del gasto público, tiene ese 
inconveniente, entre otros, lo cual nos lleva a 
votar estas disposiciones por la negativa. 

Tampoco nos hubiéramos negado a conside- 
rar por fuera de este proyecto de ley una 
revisión general de la cantidad de miembros de 
los Directorios de todos los organismos del 
Estado, empeño que en su momento intentamos 
compartir con todos los partidos que apoyaron 
el plebiscito del 13 de diciembre. Pero a poco 
de haberlo intentado, nos dimos cuenta de que 
nuestra concepción de reforma del Estado, que 
es la de fortalecerio para transformario en un 
Estado moderno y eficaz, con gran criterio 
empresarial y de servicio a la comunidad, no es 
la que tienen otras personas u organizaciones 
políticas que, prácticamente, conciben esa 
reforma como el achicamiento del Estado y su 
privatización. 


Si realmente hubiera existido un esfuerzo, tal 
vez nos habríamos involucrado y no habríamos 
planteado una negativa, aunque por las consi- 
deraciones que hemos hecho, en principio no 
vemos conveniente la reducción del número de 
integrantes de los Directorios de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. 

Hubiéramos considerado conveniente que se 
reglamentaran y limitaran -puesto que represen- 
tan un gasto muy importante- los contratos de 
arrendamiento de obra, que en el año 1999 
fueron nada menos que 1.033, de los cuales la 
tercera parte resultó observada por el Tribunal 
de Cuentas. También hubiéramos estado de 
acuerdo en que fueran consideradas normas 
sobre distribución y montos de propaganda. 

Este tipo de disposiciones son sustantivas, 
mientras que no consideramos adecuadas ni 
convenientes las incluidas en el proyecto. Por 
eso, vamos a votar negativamente los artícu- 
los 28, 29, 30, 31 y 32. 

En cambio, votaremos afirmativamente el 
artículo 33. En principio, estábamos en desa- 
cuerdo con esta disposición, pero como fruto del 
intercambio de opiniones y de puntos de vista 
que se dio en el Senado, se logró un acuerdo 
sobre las condiciones del mantenimiento de 
ANSE y en las dos Cámaras lo votaremos por 
unanimidad. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: el 
Nuevo Espacio va a votar todos los artículos de 
la Sección 4*. Se trata de una reivindicación que 
mi Partido planteó en la campaña electoral del 
año pasado, en el sentido de que era necesario 
reducir la cantidad de integrantes de los 
Directorios de los Entes Autónomos y de los 
Servicios Descentralizados. Habríamos preferido 
ir más lejos. Habríamos incluido todos Jos casos; 
los que están integrados por cinco Directores, 
habrían sido reducidos a tres; los que se 
integran con tres Directores, se habrían reducido 
a uno. 

De todos modos, es una señal favorable, que 
va en el sentido de la austeridad. No importa 
tanto cuánto es el recorte concreto en lo que 
se refiere al monto, sino, sobre todo, el gesto 
político que supone, y lo vamos a acompañar 
con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— A efectos 
de viabilizar el planteo del Encuentro Pro- 
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gresista, el artículo 33 se votará por separa- 
do. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a 
votar los artículos 28, 29, 30, 31 y 32. 


(Se vota) 


— Cincuenta y seis en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


Se va a votar el artículo 33. 
(Se vota) 


— Ochenta y siete en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


En discusión la Sección 5%, "Servicios 
públicos", que comprende los artículos 34, 35 y 
36. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: vamos a pedir que esta sección sea tratada 
por artículos. 

Son tres artículos que refieren a un mismo 
tema: el alumbrado público. El motor de estos 
artículos ha sido el planteo de UTE en dirección 
a cobrar el alumbrado público, y queremos decir 
que lo compartimos. De la misma manera en que 
creemos en empresas públicas potentes, pensa- 
mos que UTE tiene derecho a cobrar el 
suministro de energía; no tiene ninguna lógica 
que como parte del costo se les cargue algo de 
esta naturaleza, en un marco de apertura 
regional como el que se está dando. 

Desde otro ángulo, decimos que estos 
artículos tienen bastante importancia, afectan a 
UTE como Ente Autónomo, a las Intendencias 
Municipales y, en última instancia, a los usuarios 
ya que, prácticamente, pueden tener consecuen- 
cias sobre toda la población. 

Estamos de acuerdo en que la UTE pueda 
cobrar, pero eso no nos impide ver que el 
alumbrado público es un fenómeno eminente- 
mente ciudadano, no sólo porque se trata de 
instalaciones que, en general, están en predios 
municipales, sino porque la discusión sobre 
estos temas no sigue la natural relación que 
tendría la empresa con un cliente. Por el 
contrario, se trata de un aspecto que en una 
ciudad interactúa con otros destinos, como 
opción de los recursos de que dispone la 
intendencia. ¿Por qué razón habría que dedicar 


más al alumbrado o a las calles, y menos a las 
plazas? Son temas del mismo orden, y si esto 
se plantea aquí es exclusivamente por la 
dificultad de UTE para cobrar la energía que 
suministra. Por ello, estamos de acuerdo en 
buscar una solución para ese cobro. 

Podemos dividir esta sección en dos partes. 
Los artículos 35 y 36 reglamentan los casos en 
que exista acuerdo. Los reglamentan en un 
sentido muy amplio, permitiendo convenios en 
que no sólo la cobranza, sino también el servicio 
de alumbrado, pueden pasar a UTE. Asimismo, 
se da bastante flexibilidad cuando se establece 
no sólo que la UTE "podrá efectuar el servicio" 
y que las Intendencias deberán manifestar su 
conformidad, sino que -esto figura en el tercer 
inciso del artículo 35- "“Fambién podrán acordar 
otras formas de participación y colaboración en 
el desempeño de este servicio (...)". Es decir, 
se da una enorme flexibilidad a esta situación. 

En cambio, nos parece que el artículo 34 es 
una mala solución, porque es casi de imposible 
aplicación práctica y no sirve a la UTE, no sirve 
a las Intendencias y, fundamentalmente, no sirve 
a los usuarios. ¿Cuál es el caso que contempla 
el artículo 34? Aquel en que no se plantea un 
acuerdo, sino un conflicto, y por alguna razón 
no se está pagando la tarifa. 

Reitero que estamos de acuerdo en encarar 
este problema, pero creemos que se debería 
empezar por establecer con claridad la tarifa, no 
el detalle o el valor, pero sí el concepto. 
Históricamente, el alumbrado público tenía una 
tarifa especial por dos razones. En primer lugar, 
porque cuando la UTE suministraba el servicio, 
la tarifa debía cubrir dos aspectos: la energía 
propiamente dicha y todo lo relativo a la 
operación y al mantenimiento del sistema, que 
también era de la UTE. En segundo término, 
esta tarifa era subsidiada y sensiblemente 
inferior a otras taritas de energía eléctrica. 

Con el correr del tiempo esto fue evolucio- 
nando en los dos aspectos. Por un lado, un 
decreto-ley de 1977 pasó a las Intendencias la 
responsabilidad del servicio de alumbrado y, por 
otro, las tarifas de alumbrado público fueron 
evolucionando. Actualmente, son sensiblemente 
más altas que las normales y sólo son 
comparables con las tarifas residenciales para 
consumos altos, que es, precisamente -según 
decía en la Comisión el propio Presidente de 
UTE-, la franja en que las tarifas son tan 
elevadas que la UTE está teniendo dificultades 
por la llegada del gas natural como alternativa 
de combustible de uso residencial. Por lo tanto, 
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creemos que el tema de las tarifas no es menor. 

Asimismo, las Intendencias, al haber por ley 
un mecanismo que lleva a la obligación de pagar 
-que con derecho reclama la UTE-, también 
deben tener la garantía, con relación a las cotas 
superiores de estas tarifas, de que al menos no 
deberán superar la tarifa común de la UTE. 

Por otra parte, por muchas razones, la 
primera alternativa a un retraso no debería ser 
el cobro a los usuarios por parte de UTE. En 
primer lugar, en un tema que afecta a tanta 
gente, no debería ser exclusivamente la UTE, 
por sí y ante sí, la que pudiera habilitar este 
mecanismo. 

Tratamos de elaborar algunas fórmulas que 
no llegamos a presentar porque creemos que 
deben contar con el acuerdo -que creemos 
posible- de UTE, de las Intendencias y del Poder 
Ejecutivo, ya que estas decisiones traen conse- 
cuencias para la gente durante muchos años. Si 
se llega a implementar este mecanismo median- 
te el cual la tarifa queda de un lado y el servicio 
de otro, a cada hogar del departamento donde 
ello ocurra llegarán dos facturas distintas, que 
cobran aspectos diferentes; si se hacen bien, 
debería cobrarse así: en un caso, por el servicio, 
y en el otro, por la energía. Sin embargo, 
debemos comprender que al usuario le llegarán 
dos facturas por lo que hasta ahora consideraba 
-y, normalmente, va a considerar- un único 
servicio. Sería bueno que si esto se lleva a 
cabo, se tenga mucho cuidado y atención para 
que no haya zonas de fricción que arriesguen 
la repetición -especialmente, en la etapa de 
transición- o el doble cobro, y también, diría, 
que tenga suficiente respaldo político. 

En esto no hay discrepancias políticas de 
fondo. No he escuchado que ningún sector 
político defienda algo con lo que se pueda 
discrepar. Estamos apuntando a algo diferente. 
Se trata de un tema complejo, al que es 
importante dar una solución que podamos 
defender porque, en la medida en que esto llega 
a la casa de cada ciudadano, puede armarse un 
gran lío. 

Para que se vea la importancia que tiene esta 
disposición, quisiera decir lo siguiente. En la 
Comisión se preguntó al Directorio de UTE 
cuánto cobraría aproximadamente, partiendo de 
la base de una distribución igualitaria. Además, 
¿con qué criterio se fijaría la tarifa? Naturalmen- 
te, la tiene que aprobar el Poder Ejecutivo, pero 
el único antecedente de esta ley es que se 
podrían establecer franjas con relación a la 
calidad del servicio. Ocurre que eso se eliminó 


y que lo único que permanece -y ya estaba 
antes- es que donde no hay servicios, no se 
puede cobrar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Amaro Cedrés) 


— Sin embargo, no se trata sólo de la calidad 
del servicio, porque la UTE tiene una clara 
dificultad en los lugares donde no hay contador. 
Pensemos en los baldíos de tantas ciudades del 
país. ¿Es o no importante el alumbrado público 
allí? Probablemente, lo es más que donde hay 
una casa que, en general, tiene algún escalón 
de iluminación. Sin embargo, UTE no tiene cómo 
cobrar al propietario de un baldío. Por lo tanto, 
debemos ser muy cuidadosos y estudiar estos 
mecanismos con cuidado. 

Reitero que se planteó al Directorio de UTE 
cuál sería el costo de esto. Contestó que estaría 
en el orden de $ 40 o $ 50 para cada suscriptor 
de la UTE, que son del orden del millón. En 
cuanto a los suscriptores de la UTE, hay situa- 
ciones muy disímiles. Un 16.5% de suscrip- 
tores consume menos de 50 kilovatios/hora 
por mes, lo que, en un suministro eléctrico, 
representa un umbral de ahorro muy fuerte. Uno 
debe pensar que ese ahorro se hace por 
razones de necesidad y que estamos hablando 
de las zonas de mayores carencias en el país; 
pero adviértase que nos estamos refiriendo a 
ciento ochenta mil recibos de UTE. 

No tenemos discriminados los valores, pero 
supongamos que el consumo -poniéndonos 
conservadores a los efectos de la conclusión a 
la que queremos llegar- estuviera más cerca de 
50 que de O kilovatios; tomemos, por ejemplo, 
30 kilovatios/hora como consumo mensual. 
¿Cuánto estaría cobrando UTE? UTE percibiría 
$ 35,75 de cargo fijo, $ 26,80 por la potencia 
instalada de 2,2 kilovatios -que es la míni- 
ma-, y por esos 30 kilovatios -obsérvese que se 
trata de las franjas residenciales menores, en 
las que UTE subsidia la tarifa-, $ 25,50. Es 
decir, que cobraría un total de $ 88. La apli- 
cación lisa y llana de esta forma de cobro 
significa que se estaría trasladando a un por- 
centaje importante de usuarios un incremento 
que podría llegar a ser del 40% o del 50% de 
lo que actualmente pagan. Si pudiéramos abrir 
el espectro de esos ciento ochenta mil usuarios, 
nos encontraríamos con algunas zonas donde el 
incremento sería inclusive mayor. 

Entonces, la ley tiene que prever que se 
cobre no sólo por el nivel de calidad del servicio, 
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no sólo por si hay alumbrado o no, sino que se 
puedan tener en cuenta otros elementos de 
razonabilidad, que es lo que hacen hoy las 
intendencias. Uno podría decir: "En realidad el 
usuario paga lo mismo, porque al fin y al cabo 
estamos trasladando el cobro: en lugar de la 
intendencia, cobra la UTE". Pero no es así; 
porque es posible que las Intendencias que 
tienen como tasas de alumbrado valores muy 
disímiles, en algunos casos estén cobrando algo 
más; pero no tengo ninguna duda de que en 
muchos casos estén cobrando bastante menos 
del conjunto del costo del alumbrado. Y cuando 
digo "conjunto del costo" me refiero a los dos 
aspectos en los que se ha desdoblado el tema: 
por un lado, operación, mantenimiento y even- 
tualmente extensión de nuevas líneas, y por 
otro, estrictamente el consumo de energía, que 
es lo que está en discusión que podría cobrar 
la UTE. 

Es muy claro que un alto porcentaje de las 
Iintendencias actualmente subsidia este servicio 
-no me refiero a las que lo hacen en base al 
no pago a la UTE; se podría decir que ésa es 
una forma- en forma cruzada porque, en 
definitiva, una parte del servicio lo cobran a 
través de la Contribución inmobiliaria o de la 
patente. Para mencionar una situación que es 
bastante conocida, hay amplias zonas del 
departamento de Maldonado que claramente 
deberían pagar muchísimo más. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— La 
Mesa solicita al señor Diputado que redondee 
su pensamiento, ya que se han terminado los 
quince minutos de que disponía para hacer su 
intervención. 

Puede continuar el señor Diputado Ponce de 
León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: es muy difícil aprobar esta norma sin tener 
presente que los presupuestos municipales 
deben dejar de tener en cuenta en su tasa de 
alumbrado el costo de la energía -lo cual 
debería suceder si esta disposición se hiciera 
aplicable-; y es muy difícil que lo puedan hacer 
si no se da el tiempo para la aprobación de 
dichos presupuestos en las distintas Juntas 
Departamentales. 

Esta es la mejor demostración de que éste 
es un tema suficientemente complejo como para 
que no lo podamos resolver en diez minutos; 
simplemente, hemos tratado de explicar que la 


redacción que estamos discutiendo no es buena 
y que hay formas de mejorarla. Querríamos que 
este problema tuviera una solución, porque votar 
un artículo no aplicable no es bueno para la 
UTE, para las Intendencias ni en última instancia 
para el usuario, que es el ciudadano. 
Lamento que se haya terminado mi tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— La 
Mesa informa al señor Diputado que le concedió 
quince minutos, como miembro informante en 
discordia. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Entendemos 
que esta sección tiene un gran mérito: coloca 
en la consideración legislativa, después de 
mucho tiempo, un problema que no ha tenido 
solución desde que se aprobó el Decreto-Ley 
N* 14.694, del 1% de setiembre de 1977, 
denominado Ley Nacional de Electricidad. El 
artículo 21 de dicha norma dejaba a cargo de 
las Intendencias Municipales el alumbrado 
público de ciudades, villas y pueblos y, a su vez, 
establecía: "El suministrador del servicio público 
de electricidad, queda obligado únicamente a 
proveer a dichas Intendencias Municipales, la 
energía eléctrica necesaria para su buen funcio- 
namiento". A su vez, el artículo 54 del decreto 
reglamentario estableció un plazo de cinco años: 
"Las Intendencias Municipales deberán disponer 
de inmediato las medidas necesarias para 
asumir, en un término máximo de cinco años, 
las funciones que les comete la ley que se 
reglamenta". Esto nunca se logró hacer; aun al 
día de hoy, la transferencia del alumbrado 
público de UTE a las Intendencias, por distintas 
razones, no se ha logrado culminar. 

Asimismo, es notorio que el país tiene un 
gran déficit en el desarrollo del alumbrado 
público; estamos en un promedio de luminarias 
por habitante muy inferior al de países desarro- 
llados. Por otro lado, en los últimos tiempos, el 
problema se ha ido agravando por una deuda 
muy importante que mantienen las Intendencias 
Municipales con UTE -de la cual se ha hablado 
extensamente-, que supera los US$ 40:000.000 
y que, en definitiva, está ocasionando un gran 
impacto económico-financiero en la empresa 
pública, que naturalmente también incide en 
todos los consumidores de energía eléctrica, 
que representan, en un país como el Uruguay, 
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el 97% de la población, es decir, más de 
1:100.000 clientes de UTE, quienes en definitiva 
absorben este problema económico tan impor- 
tante. 

Ante ese problema, el Poder Ejecutivo optó 
por proponer una solución que venía en el 
proyecto original: pasar el servicio público de 
alumbrado a UTE, es decir, volver a la situación 
original -anterior a la Ley Nacional de Electri- 
cidad- en dos casos: cuando la Intendencia 
Municipal manifieste su conformidad -en cuyo 
caso la transferencia se hará en forma irrevo- 
cable- o cuando esté en situación de morosidad 
frente a UTE por más de seis meses. Asimismo, 
se establece que las tarifas tienen que reflejar 
los costos del servicio y se determinarán a 
propuesta de UTE, con la aprobación del Poder 
Ejecutivo. 

Esta iniciativa del Poder Ejecutivo, contenida 
en el proyecto original, mereció una modificación 
en la Comisión, por la que se trató de separar 
el cobro del consumo de la energía eléctrica 
otorgando esa función a UTE, diciendo que 
podría prestar el servicio cuando hubiera acuer- 
do con la Intendencia. Asimismo, se agregaban 
otras formas de participación; se establecía 
cómo, en el caso de acuerdo, se realizaría el 
traspaso de los activos incrementales pagados 
y ejecutados por las Intendencias Municipales a 
UTE, y que la tasa del alumbrado, para 
mantener una razonable equivalencia -de acuer- 
do con lo que establece el Código Tributario-, 
no podría incluir el costo del consumo eléctrico. 
Se separaba el cobro del consumo de la 
instalación y el mantenimiento del alumbrado 
público, que seguía a cargo de las Intendencias 
Municipales. 

Esa fue la propuesta de la Comisión en el 
Senado, pero en el plenario de la Cámara de 
Senadores se llegó a la redacción actual. Ese 
texto presenta dos artículos, el 35 y el 36, que 
no nos merecen objeciones porque recogen lo 
que se había discutido en esa Comisión, y el 
artículo 34 que originó interpretaciones variadas 
y nos llevó a realizar una serie de contactos a 
nivel del Poder Ejecutivo, del Partido Colorado 
y del Partido Nacional, a efectos de considerar 
cómo enfocaríamos este problema. 

La conclusión ha sido que la solución 
experimental que hoy se está instrumentando 
constituye un paso adelante. Propone una 
posible solución que habrá que complementar 
con la reglamentación, de forma tal que permita 
el desarrollo de todas aquellas interrogantes que 
nos puede plantear el texto legal. También 


abrimos la puerta -éste es el compromiso 
político que existe a nivel del Poder Ejecutivo- 
para examinar, al igual que otras disposiciones 
establecidas en el proyecto, la posibilidad de ir 
regularizando y perfeccionando la solución 
definitiva del tema. 

Eso tiene que cumplir tres objetivos. En 
primer lugar, que las Intendencias Municipales 
-en caso de ser deudoras de UTE- paguen la 
deuda; en segundo término, que UTE no tenga 
el problema que hoy se le presenta y que de 
aquí en más pueda regularizar el cobro de la 
energía eléctrica y la potencia que suministra 
por el servicio de alumbrado público; y, en tercer 
lugar, que el consumidor y la población puedan 
contar con el desarrollo de alumbrado público 
que el país no ha podido alcanzar y que 
seguramente necesita. 

Sobre estas tres bases hoy tenemos la 
posibilidad de avanzar. No estábamos bien con 
la situación anterior y es probable que ésa no 
sea la mejor solución -en la práctica veremos 
cómo se desarrolla-, pero lo importante es 
avanzar para que en el problema del alumbrado 
se logre definir las relaciones de las Intenden- 
cias Municipales con UTE y las relaciones del 
beneficiario-usuario final del servicio público con 
los Gobiernos Departamentales y con la UTE. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— Señor Presiden- 
te: en la misma línea de pensamiento, y para 
confirmar las gestiones que hemos realizado 
conjuntamente con el señor Diputado Ronald 
Pais ante el Poder Ejecutivo debido a sus 
inquietudes por la redacción propuesta por el 
Senado al artículo 34, debo decir que se 
plantearon diversos temas, entre otros, algunos 
de los mencionados por el señor Diputado Ponce 
de León. 

Con este artículo se pretende avanzar en un 
tema complejo y se busca dar solución a dos 
aspectos fundamentales: que la UTE pueda 
cobrar lo adeudado por las Intendencias Muni- 
cipales y que su servicio y el alumbrado público 
puedan llegar a toda la población. 

En esta línea se va a aprobar el artículo, en 
esta línea se va a establecer la reglamentación 
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necesaria y en esta línea -si así se determina- 
se legislará en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR ARAUJO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR PONCE DE LEON.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— En el escaso 
tiempo que me está quedando, concedo una 
interrupción al señor Diputado Araújo y me 
parece que voy a quedar en deuda con el señor 
Diputado Ponce de León. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor Diputado Araújo. 


SEÑOR ARAUJO.— Señor Presidente: coin- 
cido con los tres aspectos mencionados por el 
señor Diputado Ronald Pais, pero creo que hay 
otro argumento importante. 

El incumplimiento por parte de las Intenden- 
cias Municipales determinó que UTE no ampliara 
su red lumínica en algunas ciudades y villas del 
interior del país. Muchas veces esto provocó que 
las Intendencias violaran la ley, colgándose de 
las líneas y concretando en forma oficial el hurto 
de energía eléctrica; lamentablemente, también 
los vecinos debieron recurrir a este duro medio 
para el erario, que sin embargo representaba la 
única alternativa para resolver el problema de 
la inseguridad. 

La iniciativa propuesta en este proyecto 
presenta las dificultades de instrumentación 
mencionadas por el señor Diputado Ponce de 
León, pero constituye un avance. Por estos 
motivos, nosotros la votaremos con mucho 
gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: como bien acotaba el señor Diputado 
Araújo, el país tiene un gran desafío para el 
futuro: lograr un desarrollo del alumbrado 
público que no genere sistemas clandestinos, tal 
como hemos tenido y tenemos en varios 
departamentos del país. 

En cuanto a la preocupación del señor 
Diputado Ponce de León respecto a la tarifa, yo 
no sería tan tremendista, porque a ese respecto 
tenemos posibilidades de buscar soluciones, 
como las encontró en forma ejemplar el país 


-no digo la UTE- cuando logró la regularización 
en los barrios carenciados de Montevideo para 
que la gente que estaba hurtando energía 
eléctrica pasara a ser cliente regular del 
organismo. 

Seguramente, entre todos encontraremos los 
caminos para adecuar las tarifas a efectos de 
que el alumbrado público presente un escalón 
de accesibilidad que permita ta regularización de 
los servicios. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente... 


SEÑOR PONCE DE LEON.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR MIERES.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: en primer lugar, queremos aclarar que 
cuando hace unos minutos mencionamos que se 
nos terminaba el tiempo, lejos estábamos de 
cuestionar a la Mesa, pues sabíamos que había 
sido ampliamente generosa en la concesión del 
tiempo. 

En segundo término, en materia de tarifas es 
justo decir que, a nuestro juicio, hay buenas 
señales. En estos últimos días, UTE ha 
comenzado a aceptar -al menos en Montevideo; 
no sé si ocurre lo mismo en otros departamentos 
del país- los pedidos de potencia para alumbra- 
do público bajo el régimen de medianos 
consumidores. A nuestro entender, ésta es una 
señal singularmente positiva para todas las 
partes. 

Se ha aludido a un decreto-ley de 1977 y su 
reglamentación inmediata. Creo que vale la pena 
mencionar a la Cámara -para actualizar la 
información de los señores Diputados y para 
dejar una constancia en la versión taquigráfi- 
ca-, que tan complejo y tan cierto es este tema 
que no se cumplió con lo previsto ni en cinco 
ni en diez años y que se dictó el Decreto N? 642, 
en el que se establecieron obligaciones para las 
Intendencias y para la UTE. Entre las obligacio- 
nes para la UTE -nos parece que era una de 
las formas de instrumentar la transitoriedad del 
cambio de responsabilidades- se indicaba la 
inversión en las redes existentes. Como es de 
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conocimiento general, en muchos casos, hasta 
el día de hoy, esto no se ha cumplido. Quiero 
decir que en la relación entre UTE y las 
Intendencias, también hay obligaciones que el 
organismo debe cumplir y que no se establecie- 
ron sin una previa conversación. Este decreto 
fue dictado a partir de una Comisión integrada 
por representantes de! Congreso de Intendentes 
y de la UTE y contó en torma explícita con la 
aprobación de ambas entidades. Decimos esto 
para que se tenga en cuenta en las dos 
direcciones, tanto en la continuidad de los 
aspectos del decreto reglamentario como en las 
obligaciones. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Gracias y pido disculpas al señor Diputado 
Mieres por lo extensa que ha sido mi interrup- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Mieres. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: muy 
brevemente, porque los dos señores Diputados 
que me precedieron en el uso de la palabra 
conocen con nivel de especialistas estos temas 
y nosotros no. 

Simplemente queremos decir que en esta 
temática hay tres actores involucrados: UTE, las 
Intendencias Municipales y los particulares. 

Luego de leer el artículo 34, y fundamental- 
mente después de conocer las opiniones del 
propio Directorio de UTE cuando concurriera a 
la Comisión Especial, y de haber escuchado 
algunas manifestaciones que se han vertido en 
Sala, la sensación que nos queda es que quien 
terminará pagando los platos rotos con relación 
a este asunto será el ciudadano común. 

En oportunidad de la discusión del proyecto 
en Comisión, se ha dicho que con este 
articulado UTE entendía que podía cobrar al 
contribuyente los cuatro meses que, eventual- 
mente, la Intendencia le adeude, monto por el 
cual se hace el traspaso para el cobro. En virtud 
de ello y respondiendo a ese temor, hemos 
presentado el aditivo que figura en la Hoja 
N* 11, que establece que no se podrá cobrar 
lo adeudado hacia atrás, sino que UTE podrá 
empezar a generar haberes en el momento en 
que asuma el cobro del alumbrado. Sin 
embargo, si no interpreté mal, en la intervención 
del señor Diputado Ronald Pais se hace 


referencia a la necesidad de UTE de percibir lo 
que tiene pendiente de cobro por parte de las 
Iintendencias. Yo digo que lo que está pendiente 
de cobro con las intendencias lo puede percibir 
directamente de ellas y, por lo tanto, debo 
interpretar que si esta norma habilita el cobro 
de lo adeudado es porque se está pensando en 
que otros puedan pagar la factura. De otro 
modo, no entiendo la referencia al tema. 

Me parece preocupante que los particulares 
paguen una deuda que quizás la Intendencia 
tiene con UTE, y no la que aquellos tengan con 
la Intendencia. Digo esto porque quizás los 
particulares han pagado las tasas de alumbrado 
y la Intendencia no pagó el servicio de 
alumbrado a UTE. Tal como está redactado el 
texto, no deja claramente establecido que UTE 
no podrá ir contra los particulares por la deuda 
de la Intendencia. 

Además, como prevé el cobro en una única 
factura indivisible, en ese sentido también 
cambian las reglas de juego para el particular. 
Este no podrá pagar sólo el consumo de energía 
eléctrica de su vivienda, porque en la misma 
factura se agrega el monto del alumbrado 
público correspondiente. A esto debemos agre- 
gar el hecho de que también se podrá subdividir 
el suministro de energía -que se pagará a UTE- 
y de que se suma una tasa por mantenimiento 
y reposición de las instalaciones. Todo eso va 
sumando en las cuentas de los particulares en 
beneficio de los dos organismos públicos 
involucrados en la cuestión. 

Además, me preocupa mucho una situación 
que señalaba el señor Diputado Fernández 
Chaves en oportunidad de la discusión del 
proyecto en la Comisión Especial y es que, si 
bien se habla de subrogación -ése es el término 
utilizado; es decir, UTE subroga a las Intenden- 
cias Municipales-, tenemos un problema de la 
identidad del sujeto; es decir, UTE cobra a 
ciertos clientes que pueden no ser los mismos 
contribuyentes a quienes las Intendencias co- 
bran las tasas de alumbrado, y esto tampoco 
está resuelto en el texto actual del artículo 
proyectado. No necesariamente es la misma 
persona la que está pagando el servicio de 
energía eléctrica particular a UTE, que la que 
paga la tasa de alumbrado a la Intendencia 
Municipal correspondiente. 

Entonces, todos estos aspectos hacen acon- 
sejable que este tema, que en última instancia 
significa un impacto fuerte para los ciudadanos 
en general, sea desglosado -eso sería lo más 
razonable- de este proyecto de ley, para que se 


180 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


pueda discutir posteriormente con mayor tran- 
quilidad. De otro modo, vamos a terminar dentro 
de Unos meses con resultados inesperados, con 
sorpresas mayúsculas. Quizás nos encontremos 
con la situación de particulares que sufran 
aumentos imprevisibles en el monto de las 
facturas de UTE, con el agregado de que, ante 
la imposibilidad de pagar el total, se corra el 
riesgo de perder el servicio de energía eléctrica, 
en la medida en que la factura en la que se 
contiene el consumo de energía eléctrica de su 
hogar y el del alumbrado público en forma 
conjunta, sea indivisible. 


SEÑOR ARAUJO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR MIERES.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR ARAUJO.— Señor Presidente: voy a 
ser breve pues, tal como decía el señor 
Diputado Mieres, en Sala hay dos o tres 
especialistas y yo no conozco el tema. 

Entiendo que la realidad es que los que 
pagan los platos rotos son los ciudadanos que 
hoy no tienen acceso al alumbrado público -es- 
pecialmente en villas y pueblos del interior-, en 
departamentos donde la morosidad de la 
Intendencia ha llegado a límites que hacen 
prácticamente imposible que se siga suminis- 
trando el servicio o ampliando la red lumínica; 
esas personas son las que pagan los platos 
rotos. 

Además, el resto de los ciudadanos tiene o 
ha tenido la espada de Damocles sobre sus 
cabezas, desde el momento en que UTE 
amenzaba con bajar la palanca; no lo ha hecho 
por razones obvias. 

Este es un tema en el que hoy se está 
produciendo un avance importante, ya que se da 
la posibilidad de que, si la Intendencia retiene 
el dinero y no lo vierte a UTE, ésta pueda 
empezar a cobrar directamente a los ciudadanos 
y a proporcionar el servicio que mucha gente 
está reclamando. 

Gracias, señor Diputado Mieres. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Mieres. 


Puede 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: termi- 
no diciendo que el problema es evitar que los 
platos rotos los paguen los particulares; unos u 
otros. Sería peligroso que por pagar las deudas 


que las intendencias tienen con UTE, termine- 
mos generando una nueva problemática. 

En definitiva, no nos oponemos a la solución 
de fondo, pero sí a la forma en que ella se 
instrumenta. Ello demuestra quizás demasiada 
urgencia en resolver un problema mucho más 
complejo que el avance que han logrado quienes 
trabajaron en el articulado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: queremos aclarar que no entendemos 
que la aplicación de la normativa proyectada 
represente una retroactividad. Lo que sí decimos 
es que la salida completa de este tema tiene 
que incluir la solución de lo que hoy está 
generado. Esto podrá concretarse por varias 
vías, como por ejemplo mediante el acuerdo de 
las Intendencias con UTE, previsto en los 
artículos 35 y 36 del proyecto. Ese mismo 
convenio puede eventualmente -como ha suce- 
dido en muchas Intendencias- establecer una 
forma de pago de la deuda generada. 

También podrá saldarse vía "clearing", con la 
intervención del Poder Ejecutivo, entre los 
recursos que se transfieren a las Intendencias 
y lo que se adeude con UTE. Quizás se 
solucione por otra vía, pero no implica de 
ninguna manera -y en ese sentido creo que en 
la Comisión se hizo una interpretación equivo- 
cada de esta iniciativa- que pueda decirse que 
podrá cobrarse con retroactividad. 

Además, las leyes, por principios generales, 
no son retroactivas; así está establecido. 

En este caso, no se establece nada en ese 
sentido y para mí no hay retroactividad en lo 
que refiere a los clientes de UTE. 


SEÑOR LEGLISE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— ¿Me permi- 
te una interrupción? 


SEÑOR LEGLISE.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: por esta vía quiero hacer algunas 
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apreciaciones que me parecen importantes en la 
consideración de este tema. 

Pienso que hemos avanzado, pues ahora 
sabemos cuáles son las deudas que tienen los 
Municipios con UTE y esto es importante para 
que ellas no sigan incrementándose, porque en 
definitiva eso es peligroso. Por otra parte, se 
está dando una importante señal a la sociedad: 
dado que las Intendencias y UTE son Entes del 
Estado, alguien paga la fiesta; es decir que no 
se puede continuar en esa actitud, ya que se 
acumulan deudas, nadie paga y no pasa 
absolutamente nada. 

Rieltero que ésta es una señal importante, 
más aún teniendo en cuenta que en un breve 
período de dos o tres años las deudas se han 
incrementado de una forma asombrosa debido 
a la costumbre de no pagar y de que no pase 
absolutamente nada. insisto en que necesaria- 
mente debe transmitirse una señal en este 
sentido. 

Además, quiero decir que estoy de acuerdo 
con lo que decían los señores Diputados Ronald 
Pais -que muy bien lo aclaró- y Ponce de León 
en cuanto a que no podemos perjudicar al 
usuario cobrándole el doble. Entiendo que 
también es importante aclarar este punto, 
Entonces, como ya he expresado, estamos 
dando importantes pasos en esta temática. 

También ha quedado muy claro a través de 
varias reuniones que se han hecho con los 
señores Intendentes en base a lo que estamos 
discutiendo hoy en Cámara, que existen diferen- 
tes tarifas en muchos de los Municipios; y hay 
algunos que están al día y otros que no lo están. 
Todo esto ha sido puesto sobre la mesa en base 
a esta discusión. 

Insisto en que hemos avanzado y en que 
debemos seguir en este camino, porque todo 
esto puede explotar más tarde; lo peor es que 
nos va a explotar en la cara y puede ocurrirnos 
a todos. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Leglise 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— ¿Me per- 
mite una interrupción? 


SEÑOR LEGLISE.— Sí, señor Diputado, pero 
solicito que sea breve en su intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 
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SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: simplemente, como el señor Diputado 
Mieres mencionó una intervención que yo realicé 
en la Comisión que estudió este proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración, 
quiero decir que lo expresado es absolutamente 
exacto, pues yo planteé la situación que se da 
con el sujeto pasivo de esta tasa y que podía 
no coincidir exactamente cuando cobraba la 
Intendencia y cuando lo hacía UTE. 

Además, este tema fue señalado también por 
el señor Diputado Ronald Pais, en representa- 
ción de nuestro grupo en las negociaciones con 
el Poder Ejecutivo y, consecuentemente, éste es 
uno de los que van a ser solucionados tanto por 
vía reglamentaria como legal. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Leglise. 


Puede 


SEÑOR LEGLISE.— Señor Presidente: lo que 
voy a decir tiene como fin enriquecer las 
opiniones vertidas por varios señores legislado- 
res. Creo que las bancadas comparten objetivos 
comunes y, por supuesto, también existe un 
compromiso por nuestra parte en cuanto al 
primer objetivo planteado, es decir, que UTE 
pueda cobrar sus deudas. 

En mi opinión, las deudas de UTE tienen dos 
vertientes: por un lado, los US$ 45:000.000 de 
deuda que actualmente tienen las Intendencias 
Municipales y, por otro, el pago mensual que de 
ahora en más hará cada una de esas intenden- 
cias. 

Quiero aportar algo referido al tema tarifario, 
al que hizo mención el señor Diputado Ponce 
de León. En la actualidad, todas las Intenden- 
cias que puedan operar por sí mismas sus líneas 
de alumbrado, reciben de parte de UTE un 
descuento del 25% de la tarifa, a diferencia de 
lo que ocurre con las Intendencias que todavía 
usen el conteo de las luminarias. Reitero: la 
Intendencia Municipal que se ha preocupado por 
la medición de sus luminarias tiene el beneficio 
del 25% en su tarifa. 

Además, la Intendencia que paga al contado 
tiene el beneficio de un 10% de descuento en 
la tarifa. Ese pago al contado no es el que hace 
el usuario residencial que, como todos sabemos, 
tiene un ciclo de prácticamente catorce días y, 
de no pagar, tiene problemas con UTE; el ciclo 
que tienen las Intendencias para el pago de sus 
consumos es de sesenta días. 

Creo que hoy están vigentes importantes 
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ventajas para cada una de las Intendencias del 
país, pero pienso que caminar hacia el estable- 
cimiento de una tarifa de mediano consumidor 
es un aporte importante por parte de UTE, pues 
implica una rebaja sustancia! desde el punto de 
vista tarifario. 

Por lo tanto, si UTE ya se empezó a manejar 
en estos términos, bienvenida la idea de que 
pasen a la categoría de medianos consumidores 
todas las Intendencias Municipales porque eso 
va a constituir una rebaja también sustancial en 
las tarifas de alumbrado público. 

Soy lego en la materia y con seguridad el 
señor Diputado Ponce de León sabe mucho más 
que yo, pero quiero decir que en el futuro UTE 
y las Intendencias deberían ponerse de acuerdo 
en un tema. Hoy existe una gran penalización 
por parte de aquel organismo sobre las 
Intendencias Municipales por la energía reactiva 
que consumen. Seguramente servirá a la UTE 
que la inversión necesaria para compensar esa 
energía reactiva mala -que es perjudicial para 
el Ente porque tanto en trasmisión como en 
distribución le implica un importante costo- con 
energía reactiva buena, sea hecha por la 
Intendencia de cada uno de los lugares. 

Quiero aclarar que a nivel de la Gerencia de 
UTE se han hecho cálculos que hablan de una 
rebaja del 30% que beneficiaría no sólo a las 
tarifas de las Intendencias Municipales, sino 
también a UTE. 

En cuanto al aporte que podemos hacer en 
materia tarifaria -apoyando todo lo expresado 
por el señor Diputado Ronald Pais, a quien 
también acompañamos en UTE durante varios 
años-, quiero señalar que no creo que de la 
aplicación de este articulado resulte una doble 
imposición al usuario. Pienso que no será así, 
pues he estado en esa empresa y conozco el 
servicio que ha brindado normalmente a sus 
clientes, tanto en el plano gerencial como 
gremial. 

Este es un primer avance y sólo nos resta 
esperar los futuros, deseando que éste haya 
sido un aporte y un compromiso asumido frente 
al Poder Ejecutivo, al Partido Colorado, en el 
sentido de que por parte de nuestras Intenden- 
cias existirá el objetivo común de lograr acuerdo 
en estos temas. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 34. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en noventa: Afirmativa. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado, 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: como 
lo había adelantado nuestro compañero, el señor 
Diputado Mieres, hemos votado en contra de 
esta disposición, a pesar de que queremos 
expresar nuestro reconocimiento y alegría por el 
tono que alcanzó el debate, mérito de quienes 
participaron en él, 

Debemos decir que en este tema nos 
ponemos en el papel del consumidor, del vecino, 
del ciudadano, que en el marco de los esfuerzos 
que realiza habitualmente para sobrevivir con su 
ingreso mensua!, muchas veces realiza un 
ahorro importante, voluntario, apagando perma- 
nentemente las luces de su casa, porque sabe 
que, de no hacerlo así, a fin de mes el dinero 
no le alcanza. Esa es la realidad de todos los 
días; siempre hay alguien que recrimina al resto 
de la familia haber dejado luces prendidas, ya 
que sabe que, a fin de mes, ese rato en que 
se olvidó de apagarlas significa un egreso 
importante para su salario, debido al costo de 
la energía eléctrica. 

Esa historia la hemos vivido todos, directa o 
indirectamente. También sabemos que muchísi- 
mos ciudadanos de este país controlan al final 
del mes, cuando reciben la factura, la cantidad 
de energía eléctrica que consumieron, porque se 
preocupan de no pagar $ 50 o $ 60 de más. 

Conforme a la disposición que se acaba de 
aprobar, los ciudadanos van a tener que pagar 
más por una cantidad de energía cuyo consumo 
no pueden controlar, que es la que corresponde 
al alumbrado público. En definitiva, van a pagar 
más por algo que no controlan, por algo que 
unos reciben más y otros menos. Por lo tanto, 
esta solución, que intenta resolver las dificulta- 
des, las ineficiencias y los problemas de 
relacionamiento entre las Intendencias Municipa- 
les y el Ente energético, la terminan pagando 
los usuarios. 

Por estas razones es que hemos votado en 
contra de esta disposición. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: me 
parece que puede ser importante para el Cuerpo 
que dé lectura a una carta llegada a la Comisión 
Especial dirigida a su Presidente, señor Dipu- 
tado Trobo, que dice asf: "De nuestra mayor 
consideración: Luego de haber concurrido con 
fecha 31 de mayo a la Comisión de Legislación 
de la Ley de Urgencia, para abordar el capítulo 
inherente al Alumbrado Público, queremos 
expresar al Sr. Presidente, la profunda preocu- 
pación de UTE por la redacción final de dichos 
artículos.- Como se desprende de las exposicio- 
nes realizadas por los Sres. legisladores en 
dicha Comisión, el articulado será de muy difícil 
aplicación. Tal situación hará que se continúe 
incrementando el adeudo de las Intendencias 
morosas, comprometiendo seriamente las inver- 
siones de UTE así como su propia estabilidad 
financiera, máxime al haber ya ingresado a un 
mercado competitivo con sus grandes consumi- 
dores.- De acuerdo a lo acordado en dicha 
oportunidad, estamos adjuntando lo que enten- 
demos sería la redacción adecuada que permi- 
tiría a UTE, seguir brindando el suministro de 
energía eléctrica para el Alumbrado Público de 
las respectivas comunas y cobrándolo como 
corresponde.- Sin otro particular, saluda a Usted 
muy atentamente. Esc. Ricardo Scaglia.- Presi- 
dente”, 

Como el señor Presidente comprenderá, 
estos argumentos, remitidos por el escribano 
Scaglia, nos exoneran de realizar cualquier 
fundamentación en cuanto a la conveniencia de 
que en este ámbito se modificara el artículo 34. 


SEÑOR FONTICIELLA.— 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


Pido la palabra 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
hemos seguido con real atención las manifes- 
taciones de los señores Diputados, fundamen- 
talmente las de quienes tienen una larga 
trayectoria y cuentan con conocimiento del tema. 

En esta fundamentación de voto queremos 
dejar expresa constancia de que nos preocupa 
alguna expresión vertida, en el sentido de que 
esto es una señal de que se ha terminado el 
tiempo de que no se paga y no pasa nada. 

También se ha dicho que esto ha servido 
para que se tiren sobre la mesa elementos para 
mejorar desde la extensión del alumbrado 
público, hasta los cambios tarifarios. Mucho 
valoramos los compromisos que seguramente 


importantes representantes del gobierno han 
dejado establecidos en esta materia, pero no 
nos podemos olvidar de que lo que ha aprobado 
el Parlamento no es una declaratoria, sino una 
ley y, por lo tanto, hay disposiciones como la 
del cobro conjunto de facturas, que mientras no 
se demuestre lo contrario y no se legisle de otra 
forma, se convertirán en una espada de 
Damocles sobre la población, ya que quien no 
pague la factura será pasible de que se le corte 
el suministro de energía. 

Así se ha legislado. Con sólo retirar este 
aspecto de la normativa hubiera sido suficiente; 
sin embargo, la urgencia determinó que se 
incluyera y, en nuestra opinión, de aquí en 
adelante es la población la que se convierte en 
rehén de esa disposición. 


SEÑOR LEGLISE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LEGLISE.— Señor Presidente: por 
supuesto que nosotros estábamos en conoci- 
miento de la carta enviada al Presidente de la 
Comisión Especial, señor Diputado Trobo, y por 
esos mismos motivos votamos por la afirmativa 
este artículo, con el firme compromiso de parte 
del Partido Colorado en cuanto a que hacia esto 
íbamos y en la convicción de que se trata de 
un avance. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el aditivo al artículo 34, que figura en la 
Hoja N* 11, presentado por el señor Diputado 
Mieres. 


(Texto del adítivo:) 


“La Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas (UTE) no podrá 
cobrar a los particulares lo adeudado por la 
intendencia Municipal con anterioridad a la 
fecha en que se produzca la subrogación". 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 

— Doce en ochenta y siete: Negativa. 
Se va a votar el artículo 35. 
(Se vota) 


— Setenta y nueve en ochenta y dos: Afirmativa. 
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Se va a votar el artículo 36. 
(Se vota) 
— Ochenta y uno en ochenta y dos: Afirmativa. 


Se pasa a considerar la Sección 6%, "Poder 
Judicial", que comprende los artículos 37 y 38. 


En discusión el artículo 37. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar, 


(Se vota) 
— Ochenta en ochenta y dos: Afirmativa. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: hemos acompañado este artículo que 
figura en el proyecto del Poder Ejecutivo porque 
entendemos que en virtud de su texto se 
contempla la aspiración de la Suprema Corte de 
Justicia de restringir la utilización o el acceso 
al recurso de casación, lo que también dispone 
el artículo que vamos a considerar a continua- 
ción. 

Hemos votado en forma afirmativa por la 
razón señalada, pero con ciertas reservas ya 
que deberemos ver qué sucede en el futuro con 
la aplicación de este artículo, porque la 
experiencia indica que muchas veces, a pesar 
de existir sentencia de primera y segunda 
instancia concordantes, es necesario otorgar al 
justiciado una última posibilidad, en determina- 
dos casos de importancia, para que pueda 
recurrir al máximo órgano de Justicia con que 
cuenta el país. 

Por lo tanto, queríamos dejar constancia de 
que hemos votado con algunas dudas. La 
experiencia dirá y seguramente tendremos 
oportunidad de revisar la eficacia de esta norma. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
hemos acompañado con nuestro voto esa 
disposición, pero entendemos un deber de 
conciencia decir lisa y llanamente que no 
estamos de acuerdo con ella; la hemos votado 


por disciplina partidaria. Recuerdo que en la 
anterior Legislatura, en oportunidad de votarse 
una ley muy importante con la que, al parecer, 
el señor Senador Astori no estaba de acuerdo, 
hizo una breve exposición sobre la importancia 
que tiene la disciplina partidaria como valor en 
sí mismo. Compartimos ese criterio, aunque no 
lo consideramos un valor absoluto. En este 
caso, afortunadamente mi posición no está 
reñida con principios filosóficos o convicciones 
arraigadas. Simplemente, creemos que cuando 
hay dos sentencias confirmatorias es cuando 
más necesario puede ser el recurso de casación. 
No en vano éste es materia privativa de la 
Suprema Corte de Justicia. Pienso que se quita 
una garantía muy importante para, justificada- 
mente o no, aliviar la carga de trabajo que tiene 
la Suprema Corte de Justicia. A nuestro juicio, 
este alivio tendría que venir por otros carriles. 


SEÑOR TROBO.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: en el 
mismo sentido en que se han expresado los 
señores Diputados que señalaron su dificultad 
para votar esta norma o mencionaron que lo 
hacen sin estar de acuerdo, decimos que no nos 
parece que éste sea un buen recurso, porque 
esta disposición tiene su origen en una 
imposibilidad de la Suprema Corte de Justicia 
de atender todos los recursos de casación. 
¿Cuál es el expediente? Suprimir algunas 
casaciones. Hay algunos casos en los que 
quienes solicitan a la Justicia que intervenga no 
pueden llegar a la tercera instancia judicial. 

Entonces, la Corte hace esta solicitud y 
nosotros se lo concedemos, pero necesariamen- 
te va a tener que arbitrar mecanismos para que 
esto, en breve tiempo, vuelva a la normalidad. 
Uno de los mecanismos para lograrlo puede ser 
la reforma constitucional, que establecerá -si es 
que se propone definitivamente- que haya mayor 
cantidad de Ministros y de Cámaras que 
permitan ir despachando los asuntos para que 
todos los administrados de la Justicia tengan el 
mismo derecho. No puede ser que porque haya 
dos instancias en el mismo sentido no se pueda 
llegar a pedir una casación. Tampoco hay 
derecho a que se pueda solicitar una casación 
-como lo establece el artículo 38- sólo si el juicio 
supera una determinada cantidad, porque enton- 
ces habrá una Justicia de primera para los que 
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tienen un juicio por determinado monto y una 
Justicia de segunda para los que presentan 
solicitudes por cifras menores. 

Reitero: la Suprema Corte de Justicia nos 
pide este instrumento y nosotros se lo damos, 
a condición de que rápidamente podamos volver 
a la normalidad en este aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 38. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión la Sección 7?, 
Profesionales Universitarios”, que 
artículo 39. 


"Caja de 
incluye el 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


Se pasa a considerar la Sección 8%, "Coope- 
rativa Nacional de Productores de Leche 
(CONAPROLE)”, que comprende los artículos 40 
a 42. 

En discusión el artículo 40, 


SEÑOR AGAZZ!.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala) — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: en la 
Sección 8% hay tres artículos relativos a 
CONAPROLE que vamos a tratar como una 
unidad conceptual aunque son de naturaleza 
diferente. 

El propósito de estas disposiciones es 
cambiar la composición del Directorio y, unido 
a eso, necesariamente se modifica la formación 
de mayorías especiales en el Directorio. Los 
argumentos para hacerlo son lo oneroso que 
resulta el número de Directores y la injerencia 
del interés político en la integración del 
Directorio, pues hay Directores nombrados por 
el Banco de la República, por el Poder Ejecutivo 
y por la Intendencia Municipal de Montevideo. 

La primera cuestión que queremos expresar 
es que, si bien CONAPROLE es una cooperativa 
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nacional de productores de leche, tiene natura- 
leza jurídica propia: es la única cooperativa que 
es una persona pública no estatal, de naturaleza 
cooperativa, con cogestión privada y pública. 
Esta información la obtuve en documentos 
oficiales de la propia CONAPROLE y, además, 
se deriva de la discusión que hubo cuando en 
esta Sala se resolvió crear la cooperativa. La 
Cámara de Representantes, entre los meses de 
octubre y diciembre de 1935, realizó once 
sesiones en las que dio forma al proyecto 
definitivo. El Cuerpo trabajó durante tres meses 
y la iniciativa fue presentada en Sala por el 
Ministro de Ganadería y Agricultura. En aquel 
momento, estructurar una cooperativa con 
cogestión privada y pública fue toda una 
novedad en el Uruguay; fue la primera coope- 
rativa que tuvo esta característica y hubo 


abundante fundamentación para darle esta 
naturaleza jurídica. 
Asimismo, por más que el artículo 42 


establezca que estas modificaciones no suponen 
cambios en la naturaleza jurídica, si a un 
Directorio integrado con representantes de los 
productores y del Estado, que funcione en 
régimen de cogestión privada y pública, le 
sacamos los Directores del Estado, queda como 
una cooperativa privada. Esto es, lisa y 
llanamente, un cambio de la naturaleza jurídica 
en cuanto a la integración de la dirección de la 
cooperativa. Esto es irrefutable. 

Además, se cambian las mayorlas especiales. 
Para adoptar determinado tipo de decisiones 
-sobre todo, las patrimoniales-, todas las 
cooperativas imponen mayorías especiales -la 
ley de CONAPROLE también las prevé-, que 
dependen de que la mayoría la integren uno o 
dos delegados oficiales no productores; de 
acuerdo con eso se determina el número de 
productores que se necesita para las mayorías 
especiales. 

Estos son Jos dos aspectos que se modifican. 

Creemos que si se trabajó tanto para generar 
una cooperativa con estas características, que 
hasta ahora funcionó muy bien -omito citar cifras 
y expresar la importancia que tuvo y tiene 
CONAPROLE en el desarrollo lechero nacional 
y en las exportaciones, porque parto de la base 
de que estamos en la discusión final y de que 
los señores Diputados conocen este tema-, es 
muy superficial que en muy pocas horas de 
discusión en la Comisión y de sesión en la 
Cámara tomemos una resolución fundada sobre 
aspectos de esta naturaleza. 
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Cada uno puede tener su opinión al respecto; 
nuestro fundamento es que así como dio trabajo 
estructurar esta novedad para el Uruguay, esta 
"régie cooperative" -que fue tomada como 
modelo de las cooperativas suizas y belgas y 
se implantó aquí "a la uruguaya”, en base a todo 
un fundamento conceptual-, para deshacerla hay 
dos supuestos básicos. El primero es tratar el 
tema seriamente y en profundidad, lo que nos 
llevaría a una discusión global, no sobre la 
estructura del Directorio, sino sobre 
CONAPROLE. No se debe considerar la estruc- 
tura del Directorio como algo separado de las 
perspectivas y el futuro de la cooperativa; es 
una parte del todo. 

El segundo supuesto a manejar es que, al 
igual que en aquella época, el tema tiene que 
ser conocido y discutido por los propios actores. 
Nosotros repetimos este argumento: el Estado 
participa, cogobierna y cogestiona la cooperativa 
junto con los productores, y no puede ser sólo 
el gobierno el que tome resoluciones, sin que 
los Directores lo hagan al mismo tiempo. 

Dos integrantes del Directorio de CONAPROLE 
estuvieron en la Comisión Especial y dieron sus 
puntos de vista. Pero he hablado con otros 
integrantes de dicho Directorio que tienen 
puntos de vista diferentes. Asimismo, concurrió 
a dicha Comisión una delegación de la Asocia- 
ción Nacional de Productores de Leche a dar su 
opinión, pero hay otros productores de leche que 
piensan de otra manera. 

Entonces, no se puede adoptar una decisión 
de esta naturaleza respecto a la principal 
empresa exportadora privada que tiene el país, 
con la historia, yo diría gloriosa que tiene 
CONAPROLE en el Uruguay y el prestigio que 
se ha ganado en el mundo. Pensamos que no 
se la puede tratar así. No estamos de acuerdo 
en que se resuelva este tema en un proyecto 
de ley de urgente consideración y con esta 
metodología. Como camino intermedio, y para 
abatir el argumento que se da del gravamen de 
lo que cuestan los Directores oficiales en el 
Directorio, proponemos que por lo menos 
transitoriamente quede integrado con la estruc- 
tura que tiene ahora, salvo que los delegados 
oficiales no los pague CONAPROLE. Esto es 
discutible, porque por algo la ley de creación de 
CONAPROLE establece que los Directores 
oficiales, aun siendo nombrados por los orga- 
nismos correspondientes, no cobrarán ningún 
sueldo del Estado. Es intención del legislador 
que quien es directivo de CONAPROLE sea 
directivo de esa cooperativa y no sea el 


delegado de otro organismo dentro de 
CONAPROLE, es decir que no le pague el 
sueldo, que no sea mandatado o no tenga 
obediencia hacia el organismo que lo nombra. 
A esta altura, nos parece que esto puede ser 
un poco teórico; es decir, se puede mantener 
la estructura del Directorio que tiene hasta 
ahora, porque no representa un obstáculo para 
nada. Si la cooperativa ha funcionado hasta 
ahora, mientras se discute el tema de fondo 
puede seguir así. 

Sabemos que en el horizonte cercano se 
adoptarán decisiones ¡importantes para 
CONAPROLE, que pueden ser trascendentes y 
muy auspiciosas para el Uruguay lechero y que 
significarán un aumento en la producción del 
agro. Entonces, no vamos a discutir tanto por 
tal o cual impuesto, porque la situación del agro 
se va a solventar y apoyar en un incremento 


sustancial del aparato productivo. En ese 
sentido, la lechería puede cumplir un rol 
tundamental. 


Sabemos que esas decisiones están en el 
horizonte, pero quisiéramos que se tomaran con 
una CONAPROLE bien resuelta, luego de 
discutirlas y no -sin querer caracterizar a nadie- 
a la ligera. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
so pena de repetir algunos conceptos vertidos 
por el señor Diputado Agazzi, vamos a esgrimir 
fielmente la opinión de los obreros, de los 
gremialistas trabajadores de CONAPROLE. 

Ellos dicen que el artículo 40 deroga el 
artículo 12 de la Ley N? 10.707, del 9 de enero 
de 1946, que establecía que la integración del 
Directorio de CONAPROLE es de cinco miem- 
bros, a los que se agrega un delegado 
designado por el Poder Ejecutivo y uno 
designado por la Intendencia Municipal de 
Montevideo, que se renuevan en los mismos 
plazos que el resto de los Directores. 

Muchas razones se han esgrimido para 
justificar el alejamiento de estos delegados del 
Directorio de la cooperativa: que la razón que 
le dio origen -por ejemplo, el control del 
abastecimiento de leche a Montevideo- ya ha 
desaparecido, o que los salarios que deben ser 
pagados por la cooperativa son una carga 
adicional para ésta. La ley estipula que deben 
cobrar el mismo salario que los Directores 
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designados por los productores. 

Los trabajadores consideran que si bien en 
una primera instancia fue el abasto de la capital 
y su control lo que de alguna manera justificó 
la presencia de estos delegados en el Directorio 
de la cooperativa, ésta con el tiempo ha cobrado 
una relevancia particular. No olvidemos, por 
ejemplo, que la cooperativa se inició con una 
remisión de setenta y nueve millones de litros 
de leche anuales y hoy se ha llegado a 
multiplicar por diez esa cifra, promediando en 
los últimos tiempos los ochocientos millones de 
litros anuales, destinando más del 50% de esa 
producción a la exportación, con el ingreso de 
divisas que eso significa para el país y la 
relevancia que cobra por su participación en el 
Producto Bruto Interno. 

Esto -impensable para el legislador en 1935- 
hace que el proyecto CONAPROLE se haya 
convertido en el nervio motor de una industria 
pujante, que ha participado en el desarrollo 
tanto del sector primario como del industrial. Es 
a partir de estos cambios que la presencia de 
los delegados del Poder Ejecutivo y de la 
Intendencia Municipal de Montevideo cobra una 
significación diferente a la original. Tanto uno 
como otro revisten papeles muy importantes en 
lo que tiene que ver con la transferencia y la 
transparencia de Ja información en el 
relacionamiento con el poder político y la 
sociedad, a los efectos de instrumentar con 
ambos todos los proyectos relativos al desarrollo 
del sector agroindustrial lechero, razón política 
más que significativa si tomamos en cuenta la 
importancia estratégica que cobra el sector 
lechero en el contexto regional y mundial. 

No son menores las consecuencias de la 
derogación del artículo 23 de la Ley N* 9.526, 
de 14 de enero de 1935, que imponía la 
presencia de un síndico designado por el Banco 
de la República Oriental del Uruguay, que 
fiscaliza, asiste a sesiones del Directorio con 
Voz pero sin voto, tiene libre acceso a los libros 
y a la documentación que sea y a todas las 
dependencias de la cooperativa, sin necesidad 
de autorización del Directorio. Además, puede 
elevar a los Ministerios de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, de Trabajo y Seguridad Social y 
de Industria, Energía y Minería todo informe que 
a su juicio crea conveniente, inclusive 
cuestionamientos sobre la administración de la 
cooperativa. 

Sí lo anterior era preocupante, más lo es la 
derogación del artículo 24 de la misma ley, ya 
que, al desaparecer este artículo, el Poder 
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Ejecutivo renuncia a la potestad de separar de 
sus cargos -con la venia del Senado y en caso 
de mala o errónea administración, de desviación 
o mal cumplimiento de los fines de la coope- 
rativa- a los Directores electos o a parte de ellos 
y convocar inmediatamente a una nueva elec- 
ción. En buen romance, si la Dirección de la 
cooperativa tomara decisiones erróneas y en 
perjuicio de los intereses de CONAPROLE, el 
Poder Ejecutivo podría intervenir y separar del 
cargo al Director o a los Directores que creyera 
necesario, convocando a elecciones nuevamen- 
te. 

Entonces, es muy grave la desaparición del 
síndico y la derogación del artículo 24 de la Ley 
N* 9.526, porque priva a toda la sociedad -a 
productores, a trabajadores, a consumidores y 
al poder político- de una figura relevante en el 
control de una gestión de vital importancia para 
el país, ya que CONAPROLE, ejemplo único en 
el mundo en cuanto a sus características, nuclea 
-no lo podemos olvidar- a más de doscientas mil 
personas. 

Todo to antedicho hace que no sean de 
recibo las argumentaciones que esgrimen quie- 
nes defienden este mal proyecto, pues no es 
razonable que toda empresa deba tener repre- 
sentantes estatales -no es ese el planteamiento 
de los trabajadores-, pero tampoco es razonable 
sacudirse la responsabilidad de participar direc- 
tamente en el mayor proyecto agroindustrial del 
país, que debería formar parte de un verdadero 
plan estratégico nacional, 

En virtud de su incidencia en la ocupación de 
mano de obra tanto en el sector primario de la 
producción, como en el sector industrial, inclusi- 
ve en el área de los servicios, la lechería -en 
particular, CONAPROLE- permite y favorece la 
permanencia del trabajador rural y su familia en 
el campo, sin que tengan que engrosar Jos 
cinturones de pobreza de las áreas metropoli- 
tanas. Además, amplía las posibilidades de 
empleo estable en el sector industrial en zonas 
de difícil acceso -como es el interior- y genera 
una mayor demanda de servicios, lo que a su 
vez se transforma en una nueva generación de 
empleo. 

Los trabajadores no creen que todo esto sea 
tan poca cosa como para dejarlo librado al talso 
juego de la oferta y la demanda, más aún en 
un mundo cada vez más restrictivo en lo que 
a empleo se refiere y con tan tristes ejemplos 
de lo que ha significado la participación 
extranjera en nuestro país, que trajo graves 
consecuencias para los intereses de los traba- 
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jadores y de la sociedad en su conjunto. 

Además, es inadmisible que la remuneración 
de los Directores designados por la Intendencia 
Municipal de Montevideo, el Poder Ejecutivo y 
el Banco de la República sea un argumento para 
justificar la eliminación de estos tres cargos. Los 
trabajadores siempre han entendido que no se 
trata de un tema relevante y que debían hacerse 
cargo de las remuneraciones de estos represen- 
tantes la Intendencia Municipal de Montevideo, 
el Poder Ejecutivo y el Banco de la República, 
o bien considerar la posibilidad de que fueran 
honorarios. 

En lo que respecta a los cambios que se 
proponen para la Ley N* 12.378, de enero de 
1957, sería mucho más grave y profundo el 
efecto, ya que con la integración actual del 
Directorio perfectamente se pueden enajenar 
bienes, realizar asociaciones comerciales con 
capitales extranjeros -Bonprole-, crear o desa- 
rrollar empresas colaterales -Cemesa, Prolesa, 
Conapac, Conadis, Cerealín- y cumplir con el 
plan de reinversión y desarrollo, tal como lo 
prevé la ley. La ley de 1957, para llevar adelante 
cualquiera de estos emprendimientos, también 
obliga a votar a los dos o a uno de los 
representantes políticos, junto a los Directores 
electos. De esta manera, el legislador creó el 
compromiso ineludible del poder político en el 
desarrollo y consolidación de la cooperativa. 

Sintetizando, hasta ahora las mayorías para 
llevar adelante todos estos procesos de desa- 
rrollo e inversión, se forman con cuatro votos 
del Directorio de la cooperativa, siempre que 
dentro de ellos esté el del Poder Ejecutivo y el 
de la Intendencia Municipal de Montevideo, o 
con cinco, si dentro de éstos últimos está uno 
de los representantes del poder público. 

Ahora bien: con la modificación propuesta, el 
poder político pretende renunciar a su obligación 
de velar por una participación directa en el 
destino del mayor complejo nacional y coope- 


rativo, dejando las manos libres al nuevo 
Directorio que se propone, para vender y 
desmantelar todo el aparato industrial. Por 


supuesto, en ese acto, también se desprenderán 
de la responsabilidad sobre el empleo de los 
casi dos mil trabajadores que aún quedan en los 
padrones activos, de los más de tres mil que 
eran originalmente. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Me quedarían por hacer los comentarios re- 
lativos a los artículos 41 y 42. Me pongo a la 
orden de la Cámara para cuando me lo soliciten. 


(Interrupciones.- Respuesta del orador) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Cuando 
ingresemos en la consideración de esos articu- 
los el señor Diputado tendrá la oportunidad de 
hacer los comentarios. 


(Interrupciones) 


— La Mesa ruega a los señores Diputados 
mantener la calma para continuar con el debate, 
como lo hemos hecho hasta ahora. Es la hora 
3 y 16 y todavía nos queda un gran rato para 
compartir y debemos realizar un gran esfuerzo 
democrático, sea como sea. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante, 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: había 
asumido que no iba a hacer uso de la palabra, 
porque los argumentos serían los mismos que 
se expusieron en el Senado y en la Comisión, 
como asf también en los informes en mayoría 
y en minoría, por lo que no valía la pena 
hacerlo; pero luego se produjo una innovación. 

Se dijo que la naturaleza jurídica de 
CONAPROLE cambiaba y que eso era irrefuta- 
ble. Si existe algo irrefutable es la redacción del 
artículo 42 cuando especifica que la naturaleza 
jurídica no se cambia. 

Parece que ahora la oposición se puso en el 
lugar del Poder Ejecutivo, atribuyendo que esta 
modificación se hace debido a lo oneroso de los 
cargos. A través de la concurrencia de todos los 
invitados a la Comisión, quedó claro que lo que 
estaba en juego no era lo oneroso de los cargos. 
No sé si reiterándolo por vigésima vez será 
suficiente, pero debería haber alcanzado con 
decir que no fue el monto económico lo que 
estuvo en consideración cuando se incluyó la 
supresión de los cargos. Aún así se sigue 
diciendo que éstas son las causas. Creímos que 
esa discusión estaba liquidada. 

Hice referencia a algunos planfletos que nos 
parecieron de tal falsedad que no vale la pena 
mencionarlos y ahora parece que se hace eco 
de ellos, diciendo que es irrefutable el cambio 
de naturaleza jurídica. La realidad es que los 
artículos son menos ambiciosos de lo que se 
pretende. Simplemente se mantiene la coopera- 
tiva, se eliminan los Directores políticos y se le 
permite -creo que lo contrario es indefendible- 
que rija su propio destino. Ninguno de los tres 
artículos dice más que eso. 
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SEÑOR AGAZZI.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR FALCO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: diferen- 
cias seguramente tendremos muchas, pero la 
honestidad entre nosotros debería sobrar. Cuan- 
do mencioné lo del gravamen fue porque lo 
saqué del informe en mayoría, que dice: "(...) 
constituyen hoy, además de un gravamen a las 
arcas de la empresa, un símbolo de retroceso 
y de clara injerencia del poder político". Me 
reterí exclusivamente a esto sin ninguna otra 
intención. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Falco. 


Puede 


SEÑOR FALCO.— Agradezco al señor Dipu- 
tado que me lo recuerde, ya que fui yo quien 
redactó el informe. Decía que, además, consti- 
tuye un gravamen. Si no entendí mal -creo que 
no-, el señor Diputado hacía mención a que la 
causa de la modificación fue lo onerosos que 
resultaban los cargos. Además de un gravamen, 
es algo arcaico, etcétera. Pero esa no fue la 
causa del artículo. Creo que el tema está 
aclarado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: a 
través de la discusión de este proyecto y 
seguramente en las otras interpretaciones y 
valoraciones que haremos sobre los artículos 
que restan demostraremos que aquí hay un 
problema de apreciación de significados. 

Se puede constatar un esfuerzo de parte de 
quienes respaldan este proyecto de ley por 
convencernos, por un lado, de que propone 
medidas muy puntuales, acotadas y sin mayor 
trascendencia y, por otro, de que estamos 
apelando prácticamente a ensoñaciones a fin de 
atribuirle intenciones maléficas en las que nadie 
ha pensado en el momento de proponer las 
modificaciones a los distintos aspectos de la 
realidad. 

Efectivamente, el Mensaje de! Poder Ejecu- 
tivo se afilia a la tesis del perfil bajo en cuanto 
a la importancia que asigna a estas modifica- 
ciones, desde el momento que en su exposición 


han 
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de motivos ni siquiera se nombran los artículos 
relativos a CONAPROLE. Prácticamente van en 
el montón; no tienen ninguna importancia; ni 
siquiera dan para mencionarlos en un renglón. 
Si alguien se guiara por la exposición de motivos 
del Mensaje del Poder Ejecutivo, seguramente 
no se habría enterado de que este proyecto de 
ley plantea una modificación de esta naturaleza 
con relación a CONAPROLE. 

Dado lo avanzado de la hora y la extraordi- 
naria exposición realizada por mis compañeros, 
sólo leeré una oración a los efectos de que 
quede como testimonio para la historia, que a 
algunos juzgará por asignar a los hechos una 
trascendencia ajustada a los términos del texto 
de la ley y, a otros, por interpretar los 
acontecimientos con una imaginación que no 
tenía fundamento en razón de la letra de los 
artículos en consideración. 

Voy a leer un párrafo de una carta de la 
Asociación de Obreros y Empleados de 
CONAPROLE dirigida a los Representantes 
Nacionales -todos los miembros de este Cuerpo 
recibido una circular-, firmada por su 
Presidente, señor Javier Tejeda, y por su 
Secretario General, señor Luis Goichea, que 
dice así: "No hay dudas -si se aprueban estos 
artículos-, a partir de los próximos días se 
comenzará un proceso de transtormación de la 
lechería y de CONAPROLE sin precedentes para 
nuestro país y que en nada tiene que ver con 
los objetivos y espíritu que inspiraron a los 
fundadores de lo que significa la mayor Industria 
Lechera Uruguaya, declarada en su momento de 
interés nacional". 

Si bien hay otros párrafos igualmente tras- 
cendentes, teniendo en cuenta lo avanzado de 
la hora, con éste basta para demostrar el 
alcance que damos a este proyecto de ley; la 
historia juzgará si tenía justificación. 

Nuestro mayor deseo sería poder decir, luego 
de un tiempo prudencial, que nos equivocamos, 
que las intenciones que atribuimos a esta 
iniciativa no eran ciertas y que CONAPROLE 
sigue siendo CONAPROLE. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Señor Presi- 
dente: trataré de ser breve para beneficio de la 
Cámara y de los señores Diputados. 
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Realmente, tendré que hacer un esfuerzo 
para no contestar algunas manifestaciones y no 
entrar en una polémica, porque se ha formulado 
una cantidad de afirmaciones que no comparto 
y que carecen totalmente de fundamento. 

Considero que lo fundamental es analizar el 
artículo 40, que simplemente establece que se 
eliminarán del Directorio de CONAPROLE los 
representantes del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería y de la Intendencia Municipal de 
Montevideo y el síndico del Banco de la 
República. 

La ley que creó CONAPROLE data del año 
1935, y era otro el contexto de la industria 
láctea, pues era otro el Uruguay. Es decir que 
esa norma ya tiene sesenta y cinco años de 
antigúedad; creo que es hora de tener una 
perspectiva de CONAPROLE en el contexto del 
mundo de hoy y de cómo ha sido la actual 
industria láctea del Uruguay. 

¿Por qué el Directorio de CONAPROLE está 
integrado por un representante de la Intendencia 
Municipal de Montevideo? Porque se creó para 
el abasto de este departamento; pero hoy en día 
ya no es así. Este integrante del Directorio pudo 
haber representado a la Intendencia Municipal 
de Colonia o a la de Florida, pero fue de 
Montevideo por el contexto en el que se 
encontraba. Esto no posee ninguna connotación 
de tipo político con respecto a las Intendencias. 

El síndico integraba el Directorio, porque el 
Banco de la República asistió a CONAPROLE 
para ponerla en funcionamiento en aquel 
momento. Actualmente, el crecimiento de esa 
cooperativa es tan importante a nivel de las 
empresas de desarrollo lácteo en el Uruguay, en 
la región y en el mundo -es la segunda empresa 
exportadora del país- que sus Directores no 
necesitan del síndico para hablar con el Banco 
de la República; lo hacen directamente. 

Entonces, tenemos que analizar el tema en 
este sentido y no desde el punto de vista del 
ahorro que implicaría la supresión de algunos 
sueldos, porque esa suma no tiene mayor 
incidencia en el presupuesto de CONAPROLE. 

Aquí también se ha dicho que es fundamen- 
tal, en lo que tiene que ver con el Directorio, 
que el Poder Ejecutivo lo pueda renovar o no. 
Quienes estamos enterados de cómo funciona 
la industria láctea sabemos que en los momen- 
tos más difíciles y angustiantes que le tocó vivir 
a CONAPROLE no se habló con los represen- 
tantes en el Directorio, sino con la Asamblea, 
que es la que decide, y con los productores. En 
la Comisión también ha quedado comprobada la 


importancia de la Asamblea de los 29, que 
puede renovar el Directorio y está integrada por 
productores. La Asociación Nacional de Produc- 
tores de Leche, la intergremial de Productores 
de Leche y la Asociación de Remitentes están 
de acuerdo con esta medida; hace tiempo que 
lo vienen proponiendo en las asambleas de 
lecheros. Entonces, no debemos olvidar que se 
está tomando en cuenta algo que comparten los 
propios productores, que son los principales 
actores del desarrollo lácteo; la cooperativa es 
suya y es a ellos a quienes, realmente, hay que 
considerar, ya que han realizado el gran 
esfuerzo para el desarrollo lácteo. 

Aquí se han realizado diferentes apreciacio- 
nes con respecto a la incidencia que tendrá en 
el futuro el artículo 40, que me parece que están 
totalmente fuera de contexto, ya que no se tiene 
en cuenta lo que establece el texto del proyecto, 
que es muy claro y explícito. No estamos 
generando el apocalipsis de la industria láctea 
por eliminar a los representantes del Estado en 
el Directorio de CONAPROLE. 


SEÑOR SELLANES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: 
como muy bien decía el señor Diputado Berois 
Quinteros, la ley de CONAPROLE data del año 
1935 y, sin duda, la lechería ha tenido cambios 
muy importantes desde esa techa al día de hoy. 
Teniendo en cuenta ese hecho, llama la atención 
que en esta oportunidad sólo se modifiquen 
estos dos artículos que refieren a la integración 
del Directorio. 

El señor Diputado Agazzi demostró claramen- 
te en su exposición que aquí se produce un 
cambio en la figura jurídica del Directorio y, 
sobre todas las cosas, una modificación en la 
forma como resuelve el Directorio. 

El señor Diputado Berois Quinteros expresó 
que la Asamblea de los 29 es un órgano 
representativo y tiene la facultad de remover de 
su puesto a los Directores de CONAPROLE. 
Creo que es bueno saber que cuando se elige 
al Directorio de CONAPROLE también se 
escoge a los veintinueve productores que 
integrarán la Asamblea. La lista ganadora -así 
gane por un voto- tiene cuatro Directores, y la 
lista perdedora, uno solo. La Asamblea de los 
29 se constituye de igual manera: la lista 
ganadora -aunque gane por un voto- tiene 
veintitrés integrantes, y la perdedora, seis. 
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Además, en CONAPROLE existe el voto califi- 
cado, es decir, hay productores que tienen un 
voto -obviamente, la inmensa mayoría-, otros 
tienen dos votos, y algunos, tres, de acuerdo 
con la cuota que remiten a la cooperativa. Por 
lo tanto, se puede dar el caso de que a una 
elección de CONAPROLE se presenten tres 
listas, que la mayoritaria tenga el 40% de los 
votos y las otras dos cuenten, una, con el 31% 
de los votos, por ejemplo, y la otra, con el 29%. 
Esa lista que posee el 40% tendrá cuatro 
Directores y veintitrés productores en la Asam- 
blea de los 29, mientras que las otras dos, que 
cuentan con el 60% de los votos, tendrán un 
Director y seis integrantes en la Asamblea de 
los 29, lo que hace que la elección sea poco 
democrática, poco representativa. 

Aquí se ha dicho que los productores han 
reclamado y estado de acuerdo en que estos 
artículos se incluyan en el proyecto de ley de 
urgente consideración. Me voy a permitir leer la 
opinión de algunos productores -tengo acá 
varios recortes de prensa- porque me parece 
importante lo que plantean. El Presidente de la 
Sociedad Productores de Leche de Rodríguez, 
ante la pregunta que formuló un periodista en 
cuanto a si estaba conforme con el contenido 
del proyecto de ley de urgente consideración, 
expresó: "Por lo menos en lo que respecta a 
CONAPROLE, no. Nosotros somos partidarios 
de que cuando se tocara la Ley de CONAPROLE 
se tocara con profundidad y no esos dos o tres 
puntos que en definitiva no contemplan lo que 
siempre pedimos. Cuando nosotros pedimos que 
se retiraran los delegados del Poder Ejecutivo, 
del Banco República y de la Intendencia 
respondía a un contexto totalmente distinto a 
eso. Los políticos, y hasta alguna gremial, han 
dicho que el retiro de los delegados del Poder 
Ejecutivo y de la Intendencia los habíamos 
pedido los productores; pero se había pedido en 
una reforma total de las medidas de control y 
no en tres artículos". Más adelante, el perio- 
dista le pregunta: "¿Cuando aparecieron estos 
artículos en la Ley de Urgencia a ustedes los 
sorprendió o tenían algún conocimiento previo 
de que iba a ser éste el contenido?". A esto, 
el Presidente de la citada Sociedad de Produc- 
tores de Leche, contesta: “Creo que el tema de 
que ha pasado tanto tiempo para tomar una 
decisión, fue por la sorpresa; nadie esperaba 
esos dos artículos". 

Por otra parte, el ingeniero agrónomo Martín 
Lindholm, quien es integrante de la Intergremial 
de Productores de Leche y de la Mesa Lechera, 


y representante de la Sociedad de Productores 
de Leche de Rodríguez, ante la pregunta del 
periodista relativa a si en la Intergremial se trató 
el proyecto de la ley de urgente consideración, 
expresó: "Sobre el tema de la Ley de Urgencia 
nosotros decidimos tener reuniones con los 
diputados de las zonas de los departamentos de 
San José, Florida y Canelones". Cabe aclarar 
que esta reunión se iba a realizar el día viernes 
-el señor Diputado Chápper estaba invitado-, 
pero no se pudo hacer porque este proyecto se 
estaba discutiendo ya en el Parlamento. Conti- 
núa diciendo; "La Intergremial tiene una postura 
ya de muchos años de que hay que transformar 
la Ley de CONAPROLE. Si bien dentro de esa 
transformación nosotros sostenemos que los 
Directores oficiales no tienen cabida, no esta- 
mos de acuerdo con una transformación parcial. 
Habría que transformar la Asamblea de los 29 
porque es un órgano fiscalizador". Más adelante, 
el periodista pregunta: “¿Ustedes van a pedir a 
los Diputados que se saquen estos artículos de 
la Ley?". A lo que el ingeniero agrónomo 
Lindholm contesta: "Sí. O se transtorma toda la 
Ley de CONAPROLE o que en su defecto se 
saquen estos artículos”. 


SEÑOR DA SILVA.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR SELLANES.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: con 
el mismo ánimo de respeto con el que estamos 
conversando y en el mismo sentido de realizar 
lecturas -creo que este capitulo del proyecto de 
ley se ha tratado con mucho acierto-, también 
podemos citar un párrafo de lo que expresó el 
señor Arrillaga, quien es nada más y nada 
menos que el Presidente de la Asociación 
Nacional de Productores de Leche. Dice así: 
"Con relación a la integración del Directorio con 
Directores oficiales tenemos que señalar que ha 
sido histórico y permanente a lo largo de 
décadas el reclamo de los productores en 
cuanto a que no tiene razón de ser ese tipo de 
integración. Esta es la única cooperativa del 
país que tiene una integración con Directores 
oficiales y municipales. Entendemos que en tal 
sentido se ha cumplido con creces lo que se 
regulaba en la ley y esta experiencia ha sido 
más que suficiente. Inclusive tenemos documen- 
tación de asambleas multitudinarias en las que 
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se reclama que cese la presencia de 
Directores oficiales en el 
Cooperativa". 

Creo que en el ánimo de tratar de interpretar 
cuál es la voluntad de! conjunto de la gran 
mayoría de los productores, tenemos que tratar 
de intuir y ser objetivos en cuanto a que el 
camino que está planteado en este proyecto de 
ley es el adecuado. Como en todas las cosas, 
habrá excepciones y gente que piense en forma 
contraria, pero la mayoría de los productores de 
leche -como señalaba el señor Arrillaga- están 
de acuerdo con esta disposición. Este es uno 
de los artículos que podrá ser acertado o tener 
errores, pero nadie puede llegar a discutir que 
la mayoría de los productores está de acuerdo 
con lo que establece. 


los 
Directorio de la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Sellanes. 
SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: 


cuando el señor Arrillaga concurrió a la 
Comisión Especial hizo reterencia a que la 
Intergremial de Productores de Leche y la Mesa 
Lechera están de acuerdo con esta disposición. 
Sin embargo, lo que estoy demostrando a través 
de la lectura que estoy realizando es que no 
todos los productores están de acuerdo. Si bien 
la Asociación Nacional de Productores de Leche 
es muy importante, también lo son la Intergremial 
de Productores de Leche y la Sociedad de 
Productores Lecheros de San Ramón. 

Con la lectura realizada trato de demostrar, 
en primer lugar, que no se consultó a todos los 
productores -sólo a algunos- y, en segundo 
término, que no todos los productores están de 
acuerdo con lo que se establece. Por otra parte, 
habría que ver si se trata de la mayoría o de 
la minoría, porque, por lo que tengo entendido, 
la Asociación Nacional de Productores de Leche 
nunca discutió este tema, sino que se traslada- 
ron posiciones personales. 

A continuación, voy a leer un reportaje 
realizado al Presidente de la Sociedad de 
Productores de Leche de Florida, ingeniero 
agrónomo Alejando Echeverría, quien es ade- 
más el Presidente de la Intergremial de 
Productores de Leche, asociación a la que el 
señor Arrillaga hizo referencia. El ingeniero 
agrónomo Echeverría expresa: "[...] 'la elimina- 
ción de los directores oficiales en el Directorio 
de CONAPROLE, que si bien estamos de 
acuerdo en que no estén, antes de modificarse 
la ley de CONAPROLE, los productores no 
fuimos consultados'.- En este sentido, dijo que 
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si bien se considera que la ley hay que 
modificarla, "porque es obsoleta y no se adapta 
a la realidad, a la hora de modificarla debe 
modificarse globalmente y no sólo en un 
aspecto". Más adelante, se expresa: "Echeverría 
sostuvo que si se ponen en juego temas 
'trascendentes' como puede ser la 'enajenación 
de CONAPROLE', deberían implementarse otras 
normas para lograr 'una representatividad mayor 
y un mecanismo de consulta de los producto- 
res'.- En lo que tiene que ver con las 
modificaciones que se pretenden introducir, el 
representante gremial indicó que 'no fuimos 
consultados ni por el Directorio de CONAPROLE, 
ni por los legisladores', tratándose de 'una 
iniciativa del Poder Ejecutivo sin ser consultados 
los productores que en definitiva son los dueños 
de la empresa". 


SEÑOR AMARO CEDRES.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR SELLANES.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Señor Presiden- 
te: simplemente, voy a hacer una aclaración. 
Estuve reunido con los productores en la 
Sociedad de Productores de Leche de Florida. 
Estaba presente su Presidente, quien manifestó 
que estaba totalmente de acuerdo con lo que 
se incluyó en el proyecto de ley que estamos 
considerando. 

Es cierto lo que el señor Diputado Sellanes 
está leyendo: los productores no fueron consul- 
tados; pero el Presidente está de acuerdo con 
lo que contiene el proyecto, si bien hubiera 
deseado que la reforma fuera más amplia. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala). Le pedimos 
al señor Diputado Sellanes que redondee su 


pensamiento, puesto que su tiempo ha termina- 
do. 


SEÑOR SELLANES.— Señor Presidente: voy 
a tener que repetir la lectura porque creo que 
el señor Diputado Amaro Cedrés no escuchó 
bien. 

El señor Echeverría dijo que "si bien se 
considera que la ley hay que modificarla, 
'porque es obsoleta y no se adapta a la realidad, 
a la hora de modificarla debe modificarse 
globalmente y no sólo en un aspecto"". 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 40. 


(Se vota) 


— Cuarenta y ocho en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión el artículo 41, 
SEÑOR GIL SOLARES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
seguimos entendiendo que es muy importante 
escuchar fielmente la voz de los trabajadores de 
CONAPROLE. Recordemos que este artículo del 
proyecto se refiere al control interno y, funda- 
mentalmente, al destino de las utilidades, el que 
será dispuesto por el Directorio de la coopera- 
tiva, integrado ahora sin la presencia de los 
delegados del Poder Ejecutivo, de la Intendencia 
Municipal de Montevideo y del Banco de la 
República. 

El legislador dejó claramente establecido en 
el momento de redactar las leyes que este mal 
proyecto pretende derogar, el destino de las 
utilidades resultantes del proceso de industria- 
lización y comercialización con un criterio que, 
al día de hoy, ha demostrado claramente su 
lógica y eficacia; porque, de lo contrario, 
preguntamos: ¿de qué manera se hubiera 
logrado el espectacular desarrollo que ha tenido 
la lechería en nuestro país? Está claro que la 
inversión del 70% de las utilidades en la 
instalación de nuevas usinas de pasterización, 
en la ampliación de las existentes o para 
mejorar la producción e industrialización de la 
leche, como dice la ley, ha sido la causa primera 
del desarrollo del que hablábamos anteriormen- 
te. Bien poco han hecho los gobiernos de turno 
en todos estos años en que han dejado librado 
poco menos que al azar el destino de una 
industria estratégica, habiendo tenido la obliga- 
ción de defender un sector tan importante de 
nuestra economía y -por qué no- de nuestra 
soberanía, como es la lechería. ¡Qué diferencia 
con el ejemplo que nos dan Nueva Zelanda o 
ta Unión Europeal 

Volviendo al artículo en cuestión, el legislador 
dejó en claro que el 30% resultante debía 
destinarse para un fondo de asistencia y 
previsión en beneficio de los trabajadores, 
beneficio que pocas veces los trabajadores han 


visto concretado y que en este proyecto se borra 
de un plumazo sin ofrecer alternativa alguna. 
Lamentablemente, la única manera que queda 
de describir este acto es decir que quienes 
elaboraron el proyecto, lisa y llanamente están 
metiendo las manos en los bolsillos de los 
trabajadores de CONAPROLE, como si de ellos 
dependieran las urgencias que vive nuestro 
país. ¡Por favor! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 41. 


(Se vota) 
— Cincuenta en ochenta y seis: Afirmativa. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: hemos 
votado negativamente estos dos artículos, en 
primer lugar porque CONAPROLE no ha sido 
una empresa privada cualquiera en la vida del 
país. Tiene un origen y una historia que hacen 
que no pueda ser tratada como una empresa 
cooperativa cualquiera, que no haya tenido 
desde su fundación un apoyo muy especial por 
parte del Estado y de toda la población. 

En segundo término, aquí se hacía referencia 
a distintos dirigentes gremiales que tienen voz. 
Algunos de ellos coincidlan con las medidas y 
otros tenían matices con ellas. El problema está 
en los productores que no tienen voz, quienes, 
además, por el mismo estatuto, que ya cuenta 
con sesenta y cinco años, tienen una pondera- 
ción en sus posibilidades de participar en las 
decisiones de CONAPROLE; son quienes nos 
preocupan, porque en una realidad muy especial 
de la producción, son los que pueden quedar al 
margen de un proceso de transformación de la 
actividad lechera en el país. 

En tercer lugar, nos preocupa mucho la 
eliminación del síndico del Banco de la 
República, y no tanto por las gestiones que 
realiza. Aquí se dio a entender que el síndico 
era prácticamente el intermediario entre el 
Banco y CONAPROLE, cuando la realidad es 
que los recursos que el Banco de la República 
ha otorgado históricamente a CONAPROLE son 
importantes, así como las demandas que 
actualmente CONAPROLE hace al Banco de la 
República. Y el síndico, además de cumplir con 
sus funciones de control, ha jugado un papel 


para nosotros muy importante en cuanto a que 
en la historia de CONAPROLE, de esta 
cooperativa que tanto tiene que ver con el país, 
no se hayan producido situaciones irregulares. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 42. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y nueve en noventa y dos: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR TROBO.— 
fundar el voto. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: quiero 
dejar una constancia a modo de fundamento de 
voto. 

El artículo 42 que acaba de votar la Cámara 
en su totalidad, es el que se utilizó para levantar 
la burda mentira que se le quiso hacer llegar 
a la opinión pública en el sentido de que este 
proyecto de ley pretendía cambiar la forma 
jurídica de CONAPROLE, pasando de una 
cooperativa a una sociedad anónima. Reitero 
que este artículo que acaba de votar toda la 
Cámara ha sido utilizado desde el inicio del 
proceso legislativo de este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración para 
calificarlo como una iniciativa que iba contra los 
intereses del cooperativista del sector lácteo, y 
en particular de CONAPROLE. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: simplemente, quiero dejar constancia de que 
la mejor demostración de que la redacción inicial 
de ese artículo era confusa, es que fue 
modificado en el trámite de la Cámara de 
Senadores para incluir la parte relativa a que no 
había intención de cambiar la naturaleza jurídica 
de CONAPROLE. Creo que ésa es la mejor 
aclaración sobre el punto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el aditivo al Capítulo VII, Sección 8%, que 
figura en la Hoja N* 14, presentado por la 
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señora Diputada Charlone y los señores Dipu- 
tados Baráibar, Ponce de León, Agazzi, Alvarez, 
Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez 
Morad. 


(Texto del artículo:) 


"Artículo .— Modifícase el artículo 12 
de la Ley N* 10.707, de 9 de enero de 1946, 
por el siguiente: 


'ARTICULO 12.— El Directorio de la CO- 
NAPROLE además de los cinco miembros 
que establece el artículo 17 de la Ley 
N* 9.526, de 14 de diciembre de 1935, se 
integrará con dos miembros más: uno 
designado por el Poder Ejecutivo y otro 
por la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo, quienes desempeñarán sus cargos 
sin costo para CONAPROLE y se renova- 
rán en los mismos plazos que los otros 
Directores”, 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Treinta y nueve en noventa y cinco: Nega- 
tiva. 


Se pasa a considerar la Sección 9%, "Normas 
tributarias", que comprende los artículos 43 a 
45. 


En discusión el artículo 43. 
SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
vamos a acompañar los artículos 43 y 44 y 
votaremos por la negativa el artículo 45. 

Justo es decir que el artículo 44, que 
establece la centralización de la información 
fiscal, mos parece muy bueno. Realmente, 
consideramos positivo que el Poder Ejecutivo 
centralice toda la información en materia 
tributaria, incluidos los datos que ha de 
suministrar el Banco de Previsión Social. Es 
más: si se tuviera un catastro nominativo, sería 
una muy buena herencia para cualquier reforma 
tributaria posterior. Nuestra fuerza política 
saluda con gusto este tipo de modificaciones. 

No vamos a acompañar el artículo 45. 
Nuevamente estamos con el tema del Impuesto 
a las Trasmisiones Patrimoniales, esta vez 
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dirigido especialmente a exonerar aquellas 
operaciones de venta de inmuebles agropecuarios 
-ésa es, básicamente, la intención del artículo- 
cuando el producido se destine a la cancelación 
de pasivos financieros, uno de los problemas 
centrales del agro, como lo hemos discutido 
reiteradamente. 

En un momento en el que se está discutiendo 
acerca del endeudamiento del sector y la 
búsqueda de alternativas, nuestra fuerza política 
presentó un aditivo que no fue aprobado pero 
que buscaba el corrimiento de los plazos y la 
suspensión de las ejecuciones. Nos importa que 
ésa sea la señal política básica que se dé al 
sector agropecuario, ya sea por la vía de 
nuestra propuesta, que no fue acompañada, o 
por lo menos a través de lo declarado por el 
señor Presidente del Banco de la República en 
el sentido de actuar con la mayor flexibilidad 
posible, Esperemos que, a nivel de la banca 
privada, también se encuentren los mecanismos 
para que la solución no sea que el productor 
agropecuario tenga que vender su estableci- 
miento. En ese caso, le estaríamos diciendo: “Si 
lo tiene que vender porque no puede pagar sus 
pasivos financieros, ¡ah, qué bien!, lo vamos a 
exonerar del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales". 

Creo que esto no soluciona nada y, en cuanto 
a esa tranquilidad y a ese estudio caso por caso 
que, supuestamente, se hará del endeudamiento 
del sector, ésta es una señal política bastante 
desacertada. En definitiva, se está diciendo que 
se va a exonerar de un impuesto del 2%; el 
problema es mucho más global y la solución no 
va por este camino. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: vamos 
a acompañar los tres artículos correspondientes 
a la Sección 9f. 

Queremos mencionar, en particular, el artícu- 
lo 44, referido a la centralización de la infor- 
mación fiscal, que nos parece un instrumento 
fundamental para superar los graves problemas 
que en esta materia hemos tenido en el país por 
falta de coordinación e intercambio de informa- 
ción entre los distintos organismos recaudadores 
del Estado. 

De todos modos, repetimos que esta moda- 
lidad de centralización de la información, de 
hecho, podía hacerse administrativamente. Hay 


ejemplos muy recientes que demuestran que ya 
se está realizando así, pero es una señal 
política importante que queremos acompañar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
43. 


(Se vota) 


— Noventa y uno por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 44. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Noventa y uno por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 45. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en noventa y dos: 
Afirmativa. 


En discusión la Sección 10% "Escalafón 


Policial", que incluye el artículo 46. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Noventa en noventa y dos: Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo IX, 
*"Descentralización", que comprende los artícu- 
los 47 a 52. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO IX 
DESCENTRALIZACION 


Artículo 47.— En cumplimiento de lo dis- 
puesto en el numeral 3) del artículo 298 de 
la Constitución de la República, el Poder 
Ejecutivo, previo asesorarmiento de la Comi- 
sión de Aplicación, creada por el artículo 12 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
otorgará mayores exoneraciones, conforme a 
lo establecido en el artículo 16 de la referida 


ley, a la instalación o ampliación de 
emprendimientos en el interior del país, cuyos 
proyectos de inversión sean declarados 
promovidos, que las que otorgue análogos 
emprendimientos que se instalen o amplíen 
en el departamento de Montevideo, en la 
forma y condiciones que se determinará en 
la reglamentación correspondiente. Se pondrá 
en conocimiento de la Asamblea General y 
la Comisión Sectorial asesora prevista en el 
literal B) del artículo 230 de la Constitución 
de la República. 


Artículo 48.— La Comisión Sectorial a que 
refiere el artículo 230 de la Constitución de 
la República estará integrada por delegados 
de los Ministerios competentes, a juicio del 
Poder Ejecutivo, e igual número de delegados 
del Congreso Nacional de Intendentes. Como 
mínimo el Poder Ejecutivo designará delega- 
dos de los Ministerios de Economía y 
Finanzas; Transporte y Obras Públicas; 
Ganadería, Agricultura y Pesca; Industria, 
Energía y Minería; Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; y de Turismo. 


La Presidencia de la Comisión será ro- 
tativa, correspondiéndole, alternativamente, a 
un delegado del Poder Ejecutivo y a uno del 
Congreso Nacional de Intendentes. 


Los designantes podrán establecer un ré- 
gimen de suplencias por sus delegados. 


Un delegado de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, a fin de realizar la coordina- 
ción correspondiente, asistirá a las reuniones 
de la Comisión, aunque no la integrará a 
ningún efecto. 


La representación de los Ministerios podrá 
ser ejercida por delegados de jerarquía no 
inferior a Director General del Ministerio. 


Artículo 49.— La Comisión podrá invitar 
a concurirr a sus sesiones a delegados de 
otros Ministerios e Intendencias. 


Artículo 50.— La Comisión tendrá los 
siguientes cometidos, que la Constitución de 
la República fija: 


a) Asesorar al Poder Ejecutivo, con treinta 
días de anticipación al vencimiento del 
plazo para presentar el Presupuesto 
Nacional, sobre el porcentaje de recur- 
sos, en el monto total, que correspon- 
derá a los Gobiernos Departamentales, 
contorme a lo establecido en el lite- 
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ral C) del artículo 214 de la Constitución 
de la República; 


b) Proponer a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto planes de descentraliza- 
ción conforme a lo establecido en el 
literal B) del artículo 230 de la Cons- 
titución de la República; 


c) Asesorar respecto a la aplicación del 
Fondo Presupuestal a que refiere el 
numeral 2) del artículo 298 de la 
Constitución de la República, en el 
marco de los planes de descentraliza- 
ción referidos en el literal anterior. 


Artículo 51.— A tales fines la Comisión 
tendrá las siguientes atribuciones: 


a) Solicitar del Poder Ejecutivo y de las 
Intendencias Municipales la información 
pertinente en materia de recursos como 
de ejecución de inversiones y gastos en 
los diferentes departamentos. 


b) Solicitar a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto el apoyo humano y 
logístico para el cumplimiento de sus 
funciones. 


Nr 


c) Formar subcomisiones de trabajo temá- 
ticas o geográficas a los efectos de 
preparar los planes de descentraliza- 
ción y desarrollo regional o local. 
Dichos grupos de trabajo presentarán 
sus proyectos al pleno de la Comisión, 
la que deberá considerar y aprobar su 
presentación a fin de ser apoyados por 
el Fondo Nacional de Descentralización 
y Desarrollo Regional y Local y/o por 
los recursos destinados a otros organis- 
mos del Estado. Los planes aprobados 
deberán estar previstos en el Presu- 
puesto Nacional y serán evaluados 
como tales en su cumplimiento local y 
nacional. 


Artículo 52.— Cuando debiera asesorar 
en las materias de su competencia, sus 
decisiones se adoptarán por mayoría absoluta 
del total de componentes. Si, en esos casos, 
se registrare empate en la votación, habrá 
dos informes que serán elevados siguiendo el 
procedimiento previsto en las normas cons- 
titucionales (literal C) del artículo 214, y 
numeral 2) del artículo 298 de la Constitución 
de la República)”. 


— En discusión el artículo 47. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y nueve en noventa y dos: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 48. 
SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado, 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: hemos presentado un artículo sustitutivo que 
figura en la Hoja N* 15. La idea básica que lo 
anima es que la representación de los 
Intendentes en la Comisión Sectorial sea lo más 
amplia posible. De lo contrario, va a ser muy 
difícil que los Intendentes, que precisamente 
tienen que reflejar la realidad local, puedan 
representar situaciones muy distintas entre sí. 

Por eso, presentamos una propuesta de 
ampliar el número de delegados del Congreso 
Nacional de Intendentes. Por otra parte, se 
establece una representación significativa de los 
habitantes del país. 

Es decir que no nos oponemos al artículo 48, 
pero proponemos un sustitutivo por las razones 
expuestas. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: me parecen interesantes las considera- 
ciones del señor Diputado Ponce de León, pero 
hay que tener en cuenta que los Intendentes 
delegados, que van a asistir en igual número 
que los del Poder Ejecutivo, no integrarán la 
Comisión Sectorial en nombre propio, sino como 
representantes de la opinión monolítica del 
Congreso Nacional de Intendentes. No importa 
que sean dos, tres, etcétera, porque no van en 
calidad de Intendentes de tal o cual departamen- 
to, sino mandatados por el Congreso Nacional 
de Intendentes. Esa es la interpretación que 
nosotros le damos. 


Pido la 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: es 
importante señalar que este capítulo es la 


solución legislativa a la necesidad de reglamen- 
tar la Constitución en un tema que, al menos 
al Partido Nacional, le es muy caro, que es el 
de la descentralización. 

A nadie escapa que la redacción de este 
capítulo llevó su tiempo y sus cabildeos políticos 
y que sobre el final de la redacción del proyecto 
de ley con declaratoria de urgente consideración 
se llevaron a cabo gestiones para equilibrar las 
posiciones del Congreso Nacional de Intendentes 
y del Poder Ejecutivo a los efectos de que, en 
caso de que existieran diferencias, el Parlamen- 
to tuviera en sus manos la posibilidad de decidir 
por alguna de las dos posiciones, sobre todo en 
aquellos temas en que la Comisión Sectorial 
tiene que introducirse en determinaciones de 
carácter económico o recomendaciones en 
cuanto a la asignación de recursos. 

Para nosotros, los blancos, este tema es muy 
importante, no solamente porque estuvo presen- 
te en la lucha de Wilson Ferreira en sus últimos 
tiempos y recogió ideales históricos del partido, 
sobre todo del interior del país, sino también 
porque se ha visto consagrado en la reforma 
constitucional de 1997 y, en particular, en la 
legislación que la va a reglamentar. 

En relación con el artículo sustitutivo, voy a 
hacer una mención que me parece importante, 
porque de la lectura surge que el interés de los 
proponentes es que se incluya al Intendente de 
Montevideo. Si es eso, hay que ponerlo. ¿Por 
qué vamos a andar con vueltas diciendo que los 
nueve Intendentes deben representar el 50% de 
la población del país? Que digan, en todo caso, 
que deberá haber ocho Intendentes más el 
Intendente Municipal de Montevideo. Franca- 
mente, si bien Montevideo es un departamento 
importante, a los efectos de la descentralización, 
no es el Intendente que debería estar, porque 
este departamento se beneficia con la centra- 
lización que el país ha sufrido durante tanto 
tiempo. 

Por supuesto, no vamos a excluir a la 
Intendencia de Montevideo por ninguna razón en 
especial. Simplemente, el Intendente de Monte- 
video es uno más y, como bien decía el señor 
Diputado Berois Quinteros, los seis Intendentes 
que según esta propuesta que está estudiando 
la Cámara integrarían la Comisión, representan 
al Congreso Nacional de Intendentes. ¿Alguien 
puede pretender que un señor que actúa en 
representación de un Órgano -que, además, está 
institucionalizado- vaya a la Comisión Sectorial 
a decir lo que le parece o lo que le conviene 
a su departamento? No es posible. 
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Si el Congreso Nacional de Intendentes llega 
a un acuerdo en cuanto a lo que van a plantear 
los seis Intendentes que lo representan en la 
Comisión de Descentralización, no es necesario 
que figure ninguno con nombre y apellido. 
Simplemente, la representación debe tener un 
mandato y cumplirlo. 


SEÑOR GALLINAL.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GALLINAL.— Señor Presidente: en 
primer lugar, quiero rescatar el valor que tiene 
la reforma constitucional que se aprobó en el 
año 1996, no solamente porque contenía la 
modificación del sistema electoral que hoy 
tenemos, sino también porque es la primera vez 
que se introduce el concepto de descentraliza- 
ción en la vida institucional del país. 

Cuando en noviembre del año pasado el 
Directorio del Partido Nacional resolvió respal- 
dar la candidatura del doctor Batlle previa 
aceptación del compromiso por su parte, en la 
introducción de ese documento se estableció 
que el procedimiento de los proyectos con 
declaratoria de urgente consideración se consi- 
deraba importante para dar al Poder Ejecutivo 
instrumentos que le permitieran llevar adelante 
sus objetivos en los primeros tiempos de 
instalado el gobierno. 

Entre las muchas condicionantes que estable- 
ció el Partido Nacional en ese compromiso, la 
única que tenía una referencia a la ley con 
declaratoria de urgente consideración fue la 
relativa a la reglamentación del artículo 230 de 
la Constitución. Esto no fue porque sí, sino 
porque el próximo 31 de julio vence el plazo de 
que dispone la Comisión Sectorial para expedirse 
en torno al porcentaje del Presupuesto Nacional 
que se aspira sea otorgado a los Gobiernos 
Departamentales. Además, el 13 de julio asumen 
los Intendentes electos y, por lo tanto, tienen un 
plazo muy exiguo para elaborar su opinión al 
respecto. 

Es del caso señalar que, si bien es cierto que 
era la Única disposición que expresamente hacía 
referencia a la ley con declaratoria de urgente 
consideración, tuvimos enormes dificultades 
para introducirla porque, al principio, el Poder 
Ejecutivo entendía conveniente reglamentar la 
conformación de la Comisión Sectorial, no por 
la vía legislativa, sino por decreto. Posterior- 
mente se cedió en parte, promoviendo una 
instrumentación que tampoco nos satisfacía, y 


luego, a través de distintas negociaciones, se 
llegó a esta reglamentación definitiva, que es 
muy positiva. 

Por otra parte, la discusión que tuvimos en 
torno a introducir esta reglamentación en el 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración fue una suerte de antesala de lo 
que será la gran discusión, cuando se presente 
el proyecto de ley de Presupuesto. No es una 
advertencia, pero inclusive previamente a que 
llegue el proyecto de ley de Presupuesto al 
Parlamento -y más ahora que el Poder Ejecutivo 
ha dispuesto trabajar intensamente en la 
redacción de las normas sobre las que va a 
tomar iniciativa en las próximas semanas:-, 
vamos a procurar que verdaderamente se lleve 
a la práctica la implementación de lo que 
dispone el artículo 214 de la Constitución de la 
República en cuanto a que un porcentaje del 
Presupuesto Nacional debe otorgarse a los 
Gobiernos Departamentales. 

Entonces, tenemos dos instancias. La primera 
es ésta, previa al 31 de agosto, en la que 
intentaremos convencer al Director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto de que, más allá 
de los importantes recursos que se han brindado 
hasta hoy, en virtud de esta innovación 
constitucional es necesario destinar un conjunto 
más de recursos para los Gobiernos Departa- 
mentales. Posteriormente, vamos a tener la 
instancia que permite esta reglamentación que 
estamos aprobando. 

Por ello, considero que no es tan importante 
el artículo sustitutivo que propone la bancada 
del Encuentro Progresista - Frente Amplio. No 
importa tanto la representación que tengan los 
Intendentes en la Comisión Sectorial, porque si 
el Congreso de Intendentes actúa como debe 
hacerlo, mandatando a sus delegados -como 
decían los señores Diputados Trobo y Berois 
Quinteros-, sin duda, durante el análisis del 
Presupuesto Nacional, el Parlamento tendrá 
oportunidad de estudiar la propuesta del Poder 
Ejecutivo y la que realice el Congreso de 
Intendentes a través de la Comisión Sectorial. 

Si los Intendentes no actúan mandatados, 
aun con la integración que propone el sustitu- 
tivo, podríamos no contar con la iniciativa del 
Congreso de Intendentes; bastaría con que sólo 
dos Intendentes votaran en otro sentido para 
que de esa manera no llegara a conocimiento 
del Parlamento esa iniciativa. 

Además, para tranquilidad de quienes propo- 
nen el artículo sustitutivo, el virtual Congreso 
Nacional de Intendentes -por definir de alguna 
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manera al Congreso de Intendentes electos- ya 
ha designado sus miembros en la Comisión 
Sectorial; ellos son los señores Intendentes 
Moreira, Vidalín, Riet, Malaquina, Viera y Arana, 
lo que significa que van a tener la representa- 
ción por la que están bregando. 

Por otra parte, los seis tendrán que compren- 
der que asistirán a esa Comisión Sectorial 
representando la opinión de la nueva institución 
que ha creado la Constitución de la República: 
el Congreso Nacional de Intendentes. De esta 
forma, cuando el Parlamento discuta el Presu- 
puesto Nacional en lo que refiere al artículo 214 
de la Constitución, tendrá oportunidad de optar 
y de pronunciarse a favor de uno u otro de los 
Mensajes. Esa no es la única disposición 
constitucional importante; también está el artí- 
culo 298 de la Constitución que establece una 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Tendre- 
mos que velar para que en la instancia 
presupuestal correspondiente se considere la 
conformación del Fondo de Descentralización, 
que estará subsidiado por un porcentaje de los 
impuestos nacionales que se recaudan en el 
interior del país, fuera de la ciudad de 
Montevideo. Con este fondo de desarrollo 
regional se implementarán los planes que 
deberá proyectar y ejecutar la Comisión Secto- 
rial que se está reglamentando en este capítulo. 

Por lo tanto, damos nuestro voto para que se 
proceda a reglamentar la conformación de la 
mencionada Comisión Sectorial, porque enten- 
demos que se ha cumplido con el objetivo que 
desde un primer momento nos llevó a promover 
que esta propuesta legislativa figurara dentro del 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Argimón. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: 
nuestros compañeros ya han expuesto la 
importancia que la votación del capítulo reteren- 
te a la descentralización tiene para nuestra 
colectividad política. Se trata de una herramien- 
ta por demás eficaz para el tortalecimiento de 
la democracia, porque a través de la descen- 
tralización se acerca el poder del Estado a la 
gente. La sociedad vive y siente el poder en 
forma más directa, si tiene esta herramienta 
jurídica. 

Hace casi una década, en una larga noche 
de debate como ésta, quien habla, en nombre 
de la bancada de Ediles del Partido Nacional, 
conjuntamente con el entonces Edil -hoy Dipu- 


tado- Penadés, tuvimos la responsabilidad de 
votar el decreto de descentralización para el 
departamento de Montevideo. En ese momento, 
los seis Ediles del Partido Nacional debíamos 
asumir los costos políticos. Tal como hemos 
dicho reiteradamente, en materia de tránsito aún 
es preciso ajustar algunos conceptos; pero, sin 
lugar a dudas, esa noche no nos equivocamos. 
Cuando votamos este capítulo, sentimos la 
necesidad de reflexionar sobre aquella noche y 
lo que para nuestra colectividad política y para 
nosotros en lo personal significa hoy acompañar 
estas normas. 

Somos conscientes de que esto fue el fruto 
de los puntos de encuentro a que lograron llegar 
varios compañeros, en una colectividad política 
acostumbrada a tener una visión de país no 
focalizada ni pensada solamente desde un punto 
de vista capitalino, sino con una óptica integral. 
Por eso, para nosotros hoy es una noche 
especial, precisamente porque concretamos 
esos puntos de encuentro que, entre otras 
cosas, pasan por la definición de la Comisión 
Sectorial, sus cometidos y atribuciones. 

Así como en el proceso de Montevideo hay 
ajustes para hacer en materia de descentraliza- 
ción, con la sanción de esta ley seguramente 
se va a iniciar un período en el que también se 
operarán ajustes que vendrán con la práctica. 
Pero no dudamos en decir que esto es un logro 
y que así lo sentimos. 

Con mucha más fuerza que antes, estamos 
poniendo en práctica algo que siempre soñamos. 
La descentralización, esa herramienta jurídica 
indispensable para avanzar y fortalecer la 
democracia, está más vigente que nunca. 


(Apoyado) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ponce de León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: en uno de los aspectos que pensábamos 
plantear se nos acaba de adelantar la señora 
Diputada Argimón, y nos complace mucho que 
así haya sido. 

La descentralización no es sólo un problema 
del territorio nacional; es un concepto que se 
dirige a la democratización y, en última 
instancia, a la relación de los ciudadanos con 
el poder de los estamentos intermedios, de la 
sociedad civil y de las diferentes regiones. Eso 
también sucede dentro de los departamentos, 
tanto en Montevideo como en los del interior del 
país. 
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La descentralización tiene un conjunto de 
escalones y supone un valor conceptual que hay 
que desarrollar en el ejercicio del gobierno. En 
ese sentido, cuando se discutió la reforma de 
la Constitución, siempre dijimos que éste era 
uno de los puntos programáticos positivos que 
se establecían; siempre estuvimos de acuerdo 
con él y expresamos que era uno de los grandes 
desafíos. Donde hemos podido ejercer las 
decisiones políticas, siempre tratamos de 
instrumentar la descentralización, en el acierto 
o en el error, pero jugando claramente en esa 
dirección. 

Por supuesto que esto también lo vamos a 
impulsar en el plano nacional y, como decía, 
respaldaremos todo lo que se haga en esa 
dirección en lo interno de cada departamento. 

Aquí hay una valoración y una priorización 
del interior del país y, si bien hemos votado el 
artículo 47 -que creo que se aprobó por 
unanimidad en la Cámara-, al analizar las 
distintas regiones, no podemos pensar en el sur 
del país sin tener en cuenta a Montevideo. Y 
se deberá reconocer que esto ya sucedía 
cuando se creó la Comisión, y hubo anteceden- 
tes con sesgo político, puesto que se designó 
una delegación del Congreso Nacional de 
intendentes -con un importante número de 
representantes, por cierto- que no contó con la 
representación de Montevideo. No digo nada 
original para ninguno de los integrantes del 
Cuerpo si manifiesto que si la situación política 
del gobierno de Montevideo hubiera sido otra, 
seguramente la decisión habría sido diferente, 
como lo ha sido en otros aspectos que podemos 
referir. 

La Comisión que aquí se crea, como decía 
el señor Diputado Gallinal, es la que asesora 
sobre los porcentajes de los recursos. Natural- 
mente que ello es sometido a la decisión de la 
Cámara. Compartimos el criterio de que quienes 
actúan por el Congreso Nacional de Intendentes, 
lo harán mandatados por él; esto lo hemos 
definido como fuerza política en el Congreso. 
Allí es donde, sin duda, esta Comisión alcanza 
su máximo sentido; pero en ese ámbito también 
se trabaja y se forma opinión. De lo contrario, 
en última instancia, alcanzaría con que hubiera 
un delegado; pero por algún motivo hay una 
delegación plural. 

En el Senado se propuso un aditivo -que 
luego se moditicó en el entendido de que era 
discutible en lo kformal- que establecía la 
integración de la delegación con los diecinueve 
intendentes, con la idea de que cuanto más se 


participara en la formación de la opinión, se 
obtendrían mejores logros. 

Reitero que la Comisión no sólo refiere 
estrictamente al tema de la descentralización, 
sino a un conjunto de aspectos municipales. En 
ese sentido, hay antecedentes para plantear y 
no to hacemos con nombre y apellido, entre 
otras cosas, porque se supone que las leyes son 
para regir por un buen tiempo. Entonces, 
esperamos que el país evolucione y también los 
porcentajes de población para que, en definitiva, 
la situación se equipare también desde ese 
ángulo. No hagamos, pues, una ley con nombre 
y apellido porque no es bueno en lo político ni 
en lo que hace a las cifras que hoy tienen 
vigencia en el país. 


SEÑOR BARRIOS.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: refi- 
riéndome a todo el capítulo más que al artículo 
que estamos analizando, como Representante 
por un departamento del interior -más allá de 
las propuestas y de las posiciones que tiene mi 
partido político-, quiero dejar constancia de que 
considero que, por el juego de estos dos 
artículos -en uno se equipara la representación 
de los Gobiernos Departamentales con la del 
Poder Ejecutivo y en el otro se establece que 
necesariamente las decisiones se tomarán por 
mayoría absoluta de los componentes-, lo que 
establece la Constitución en cuanto a descen- 
tralización determina que la adopción de deci- 
siones por mayoría siempre estará en manos del 
Poder Ejecutivo. Creo que esto quita profundi- 
dad a la medida de descentralización que se 
pretende adoptar. 

Sin ninguna duda, el asesoramiento debería 
provenir primordialmente de los representantes 
de los Gobiernos Departamentales, y será el 
Poder Ejecutivo el que filtrará el informe que 
hará llegar al Parlamento. 


SEÑOR MELGAREJO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
quiero adelantar que vamos a acompañar con 
mucho gusto este capítulo, recordando viejos 
tiempos -como manifestaba la señora Diputada 
Argimón-, cuando en una noche de agosto de 
1993 concluimos el decreto de descentralización 
del departamento de Montevideo. 
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Esto fue fruto de un arduo trabajo de varios 
meses en los que hubo deliberaciones y se 
volcaron aportes en torno al proyecto presenta- 
do por la Intendencia Municipal de Montevideo, 
que fue analizado y elaborado por el conjunto 
de los partidos políticos que en ese entonces 
conformaban la democracia de este país y que 
tenían representación en la Junta Departamental 
de Montevideo; concretamente, me refiero a la 
Legislatura comprendida entre 1990 y 1995. En 
1993 aprobamos ese proyecto de descentraliza- 
ción y tuve el honor -me puedo llenar la boca 
con eso- de ser el Presidente de la Junta 
Departamental en ese momento. 

Algunos de los que participamos en forma 
directa de esa realidad, hoy nos encontramos 
aquí presentes; concretamente, me refiero a la 
señora Diputada Argimón, a los señores Dipu- 
tados Penadés -que en estos momentos no está 
en Sala-, Posada y quien habla. 

Tampoco nos es ajeno el tema, pues 
sabemos de las bondades de trabajar directa- 
mente en la descentralización. Este es uno de 
los asertos del proyecto, pues la descentraliza- 
ción -fenómeno que va desde el centro a la 
periferia, y que también se da a la inversa- tiene 
como grandes virtudes la participación de la 
gente y el hecho -que señalaba el señor 
Diputado Ponce de León- de que acerca el 
gobierno a las personas y las hace participar de 
sus gestiones, democratizando la vida del 
gobernado y permitiendo que sea más democrá- 
tica la vida del gobernante. 

Sería imposible entender la descentralización 
de una forma diferente. Creo que hay que 
cubrirse, y por eso siempre es bueno tener una 
herramienta vigilante de esa descentralización 
para avanzar. Al poco tiempo de comenzar a 
andar se van a notar sus avances y también se 
conocerán sus defectos y limitaciones. El 
gobierno de Montevideo los ha notado y, 
precisamente, está en sus manos -con esto no 
me refiero a un partido político, sino a los 
gobernantes en general- evitar que la descen- 
tralización se estanque, se burocratice, pues a 
través de la interacción y la participación de la 
gente podrá hacerla cada vez más viva y 
dinámica. De acuerdo con nuestra experiencia, 
esto se logra con participación y cristalinidad, 
lo que indudablemente implica democracia. 


SEÑOR ARREGUI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ARREGUI.— Señor Presidente: no 
puedo resistir la oportunidad de hacer algunas 
referencias sobre este tema, pues uno, que está 
radicado en el interior del país, muchas veces 
vive la falta de descentralización. 

Entiendo la descentralización como un tríipo- 
de conformado por tres elementos básicos: la 
integración de los órganos de gobierno locales, 
las facultades de resolución de las Juntas 
Locales para resolver los temas de sus 
comunidades y la necesidad de tener los 
recursos correspondientes para que dichos 
órganos -en función de los otros dos elementos- 
puedan gobernar en sus respectivas zonas. 

Escuchaba con mucha atención, y comparto 
plenamente lo manitestado por la señora 
Diputada Argimón con respecto al espíritu de la 
descentralización. 

Me gustaría que ese espíritu de descentra- 
lización llegara a todos los departamentos del 
país, por ejemplo a Soriano, donde durante todo 
el período pasado no pudieron integrarse las 
Juntas Locales; ahora hay incertidumbre respec- 
to a si ocurrirá lo mismo. 

Hago referencia a mi departamento de 
Soriano como puedo hacerla a Canelones o a 
tantos otros que no tienen integrado lo básico, 
es decir, los gobiernos locales para gestionar los 
problemas de las comunidades. Ni siquiera hago 
referencia a la necesidad de que los gobiernos 
locales cuenten con las facultades y los recursos 
correspondientes para resolver, y no sean meros 
elementos decorativos, como sucede en algunos 
departamentos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Michelini) 


— Esta es una buena oportunidad para mencio- 
nar que en la Cámara de Representantes se ha 
presentado un proyecto de ley que establece 
una garantía, ya que si en algún departamento 
no se llegaran a integrar las Juntas Locales en 
un plazo determinado, las Juntas Electorales 
Departamentales, en forma automática, podrán 
convocar a elecciones. 
Es cuanto quería decir. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: com- 
partimos la preocupación y la iniciativa, pero no 
la protundidad de la solución que se le da en 
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el proyecto. Creemos que la descentralización 
va mucho más allá de establecer la reglamen- 
tación del funcionamiento de una Comisión 
Sectorial que, por cierto, está definida. Eso hay 
que decirlo. En definitiva, se atiende -y creo que 
ha quedado explícitamente establecido- a la 
obligación constitucional que este Cuerpo ten- 
dría que cumplir en el marco del Presupuesto 
Nacional, pero fundamentalmente se contempla 
una realidad, que es el hecho de que existen 
trece Intendencias Departamentales en manos 
del Partido Nacional y éste, lógicamente, quiere 
encontrar los procedimientos constitucionales y 
presupuestales para que los Municipios a su 
cargo tengan los mejores recursos presupuestales 
para el desempeño de su función. Creo que este 
aspecto quedó explícitamente de manifiesto. 

Durante el pasado período legislativo, existió 
en esta Cámara una Comisión Especial de 
descentralización que esperemos se pueda 
reeditar en esta Legislatura. Allí estuvieron 
radicados tres proyectos sobre los que se estuvo 
trabajando en forma intensa. Uno es aquel al 
que hacía referencia el señor Diputado Arregui, 
otro, el que en su oportunidad presentó el Nuevo 
Espacio, y el tercero había sido presentado por 
el ex Diputado Cardoso, que recogía la iniciativa 
del Congreso Nacional de intendentes. Por lo 
menos la iniciativa elaborada por el Nuevo 
Espacio se volvió a presentar en la presente 
Legislatura. Por lo tanto, esperemos que 
podamos volver a trabajar realmente en la 
descentralización. 

El caso de UTE, que se analizó hace un rato, 
sin duda es típico y clásico en cuanto a lo que 
significan y deben ser los gobiernos locales; ya 
no se trata de un Ente Autónomo a nivel 
nacional, sino de los gobiernos locales. En todo 
el mundo este tipo de cuestiones las resuelven 
los gobiernos locales, es decir, los Municipios. 
Pero notoriamente no existe el propósito y la 
voluntad política de dar a los gobiernos locales 
o Municipios las atribuciones que realmente 
deben tener. 

Las atribuciones hacen que, precisamente en 
la relación con la gente -situación a la que se 
hacía referencia y dijimos que compartíamos lo 
dicho, pero en la realidad eso no sucede-, los 
Municipios sean los que realmente apliquen 
soluciones que aquélla está necesitando. 

Hoy nos encontramos con que la descentra- 
lización llega -o por lo menos pretende llegar- 
hasta los Gobiernos Departamentales. Tanto es 
así, que inclusive en este proyecto se comete 
lo que a mi juicio es un error, pues se habla 


de Intendencias Municipales cuando deberían 
denominarse Intendencias Departamentales. De 
todos modos, en el texto constitucional se 
menciona a las Intendencias Departamentales, 
pero el concepto básico del artículo 262 de la 
Constitución es separar en forma clara lo que 
es la materia departamental! de la municipal. Me 
parece que este Cuerpo debe encontrar los 
procedimientos para ir profundizando sobre lo 
que es cada una de ellas, porque descentralizar 
implica hacerlo en toda su dimensión. 

Más allá de compartir los términos que aquí 
se han vertido con respecto a la importancia de 
la descentralización, creemos que en este caso 
se está definiendo exclusivamente un problema 
inmediato. Lo único que se hace con este 
articulado es dejar el marco para poder 
conseguir una resolución y tratar de resolver el 
problema de cómo se aplicarán los recursos que 
necesariamente se tienen que establecer de 
acuerdo con las disposiciones constitucionales, 
y sobre los que tendrá que expedirse este 
Parlamento en ocasión de considerarse el 
Presupuesto Nacional para que sean destinados 
luego a las Intendencias de todo el país, de las 
cuales trece -reitero- corresponden al Partido 
Nacional. 

Espero que este propósito de descentraliza- 
ción se profundice y que se dé a la Oficina de 


Planeamiento y Presupuesto el papel que 
realmente tiene, que es el de asesorar, 
establecido a texto expreso en la norma 


constitucional. No puede ser la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto la dueña de las 
decisiones relativas a la descentralización. 

A mi juicio, se comete un error en el literal 
b) del artículo 50, pues allí se debería consignar 
que se propondrá al Poder Ejecutivo y no a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto los 
planes de descentralización. El papel de esta 
Oficina es asesorar en la materia. Podrá 
proponer planes, pero quien debe recibir las 
propuestas de descentralización es el Poder 
Ejecutivo, y éste luego podrá requerir su 
asesoramiento. 

Creo que el tema es muchísimo más 
profundo. Acá no se da un paso importante sino 
uno muy pequeño que permita llegar a la 
discusión presupuestal sobre el tema. Además, 
deberíamos comprometernos a trabajar seria- 
mente en la descentralización porque, en 
definitiva, creo que le va la vida al país si no 
encaramos este tema en la forma correcta y si 
no nos proponemos descentralizar realmente a 
través de disposiciones legales, no solamente lo 
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que tiene que ver con el Gobierno Nacional en 
relación con los Gobiernos Departamentales, 
sino también en lo que refiere a estos últimos 
con respecto a los Gobiernos Municipales. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: no pensaba intervenir en este capítulo, 
pero voy a hacer dos comentarios. 

Todos compartimos la necesidad de la 
descentralización, aunque quizás difiramos en el 
alcance o en la calidad que ella pueda tener en 
algunos casos. Quiero destacar dos literales del 
artículo 230 de la Constitución, el a) y el b). La 
Comisión Sectorial está contenida en el lite- 
ral b). En el literal a) del mencionado artícu- 
lo se estipula: "La Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto asistirá al Poder Ejecutivo en la 
formulación de los planes y programas de 
desarrollo, así como en la planificación de las 
políticas de descentralización que serán ejecu- 
tadas: A) Por el Poder Ejecutivo, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, res- 
pecto de sus correspondientes cometidos". Y 
aquí no estamos en cero; se ha avanzado 
mucho. Al tratar el tema del alumbrado público, 
por ejemplo, mencionábamos el caso de UTE. 
Realmente debo decir -y estoy seguro de que 
lo mismo le sucedió al señor Diputado Leglise, 
quien no me va a dejar mentir- que por la 
experiencia que nos tocó vivir al frente del 
Directorio de ese Ente sabemos que se ha 
avanzado mucho en la descentralización de los 
servicios y en sus cometidos en toda la 
República Lo mismo podemos decir de ANTEL, 
de OSE y así podemos seguir con una cantidad 
de Entes Autónomos o Servicios Descentraliza- 
dos. En ese sentido, y con referencia al Poder 
Ejecutivo, cabe mencionar las acciones y 
políticas llevadas adelante por el INJU, lo que 
tiene que ver con la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, y ni qué hablar de la reforma 
educativa que hoy señalaba con acierto la 
señora Diputada Montaner, quien aludió a los 
Centros de Formación Docente y a los institutos 
de lenguas. En fin, creo que se ha avanzado 
en una cantidad de acciones y Objetivos 
concretos en cuanto a este literal. 

Sólo resta el desarrollo de esta segunda 
parte referida a los Gobiernos Departamentales, 
lo que se concretará con la formación de esta 


Comisión Sectorial, cuyos objetivos y cuyo 
espíritu expresado en Sala -fundamentalmente 
por la señora Diputada Argimón- comparto. Creo 
que esto significa un voto de esperanza en 
cuanto a que toda esta instrumentación se 
realice con éxito y logremos los resultados que 
todos deseamos para una mejor gestión, una 
mejor asignación de los recursos y una mejor 
calidad de vida para los habitantes de la 
República. 

En ese sentido, simplemente tenemos una 
aspiración y la manifestación de una esperanza. 
¡Ojalá que el modelo que tomen no sea el de 
Montevideo! Ojalá que tomen uno que sea 
exitoso y que de alguna manera logre lo que 
espera la población y lo que, en definitiva, se 
está buscando a través de este nuevo paso que 
el proyecto de ley en consideración trata de 
instaurar. 

Tratemos de lograr esos objetivos de manera 
que realmente se esté cerca de la gente, que 
haya transparencia, una democratización y un 
mejor acceso a los servicios y a las acciones 
que el Estado realiza en toda su extensión. 

Muchas gracias. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.— Señor 
Presidente: tenemos mucha expectativa con 
respecto a esa Comisión Sectorial de descen- 
tralización, en especial quienes somos del 
interior de la República. Esperamos que de una 
vez por todas el concepto de descentralización 
aplicado sea el de mirar hacia el interior del país 
a fín de que ella realmente se haga desde 
Montevideo hacia el interior. 

Durante ciento setenta años gran parte de la 
inversión se ha realizado en esta ciudad y es 
necesario que empiece a hacerse una mayor 
inversión pública en el resto del país. 


(¡Muy bien!) 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 48. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en setenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— ¿Me permite, 
señor Presidente? 
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Solicitamos que se rectifique la votación 
porque, una vez descartada la posibilidad del 
sustitutivo, queremos lograr que este artículo 
sea votado por unanimidad, por lo menos en lo 
que respecta a nuestro sector. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 


— Setenta y cuatro en setenta y cinco: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 49. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y siete por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


SEÑOR GALLINAL.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 

Sugiero que los artículos 50, 51 y 52 se voten 
en conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Ello no 
es posible porque acerca del artículo 51 hay una 
te de erratas que queremos que la Mesa aclare 
y el artículo 52 tiene un sustitutivo. Lamentable- 
mente, a fin de avanzar más rápido en la 
consideración de este proyecto podríamos 
cometer errores y a esta altura del debate no 
es conveniente. 

En discusión el artículo 50. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y nueve por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


Léase el artículo 51 con la corrección en su 
texto comunicada por el Senado. 


(Se lee:) 


"Artículo 51.— A tales fines la Comisión 
tendrá las siguientes atribuciones: 


a) Solicitar del Poder Ejecutivo y de las 
Intendencias Municipales la información 
pertinente en materia de recursos como 
de ejecución de inversiones y gastos en 
los diferentes departamentos. 


b) Solicitar a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto el apoyo humano y lo- 
gístico para el cumplimiento de sus 
funciones. 


c) Formar subcomisiones de trabajo, temá- 
ticas o geográficas a los efectos de 
preparar los planes de descentraliza- 
ción y desarrollo regional o local". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y nueve en ochenta y uno: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 52. 
SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: en este artículo hemos presentado un 
sustitutivo que establece fundamentalmente que, 
en caso de que exista una posición minoritaria, 
los miembros discrepantes podrán elaborar su 
propio informe en minoría, que será remitido al 
Poder Ejecutivo conjuntamente con el que 
exprese la opinión mayoritaria. El artículo que 
está en consideración establece que se resuelve 
por mayoría y que sólo se elevan los dos 
informes si hay empate. 

Todos nos hemos referido a la conveniencia 
de que los Intendentes operaran como delega- 
dos del Congreso. Esa sería la discrepancia más 
probable, porque o hay unanimidad o dos 
posiciones: la del Poder Ejecutivo y la del 
Congreso de Intendentes. A nadie escapa que 
esto no es obligatorio, pero se trata de algo que 
puede depender de diversos avatares y, ade- 
más, suficiente significación tiene cualquier 
intendente, en particular cualquiera de los que 
estén representando al Congreso en esa 
Comisión, como para que en caso de que haya 
diferencia se viabilice la posibilidad de que se 
eleven todos los informes para su consideración, 

Como estamos en esto con cartas vistas, 
luego de la votación de este artículo vamos a 
solicitar su rectificación a fin de que también 
esta disposición sea votada por la amplia 
mayoría de la Cámara. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— El artícu- 
lo sustitutivo figura en la Hoja N? 16. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 52 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 


— Cuarenta y ocho en ochenta y cuatro: 
Afirmativa. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— ¡Qué se 
rectifique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión el Capítulo X, "Fondo de 
Ahorros Previsionales", que comprende los 
artículos 53 a 58. 


(Texto del capítulo:) 


"CAPITULO X 
FONDO DE AHORROS PREVISIONALES 


Artículo 53.- Sustitúyese el artículo 97 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
por el siguiente: 


'ARTICULO 97. (Capital y Patrimonio mí- 
nimo).— El capital mínimo necesario para 
la constitución de una Administradora será 
de 60.000 UR. (sesenta mil unidades 
reajustables) de las previstas en el artículo 
38 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre 
de 1968, el que deberá encontrarse 
suscrito e integrado en efectivo en el 
momento de su autorización. 


Todo capital inicial superior al mínimo 
deberá ¡integrarse en las condiciones 
indicadas en la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989, no pudiendo exceder 
el plazo máximo de dos años contado 
desde la techa de la resolución que 
autorice la existencia de la sociedad. 


Cuando la Administradora haya iniciado 
la formación del Fondo de Ahorro 
Previsional, el patrimonio mínimo, excluida 
la reserva especial, no podrá ser inferior 
al importe mencionado en el inciso primero 
de este artículo oc al 2% (dos por ciento) 


del valor del Fondo si éste fuere mayor, 
hasta alcanzar la suma de 150.000 UR, 
(ciento cincuenta mil unidades 
reajustables), para quedar fijado en esta 
cantidad. En este caso, el faltante deberá 
integrarse dentro de los treinta días 
siguientes al fin de cada mes. 


Si el patrimonio mínimo se redujere 
por cualquier otra causa por debajo del 
mínimo exigido, deberá ser reintegrado 
totalmente dentro del plazo de tres meses 
contado desde el momento en que se 
verificó tal reducción, sin necesidad de 
intimación o notificación previa por parte 
de la autoridad de control. En caso 
contrario, el Poder Ejecutivo, con la 
opinión previa del Banco Central del 
Uruguay, procederá a revocar la autoriza- 
ción para funcionar y dispondrá la liquida- 
ción de la Administradora”. 


Artículo 54.— Sustitúyese el artículo 121 


de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, por el siguiente: 


'ARTICULO 121. (Reserva Especial).— 
Las Administradoras deberán integrar y 
mantener en todo momento una reserva 
entre un mínimo equivalente a un 0.5% 
(cero con cinco por ciento) del Fondo de 
Ahorro Previsional respectivo y un máximo 
equivalente a un 2% (dos por ciento) del 
mismo, que se denominará Reserva Espe- 
cial. El Banco Central del Uruguay regu- 
lará el porcentaje referido, para cada 
período que determine, en función de 
criterios técnicos fundamentados de cober- 
tura de riesgo, sin perjuicio de las normas 
y medidas de carácter particular que 
pueda adoptar, atendiendo a esos mismos 
criterios. 


La referida reserva en ningún caso 
podrá ser inferior al 20% (veinte por 
ciento) del capital mínimo fijado en el 
artículo 97 de la presente ley, deberá ser 
invertida en cuotas del Fondo de Ahorro 
Previsional y tendrá por objeto responder 
a los requisitos de tasa de rentabilidad 
real mínima a que refiere al artículo 
siguiente. 


Los bienes y derechos que la componen 
serán inembargables. Todo déficit de la 
Reserva Especial, no originado en el 
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proceso de aplicación establecido en el 
artículo siguiente, se regirá por las normas 
y plazos de integración, penalidades y 
reclamos que a tal efecto fijen las normas 
reglamentarias'. 


Artículo 55.— Sustitúyese el inciso final 
del artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 
de setiembre de 1995, por el siguiente: 


'La suma de las inversiones mencionadas 
en los literales D), E) y F) no podrá 
exceder del 40% (cuarenta por ciento) del 
valor del Fondo de Ahorro Previsional', 


Artículo 56.— Sustitúyese el literal E) del 
artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, por el siguiente: 


'E) Valores representativos de inversiones 
inmobiliarias, industriales, forestales u 
otros sectores productivos que reúnan 
condiciones suficientes de retorno y segu- 
ridad, y que se encuentren debidamente 
garantizadas según determine la regla- 
mentación del Banco Central del Uruguay 
y que estén radicados en el país, hasta el 
20% (veinte por ciento)". 


Artículo 57.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 123 de la Ley N?* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, por el siguiente: 


'B) Valores emitidos por el Banco Hipote- 
cario del Uruguay e instrumentos de 
regulación monetaria emitidos por el Ban- 
co Central del Uruguay, hasta el 30% 
(treinta por ciento)'. 


Artículo 58,— Sustitúyese el artículo 119 
de la Ley N?* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, por el siguiente: 


'ARTICULO 119. (Integración del Fondo de 
Fluctuación de Rentabilídad).— Ei Fondo 
de Fluctuación de Rentabilidad se integra- 
rá en forma mensual y siempre que la 
rentabilidad del Fondo de Ahorro 
Previsional fuese positiva. El mismo se 
integrará con el producido de todo exceso 
de la tasa de rentabilidad promedio del 
régimen, incrementada en el máximo entre 
dos puntos porcentuales y el 50% (cin- 
cuenta por ciento) de la rentabilidad 
promedio del régimen. El Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad estará expre- 
sado en cuotas". 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
vamos a solicitar el desglose de los artículos 53 
y 54 ya que no los vamos a acompañar con 
nuestro voto. 

Entendemos que tanto el artículo 53 como el 
54 debilitan el respaldo que se exige a las 
AFAP, optándose por defender la rentabilidad 
del ahorro, lo cual mengua la seguridad del 
sistema y de las propias AFAP, 

La modificación que introduce el artículo 53 
consiste en fijar un tope al patrimonio mínimo 
que se exige a las AFAP, que antes estaba 
determinado en un 2% del Fondo de Ahorro 
Previsional; ahora se establece como tope ese 
porcentaje con un máximo de 150.000 unidades 
reajustables y, a partir de allí, no es necesario 
seguir incrementándolo en función del aumento 
del Fondo de Ahorro Previsional. 

El artículo 54 disminuye la reserva especial 
-que también estaba fijada en un 2% del Fondo 
de Ahorro Previsional-, disponiéndose que, de 
acuerdo con lo que determine el Banco Central, 
podrá fluctuar entre un 0.5% y un 2%. 

Como decíamos, nos parece que estas 
disposiciones tienden a menguar la seguridad 
del sistema, que ya de por sí mos genera 
muchas incertidumbres en cuanto a las garan- 
tías que las AFAP brindan a los ahorristas; en 
definitiva, todos tenemos dudas acerca de cuál 
será realmente la pensión o jubilación que nos 
corresponderá al momento del retiro. 


(Murmullos) 


— Vamos a acompañar el resto del articulado, 
en la medida en que entendemos que se 
introducen algunas modificaciones positivas que 
brindan mayores posibilidades de inversión a 
estos tondos. Se establece un incremento de un 
30% o 40% en la posibilidad de invertir en el 
sector privado... 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Discúl- 
peme señora Diputada, pero quiero llamar la 
atención de la Sala y pedir silencio a los 
integrantes del Cuerpo porque es casi imposible 
escucharla. 

Puede continuar la señora Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
sé que el tema es árido y estamos todos 
cansados, por lo que también entendemos los 
murmullos en la Sala, pero agradecemos 
sinceramente la actitud del señor Presidente 
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porque a esta hora es difícil la ¡lación de las 
ideas. 

Decíamos que se incrementan en un 30% o 
40% las posibilidades de invertir en el sector 
privado, lo que parece conveniente porque hoy 
son pocas las opciones de inversión de que 
disponen estos fondos; como hay gran cantidad 
de recursos acumulados, es bueno que se 
puedan volcar al sector productivo. 

Al mismo tiempo, creemos que el artículo 56 
mejora la situación, porque la norma que estaba 
vigente exigía que las inversiones estuvieran 
garantizadas por alguna institución bancaria, y 
como esto en la práctica no era viable, ahora 
se otorga una mayor flexibilidad, en la medida 
en que se establece que estén debidamente 
garantizadas de acuerdo con la reglamentación 
que establecerá el Banco Central. 

También parece conveniente la posibilidad de 
que se pueda invertir en instrumentos moneta- 
rios emitidos por el Banco Central del Uruguay. 

Por último, el artículo 58 busca modificar la 
forma de integración del fondo de fluctuación de 
rentabilidad que establecía el artículo 119 de la 
Ley de Reforma de la Seguridad Social, ya que 
se limita el aporte que cada ahorrista debe 
realizar. Se establece que en situaciones en las 
cuales la rentabilidad promedio es mayor a un 
4%, el aporte personal a este fondo puede ser 
menor, con la consecuencia de que van a 
quedar depositados más recursos en la cuenta 
de ahorro personal, lo que también nos parece 
positivo. 


SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 

La Mesa llama la atención al Cuerpo en el 
sentido de que el murmullo es creciente, por lo 
que solicita la mayor disposición de los señores 
Diputados para poder escuchar a la oradora. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
vamos a aprobar todos los artículos que 
componen el Capítulo X, "Fondo de Ahorros 
Previsionales", ya que consideramos un logro 
muy importante la reforma del régimen de 
previsión social. Tal vez, el defecto en que se 
incurrió en aquel momento fue, precisamente, el 
de dar demasiadas garantías, las que conside- 
ramos que finalmente fueron en detrimento de 
los ahorristas. 

Hasta el momento la cobertura del patrimonio 
mínimo no tenía un límite determinado -como 
ahora lo establece la modificación que introduce 
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el artículo 53-, por lo que ese aumento sin límite 
debía ser cubierto con los recursos del Fondo 
de Ahorro Previsional, con la consecuencia de 
que las prestaciones iban a ser menores si no 
se realizaban estas modificaciones. 

Creemos que existen las garantías suficientes 
y que de esta forma, al ser mayores las 
prestaciones, apoyamos al ahorrista, sin impo- 
ner ningún tipo de impuesto para cubrir estas 
garantías. Por otra parte, el Banco Central en 
forma permanente realiza el cotejo de las 
rentabilidades de las AFAP. 

La reserva especial que se establece puede 
ir del 0.5% al 2% del Fondo de Ahorro 
Previsional, y ha sido considerada por el Banco 
Central como una garantía para los ahorristas. 

Con relación a la satisfacción que sentimos 
por la forma en que viene funcionando este 
régimen previsional mixto -introducido con la 
reforma de la seguridad social-, quiero referirme 
a un artículo en el que se señala que la 
rentabilidad de las AFAP supera las previsiones 
y que los fondos de pensión lograron 
rentabilidades anuales en dólares cercanas al 
9%, muy por encima de los pronósticos de entre 
5% y 7% que se hicieron cuando se inició el 
sistema. 

No queremos cansar a los compañeros del 
Cuerpo, pero en este artículo no sólo se relatan 
los logros obtenidos hasta el momento en cuanto 
a la rentabilidad de las AFAP, sino también las 
previsiones que se hacen, las cuales superan 
ampliamente los pronósticos establecidos. 

Con respecto a los otros artículos, acompaño 
todo lo expresado por la señora Diputada 
Charlone. 

Esta es la posición de nuestra bancada con 
respecto al Capítulo X, "Fondo de Ahorros 
Previsionales". 


SEÑOR POSADA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: en 
realidad, los artículos que están a consideración 
del Cuerpo, salvo una pequeña modificación, 
formaron parte de un proyecto de ley que obtuvo 
media sanción en la Cámara de Diputados en 
la Legislatura pasada. 

Por cierto, estas modificaciones -las incluidas 
en los artículos 53 y 54, fundamentalmente- 
tienden a reducir los costos operativos del 
sistema, los cuales, indudablemente, a quien 
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terminan perjudicando es a los que contribuyen 
a él. 

Tal como se había pensado en un principio, 
el artículo 97 establecía que el capital y el 
patrimonio mínimo de las AFAP iba a crecer sin 
ningún tipo de limitaciones. Es claro que, al no 
establecerse límites, lo que se hace es generar 
un mayor costo para todo el sistema. En 
consecuencia, se ha creído oportuno -y vamos 
a apoyarlo- limitar ese capital mínimo y el 
patrimonio a 150.000 unidades reajustables, 
manteniendo su relación con el Fondo de Ahorro 
Previsional. De esta forma, se va a limitar el 
costo del sistema, favoreciéndose el Fondo de 
Ahorro Previsional. Esto está en consonancia 
con lo propuesto en relación con el artículo 121, 
que fija la reserva especial. El tratamiento que 
se establece aquí apunta en el mismo sentido. 

Con respecto a los artículos 55 al 58, me 
ahorro los comentarios porque comparto lo 
señalado por la señora Diputada Charlone. 


SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: es 
cierto que estas normas tienden a beneficiar a 
los ahorristas de los Fondos de Ahorros 
Previsionales; obtuvieron media sanción de la 
Cámara de Representantes en la Legislatura 
pasada y, para que fueran incluidas en este 
proyecto, se les introdujo una modificación que 
no fue menor, porque tuvo por objeto garantizar 
la posibilidad de que en el sistema de las AFAP 
exista competencia. 

En oportunidad de sancionarse la Ley de 
Reforma de la Seguridad Social que creó este 
régimen, el concepto que se introdujo fue que 
la administración del Fondo de Ahorro Previsional 
no fuera realizada por una sola entidad; tenía 
que haber más de una. Por cierto, al día de hoy 
hay muchas más, aunque se estima que la 
cantidad se va a reducir a dos o tres. Pero 
insisto en que, al menos, deben existir dos. 

La primera redacción de este artículo -que 
fuera aprobada por esta Cámara y propuesta al 
Partido Nacional por el Poder Ejecutivo para ser 
incluida en este proyecto de ley- presentaba el 
problema de que casi de inmediato podía 
generar un monopolio, porque la exigencia de 
la reserva especial era prácticamente imposible 
de cubrir para algunas Administradoras de 
Fondos Previsionales. Es por esa razón que se 
disminuye la exigencia a la AFAP que hoy tiene 


mayor cantidad de afiliados -que es República 
AFAP-, sin que ello signifique ningún tipo de 
riesgo para los ahorristas, y se aumenta la 
exigencia a las demás, sin que eso represente 
un impedimento para funcionar normalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
53. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y uno: Afirma- 
tiva. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 54. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y cuatro: 
Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a 
votar los artículos 55, 56, 57 y 58. 


(Se vota) 


— Ochenta y tres en ochenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


En discusión el Capítulo Xi, "Sociedades 
comerciales", que comprende los artículos 59 a 
61. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO XI 
SOCIEDADES COMERCIALES 


Artículo 59.—— Sustitúyense los artículos 284, 
331, 362 y 419 de la Ley N* 16.060, de 4 
de setiembre de 1989, los que quedarán 
redactados en la siguiente forma: 


'ARTICULO 284. (Aumento del capital 
contractual).— Todo aumento de capital 
contractual será resuelto por asamblea 
extraordinaria de accionistas sin necesidad 
de conformidad administrativa, salvo que 
el contrato social disponga que deba 
seguirse el procedimiento establecido en 
el artículo 252. 


En lo pertinente regirá lo dispuesto por 
el artículo 362. 


La asamblea sólo podrá delegar en el 
directorio o el administrador en su caso, 


la época de la emisión, la forma y 
condiciones de pago. La resolución de la 
asamblea se inscribirá en el Registro 
Público de Comercio y se publicará. 


'ARTICULO 331. (Convenios de sindica- 
ción de accionistas).— Serán legítimos los 
convenios de accionistas sobre compra y 
venta de sus acciones, ejercicio de los 
derechos de preferencia y de voto o 
cualquier otro objeto lícito. 


Los accionistas contratantes podrán ejer- 
cer todos sus derechos y acciones legales 
para el cumplimiento debido de las 
obligaciones asumidas y frente a quienes 
resulten comprometidos para la debida 
ejecución del convenio. 


Estos convenios no tendrán efecto fren- 
te a terceros excepto cuando: 


a) Se entregue a la sociedad un ejem- 
plar con las firmas certificadas 
notarialmente. 


b) Se incorpore un ejemplar al legajo de 
la sociedad. 


c) Se anote en los títulos accionarios o 
se haga constar en el libro de 
Registro de Acciones Escriturales. 


Cumplidos estos requisitos, las accio- 
nes respectivas no podrán ser negociadas 
en Bolsa. 


Tratándose de sociedades abiertas, el 
órgano de administración informará a cada 
asamblea ordinaria sobre la política de 
capitalización de ganancias y distribución 
de dividendos que resulte de los convenios 
depositados en la sociedad. En ningún 
caso los convenios de sindicación de 
acciones podrán ser invocados para eximir 
a los accionistas de sus responsabilidades 
en el ejercicio del derecho de voto. Los 
convenios de sindicación de acciones 
tendrán una vigencia máxima de quince 
años, sin perjuicio de que las partes 
acuerden la prórroga tácita o automática 
de su plazo'. 


'ARTICULO 362. (Supuestos Especiales).— 


362.1 Cuando se trate de la fusión, 
escisión, transtormación, prórroga o diso- 
lución anticipada de la sociedad, transfe- 
rencia del domicilio al extranjero, cambio 
fundamental en el objeto y aumento del 
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capital social o reintegración total o parcial 
del capital integrado, tanto en primera 
como en segunda convocatoria, las reso- 
luciones se adoptarán por el voto favorable 
de la mayoría absoluta de acciones con 
derecho a voto, salvo que se establezca 
en el contrato social una mayoría mayor. 


Sin más trámite, un extracto de la reso- 
lución correspondiente será publicado en 
el Diario Oficial y en otro diario por una 
sola vez. 


En los supuestos previstos en este 
artículo, con excepción de los casos de 
disolución anticipada y del aumento de 
capital mediante la emisión de acciones 
liberadas, se podrá receder en las condi- 
ciones que se establecen en el artículo 
363. 


362.2 Podrá estipularse en el contrato 
social que no existirá derecho a receso en 
los casos de aumento de capital social por 
nuevos aportes, con excepción de los 
casos previstos en el artículo 330. 


La modificación que apareja la incorpo- 
ración de esta estipulación en el contrato 
social dará derecho de receso. 


362.3 En las sociedades anónimas 
abiertas que emitan acciones que se 
coticen en mercados formales, los supues- 
tos de aumento del capital social o 
reintegro -totales o parciales- de capital 
integrado, fusión o escisión -en tanto las 
sociedades resultantes mantuvieran el 
carácter de sociedades anónimas abiertas- 
no generarán derecho de receso'. 


'ARTICULO 419. (Obligación de reser- 
va).— El Organo estatal de control guar- 
dará reserva sobre todos los actos que 
intervengan y cuya publicación no sea 
determinada por la ley. No obstante 
suministrará informaciones sobre el domi- 
cilio y sede de las sociedades, disposicio- 
nes estatutarias vigentes, constitución de 
sus directorios y los estados contables, a 
los titulares de un interés directo, personal 
y legítimo. 


También podrá suministrar la referida 
información a otros órganos u organismos 
nacionales con responsabilidades y com- 
petencias de supervisión y contralor sobre 
la actividad de la sociedad en cuestión, 
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cuando dicha intormación sea solicitada 
como parte de un procedimiento adminis- 
trativo desarrollado en ejecución de las 
referidas competencias. 


En todos los casos los requerimientos 
se efectuarán por escrito y en forma 
fundada. De la resolución favorable se 
remitirá copia a la sociedad involucrada. 


La obligación de guardar reserva se 
extenderá a los funcionarios del órgano 
estatal de control, bajo pena de destitución 
y sin perjuicio de las responsabilidades 
que correspondan. 


El Juez competente, atendiendo a las 
circunstancias del caso, podrá liberar de 
la obligación a que refieren los incisos 
anteriores'. 


Artículo 60.— Modifícase el artículo 97 de 
la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, 
el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


'ARTICULO 97.— La documentación refe- 
rida en los artículos anteriores será 
sometida a la aprobación de los socios o 
accionistas en un plazo que no excederá 
los 180 días a contar de la finalización del 
ejercicio. Tratándose de sociedades abier- 
tas, el plazo que será fijado por la 
reglamentación no podrá exceder de los 
120 días contados de la finalización del 
ejercicio. De no haber impugnaciones den- 
tro de los 30 días siguientes a su comuni- 
cación dicha documentación se tendrá por 
aprobada, salvo que se trate de socieda- 
des en las que funcionen asambleas, las 
que se regirán por sus normas específicas. 


El derecho a la aprobación a impugna- 
ción de los estados contables y la 
adopción de resoluciones de cualquier 
orden a su respecto, será irrenunciable y 
cualquier convención en contrario será 
nula. 


Si se tratara de sociedades sujetas a 
control estatal se remitirá otra copia al 
organismo estatal correspondiente. Estas 
sociedades publicarán sus estados conta- 
bles y proyecto de distribución de utilida- 
des aprobados, con la visación respectiva. 


Artículo 61.— Agrégase a la Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989, el siguiente 
artículo: 


'ARTICULO 97 (bis).— Las sociedades, 
cualquiera sea su forma, cuyos activos 
totales al cierre de cada ejercicio anual 
superen las 30.000 unidades reajustables, 
o que registren ingresos operativos netos 
durante el mismo período que superen las 
100.000 unidades reajustables, deberán 
registrar ante el órgano estatal de control 
sus estados contables dentro de los 180 
días siguientes a la finalización de su 
ejercicio económico. La definición de las 
pautas que guiarán los cometidos del 
Registro y la instrumentación de las 
mismas corresponderá a una Comisión 
Asesora integrada por delegados de las 
instituciones privadas y públicas que 
determinará la reglamentación, la cual 
será presidida por un delegado del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


La sociedad no podrá distribuir utilida- 
des resultantes de la gestión social sin que 
previamente haya registrado los estados 
contables correspondientes al último ejer- 
cicio cerrado. El órgano estatal de control, 
en caso de infracción a las prohibiciones 
precedentes, aplicará las sanciones que 
disponga la reglamentación, en el marco 
de lo establecido por el artículo 412 de la 
presente ley. 


Los estados contables permanecerán 
en la entidad registrante por un lapso de 
tres años a disposición de cualquier 
interesado", 


— La Mesa sugiere que, teniendo en cuenta que 
hay consenso con respecto a los Capítulos XI] 
y Xil, sean votados conjuntamente. 


SEÑOR POSADA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: solici- 
to que se vote capítulo por capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Así se 
procederá, señor Diputado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el Capítulo XI. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 
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En discusión el Capítulo Xll, "Seguridad 
ciudadana", que comprende los artículos 62 y 
63. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO XII 


SEGURIDAD CIUDADANA 


Artículo 62.— Sustitúyese el inciso prime- 
ro del artículo 12 de la Ley N* 16.814, de 21 
de marzo de 1997, por el siguiente: 


'Facúltase al Ministerio del Interior a 
contratar por el plazo de seis meses, 
prorrogable por iguales períodos, hasta 
doscientos retirados policiales para de- 
sempeñar funciones correspondientes al 
Subescalafón Ejecutivo, con destino a la 
creación de una Policía Ciudadana que 
dependerá de la Jefatura de Policía de 
Montevideo. Los contratos que no fueren 
realizados con retirados policiales se 
proveerán designando personas de hasta 
25 años de edad con al menos el primer 
ciclo de secundaria aprobado. En el caso 
de estos últimos, transcurridos dos años, 
si su desempeño así lo justifica, el 
Ministerio del Interior podrá designarlos 
Agente de Primera'. 


Artículo 63.— Sustitúyese el numeral 1? 
del artículo 2% de la Ley N* 16.814, de 21 
de marzo de 1997, por el siguiente: 


'4) Estar en situación de retiro al día 30 de 
abril de 1999". 


— Sí no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo XII, 
"Modificaciones a la legislación penal", que 
comprende los artículos 64 a 77. 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO Xiill 


MODIFICACIONES A LA LEGISLACION 


PENAL 


SECCION 1% 
RAPIÑA: TENTATIVA 


Artículo 64.— Incorpórase al artículo 344 


del Código Penal el siguiente inciso final: 


'La pena a aplicar en caso de tentativa se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 87, 
nunca será inferior a dos años de 
penitenciaria". 

SECCION 2% 
HURTO: AGRAVANTES ESPECIALES 


Artículo 65.— Sustitúyese el artículo 341 


del Código Penal por el siguiente: 


'ARTICULO 341.— La pena será de doce 
meses de prisión a ocho años de peniten- 
ciaría cuando concurran las siguientes 
agravantes: 


129Si el sujeto llevara consigo armas o 
narcóticos, aun cuando no hiciera 
uso de ellos; 


22Si la sustracción se efectuara sobre 
persona en estado de inferioridad 
psíquica o física; 


3%Si el hecho se cometiera con inter- 
vención de dos o más personas, 0 
por solo una, simulando la calidad de 
funcionario público o con la partici- 
pación de un dependiente del dam- 
nificado; 


4%Si el delito se cometiera sobre ob- 
jetos o dinero de los viajeros, 
cualquiera fuese el medio de trans- 
porte, durante la conducción, así 
como en los depósitos y estaciones, 
albergues y cualquier otro lugar 
donde se suministran alimentos o 
bebidas; 


52) Si el delito se cometiera sobre cosas 
existentes en establecimientos públi- 
cos o que se hallaren bajo secuestro 
o expuestas al público, por la 
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necesidad o costumbre o destinadas 
al servicio público, o de utilidad, 
defensa, reverencia o beneficencia 
públicas; 

62%) Cuando la víctima fuere un encarga- 
do de numerario o valores. 


La pena será de dos a ocho años de 
penitenciaría cuando concurran las si- 
guientes agravantes especiales: 


12%Si para cometer el delito el sujeto 
hubiera penetrado o se mantuviere 
en un edificio o en algún otro lugar 
destinado a habitación; 


29Si la sustracción se efectuara con 
destreza, o por sorpresa mediante 
despojo de las cosas que la víctima 
llevare consigo'. 


SECCION 3% 
LEGITIMA DEFENSA 


Artículo 66.— Modifícase el artículo 26 
del Código Penal, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


'ARTICULO 26.— Se hallan exentos de 
responsabilidad: 


1%El que obra en defensa de su per- 
sona o derechos, o de la persona o 
derechos de otro, siempre que con- 
curran las circunstancias siguientes: 


a) Agresión ilegítima. 


b) Necesidad racional del medio em- 
pleado para repelerla o impedir el 
daño. 


c) Falta de provocación suficiente 
por parte del que se defiende. 


Se entenderá que concurren estas 
tres circunstancias respecto de aquel 
que defiende la entrada de una casa 
habitada o de sus dependencias, o 
emplea violencia contra el individuo 
extraño a ella que es sorprendido 
dentro de la casa o de las dependen- 
cias. 


2%) El tercer requisito no es necesario 
tratándose de la defensa de los 
parientes consanguíneos en toda la 
línea recta y en la colateral hasta el 
segundo grado inclusive, del cónyu- 


ge, de los padres o hijos naturales 
reconocidos o adoptivos, siempre 
que el defensor no haya tomado 
parte en la provocación. 


3%El que obra en defensa de la per- 
sona o derechos de un extraño, 
siempre que concurran las circuns- 
tancias expresadas en el numeral 12 
y la que el defensor no sea impul- 
sado por venganza, resentimiento u 
otro motivo ilegítimo". 


SECCION 42 
VIOLACION: TENTATIVA 


Artículo 67.— Incorpórase al artículo 272 
del Código Penal el siguiente inciso final: 


'La pena a aplicar en caso de tentativa se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 87, 
nunca será inferior a dos años de 
penitenciaría'. 


SECCION 52 
ATENTADO VIOLENTO AL PUDOR 


Artículo 68.— Modifícase el artículo 273 
del Código Penal, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


'ARTICULO 273.— Comete atentado vio- 
lento al pudor, el que por los medios 
establecidos en el artículo anterior, o 
aprovechándose de las circunstancias en 
él enunciadas, realizara sobre persona del 
mismo o diferente sexo, actos obscenos, 
diversos de la conjunción carnal, u obtu- 
viera que ésta realizare dichos actos sobre 


sí mismo o sobre la persona del culpable 
o de un tercero. 


Este delito se castigará con la pena de 
ocho meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


Si el sujeto pasivo del delito fuese un 
menor de doce años, la pena a aplicarse 
será de dos a seis años de penitenciarla'. 


SECCION 6% 
CARACTER PUBLICO DEL AGENTE 


Artículo 69.— Sustitúyese el numeral 82%) 
del artículo 47 del Código Penal por el siguiente: 
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'8% (Carácter público del agente).— 
Prevalecerse del carácter público 
que tenga el culpable, en especial su 
calidad de funcionario policial". 


SECCION 7% 


AGRAVANTES 


Artículo 70.— Agrégase al artículo 47 del 
Código Penal el siguiente numeral: 


'18) (Actividad laborai de la víctima).— 
Cuando se prevalezca de la actividad 
laboral que esté desempeñando la 
víctima en el momento de cometerse 
el delito'. 


Artículo 71.— Agrégase al artículo 151 del 
Código Penal el siguiente numeral: 


'4) La participación en ella de algún fun- 
cionario policial en actividad u otro 
funcionario con funciones de policía 
administrativa". 


SECCION 88 


PUNIBILIDAD DE LA CONSPIRACION SEGUI- 
DA DE ACTOS PREPARATORIOS 


Artículo 72.— Agrégase al Capítulo |l del 
Título Xt! del Código Penal el siguiente 
artículo: 


'ARTICULO 346 bis. (Punibilidad de la 
conspiración seguida de actos preparato- 
rios).— Tratándose de los delitos de rapiña 
y de copamiento, la conspiración seguida 
de actos preparatorios se castigará con la 
tercera parte de la pena que corresponde- 
ría por el delito consumado. 


SECCION 9% 


DEBER DE INFORMAR 


Artículo 73. (Deber de informar).— En 
todo supuesto de privación de libertad 
dispuesto por la autoridad, la persona deberá 
ser informada por el aprehensor, con expre- 
sión clara de los cargos que se le formulan, 
dentro de las veinticuatro horas de producida 
la privación de la libertad. 


SECCION 10% 


DEL DELITO PUTATIVO Y LA PROVOCA- 
CION POR LA AUTORIDAD 


Artículo 74.— Modifícase el artículo 82 del 
Código Penal, el que quedará redactado de 
fa siguiente manera: 


'ARTICULO 8*, (Del delito putativo y la 
provocación por la autoridad).— No se 
castigará el hecho jurídicamente lícito, 
cometido bajo la convicción de ser delic- 
tivo, 


El hecho delictuoso provocado por la 
autoridad para obtener su represión, sólo 
se castigará en caso que el Juez compe- 
tente autorice, por escrito, la provocación 
por razones fundadas. Esta autorización 
sólo podrá otorgarse en los casos de 
delincuencia organizada que requieran en 
forma excepcional este procedimiento. 


Queda el Juez facultado en los casos 
de delito putativo o cuando no mediare la 
autorización para la provocación, para 
adoptar medidas de seguridad'. 


SECCION 118 
SUMINISTRO DE BEBIDAS ALCOHOLICAS 


Artículo 75.— Prohíbese el expendio o 
suministro de bebidas alcohólicas o su 
ofrecimiento a cualquier persona entre las O 
y 6 horas de la mañana, en aquellos locales 
que no cuentan con la habilitación otorgada 
por la autoridad competente para que en los 
mismos se puedan consumir bebidas alcohó- 
licas. Los infractores estarán sujetos al pago 
de una multa que fa reglamentación estable- 
cerá de 100 a 1.000 UR (de cien a mil 
unidades reajustables), considerando la gra- 
vedad de la infracción y los antecedentes del 
infractor. 


Por vía reglamentaria y por razones 
fundadas podrá extenderse o limitarse el 
horario impuesto a exceptuarse de la prohi- 
bición a aquellos locales que se estimare 
oportuno, así como imponerse otro tipo de 
medidas de carácter supletorio a la estable- 
cida y que sirvan a la finalidad perseguida por 
la presente ley. 
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SECCION 12% 
JUEGO DE LA MOSQUETA 


Artículo 76.— Agrégase al Código Penal 
el siguiente artículo: 


'ARTICULO 348 bis. (Juego de la Mosqueta).— 
El que en lugares públicos o expuestos al 
público, incitare, invitare a participar o 
participare en el llamado juego dela 
mosqueta o similares, mediante apuestas, ya 
sea como habilidoso, jugador simulado o 
simple incitador, será castigado con la pena 
de seis meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría. 


Entiéndese por juego de la mosqueta o 
similar a los efectos de esta ley, la actividad 
desplegada por una persona, llamada a los 
efectos de esta ley, el habilidoso, que por 
medio de movimientos rápidos y continuos y 
otros, consecuencia de su habilidad manual, 
desafía al resto de los jugadores o especta- 
dores a acertar en qué lugar se encuentra él 
o los objetos por él manipulados. 


SECCION 13% 
CAUSALES DE JUSTIFICACIÓN 


Artículo 77.— Se presumirá la existencia 
de la causal de justificación prevista en el 
artículo 28 del Código Penal 'cumplimiento de 
la ley', respecto de los actos cumplidos por 
personal militar asignado a tareas determina- 
das por el Poder Ejecutivo, de seguridad 
externa de establecimientos de detención, 
recintos militares y lugares sede de Organis- 
mos del Estado, y cuyo cometimiento se 
hubiera realizado formalmente. Esta presun- 
ción regirá siempre que dichos actos se 
hubieran ejecutado en ocasión del cumpli- 
miento de las tunciones y conforme a las 
disposiciones vigentes aplicables a dicho 
personal en materia de seguridad en insta- 
laciones militares”. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— En discusión el artículo 64. 
SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: en un 


célebre debate que se realizó en el año 1980 
entre el doctor Tarigo y el doctor Pons 
Etcheverry -que fue nuestro Presidente; se lo 
informo al señor Diputado Falco-, este último 
mencionó a uno de los mayores autores del 
llamado teatro del absurdo. Me estoy refiriendo, 
concretamente, a lonesco, cuando habló de 
rinocerontes. El mismo lonesco, en la Escena 
11 de "La Cantante Calva" -obra que en Uruguay 
fue muy dada y tuvo una representación dirigida 
y actuada en forma excelente por el reciente- 
mente fallecido Luis Cerminara-, uno de los 
personajes principales, Monsieur Smith, dice: 
"Tome un círculo, acarícielo, se volverá un 
círculo vicioso”. 

El Código Penal uruguayo ha sido toqueteado 
de tal manera, tan inescrupulosamente tocado, 
que está vicioso. Y cuando algo está vicioso 
tiene muy poca utilidad. El Código Penal 
uruguayo ha sido totalmente desnorteado en 
cuanto a ofrecer seguridad a los ciudadanos; 
hemos incluido tantas cosas y con tanta 
rigurosidad que muchas veces los ciudadanos 
casi están indefensos ante estas disposiciones 
draconianas. 

Además, se aumenta excesivamente la repre- 
sión y se envía a jóvenes a cárceles en las que 
se violan sistemáticamente los derechos huma- 
nos. Esto no es una expresión de un Diputado, 
sino la conclusión a que llegó la totalidad de la 
Comisión de Derechos Humanos de esta 
Cámara. 

Refiriéndose a la ejecución de la pena, el 
doctor Larrieux decía que la pena tiene como 
finalidad lograr que el sujeto en cuestión no 
vuelva a delinquir, lo que en el Uruguay no se 
cumple. Por su parte, el doctor Langón ha dicho 
que América Latina está enferma de prisión; 
nuestras cárceles se han convertido en univer- 
sidades del crimen y en catedrales del miedo. 
El doctor Langón también dice que hay una 
ecuación ineludible: institución total más hacina- 
miento significa un efecto multiplicador de la 
criminalidad. José Antonio Buteler, en un 
reciente congreso de criminología, dijo que hoy 
nadie discute que la pena de prisión es una 
escuela de delincuentes. Pero ¿dónde manda- 
mos a un individuo que comete una tentativa de 
rapiña, que, según establece el artículo 64, 
tendrá una pena que "nunca sea inferior a dos 
años de penitenciarfa". 

¿Qué es una tentativa de rapiña? Dos 
personas de dieciocho años, sin antecedente 
alguno, van caminando por la calle de noche, 
y con un revólver de juguete dicen a otro 
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individuo: "Danos los championes”, y a los 
treinta metros son apresados. Esa es una 
tentativa de rapiña, especialmente agravada por 
nocturnidad y pluralidad de agentes, y se 
condenará a sus autores con una pena de cuatro 
años y seis meses de penitenciaría. 

Cuando uno se da cuenta de que el delito 
de homicidio tiene una pena mínima de veinte 
meses, piensa que estamos todos locos. Sin 
duda, en el derecho uruguayo vale mucho más 
la propiedad que la vida. Cuando una sociedad 
llega a estos valores es porque ha perdido el 
rumbo. Esto es muy grave. No sólo esta 
sociedad está castigando con una severidad 
atroz a muchachos sin antecedentes, sino que 
los está enviando a lugares donde se violan los 
derechos humanos. 

Tengo el honor de ser amigo desde hace 
muchos años de la doctora Cristina Freigedo, 
quien ha dedicado su vida a ser Defensora de 
Oficio en materia penal. Esta valiente mujer ha 
dicho que frente al hecho de que realmente se 
esté vulnerando los derechos humanos en las 
cárceles, a pesar de haber sido protagonista de 
un incidente en el que fue retenida como rehén, 
donde casi perdió su vida, sigue insistiendo en 
que esta gente realmente necesita este tipo de 
situaciones: la desesperación de la fuga es por 
las condiciones en que se encuentran. Esta 
doctora, que debería ser un ejemplo para todos, 
fue raptada en un incidente en la cárcel que 
todos deberíamos recordar. Ella dice esto, con 
toda la autoridad que ese hecho le da. 

El doctor Pesce, también Defensor de Oficio, 
dice que en un estudio hecho en Salto se 
informó que el 90% de los delitos cometidos 
eran contra la propiedad, de los cuales el 80% 
no superaba los US$ 3 de monto en valor 
constante. 

La doctora Tonar, también Defensora de 
Oficio, dijo en la Comisión de Derechos 
Hurnanos que un joven de dieciocho años fue 
sentenciado con pena mínima de diez años y 
ocho meses por cometer un copamiento y allí 
comer tres milanesas y tomar un litro de 
cerveza. En Uruguay, tres milanesas y un litro 
de cerveza valen la friolera de diez años y ocho 
meses. Esto es un disparate. 

Y a todo esto, la cantidad de presos crece, cre- 
ce y crece. En el año 1995 teníamos 1.697 presos; 
en este momento tenemos 2.335. No sabemos 
dónde los vamos a poner, seguiremos violando los 
derechos humanos y siendo observados por los 
organismos que en el mundo se dedican a estos 
temas. Creo que esto es lamentable. 


Esta es una sociedad que ha perdido el 
rumbo, sobre todo teniendo en cuenta que el 
sistema del Código castiga una apropiación 
indebida con penas mucho menores, siendo que 
afecta a elementos más graves. Entonces, para 
que tengan una idea, la pena a aplicar en caso 
de peculado -que es la apropiación indebida por 
parte del funcionario público- es de un año de 
prisión a seis de penitenciaría; en caso de 
concusión -que es la vulgar coima- es de seis 
meses de prisión a tres años de penitenciaria; 
en caso de fraude es de seis meses de prisión 
a cuatro años de penitenciaria -por ejemplo, 
alguien que haya vendido indebidamente un 
banco a cargo del Estado queda libre; a quien 
mandan preso es el ladrón de gallinas-; en caso 
de abuso de funciones es de tres a veinticuatro 
meses de prisión. 


SEÑOR BERGSTEIN.— 
interrupción? 


SEÑOR ORRICO.— Con todo gusto, señor 
Diputado. 


¿Me permite una 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 
SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 


¿el señor Diputado tomó en cuenta las penas 
impuestas por la ley contra la corrupción 
pública? Digo esto porque esa ley modificó estos 
guarismos: modificó las penas en las disposicio- 
nes referidas a los delitos a que está haciendo 
referencia el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: es 
cierto lo manifestado por el señor Diputado. De 
todas maneras, creo que más allá de precisiones 
muy puntuales -que son bienvenidas-, la médula 
de este razonamiento no admite objeciones de 
ese tipo, porque he partido del primer valor que 
una sociedad debe custodiar, que es la vida. Si 
en una cárcel la vida paga menos que la rapiña 
cometida con un revólver de juguete, entonces 
el desnorteo es total. 

Quiero poner algún otro ejemplo. Comete 
rapiña -en términos muy cuadrados- quien 
mediante violencia o amenazas hurta. Quiere 
decir que si la amenaza surte efecto, se produce 
la rapiña. Entonces, si pongo este dedo -no 
estoy haciendo ningún gesto obsceno- en la 
espalda de alguien y éste cree que se trata de 
un arma, y le hurto, se produce una rapiña. 
Hemos perdido el engranaje de las distintas 


Puede 
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conductas que pueden caber en una figura penal 
y castigamos con una ferocidad atroz este tipo 
de situaciones. 

Voy a reivindicar esto: Concepción Arenal 
decía que hay que odiar el delito y amar el 
delincuente. ¡Qué vamos a amar al delincuente! 
Aquí le tiramos con todo lo que hay. 

Carlos Martínez Moreno -que no en balde fue 
Director de la Defensoría de Oficio en materia 
penal- decía que para ser abogado hay que 
tener piedad. Yo pretendo tener piedad; por eso 
rechazo desde lo más profundo de mi corazón 
todo este capítulo, que me parece que hace que 
retrocedamos en el mundo civilizado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Señor Presiden- 
te: respeto mucho al señor Diputado Orrico, 
porque lo sé un hombre estudioso de estos 
temas, que sabe y que trabaja con verdadera 
pasión en ellos. 

Quiero hacer referencia a algunos puntos que 
ha tocado, nada más que para decir respetuo- 
samente que no comparto su posición. El señor 
Diputado puso el ejemplo de una persona que 
con un revólver de juguete en horas de la noche 
exigía los championes a otra en la vía pública, 
y dijo que se le aplicaba una pena que 
verdaderamente asustaba. Sin duda que no son 
muchos los casos en que se rapiña con un 
revólver de juguete, aunque se recogen algunos; 
por cierto que son muchos más aquellos en que 
se utilizan armas de fuego verdaderas. 

Tanto en este caso como en el del 
copamiento que puso como ejemplo el señor 
Diputado Orrico, en el que se condenó a 
determinada cantidad de años a quién entró en 
una casa, comió unas milanesas y tomó una 
cerveza, no se dan mayores detalles. El 
copamiento es un delito terrible que mereció que 
en la Ley de Seguridad Ciudadana se lo 
definiera como una figura específica, diferen- 
ciándose de la rapiña con sus especiales 
agravantes. Reitero que posiblemente no se 
dieron todos los detalles de ese copamiento. 


Tanto en uno como en otro caso, antes de 
ponerme del lado de quienes violan la ley 
-además, con delitos muy particulares como la 
rapiña o el copamiento, que no es otra cosa que 
una rapiña a domicilio- prefiero estar del lado 
de la víctima, de la gente que sufre, por ejemplo, 
el despojo de su ropa en una calle durante la 
noche. O me pongo del lado de la familia objeto 
de ese copamiento del cual no tenemos mayores 
detalles. Hay que ponerse en el lugar del jefe 
de hogar o de la jeta de familia que en su seno 
sagrado recibe inesperada visita de quienes no 
ingresan para pedir nada sino para rapiñar. 
Violentada en el seno de su hogar, de su familia, 
esa gente sin duda tiene que sufrir mucho. Esto 
lo atestiguan las crónicas policiales que uno 
escucha en la radio y en los medios de prensa, 
que trasmiten la situación de estrés a la que se 
ve sometida esa gente. Esto nos debe mover en 
un sentido o en otro. 

En este capítulo no puedo más que moverme 
en el sentido de las víctimas, de la gente que 
se encuentra indefensa y sufre estos ataques 
verdaderamente terribles. Entre el delincuente y 
la víctima y la familia de la víctima, sin duda 
me alinearé con la víctima. 

Sin perjuicio de lo que explicaba el señor 
Diputado Orrico parafraseando a Concepción 
Arenal, digo que los tiempos han cambiado; hay 
una metodología del delito que no es la de 
tantos años atrás. Ha cambiado: se ha brutalizado 
y ha incorporado tecnología para el sufrimiento 
de las víctimas. 

Agradezco al señor Diputado Gustavo Silveira 
que me haya concedido esta interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: solicito a la Mesa que me ponga al 
final de la lista de oradores. 


SEÑOR ORRICO.— 
Presidente? 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— 
siquiera es una alusión. 

De ninguna manera voy a detender a alguien 
que penetra a una casa indebidamente. Dije que 
habíamos perdido las proporciones y que hemos 
sido despiadados con alguna gente. 


Señor Presidente: ni 
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Aquí se habló de las víctimas, pero en este 
proyecto no existe ninguna protección para 
ellas. Es más: en el derecho uruguayo las 
víctimas de hecho quedan desamparadas. Cuan- 
do resulta muerto un padre de familia de 
veinticinco años, más allá de las espectaculares 
noticias en los periódicos que hablan de un 
execrable sujeto y de no sé cuántas cosas más, 
teóricamente se emprende una acción civil por 
indemnización por efecto civil del delito, pero 
eso es teórico porque normalmente el "chorro" 
no tiene bienes para responder. 

Por lo tanto, cuando quieran empezamos a 
hablar de víctimas, pero vamos a hablar en 
serio, porque en nuestro derecho de protección 
no existe. Al que está muerto le importa un pito 
si a quien lo mató le dieron dos, treinta o 
cuarenta y cinco años; ésa es otra discusión. 
La victimología lleva a preguntarme: "¿Cómo 
hago para que haya un sistema social de 
protección a la víctima?", que es bastante 
distinto a decir: "Le arranco la cabeza a este 
tipo porque se metió de noche en mi casa a 
robar una gallina”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: en 
el escaso tiempo que nos corresponde para 
hacer uso de la palabra, intentaremos manifestar 
las puntualizaciones del Nuevo Espacio sobre un 
tema de enorme trascendencia para esta 
Cámara. Lamentamos tratar este tema a la hora 
5 y 25, ya que es sumamente delicado, pero 
entendemos que la dinámica de la Cámara 
impone que se discuta a esa hora y no a otra. 
En todo caso, se nos perdonará si no logramos 
la claridad deseada en estos temas tan 
complejos. 

Queremos hacer tres puntualizaciones. Sin 
duda, este proyecto de ley de urgente conside- 
ración no debería contener los catorce artículos 
de este capítulo, divididos en trece secciones, 
que refiere a las modificaciones a la legislación 
penal. 

La materia penal hace a las garantías, 
derechos y libertades de las personas físicas; 
evidentemente este marco no es el mejor ámbito 
para discutir y trabajar con tranquilidad sobre 
esta matería. Pero no sólo por esta materia, sino 
porque, además, en la Legislatura pasada esta 
Cámara trabajó con mucha dedicación en el 
tema de la seguridad ciudadana y de la 
legislación penal relacionada con ella. Tengo en 


mi poder el informe del 14 de agosto de 1998 
de la Comisión Especial sobre seguridad 
ciudadana, firmado por todos los integrantes de 
los lemas con representación parlamentaria, en 
el que en diecinueve páginas se hace una 
pormenorizada evaluación y análisis de los 
problemas que nos preocupan a todos. 

En 1995 esta Cámara también trabajó con 
mucho esfuerzo y profundidad en lo que se 
llamó la Ley de Seguridad Ciudadana, de 
enorme preocupación para la opinión pública. 
Cabe recordar que la seguridad ciudadana -o la 
seguridad pública, como a algunos les gusta 
llamarla- no fue tema de la campaña electoral 
de 1994, sino que apareció después; esta 
Cámara tuvo la capacidad para trabajar con 
amplitud, profundidad, seriedad y responsabili- 
dad en estos aspectos tan trascendentes. 

Sinceramente, habida cuenta de la materia 
que estamos considerando y de lo que al 
respecto ha trabajado este Parlamento, creo que 
no debió incluirse en un proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración. 

Además, si debatimos francamente, debemos 
reconocer -creo que esto no se le oculta a 
nadie- que el Partido Colorado, el Partido del 
señor Presidente de la República, no es un 
entusiasta defensor de la inclusión de estos 
asuntos en este proyecto de ley. Nos parece 
claro que ello es parte de un compromiso 
contraído en un acuerdo político. El Herrerismo 
es el sector que ha insistido con más énfasis 
en incorporar estos artículos. En la Legislatura 
pasada se incorporó como iniciativa parlamen- 
taria lo que se llamó "Ley de Seguridad 
Ciudadana !l", que no terminó de concretarse en 
ley. 

Por último, creemos que mal hacemos al 
abordar estos temas sin tener clara la 
policausalidad de los fenómenos de seguridad 
ciudadana, tal como lo reconoció la Comisión 
Especial de la Cámara que analizó estos temas, 
y la necesidad de contar con políticas de 
Estado. Discutir estos asuntos junto a otros 
como CONAPROLE, AFE o las AFAP no nos 
parece que apunte a fortalecer una política de 
Estado; se trata de cuestiones muy delicadas 
que, además, necesitan un consenso y un 
esfuerzo superlativos. 

Todas estas puntualizaciones hacen que el 
Nuevo Espacio rechace no sólo el capítulo en 
general, sino todos y cada uno de los artículos 
de esta iniciativa legal. No venimos a dar clase 
a nadie en materia penal -que no se nos 
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interprete mal-, sino a fijar una posición política 
sobre el particular. Nos parece que habría sido 
mucho mejor -y en ese sentido tenemos la 
tranquilidad de espíritu de que habríamos podido 
participar en la concreción de una iniciativa 
legal- si se hubieran dado otros plazos y si este 
proyecto hubiese pasado por la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, que es la más capacitada -sin 
quitar el derecho de opinar a nadie- para 
abordar con tranquilidad estos temas. Sin duda, 
lo aprobado en el Senado mejoró la iniciativa 
del Poder Ejecutivo, eliminándose algunos 
artículos sumamentes irritantes que no tenían 
ninguna conexión. 

Me voy a referir a tres de los catorce artículos 
en consideración. El artículo 73 establece que 
la autoridad deberá informar al que ha sido 
detenido, lo que me parece una buena idea, 
porque abarca el concepto de las garantías, el 
de que la autoridad tiene un límite y el espíritu 
de la Enmienda Miranda de los Estados Unidos 
de Norteamérica. Pero tal como se pretende 
legislar, se nos genera el temor de que no se 
avance más allá de una declaratoria, sin ningún 
tipo de consecuencia legal ni de procedimiento 
en el sistema penal o en el sistema administra- 
tivo de la Policía. Nos parece que un tema de 
esta naturaleza ameritaría una consideración 
mucho más profunda, más aún sabiendo las 
circunstancias especiales por las cuales está 
pasando la fuerza policial. Traducir esa buena 
idea, sin ningún tipo de consecuencias, en una 
norma programática, desde nuestro punto de 
visa, es quitarle trascendencia. 

El artículo 74 del proyecto de ley en 
consideración, modifica el artículo 82 del Código 
Penal, que refiere al delito putativo y al 
provocado por la autoridad. Sinceramente, 
sugeriría que se meditara lo que se está 
aprobando, para que mañana no se diga que no 
hubo una advertencia por parte de los legisla- 
dores que no votamos este artículo. Que luego 
no se venga a decir que no se sabía lo que se 
estaba aprobando, que consiste, claramente, en 
facultar al Juez competente a que, por razón 
fundada, genere una provocación, una actividad 
criminal o arme una celada en los casos de 
delincuencia organizada, para después poder 
sancionar. 

El país no tiene experiencia en este tipo de 
actividades de coordinación entre la Policía y el 
Poder Judicial. 

En el día de hoy, con la mayor buena fe, 
queremos persuadir a la Cámara de que lo que 


se quiere votar es gravísimo. Tal vez sea una 
buena idea, pero en estos términos, realmente, 
puede acarrear consecuencias tremendas. El 
último caso de notoriedad ocurrido en el 
departamento de Maldonado, ¿no hace pensar 
a los señores Diputados que, probablemente, el 
oficio de un policía llegado a manos de un Juez 
puede agravar una situación, aún más de lo que 
se está discutiendo en el Senado de la 
República? ¿No los hace meditar ni por un 
segundo que tal vez esto ameritaría un debate 
mucho más profundo y cuidadoso en términos 
de facultar a los Jueces? Todos decimos que 
tenemos un Poder Judicial independiente y, en 
términos generales, hacemos un balance posi- 
tivo sobre los magistrados y los tribunales. Pero 
durante la Legislatura pasada varios dirigentes 
políticos se quejaron de algunos Jueces y de 
algunas actuaciones jurisdiccionales. Esto llama 
la atención. 

El artículo 75, que es el último que quiero 
mencionar, refiere a la reglamentación de los 
locales que expenden bebidas alcohólicas. Me 
sorprende que el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio vote este artículo. Por tradición, muchos 
de quienes están aquí sentados, a los veinte o 
veintidós años no sólo tomaban bebidas alco- 
hólicas en las esquinas. Entonces, ¿qué van a 
decir a los jóvenes? ¿Van a imponer sanciones 
penales, a través de multas, habilitando al Poder 
Ejecutivo para que las reglamente de la torma 
que estime conveniente? Entiendo que sectores 
de la derecha lo quieran hacer; aunque no lo 
comparto, puedo llegar a comprenderlo. Desde 
nuestra perspectiva, ellos priorizan el orden. 
Cerca de mi casa hay candombe y tamboril a 
las cinco de la tarde; no me gusta, pero no por 
ello voy a promover iniciativas de este tipo. 
Sinceramente, no entiendo que la izquierda 
tradicional, que se llena la boca con la juventud, 
promueva y vote esta normativa a cambio de 
nada. Sugeriría que reflexionaran, porque me 
parece que esto podría incluirse en el Libro 
Guinness de los Récords. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Barrera. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: en 
esta primera intervención voy a hacer algunas 
reflexiones de carácter general, y luego realizaré 
las particulares cuando discutamos cada artícu- 
lo. 

Considero que tenemos que partir de la 
premisa de que el derecho es un fenómeno 
social y político, además de jurídico. En ese 
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sentido, el Uruguay es tributario de toda la 
tradición liberal francesa en cuanto a que las 
normas emanadas de este órgano legislativo son 
la expresión de la voluntad general de la 
comunidad. 

¿Cuál es, en la actualidad, la situación 
planteada que puede llevar al órgano legislativo 
a interpretar la voluntad general como la 
demandante de las normas que se propone 
aprobar? Sin duda que en la actual situación 
social, la mayor parte de los habitantes están 
sintiendo una gran pérdida de seguridad y de 
calidad de vida en lo que tiene que ver con el 
goce y el disfrute de sus derechos. La sensación 
de inseguridad es una realidad y está causada, 
no solamente por los acontecimientos mencio- 
nados, sino además por el aumento de las 
tensiones sociales que éstos provocan y que 
hacen que muchos uruguayos sientan que están 
perdiendo calidad de vida y que no pueden 
hacer uso de lo que consagra el artículo 7% de 
la Constitución de la República. 

Queremos fundamentar doctrinariamente to- 
das estas posiciones. Al respecto, Manzini 
indica que el precepto penal se justifica por un 
criterio de necesidad informado en el principio 
de mínima suficiencia para inducir al individuo 
al cumplimiento, por cuanto la misión del 
derecho penal es proteger los valores elemen- 
tales de la vida en comunidad, siendo el delito 
una acción u omisión intolerable para la 
comunidad política a causa de su reprobabilidad 
ética y social. El objeto de la ley penal no es 
otro que la determinación del contenido del 
derecho punitivo en nombre de la conciencia 
social, en mérito de lo cual se pueden extraer 
algunas consecuencias jurídicas fundamentales. 
La primera es que la ley penal debe contener 
todo aquello que es matería de la disciplina 
jurídico-penal propiamente dicha, de la que se 
pueden extraer varias conexas. La segunda es 
que no se pueda emplear contra el individuo otro 
castigo que el establecido en la ley, por aquel 
viejo aforismo "nulla poena sine lege”. La 
tercera consecuencia es que la ley penal es obra 
de la conciencia social y, como tal, es producto 
de la potestad que, según la Constitución, está 
llamada a dar formulación a la conciencia social 
del derecho, potestad que no puede ser otra que 
la que inviste el Poder Legislativo. 

La disyuntiva permanente de proteger los 
derechos fundamentales, tanto de la víctima 
como del victimario, lleva a la necesidad de que 
la ley penal concilie ambos bienes jurídicos 
-circunstancialmente opuestos-, so pena de 


incurrir en una inconstitucionalidad grave. En el 
caso del proyecto de ley de urgente considera- 
ción, en cuanto modifica, integra o amplía, 
según los casos, nuevas fórmulas delictivas que 
sólo pueden ser punibles cuando una ley penal 
expresamente lo contempla -lo que llamamos 
adecuación típica-, se da cumplimiento al 
mandato constitucional de tutela de la seguridad 
de los habitantes en todas sus formas y 
expresiones, concomitantemente con la tutela de 
los derechos y prerrogativas del victimario. En 
definitiva, lo que el proyecto propone es un 
reforzamiento de la protección de los intereses 
de la víctima sin menoscabo alguno de los 
intereses del victimario. 

Ya que estamos analizando la rapiña, sería 
interesante escuchar lo que nos dijo el protesor 
Cairoli cuando nos visitó en la Comisión como 
integrante de la Suprema Corte de Justicia, y 
aclaro que fue quien propuso la redacción del 
artículo que estamos considerando en este 
momento. Dice textualmente: "(...) me encuentro 
viviendo en una sociedad que puede conside- 
rarse como 'sociedad de riesgos', como la ha 
definido el preclaro Ulrich Beck, y por esa razón, 
entonces, es que pienso que en algunas 
oportunidades deben dejarse de lado en algunos 
menores aspectos aquellos postulados que, 
desde Cesare Beccaria o Marqués de Bonesana, 
hicieron la base del derecho penal moderno y 
democrático.- En el Uruguay de hoy no es 
posible ignorar el aumento de la delincuencia, 
y en especial de la tendencia más violenta de 
ésta (...)". 

¿Cuál es el objetivo que nosotros persegui- 
mos? ¿Aumentar las penas por el solo hecho 
de hacerlo? De ninguna manera. En la discusión 
general de este proyecto de ley aclaramos que 
estamos aumentando las penas no sólo porque 
sabemos del efecto disuasivo de esa medida, 
sino porque, además, creemos que desde la 
época de Aristóteles las normas jurídicas son 
portadoras de valor. 

Debemos trasmitir a toda la sociedad que 
esta ley va a amparar a los más desvalidos, que 
protegerá la calidad de vida de tantas personas 
que hoy tienen temor de dejar sus casas solas 
y, sobre todo, de las personas de edad que no 
saben si a determinadas horas pueden salir a 
la calle porque sienten la gran violencia que se 
ha generado, fundamentalmente, en las zonas 
más humildes y de menos recursos, lo que hace 
que tengan una calidad de vida teórica pero no 
práctica. 

Es cierto que hemos aumentado las penas; 
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lo decimos con claridad. Si tenemos que optar 
cuando se plantea un aumento de la pena para 
seiscientas o setecientas personas que ponen 
en peligro la calidad de vida y los derechos de 
gran cantidad de gente que no viola la ley y que 
desea vivir tranquila y permanecer en esta tierra 
gozando de sus derechos, nosotros siempre 
estaremos del lado de aquellos que viven sin 
violentar la ley. Por lo tanto, señalamos con 
claridad que aumentamos las penas para 
proteger la calidad de vida de la gente; estamos 
protegiendo un bien jurídico que está garantiza- 
do por la Constitución de la República en cuanto 
a poder gozar de la libertad, del honor e, 
inclusive, de la propia libertad ambulatoria. 

¿Cómo es posible creer que sólo hay que 
castigar la nocturnidad, cuando una persona 
ingresa a una casa a cualquier hora del día para 
cometer un delito pensando que no es tan 
peligroso? También castigamos el atentado 
violento al pudor y estamos siendo muy duros 
cuando el sujeto pasivo es menor de doce años. 
¡Cómo no vamos a defender a aquellos sujetos 
pasivos que son víctimas! La sociedad va a 
contar con el respaldo de nuestro sector político 
siempre que se trate de proteger la calidad de 
vida de la gente, especialmente el disfrute de 
la vida de las personas más humildes, porque 
la punga, el arrebato que se comete en las 
paradas, en las ferias y en los ómnibus no 
afecta a las personas más ricas de la sociedad, 
ya que no suelen viajar en ómnibus. 

Por los motivos expuestos, cuando se analice 
cada norma en particular vamos a querer hacer 
una defensa, porque pretendemos que se 
proteja cada día más la calidad de vida de los 
uruguayos honestos y trabajadores. 


(Apoyado) 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: se ha 
citado al doctor Cairoli; me gustaría que se 
mencionaran sus expresiones en su totalidad. 
Citando de memoria, el doctor Cairoli expresó 
a los señores miembros de la Comisión: "Les 
recuerdo que cuando se dictó la Ley de 
Seguridad Ciudadana, les dije que el aumento 
de las penas no tenía ningún efecto sobre la 
disminución de los delitos. Se dictó la Ley de 
Seguridad Ciudadana" -dice el doctor Cairoli- "y 
los delitos aumentaron, lo que prueba que en 


aquel momento yo tenía razón”. Luego, la actitud 
que adopta el doctor Cairoli es la de decir: "Ya 
que van a hacer esto, hagamos una redac-ción 
correcta". Esa fue la actitud que él adoptó cuan- 
do realizó un informe escrito al Senado. Esto de 
ninguna manera significa que el doctor Cairoli 
estuviera de acuerdo con estas disposiciones. 

Aunque le parezca mentira a algunos, la 
criminología y el derecho penal son ciencias, y 
éstas tienen leyes. Las leyes de la criminología 
expresan que el aumento de la pena en lo único 
que redunda es en más violencia en la sociedad. 
Entonces, aquello de que la letra con sangre 
entra, es mentira; lo han demostrado la historia 
y la sociología. No se puede ir contra la ciencia. 
Cuando la teoría se da de patadas con la 
realidad, uno no debe decir "pobre realidad", 
sino "pobre teoría", Y la historia, la sociología 
y las diversas ciencias que estudian la conducta 
humana han demostrado que la teoría de que 
aumentando las penas se disminuyen los delitos 
es absolutamente falsa. Por el contrario, cuando 
en algunos estados de Estados Unidos se 
implementaron desde medidas alternativas a la 
prisión hasta la supresión de la pena de muerte, 
se lograron mejores resultados que cuando 
emplearon penas draconianas. Entonces, vamos 
a decir las cosas enteras porque, si no, quedan 
por la mitad. 


SEÑOR BARRERA.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: quie- 
ro aclarar dos conceptos vertidos en la interven- 
ción del señor Diputado Orrico. 

En primer lugar, si analizamos las cifras -no 
las puedo inventar, no son subjetivas ni 
corresponden a teorías, sino que se trata de 
citras a las que cualquiera puede acceder-, se 
podrá observar que luego de considerar en el 
año 1995 la Ley de Seguridad Ciudadana y 
establecerse el delito de copamiento, en el año 
1996 se produjeron doscientas veintiséis denun- 
cias por ese delito. Aumentamos la pena a ocho 
años y advertimos que en el año 1997 hubo 
noventa y cinco denuncias de copamiento, en el 
año 1998, noventa y siete, y en el año 1999, 
noventa y seis. Quiere decir que aquí tenemos 
un ejemplo claro y contundente de que ese 
delito ha disminuido; no puede llevar a doble 
interpretación, porque las cifras lo reflejan 
claramente. 
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En segundo término, con referencia a expre- 
sar toda la realidad, es un criterio que comparto. 
Tanto comparto lo expresado por el señor 
Diputado Orrico que, ya que mencionó a Estados 
Unidos y a otros países, voy a hacer una 
referencia a Estados Unidos y a Cuba. Se trata 
de dos países que tienen filosotías políticas 
absolutamente distintas, diametralmente diferen- 
tes; pero éste no es el momento ni el lugar para 
hacer un juicio de valor sobre cuál es mejor o 
peor. 

Estados Unidos no tiene el mismo régimen 
político ni el mismo régimen penal que Cuba. 
Sin embargo, si nos atenemos a las penas que 
esos dos países tienen para algunos de los 
delitos que hoy estamos considerando, veremos 
que en algunos casos nos superan hasta en diez 
años. 

He escuchado, con atención, poco tiempo 
atrás, antes de ingresar a esta Legislatura, 
cuando Fidel Castro, en ocasión de la aproba- 
ción del cambio de determinadas normas del 
sistema penal, justificaba un mínimo de veinte 
años para el caso de que los delitos se 
cometieran dentro del hogar, defendiéndolo 
como sagrado inviolable. No estoy justificando 
si este régimen es bueno; no quisiera entrar en 
el debate de si es mejor o peor el régimen de 
Estados Unidos o el de Cuba; simplemente digo 
que son distintos. Y, haciendo acuerdo en ello, 
diré que tienen en común que sus Códigos 
Penales son de una gran severidad. Por lo tanto, 
digo que ni uno es bueno ni otro es malo. 
Entonces, si analizamos las normas que hoy 
estamos votando con todo el derecho compara- 
do, veremos que Uruguay no es una isla; al 
contrario, estas normas no tienen una distancia 
con el derecho comparado ya que por estos 
mismos delitos se castiga a esas personas en 
cualquier parte del mundo. Por eso, cuando 
situemos la discusión, hagámoslo en un contexto 
internacional para concluir que las medidas que 
estamos votando -inclusive con las modificacio- 
nes introducidas- son bastante menores que las 
que muchos países del mundo han adoptado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: ... 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¿Me 
permite una interrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala). — Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: quería retomar el curso de esta 
conversación y tratar de hacer un esfuerzo para 
ver si logramos juntar los dos extremos y sacar 
algo positivo para todos. 

En primer término, quiero decir que no es de 
mi agrado que el tema de la reforma penal se 
trate en el proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración, aunque lo entiendo. 
Como todos saben, este proyecto es producto 
de un acuerdo político -que ha llegado a ser tal 
gracias a la colaboración y a la participación 
activa del Partido Nacional en la campaña 
electoral del mes de noviembre- y ese acuerdo 
ha implicado la asunción de que el actual 
Presidente de la República no es el dueño de 
la verdad sino que representa a un cúmulo de 
gente más amplio que el espectro que él 
entendía representar. Es del Partido Nacional de 
donde surge la necesidad y la aspiración de 
considerar este proyecto de ley en este ámbito. 

Quería dejar esa constancia y decir que, a 
pesar de ello, esto no cierra la etapa de 
discusión posterior de ninguno de estos artícu- 
los, cuyas temáticas podrían volver a tratarse 
por la vía de un nuevo proyecto que intentara 
modificarlos. Aclaro que estaría dispuesto a 
conversarto y a discutirlo en un ámbito en el que 
se dispusiera de más tiempo. 

Sin perjuicio de ello, entiendo que también es 
responsabilidad de mi Partido darse cuenta de 
que no es el dueño de la verdad y evitar pensar 
que interpreta el único camino posible para este 
país y que es el que controla el rumbo. Darnos 
cuenta de que participamos de un gobierno de 
coalición también implica asumir que tenemos 
que comprender los puntos de vista de nuestro 
principal aliado y cogestor de este proyecto de 
futuro. 

Por otra parte, el Código Penal ha sido 
retocado en infinidad de ocasiones a través del 
tiempo y creo que buena falta le hace al 
Parlamento y a este país abocarse a un proyecto 
de estudio general, de revisión general del 
Código, no en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, 
sino en una Comisión Especial en la cual el 
tema pueda ser tratado, porque se estaría 
abordando todo el Código Penal y el sistema 
penal que él traduce. 

Recuerdo que en los inicios de mis estudios 
de criminología, cerca del año 1987, ya ola de 
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la asimetría que implicaba que el delito de 
homicidio tuviera una pena mucho más baja que 
la del delito de rapiña. Á pesar de ello y de que 
han destilado por esta Cámara decenas de 
legisladores, particularmente del Frente Amplio 
-que es de donde venía esa postura técnica 
dentro de lo que se entendía en Facultad de 
Derecho-, nunca ha habido un proyecto de ley 
de ese tipo que refiriera a aumentar la pena de 
homicidio. Pienso que quizás sea el señor 
Diputado Orrico quien finalmente lo presente. 

Creo que hay mérito suficiente para que, en 
algún momento, abordemos este tema tan 
importante que tiene que ver con la realidad a 
la que está enfrentada esta sociedad, es decir, 
la realidad del delito. A partir de la antropología 
criminal -desde los inicios del positivismo en la 
búsqueda de las explicaciones del mundo, hasta 
las recientes derivaciones del interaccionismo 
simbólico-, en el transcurso de estos siglos 
todavía no se han explicado en el mundo cuáles 
son las reales causas que determinan el delito. 
La única conclusión a la que llegamos es que 
el delito es un fenómeno social, que se dio 
siempre a lo largo de toda la historia y se va 
a seguir dando y que es multicausal: en él 
inciden infinidad de causas. 

La pobreza y la riqueza inciden de diferente 
manera en la comisión de delitos, mo como 
factores determinantes sino como catalizadores 
de situaciones que devienen en delitos. 

Las situaciones de hacinamiento familiar o de 
extrema riqueza hacen que se deterioren las 
relaciones humanas, situación que se reprodu- 
cirá con posterioridad en la vida del individuo 
que la sufrió, tal como sucede en el síndrome 
del niño maltratado, que reproduce cuando es 
grande lo que le ocurrió cuando era chico. 

Creo que debemos abordar este tema con 
franqueza, y aclaro que con esto no pretendo 
agredir a nadie. La realidad de la existencia de 
un discurso destlegitimador del derecho penal no 
es un invento sino que está escrito; hay textos 
donde se pueden recoger discursos de 
deslegitimación del sistema penal actual en 
búsqueda de altísimos intereses, de un sistema 
penal más humano, pero que, manejado 
livianamente en el discurso político y en el de 
algunos medios de comunicación -no me refiero 
a los que están aquí presentes-, lo que generan 
es la deslegitimación del sistema en la sociedad, 
lo que también incide en la reproducción del 
delito. Creo que con respecto a este tema -sobre 
el que abundaremos en el tratamiento en 
particular- vamos a tener que hacer un esfuerzo, 


no para pararnos del lado de la víctima ni del 
delincuente, sino para ubicarnos en el justo 
centro de la balanza, brindando protección 
efectiva a la víctima y tratamiento adecuado y 
humano al delincuente. Creo que por ese camino 
del medio vamos a poder transitar todos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Trobo. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: con 
relación al tema de fondo de estos artículos, 
seguramente hay quienes pueden realizar un 
análisis con mayor conocimiento que quien 
habla. No obstante, si correspondiere, haríamos 
las precisiones que nos parecieren convenientes 
sobre cada uno de ellos en oportunidad de su 
tratamiento. 

Sin perjuicio de ello, quiero plantear tres 
conceptos que me parecen importantes. En 
primer lugar, a veces se utiliza con persistencia 
el argumento de que estos temas o cualquier 
otro merecen un análisis detenido, un estudio 
concienzudo y extenso, un gran debate, etcéte- 
ra. La verdad es que estos temas están en el 
Parlamento desde hace seis o siete años y si 
no se analizaron fue porque no se quiso. Estos 
proyectos no se presentaron ayer, no son 
novedosos; están a estudio de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración desde el año 1996. No es que 
no reconozca el derecho a opinar en contra a 
quien no los conoce, a quien no los estudió ni 
dio su opinión en todo este tiempo; lo que digo 
es que no son temas nuevos. 

Por otra parte, estos temas fueron tratados 
hace pocas horas en una Comisión parlamen- 
taria que, por cierto, no era la de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, 
que es la que en situaciones normales debe 
estudiarlos. Sin embargo, no vi que alguien de 
los que ahora se alarman por los aspectos de 
fondo de estos asuntos -salvo el señor Diputado 
Michelini- asistiera a esa Comisión a la que la 
Cámara legítimamente destinó estos temas para 
que fueran estudiados. Entonces, me parece 
que es muy importante tener en cuenta que en 
el proceso previo al análisis que realiza la 
Cámara está el trabajo de las Comisiones y, en 
ese sentido, no se debe menospreciar ninguna 
Comisión y menos aún aquella que la Cámara, 
por unanimidad, designó para estudiar este 
tema, que no será la que habitualmente se 
especializa en estas materias, pero que es la 
que el Cuerpo entendió que, en estas circuns- 
tancias, debía tratar esta temática. 
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En segundo término, ni las penas de los 
delitos ni la tipificación como delictivas de algún 
tipo de conductas que en el pasado pueden no 
haberse considerado como tales, son potestad 
de quienes conocen o saben de derecho o de 
derecho penal. Para algo estamos nosotros 
aquí. Claro que nos asesoramos; claro que 
escuchamos; claro que recibimos información, 
pero el Poder Legislativo de la República es éste 
y tiene dos Cámaras: la de Diputados y la de 
Senadores. Mal que les pese a algunos que 
creen que están aquí porque saben más que los 
demás, ocupan una banca porque fueron 
votados y todos tienen derecho a dar su voto 
para que la decisión parlamentaria sea en un 
sentido o en otro. 

Entonces, los asesoramientos en el momento 
en que se deben recibir, los argumentos cuando 
se deben expresar, y los votos en el momento 
en que se deben tomar las decisiones. Tenemos 
que separar esto muy bien, porque de lo 
contrario vamos a terminar en que el Parlamento 
se compondrá, circunstancialmente, con exper- 
tos en cada uno de los temas que deban 
considerarse; y, en su defecto, harán oír su voz 
quienes sepan sobre determinadas materias y 
los demás -por más que la gente los acompañe 
y los vote- no podrán dar su opinión. 

Es por eso que la decisión que el Parlamento 
toma en estos temas, como en otros, es política 
y no técnica. Claro que debe evitar carecer de 
la lógica que debe tener la legislación, pero se 
trata esencialmente de una decisión política. 
Nosotros respondemos a una demanda; la gente 
nos pide que hagamos determinadas cosas. 
Cuando señalamos como un delito una actitud 
que, hasta ahora, estaba siendo penada como 
falta -que, por cierto, veremos que recogerá el 
voto de la gran mayoría de esta Cámara; 
excluyo al Nuevo Espacio, que ha dicho que no 
acompañará ninguna de estas disposiciones-, 
¿qué estamos haciendo? Estamos poniendo 
nuestra voluntad política al servicio de la 
demanda de la gente y, por ejemplo, la 
mosqueta -alguien se río cuando se enteró de 
que iba a ser incluida en este proyecto de 
ley-, será un delito a partir de la sanción de esta 
iniciativa. 

Por supuesto que a alguien le puede venir el 
impulso de decir que estamos cometiendo un 
acto de irresponsabilidad respecto al redactor 
del Código Penal, el doctor Irureta Goyena, que 
vivía en una situación totalmente distinta a la 
actual; pero algunos delitos que había en su 
época no existen hoy, y algunos de los actuales 


no existían en aquel momento. Entonces, hay 
una progresión y debemos tratar de adaptar la 
norma vigente a las demandas de la sociedad, 
que hoy está planteando el cuerpo político: 
"Señores, defiéndannos”, pero no razonando si 
fue primero el huevo o la gallina. Lo que no se 
dice es que el Juez está en condiciones de 
llevar la pena de la tentativa a treinta y dos 
meses, y nosotros establecemos la mínima de 
la tentativa en dos años. Esa es la realidad. El 
Juez puede poner un tercio, la mitad o las dos 
terceras partes de la pena del delito consumado. 
Por legos que seamos en la materia, no 
podemos decir que desconocemos la 
discrecionalidad que tiene el Juez hoy en día. 
Lo que queremos es que los Jueces sean más 
severos, que tengan menos discrecionalidad en 
algunos casos, porque vemos que, a veces, ésta 
es utilizada como un beneficio que termina 
siendo un perjuicio; es decir, es un beneficio 
para el procesado, pero significa un perjuicio 
para la sociedad. 

Entonces, el legislador tiene que buscar el 
equilibrio entre esas dos visiones. Nosotros 
respondemos a un impulso y a una preocupación 
que la sociedad tiene, porque hay temor, hay 
delitos, muchos de los cuales parecen quedar 
impunes, en algunos casos porque las penas 
que tienen estipuladas permiten que los aboga- 
dos logren que quienes los cometen entren por 
una puerta del Juzgado y salgan por la otra. Es 
el caso de los delitos que no tienen pena de 
penitenciaría sino de prisión; inclusive, a veces 
el delito es excarcelable. Y bueno, tenemos que 
dar respuestas. 

Por supuesto, éste es el ámbito en el cual 
se puede opinar a favor o en contra, pero 
llegado el momento se vota y se resuelve. 

Por último, voy a plantear un concepto que 
es muy importante. Además de que debemos ser 
nosotros quienes tenemos que determinar cuá- 
les son las penas de los delitos -ello es potestad 
del Poder Legislativo-, me parece descabellado 
pretender que no se establezca pena para un 
delito o que otra no se aumente porque no hay 
lugar en las cárceles. La gente no va a aceptar 
ese razonamiento y nos dirá: "Señores: ustedes 
son los que tienen que resolver este problema; 
son quienes deben votar los recursos para que 
el sistema penitenciario sea correctivo y tenga 
las plazas suficientes, porque si mañana hubiera 
una inflación del delito, como no hay lugar en 
las cárceles, los Jueces no procesarán o los 
policías no aprehenderán a los delincuentes". 

Este argumento me parece peregrino -por 
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decirlo respetuosamente- y muy desvinculado 
con la realidad. Es muy académico, muy de torre 
de panoramas, pero no de pie en tierra, pues 
es en el que nos afirmamos día a día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Magurno. 


SEÑOR MAGURNO.— Señor Presidente: voy 
a decir unas pocas palabras, pero son el reflejo 
sincero de lo que vivimos prácticamente todos 
los días. En la institución donde trabajo es raro 
el día, la noche o la madrugada en que no 
entren empleadas rapiñadas. Y no son solamen- 
te objeto de una rapiña; son maltratadas, son 
vejadas. El problema no es lo que les !levan, 
sino cómo quedan esas personas, quienes a 
veces deben recurrir a un psiquiatra y tomar 
licencia, porque no sólo se pasa mal en el 
momento de la rapiña. 

Tanto es así, que hoy en día es fácil ver en 
la puerta de instituciones mujeres que alquilan 
camionetas para llegar o irse de su trabajo a 
la hora 24. 

Y cada día es peor, porque no sólo rapiñan 
a las mujeres sino también a los niños. Hace 
unos tres días rapiñaron a un niño cerca del 
Club Malvín y le sacaron toda la ropa, quedando 
con un trauma que le impide volver al club. 
Además, ¡qué momento grave vive la familia, 
que sufre una verdadera psicosis todos los días! 

Cada día leemos sobre ancianos que son 
rapiñados al salir de cobrar su jubilación. 
Cuando se atrapa a esa gente, ¿a dónde se la 
debe mandar? ¿Al Radisson Victoria o a otro 
hotel de esos nuevos? ¡A lo mejor los malos 
tienen que estar afuera y nosotros adentro! Por 
lo que vemos, esto está cada vez peor. 

En la institución donde yo trabajo, cada día 
de cobro debemos contratar un servicio 222, 
porque los rapiñeros están al acecho de las 
pobres mujeres a las que a veces les roban el 
sueldo, que es lo único que tienen para vivir. 
¿No valen los derechos humanos de esa gente, 
que muchas veces no tiene qué comer y a la 
que hay que hacerle una colecta para que pueda 
dar de comer a sus hijos? 

Voy a apoyar esto tal como viene, pero 
pienso que es insuficiente y que habría que ser 
mucho más fuerte. 

Además, hay ciudades a las que los turistas 
no van por miedo a las rapiñas. Eso nos está 
pasando a nosotros. No está lejos en el tiempo 
el caso de aquel matrimonio español en que, al 
salir de un banco, mataron al marido. 

¿Vamos a seguir protegiendo a los rapiñeros? 


Hay que ver el momento terrible que vive la 
gente, los copamientos y las psicosis que sufren 
por mucho tiempo. 

Reitero que voy a votar afirmativamente, pero 
creo que las sanciones deberían ser mucho más 
severas para tratar de que Montevideo sea la 
ciudad tranquila a la que todos aspiramos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Araújo. 


SEÑOR ARAUJO.— Señor Presidente: quie- 
nes hemos ejercido la abogacía conocemos la 
realidad de las cárceles uruguayas y sabemos 
que no son buenas, a pesar de que no son las 
peores de América Latina. 

Sin embargo, debemos darnos cuenta de la 
realidad que estamos viviendo. El señor Dipu- 
tado Magurno se refería a la realidad que se da 
en un ámbito de la sociedad. Basta leer la 
página 21 del diario "La República", de fecha 20 
de junio: "Un asaltante muerto, otro herido y dos 
detenidos”; éste fue un asalto que no ocurrió en 
Pocitos o Carrasco, sino en Piedras Blancas. 
Más abajo, en la misma página dice: "Buscan 
a peligrosos rapiñeros en Colonia del Sacramen- 
to”, y se da cuenta de que la Policía de Colonia 
busca intensamente a dos individuos que 
portando armas de fuego -armas de fuego 
calibre 38- amenazaron a dos empleados -no a 
los dueños- de un supermercado. 

Más adelante, en la misma página dice: 
“intento de rapiña en carnicería". En este caso 
el maleante aparentemente estaba herido, ya 
que tenía sus ropas manchadas de sangre, y no 
por las vacas de la carnicería. En la página 
anterior se titula: "Robaron en la DGI de 
Durazno mediante boquete" y "Una mujer intentó 
asaltar un bar [...]". Finalmente, el peor es un 
titular del diario de ayer -el de hoy y los de los 
próximos días, seguramente, mostrarán delitos 
tan terribles como éste, si la sociedad no hace 
algo-: "Ex recluso portador VIH violó tres veces 
a una mujer". Se trata de un hombre que posee 
siete antecedentes penales y que, siendo 
portador del virus del SIDA, violó en forma 
reiterada y mediante amenazas con una sevilla- 
na a una mujer de veintiocho años. 

Esto es violencia y la sociedad tiene que 
reaccionar de alguna manera. Desde aquí, ésta 
es la única señal que nosotros podemos dar. 
Naturalmente, entendemos que la situación de 
quienes han cometido delitos no es buena, pero 
buena cosa sería, como decía el señor Diputado 
Magurno, que los enviáramos a un hotel cinco 
estrellas. Tienen que ser excluidos de la 
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sociedad. Si un individuo con siete antecedentes 
penales sale de la cárcel y viola a una mujer 
en pleno centro de Montevideo, algo hay que 
hacer y, al respecto, la sociedad está enviando 
una señal muy clara de ello, más allá de que 
los teóricos digan que la criminología indica que 
el aumento de las penas no implica la reducción 
de los delitos. 

También hay que señalar que esos mismos 
teóricos son los que durante muchísimos años 
han ignorado que el juego de la mosqueta es 
una estafa. ¿O alguien tiene duda de que lo es? 
Tanto es así, que hubo toda una demostración 
teórica que no era, precisamente, para defender 
a los que delinquían. Por supuesto, en virtud del 
principio "in dubio, pro reo", se aplicó la norma 
más favorable para el que cometía el delito, que 
generalmente no engañaba a una persona de 
dinero o con capacidades que le impidieran caer 
en esa maniobra fraudulenta, sino a gente con 
menor capacidad para reaccionar. Ya era un 
delito, pero los teóricos dicen que ésta no es 
la solución, aunque tampoco la proporcionan. 
Había en el Código Penal, por ejemplo, 
soluciones para el delito de estafa, pero no las 
aplicaban; precisaban que la ley estableciera la 
forma en que deben hacerlo. 

Mucho se discutió durante el estudio de la 
Ley de Seguridad Ciudadana si era o no 
necesario tipificar el delito de copamiento 
porque los Jueces no lo aplicaban. Los teóricos 
no lo aplican. 

Esta es una reacción de la sociedad, 
buscando un paliativo para la dura realidad que 
estamos viviendo no sólo en Montevideo, ya que 
algunos de los delitos que mencioné se 
cometieron en Colonia, Soriano y otros lugares 
del interior del país. 

Esta realidad se da en todo el país y, por 
lo tanto, hay que aplicar sanciones lo más 
severas posible a los individuos que han 
cometido delitos, para eliminarlos de la socie- 
dad. 

Estoy seguro de que, además, esto beneficia 
a los más necesitados. El rico tiene alarma de 
seguridad en su casa y puede envíar a sus hijos 
en vehículos a la escuela, para protegerlos de 
la violencia de la sociedad. Los bancos pueden 
tener seguros contra hurtos o rapiñas. El pobre 
no puede hacerlo y estos episodios ocurren en 
los barrios más carenciados de la sociedad. 

Esta es la respuesta que hoy la sociedad da 
a un grupo de ciudadanos que no tienen 
sindicato que los defienda ni un grupo de gente 
que los traiga a reclamar a las barras del 


Parlamento; son las víctimas del delito, que 
¡vaya si sufren! ¡Vaya si habrá familias que 
están sufriendo por la violencia! 

Muchas veces, hablando de la defensa de los 
derechos humanos de quienes han cometido 
delitos, nos olvidamos de los de aquellos 
ciudadanos de bien que, aun siendo pobres, 
carenciados o teniendo dificultades económicas 
para sobrevivir en una sociedad difícil, siguen 
siendo gente honrada y orientales orgullosos de 
vivir en este país. 


SEÑOR ORRICO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR ARAUJO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: en 
primer lugar, de alguna manera, doy la bienve- 
nida a los nuevos debates con el señor Diputado 
Araújo; tuvimos muchos durante los cinco años 
anteriores. 

En segundo término, le agradezco la genti- 
leza de concederme esta interrupción. 

Con respecto a los artículos relativos al delito 
del juego de la mosqueta -que mi fuerza política 
votó y va a votar nuevamente-, tengo algunas 
dudas -no precisamente técnicas- que me 
gustaría que se me aclararan por parte de algún 
integrante de la Comisión. La mosqueta es un 
juego; y sí está bien hecho, es una apuesta. En 
el entendido de que en realidad se está 
cometiendo una estafa, no se entiende por qué 
se sanciona la mosqueta en sí misma. Si el 
individuo pregunta dónde está la pelotita y 
resulta que la posibilidad de embocar que tiene 
el apostador es cero, se trata de una estafa: yo 
disimulé y estafé; y el delito de estafa ya está 
establecido y es más grave que el que se crea. 
Entonces, ante una mosqueta que estafa, ¿qué 
delito se aplica? 

Ahora bien; si al juego de la mosqueta se lo 
considera en sí como un delito, uno se pregunta: 
¿por qué no lo son el pase inglés o el monte? 
Ya que hablamos del interior -personalmente 
conozco los diecinueve departamentos porque 
fui viajero-, podemos referir al monte, que es un 
juego extendido; inclusive, hay un ex Diputado 
-a quien no voy a nombrar-, de un departamento 
que cruza la Ruta N* 5, que es experto en dicho 
juego: todo el mundo lo sabe en el pueblo; no 
estoy diciendo nada que no se sepa. 

Entonces, ¿por qué no es delito el póquer? 
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Y seguimos con la casuística; porque en el 
"seven eleven" -el "sevelé", según la jerga- 
alguien puede usar dados cargados. Entonces, 
¿aplicamos el delito de "sevelé” o el de estafa, 
por usar dados cargados? 

Reitero que mi fuerza política votó el artículo 
relativo a la mosqueta; y comprendo que hay 
una situación social que se genera alrededor de 
este juego. Pero creo que hay que tener mayor 
cuidado en el lenguaje utilizado en las leyes. 
Cuando hablamos del "habilidoso", no quiero dar 
el nombre, pero hay un cronista policial que se 
sentiría orgulloso ante esta redacción: me 
parece que es un lenguaje más del hampa que 
de un Código Penal. Tal vez algunos señores 
legisladores tengan razón y se han involucrado 
tanto que hasta se meten en el Código Penal 
con su propio lenguaje; entonces, el argot que 
manejamos es el de ellos. 

Estas son dudas que se me plantean ante 
aspectos que me parece que no corresponden 
a un proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración, sino a un examen mucho más 
detenido y detallado de la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Araújo. 


SEÑOR ARAUJO.— Señor Presidente: ya que 
el señor Diputado Orrico plantea dudas acerca 
de si el habilidoso lo es o no, yo le aconsejaría 
que pruebe con el habilidoso y juegue a la 
mosqueta y después nos diga si le ganó. 


Puede 


(Hilaridad) 


SEÑOR MIERES.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR ARAUJO.— Sf, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: quisie- 
ra hacer una precisión. Aquí se ha nombrado al 
doctor Cairoli, quien estuvo presente en la 
Comisión Especial cuando se habló respecto a 
la evolución del delito de copamiento. En ese 
sentido, me parece importante trasladar al 
plenario lo que el mencionado profesional 
expresó sobre ese delito: "En el Uruguay de hoy 
nosotros no podemos ignorar que ha aumentado 
la delincuencia y, en especial, la tendencia 
violenta de la delincuencia. Diría que no ha 
aumentado la delincuencia en número, sino en 
calidad. En este momento los medios que se 


Puede 


utilizan son precisamente los más violentos y, 
a pesar de la Ley de Seguridad de 1995 -que 
creó un monstruo de delito como el copamien- 
to-, tenemos una proliferación de copamientos 
que no se daba antiguamente, cuando el delito 
se consideraba como una privación de libertad, 
seguida de una rapiña o de un hurto. Yo advertí 
en la Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración que la mayor 
represión no iba a traer menos delitos, y así tue. 
Desde el año 1995 hasta ahora, después de 
sancionada la Ley N* 16.707, ha aumentado la 
calidad del delito. Esta no es la opinión de 
estudiosos, sino de quienes se encargan todos 
los días de la administración de la ley penal 
porque, tanto los Jueces como los abogados 
defensores -que fueron a la Comisión y dijeron 
exactamente lo mismo- y los Fiscales, opinan 
exactamente igual en cuanto a que el aumento 
de penas no produce una disminución de delitos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Araújo. 


SEÑOR ARAUJO.— 
Presidente. 


He finalizado, señor 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: solicito a la Mesa que me aclare si en 
este momento estamos discutiendo exclusiva- 
mente el artículo que refiere al aumento de la 
penalidad para la tentativa de rapiña o todo el 
capítulo. Advierto que los señores Diputados 
están hablando, prácticamente, de todos los 
temas involucrados en el Capítulo XIII. De ser 
así, harlamos uso de la palabra, aunque no 
pensábamos hacerlo en caso de que se 
estuviera considerando la tentativa de rapiña. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La moda- 
lidad utilizada hasta ahora ha sido la de 
considerar artículo por artículo. Pero en esta 
oportunidad, algunos señores Diputados han 
hecho algún tipo de anticipo general para luego 
ir profundizando sobre cada uno de los artículos. 

Tiene la palabra el señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: he 
escuchado con mucha atención las opiniones 
vertidas en Sala. No soy un experto en derecho, 
pero aquí se trataron algunos temas que 
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considero relevantes, por lo que no dar opinión 
sería una omisión política por lo menos delicada. 

Se ha hablado de la violencia y de qué 
demandas atender por parte de la ciudadanía y, 
sinceramente, ¿quién no ha tenido contacto con 
este tema? Lo digo yo, que fui víctima de 
rapiñas, robos y hurtos; así que la problemática 
no me es ajena. 

Sé que el aumento de las penas no reduce 
la violencia; eso lo vimos en el Estadio: se 
separan las hinchadas, pero hasta ahora la 
violencia no disminuye. Cada uno atiende, 
políticamente, las demandas que quiere oO 
aquellas para las que tiene sensibilidad. Enton- 
ces, políticamente yo prefiero atender las 
demandas de la sociedad que me reclama 
mejorar su situación económica y social; porque 
el drama es que hay pobres: el drama es que 
hay carenciados. 

Yo no estoy del lado de! delincuente, sino del 
de quienes buscan solucionar las causas que 
generan desintegración social y marginación, 
que son las que conducen al aumento de los 
delitos. 

Nuestras sociedades son violentas: son 
violentos los juegos de los niños en las 
computadoras, en los que el gran divertimento 
es destruir; son violentas las películas que 
vemos todos los días; son violentas las 
diferencias sociales y económicas entre la 
gente; es violento el consumismo; son genera- 
dores de violencia los valores que nos inculcan, 
el individualismo -el "hacé la tuya" o "conseguite 
ésta"- y la eliminación de los valores solidarios 
y colectivos de las sociedades. Todas las 
sociedades que se enfermaron de individualismo 
caen presas del aumento de la violencia. 

Hay personas de mi pueblo que no sólo 
quieren que los presos no tengan cárceles más 
cómodas: nos piden que los matemos, porque 
"es la mejor manera de terminar con esas 
lacras". ¿Quién no ha escuchado a ciudadanos 
que han dicho eso? Yo no lo comparto; y quien 
no lo acepte, no me votará. Hay gente que 
después de ciertas publicaciones de algunas 
noticias pide la pena de muerte. Yo no la 
comparto y no la voy a defender jamás, aunque 
el 99% de la población lo demande, porque creo 
que ésa no es la solución y que en los países 
en que se aplica -me importa un pito que sea 
en Cuba, Estados Unidos o el que fuera- no da 
resultado; y eso no es lo que yo quiero para 
la sociedad. 

Hace poco tiempo -esto tiene que ver con la 
manera en que influyen los medios de comuni- 


cación en la opinión ciudadana- velamos que se 
trasmitía en directo desde Río de Janeiro el 
episodio en que un delincuente tenía a una 
rehén en un ómnibus. La policía de Brasil 
procedió con esa máxima violencia que la 
sociedad demanda para actuar con los delin- 
cuentes. Resultado final: la rehén terminó 
muerta y el delincuente ahorcado en el coche 
policial. 

Es más: ése no ha sido el único acto 
empleado para combatir la delincuencia en Río 
de Janeiro. A las favelas se ingresa con la 
policía abriendo fuego, matando todo lo que se 
mueve. Esto no soluciona el problema de la 
delincuencia. Para mi país eso no lo quiero. 

Por estas razones es que nos oponemos a 
estas medidas. Creo que debemos apuntar a 
mejorar la integración social y evitar los 
bolsones de marginación, la polarización social, 
la pauperización, los niveles extremos de 
consumismo que estamos fomentando -si deter- 
minadas personas no tienen ropa de tal marca, 
para la sociedad no existen- y ofrecer tribunas 
en los medios de comunicación a quienes hayan 
cometido los actos delictivos más violentos. 

Esto es lo que yo no quiero, y políticamente 
no lo comparto. Es cierto que esto no se discute 
aquí por primera vez; es cierto que hace mucho 
tiempo que lo estamos considerando. Pero no 
lo compartimos. 

Entiendo que nosotros debemos considerar 
otras demandas que atiendan a las causas, 
porque la política, además, presenta la dificultad 
de tener que administrar recursos escasos. 
Entonces, prefiero destinar los recursos escasos 
que estamos administrando a las causas de la 
violencia que se genera en esta sociedad a 
todos los niveles, en lugar de aumentar las 
penas, cuyo resultado será el aumento de los 
delitos más violentos. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¿Me 
permite una interrupción? 


SEÑOR PINTADO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: sin ánimo de generar discusión, creo 
que nos está faltando darnos el tiempo nece- 
sario -creo que lo podemos hacer luego de 
finalizar con la votación de este proyecto de ley- 
para comenzar a analizar el verdadero problema 
penal que tenemos. 
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Estamos tratando de aprobar medidas que 
contengan la criminalidad, medidas de conten- 
ción, de prevención general. Técnicamente se 
entiende que la prevención general es aquella 
que causa debido temor generalizado entre 
quienes pueden tener presente en sus mentes 
cometer un delito. 

Después de esto -que tenemos que hacerlo, 
y tiene sus justificaciones- debemos abordar 
cuáles son las causas que determinan el 
aumento de la criminalidad. No sólo contenerla, 
sino identificar cuáles son las causas que la 
generan. 

La pobreza no es en sí misma una causa de 
aumento de la criminalidad. ¡De ninguna mane- 
ral Lo que sí implica un aumento de la 
criminalidad conjugado con la pobreza es la 
ilegitimación del sistema penal manifestando 
que se cometen delitos porque hay gente que 
tiene mucho y otros que tienen muy poco, y 
porque hay personas que se hacen de sus 
bienes a costa de la plusvalía del trabajo y del 
sudor de otro. 

Ese tipo de discursos mal encarados, mal 
divulgados y mal interpretados son los que 
generan, en la persona pobre que está deses- 
perada, sentimientos de que está legitimada 
para delinquir. De esta forma se rompe la 
barrera de respeto a la ley. No es el único 
factor, pero ése es uno de los que inciden en 
el aumento de la criminalidad. Tal vez por estos 
motivos, en Montevideo, donde ese tipo de 
discurso ha incidido mucho, la criminalidad ha 
aumentado. 

Reitero que no es el único motivo, pero es 
responsabilidad de todos nosotros, y nos lo 
debemos, dar un debate sincero en tal sentido 
sin tratar de sacarnos ventajas. 

Yo no quiero sacar ventajas. Lo que pretendo 
evitar es que en el día de mañana muera otra 
persona por las irresponsabilidades de un 
sistema político que juega a la mosqueta con 
la verdad. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Pintado. 


Puede 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: yo no 
dije que la pobreza genera delicuencia. Hablé 
de marginación y creo que todos entendemos 
que marginación es distinto a pobreza. Es claro, 
parto de esa base, mínima, de que comprende- 
mos que son dos conceptos diferentes. Si tengo 
que explicar el abecé, no sería correcto. 

Hablé de desintegración social, de individua- 


lismo, de consumismo y de valores que hoy 
están presentes en el proyecto de ley. Entonces, 
si se pretende analizar este tema en los 
términos correctos, lo hacemos -no hay proble- 
ma-, pero no interpretando expresiones que no 
se han dicho. 


SEÑOR BARRERA.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR PINTADO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una breve aclaración a lo manifestado 
por el señor Diputado Pintado respecto a la 
defensa de la vida, a que si el 99.5% de la 
población le llegara a pedir la pena de muerte 
diría que no la acepta, y a la situación que se 
vive en Brasil. Me alegra que el señor Diputado 
Pintado piense de esa manera porque estare- 
mos junto a él defendiendo y luchando por la 
vida, desde su concepción hasta la muerte. 

El señor Diputado debe tener certeza de que 
contará con mi respaldo para defender la vida, 
desde su concepción hasta la muerte natural. 
Por lo menos seremos dos personas las que 
estaremos defendiendo la vida. 

En cuanto a la pena de muerte, quiero decir 
con claridad al señor Diputado que hay que 
poner el tema en el lugar en que está centrado. 
¿Constituye pena de muerte establecer que un 
delito es inexcarcelable? ¿Podemos comparar el 
hecho de salir a matar gente, como ocurre en 
Brasil, con aumentar las penas de acuerdo con 
lo que ya tenemos establecido en el derecho 
comparado? Creo que no. 

Reitero que me ponen muy contento las 
afirmaciones del señor Diputado Pintado porque 
nos encontrará junto a él en la lucha por la 
defensa de la vida. A su vez, quiero expresar 
al señor Diputado que lo que estamos haciendo 
en este proyecto de ley es establecer, simple- 
mente, un aumento de las penas y que se actuó 
de acuerdo con el derecho comparado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Señor Di- 
putado Pintado: levante estas baldositas. 


SEÑOR PINTADO.— No, ninguna baldosita, 
señor Presidente; yo estoy con el derecho a la 
vida. Cuando analicemos este tema daré mi 
posición, y será coherente con la defensa de la 
vida. 
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La pena de muerte la utilicé como un ejemplo 
de ese espiral ascendente en el aumento de las 
penas para combatir la violencia. El punto 
máximo de ese espiral ascendente llega a la 
pena de muerte. No digo que se esté planteando 
aquí, sino que es parte de ese escalonamiento 
de medidas -se pide más y más- a partir de las 
demandas que reclaman algunos sectores de la 
sociedad, que algunos canalizan y otros no, por 
no compartirlas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Ahora que 
se ha pasado a la faz técnica, la Mesa se toma 
la licencia de solicitar a los señores Diputados 
que sean lo más sucintos posible en los 
momentos de realizar los descriptivos en cada 
uno de los razonamientos. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 64. 


SEÑOR ORRICO.— ¡Perdón, señor Presiden- 
te! ¿Se da por finalizado el análisis del artículo 
64? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— ¡Hace 
cuarenta y cinco minutos que estamos analizan- 
do este artículo! 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro en setenta y cuatro: 
Afirmativa. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: quiero aclarar que he votado afirmati- 
vamente este artículo por disciplina partidaria. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: en 
el mismo sentido, he votado afirmativamente 
este artículo por disciplina partidaria. 

Si se me permite -para evitar reiteraciones- 
quiero decir que por disciplina partidaria también 
votaré los artículos 65, 66, 67, 68, 70, 72, 76 
y 77. A su vez, hay tres disposiciones que 


votaremos no sólo por disciplina partidaria sino 
también por convicción, y que son los artículos 
69, 71 y 74. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
tundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: con- 
secuentemente con la actitud que asumí al 
comenzar esta sesión para evitar pérdidas de 
tiempo, tengo necesidad de dejar algunas 
breves constancias en el fundamento de voto. 

Creo que absolutamente todos los legistado- 
res de todos los partidos tenemos la obligación 
-y sin ninguna duda lo sentimos sinceramente- 
de atender a la inseguridad pública, sobre todo 
porque los delitos en aumento y particularmente 
el agravamiento de la calidad de algunos de 
ellos, lesionan a sectores populares y no a 
aquellos que tienen los medios para contar con 
policías privadas, rejas y demás elementos de 
protección. 

En esto no hay dos posiciones. Lo que hemos 
señalado es que en algunos artículos como éste, 
el 64, sobre la tentativa de rapiña, la pena se 
transforma en inexcarcelable. Hasta hoy se 
fijaba la pena en el entorno de los dieciséis 
meses cuando se trataba de tentativa simple y 
de veintiún meses y fracción, cuando se 
consideraba agravada. 

En la Comisión de Derechos Humanos, 
algunos juristas consultados sobre estos temas 
dijeron cosas muy claras. Señalaron, por 
ejemplo, algo que indicó el señor Diputado 
Mieres: que el agravamiento de las penas no 
opera como disuasivo. 

Además, debería darse al Juez la flexibilidad 
para que ante un caso de un delincuente 
primario de dieciocho años, no se establezca 
penas como las que aquí se denunciaron, 
llevándolo a determinadas condiciones de vida 
que terminen transftormándolo en un delincuente. 
¿Por qué? Porque las cárceles no son en el 
Uruguay lugares de rehabilitación sino de 
corrupción, donde no se cumple la Constitución 
ni la ley. 

Ante una pregunta del señor Diputado Orrico, 
una destacada Defensora de Oficio comentaba 
en la Comisión de Derechos Humanos el caso 
de un joven de dieciocho años que fue 
sentenciado con la pena mínima de diez años 
y ocho meses por cometer un copamiento y 
comer tres milanesas y un litro de cerveza. Ella 
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concluyó que eso resultaba tremendo para el mu- 
chacho porque cuando pueda salir del estable- 
cimiento carcelario, ya tendrá su vida deshecha. 

Nos oponemos a que el Juez no pueda 
determinar en el caso de un delincuente primario 
si es necesario tomar en cuenta penas alterna- 
tivas que marcan las tendencias modernas del 
derecho penal y que pudieron haberse incluido, 
sin ninguna duda, en este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración. 

Además, sabemos de la experiencia de una 
defensora de menores infractores que en los 
últimos dos años en los que trabajó en los 
Juzgados de Menores probó aplicar penas 
alternativas y llevó una estadística. Ella nos 
manifestó en forma clara que en el caso de 
menores que habían cometido delitos “graves” 
-entre comillas- como rapiñas y creo que señaló 
un homicidio, y no se los internaba, sino que 
se los obligaba a realizar trabajos comunitarios, 
la estadísiica indicaba que luego esos menores 
no habían reincidido. En cambio, aquellos 
menores que habían sido internados en lugares 
similares a nuestros establecimientos carcelarios, 
posteriormente los abogados terminaban encon- 
trándolos en el COMCAR y en otros lugares por 
el estilo. 

No se trata de dividir entre defensores de las 
víctimas y defensores de los victimarios; esto 
nadie lo plantea. Aquí se trata de no hacer un 
monstruo del Código Penal, con deformaciones 
tales como las señaladas por el señor Diputado 
Orrico: que a un homicidio se lo pena en forma 
más leve que a una rapiña simple. Esto termina 
haciendo que nadie -ni las personas que no 
están detenidas y simplemente miran la reali- 
dad- pueda considerar creíble una Justicia 
cuando existen desniveles absolutamente exa- 
gerados como los que aquí se han denunciado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: tratando de aplicar la economía en el 
fundamento de voto de este artículo, estamos 
dando el fundamento general. 

Vamos a votar todos los artículos de este 
capítulo, más allá de que algunos de ellos me 
generan algunas dudas. Lo confieso: ojalá que 
el artículo 75, referido al suministro de bebidas 
alcohólicas, dé el resultado que se espera. 


Entendemos que tal vez sea una norma que 
tengamos que revisar en el futuro. 

Básicamente, vamos a apoyar este capítulo 
por tres razones. En primer lugar, en el caso 
del artículo 64 estamos cumpliendo con el 
compromiso que se asumió con la ciudadanía a 
través del programa de gobierno de la fórmula 
Batlle-Hierro. Específicamente, en su página 86, 
se hablaba de ajustar las normas penales para 
que quienes cometan delitos violentos como por 
ejemplo la rapiña, demostrando gran peligrosi- 
dad, puedan ser castigados con severidad 
aunque no hayan logrado consumarlos. Esto es 
lo que estamos consagrando en este artículo; 
era un compromiso que teníamos que cumplir. 

En segundo término, cada legislador tendrá 
derecho a sentir que está representando a sus 
votantes de la mejor manera posible. Tengo la 
absoluta convicción de que las personas que me 
votaron o que apoyaron la lista en la que me 
encontraba, están exigiendo que se dé una 
señal muy clara por parte de los Poderes 
Públicos frente al delito, y que no sea de 
benignidad precisamente, sino de castigar seve- 
ramente y de quitar discrecionalidad a los 
Jueces, que, en el imaginario popular, en la 
realidad popular o en la convicción popular, no 
aplican la ley con la severidad con que deberían 
hacerlo, dando un mensaje muy confuso para la 
mayoría de la sociedad honesta que tiene este 
país. 

Por último, comparto la preocupación que 
tienen muchos señores legisladores por el tema 
de las cárceles. Creo que no están en las 
condiciones en que deberían encontrarse ni son 
los centros de rehabilitación que deberían ser. 
Pero hay un compromiso público del Poder 
Ejecutivo de priorizar en las inversiones la 
construcción de nuevas cárceles y de trabajar 
todos nosotros para tratar de que esos estable- 
cimientos reúnan las condiciones para que la 
rehabilitación sea posible y no sean simples 
depósitos de seres humanos que se transforman 
en nuevas escuelas del delito para seguir con 
un ciclo que pretendemos cortar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 65. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: en la discusión general decíamos que dentro 
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de este capítulo -en el que naturalmente no 
somos especialistas- nos había preocupado 
mucho lo que aparecía como un dato muy fuerte, 
y que tal vez, de estos artículos, ése era el que 
afectaba a mayor cantidad de gente. Nos 
referimos a los delitos de hurto y muy espe- 
cialmente a la significación que tenía el hecho 
de que en algunos casos se estaba llevando la 
pena mínima a dos años de penitenciaría. 

Queremos que se entienda que lo que 
buscamos defender es el interés de la sociedad. 
No le decimos a nadie que mantener el delito 
de homicidio en veinte meses, quiere decir que 
nadie sea benevolente con los homicidas, sino 
que se entiende que para la sociedad esa 
solución tiene ese mínimo, pero por cierto que 
tiene un máximo mucho mayor y, en definitiva, 
es mejor para todos; no para los actores, sino 
para todos. 

El otro día también mencionábamos en la 
Comisión y en Sala una preocupación, simple- 
mente porque, por razones políticas, estuvimos 
durante unos cuantos años en un establecimien- 
to de reclusión común, como era el penal de 
Punta Carretas, que se encontraba, por cierto, 
en mejores condiciones que los actuales esta- 
blecimientos. Sin embargo, allí advertíamos lo 
que era el proceso que se daba con quienes 
ingresaban al penal como presos comunes. 

Como decía, nos preocupamos por este punto 
y solicitamos opiniones ai respecto. Inclusive, 
propusimos que la Comisión citara a personas 
cuyos diferentes testimonios eran relevantes, 
pues, naturalmente, podemos asesorarnos con 
actores que están analizando el problema desde 
distintos ángulos. En este sentido, citamos a 
Jueces, a la cátedra y al Colegio de Abogados. 
Solamente voy a leer algunos párrafos de los 
comentarios que ellos hicieron en la Comisión. 
Obviamente, el texto figura en las versiones 
taquigráficas correspondientes a esas sesiones. 

En determinado momento, el doctor Guillot, 
integrante de la Suprema Corte de Justicia, 
expresó: "Desglosaría la respuesta al señor 
Diputado en dos conceptos: por un lado, si está 
bien aumentar las penas como elementos 
disuasivos del delito y, por otro, qué consecuen- 
cias prácticas tendrá ese incremento punitorio. 
En cuanto al primer aspecto, diré que el etecto 
disuasivo del delito es totalmente nulo; en ese 
sentido coincido plenamente con el doctor 
Cairoli. El incremento de la potestad represiva 
de la ley penal no opera como disuasión en la 
comisión de los delitos". Más adelante manifes- 
tó: "Con respecto a las consecuencias prácticas 
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que tendrá el aumento de las penas, diré que 
van a ser enormes. Hay que tener en cuenta que 
se castigará con penas inexcarcelables, con la 
mínima de dos años de penitenciaría, delitos 
como el hurto agravado [...]". Y en otro párrafo 
señaló: "[...] ello redundará en una 
superpoblación carcelaria cuyas consecuencias 
son poco previsibles [...]". 

Además, nosotros hicimos una pregunta 
referida muy especialmente a lo siguiente. 
Quisimos saber si lo que estaba siendo 
aprobado dejaba para el caso particular de 
primarios de hurtos -considerados en la segunda 
parte del artículo 65- alguna variante que 
permitiera al Juez tener en cuenta el conjunto 
de circunstancias atenuantes que algún caso 
pudiera tener. El doctor Guillot nos respondió: 
"Con la actual redacción del texto legal, la 
respuesta es categórica y clarísima: un primario 
absoluto, autor de un hurto agravado, tiene una 
pena inexcarcelable, así sea un joven de 
dieciocho años que entre en el edificio del 
London París a robar un 'pullover'; en este caso 
y tal como está redactado el texto se le imputará 
dos años de mínima y eso es inexcarcelable 
[...J". Más adelante, agrega: “En mi opinión, la 
solución me parece absolutamente draconiana y 
bárbara [...]". 

Aclaramos que en aras a la brevedad no 
vamos a leer todos los párrafos vinculados a 
este punto. En cuanto a la cátedra de Derecho 
Penal, voy a citar una frase del doctor Gonzalo 
Fernández -catedrático en la materia-, quien 
manifestó: "[...] se vuelve a alterar la economía 
o la dosimetría de las penas del Código, porque 
vamos a tener una legislación penal en la cual 
el delito de homicidio tiene una pena inferior al 
delito de hurto. El delito de homicidio tiene una 
pena de veinte meses de prisión, mientras el 
hurto agravado va a tener una pena de dos 
años”. 

Ante similares preguntas, vamos a leer dos 
comentarios realizados por integrantes de la 
directiva del Colegio de Abogados, sin perjuicio 
de que todas las opiniones vertidas en este tema 
fueron coincidentes. El doctor Sehabiaga seña- 
laba: "A quienes ejercemos la materia penal en 
la defensa social a veces nos preguntan por las 
víctimas” -precisamente, se estaba hablando de 
este punto; ésta es la respuesta que brinda una 
persona que tiene experiencia en la materia- "y 
les contestamos que víctimas vamos a ser 
nosotros dentro de dos años, cuando estas 
personas salgan de prisión, donde han sido 
contenidos y no rehabilitados". 
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Reitero: no voy a leer toda la versión 
taquigráfica, pero quiero también dar cuenta de 
algo que manifestó el doctor Marichal, quien, sin 
que se le hiciera una pregunta directa en ese 
momento, solicitó que se le permitiera hacer una 
referencia sobre lo que habíamos estado 
hablando momentos antes. Dice así: "En materia 
conceptual, coincido con quienes me precedie- 
ron en el uso de la palabra. No es de buena 
política criminal aumentar los mínimos" -aclaro 
que no se refiere al conjunto de las penas, sino 
a lo que se establece en este artículo, que son 
los mínimos- "porque lo que hace es encerrar 
al Juez en un problema que no tiene solución. 
Si nosotros pensamos solamente que un hurto 
con destreza, que se estabiece en la nueva 
legislación como una agravante específica, 
implica la no posibilidad de excarcelación, 
estamos encerrando al Juez y a la sociedad en 
un problema muy serio.- Con respecto a lo que 
preguntaba el señor Diputado Ponce de León 
debo decir que se trata de un problema muy 
serio porque esa persona, que probablemente 
sea un primario absoluto y haya cometido una 
punga -por hablar en términos cotidianos y 
llanos-, va a ir a una cárcel no a reeducarse 
sino a hacinarse con otras personas”. Más 
adelante señala: "[...] va a estar inevitablemente 
perdido para la sociedad y se va a transformar 
en un enemigo. Si apuntamos a la seguridad del 
ciudadano pero aumentamos los mínimos, lo que 
estamos haciendo es lograr exactamente lo 
contrario a la finalidad que este proyecto quiere 
encontrar". 

Lo que he leído demuestra que todos los 
asesoramientos fueron coincidentes. No voy a 
repetir ahora -figura en la versión taquigráfica- 
lo que dijimos en la discusión general acerca de 
la cantidad de delitos, que mostraba cómo el 
tema del hurto en particular, en los últimos años, 
estaba descendiendo y no ascendiendo. 

Finalmente, con relación al acuerdo político 
que ha sido reiteradamente aludido, recién se 
mencionaban textos previos, pero se ha dicho 
insistentemente que este proyecto es expresión 
del acuerdo realizado el 9 de noviembre, previo 
al balotaje. Como decíamos hace unos días, la 
única parte en la que se hace referencia a la 
legislación penal dice: ”[...] revisión de la 
legislación penal y procesal tendiendo a la 
protección de todos los habitantes. Legislar en 
materia de penas alternativas para delincuentes 
primarios". 

Por último, digo que hemos considerado en 
este capítulo un aspecto que sentíamos como 


especialmente sensible para el conjunto de la 
sociedad: los primarios de hurto, los que están 
con todas las atenuantes, pues para ellos es el 
mínimo de la pena; son aquellos que por primera 
vez delinquen en hechos en los cuales no hubo 
armas, lesiones, ni agravantes de ningún tipo o 
naturaleza; sin embargo, estamos encerrando a 
los Jueces de modo que esos primarios 
absolutos, en su gran mayoría, reciban como 
primera respuesta a su primer delito el hecho 
de tener que ir a un penal por un período que 
difícilmente sea menor de dos años. Entonces, 
dos años después, ¿con quién nos encontramos 
para la sociedad? 

Pensamos que lejos de mejorar la seguridad 
o de ser un tema de teoría penal, a través de 
este artículo se empeoran las condiciones de 
seguridad del país. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: quiero 
hacer algunas precisiones de carácter previo. 

No soy catedrático ni académico; ni siquiera 
soy penalista. Eso sí: como tantos compañeros 
de esta Cámara, soy un profesional universitario 
y estoy orgulloso de serlo, al igual que ellos, 
lo cual no desmerece a nadie; pero no pido 
perdón por ser universitario. 

Además, cuando me tengo que operar voy a 
un cirujano; no convoco a una asamblea para 
ver qué van a hacer conmigo. La ciencia médica 
tiene algo que decir al respecto; lo mismo que 
las ciencias sociales, que también son ciencia. 
Reivindico el papel de las ciencias sociales. 

Ahora voy a comentar el artículo 65, que 
establece una agravante especial con dos años 
de mínima para el sujeto que hubiera penetrado 
o se mantuviera en un edificio o en algún otro 
lugar destinado a habitación. 

Creo que estas cosas se clarifican cuando se 
ponen ejemplos, para ver si estamos ante la 
proporcionalidad que la ciencia penal exige, o 
ante un disparate. Para un joven de dieciocho 
años -puede ser de veinte o de veintiuno; no 
viene al caso-, en una sociedad enferma de 
consumismo, la marca es demasiado importante 
como para no tenerla en cuenta; viene caminan- 
do, hay una ventana abierta, ve un vaquero, se 
mete en la casa, lo saca y se va. Dos años de 
mínima. Realmente, parece disparatado. ¡Un 
vaquero! En este país un vaquero sale dos años 
de mínima. 
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Pero voy a marcar otro elemento. También 
establece este artículo la agravante de que la 
sustracción se efectúe "con destreza, o por 
sorpresa mediante despojo de las cosas que la 
víctima llevare consigo". Bueno, es el caso del 
habilidoso, que saca una billetera, un reloj o 
tantas otras cosas que se pueden sacar con 
habilidad, sin que la persona afectada ni 
siquiera se entere. Quiero marcar la contradic- 
ción de que se pena más severamente la 
destreza -en la que la otra persona se ve mucho 
menos afectada; debemos pensar en el sujeto 
pasivo del delito y, además, en la peligrosi- 
dad-, que al individuo que porta armas. 

Aparece como agravante el hecho de que el 
sujeto lleve consigo armas o narcóticos, aun 
cuando no haga uso de ellos. Claro, si hace uso 
de las armas, entonces ya no es un hurto, sino 
una rapiña. En realidad, esto es casi tautológico. 

Lo que quiero decir es que seguimos 
perdiendo el sentido de las proporciones, porque 
para quienes elaboraron estas disposiciones, el 
uso de armas es menos grave que la destreza. 
Naturalmente que no estoy defendiendo a los 
diestros -y no me refiero a los que usan la mano 
derecha-; nadie defiende este tipo de actitudes. 
Pero me parece que hemos perdido el norte. 

Quiero decir, también, que el copamiento, 
que hoy se dijo que lo habíamos inventado acá, 
no es más que una rapiña especialmente 
agravada, en concurrencia fuera de la reitera- 
ción, con uso de armas -es difícil imaginar un 
copamiento sin la utilización de armas-, priva- 
ción de libertad, frecuentemente hurto y viola- 
ción de domicilio. 

Si uno toma la pena de la rapiña y aplica las 
normas sobre relación de derechos y concurso 
de delitos y delincuentes, que aparecen en los 
artículos 54 a 56 del Código Penal, se va a dar 
cuenta de que, en realidad, en esta Cámara no 
inventamos nada. El delito de copamiento ya 
existía; simplemente acá le agregamos un 
nombre que viene del hampa, o más bien de la 
crónica roja. Creo que fue una especie de 
homenaje a George Almendras y a la gente que 
se dedica a este tipo de noticias. 


SEÑOR BARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: un 
conjunto de penalistas, entre los que se 
destacan la doctora Estela Ruiz, el doctor 
Fernando Alvarez y la doctora Rosana Alvez, 


realizó un trabajo sobre el fundamento filosófico 
y penal que, en definitiva, se tutela en estas 
normas, a través del cual comprobamos que lo 
que estamos haciendo es reforzar el artículo 11 
de la Constitución, que establece al hogar como 
un sagrado inviolable. A su vez, hay una 
estrecha vinculación con el artículo 7%, en 
cuanto al goce del honor, la vida y la liber- 
tad. 

Quiero hacer algunas puntualizaciones muy 
concretas con relación a lo que se ha 
manifestado sobre los primarios absolutos. Con 
respecto a este tema, las normas propuestas no 
derogan ninguna otra disposición del Código 
Penal que no sea alguna que contravenga estas 
normas. Por lo tanto, sin ser catedrático, pero 
teniendo en cuenta algunos argumentos que el 
ex Senador socialista, doctor Gonzalo Fernández, 
manifestara en su presentación ante la Cámara 
de Senadores, tengo que hablar con claridad y 
decir que no es cierto que se trate en igual 
forma a los primarios absolutos en relación con 
aquellos que no Jo son. Nos basta con leer el 
Código Penal para darnos cuenta de que no 
sufren la misma condena aquellos que son 
primarios absolutos que quienes no to son, 
puesto que a unos les cabe la atenuante y a 
otros no. 

Además, señalo que tenemos que hilar fino 
en cuanto al concepto de primario absoluto. Ya 
que se han puesto ejemplos, daré éste: soy una 
persona que tiene diecisiete años y cometí doce 
homicidios, con doscientas cincuenta entradas 
en seccionales; cumplo dieciocho años y cometo 
mi primer hurto o rapiña. ¿Qué soy, señor 
Presidente? Primario absoluto. 

Quiere decir que cuando empezamos a 
analizar el concepto de primario absoluto, 
debemos tener en cuenta cuál es el concepto 
jurídico. Porque está el caso de aquellos 
menores infractores que han cometido infraccio- 
nes de violación, de muerte, de rapiña, cumplen 
dieciocho años, cometen su primer delito, ¿y 
qué son? Primarios absolutos. 

También con relación a este tema, ¿qué pasa 
cuando una persona que ya cometió diez o doce 
rapiñas, es aprehendida por primera vez por la 
autoridad? Cuando la van a juzgar, ¿qué es? 
Primaria absoluta, aunque en el pasado haya 
cometido diez o doce rapiñas. 

Con respecto a estos temas uno puede estar 
en contra o a favor de la normativa vigente, pero 
no se puede pasar por aito el hecho de que en 
nuestra legislación se aplica el mismo criterio 
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para quienes son primarios absolutos y para 
quienes no lo son. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido ta 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: quiero decir que el delito que se 
castiga en el artículo 65, que es el hurto en sus 
agravantes especiales, es el delito que me 
brindó la justificación para poder votar la 
disposición relativa a la rapiña. Porque a pesar 
de todo lo que he escuchado, nadie ha dicho 
nada acerca del efecto práctico del artículo 64, 
disposición que votamos previamente. Y el 
efecto práctico del artículo 64 está previsto, 
razón por la cual existe el artículo 65 tal cual 
está redactado. 

Quiero señalar que discrepo con lo que leía 
el señor Diputado Ponce de León con relación 
al ejemplo del individuo que entra al local del 
London París y se va con un buzo -ejemplo 
puesto por un profesor-, porque este artículo 
establece la siguiente agravante: "Si para 
cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o 
se mantuviere en un edificio o en algún otro 
lugar destinado a habitación”. 

Sucede que hay personas y familias que no 
viven en edificios sino en situaciones mucho 
más delicadas, mucho más carenciadas, que no 
pueden ser caracterizadas como un edificio; por 
lo menos, es lo que yo entiendo. Esta norma 
está destinada a proteger el hogar individual. 

El artículo 65 existe porque contiene la 
movilidad de los delincuentes, que van a sentir 
el efecto de la disuasión o de la prevención 
especial o general que produce el fuerte 
contenido del artículo 64. Más allá de que, como 
decía el señor Diputado Michelini, quizás todos 
los señores Diputados aquí presentes en su 
juventud deben de haber tomado algún trago de 
alcohol en la calle, creo que ninguno o muy 
pocos habrán cometido delitos contra la propie- 
dad. El individuo que comete rapiñas -aun en 
el grado de tentativa- o delitos contra la 
propiedad vive de eso y necesita mantener su 
estatus de vida, pagar su droga, su alcohol, sus 
mujeres y su manera de vivir, y no va a cambiar 
de profesión porque es lo que sabe hacer. Si 
le colocamos una barrera enfrente, va a saltar 
hacia el otro lado, como un comerciante que no 
se quiere fundir en un medio en el que la 
competencia es difícil. 


Por eso entiendo que este artículo 65 es 
ajustado y acertado y justifica mi voto a favor 
del artículo 64, porque previendo un posible 
corrimiento de delincuentes hacia el hurto, trata 
de proteger la vivienda, el hogar, a la gente de 
menores recursos -que es víctima de delitos de 
destreza- y, particularmente, a los ancianos, que 
son objeto de los delitos de hurto por despojo, 
es decir, con violencia en las cosas. Esa es la 
realidad. 

Si los señores Diputados quieren que sea 
absolutamente sincero en cuanto a lo que siento 
y pienso, diré que creo que habrá un corrimiento 
de los delincuentes que por lo general se 
manejan en la rapiña, hacia las modalidades no 
especialmente agravadas del hurto. Por ello, 
recomiendo que a partir de la entrada en 
vigencia de esta ley comiencen a tomar mayores 
recaudos con sus vehículos automotores, porque 
el corrimiento se va a producir hacia ese sector. 

El legislador realizó una clara selección; se 
eligió al hogar, a la persona que anda a pie y 
en los medios colectivos de transporte y a la 
gente mayor, que habitualmente es víctima de 
despojo en las cercanías del Banco de Previsión 
Social o hasta en la puerta de su casa. Desde 
mi humilde punto de vista, creo que ésta es la 
verdad de la milanesa. Sentí la obligación de 
manifestarlo; es la justificación que para mí 
tienen estas normas, más allá de una notoria 
maniobra para favorecer a las aseguradoras de 
autos, que obtendrán grandes ganancias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 65. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en ochenta y uno: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 66. 
SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: quiero 
dejar algunas constancias, sobre todo con 
respecto a esta modificación de la legítima 
defensa. 

Esta norma modifica el instituto en la medida 
en que, hasta ahora, se presumia la presencia 
de los tres requisitos cuando se trataba de la 
defensa nocturna de ta casa, etcétera. En esta 
norma se suprimió la referencia a la noctufnidad. 
Con entera honestidad intelectual debo decir 
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que no estoy de acuerdo con eso, y por esa 
razón quiero dejar algunas constancias que me 
parecen importantes. 

En el derecho penal las presunciones no son 
absolutas. En principio, no existen presunciones 
absolutas en el derecho penal. Nunca entendí 
demasiado esta presunción, porque cuando se 
trata de la defensa de la casa hay algunas 
normas que deben ser citadas. En primer lugar, 
la Constitución establece que el hogar es un 
sagrado inviolable; en segundo término, existe 
la protección a la vida -aclaro que no estoy 
manejando un orden jerárquico- y, en tercer 
lugar, se habla de la nocturnidad, una disposi- 
ción que viene desde épocas muy antiguas de 
ta humanidad, mucho antes de las doce tablas 
de la ley. Pero la jurisprudencia y la doctrina 
han entendido en forma unánime, en este país 
y en todo los del mundo que tiene disposiciones 
similares, que esto no significa "gatillo fácil", es 
decir, no implica que alguien entre a una casa 
a robar un limón y otro pueda bajarlo de un tiro 
y estar salvado; no es así. 

Nunca entendí demasiado esta presunción 
porque, en realidad, es un principio del derecho 
penal que todos somos inocentes hasta que se 
demuestre lo contrario. Por lo tanto, esa presun- 
ción ya funciona independientemente de esta 
norma. En consecuencia, habrá que demostrar 
la debida proporcionalidad, la agresión ilegítima, 
la falta de provocación y todo lo demás. 

En síntesis, si de día o de noche alguien es 
sorprendido en una casa, sale corriendo y lo 
bajan de un tiro, eso es un homicidio. Con esta 
disposición o con la que regía antes se 
considera que hay un homicidio, porque no 
existe racionalidad, porque no hay una agresión 
ilegítima, porque hay un intento de fuga por 
parte del otro, y todo lo demás. 

Quiero dejar claro que aquí no se ha 
establecido una presunción absoluta para estos 
casos; de alguna manera, se emparejó el día 
con la noche. Reitero que no estoy demasiado 
de acuerdo con ello, pero si el temperamento 
que rige esto es el de que todo sigue como 
hasta ahora, en realidad no habremos cambiado 
nada pero tampoco habremos complicado dema- 
siado las cosas. 


SEÑOR BARRERA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.— Señor Presidente: coin- 
cido con lo manifestado por el señor Diputado 


Orrico. Simplemente, estamos equiparando el 
día con la noche; por lo tanto, todos los 
principios del derecho penal continúan vigentes. 

En estas normas no estamos trastrocando los 
principios ni la unidad del Código Penal; 
simplemente, estamos equiparando el día con la 
noche. En lo que tiene que ver con la 
jurisprudencia, las presunciones y el régimen de 
interpretación, sigue intacta la normativa penal. 
Reitero: no se establece una diferenciación 
entre el día y ta noche y se apunta a la defensa 
del hogar como un sagrado inviolable. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.- 
palabra. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: voté afirmativamente los dos artículos 
precedentes por disciplina partidaria, en particu- 
lar, la segunda parte del anterior, que se refiere 
al hurto con destreza o cuando el sujeto activo 
hubiera penetrado o se mantuviera en un 
edificio. Sin embargo, voto por la afirmativa el 
artículo relativo a la legítima defensa con 
absoluta tranquilidad y con gran satisfacción. 

Con todo respeto a los señores Diputados 
Orrico y Barrera, debo decir que creo que 
incurren en error al decir que esta situación es 
exactamente igual a la que se planteaba antes 
y que la legítima defensa se va a regir por los 
principios generales. No es así. Es verdad que 
en derecho penal no hay presunciones absolu- 
tas; son todas relativas. Pero por algo el Código 
Penal establece específicamente que en deter- 
minados casos, cuando una persona está 
defendiendo el hogar -antes en horas de la 
noche y ahora a cualquier hora-, se presume 
que concurren las tres circunstancias que 
conforman la legítima defensa, es decir, la 
agresión ilegítima, la necesidad racional del 
medio empleado para repeler y la falta de 
provocación suficiente por parte de quien se 
defiende. Si se aplicasen los principios genera- 
les, no habría sido necesario especificarlo en un 
artículo del Código Penal. 

En consecuencia, si bien es cierto que no 
existe presunción absoluta en materia de 
derecho penal, sí existe el elemento que 
establece que tanto el Fiscal -naturalmente- 
como el Juez, con la actual legislación en 
materia de proceso penal, pueden averiguar y 
determinar que no hubo legítima defensa. En 
principio, se va a entender que sí la hubo, y ahí 
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está la clave en una diferencia que parece 
pequeña pero que en la práctica es absoluta- 
mente sustancial. 

En un caso, quien tiene que probar que actuó 
en legítima defensa es el indagado y posterior- 
mente imputado. En el otro caso, la carga 
probatoria va a recaer específicamente en el 
Ministerio Público o en el Juez que está 
inquiriendo en ese caso. 

De manera que compartimos absolutamente 
esta reforma y discrepamos desde el punto de 
vista técnico con los colegas en cuanto a las 
consecuencias prácticas de este artículo. Perso- 
nalmente, considero que es de suma importancia 
y que tiene consecuencias prácticas muy 
trascendentes. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: quiero expresarme en el mismo sentido 
que el señor Diputado Fernández Chaves. 

Deseo dejar esta constancia de ello, porque 
no quisiera que mañana un Juez, amparándose 
en la historia fidedigna de la sanción, desarro- 
lara otro tipo de jurisprudencia que vaya en 
contra de lo que establece la letra clara de la 
disposición que estamos votando. Aquí hay una 
presunción que obra en favor de quien defiende 
la entrada de una casa habitada o de sus 
dependencias, etcétera, presunción que debe 
ser destruida para que no concurran las 
circunstancias establecidas en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 


hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 66. 


(Se vota) 

— Sesenta y uno en setenta y siete: Afirmativa. 
En discusión el artículo 67. 
SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: la 
violación es un delito execrable, porque causa 
en la víctima una serie de dificultades que van 
más allá del acto mismo del cual es objeto. 

Naturalmente, todo atentado a la libertad de 
una persona es execrable, pero en este caso se 
conjuga una serie de valores sacros de nuestra 


sociedad que siempre se han protegido. 

Desde el punto de vista de lo que para mí 
debe ser una correcta aplicación del derecho 
penal, me parece un grave error asimilar la 
tentativa al delito consumado, no porque 
considere que hay que premiar la tentativa de 
violación -está muy lejos de mi pensamiento-, 
sino porque el sistema penal uruguayo está 
embebido por el criterio de la peligrosidad. 

Evidentemente, quien intenta y no puede, 
debe ser menos castigado que el que intenta y 
puede. De otra manera, si realmente se 
pretende que el derecho penal sea disuasivo de 
determinadas conductas y da lo mismo intentar 
que consumar, el delincuente tratará de consu- 
mar, si ésa es la vocación que tiene la norma 
penal. Si tengo un sistema generalizado de 
disuasión del delito y da lo mismo intentar que 
consumar, ¡caramba!, el que intenta y no puede 
lo volverá a intentar para ver si se consuma. Me 
parece que esta disposición es un error en el 
que no deberíamos haber incurrido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 67. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en ochenta y dos: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 68. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Setenta y ocho en ochenta y dos: Afirmativa. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: este artículo también tiene mucha 
trascendencia práctica. Á veces, después de 
tantas horas de sesión, no tomamos conciencia 
de artículos que van a tener mucha aplicación 
práctica. 

Se ha quitado a la penalidad de este delito 
la dependencia que tenía anteriormente de la 
penalidad del delito de violación. Antes, la pena 
del atentado violento al pudor era una propor- 
ción de la que se establecía para la violación. 
A su vez, se ha agregado especificamente que 
si el sujeto pasivo -es decir, la víctima del delito- 
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fuese un niño menor de doce años, la pena sería 
de dos a seis años de penitenciaria. En 
consecuencia, al establecerse el mínimo de dos 
años, este delito pasaría a ser inexcarcelable. 
¿Quién es la víctima? Un escolar, por lo que 
nos parece razonable, justo y lógico que aquella 
persona que ha cometido un atentado violento 
al pudor contra un niño o una niña en edad 
escolar, tenga una penalidad que no sea 
excarcelable. 

Sinceramente, consideramos que también 
debería expresarse un agravamiento en casos 
específicos como, por ejemplo, cuando es un 
docente el que comete el delito, ya que se está 
abusando de la superioridad psicológica, del 
cargo y del poder que se tiene frente a un 
alumno. 

En definitiva, se logró aprobar esta tipificación 
del atentado violento al pudor y nos parece que 
es lógico que así sea. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si el 
Cuerpo está de acuerdo pondríamos en discu- 
sión los artículos 69, 70 y 71. 

En discusión los mencionados artículos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Ochenta y tres en ochenta y ocho: Afirmativa. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: la 
disposición que establece el artículo 69 es 
novedosa, porque crea lo que se podría llamar 
"una agravante de la agravante". Si nos fijamos 
bien advertiremos que el carácter público 
constituye una agravante, pero si se trata de un 
funcionario policial estaríamos ante una agra- 
vante de la agravante. Realmente, no se 
entiende qué se quiere establecer con esto, ya 
que para algunos delitos puede ser muy sabio 
y para otros no tanto. 

Por su parte, la expresión "se prevalezca de 
la actividad laboral que esté desempeñando la 
víctima" establecida en el artículo 70, no es la 
más feliz. Además, dispuesto de esa forma 
significa que quien cometa un delito, por 
ejemplo, contra un robusto cobrador de treinta 
años, tendrá una pena más grave que aquel que 
asalte en la Caja de Jubilaciones a una 
paralítica. 


En el artículo 71 se establece la expresión 
"con funciones de policía administrativa"; se 
debió haber sido más preciso, ya que la función 
del policía no es sólo aquella que cumple quien 
está de gorra, sino que hay otras a nivel de la 
administración que también se incluyen dentro 
del concepto de policía administrativa. 

Estas son las precisiones que quería formular 
con respecto a estos artículos. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: el artículo 70 es adicional al artícu- 
lo 47, que es aquel que prevé las agravantes 
generales de todos los delitos. Cuando el señor 
Diputado Orrico señala que se castiga más 
duramente a la persona que comete un delito 
contra un robusto cobrador que a aquel que roba 
a un paralítico en la Caja de Jubilaciones, debo 
responder que dentro del artículo 47 se esta- 
blecen agravantes genéricas de igual entidad 
que esta que se agrega, que castiga, por lo 
menos con la misma agravante de la pena, a 
quien roba al paralítico. 

Por lo tanto, lo que sostiene el señor 
Diputado Orrico no es correcto técnicamente. 

Por estas razones, voté afirmativamente el 
artículo 70, ya que en buena medida atiende a 
situaciones novedosas, por cuanto la legislación 
debe ir adecuándose al mundo real en que 
vivimos y no en el que se creó este Código, ya 
bastante vetusto, como muy bien decía el señor 
Diputado Orrico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 72. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en ochenta y dos: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 73. 
SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado, 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: el 
deber de informar es elemental y forma parte 
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de una correcta concepción de un derecho penal 
liberal. Hubiera preferido que el plazo fuera 
bastante más breve, porque además quienes 
nos hemos embarrado asistiendo a determina- 
dos detenidos, sabemos que en una comisaría, 
en veinticuatro horas, puede pasar cualquier 
cosa, diría que demasiadas. 

En consecuencia, no hubiera estado nada mal 
que el plazo fuera menor. De todas maneras, 
hoy existe muy poco al respecto -más allá del 
mandato constitucional- y esto es mejor que 
nada. 

Me parece que habría que revisar esta 
norma, por cuanto veinticuatro horas de plazo 
es mucho tiempo. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
hemos presentado un sustitutivo del artículo 73 
que, precisamente, contempla la preocupación 
del señor Diputado Orrico, que también plantea- 
mos en la Comisión, ya que nos parecía que el 
plazo de veinticuatro horas puede ser muy laxo. 
inclusive, consultamos al señor Ministro del 
Interior, quien nos respondió que las disposicio- 
nes internas de carácter administrativo de la 
Cartera de pronto no permiten que se pueda 
informar enseguida, pero una vez que la persona 
entra en el establecimiento de detención es 
informada y los plazos son mucho más breves 
de los que se establecen en este artículo. 

Nos parecía que al establecerse el plazo de 
veinticuatro horas podría tratarse de una hora 
o de veintitrés horas y media, tiempo en el que 
habría mucho en juego como para que una 
persona esté detenida sin que se le informe. 
Inclusive, habilita determinados procedimientos 
de detención masiva, como se ha hecho en 
determinados momentos; por ejemplo, las razias. 

Por lo tanto, presentamos este sustitutivo en 
el que se establece que la persona debe ser 
informada ¡inmediatamente de producida la 
privación de libertad. También queremos antici- 
par que este sustitutivo no fue votado en la 
Comisión. 

Hemos recibido los asesoramientos, tanto de 
la Suprema Corte de Justicia como del doctor 
Gonzalo Fernández y del Colegio de Abogados; 
si bien se nos dijo que esta norma era 
incompleta, que realmente generaba esa posi- 
bilidad de duda, representaba un avance frente 
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al hecho de que en la 
establezca ningún plazo. 

En caso de no considerarse este sustitutivo, 
pediremos la rectificación de la votación del 
artículo 73 tal como viene de la Comisión para 
que podamos acompañarlo. 


legislación no se 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 


hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 73. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en ochenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


SEÑORA CHARLONE.— ¡Qué se rectifique la 
votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 


— Ochenta y uno en ochenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 74. 
SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: a 
esta altura se habrá apreciado mi silencio 
durante toda la consideración del capítulo 
referido a la materia penal. 

Sin embargo, el artículo 74 tiene un elemento 
interesante que brevemente describiré al Cuer- 
po. 

El artículo 8% del Código Penal vigente 
establece dos institutos: el delito putativo y el 
provocado por la autoridad para obtener la 
represión. En cuanto al delito putativo, la 
propuesta del proyecto no establece ninguna 
modificación al texto vigente; se mantiene tal 
cual está. En cambio, se realiza una modifica- 
ción respecto al delito provocado por la 
autoridad, que, dicho sea de paso, tue instituido 
por el doctor Irureta Goyena en el Código Penal 
y, hasta donde nos consta, no hay antecedentes 
en el derecho comparado; fue un invento 
totalmente suyo. Esta modificación es muy 
importante, porque en el artículo 82 del Código 
Penal vigente se establece: "No se castiga el 
hecho jurídicamente lícito, cometido bajo la 
convicción de ser delictivo, ni el hecho delictuoso 
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provocado por la autoridad para obtener su 
represión". Un ejemplo típico de nuestra historia 
criminal en este sentido fue el caso Bessio, el 
del Comisario de Canelones, que recordarán 
quienes pertenezcan a mi generación o sean 
muy memoriosos. Se proporcionaron armas 
inutilizadas -que no funcionaban- a determina- 
das personas para que cometieran un asalto y 
fueron muertas. 

La modificación que establece el proyecto 
consiste en que hay una hipótesis en la cual el 
delito no queda exento de pena y es cuando el 
hecho delictuoso provocado por la autoridad fue 
autorizado por escrito por el Juez competente. 
Esto se permite en casos de delincuencia 
organizada, que requieran este procedimiento en 
forma expcepcional. 

Es una novedad en nuestro derecho, pero 
que existe en el derecho comparado y que ha 
funcionado en países como, por ejemplo, Italia, 
para desbaratar las grandes organizaciones 
delictivas; también se utiliza en el derecho 
sajón, algo extraño a nuestras tradiciones jurí- 
dico-penales. Esta figura constituye una res- 
puesta que merece ser meditada frente al auge 
de la delincuencia, reaccionando con racionali- 
dad y buscando con imaginación nuevos méto- 
dos para contrarrestar la criminalidad, sin 
socavar los principios de la dosimetría penal ni 
los fundamentos del derecho penal liberal. 

Por tal motivo, quiero dejar sentado que 
vamos a votar esta disposición no sólo por 
razones de disciplina partidaria sino también 
porque contiene elementos interesantes. Hay 
problemas de seguridad, por lo que creo que 
llegó la hora de aventurarnos en la aplicación 
de nuevos mecanismos, como puede ser éste. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
quiero dejar constancia de que esta norma que 
se incluye fue prevista en un histórico proyecto 
de ley elaborado por el ex Ministro del Interior, 
doctor Juan Andrés Ramírez, junto con el 
entonces Presidente de la República, doctor 
Lacalle. A esta iniciativa se agrega la creación 
de la figura del "arrepentido", que son propues- 
tas que el entonces Ministro envió al Parlamento 
para tratar de combatir la delincuencia organi- 
zada. 

Sentimos gran beneplácito por el hecho de 


que esta norma se apruebe en la jornada de 
hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el articu- 
lo 74. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en ochenta y siete: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 75. 
SEÑOR TROBO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: voy a 
hacer una breve referencia al artículo 75, que 
responde a una iniciativa del Ministerio del 
Interior, que necesita un instrumento para 
cumplir con la elemental tarea de mantener el 
orden en la calle. Si bien esto se debe procurar 
en todas las circunstancias, más aún debe darse 
en las horas de la noche y cuando se producen 
esas aglomeraciones de personas en determina- 
dos lugares donde se expenden bebidas alco- 
hólicas, que son severamente cuestionados por 
los vecinos, que no pueden descansar tranqui- 
lamente. 

El señor Ministro del Interior entendió que 
con la norma que redactó para incluir en este 
proyecto de ley podría establecer algunas 
prohibiciones para el expendio de bebidas 
alcohólicas en estaciones de servicio en algunos 
lugares de Montevideo. 

Naturalmente, si eso no ocurre en determi- 
nado lugar porque está prohibido puede suceder 
en otro en que no lo está. Esto hará que el 
Ministerio del interior aplique este instrumento 
con un criterio razonable pero, por sobre todas 
las cosas, con amplitud y tratando de que surta 
el efecto que pretende con relación a la 
inquietud manifiesta de los vecinos. Por eso, 
damos especial importancia al segundo inciso 
del artículo, que dice: "Por la vía reglamentaria 
y por razones fundadas podrá extenderse oO 
limitarse el horario impuesto a exceptuarse de 
la prohibición a aquellos locales que se estimare 
oportuno, así como imponerse otro tipo de 
medidas de carácter supletorio a la establecida 
y que sirvan a la finalidad perseguida por la 
presente ley". 

Este inciso brinda al Ministerio del Interior la 
posibilidad de aplicar esta norma en fos horarios 


240 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


establecidos o en lapsos menores. Decimos esto 
porque los propietarios de las estaciones de 
servicio han manifestado una gran preocupación 
por este tema, así como su mejor disposición 
a colaborar. En ese sentido, el criterio podría 
ser aplicar un horario un poco más restringido 
que el establecido en esta norma. También 
existe la posibilidad de que estas prohibiciones 
alcancen otro tipo de locales. 

Por lo tanto, se trata de un instrumento que, 
en manos del Ministerio del Interior y utilizado 
racionalmente -en la medida en que el Parla- 
mento hace confianza en esa Cartera, brindán- 
dole una potestad reglamentaria para ampliar o 
disminuir la medida-, puede constituir un aporte 
muy importante para la tranquilidad de los 
montevideanos y de los habitantes de algunas 
ciudades del interior. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
vamos a votar afirmativamente este artículo, 
reconociendo que nos merece severas dudas en 
cuanto a si es real la situación que se pretende 
corregir a través de esta norma. 

Todos sabemos que la característica de esa 
situación que se da en algunos barrios de 
Montevideo es que, en alguna medida, es difícil 
de sancionar, porque se está extendiendo. Se 
trata de una norma de carácter general, pero la 
situación, fundamentalmente, está afincada en 
algunos barrios y zonas de Montevideo. Quienes 
conocemos el tema, podríamos hablar genérica- 
mente de la costa, donde sabemos que hay 
lugares en los que por moda, costumbre, hábitos 
o falta de espacios de encuentro juvenil, se 
producen grandes aglomeraciones de jóvenes 
-por lo menos, generalmente; no se trata de 
ninguna actitud en contra de los jóvenes, pero 
es un dato de la realidad que ese tipo de 
concentraciones los atrae particularmente-, en 
donde se consumen bebidas alcohólicas y se 
distorsiona, a altas horas de la madrugada, la 
tranquilidad del barrio, provocando alarma en los 
vecinos y llevando a que, en muchos casos, 
realicen todo tipo de gestiones, procurando 
corregir el problema. Aquí se propone una de 
ellas, y veremos si es eficaz o no. 

Tengo a la vista el memorándum que nos 
remitiera la Unión de Vendedores de Nafta del 
Uruguay. En principio, se sienten lesionados con 
esta iniciativa debido a que, como sabemos, se 


restringirá la venta de bebidas alcohólicas en los 
locales instalados; pero ellos mismos parten de 
la base de que esta situación constituye una 
realidad sobre la cual se pretende legislar. 

Votaremos afirmativamente esta disposición, 
con reservas en cuanto a si tendrá la eficacia 
esperada y con relación a sí su aplicación no 
tendrá derivaciones que en este momento, a la 
hora de sancionar y de imaginar la elaboración 
de una norma que contenga medidas 
sancionatorias, no tenemos presente. 

El segundo inciso establece: "Por vía regla- 
mentaria y por razones fundadas podrá exten- 
derse o limitarse el horario impuesto a excep- 
tuarse de la prohibición a aquellos locales que 
se estimare oportuno, así como imponerse otro 
tipo de medidas de carácter supletorio a la 
establecida y que sirvan a la finalidad persegui- 
da por la presente ley". Creo que este segundo 
inciso es de tal laxitud que otorga potestades 
a las autoridades competentes que lo aplicarán. 
Esperamos que tales potestades se usen con 
discrecionalidad y, asimismo, que esa laxitud se 
utilice, precisamente, en un sentido favorable, 
con una relación adecuada entre la situación a 
corregir y la medida a imponer, y que de esta 
manera se motive una iniciativa de las autori- 
dades competentes a fin de modificar esta 
situación que se ha mantenido durante largo 
tiempo y hasta ahora no se ha podido solucionar 
mediante método alguno. La persuasión podría 
ser un mecanismo a aplicar, pero tampoco ha 
resultado. Muchas veces hemos dicho que ésta 
no debería ser la forma de abordar una situación 
que tiene arraigo en la psicología, en las 
costumbres y en la sociología del comportamien- 
to de los jóvenes. 

Estamos ante un hecho real, constatable, 
medible y observable; desde hace mucho tiempo 
se ha tratado de corregir para evitar los excesos 
que produce, pero, a pesar de que se utilizaron 
diferentes métodos, no se ha logrado. Creo que 
toda la sociedad debería pensar de qué manera 
sería posible -sobre todo en algunos barrios- 
generar otro tipo de espacio social y físico que 
permita a los jóvenes que tengan la voluntad y 
el deseo de encontrarse, poder hacerlo en 
condiciones aceptables. De esa manera, por un 
lado se recogerfa lo positivo de la sociabilidad 
juvenil y, por otro, se haría sin molestar a los 
vecinos en su legítimo derecho a la tranquilidad 
nocturna. 

Por estas consideraciones, votaremos favora- 
blemente este artículo, aunque con grandes 
reservas. 
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SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: es 
cierto lo que ha manifestado el señor Ministro 
del interior. Es por todos conocida la situación 
de dificultad en ese sentido por la que 
atraviesan parte de Montevideo y algunas áreas 
del interior de la República. 

Al votar afirmativamente este artículo, vamos 
a dar una carta de crédito al señor Ministro del 
Interior, aunque no porque estemos de acuerdo 
con esta disposición. A título personal, creemos 
que se trata de una norma que podrá ser 
fácilmente violada, pero la apoyamos por la 
confianza que nos inspira el actual señor 
Ministro. Nunca se sabe quién pueda llegar a 
ser su sucesor en los próximos gobiernos y 
podría estar habilitado para instaurar una 
reedición de un camino que nosotros no 
queremos transitar. 

Vamos a votar afirmativamente este artículo 
por disciplina partidaria, pero no creemos que 
solucione el triste problema del alcoholismo que 
en algunos casos tiene la juventud. Sin 
embargo, en atención a la sensibilidad del señor 
Ministro ante los reclamos lógicos que formula 
la ciudadanía de Montevideo, vamos a votar 
afirmativamente esta disposición. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: uno siente que hacer uso de la palabra 
a esta altura de la mañana se va volviendo una 
acción riesgosa. 

Este artículo busca una buena finalidad, 
aunque no estamos muy seguros de que sea por 
los medios correctos. En principio, tenemos la 
prevención de que puedan sustituirse los lugares 
de suministro y aglutinamiento, sin que ello 
solucione el problema que ha motivado el 
reclamo de los vecinos ante el Ministerio del 
Interior. Creemos indispensable que, conjunta- 
mente con la aplicación de este artículo, se 
determine por parte de la Policía y de la 
autoridad judicial o Tribunal de Faltas la falta 
que constituye la ingestión de bebidas alcohó- 
licas en lugares públicos. Si el Tribunal de 
Faltas rehúye la aplicación de la norma, tal vez 


en algún momento estaremos nuevamente 
acotando la discrecionalidad que tiene la 
autoridad judicial para fijarlo por ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 75, 


(Se vota) 
— Ochenta en ochenta y seis: Afirmativa. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: acompa- 
ñamos a la bancada del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio en el voto afirmativo de este 
artículo, pero tenemos muchas observaciones a 
su texto. 

En primer lugar, consideramos que se está 
abordando un problema muy importante, delica- 
do y complejo de una forma absolutamente 
tangencial. En segundo término, encontramos 
confusos muchos aspectos de la redacción, lo 
que puede prestarse a interpretaciones compli- 
cadas. En tercer lugar, creemos que el artículo 
permite una discriminación comercial inconve- 
niente e, inclusive, nos animaríamos a decir que 
se inclina a favorecer no precisamente al 
comercio instalado. En cuarto término, en 
función de quienes entienden en este tema y 
habiendo consultado a los comerciantes y 
vecinos, el horario propuesto -que puede ser 
modificado por la autoridad correspondiente- 
surge como inadecuado. 

Por último, nadie puede prever la movilidad 
que pueda producirse como resultado de la 
aplicación de esta norma y las consecuencias 
que pueda tener esta movilidad, es decir, el 
efecto de dispersión y de desplazamiento 
previsible de las concentraciones que con esto 
se procura eliminar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En discu- 
sión el artículo 76. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y cinco en ochenta y ocho: Afirma- 
tiva. 
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En discusión el artículo 77. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y seis en ochenta y siete: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
asiste razón al señor Diputado Ronald Pais en 
cuanto a que hacer uso de la palabra en este 
momento puede ser riesgoso. Tenemos que 
asumir ese desafío en tanto hemos optado por 
utilizar la vía de la fundamentación de voto para 
fijar una posición, así como para hacer constan- 
cias políticas sobre todo el capítulo y no artículo 
por artículo. 

En primer lugar, queremos señalar que 
algunos de estos temas estaban desde hace ya 
varios años a consideración del Cuerpo y por 
algo no llegaron a ser aprobados. Ahora los 
estamos tratando aquí por un acuerdo político, 
y nos consta que para una de las partes de ese 
acuerdo -por lo menos previamente a la sesión- 
había muy poco entusiasmo en cuanto a 
impulsarios. 

En segundo término, durante el proceso de 
la sesión se habló de varios temas, entre ellos 
la situación del sistema penal de Cuba y de los 
Estados Unidos, así como de la pena de muerte, 
el derecho a la vida, etcétera. No haber 
puntualizado nuestra posición al respecto no 
significa que no la tengamos y, en ese sentido, 
nos reservamos nuestra opinión para cuando 
esos temas realmente se debatan. 

En tercer lugar, se ha hablado mucho de los 
derechos humanos de las víctimas y de las 
personas de bien, y no de los criminales y 
delincuentes. Creemos que los derechos huma- 
nos básicos son de todos, independientemente 
de que se cometa o no un delito. 

En cuarto término, nuestra fundamentación 
de voto negativa a todo el capítulo se basa en 
lo que expresaron nuestros compañeros de 
bancada en la Comisión Especial que estudió 
este proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración, en la tundamentación que hice en 
la madrugada de hoy, así como en la propia 
interpretación de algunos de los artículos 


realizada por quienes los votaron afirmativamen- 
te, ya sea por disciplina partidaria o por una 
contradictoria interpretación. 

En quinto lugar, creo que es bueno señalar 
que la única bancada que votó todos los 
artículos referidos a este tema en forma 
negativa, por las razones expuestas, fue la del 
Nuevo Espacio. 

Por último, creo que los legisladores, los 
dirigentes políticos, no sólo reciben demandas 
sino que también generan opinión. Entonces, 
para nosotros es inadmisible que se diga que 
se va recorriendo los barrios escuchando, como 
si se tratara de una encuestadora, las opiniones 
de la gente para venir a fijar las posiciones. 
Creo que los legisladores y los dirigentes 
políticos también fijan opiniones y son respon- 
sables de que en muchos barrios de Montevideo 
se promueva la política de la ley de orden de 
la que este proyecto de ley es un fiel reflejo y 
nada tiene que ver con el derecho penal liberal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar el Capítulo XIV, "Normas sobre 
identificación civil", que comprende los artícu- 
los 78 a 80, 


(Texto del Capítulo:) 


"CAPITULO XIV 
NORMAS SOBRE IDENTIFICACION CIVIL 


Artículo 78.— Sustitúyense los incisos 
primero y segundo del artículo 7* del Decreto- 
Ley N* 14.762, de 13 de febrero de 1978, por 
los siguientes: 


'Declárase obligatoria la obtención de la 
cédula de identidad, para toda persona 
mayor de cuarenta y cinco días de edad, 
naciona! o extranjera con residencia per- 
manente en el país. El Poder Ejecutivo 
tenderá a que la identificación de las 
personas físicas se realice desde el 
nacimiento. Esta obligación se exigirá, en 
su caso, a los representantes legales de 
los menores e incapaces. 


La Dirección Nacional de Identificación 
Civil expedirá dicho documento aun cuan- 
do se solicite antes de los cuarenta y cinco 
días cumplidos de edad. 


Artículo 79.— La Dirección Nacional de 
Identificación Civil podrá exonerar del pago 
de la tasa correspondiente, siempre que 
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medie solicitud fundada del Instituto Nacional 
del Menor, de la Dirección Nacional de 
Prevención del Delito, del Banco de Previsión 
Social, de la Administración Nacional de 
Educación Pública (Consejo de Educación 
Primaria), de las Defensorías de Oficio en 
materia de Familia y de Menores y de los 
Consultorios Jurídicos gratuitos dependientes 
de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de la República. 


La Dirección Nacional de Identificación 
Civil, a los efectos de autorizar la exonera- 
ción, podrá requerir los asesoramientos, 
informes o documentación que crea conve- 
nientes. 


En los casos de renovaciones, la exone- 
ración será excepcional y deberá conferirse 
previa auxiliatoria de pobreza, en casos 
debidamente justificados mediante informa- 
ción sumaria, ante la Dirección Nacional de 
Identificación Civil. 


Artículo 80.— Exonérase del pago de la 
tasa de información, prevista por el artícu- 
lo 151 de la Ley N2 16.736, de 5 de enero 
de 1996 y Resolución del Poder Ejecutivo 
N2 380/996, de 30 de abril de 1996, a 
solicitudes tramitadas por las Defensorías de 
Oficio, Consultorios Jurídicos gratuitos de- 
pendientes de la Suprema Corte de Justicia, 
suscritas por los funcionarios autorizados. A 
tales efectos deberá remitirse a la Dirección 
Nacional de Identificación Civil, nómina y 
firma del profesional responsable de la 
actuación de cada una de las Instituciones 
mencionadas”. 


— En discusión los artículos 78 y 80, sobre los 
que existe acuerdo. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a 
votar. 


(Se vota) 

— Ochenta y nueve en noventa: Afirmativa. 
En discusión el artículo 79. 
SEÑOR BELLOMO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BELLOMO.— Señor Presidente: per- 
sonalmente, creo que este artículo presenta un 
pequeño matiz; es algo tal vez mínimo, pero no 
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menos importante. Intentaré demostrar que hace 
a la coherencia con que actúa esta Cámara y 
me parece, entonces, que es una razón de 
primer orden. 

El artículo 79 tiene tres incisos. En el primero 
de ellos, referido a la exoneración en cuanto a 
la obligatoriedad de tramitar la cédula de 
identidad, dice así: “La Dirección Nacional de 
Identificación Civil podrá exonerar el pago de la 
tasa correspondiente, siempre que medie soli- 
citud fundada del Instituto Nacional del Menor, 
de la Dirección Nacional de Prevención del 
Delito, del Banco de Previsión Social, de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(Consejo de Educación Primaria) de las 
Defensorías de Oficio en materia de Familia y 
de Menores y de los Consultorios Jurídicos 
gratuitos dependientes de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República". La 
enmienda que vamos a proponer al Cuerpo, si 
la Mesa lo entiende pertinente -ya la tengo 
redactada-, consiste en sustituir apenas una 
conjunción. Se trata de cambiar la letra "y" que 
figura delante de la expresión "de los Consul- 
torios Jurídicos gratuitos dependientes” por la 
letra "o". Creo que ello hace a la coherencia de 
esta Cámara y me permito, más que argumentar, 
recordar a los señores legisladores lo siguiente. 
El día 7 de junio, hace precisamente dos se- 
manas, en oportunidad del tratamiento de nor- 
mas dedicadas a la protección del ambiente, con 
posterioridad a la votación del artículo 23, de 
los tantos que votamos, el señor Diputado 
Scavarelli solicitó la reconsideración de ese 
artículo ya votado, la que le fue concedida y 
aprobada por cuarenta y seis votos en cuarenta 
y siete presentes. El señor Diputado Scavarelli 
sostenía que la conjunción "y" -estaba refirién- 
dose a otra norma- debía interpretarse como una 
condición más a cumplir y que, entonces, 
deberían concurrir las tres causales que hacían 
operar la norma determinada. Nosotros decimos 
que, con este mismo criterio, si es necesario que 
concurran todas estas mediaciones, este artículo 
es insostenible y no tiene sentido ni fundamento 
que lo estemos apoyando de esta forma, más 
allá de que el espiritu de la norma sea que 
cualquiera de estos mediantes -el Instituto 
Nacional del Menor, la Defensoría de Oficio en 
materia de Familia y de Menores, etcétera- 
solicite a la Dirección Nacional de Identificación 
Civil la exoneración del pago. 

Hace quince días la Cámara entendió que 
correspondía modificar esa conjunción "y" por 
"o" porque, de lo contrario, se trataría de una 
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condición más a cumplir. Planteo al Cuerpo 
-porque así lo entendió la Cámara, y así 
actuamos, reconsideramos y votamos- que hoy 
seamos capaces de hacer lo mismo. Lo planteo 
respetuosamente y, a la vez, pido que seamos 
coherentes; hace quince días procedimos a una 
reconsideración y actuamos de esa manera. Hoy 
planteo lo mismo y solicito que no nos 
autocercenemos. No hemos podido modificar 
nada, pese a las razones, fundadas o no, 
compartidas o no, y me parece que no tendría 
sentido que votáramos el artículo tal como está. 
En todo caso, sería preferible eliminarlo. Creo 
que estas razones son de peso, aunque 
parezcan mínimas y nimias. 


SEÑOR MIERES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: la 
obligación de la obtención de la cédula de 
identidad en el plazo de cuarenta y cinco días 
a partir del nacimiento que se instaura por el 
artículo 78 no va a tener eficacia si dejamos el 
artículo 79 como está. Parece bastante imposi- 
ble o inviable que en un plazo de cuarenta y 
cinco días se obtenga una solicitud fundada de 
alguno de los institutos señalados en el artículo 
y, menos aún si, como bien dice el señor 
Diputado Bellomo, se exige que sean todos ellos 
los que presenten esa solicitud, como se 
desprende razonablemente del texto. 

Estamos proponiendo que en el caso del 
trámite que se realiza por primera vez, es decir, 
para los recién nacidos, se exonere del pago de 
la tasa correspondiente a todos aquellos niños 
nacidos en hospitales públicos, para lo cual el 
propio hospital le extendería el certificado. 
Entonces, sí, sería viable la inscripción corres- 
pondiente y no estaríamos aprobando una 
norma que luego no tendría ninguna eficacia. 
Ese es el sentido del sustitutivo que estamos 
presentando en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 79, tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en ochenta y siete: 
Afirmativa. 


SEÑOR MIERES.— 
votación! 


¡Qué se rectifique ta 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Setenta y ocho en noventa: Afirmativa. 


En discusión el Capítulo XV, "Ministerio del 
Deporte y Juventud”, que comprende los 
artículos 81 a 89, inclusive. 


(Texto del Capítulo:) 


CAPITULO XV 
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD 


Artículo 81.— Créase el Ministerio de 
Deporte y Juventud, que se incorporará al 
Presupuesto Nacional como el Inciso 15. 


A estos efectos, créase el Programa 001 
"Administración General", habilitando la Con- 
taduría General de la Nación los créditos 
correspondientes a los cargos de Ministro, 
Subsecretario, Director General y los que se 
crean en esta ley. 


Artículo 82.— El Poder Ejecutivo estable- 
cerá las políticas nacionales en materia de 
deporte y juventud, considerando particular- 
mente el interior de la República, y las 
ejecutará a través del Ministerio que se crea 
por la presente ley. 


Artículo 83.— Suprímese la Comisión 
Nacional de Educación Física creada por la 
Ley N? 3.789, de 7 de julio de 1911. 


Artículo 84.— El Instituto Nacional de la 
Juventud, creado por el artículo 331 de la Ley 
N?* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
el Programa 001 "Administración General" del 
Ministerio de Educación y Cultura, pasará a 
integrar el Ministerio que se crea por la 
presente ley. Los funcionarios que actualmen- 
te prestan funciones efectivamente en el 
instituto serán redistribuidos al Ministerio de 
Deporte y Juventud, habilitándose los crédi- 
tos correspondientes por parte de la Conta- 
duría General de la Nación. 


Artículo 85.— Al Ministerio de Deporte y 
Juventud corresponde: 


1) Asesorar al Poder Ejecutivo y proponer 
las políticas nacionales en las materias 
de sus competencias. 


2) Ejercer los cometidos que tenía asigna- 
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dos la Comisión Nacional de Educación 
Física. 


3) Formular, ejecutar y evaluar las políti- 
cas nacionales relativas a la juventud, 
en coordinación con otros organismos 
estatales, ejerciendo las competencias 
conferidas al Instituto Nacional de la 
Juventud, 


4) Promover y coordinar las actividades 
del Centro de Información a la Juven- 
tud, asesorando y capacitando al per- 
sonal de las unidades locales de 
información. 


5) Ejercer toda competencia que le cometa 
el Poder Ejecutivo, de conformidad con 
lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 174 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 86.— Transfiérense de pleno de- 
recho al Ministerio de Deporte y Juventud 
todos los bienes, créditos, recursos, derechos 
y obligaciones de la Comisión Nacional de 
Educación Física y del Instituto Nacional de 
la Juventud, cualquiera fuere su origen o 
financiación. 


Artículo 87.— La adecuación presupuestal 
de los funcionarios de la Comisión Nacional 
de Educación Física y del Instituto Nacional 
de la Juventud, que se redistribuyen al 
Ministerio de Deporte y Juventud se efectuará 
conforme a las normas que regulan la 
materia. 


Artículo 88.-—— Créanse en el Inciso 15, los 
cargos de particular confianza de: Director 
General de Secretaría; Director de Deportes; 
y, Director de Coordinación Deportiva, cuya 
retribución será la establecida en el literal c) 
del artículo 9* de la Ley N* 15,809, de 8 de 
abril de 1986; incluyéndose en la referida 
disposición el cargo de Director del instituto 
Nacional de la Juventud. 


Suprímense los cargos de Presidente, Vice- 
presidente y Vocal de la Comisión Nacional 
de Educación Física. 


Artículo 89.— La creación del Ministerio 
de Deporte y Juventud no podrá significar el 
nombramiento de nuevos funcionarios públi- 
cos. Los cargos y sus funciones se cubrirán 
con los actuales funcionarios de las Unidades 
Ejecutoras que se suprimen, o con los 
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procedimientos vigentes de redistribución de 
funcionarios”. 


— La Mesa propone que los artículos 81 a 89 
sean considerados en bloque. Si no hay 
objeciones, así se procederá. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: no 
es un hecho de todos los días en nuestro país 
la creación de un Ministerio y, menos aún, la 
del Ministerio de Deporte y Juventud, que nunca 
existió antes en nuestro sistema. Fundarlo 
después de veinte horas de sesión tampoco es, 
a nuestro juicio, una tarea menor, pero *Los 
atributos éticos inherentes al quehacer deportivo 
y su formidable incidencia en la población, 
especialmente en los sectores jóvenes, lo 
conforman como un agente de socialización 
trascendente para preservar valores vitales para 
la sociedad.- Ocupante privilegiado de esa 
conquista de la humanidad que es el tiempo 
libre, el deporte se configura como factor 
relevante para formar hombres y mujeres sanos, 
aptos para la producción y la convivencia.- El 
fenómeno deportivo ha ido ganando en el correr 
del siglo, mayor espacio en la dinámica social, 
mereciendo una mayor consideración política en 
la organización del Estado”. Y se debe procurar 
"a través de un Plan Nacional, el desarrollo del 
deporte educación, del deporte competición y 
del deporte salud-recreo”. 

Estas palabras no nos pertenecen, pero 
creemos que sería difícil fundar un Ministerio de 
Deporte y Juventud de manera más sucinta y 
convincente que la que se desprende del 
capítulo relativo al deporte, de las Bases 
Programáticas del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, de donde las he extraído. Creo que en 
forma muy elocuente esos conceptos justifican 
la creación de un Ministerio de deporte y, 
conexo con él, un Ministerio de juventud, dentro 
del cual el deporte será parte central pero no 
excluyente y permitirá aglutinar la problemática 
de la juventud en general y generar la mística 
de que la juventud tiene futuro en nuestro país; 
más aún: de que la juventud es el futuro del 
Uruguay. No hay duda de que el Estado tiene 
una gran responsabilidad con respecto a la 
juventud y este proyecto recoge esta responsa- 
bilidad en forma satisfactoria. 

La lectura del artículo 85, con las competen- 
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cias que le atribuye más el hecho de que se 
deja la puerta abierta a la aplicación del artícu- 
lo 174 de la Constitución -o sea, la facultad del 
Presidente de la República de redistribuir las 
atribuciones-, ofrece un panorama bastante 
completo en la materia. Frente a la objeción 
recurrente que más de una vez se esgrime en 
materia de gastos, cuando se habla de la 
creación de un nuevo Ministerio, debe subrayarse 
que en este articulado se siguieron los criterios 
de austeridad que, por lo general, han primado 
a lo largo de este proyecto de ley. Es así que 
el artículo final establece que la creación del 
Ministerio de Deporte y Juventud no podrá 
significar el nombramiento de nuevos funciona- 
rios públicos. Los cargos y sus funciones se 
cubrirán con los actuales funcionarios de las 
Unidades Ejecutoras que se suprimen o con los 
procedimientos vigentes de redistribución de 
funcionarios. 

En consecuencia, creo que se justifica con 
creces hacer ese intento, porque con un poco 
de imaginación puede contribuir a hacer mucho 
por la juventud y por su inserción en el Uruguay 
del próximo siglo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: estoy 
muy contento por la oportunidad de votar el 
Capítulo XV, que incorpora como Inciso 15 del 
Presupuesto Nacional al Ministerio de Deporte 
y Juventud, que para quien habla tiene una 
significación muy personal. 

Se podrá, así, dar a su creación la urgencia 
del caso. Creemos que es hora de que la 
juventud de este país sea objeto de una política 
de Estado y de que toda una generación esté 
representada al más alto nivel, sentada en el 
Consejo de Ministros. Creemos que desde este 
Ministerio, entre todos los sectores, podremos 
llevar adelante una política de juventud que 
ponga a una generación postergada de este país 
en el lugar de privilegio que se merece. 

Por eso, con mucho gusto -y quizás en 
solitario- vamos a votar con las dos manos la 
creación de este Ministerio, en el entendido de 
que con tan solo US$ 100.000 de incremento del 
gasto vamos a poder desarrollar una política no 
sólo acerca de la juventud sino también de 
atención a todos aquellos deportes que tanto 
bien hacen a nuestra sociedad. 

Como dije en la Comisión, no sólo me refiero 
a los deportes mayores, sino también a cada 
uno de los deportes menores que a lo largo y 


a lo ancho de la República se fomentan y 
fortalecen para el mejor desarrollo mental y 
físico de nuestra ciudadanía. 

Reitero que, quizás en solitario, vamos a 
votar con las dos manos la creación de este 
Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: el 
Encuentro Progresista-Frente Amplio va a votar 
por la negativa la creación del Ministerio de 
Deporte y Juventud. En consecuencia, votare- 
mos por la negativa los artículos 81 a 89 con 
los cuales finaliza el tratamiento de este 
proyecto de ley, porque somos consecuentes 
con el documento que hace un momento leía el 
señor Diputado Bergstein. Precisamente, el 
documento que se refiere a las bases 
programáticas del Frente Amplio-Encuentro Pro- 
gresista en materia de deporte, plantea la 
creación de un Servicio Descentralizado y de 
una serie de iniciativas con relación a la 
jerarquización y el desarrollo del deporte. 

Queremos decir que la posición que tenemos 
sobre este tema condice con lo que ha sido la 
trayectoria que han tenido los Poderes Ejecu- 
tivos que han sido gobierno en este país desde 
1985 a la fecha. 

Tengo aquí algunos antecedentes, como el de 
la creación del Consejo Nacional de Educación 
Física y Deporte; figura en un proyecto firmado 
por el ex Presidente de la República, doctor 
Lacalle, remitido como propuesta del Poder 
Ejecutivo para la creación de un Servicio 
Descentralizado, continuador de la Comisión 
Nacional de Educación Física. Tengo otro 
antecedente del año 1988 que corresponde a la 
Presidencia del doctor Sanguinetti, cuando se 
propuso la creación de una Unidad Ejecutora 
para suceder a la Comisión Nacional de Educa- 
ción Física, creando el Instituto Nacional de 
Deportes, Educación Física y Recreación. 

Ninguna de estas iniciativas del Poder 
Ejecutivo planteaba la creación de un Ministerio. 
Ello está en coincidencia -creo que había 
acuerdo de todos los partidos- con el documento 
sobre el deporte que hace un momento fue leído 
por el señor Diputado Bergstein. 

Hay doctrina en cuanto a valorizar y a 
dinamizar los organismos rectores del deporte, 
pero no a través de la creación de un Ministerio, 
sino de una Unidad Ejecutora o de un organismo 
descentralizado que tenga jerarquía para dar 
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mayor proyección al deporte y cumplir con la 
función de desarrollo con que todos los 
uruguayos estamos de acuerdo. 

Sin embargo, se produce una innovación en 
todo el sistema político -no sólo en nuestra 
fuerza política- y en el Poder Ejecutivo en 
relación con los gobiernos que ha habido desde 
1985 a la fecha: mientras este proyecto de ley 
plantea en reiteradas ocasiones la necesidad de 
abatir el gasto del Estado -fue votada en la 
noche de hoy la reducción de cargos de 
dirección en organismos públicos descentraliza- 
dos y Entes Autónomos-, el mismo proyecto de 
ley, durante la misma noche, crea un Ministerio 
que generará nuevos cargos. 

Creemos que en esto hay una contradicción 
flagrante y no es por este lado que se va a 
dinamizar el deporte. Todos los proyectos que 
mencioné creaban un organismo descentralizado 
o una Unidad Ejecutora que, fundamentalmente, 
tenía políticas de deporte, mientras que los 
artículos del Capítulo XV en nada se refieren a 
las políticas para organizar o recrear el deporte 
a la luz de la actualización que debe tener la 
vieja ley de 1911, de creación de la Comisión 
Nacional de Educación Física. Se remiten en 
forma exclusiva a aspectos burocráticos sobre 
la transformación de la Comisión Nacional de 
Educación Física y del Instituto Nacional de la 
Juventud en el Ministerio de Deporte y Juventud. 

Tampoco creemos que, sin un examen 
pormenorizado, sea bueno fusionar la Comisión 
Nacional de Educación Física con el Instituto 
Nacional de la Juventud. Previamente a una 
reorganización, este Instituto -que, en términos 
generales, ha sido una experiencia positiva- 
requeriría una evaluación y un estudio profundo 
acerca de la experiencia y la valoración de los 
planes llevados adelante, a los efectos de ver 
cuál es la programación institucional que 
requiere para cumplir con las finalidades 
establecidas en su origen. 

El deporte abarca a los ciudadanos de todas 
las edades, desde los más jóvenes a los más 
ancianos, por lo que asociado con la juventud 
indica una orientación que no es correcta. 

Finalmente, hemos presentado un sustitutivo 
del inciso segundo del artículo 84, por el que 
se establece que los funcionarios que en la 
actualidad prestan funciones en el Instituto 
Nacional de la Juventud y en la Comisión 
Nacional de Educación Física serán redistribuidos 
en el Ministerio de Deporte y Juventud, 
habilitándose los créditos correspondientes por 
parte de la Contaduría General de la Nación. El 
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artículo 84 prevé esta situación para el Instituto 
Nacional de la Juventud, pero no lo hace de una 
forma precisa para los funcionarios de la 
Comisión Nacional de Educación Física. Es 
posible que haya sido un olvido, pero era 
importante destacarlo para dar tranquilidad a los 
funcionarios de la Comisión Nacional de Educa- 
ción Física en cuanto a su estabilidad laboral. 

Por todos los fundamentos expuestos, vamos 
a votar en forma negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Magurno. 


SEÑOR MAGURNO.— Señor Presidente: con 
satistacción vamos a votar la creación del 
Ministerio de Deporte y Juventud, que hace 
mucho tiempo era solicitada por los deportistas, 
los dirigentes y gente vinculada al deporte. 

Creemos que a través de esta creación se 
hará una gran obra porque el deporte uruguayo, 
sobre todo los deportes menores, no tenía el 
respaldo que merecía. Este Ministerio va a 
desarrollar una gran obra desde el punto de 
vista deportivo que debería haberse hecho 
tiempo atrás: mejorar sobre todo los deportes 
“amateur", porque ahí está el futuro del 
Uruguay. 

Felicito a quienes han tenido la idea de crear 
un Ministerio del que hace mucho se hablaba, 
pero que nunca se pudo cristalizar. Creo que 
este Ministerio va a hacer mucho por la juventud 
y por el prestigio de Uruguay. 


SEÑOR FALCO.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— ¿Me permi- 
te una interrupción? 


SEÑOR MAGURNO.— Concedo, por su 
orden, las interrupciones que me solicitan los 
señores Diputados Falco y Berois Quinteros y 
luego doy por terminada mi intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el miembro informante, señor Dipu- 
tado Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: como 
se planteaba anteriormente, creo que hay que 
felicitar la idea de llevar a rango ministerial la 
temática de la juventud y el deporte. 

Podríamos hablar de los aspectos positivos 
que implica la creación de este Ministerio, pero 
quizá convenga que quienes tuvimos oportuni- 
dad de leer todas las versiones taquigráficas 


248 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


rebatamos algunos de los aspectos negativos 
que se le atribuyen. 

Debemos felicitar un aspecto que, desde 
nuestro punto de visa, es vital: por este 
Ministerio sólo se crean tres cargos de particular 
confianza; en realidad, como se suprimen los 
que existían en el INJU y en la Comisión 
Nacional de Educación Física, se compensan. 

Voy a adelantar mi posición negativa con 
respecto al sustitutivo propuesto porque reitera 
lo planteado en el artículo 87. Es clara nuestra 
opinión en cuanto a que tanto los funcionarios 
de la Comisión Nacional de Educación Física 
como los del INJU van a ser absorbidos por el 
Ministerio. Eso fue lo que planteamos en la 
Comisión y reiteramos cuando se presentó el 
aditivo. 

En definitiva, reiteramos que no vamos a 
mencionar todos los aspectos positivos de darle 
rango ministerial a estos temas. Podría discu- 
tirse en cuanto a la oportunidad, a si es bueno 
o malo crear el Ministerio en este momento, pero 
no hay duda de que las políticas que le atañen 
son de nivel ministerial y que no se generan 
gastos; con esto ya es suficiente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado Berois Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— En cuanto a 
la inquietud planteada a través del aditivo, creo 
que el artículo 86 es claro cuando dice 
"Transfiérense de pleno derecho al Ministerio 
del Deporte y Juventud, todos los bienes, 
créditos y recursos (...)". Cuando este artículo 
menciona los recursos, también se refiere a los 
recursos humanos. Por eso creíamos que era 
bueno dejar esta constancia, aclarando que no 
vamos a votar el aditivo porque consideramos 
que está implicito en la redacción del artícu- 
lo 86. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORTUÑO.— Señor Presidente: no 
intervinimos durante la consideración del pro- 
yecto en general por sentirnos ampliamente 
representados por lo que plantearon nuestros 
compañeros de bancada, quienes expusieron 
con solvencia los fundamentos formales y 
políticos que nos llevan a realizar una valoración 
global negativa del proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración que se ha 
tratado en estas últimas, aproximadamente, 
treinta horas de sesión. Sí queremos referirnos 
a un tema en el que hemos venido trabajando 


en los últimos días de actividad social y polí- 
tica. 

El Capítulo XV de este proyecto de ley 
incorpora como novedad la creación del Minis- 
terio de Deporte y Juventud, fundamentado en 
el hecho positivo de que realmente exista una 
política orientada hacia los jóvenes, lo que nos 
parece una aspiración compartible. Lo que no 
resulta compartible es la instrumentación que se 
elige para canalizarla. 

No tenemos ninguna duda en cuanto a la 
necesidad de implementar políticas dirigidas a 
la juventud, con mayor impacto y profundidad 
que las que se han llevado adelante en los 
últimos períodos. Pero pensamos que eso pasa 
por mejorar el funcionamiento, las orientaciones 
y los recursos de los organismos institucionales 
que hoy existen en la materia. 

Por otra parte, compartimos las aprensiones 
planteadas en este Cuerpo sobre la inclusión de 
un nuevo rubro presupuestal en un contexto de 
restricción del gasto, lo que nos parece por lo 
menos contradictorio. Queremos pensar que no 
se trata de la creación de algunos cargos más 
para el reparto a costa del Estado. En ese 
sentido, si se quiere dar un mejor tratamiento 
a la temática de la juventud y a la implementación 
de políticas en ese sentido, creemos del caso 
-Yy nos importa- dejar planteados algunos 
desatíos y criterios que en el futuro nos llevarán 
a evaluar lo que suceda en esta materia, de 
mantenerse las mayorías que se han expresado 
en Sala, favorables a la creación del Ministerio 
que está planteado. 

Creemos que el primer gran desafío que 
tenemos por delante es mejorar las posibilidades 
y oportunidades de los jóvenes en este país, que 
en general sufren una sociedad que privilegia la 
experiencia y la veteranía antes que la innova- 
ción y la creatividad. 

Otro gran desafío que queremos poner sobre 
la mesa lo constituye, particular y ftundamental- 
mente, la mejora de las condiciones de vida de 
aquellos jóvenes que más lo necesitan. En ese 
sentido, el señor Diputado Ibarra nos ilustraba 
con algunos datos y nos decía que el 50% de 
los jóvenes entre dieciocho y veintinueve años 
viven en asentamientos precarios y que el 59.4% 
tiene dificultades de asistencia en salud. 
Nosotros podríamos agregar las dificultades de 
empleo: entre los jóvenes económicamente 
activos, el 28.5% tiene dificultades para conse- 
guir trabajo, siendo que la tasa general oscila 
entre el 11% y el 12%. A su vez, sabemos que 
la problemática del empleo juvenil afecta a 
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quienes menos tienen, a tal punto que dentro 
de ese porcentaje del 28.5% de jóvenes 
desempleados, siete de cada diez pertenecen al 
40% más pobre de la sociedad. En ese sentido, 
decimos categóricamente que hay que enfrentar 
la problemática del desempleo juvenil; hay que 
hacerlo hoy y esto se puede llevar a cabo con 
el marco institucional y las normas jurídicas 
existentes. 

A nuestro modo de ver, se trata simplemente 
de demostrar voluntad política. La prueba más 
cabal de que la instrumentación de políticas en 
este sentido responde a las voluntades políticas 
y no a la existencia de tal o cual organismo del 
Estado, la tuvimos en esta misma sesión. Existe 
el Instituto Nacional de la Juventud y la Junta 
Nacional de Empleo; en el seno del primer 
organismo nació y se desarrolló el programa de 
capacitación laboral para jóvenes. Projoven que 
luego, por carencia de recursos, se trasladó a 
la órbita de la Junta Nacional de Empleo. A 
pesar de que existen estos organismos, el 
programa Projoven, que capacitó a mil quinien- 
tos jóvenes en el último año, no se ha podido 
implementar en lo que va del actual, y 
seguramente no se podría instrumentar porque 
esta Cámara, expresando la voluntad política de 
la mayoría del Cuerpo, no votó el aditivo 
presentado por el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, para dotar de recursos al organismo. Es 
decir que aquí, más que ante la necesidad de 
la creación de instituciones nuevas -que, insisto, 
por mínimas que sean suponen nuevas 
erogaciones para el Estado-, estamos frente a 
un problema que demanda voluntades políticas 
claras para revertir las situaciones a las que 
haciamos referencia. 

Así como hablamos del empleo, nos podría- 
mos referir a los problemas de educación, a 
otros vinculados a la vivienda o a la cultura, así 
como a los de los jóvenes que trabajan y no 
ven respetados sus derechos; pero creemos que 
es suficiente cuanto se ha dicho en la materia. 

Otro gran desafío que se plantea es asumir 
que las acciones dirigidas hacia la juventud son 
la piedra angular de las políticas sociales de 
emergencia que deben aplicarse para combatir 
la pobreza y para detener su reproducción en 
nuestra sociedad desde una perspectiva inte- 
gral. 

Por otra parte, creemos que el o los 
organismos que tengan entre sus responsabili- 
dades atender estos temas tienen un desafío en 
cuanto a los criterios políticos de gestión que 
deben aplicarse. En ese sentido, planteamos 


que deberá generarse un plan global y que se 
tendrán que coordinar las acciones que realizan 
los distintos Ministerios y organismos del Estado 
-que hasta el día de hoy muchas veces han 
estado descoordinados y no responden a un 
enfoque integral- de cara a la juventud. 

Más allá de la centralidad institucional de 
este o estos organismos, creemos que debe 
impulsarse la acción descentralizada de las 
Comisiones de Juventud de los departamentos 
del interior del país, y coordinar con ellas 
cuando sea necesario. Asimismo, pensamos que 
deben articularse medidas e iniciativas con la 
sociedad civil, con las Organizaciones No Gu- 
bernamentales y con las organizaciones juveni- 
les en general, que han acumulado una 
experiencia importante en la materia. 

En suma, no son pocos los desafíos 
planteados, que pueden y deben asumirse 
desde hoy; para ello no es necesaria la creación 
de nuevos marcos institucionales ya que, si hay 
voluntad política, pueden encararse con los 
actuales. Esperamos que el Poder Legislativo 
sea un celoso custodio del cumplimiento de esos 
objetivos, más allá de cuáles sean los organis- 
mos institucionales que estén encargados de 
concretarlos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
simplemente deseo reafirmar el compromiso de 
nuestro Partido para conformar, junto a todos los 
sectores de la actividad política, una política 
nacional de juventud. 

No lo va a hacer quien habla, ni sabemos 
quién será el Ministro. Es tradicional en nuestro 
Partido la apertura para lograr el consenso a fin 
de llevar adelante una política de juventud. Por 
lo tanto, al señor Diputado preopinante le digo 
que reafirmamos nuestro compromiso en cuanto 
a que todas las fuerzas políticas serán consul- 
tadas. 

Para disipar algún tipo de suspicacia, expreso 
que no nos duelen prendas en cuanto al reparto 
de cargos. Hay que tener muy poca memoria 
para no recordar que quienes votamos afirma- 
tivamente la Sección 48% del Capítulo VIII 
eliminamos cargos para ese supuesto reparto. 
Entonces, reitero que no nos duelen prendas. 
Quizás algunas personas que ahora tienen 
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alguna suspicacia no hayan deseado eliminar 
esos cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Falero. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: en 
ocasión de discutir en general este proyecto de 
ley con declaratoria de urgente consideración 
hicimos referencia a lo que significaba la 
creación de un Ministerio en un marco de rebaja 
del costo país a los efectos de la competitividad. 
Algunos señores Diputados ya se han referido 
a ese aspecto, por lo cual no vamos a insistir 
en ello porque ha quedado claro que el propósito 
de ahorrar se da de palos con la creación de 
un Ministerio. 

Es bueno reflexionar sobre algunos puntos 
que tienen que ver con los temas que este 
Ministerio debería encargarse de analizar y 
llevar adelante. Desde hace un tiempo -pre- 
cisamente desde hace dos años- se están 
viendo dificultades ciertas en el funcionamiento 
de la Comisión Nacional de Educación Física, 
donde -como es público y notorio- inclusive se 
ha instruido un sumario administrativo a su 
Vicepresidente debido a, por lo menos, desór- 
denes administrativos en su funcionamiento. 

Además, tenemos un problema muy viejo, 
lamentablemente sin resolver, que tiene que ver 
con la colisión de orientaciones y de funciones 
entre los Profesores de Educación Física que 
dependen de la Comisión Nacional de Educa- 
ción Física y los que dependen del CODICEN, 
tanto de Educación Primaria como de Secunda- 
ría. 

También hay otro problema serio que acarreó 
un conflicto importante de los Profesores de 
Educación Física, vinculado a la forma de 
remuneración por el sistema de "cachet", que 
hace que no exista una norma presupuestal 
adecuada para brindar, por lo menos, seguridad 
a los estudiantes del Instituto Superior de 
Educación Física. Este problema se extendió 
creo que durante más de un mes en Maldonado, 
donde se planteó una problemática que hasta el 
día de hoy no se ha resuelto. 

Por otro lado, estamos incorporando a este 
Ministerio un organismo como el Instituto 
Nacional de la Juventud, que hasta ahora ha 
tenido un comportamiento absolutamente distin- 
to y que, en su accionar en el desempeño de 
su actividad, ha generado algunas normas 
importantes, fundamentalmente tendientes a 
combatir el desempleo, tal como se ha dicho en 
ocasión de analizarse la situación de la Junta 


Nacional de Empleo. 

Si analizamos la evolución del comportamien- 
to de la Comisión Nacional de Educación Física 
a través de toda su historia, fundamentalmente 
la incidencia y la convocatoria que han tenido 
las plazas de deportes en los últimos treinta 
años, llegaremos a la conclusión de que ha ido 
decayendo en forma notoria el peso que tenían 
estas plazas en toda la sociedad, en particular 
en la enseñanza curricular, ya que antes se 
funcionaba de una manera completamente 
distinta. 

Esto se ha visto reflejado en el rendimiento 
de los deportistas nacionales, a tal punto que 
algunos de ellos, que han competido, manifes- 
taron que las diferencias en cuanto a posibili- 
dades de rendimiento son tan abismales a nivel 
internacional que prácticamente resultaría impo- 
sible competir en condiciones similares. 

Entonces, tenemos una serie de problemas 
muy importantes vinculados al deporte, que 
merecen un tratamiento adecuado. Con todos 
estos inconvenientes -podríamos seguir exten- 
diéndonos en su enumeración, pero no lo 
haremos en aras de la hora y del tiempo 
transcurrido-, en este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración se esta- 
blece la creación del Ministerio de Deporte y 
Juventud, cuando en realidad la temática que 
debería abordarse al analizar el problema del 
deporte es mucho más compleja y tendría que 
ser estudiada en un ámbito natural y racional 
porque es algo fundamental, esencial, que 
preocupa no sólo a los señores Diputados sino 
a toda la sociedad. 

Estamos realizando un trámite meramente 
burocrático y administrativo al crear un Ministe- 
rio sobre el que no hay ningún tipo de análisis 
ni propuesta; todo parece indicar que se trata 
de la suma lisa y llana de dos organismos, sin 
que se modifique absolutamente ninguno de los 
enormes problemas que tiene el país en esta 
materia. 

Por lo tanto, pensamos que el Ministerio de 
Deporte y Juventud que se crea es exclusiva- 
mente el truto de un acuerdo político, tal como 
se ha expresado al comienzo del análisis de 
este tema. No puede ser que tomemos al 
deporte nada más y nada menos que como 
prenda de un acuerdo político y que sean los 
cargos los que, en definitiva, sellen su suerte 
o fracaso. 


SEÑOR TROBO.— 
contestar una alusión. 


Pido la palabra para 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: a esta 
altura de la jornada creo que habría que tener 
un poco más de cuidado al analizar los temas, 
sobre todo cuando se introduce un elemento que 
califica la intención y el espíritu que anima a 
quienes han realizado esta propuesta. 

Me parece, señor Diputado Falero, que no 
procede -no encaja en su estilo y, además, no 
tiene razón- que usted adjudique al gobierno, en 
este caso conformado por una mayoría de dos 
partidos respetables por su historia y por su 
gestión pública, el objetivo de crear un Minis- 
terio para crear algunos cargos. 

Su afirmación no tiene sentido, no tiene 
contrafuerte -utilizando un término vulgar- por- 
que se acaba de votar un artículo por el cual 
se suprimen cargos. Entonces, si alguien tuviera 
la aspiración de crear cargos para ubicar gente 
y cumplir con un acuerdo político, to habría 
hecho de manera mucho más inteligente, sín 
tocar ninguno de los cargos de los Directorios 
de los Entes Autónomos que, en todo caso, 
podrían satisfacer mucho más el interés de 
alguien que pretendiera un vulgar cargo, que 
operar una institución que se crea para encarar 
un tema tan importante -como el señor Diputado 
reconoce- como el deporte, para lo cual va a 
tener que formular políticas de deporte y 
juventud de carácter nacional. El Estado ya se 
ha encargado de esas políticas, pero en forma 
dispersa, con organismos que fueron creados 
para otra época, para otra concepción y con 
otras características presupuestales. 

No pensaba hablar de este tema, pero no 
acepto bajo ningún concepto que se vulgarice 
la discusión señalando que la única pretensión 
que tiene la mayoría parlamentaria en esta 
circunstancia, por iniciativa del gobierno, es 
crear un Ministerio para dar un cargo a alguien 
o a algunos, O para hacer un reparto político. 
Esa es una actitud lamentable y vergonzosa 
para señalar un comportamiento político ajeno, 
que no tiene sentido en esta instancia y que no 
respeta la mínima consideración que merece 
una propuesta que, además, no es de ahora. 

En lo que respecta al Partido Nacional, la 
propuesta de creación del Ministerio del Deporte 
y Juventud -si el señor Diputado Falero leyera 
los antecedentes podría comprobarlo- está 
vinculada con el programa de gobierno presen- 
tado por el doctor Lacalle en 1989. Así que no 
es nueva la idea. Que en aquel momento no se 
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haya podido consagrar porque no existió el 
acuerdo de las mayorías parlamentarias nece- 
sarias, es otra cosa. De todas tormas se creó 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, y el señor Diputado 
Falero sabe que también se propuso la creación 
del Ministerio del Mar. 

Entonces, no me digan ahora que esto tiene 
el mero espíritu de crear cargos para acomodar 
a alguien o a algunos, o para realizar un 
acuerdo político. Por el contrario; precisamente, 
quienes se han expresado en contra de la 
creación de este Ministerio, no lo han hecho con 
relación a la importancia del tema ni a la 
necesidad de trabajar con serias políticas de 
Estado. El instrumento para quienes han estado 
hablando en contra puede ser otro; para 
nosotros es éste. Estamos discutiendo sobre el 
instrumento y no sobre el fondo del asunto. En 
esencia, todos estamos de acuerdo en que en 
materia de juventud y en materia de deportes 
el Estado debe tener una política. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: en mi 
exposición fui absolutamente cuidadoso; no 
nombré a ninguna fuerza política ni a ningún 
señor legislador. 


(Interrupciones) 


—El señor Diputado Trobo me nombró 
especificamente. Lo único que hice fue exponer 
mi punto de vista con respecto al tema y nada 
más. 

Simplemente, recogí lo que dijo el señor 
Diputado Trobo cuando se inició la discusión de 
este tema. El manifestó que esto era fruto de 
un acuerdo preelectoral entre el Partido Colo- 
rado y el Partido Nacional. Lo dijo el señor 
Diputado Trobo, no yo. Por lo tanto, tengo todo 
el derecho del mundo a usar exactamente esas 
mismas palabras, sin que nadie se sienta 
ofendido. El señor Diputado Trobo lo dijo cuando 
empezó la discusión de este tema y si yo tengo 
la sospecha -absolutamente lógica, además- de 
que ya hay gente del Partido Nacional que ha 
solicitado ser el Ministro de Deporte -porque, por 
otra parte, los medios de prensa se han 
encargado de difundirlo hace tres o cuatro 
meses-, tengo todo el derecho del mundo a 
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decirlo, porque ha tomado estado público; 
reitero: no porque yo lo haya dicho, sino porque 
tomó estado público. 

Al señor Diputado Trobo le consta que soy 
muy respetuoso siempre que hago uso de la 
palabra y, por lo tanto, le voy a pedir que no 
adjetivice, porque yo jamás lo hago con respecto 
a ningún compañero legislador. 


SEÑOR TROBO.— Pido 
contestar una alusión. 


la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Vamos a 
ver si nos entendemos: acá hay un debate que 
está franqueándose entre los Diputados Trobo 
y Falero y voy a hacer lo posible para que se 
vaya acotando. 

Tiene la palabra el señor Diputado Trobo, a 
quien solicitamos que se limite todo lo que 
pueda al tema en discusión. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: creo 
que invocar las palabras que utilizamos a! inicio 
de esta discusión en el sentido de que el origen 
de este proyecto de ley era un acuerdo político, 
está muy bien. Invocamos ese concepto y ese 
criterio porque ése es el origen de esta 
iniciativa. ¡Cómo no lo vamos a decir! Además 
es bueno decir que los políticos nos comprome- 
temos y cumplimos. 

Siento orgullo de ello, una gran satisfacción 
de que esta jornada termine con la aprobación 
de un instrumento que el gobierno pide y que 
es la consecuencia de una serie de acuerdos 
que se lograron antes de la segunda vuelta 
electoral. 

No es un acuerdo preelectoral para repartir 
nada, sino para construir, para fijar políticas de 
gobierno. 

Unicamente la suposición de un espíritu 
oblicuo podría estimar que el único objetivo de 
este articulado sea el de crear cargos; al menos 
yo lo entendí así. De lo contrario, me gustaría 
que el señor Diputado Falero lo aclare, pues no 
es una forma para encarar lo que es un acuerdo 
político. 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: en la 
mañana de hoy podemos retirarnos conformes 
con la labor que todos los parlamentarios 
desarrollamos. Llevamos casi veinticuatro horas 


de discusión y me parece que hemos debatido 
dentro de niveles aceptables de argumentación. 
Cada cual ha expuesto sus puntos de vista; 
algunos quizá lo hayan hecho en exceso, pero 
todo se efectuó en un marco de respeto y de 
consideración, tal como corresponde al trata- 
miento de normas de este tipo, 

Creo que es injusto decir que en la coalición 
de gobierno estamos actuando en poco más que 
una "repartija de cargos". Además, me parece 
que no es ése el estilo del señor Diputado 
Falero; lo atribuyó sin duda alguna al exceso de 
horas y de trabajo que hemos desarrollado en 
esta oportunidad, lo que indudablemente provo- 
ca un efecto más nocivo en unos que en otros, 
como consecuencia de la fortaleza y las 
carencias naturales de cada uno. 

En definitiva, digo que sería bueno cerrar 
esta sesión de la Cámara en el mismo tono en 
que ha transcurrido durante toda la jornada y 
que lamento que el señor Diputado Falero -que 
es un legislador apreciado y querido por todos- 
haya tenido expresiones que desde mi punto de 
vista no son felices en la culminación de todo 
este episodio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: las 
últimas dos intervenciones -la del señor Dipu- 
tado compañero Ortuño y la del señor Diputado 
Falero- han tocado dos temas que pensaba 
analizar y, por ello, voy a ser sumamente breve. 

En primer lugar, quiero manifestar que con 
relación al tema de la juventud, estoy totalmente 
de acuerdo con todo lo expuesto por el señor 
Diputado Ortuño. 

En segundo término, quiero referirme al 
deporte, sobre todo a las carencias y al 
deterioro que ha sufrido la Comisión Nacional 
de Educación Física en los últimos tiempos. Esta 
realmente ha tenido problemas de recursos 
importantes y no cumple las funciones que 
debería desarrollar. Evidentemente, el tema de 
la plaza de deportes, el del certificado de aptitud 
médica deportiva e inclusive la situación que se 
da en la pista oficial de atletismo por el tema 
de la carpeta sintética, están indicando realmen- 
te la insuficiencia o la deficiencia con que actuó 
la Comisión, lo que en muchos casos se debió 
a la falta de recursos económicos. 

Por otra parte, quiero dejar una constancia 
en esta intervención porque sin duda el 
sustitutivo que presentamos con referencia al 
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artículo 84 del Capítulo XV, "Ministerio del 
Deporte y Juventud”, no va a ser votado 
favorablemente, como tampoco lo será ninguna 
sugerencia o aporte de nuestra fuerza política. 

Deseo dejar de manifiesto que acá se ha 
dicho por parte de representantes del Partido 
Nacional y del Partido Colorado que se atenderá 
como corresponde a los funcionarios de la 
Comisión Nacional de Educación Física, para 
que pasen a cumplir funciones en el futuro 
Ministerio que se va a crear. Digo esto porque, 
de acuerdo con el articulado y concretamente el 
artículo 84, los trabajadores del INJU no reciben 
el mismo tratamiento y, por supuesto, también 
se lo merecen. 


SEÑOR ROSSI.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR IBARRA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señor Presidente: justa- 
mente por ahorrar tiempo, aprovecho para 
reafirmar esta constancia que está dejando el 
señor Diputado Ibarra con lo siguiente. En el 
transcurso de la discusión del tema en la 
Comisión Especial, se hizo una clara referencia 
a esta dificultad que surgía a raíz de una 
diferenciación entre el tratamiento de los 
funcionarios del INJU y los de la Comisión 
Nacional de Educación Física. 

El sustitutivo que proponemos procuraba, 
justamente, corregir eso. Hoy, en el transcurso 
de la sesión plenaria, tanto el señor Diputado 
Berois Quinteros como el señor Diputado Falco 
volvieron a dejar constancia de la voluntad de 
tratar por igual a los funcionarios de los dos 
institutos, teniendo en cuenta las condiciones en 
que ellos están desempeñando funciones actual- 
mente. 

Nos parece importante que esto quede 
expresamente señalado y registrado en esta 
discusión para dar tranquilidad a funcionarios 
que, reiteradamente, se allegaron a la Comisión 
Especial procurando saber sobre su futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Ibarra. 


Puede 


Puede 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: com- 
parto la opinión de algún señor Diputado del 
oficialismo que expresó que de repente ésta no 
es la oportunidad adecuada para la creación de 
este Ministerio del Deporte y Juventud; justa- 
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mente, creo que no lo es. No es el momento 
adecuado para crear un nuevo Ministerio. 

Sin duda esto origina burocracia y, más allá 
de que se ha afirmado por parte de algunos 
señores legisladores que no habrá gasto, todos 
sabemos que va a haber un gasto mayor y, sin 
duda, el erario ya no resiste más. 

Este gasto se origina en momentos en que 
se realiza un ajuste negativo -que llamo una 
especie de ajuste fiscal- sobre los sueldos de 
los funcionarios públicos y sobre las jubilaciones 
y pensiones, lo que quiere decir que se ven 
perjudicados aproximadamente novecientos mil 
uruguayos. Es decir que esto no es conveniente 
ni oportuno, 

Además, no aparece en la redacción del 
articulado referido a este Ministerio un plan 
concreto, un plan nacional para, por ejemplo, 
paliar el tema de la educación física que tanta 
deficiencia tiene en nuestro país, ni tampoco 
uno que aborde la problemática de la juventud. 
Por lo tanto, vamos a votar en forma negativa 
este articulado. 

En cuanto a la polémica que recientemente 
escuchamos en Sala con respecto a si esto 
significa distribución de cargos de confianza 
entre los partidos que integran la coalición de 
gobierno, simplemente me remito a la opinión 
que todos los medios de prensa -escrita, 
televisiva, oral- han expresado hace muy poco 
tiempo con respecto a la distribución de cargos 
en este Ministerio que se crea. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Mello. 


SEÑOR MELLO.— Señor Presidente: deseo 
ser muy breve porque todos sabemos cuánto 
hemos trabajado durante estas horas, pero no 
quiero dejar pasar este momento sin decir que 
apoyo todo lo que han expresado los señores 
Diputados del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio que me precedieron en el uso de la 
palabra. 

Todos estamos preocupados por la juventud 
y el deporte de este país, pero, realmente, en 
un proyecto de ley de urgente consideración no 
se debió haber dado trámite a la creación del 
Ministerio del Deporte y Juventud debido a todos 
los conceptos sobre los que se ha abundado y, 
además, por todo lo que no hemos podido hacer 
acerca de este proyecto que, en realidad, lo 
único que tiene es la creación de una estructura. 
Habría sido bueno que en Cámara hubiéramos 
podido discutir acerca de una cantidad de 
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aspectos que me permitiré señalar. 

En esta sesión no se va a poder hablar de 
las ciento cincuenta y seis escuelas de 
Montevideo y de las doscientas veinte del 
interior del país que no tienen actividades de 
educación física y que abarcan a más de 
doscientos mil niños. En algunas escuelas sólo 
se atiende a cuartos, quintos y sextos años. 
Tampoco se dice qué se va a hacer con las 
cuarenta federaciones deportivas y dos mil 
setecientos cincuenta clubes unideportivos y 
plurideportivos. 

¿Qué podemos hacer para recuperar la red 
de plazas de deportes en situación de deterioro 
que dependen de la Comisión Nacional de 
Educación Física, una Comisión Nacional que, 
tal como se ha expresado, está desfinanciada 
y va a tormar parte del mencionado Ministerio? 
Deberemos tenerlo en cuenta al considerar el 
Presupuesto Nacional. 

Tampoco podremos hablar -si se hubiera 
hecho habría significado un aporte importante- 
sobre las Secretarías de Deportes de todas las 
Intendencias del país, que son muy importantes 
para el trabajo con la juventud y en el área del 
deporte. Además, no tuvimos la posibilidad de 
estudiar las normas, la planificación, la organi- 
zación, la jerarquización, hacer el estudio de 
mercado y de gestión empresarial que el Estado 
debería tener presente al crear el citado 
Ministerio del Deporte y Juventud. 

Por estos motivos, no vamos a votar la 
disposición por la que se crea ese Ministerio. 


(Murmullos) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
ruega tranquilidad a los señores legisladores, 
pues en estos momentos es más necesaria que 
nunca. Se sabe que mucha gente está deseando 
regresar a sus hogares, pero todavía hay 
algunos aditivos, algún asunto entrado fuera de 
hora y se puede alterar la secuencia racional de 
la sesión. Por lo tanto, hasta que culmine el 
debate, se solicita a los señores Diputados 
atención y concentración. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a 
votar los artículos 81 a 89. 


(Se vota) 


— Cincuenta y 
Afirmativa. 


tres en ochenta y cuatro: 


En discusión los dos artículos aditivos que 
figuran en la Hoja N? 20, presentados por la 
señora Diputada Charlone y los señores Dipu- 


tados Baráibar, Ponce de León, Agazzi, Alvarez, 
Rossi, Sendic, Fonticiella, Ibarra, Pérez y Pérez 
Morad. 


(Texto de los artículos:) 


"Artículo  .— Declárase la nulidad abso- 
luta de todo acto de despido, perjuicio a 
trabajador, u otro, violatorio de las disposi- 
ciones contenidas en el artículo 1% del 
Convenio Internacional del Trabajo N* 98 
sobre el Derecho de Sindicalización y de 
Negociación Colectiva, ratificado por la Ley 
N* 12.030, del 27 de noviembre de 1953. 


En consecuencia los trabajadores despe- 
didos o perjudicados en cualquier forma a 
causa de su afiliación sindical o de su 
participación en actividades sindicales, debe- 
rán ser reintegrados al cargo y tareas que 
desempeñaban”. 


"Artículo .— El trabajador perjudicado 
se presentará ante el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social que, en un plazo no mayor 
de diez días hábiles, determinará si la 
situación se inscribe en la de los incisos 
anteriores y en caso afirmativo intimará al 
empleador para la inmediata reparación. 


Si realizada la intimación de reparación no 
se concreta o si la resolución del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social no es 
favorable al trabajador, éste podrá accionar 
en sede judicial por el procedimiento previsto 
en la Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 
1988, sin perjuicio de las sanciones adminis- 
trativas que pudieran corresponder". 


SEÑOR BENTANCOR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
en nombre de nuestra fuerza política, con estos 
aditivos queremos promover la protección de los 
dirigentes y militantes sindicales en el ejercicio 
de sus legítimas actividades. 

Esas actividades integran el concepto más 
amplio de libertad sindical, que, a su vez, es 
elevada al rango de derecho humano fundamen- 
tal, tal como está garantizado en la Sección || 
de nuestra Constitución de la República. A la 
vez, este derecho está consagrado en convenios 
internacionales, firmados por Uruguay con la 
OIT; en este caso específico, el convenio N? 87, 
sobre libertad sindical, y el N? 98, relativo a 
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fueros sindicales, que en nuestro país deberían 
asumir el correspondiente carácter de leyes. 

Más allá de esto, lamentablemente, una parte 
mayoritaria de la doctrina plantea la necesidad 
de que el Convenio N* 98 -que refiere 
fundamentalmente al fuero sindical- deba ser 
reglamentado por la vía legal. En este sentido, 
en más de una oportunidad hemos recibido a 
Ministros de Trabajo y Seguridad Social de 
distintas Administraciones, planteando en el 
Parlamento la necesidad de dotarlos de instru- 
mentos a fin de hacer posible, fundamentalmen- 
te, la instrumentación concreta de estos conve- 
nios internacionales, fundamentalmente del 
N?2 98. 

Entonces, a fin de ser escuetos en la 
presentación de estos fundamentos, voy a 
detallar los artículos que tenemos interés en 
incorporar, como aditivos, al proyecto de ley en 
consideración. 

El primer artículo establece: "Declárase la 
nulidad absoluta de todo acto de despido, 
perjuicio a trabajador, u otro, violatorio de las 
disposiciones contenidas en el artículo 1% del 
Convenio Internacional del Trabajo N* 98 
sobre el Derecho de Sindicalización y de Nego- 
ciación Colectiva, ratificado por la Ley N* 12.030, 
del 27 de noviembre de 1953.- En consecuencia 
los trabajadores despedidos o perjudicados en 
cualquier forma a causa de su afiliación sindical 
o de su participación en actividades sindicales, 
deberán ser reintegrados al cargo y tareas que 
desempeñaban", 

En otra disposición se estipula: "El trabajador 
perjudicado se presentará ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social que, en un plazo no 
mayor de diez días hábiles, determinará si la 
situación se inscribe en la de los incisos an- 
teriores y en caso afirmativo intimará al em- 
pleador para la inmediata reparación.- Si reali- 
zada la intimación la reparación no se concreta 
o si la resolución del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social no es tavorable al trabajador, 
éste podrá accionar en sede judicial por el 
procedimiento previsto en la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, sin perjuicio de las 
sanciones administrativas que pudieran corres- 
ponder". 

Esto es lo que pretendemos que se incluya 
como aditivo en el proyecto de ley en el que 
hemos trabajado prácticamente durante veinti- 
cuatro horas en un clima que nos gustaría 
conservar hasta el fina! de la jornada, porque, 
más allá de las diferencias, ha sido de 
corrección y no quisiéramos alterarlo. 


SEÑOR ARAUJO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ARAUJO.— Señor Presidente: la 
verdad es que no salgo de mi asombro ante este 
nuevo episodio que acaba de concluir. Durante 
tres extensas jornadas hemos escuchado duras 
críticas a este proyecto de ley que acabamos 
de votar, por las cuales fundamentalmente se ha 
cuestionado en forma sistemática cada uno de 
los temas. El argumento fundamental utilizado 
fue el de que a través de esta iniciativa se 
estaban introduciendo temas de los más diver- 
sos que, según los integrantes del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, no cabían en el caso 
de un proyecto de ley de urgente consideración. 

Para sorpresa de todos nosotros, cuando la 
iniciativa ya ha sido sancionada luego de tres 
extensas jornadas -incluyendo esta agotadora 
sesión, como no tuvimos en la anterior Legis- 
latura, con casi veinticuatro horas de trabajo-, 
el Encuentro Progresista-Frente Amplio introdu- 
ce este tema, lo que creo que es de una 
incoherencia total, razón por la cual no salgo de 
mi asombro y no puedo dejar de manifestar mi 
sorpresa. 


SEÑOR POSADA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: com- 
partimos el espíritu que anima estas propuestas, 
pero tanto en el tema del fuero sindical como 
en el de los convenios colectivos -que para 
nosotros están intrínsecamente ligados-, el 
Nuevo Espacio ha presentado propuestas a esta 
Cámara. Nos parece claro que no es éste el 
momento ni la oportunidad para realizar estos 
planteos; esto tiene que formar parte de un 
proyecto de ley que el Parlamento estudie y 
apruebe a conciencia, y no como fruto de un 
planteo extemporáneo, durante la consideración 
de un proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración. 


SEÑOR BENTANCOR.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
en primer lugar, pensábamos que estábamos 
discutiendo un proyecto de ley de urgente 
consideración y, por lo tanto, en el marco de 
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la innumerable cantidad de temas y ya prácti- 
camente al cierre de la discusión de esa 
variadísima gama de asuntos, pensamos que 
era oportuno presentar esta moción, que sí, 
efectivamente, tiene antecedentes en las tres 
Legislaturas pasadas -sin duda hay proyectos 
presentados ante el Parlamento-, como conse- 
cuencia del trabajo de los integrantes de este 
Parlamento que insistieron una y otra vez en la 
defensa de iniciativas de este tenor. En 
particular, el Encuentro Progresista ha planteado 
uno de ellos. Por lo tanto, creo que teníamos 
todo el derecho a incluir, como aditivo, esta 
propuesta que estamos formulando. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: se ha hablado de la formulación de un 
planteo extemporáneo y parecería que se tratara 
de algo sorpresivo. Sin embargo, este planteo 
fue hecho a nivel de la Comisión y está repartido 
entre la documentación que tienen los señores 
Diputados. Por lo tanto, no se trata de una 
innovación que aparece a esta altura del debate; 
se realizó en tiempo y forma, en el lugar 
adecuado. 

Como ya hemos señalado, el proyecto de ley 
que nos ocupa incluye muchos temas, por lo que 
esta propuesta, que no es menor, bien podría 
haber cabido en el Capítulo | del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se van a votar los dos 
aditivos que figuran en la Hoja N* 20. 


(Se vota) 
— Treinta y tres en ochenta y nueve: Negativa. 


Queda sancionado el proyecto y se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DIAZ.— 
inmediato! 


¡Qué se comunique de 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta y cinco en noventa: Afirmativa. 


(Texto del proyecto sancionado:) 


"CAPITULO | 
FOMENTO DE LA INVERSION Y EL EMPLEO 


Artículo 12%.— Fíjase en 6.5 (seis y medio) 
puntos porcentuales la tasa de aportes patrona- 
les jubilatorios de la industria manufacturera al 
Banco de Previsión Social. Derógase el artículo 
25 de la Ley N* 16.697, de 25 de abril de 1995, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22 de 
la presente ley. 


Artículo 2*.— Facúltase al Poder Ejecutivo, 
en la medida de las posibilidades del erario y 
dando cuenta en forma fundada a la Asamblea 
General, a reducir la tasa de aportes patronales, 
por plazo determinado y en forma genérica o con 
referencia a uno o más sectores de la actividad 
económica. 


La disminución de la recaudación que 
experimente el Banco de Previsión Social le será 
compensada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas con las sumas que debe verter con 
cargo a Rentas Generales. 


CAPITULO Il 
AGROPECUARIA 


Artículo 3*.— Sustitúyese el artículo 686 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en 
la redacción dada por el artículo 1% de la Ley 
N2 17.143, de 6 de agosto de 1999, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 686.— Las tasas de aportaciones 
de la escala establecida en el artículo 3% de 
la Ley N? 15.852, de 24 de diciembre de 
1986, en la redacción dada por el artículo 13 
de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 1990, 
será del 1.143 o/oo (uno con ciento cuarenta 
y tres por mil), para todos los tramos de 
hectáreas establecidos en la citada escala. 
La reducción porcentual operada afectará 
exclusivamente a los componentes patronales 
jubilatorios de la contribución patronal rural 
global. 


Por el período 12 de enero a 31 de di- 
ciembre del año 2000 se reduce en un 
0.387 o/oo (cero con trescientos ochenta y 
siete por mil) la citada tasa. La reducción 
refiere exclusivamente a los componentes 
patronales jubilatorios de la contribución 
patronal rural global". 
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Artículo 4%.— Sin perjuicio de lo dispuesto 
por el inciso final del artículo 3% de la Ley 
N?2 15.852, de 24 de diciembre de 1986, 
exonérase de la aportación patronal sobre 
dependientes -con excepción de las correspon- 
dientes a la Dirección de los Seguros Sociales 
por Enfermedad, al Banco de Seguros del 
Estado y al Impuesto a las Retribuciones 
Personales- y de la aportación patronal sobre el 
titular y su cónyuge colaborador, a todas las 
empresas amparadas por dicha ley que exploten 
predios con extensiones inferiores a las 100 
(cien) hectáreas, índice CONEAT 100, y no 
ocupen, además del titular de la misma y su 
cónyuge, más de dos dependientes. 


La presente exoneración regirá entre el 12 de 
enero y el 31 de diciembre del año 2000. 


Artículo 5*.— Facúltase al Poder Ejecutivo a 
disminuir el aporte mínimo establecido en el 
artículo 3% de la Ley N* 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, en la proporción que fuere 
necesaria para aplicar la reducción de aportes 
establecida en los artículos 2%, 32 y 4% de la 
presente ley. 


Artículo 6*.— La disminución de la recauda- 
ción que experimente el Banco de Previsión 
Social le será compensada por el Ministerio de 
Economía y Finanzas con las sumas que debe 
verter con cargo a Rentas Generales. 


Artículo 72.— Incorpórase al artículo 15 de 
la Ley N* 16,906, de 7 de enero de 1998, el 
siguiente inciso final: 


"Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del 
Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales, 
creado por el artículo 2* de la Ley N* 16.107, 
de 31 de marzo de 1990, los actos y hechos 
gravados por dicha norma cuando tuvieren 
por objeto inmuebles rurales incluidos en 
proyectos de ¡inversión en actividades 
agropecuarias comprendidas en lo dispuesto 
en el artículo 11 precedente. La reglamenta- 
ción establecerá los procedimientos corres- 
pondientes a los efectos del otorgamiento de 
este beneficio”. 


Artículo 82.— Durante el plazo de un año los 
sujetos pasivos del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales, creado por el artículo 2* de la Ley 
N?2 16,107, de 31 de marzo de 1990, no pagarán 
el mismo cuando los actos y hechos gravados 
por dicha norma tuvieren por objeto inmuebles 
rurales que: (i) se incorporen al patrimonio de 


sociedades anónimas con acciones al portador; 
y (ii) su superficie a la fecha de promulgación 
de la Ley N* 17.124, de 25 de junio de 1999, 
no superare el equivalente a 1.000 hectáreas, 
Índice CONEAT 100. 


Artículo 9%.— Incorpóranse a los beneficios 
comprendidos en los artículos 11 y 16 de la Ley 
N2 16.906, de 7 de enero de 1998, las 
actividades desarrolladas por agrupamientos o 
conjuntos de productores agropecuarios tendien- 
tes a la reducción de costos y aplicación de 
nuevas tecnologías que hagan posible mejorar 
los volúmenes de producción y la rentabilidad 
de sus establecimientos, sean aquéllos inversores 
o usuarios. 


Podrá considerarse como parte de la inver- 
sión las existencias y demás bienes preexistentes 
que se destinen o afecten al emprendimiento. 


Artículo 10.— Rebájase en un 25% (veinti- 
cinco por ciento), por única vez, la alícuota de 
la Contribución Inmobiliaria Rural cuyo pago 
deba efectuarse en el año 2000, establecida por 
el artículo 652 de la Ley N? 15.809, de 8 de 
abril de 1986. 


Autorízase al Poder Ejecutivo, a fin de 
compensar la merma recaudatoria que ocasio- 
nará dicha rebaja, a disponer para el año 2000, 
por única vez, de una partida global equivalente 
a US$ 15:000.000 (quince millones de dólares 
de los Estados Unidos de América). Esta 
transferencia se distribuirá entre las Intenden- 
cias Municipales en partidas mensuales y a 
prorrata del impuesto generado, según intorme 
que realizará el Congreso de Intendentes. En su 
defecto se realizará considerando la recauda- 
ción que éstas hayan obtenido por dicho 
impuesto en el año 1998. 


CAPITULO 11 


PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS 


Artículo 11.— Las empresas que ejecutaren 
proyectos de inversión en actividades comercia- 
les promovidas al amparo del Capítulo lll de la 
Ley N2 16.906, de 7 de enero de 1998, no 
podrán gozar de las exoneraciones del Impuesto 
a las Rentas de la Industria y Comercio, 
establecidas en los artículos 35, 37 y 38 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996. 


Artículo 12.— Las asociaciones de empresas 
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que producen o comercializan bienes o prestan 
servicios podrán tramitar y obtener en favor de 
sus afiliados y para proyectos específicos, los 
beneficios previstos en la Ley N? 16.906, de 7 
de enero de 1998. 


CAPITULO IV 


NORMAS SOBRE DEFENSA DE LA COMPE- 
TENCIA 


Artículo 13.— Las empresas que desarrollen 
actividades económicas, cualquiera fuere su 
naturaleza jurídica, están sujetas a las reglas de 
la competencia, sin perjuicio de las limitaciones 
que se establecieren por ley y por razones de 
interés general (artículos 72 y 36 de la 
Constitución de la República) o que resulten del 
carácter del servicio público de la actividad de 
que se trate. 


Artículo 14.— Prohíbense los acuerdos y las 
prácticas concertadas entre los agentes econó- 
micos, las decisiones de asociaciones de 
empresas y el abuso de la posición dominante 
de uno o más agentes económicos que tengan 
por efecto impedir, restringir o distorsionar la 
competencia y el libre acceso al mercado de 
producción, procesamiento, distribución y 
comercialización de bienes y servicios, tales 
como: 


A) Imponer en forma permanente, directa o 
indirectamente, precios de compra o venta 
u otras condiciones de transacción de 
manera abusiva para los consumidores. 


B) Restringir, de modo injustificado, la pro- 
ducción, la distribución y el desarrollo 
tecnológico, en perjuicio de empresas o de 
consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros con- 
tratantes condiciones desiguales en el 
caso de prestaciones equivalentes, colo- 
cándolos así en desventaja importante 
frente a la competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos a 
la aceptación de obligaciones complemen- 
tarias o suplementarias que, por su propia 
naturaleza o por los usos comerciales, no 
tengan relación con el objeto de esos 
contratos, en perjuicio de los consumido- 
res, 


E) En forma sistemática, vender bienes o 
prestar servicios a precio inferior al costo, 


sin razones fundadas en los usos comer- 
ciales, incumpliendo con las obligaciones 
fiscales o comerciales. 


La aplicación de estas normas procede 
cuando la distorsión en el mercado genere 
perjuicio relevante al interés general. 


Artículo 15.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará las disposiciones del presente Capítulo y 
dispondrá las medidas pertinentes para la 
aplicación de dichas disposiciones. 


Toda contienda que se suscite que refiera a 
la materia regulada en este Capítulo podrá ser 
sometida por las partes a arbitraje, de confor- 
midad con lo dispuesto en el Título VIII del Li- 
bro ll del Código General del Proceso (Ley 
N* 15.982, de 18 de octubre de 1988). La 
reglamentación promoverá la habilitación de 
centros especializados a tales efectos. 


CAPITULO V 
FACILITACION DEL CREDITO 


Artículo 16.— Podrán constituirse Socieda- 
des Anónimas de Garantía Recíproca cuyo 
objeto exclusivo será el otorgamiento de garan- 
tías en beneficio de sus integrantes y para 
respaldar obligaciones correspondientes al giro 
habitual de sus actividades. 


Estas sociedades podrán, además, prestar a 
sus socios servicios de asesoramiento. 


En todo lo no previsto por las disposiciones 
de este Capítulo, éstas se regirán por las 
disposiciones de la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989. 


Sus acciones serán nominativas, el capital 
podrá ser variable en los términos que estable- 
cerá la reglamentación, la que preverá las 
condiciones de ingreso y egreso de los socios. 


Tendrán un fondo de garantía conformado por 
los aportes que realizaran al mismo los socios 
que lo utilicen. 


En su denominación figurará necesariamente 
la indicación "Sociedad Anónima de Garantía 
Recíproca". 


También podrán adoptar la forma de sociedad 
cooperativa, en cuyo caso se denominarán 
Cooperativa de Garantía Recíproca y se regirá 
por las normas legales aplicables a estas 
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sociedades, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo siguiente. 


La Sociedad Anónima de Garantía Recfproca 
estará constituida por socios partícipes y socios 
protectores. Serán socios partícipes únicamente, 
micro, pequeñas y medianas empresas, sean 
éstas personas físicas o jurídicas, que reúnan 
las condiciones para ser categorizadas como 
tales, por la autoridad de aplicación, siguiendo 
los criterios establecidos en el Decreto del 
Poder Ejecutivo 266/995, de 19 de julio de 1995. 


Serán socios protectores todas aquellas 
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, que realicen aportes al 
capital social. 


La Sociedad Anónima de Garantía Recíproca 
no podrá celebrar contratos de garantía recípro- 
ca con los socios protectores. 


Es incompatible la condición de socio protec- 
tor con la de socio partícipe. 


La participación de los socios protectores no 
podrá exceder del 49% (cuarenta y nueve por 
ciento) del capital social. Por su parte la 
participación de cada socio partícipe no podrá 
superar el 5% (cinco por ciento) del mismo. 


La autoridad de aplicación será el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, en razón de las 
competencias que le otorgan los artículos 305 
a 309 de la Ley N?* 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990, y la Ley N* 16.201, de 13 de agosto 
de 1991, y su respectivo Decreto Reglamentario 
54/92, de 7 de febrero de 1992, y modificativos. 


Artículo 17.— La reglamentación establecerá 
el capital mínimo, responsabilidad patrimonial 
mínima y requisitos razonables en materia de 
información y procedimientos. 


Las sociedades o cooperativas existentes a 
la fecha de promulgación de la presente ley 
contarán con un plazo de doce meses para dar 
cumplimiento a dicha reglamentación. 


CAPITULO VI 


INFORMATICA EN LA EDUCACION 


Artículo 18.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a establecer un régimen de devolución del 
Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
compras en plaza de computadoras personales 


e impresoras vinculadas directamente a las 
mismas, que se utilizaren exclusivamente en 
tareas educativas. 


Sólo podrán beneficiarse de dicha devolución 
los institutos de enseñanza privados a que 
refiere el artículo 22 del Título 3 del Texto 
Ordenado 1996 y los institutos de enseñanza 
públicos. 


Los referidos bienes no podrán enajenarse 
por un plazo de tres años a partir de la fecha 
de su adquisición. 


En caso de infracciones a las normas 
consagradas en el presente artículo, serán de 
aplicación las disposiciones contenidas en la 
Sección Primera del Capítulo V del Código 
Tributario. 


Artículo 19.— Agrégase al artículo 3% del 
Título 3 del Texto Ordenado 1996 el siguiente 
inciso: 


"El plazo a que refiere el inciso anterior será 
de tres años en el caso de importaciones de 
computadoras personales y las impresoras 
vinculadas directamente a las mismas". 


CAPITULO VI! 
TRANSPORTE 


Sección 1% 
Puerto de Montevideo 


Artículo 20.— Autorízase a la Administración 
Nacional de Puertos a participar, contorme lo 
establecido en el inciso tercero del artículo 188 
de la Constitución de la República, en sociedad 
con capitales privados, en la administración, 
construcción, conservación y explotación de una 
terminal de contenedores en el puerto de 
Montevideo. 


La participación se efectuará por intermedio 
de una sociedad anónima, constituida al efecto 
por la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
cuyo objeto social será el descripto en el inciso 
anterior. 


La reglamentación del Poder Ejecutivo esta- 
blecerá los términos y condiciones en que se 
instrumentará el acuerdo entre la referida 
sociedad y la Administración Nacional de 
Puertos, la participación inicial que ésta tendrá 
en su capital integrado, y las bases de sus 
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estatutos sociales. El referido acuerdo deberá 
contener al menos las siguientes previsiones: 


A) El plazo de uso de las instalaciones será 
de treinta años. 


B) En ningún caso el aporte patrimonial de la 
Administración Nacional de Puertos podrá 
ser realizado mediante la enajenación de 
bienes inmuebles. 


C) Se establecerá una tarifa máxima a usua- 
rios y un canon a pagar a la Administra- 
ción Nacional de Puertos, que la reglamen- 
tación fijará en ambos casos por contene- 
dor. 


D) Se asegurará la prestación de servicios en 
igualdad de condiciones a todos los que 
los soliciten, manteniendo la continuidad y 
regularidad de los mismos, y no se 
comprometerá restricciones para operar en 
otros sectores del puerto de Montevideo. 


E) Se obligará a la captación de un mínimo 
de actividad en plazo a determinar y de 
no cumplirse se procederá a cancelar la 
concesión. 


F) Se obligará a realizar, en plazo determi- 
nado, las inversiones necesarias para 
brindar un servicio de buena calidad, 
confiable y al mínimo costo para el 
usuario final, favoreciendo el desarrollo del 
comercio exterior de Uruguay y 
promocionando el puerto de Montevideo 
como puerto de transbordo regional. 


Sin perjuicio que la sociedad y las contrata- 
ciones que realice se rigen por el derecho 
privado, el Estado tendrá dos representantes en 
el Directorio los que serán designados por el 
Directorio de la Administración Nacional de 
Puertos. 


El capital correspondiente a los inversores 
privados será representado por acciones al 
portador, estableciendo la reglamentación que 
dictará el Poder Ejecutivo, las condiciones de 
emisión y de subasta u oferta pública en el 
mercado de valores. La correspondiente partici- 
pación de capitales privados sólo procederá una 
vez instrumentado el acuerdo entre la referida 
sociedad y la Administración Nacional de 
Puertos. Cualquier modificación dentro de las 
normas precedentes deberá necesariamente 
contar con la autorización previa del Poder 
Ejecutivo. 


El producido de la subasta u oferta pública 
en el mercado de valores de las acciones de 
la sociedad correspondientes a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo o a la Administración 
Nacional de Puertos, se destinará a la construc- 
ción de edificios de educación pública en la 
órbita del Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 
La Administración Nacional de Puertos conser- 
vará una participación en la sociedad. 


Dentro del plazo que establecerá la regla- 
mentación a contar de la fecha de la subasta, 
la sociedad deberá presentar un operador de 
técnica operativa portuaria que reúna antece- 
dentes, solvencia y experiencia adecuadas, cuya 
designación y remoción deberá ser sometida a 
la aprobación del Poder Ejecutivo. 


De lo actuado se informará a la Asamblea 
General. 


Sección 32 
Ferrocarriles 


Artículo 21.— El Poder Ejecutivo podrá 
autorizar la utilización de las vías férreas por 
parte de empresas que cumplan con los 
requisitos técnicos y abonen a la Administración 
de Ferrocarriles del Estado, el peaje que 
establezca la reglamentación 


CAPITULO VIII 
MEJORA DE LA ADMINISTRACIÓN 


Sección 1* 
Bienes del Estado 


Artículo 22.— Las unidades ejecutoras del 
Presupuesto Nacional, los Entes Autónomos y 
los Servicios Descentralizados, dentro de sus 
competencias y para el mejor logro de los 
objetivos y metas presupuestales, podrán tomar 
bienes tanto por el contrato de crédito de uso, 
de acuerdo a lo establecido en las Leyes 
Nos. 16.072, de 9 de octubre de 1989, y 16.205, 
de 6 de setiembre de 1991, como por el contrato 
de arrendamiento con opción a compra ("leasing" 
operativo); no siendo de aplicación lo dispuesto 
en los artículos 36 y 37 de la Ley N* 16.072, 
de 9 de octubre de 1989. 


A tales efectos podrán afectar los créditos 


Martes 20 de junio de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 261 


existentes para adquisición y arriendo de bienes 
muebles o inmuebles, así como las economías 
que se estime obtendrán con la operación, 
previo informe favorable del Registro de 
inmuebles del Estado, cuando correspondiere, o 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
cuando se trate de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. 


Los Gobiernos Departamentales quedan com- 
prendidos en lo dispuesto en el inciso primero, 
sin perjuicio de las competencias de sus 
respectivas Juntas Departamentales. 


En todos los casos se seguirán las reglas de 
contratación estatal correspondientes y se 
cumplirá con la intervención del Tribunal de 
Cuentas (artículo 211 de la Constitución de la 
República). 


Sección 2% 


Racionalización de la ejecución presupuestal de 
las empresas públicas 


Artículo 23.— El Poder Ejecutivo contorme 
con sus atribuciones constitucionales, con el 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, podrá comunicar a los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados del 
dominio comercial e industrial del Estado, su 
criterio sobre la ejecución presupuestal de sus 
gastos de funcionamiento. 


Dichos organismos, al dar cumplimiento a su 
obligación de comunicar al Poder Ejecutivo las 
resoluciones de Directorio, cuando las mismas 
aprueben erogaciones, deberán acompañar los 
antecedentes y estudios que las justifiquen. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados del dominio comercial e industrial del 
Estado deberán, además, presentar en soporte 
informático un informe semestral sobre todos 
sus gastos e inversiones, desagregados, al 
Poder Ejecutivo y éste lo enviará a las 
Comisiones de Hacienda y de Presupuesto de 
ambas Cámaras del Poder Legislativo. 


Sección 3% 
Sistema informático del Estado 


Artículo 24.— El Estado, los Entes Autóno- 
mos y los Servicios Descentralizados deberán 
implantar el expediente electrónico para la 


sustanciación de todas las actuaciones adminis- 
trativas. A tal efecto dispondrán los actos 
jurídicos y operaciones materiales tendientes al 
cumplimiento de esta norma en el menor tiempo 
posible, dando cuenta a la Asamblea General. 


El expediente electrónico es la serie ordena- 
da de documentos registrados por vía informá- 
tica, provenientes de la Administración o de 
terceros, tendientes a la formación de la 
voluntad administrativa en un asunto determi- 
nado, teniendo la misma validez jurídica y 
probatoria que el expediente tradicional. 


Artículo 25.— Autorízase en todo caso la 
firma electrónica y la firma digital, las que 
tendrán idéntica validez y eficacia a la firma 
autógrafa, siempre que estén debidamente 
autenticadas por claves u otros procedimientos 
seguros, de acuerdo a la tecnología informática. 


La presentación de servicios de certificación 
no estará sujeta a autorización previa y se 
realizará en régimen de libre competencia, sin 
que ello implique sustituir o modificar las normas 
que regulan las funciones que corresponde 
realizar a las personas facultadas para dar fe 
pública o intervenir en documentos públicos. 


Artículo 26.— Los Gobiernos Departamenta- 
les podrán aplicar lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores dando cuenta a sus respec- 
tivas Juntas Departamentales. 


Artículo 27.— Los actos administrativos y las 
órdenes de compra que adjudiquen la contrata- 
ción de bienes oO servicios, deberán estar 
acompañados de una constancia emitida por el 
Sistema Integrado de Información Financiera del 
Estado, que certifique la existencia de crédito 
suficiente para atender la erogación resultante. 
El Ministerio de Economía y Finanzas estable- 
cerá las formalidades requeridas para la emisión 
de la constancia. 


El acto administrativo o la orden de compra 
deberán hacer referencia a la existencia de la 
referida constancia, debiendo incluir los datos 
identificatorios de la misma. 


Los proveedores adjudicatarios, previo a la 
entrega de los bienes o a la prestación de los 
servicios, deberán exigir a la Administración la 
vía correspondiente de la constancia de existen- 
cia de crédito suficiente. 


Las contrataciones que contravengan esta 
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disposición son nulas (artículo 8% del Código 
Civil). 


Las disposiciones de este artículo compren- 
den las adquisiciones de bienes y servicios 
realizadas por las unidades ejecutoras de los 
incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional por 
montos superiores al límite de la contratación 
directa. Facúltase al Poder Ejecutivo a extender 
este régimen a las contrataciones efectuadas al 
amparo de lo dispuesto por el numeral 2) del 
inciso segundo del artículo 33 del TOCAF. 


Sección 4* 
Organismos Públicos 


Artículo 28.— Los Directorios de la Adminis- 
tración Nacional de Puertos, la Administración 
de Ferrocarriles del Estado y de la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones estarán 
integrados por tres miembros designados con- 
forme a lo dispuesto por el artículo 187 de la 
Constitución de la República. 


Artículo 29.— El Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos, será dirigido por 
un Consejo Directivo integrado por tres miem- 
bros, los que serán designados por el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 30.— Modifícase el artículo 3* de la 
Ley N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, por 
el siguiente: 


"ARTÍCULO 32.— El Directorio de la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo se com- 
pondrá de cinco miembros. Tres de ellos 
representarán al Estado y serán designados 
por el Presidente de la República en acuerdo 
con el Consejo de Ministros, previa venia de 
la Cámara de Senadores otorgada sobre 
propuesta motivada en sus condiciones 
personales y reconocida solvencia en asuntos 
económicos-financieros, por el procedimiento 
previsto en el artículo 187 de la Constitución 
de la República. 


Los dos miembros restantes representarán 
a los accionistas privados y serán designados 
por éstos, El Poder Ejecutivo reglamentará el 
procedimiento de su elección sobre la base 
de que cada accionista tendrá derecho a 
tantos votos como acciones sea titular". 


Artículo 31.— Sustitúyese el artículo 42 de 


la Ley N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 42.— El Presidente del Directorio 
será designado por el Poder Ejecutivo, entre 
los tres miembros representantes del Estado". 


Artículo 32.— En los casos que las dispo- 
siciones vigentes requieran mayorías especiales 
por parte de los Directorios o Consejos 
Directivos de los organismos mencionados en 
los artículos 28 a 31 de la presente ley, se 
tendrán por cumplidas las mismas con el voto 
conforme de la mayoría absoluta del total de sus 
componentes. 


Artículo 33.— Supríimese la Administración 
Nacional de los Servicios de Estiba, encomen- 
dándose al Poder Ejecutivo la redistribución al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de sus 
funciones, sin perjuicio de la competencia del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y de 
sus bienes, activos y pasivos. 


A tales efectos el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social creará un subprograma espe- 
cializado dependiente de la Inspección General 
del Trabajo. 


Los funcionarios de la referida institución que 
se suprime, con funciones permanentes y con 
al menos un año de antiguedad a la fecha de 
la promulgación de la presente ley, serán 
redistribuidos en la forma dispuesta por el 
artículo 37 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992. 


Facúltase al Poder Ejecutivo para que 
proceda, previo informe de la Contaduría 
General de ía Nación, a reasignar los créditos 
presupuestales dando cuenta a la Asamblea 
General. 


Las transferencias de dominio que correspon- 
dan operarán de pleno derecho con la entrada 
en vigencia de la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo, determinando los bienes com- 
prendidos. Los registros públicos procederán a 
su registración con la sola presentación del 
testimonio notarial de esa resolución. 


Sección 52 


Servicios públicos 


Artículo 34.— En los departamentos en los 
que la Intendencia Municipal adeude el equiva- 
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lente a cuatro o más meses de consumo de 
energía eléctrica correspondiente al servicio de 
alumbrado, la Administración Nacional de Usinas 
y Trasmisiones Eléctricas podrá subrogarse en 
el cobro, realizándolo directamente a sus 
clientes domiciliarios. 


Los pagos realizados por estos últimos 
compensan de pleno derecho igual importe de 
la tasa municipal que correspondiere. 


Este cobro será conjunto con la factura de 
suministro eléctrico integrando un único pago 
indivisible. 


No corresponde pago alguno en las zonas 
que carezcan del servicio. 


Artículo 35.— La Administración Nacional de 
Usinas y Trasmisiones Eléctricas podrá efectuar 
el servicio público de alumbrado de ciudades, 
villas, pueblos y centros poblados, siendo 
responsable de la instalación, con todos sus 
elementos, y el mantenimiento que posibilite una 
prestación adecuada del servicio. 


Lo dispuesto en el inciso anterior sólo será 
de aplicación en aquellos casos en que las 
intendencias Municipales manifiesten su confor- 
midad. 


También podrán acordar otras formas de 
participación y colaboración en el desempeño de 
este servicio, al amparo de lo dispuesto por el 
artículo 262 de la Constitución de la República. 


Artículo 36.— La Administración Nacional de 
Usinas y Trasmisiones Eléctricas y las Intenden- 
cias Municipales podrán acordar el valor actua- 
lizado de los activos incrementales ejecutados 
por éstas, así como efectuar eventuales com- 
pensaciones por deudas que existieren. 


Sección 6% 
Poder Judicial 


Artículo 37.— Incorpórase al artículo 268 del 
Código General del Proceso (Ley N* 15.982, de 
18 de octubre de 1988), el siguiente párrato 
final: 


“No será procedente el recurso de casación 
cuando la sentencia de segunda instancia 
confirme en todo, y sin discordia, a la 
sentencia de primera instancia”. 


Artículo 38.— Sustitúyese el numeral 3) del 
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artículo 269 del Código General del Proceso 
(Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988), por 
el siguiente: 


“3)Contra las sentencias recaídas en asuntos 
cuyo monto no superare el importe equi- 
valente a 4.000 UR (cuatro mil unidades 
reajustables)". 


Sección 7* 
Caja de Profesionales Universitarios 


Artículo 39.— Agrégase al artículo 26 de la 
Ley N2 12.997, de 28 de noviembre de 1961, 
el siguiente inciso: 


"La Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios tendrá, además, 
las facultades establecidas por el artículo 257 
de la Ley N? 16.462, de 11 de enero de 1994, 
para la Caja Notarial de Jubilaciones y 
Pensiones y la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias". 


Sección 82 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 
DE LECHE 


Artículo 40.— Deróganse el artículo 12 de la 
Ley N* 10.707, de 9 de enero de 1946 y los 
artículos 23 y 24 de la Ley N* 9.526, de 14 de 
diciembre de 1935. Para los actos jurídicos 
referidos en la Ley N* 12.378, de 31 de enero 
de 1957, se requerirá el voto conforme de la 
mayoría absoluta del Directorio, integrado con- 
forme al presente artículo. 


Artículo 41.— El control interno y el destino 
de las utilidades serán dispuestos por las 
autoridades de la Cooperativa, quedando sin 
efecto, a partir de la vigencia de la presente ley, 
todas las disposiciones legales y reglamentarias 
correspondientes que se opongan a lo estabie- 
cido en este artículo. 


Artículo 42.— A partir de la vigencia de la 
presente ley, la Cooperativa Nacional de 
Productores de Leche deberá cumplir, en lo 
pertinente y sin que suponga cambio de su 
naturaleza jurídica, con las normas de informa- 
ción, publicidad y control aplicables a las 
sociedades anónimas abiertas previstas por la 
Ley N2 16.060, de 4 de setiembre de 1989, 
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Sección 9% 
Normas Tributarias 


Artículo 43.— No están comprendidas en la 
base imponible del Impuesto al Patrimonio 
establecido en el Título 14 del Texto Ordenado 
1996 las mercaderías depositadas en régimen 
de puerto libre, a que refiere el artículo 2* de 
la Ley N?2 16.246, de 8 de abril de 1992, ni las 
depositadas en las zonas francas, cuyos titula- 
res sean personas físicas o jurídicas radicadas 
en el exterior. 


Artículo 44. (Centralización de la Información 
Fiscal).— Facúltase al Poder Ejecutivo a 
centralizar la información relativa a los contri- 
buyentes que se encuentre disponible en sus 
diversas dependencias y la que le suministrará 
el Banco de Previsión Social, con la misma 
obligación de reserva establecida en las normas 
legales vigentes, y a efectos de mejorar la 
percepción de los tributos correspondientes. 


Artículo 45.— Exonérase del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales a los contribuyentes 
de los Impuestos a las Rentas de la Industria 
y Comercio, a las Rentas Agropecuarias y a la 
Enajenación de Bienes Agropecuarios, por las 
enajenaciones de inmuebles que realicen con 
destino al abatimiento de sus pasivos financie- 
ros. 


Asimismo, estarán exonerados del tributo 
quienes enajenen inmuebles y destinen el 
producido de tales operaciones a aportes de 
capital en las entidades deudoras a que hace 
referencia el inciso anterior, a efectos de que 
éstas cancelen sus pasivos financieros. 


Se entenderán por pasivos financieros, las 
deudas originadas en préstamos otorgados 
hasta el 30 de junio de 1999 por instituciones 
bancarias, casas financieras o cooperativas de 
ahorro y crédito, radicadas en el país. 


La exoneración no podrá superar el monto 
que surja de aplicar la alícuota vigente al monto 
total de los pasivos abatidos. 


En ningún caso quedarán comprendidas en la 
franquicia aquellas enajenaciones de inmuebles 
que constituyan activo circulante para el 
enajenante. 


El Poder Ejecutivo establecerá los requisitos 
de cumplimiento efectivo de abatimiento de 
pasivos. 


Asimismo podrá establecer un sistema de 
devolución del impuesto cuando las operaciones 
de enajenación y cancelación total o parcial de 
las deudas no se realicen en forma simultánea. 


La franquicia a que refiere el presente 
artículo regirá para los hechos generadores 
acaecidos durante el plazo de un año, contado 
a partir de la promulgación de la presente ley. 


La quita del acreedor financiero no será 
inferior al monto de la exoneración para que se 
tenga derecho a la misma. 


Sección 102 
Escalafón Policial 


Artículo 46.— Modifícase el artículo 132 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
que quedará redactado de la siguiente torma: 


"ARTICULO 132.— A partir de la vigencia de 
la presente ley no podrá autorizarse el pase 
en comisión a otras dependencias u organis- 
mos públicos de los integrantes del Escalafón 
Policial, excepto aquéllos que impliquen el 
cumplimiento de un servicio de seguridad a 
juicio del Ministerio del Interior". 


CAPITULO IX 
DESCENTRALIZACION 


Artículo 47.— En cumplimiento de lo dis- 
puesto en el numeral 3) del artículo 298 de la 
Constitución de la República, el Poder Ejecutivo, 
previo asesoramiento de la Comisión de Aplica- 
ción, creada por el artículo 12 de la Ley 
N? 16.906, de 7 de enero de 1998, otorgará 
mayores exoneraciones, conforme a lo estable- 
cido en el artículo 16 de la referida ley, a la 
instalación o ampliación de emprendimientos en 
el interior del país, cuyos proyectos de inversión 
sean declarados promovidos, que las que 
otorgue análogos emprendimientos que se 
instalen o amplien en el departamento de 
Montevideo, en la forma y condiciones que se 
determinará en la reglamentación correspon- 
diente. Se pondrá en conocimiento de la 
Asamblea General y de la Comisión Sectorial 
asesora prevista en el literal B) del inciso quinto 
del artículo 230 de la Constitución de la 
República. : 


Artículo 48.— La Comisión Sectorial a que 
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se refiere el artículo 230 de la Constitución de 
la República estará integrada por delegados de 
los Ministerios competentes, a juicio del Poder 
Ejecutivo, e igual número de delegados del 
Congreso de Intendentes. Como mínimo el 
Poder Ejecutivo designará delegados de los 
Ministerios de Economía y Finanzas, Transporte 
y Obras Públicas, de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de Industria, Energía y Minería, de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de Turismo. 


La Presidencia de la Comisión será rotativa, 
correspondiéndole, alternativamente, a un dele- 
gado del Poder Ejecutivo y a uno del Congreso 
de Intendentes. 


Los designantes podrán establecer un régi- 
men de suplencias por sus delegados. 


Un delegado de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, a fin de realizar la coordinación 
correspondiente, asistirá a las reuniones de la 
Comisión, aunque no la integrará a ningún 
efecto. 


La representación de los Ministerios podrá 
ser ejercida por delegados de jerarquía no 
inferior a Director General del Ministerio. 


Artículo 49.— La Comisión podrá invitar a 
concurrir a sus sesiones a delegados de otros 
Ministerios e Intendencias. 


Artículo 50.— La Comisión tendrá los 
siguientes cometidos, que la Constitución de la 
República fija: 


A) Asesorar al Poder Ejecutivo, con treinta 
días de anticipación al vencimiento del 
plazo para presentar el Presupuesto Na- 
cional, sobre el porcentaje de recursos, en 
el monto total, que corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales conforme a lo 
establecido en el literal C) del inciso 
segundo del artículo 214 de la Constitu- 
ción de la República. 


B) Proponer a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto planes de descentralización 
conforme a lo estabiecido en el literal B) 
del inciso quinto del artículo 230 de la 
Constitución de la República. 


C) Asesorar respecto a la aplicación del fondo 
presupuestal a que refiere el numeral 2) 
del artículo 298 de la Constitución de la 
República, en el marco de los planes de 


descentralización referidos en el literal 
anterior. 
Artículo 51.— A tales fines la Comisión 


tendrá las siguientes atribuciones: 


A) Solicitar del Poder Ejecutivo y de las 
Intendencias Municipales la información 
pertinente en materia de recursos como de 
ejecución de inversiones y gastos en los 
diferentes departamentos. 


B) Solicitar a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto el apoyo humano y logístico 
para el cumplimiento de sus funciones. 


C) Formar subcomisiones de trabajo temáti- 
cas o geográficas a efectos de preparar 
los planes de descentralización y desarro- 
llo regional o local. 


Artículo 52.— Cuando debiera asesorar en 
las materias de su competencia, sus decisiones 
se adoptarán por mayoría absoluta del total de 
componentes. Si, en esos casos, se registrare 
empate en la votación, habrá dos informes que 
serán elevados siguiendo el procedimiento 
previsto en las normas constitucionales (lite- 
ral C) del inciso segundo del artículo 214 y 
numeral 2) del artículo 298 de la Constitución 
de la República). 


CAPITULO X 
FONDO DE AHORROS PREVISIONALES 


Artículo 53.— Sustitúyese el artículo 97 de 
la Ley N?* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 97. (Capital y patrimonio míni- 
mo).— El capital mínimo necesario para la 
constitución de una Administradora será de 
60.000 UR (sesenta mil unidades reajustables) 
de las previstas en el artículo 38 de la Ley 
N2 13.728, de 17 de diciembre de 1968, el 
que deberá encontrarse suscrito e integrado 
en efectivo en el momento de su autorización. 


Todo capital inicial superior al mínimo de- 
berá integrarse en las condiciones indicadas 
en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989, no pudiendo exceder el plazo máximo 
de dos años contado desde la fecha de la 
resolución que autorice la existencia de la 
sociedad. 


Cuando la Administradora haya iniciado la 


266 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 20 de junio de 2000 


formación del Fondo de Ahorro Previsional, 
el patrimonio mínimo, excluida la reserva 
especial, no podrá ser inferior al importe 
mencionado en el inciso primero de este 
artículo o al 2% (dos por ciento) del valor del 
Fondo si éste fuere mayor, hasta alcanzar la 
suma de 150.000 UR (ciento cincuenta mil 
unidades reajustables), para quedar fijado en 
esta cantidad. En este caso, el faltante 
deberá integrarse dentro de los treinta días 
siguientes al fin de cada mes. 


Si el patrimonio mínimo se redujere por 
cualquier otra causa por debajo del mínimo 
exigido, deberá ser reintegrado totalmente 
dentro del plazo de tres meses contado desde 
el momento en que se verificó tal reducción, 
sin necesidad de intimación o notificación 
previa por parte de la autoridad de control. 
En caso contrario, el Poder Ejecutivo, con la 
opinión previa del Banco Central del Uruguay, 
procederá a revocar la autorización para 
funcionar y dispondrá la liquidación de la 
Administradora". 


Artículo 54.— Sustitúyese el artículo 121 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 121. (Reserva Especial).— Las 
Administradoras deberán integrar y mantener 
en todo momento una reserva entre un 
mínimo equivalente a un 0.5% (cero con cinco 
por ciento) del Fondo de Ahorro Previsional 
respectivo y un máximo equivalente a un 2% 
(dos por ciento) del mismo, que se denomi- 
nará Reserva Especial. El Banco Central del 
Uruguay regulará el porcentaje referido, para 
cada período que determine, en función de 
criterios técnicos fundamentados de cobertu- 
ra de riesgo, sin perjuicio de las normas y 
medidas de carácter particular que pueda 
adoptar, atendiendo a esos mismos criterios. 


La referida reserva en ningún caso podrá 
ser inferior al 20% (veinte por ciento) del 
capital mínimo fijado en el artículo 97 de la 


presente ley, deberá ser invertida en cuotas . 


del Fondo de Ahorro Previsional y tendrá por 
objeto responder a los requisitos de tasa de 
rentabilidad real mínima a que refiere el 
artículo siguiente. 


Los bienes y derechos que la componen 
serán inembargables. 


Todo déficit de la Reserva Especial, no 


originado en el proceso de aplicación esta- 
blecido en el artículo siguiente, se regirá por 
las normas y plazos de integración, penali- 
dades y reclamos que a tal efecto fijen las 
normas reglamentarias”. 


Artículo 55.— Sustitúyese el inciso final del 
artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, por el siguiente: 


"La suma de las inversiones mencionadas en 
los literales D), E) y F) no podrá exceder del 
40% (cuarenta por ciento) del valor del Fondo 
de Ahorro Previsional". 


Artículo 56.— Sustitúyese el literal E) del 
artículo 123 de la Ley N2 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, por el siguiente: 


"E) Valores representativos de inversiones 
inmobiliarias, industriales, forestales u 
otros sectores productivos que reúnan 
condiciones suficientes de retorno y 
seguridad, y que se encuentren debida- 
mente garantizadas según determine la 
reglamentación del Banco Central del 
Uruguay y que estén radicados en el 
país, hasta el 20% (veinte por ciento)". 


Artículo 57.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, por el siguiente: 


"B) Valores emitidos por el Banco Hipotecario 
del Uruguay e instrumentos de regulación 
monetaria emitidos por el Banco Central 
del Uruguay, hasta el 30% (treinta por 
ciento)”. 


Artículo 58.— Sustitúyese el artículo 119 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 119. (Integración del Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad).— El Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad se integrará en 
forma mensual y siempre que la rentabilidad 
del Fondo de Ahorro Previsional fuese 
positiva. El mismo se integrará con el 
producido de todo exceso de la tasa de 
rentabilidad promedio del régimen, 
incrementada en el máximo entre dos puntos 
porcentuales y el 50% (cincuenta por ciento) 
de la rentabilidad promedio del régimen. El 
Fondo de Fluctuación de Rentabilidad estará 
expresado en cuotas”. 
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CAPITULO XI 
SOCIEDADES COMERCIALES 


Artículo 59.— Sustitúyense los artículos 284, 
331, 362 y 419 de la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989, los que quedarán redactados 
en la siguiente forma: 


"ARTICULO 284. (Aumento del capital con- 
tractual).— Todo aumento de capital contrac- 
tual será resuelto por asamblea extraordinaria 
de accionistas sin necesidad de conformidad 
administrativa, salvo que el contrato social 
disponga que deba seguirse el procedimiento 
establecido en el artículo 252. 


En lo pertinente regirá lo dispuesto por el 
artículo 362. 


La asamblea sólo podrá delegar en el 
Directorio o el administrador en su caso, la 
época de la emisión, la forma y condiciones 
de pago. La resolución de la asamblea se 
inscribirá en el Registro Público de Comercio 
y se publicará. 


ARTICULO 331. (Convenios de sindicación de 
accionistas).— Serán legítimos los convenios 
de accionistas sobre compra y venta de sus 
acciones, ejercicio de los derechos de 
preferencias y de voto o cualquier otro objeto 
lícito. 


Los accionistas contratantes podrán ejer- 
cer todos sus derechos y acciones legales 
para el cumplimiento debido de las obligacio- 
nes asumidas y frente a quienes resulten 
comprometidos para la debida ejecución del 
convenio. 


Estos convenios no tendrán efecto frente 
a terceros excepto cuando: 


A) Se entregue a la sociedad un ejemplar 
con las firmas certificadas notarialmente. 


B) Se incorpore un ejemplar al legajo de 
la sociedad. 


C) Se anote en los títulos accionarios o se 
haga constar en el libro de Registro de 
Acciones Escriturales. 


Cumplidos estos requisitos, las acciones 
respectivas no podrán ser negociadas en 
Bolsa. 


Tratándose de sociedades abiertas, el ór- 
gano de administración informará a cada 
asamblea ordinaria sobre la política de 


capitalización de ganancias y distribución de 
dividendos que resulte de los convenios 
depositados en la sociedad. En ningún caso 
los convenios de sindicación de acciones 
podrán ser invocados para eximir a los 
accionistas de sus responsabilidades en el 
ejercicio del derecho de voto, 


Los convenios de sindicación de acciones 
tendrán una vigencia máxima de quince años, 
sin perjuicio de que las partes acuerden la 
prórroga tácita o automática de su plazo". 


"ARTICULO 362. (Supuestos Especiales).— 


362.1 Cuando se trate de la fusión, esci- 
sión, transformación, prórroga o disolución 
anticipada de la sociedad, transferencia del 
domicilio al extranjero, cambio fundamental 
en el objeto y aumento del capital social o 
reintegración total o parcial de capital 
integrado, tanto en primera como en segunda 
convocatoria, las resoluciones se adoptarán 
por el voto favorable de la mayoría absoluta 
de acciones con derecho a voto, salvo que 
se establezca en el contrato social una 
mayoría mayor. 


Sin más trámite, un extracto de la reso- 
lución correspondiente será publicado en el 
Diario Oficial y en otro diario por una sola 
vez. 


En los supuestos previstos en este ar- 
tículo, con excepción de los casos de 
disolución anticipada y del aumento del 
capital mediante la emisión de acciones 
liberadas, se podrá receder en las condicio- 
nes que se establecen en el artículo 363. 


362.2 Podrá estipularse en el contrato 
social que no existirá derecho a receso en 
los casos de aumento de capital social por 
nuevos aportes, con excepción de los casos 
previstos en el artículo 330. 


La modificación que apareja la incorpora- 
ción de esta estipulación en el contrato social 
dará derecho de receso. 


362.3 En las sociedades anónimas abier- 
tas que emitan acciones que se coticen en 
mercados formales, los supuestos de aumen- 
to del capital social o reintegro -totales o 
parciales- de capital integrado, fusión oU 
escisión -en tanto las sociedades resultantes 
mantuvieran el carácter de sociedades anó- 
nimas abierta- no generarán derecho de 
receso". 


"ARTICULO 419. (Obligación de reserva).— El 
órgano estatal de control guardará reserva 
sobre todos los actos que intervenga y cuya 
publicación no sea determinada por la ley. No 
obstante suministrará informaciones sobre el 
domicilio y sede de las sociedades, disposi- 
ciones estatutarias vigentes, constitución de 
sus directorios y los estados contables, a los 
titulares de un interés directo, personal y 
legítimo. 


También podrá suministrar la referida in- 
formación a otros órganos u organismos 
nacionales con responsabilidades y compe- 
tencias de supervisión y contralor sobre la 
actividad de la sociedad en cuestión, cuando 
dicha información sea solicitada como parte 
de un procedimiento administrativo desarro- 
llado en ejecución de las referidas competen- 
cias. 


En todos los casos los requerimientos se 
efectuarán por escrito y en forma fundada. De 
la resolución favorable se remitirá copia a la 
sociedad involucrada. 


La obligación de guardar reserva se exten- 
derá a los funcionarios del órgano estatal de 
control, bajo pena de destitución y sin 
perjuicio de las responsabilidades que corres- 
pondan. 


El Juez competente, atendiendo a las cir- 
cunstancias del caso, podrá liberar de la 
obligación a que refieren los incisos anterio- 
res”. 


Artículo 60.— Modifícase el artículo 97 de la 


Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, el 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTICULO 97.— La documentación referida 
en los artículos anteriores será sometida a la 
aprobación de los socios o accionistas en un 
plazo que no excederá los ciento ochenta 
días a contar de la finalización del ejercicio. 
Tratándose de sociedades abiertas, el plazo 
que será fijado por la reglamentación no 
podrá exceder de los ciento veinte días 
contados de la finalización del ejercicio. De 
no haber impugnaciones dentro de los treinta 
días siguientes a su comunicación dicha 
documentación se tendrá por aprobada, salvo 
que se trate de sociedades en las que 
funcionen asambleas, las que se regirán por 
sus normas específicas. 


El derecho a la aprobación e impugnación 
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de los estados contables y a la adopción de 
resoluciones de cualquier orden a su respec- 
to, será irrenunciable y cualquier convención 
en contrario será nula. 


Si se tratara de sociedades sujetas a con- 
trol estatal se remitirá otra copia al organismo 
estatal correspondiente. Estas sociedades 
publicarán sus estados contables y proyecto 
de distribución de utilidades aprobados, con 
la visación respectiva”, 


Artículo 61.— Agrégase a la Ley N* 16,060, 


de 4 de setiembre de 1989, el siguiente artículo: 


"ARTICULO 97 (bis).— Las sociedades, cual- 
quiera sea su forma, cuyos activos totales al 
cierre de cada ejercicio anual superen las 
30.000 UR (treinta mil unidades reajustables), 
o que registren ingresos operativos netos 
durante el mismo período que superen las 
100.000 UR (cien mil unidades reajustables), 
deberán registrar ante el órgano estatal de 
control de sus estados contables dentro de 
los ciento ochenta días siguientes a la 
finalización de su ejercicio económico. 


La definición de las pautas que guiarán los 
cometidos del Registro y la instrumentación 
de las mismas corresponderá a una Comisión 
Asesora integrada por delegados de las 
instituciones privadas y públicas que determi- 
nará la reglamentación, la cual será presidida 
por un delegado del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


La sociedad no podrá distribuir utilidades 
resultantes de la gestión social sin que 
previamente haya registrado los estados 
contables correspondientes al último ejercicio 
cerrado. El órgano estatal de control, en caso 
de infracción, a las prohibiciones preceden- 
tes, aplicará las sanciones que disponga la 
reglamentación, en el marco de lo establecido 
por el artículo 412 de la presente ley. 


Los estados contables permanecerán en la 
entidad registrante por un lapso de tres años 
a disposición de cualquier interesado". 


CAPITULO Xil 


SEGURIDAD CIUDADANA 


Artículo 62.— Sustitúyese el inciso primero 


del artículo 12 de la Ley N* 16.814, de 21 de 
marzo de 1997, por el siguiente: 
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"Facúltase al Ministerio del Interior a contra- 
tar por el plazo de seis meses, prorrogable 
por iguales períodos, hasta doscientos retira- 
dos policiales para desempeñar funciones 
correspondientes al Subescalatón Ejecutivo, 
con destino a la creación de una Policía 
Ciudadana que dependerá de la Jefatura de 
Policía de Montevideo. Los contratos que no 
fueren realizados con retirados policiales se 
proveerán designando personas de hasta 
veinticinco años de edad con al menos el 
primer ciclo de secundaria aprobado. En el 
caso de estos últimos, transcurridos dos 
años, si su desempeño así lo justifica, el 
Ministerio del Interior podrá designarlos 
Agente de Primera". 


Artículo 63.— Sustitúyese el numeral 1 del 
artículo 2* de la Ley N* 16.814, de 21 de marzo 
de 1997, por el siguiente: 


"4.Estar en situación de retiro al día 30 de 
abril de 1999". 
CAPITULO XIII 
MODIFICACIONES A LA LEGISLACION PENAL 


Sección 1% 


Rapiña: tentativa 


Artículo 64.— Incorpórase al artículo 344 del 
Código Penal el siguiente inciso final: 


"La pena a aplicar en caso de tentativa se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 87, 
nunca será interior a dos años de peniten- 
ciaría”. 


Sección 22 
Hurto: agravantes especiales 


Artículo 65.— Sustitúyese el artículo 341 del 
Código Penal por el siguiente: 


"ARTICULO 341.— La pena será de doce 
meses de prisión a ocho años de penitencia- 
ría cuando concurran las siguientes 
agravantes: 


1%Si el sujeto llevara consigo armas o 
narcóticos, aun cuando no hiciera uso 
de ellos. 


22Si la sustracción se efectuara sobre 


persona en estado de inferioridad psí- 
quica o física. 


39Si el hecho se cometiera con interven- 
ción de dos o más personas, o por solo 
una, simulando la calidad de funcionario 
público o con la participación de un 
dependiente del damnificado. 


42)Si el delito se cometiera sobre objetos 
o dinero de los viajeros, cualquiera 
fuese el medio de transporte, durante la 
conducción, así como en los depósitos 
y estaciones, albergues y cualquier otro 
lugar donde se suministran alimentos o 
bebidas. 


59Si el delito se cometiera sobre cosas 
existentes en establecimientos públicos 
o que se hallaren bajo secuestro o 
expuestas al público, por la necesidad 
o costumbre o destinadas al servicio 
público, o de utilidad, defensa, reveren- 
cia o beneficencia públicas. 


62% Cuando la víctima fuere un encargado 
de numerario o valores. 


La pena será de dos a ocho años de 
penitenciaría cuando concurran los siguientes 
agravantes especiales: 


1%Si para cometer el delito el sujeto 
hubiera penetrado o se mantuviere en 
un edificio o en algún otro lugar 
destinado a habitación. 


22%Si la sustracción se efectuara con des- 
treza o por sorpresa, mediante despojo 
de las cosas que la víctima llevare 
consigo". 


Sección 3* 


Legítima defensa 


Artículo 66.— Modifícase el artículo 26 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 26.— Se hallan exentos de res- 
ponsabilidad: 


1%) El que obra en defensa de su persona 
o derechos, o de la persona o derechos 
de otro, siempre que concurran las 
circunstancias siguientes: 


A) Agresión ilegítima. 
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B) Necesidad racional del medio em- 
pleado para repelerla o impedir el 
daño. 


C) Falta de provocación suficiente por 
parte del que se defiende. 


Se entenderá que concurren estas 
tres circunstancias respecto de aquel 
que defiende la entrada de una casa 
habitada o de sus dependencias, o 
emplea violencia contra el individuo 
extraño a ella que es sorprendido 
dentro de la casa o de las dependen- 
cias. 


22)El tercer requisito no es necesario 
tratándose de la defensa de los parien- 
tes consanguíneos en toda la línea 
recta y en la colateral hasta el segundo 
grado inclusive, del cónyuge, de los 
padres o hijos naturales reconocidos o 
adoptivos, siempre que el defensor no 
haya tomado parte en la provocación. 


32)El que obra en defensa de la persona 
o derechos de un extraño, siempre que 
concurran las circunstancias expresa- 
das en el numeral 1%) y la que el 
defensor no sea impulsado por vengan- 
za, resentimiento u otro motivo ilegíti- 
mo”. 


Sección 4% 
Violación: tentativa 


Artículo 67.— Incorpórase al artículo 272 del 
Código Penal el siguiente inciso final: 


"La pena a aplicar en caso de tentativa se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 87; 
nunca será inferior a dos años de peniten- 
ciaría". 


Sección 5* 
Atentado violento al pudor 


Artículo 68.— Modifícase el artículo 273 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 273.— Comete atentado violento 
al pudor, el que por los medios establecidos 
en el artículo anterior, o aprovechándose de 
las circunstancias en él enunciadas, realizara 
sobre persona del mismo o diferente sexo, 


actos obscenos, diversos de la conjunción 
carnal, u obtuviera que ésta realizare dichos 
actos sobre sí mismo o sobre la persona del 
culpable o de un tercero. 


Este delito se castigará con la pena de 
ocho meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 


Si el sujeto pasivo del delito fuese un me- 
nor de doce años, la pena a aplicarse será 
de dos a seis años de penitenciaría". 


Sección 6% 
Carácter público del agente 


Artículo 69.— Sustitúyese el numeral 8%) del 
artículo 47 del Código Penal por el siguiente: 


"82) (Carácter público del agente).— Prevale- 
cerse del carácter público que tenga el 
culpable, en especial su calidad de 
funcionario policial”, 


Sección 7? 
Agravantes 


Artículo 70.— Agrégase al artículo 47 del 
Código Penal el siguiente numeral: 


"18)(Actividad laboral de la víctima). — Cuan- 
do se prevalezca de la actividad laboral 
que esté desempeñando la víctima en el 
momento de cometerse el delito". 


Artículo 71.— Agrégase al artículo 151 del 
Código Penal el siguiente numeral: 


"4% La participación en ella de algún funcio- 
nario policial en actividad u otro funcio- 
nario con funciones de policía administra- 
tiva". 


Sección 8% 


Punibilidad de la conspiración seguida de actos 
preparatorios 


Artículo 72.— Agrégase al Capítulo Il del 
Título XlIl del Código Penal el siguiente artícu- 
lo: 


"ARTICULO 346 bis. (Punibilidad de la cons- 
piración seguida de actos preparatorios).— 
Tratándose del delitos de rapiña y de 
copamiento, la conspiración seguida de actos 
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preparatorios se castigará con la tercera 
parte de la pena que correspondería por el 
delito consumado". 


Sección 9* 
Deber de informar 


Artículo 73. (Deber de intormar).— En todo 
supuesto de privación de libertad dispuesto por 
la autoridad, la persona deberá ser informada 
por el aprehensor, con expresión clara de los 
cargos que se le formulan, dentro de las 
veinticuatro horas de producida la privación de 
la libertad. 


Sección 10 


Del delito putativo y la provocación por la autori- 
dad 


Artículo 74.— Modifícase el artículo 82 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 8%, (Del delito putativo y la 
provocación por la autoridad).— No se 
castigará el hecho jurídicamente lícito, come- 
tido bajo la convicción de ser delictivo. 


El hecho delictuoso provocado por la 
autoridad para obtener su represión, sólo se 
castigará en caso que el Juez competente 
autorice por escrito, la provocación por 
razones fundadas. Esta autorización sólo 
podrá otorgarse en los casos de delincuencia 
organizada que requieran en forma excepcio- 
nal este procedimiento. 


Queda el Juez facultado en los casos de 
delito putativo o cuando no mediare la 
autorización para la provocación, para adop- 
tar medidas de seguridad". 


Sección 11? 
Suministro de bebidas alcohólicas 


Artículo 75.— Prohíbese el expendio o 
suministro de bebidas alcohólicas o su ofreci- 
miento a cualquier persona entre las O y 6 de 
la mañana, en aquellos locales que no cuentan 
con la habilitación otorgada por la autoridad 
competente para que en los mismos se puedan 
consumir bebidas alcohólicas. Los infractores 
estarán sujetos al pago de una multa que la 
reglamentación establecerá de 100 UR a 1.000 


UR (de cien a mil unidades reajustables), 
considerando la gravedad de la infracción y los 
antecedentes del infractor. 


Por vía reglamentaria y por razones fundadas 
podrá extenderse o limitarse el horario impuesto 
o exceptuarse de la prohibición a aquellos 
locales que se estimare oportuno, así como 
imponerse otro tipo de medidas de carácter 
supletorio a la establecida y que sirvan a la 
finalidad perseguida por la presente ley. 


Sección 12% 
Juego de la mosqueta 


Artículo 76.— Agrégase al Código Penal el 
siguiente artículo: 


"ARTICULO 348 bis. (Juego de la mos- 
queta).— El que en lugares públicos o expues- 
tos al público, incitare, invitare a participar o 
participare en el llamado juego de la mos- 
queta o similares, mediante apuestas, ya sea 
como habilidoso, jugador simulado o simple 
incitador, será castigado con la pena de seis 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 


Entiéndese por juego de la mosqueta 
o similar a efectos de la presente ley, la 
actividad desplegada por una persona, llama- 
da a efectos de la presente ley, el habilidoso, 
que por medio de movimientos rápidos y 
continuos y otros, consecuencia de su 
habilidad manual, desafía al resto de los 
jugadores o espectadores a acertar en qué 
lugar se encuentra él o los objetos por él 
manipulados”. 


Sección 13% 
Causales de justificación 


Artículo 77.— Se presumirá la existencia de 
la causal de justificación prevista en el artícu- 
lo 28 del Código Penal "cumplimiento de la ley", 
respecto de los actos cumplidos por personal 
militar asignado a tareas determinadas por el 
Poder Ejecutivo, de seguridad externa de 
establecimientos de detención, recintos militares 
y lugares sede de organismos del Estado y cuyo 
cometimiento se hubiera realizado formalmente. 
Esta presunción regirá siempre que dichos actos 
se hubieran ejecutado en ocasión del cumpli- 
miento de las funciones y conforme a las 
disposiciones vigentes aplicables a dicho perso- 
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nal en materia de seguridad en instalaciones 
militares. 


CAPITULO XIV 
NORMAS SOBRE IDENTIFICACION CIVIL 


Artículo 78.— Sustitúyese los incisos prime- 
ro y segundo del artículo 7% del Decreto-Ley 
N2 14.762, de 13 de febrero de 1978, por los 
siguientes: 


"Declárase obligatoria la obtención de la 
cédula de identidad, para toda persona mayor 
de cuarenta y cinco días de edad, nacional 
o extranjera con residencia permanente en el 
país. El Poder Ejecutivo tenderá a que la 
identificación de las personas físicas se 
realice desde el nacimiento. Esta obligación 
se exigirá, en su caso, a los representantes 
legales de los menores e incapaces. 


La Dirección Nacional de Identificación 
Civil expedirá dicho documento aun cuando 
se solicite antes de los cuarenta y cinco días 
cumplidos de edad". 


Artículo 79.— La Dirección Nacional de 
Identificación Civil podrá exonerar del pago de 
la tasa correspondiente, siempre que medie 
solicitud tundada del Instituto Nacional del 
Menor, de la Dirección Nacional de Prevención 
del Delito, del Banco de Previsión Social, de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(Consejo de Educación Primaria), de las 
Defensorías de Oficio en materia de Familia y 
de Menores y de los Consultorios Jurídicos 
gratuitos dependientes de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República. 


La Dirección Nacional de Identificación Civil, 
a efectos de autorizar la exoneración, podrá 
requerir los asesoramientos, informes o docu- 
mentación que crea convenientes. 


En los casos de renovaciones, la exoneración 
será excepcional y deberá conferirse previa 
auxiliatoria de pobreza, en casos debidamente 
justificados mediante información sumaria, ante 
la Dirección Nacional de Identificación Civil. 


Artículo 80.— Exonérase del pago de la tasa 
de información, prevista por el artículo 151 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 1996, y 
Resolución del Poder Ejecutivo N* 380/996, de 
30 de abril de 1996, a solicitudes tramitadas por 
las Defensorías de Oficio, Consultorios Jurídicos 


gratuitos dependientes de la Suprema Corte de 
Justicia, suscritas por los funcionarios autoriza- 
dos. A tales efectos deberá remitirse a la 
Dirección Nacional de Identificación Civil, nómi- 
na y firma del profesional responsable de la 
actuación de cada una de las instituciones 
mencionadas. 


CAPITULO XV 
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD 


Artículo 81.— Créase el Ministerio de 
Deporte y Juventud, que se incorporará al 
Presupuesto Nacional como el Inciso 15. 


A estos efectos, créase el Programa 001 
"Administración General", habilitando la Conta- 
duría General de la Nación los créditos 
correspondientes a los cargos de Ministro, 
Subsecretario, Director General y los que se 
crean en la presente ley. 


Artículo 82.— El Poder Ejecutivo establecerá 
las políticas nacionales en materia de deporte 
y juventud, considerando particularmente el 
interior de la República y las ejecutará a través 
del Ministerio que se crea por la presente ley. 


Artículo 83.— Suprímese la Comisión Na- 
cional de Educación Física creada por la Ley 
N2 3.789, de 7 de julio de 1911. 


Artículo 84.— El Instituto Nacional de la 
Juventud, creado por el artículo 331 de la Ley 
N*2 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en el 
Programa 001 "Administración General” del 
Ministerio de Educación y Cultura, pasará a 
integrar el Ministerio que se crea por la presente 
ley. Los funcionarios que actualmente prestan 
funciones efectivamente en el Instituto serán 
redistribuidos al Ministerio de Deporte y Juven- 
tud, habilitándose los créditos correspondientes 
por parte de la Contaduría General de la Nación. 


Artículo 85.— Al Ministerio de Deporte y 
Juventud corresponde: 


1% Asesorar al Poder Ejecutivo y proponer 
las políticas nacionales en las materias 
de sus competencias. 


22%) Ejercer los cometidos que tenía asigna- 
dos la Comisión Nacional de Educación 
Física. 

3%) Formular, ejecutar y evaluar las políti- 
cas nacionales relativas a la juventud, 
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en coordinación con otros organismos 
estatales, ejerciendo las competencias 
conferidas al Instituto Nacional de la 
Juventud. 


4%) Promover y coordinar las actividades 
del Centro de Información a la Juven- 
tud, asesorando y capacitando al per- 
sonal de las unidades locales de 
información. 


59%) Ejercer toda competencia que le cometa 
al Poder Ejecutivo, de conformidad con 
lo dispuesto por el inciso segundo del 
artículo 174 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 86.— Transfiérense de pleno dere- 
cho al Ministerio de Deporte y Juventud, todos 
los bienes, créditos, recursos, derechos y 
obligaciones de la Comisión Nacional de Edu- 
cación Física y del Instituto Nacional de la 
Juventud, cualquiera fuere su origen o financia- 
ción. 


Artículo 87.— La adecuación presupuestal 
de los funcionarios de la Comisión Nacional de 
Educación Física y del Instituto Nacional de la 
Juventud que se redistribuyen al Ministerio de 
Deporte y Juventud se efectuará conforme a las 
normas que regulan la materia. 


Artículo 88.— Créanse en el Inciso 15, los 
cargos de particular confianza del Director 
General de Secretaría, de Director de Deportes 
y de Director de Coordinación Deportiva, cuya 
retribución será la establecida en el literal c) del 
artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, incluyéndose en la referida disposición 
el cargo de Director del Instituto Nacional de la 
Juventud. 


Suprímense los cargos de Presidente, Vice- 
presidente y Vocal de la Comisión Nacional de 
Educación Física. 


Artículo 89.— La creación del Ministerio de 
Deporte y Juventud no podrá significar el 
nombramiento de nuevos funcionarios públicos. 
Los cargos y sus funciones se cubrirán con los 
actuales funcionarios de las unidades ejecutoras 
que se suprimen o con los procedimientos 
vigentes de redistribución de funcionarios”. 


13.- Asunto 
de hora 


entrado fuera 


— Dese cuenta de una moción de orden 


presentada por los señores Diputados Posada, 
Machado y Berois Quinteros. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 
— Ochenta y cinco en noventa: Afirmativa. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera 
de hora. 


(Se lee:) 


"Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de minuta de comunicación por el 
que se solicita que los recursos destinados a la 
remuneración y cargas sociales, por todo 
concepto, de los cargos suprimidos en 
CONAPROLE se orienten a la creación de un 
fondo especial para apoyar y consolidar los 
pequeños productores integrantes de la coope- 
rativa. C/350/000" 


— A la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


14.-— Proyecto presentado 


"Fondo Especial para apoyar y consolidar 
los pequeños productores integrantes de 
CONAPROLE. (Creación) 


MINUTA DE COMUNICACIÓN 


La Cámara de Representantes se dirige a la 
Cooperativa Nacional de Productores de Leche 
(CONAPROLE), señalando que es aspiración del 
Cuerpo, que los recursos destinados a la 
remuneración y cargas sociales, por todo 
concepto, de los cargos suprimidos, se orienten 
a la creación de un fondo especial para apoyar 
y consolidar a los pequeños productores inte- 
grantes de la Cooperativa. 


Montevideo, 21 de junio de 2000. 


Ricardo Berois Quinteros, 
Representante por Flores; 
Guido Machado, Repre- 
sentante por Rivera; Da- 
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niel García Pintos, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Eduardo Chiesa Borda- 
handy, Representante por 
Canelones; Iván Posada, 
Representante por Monte- 
video; Henry López, Re- 
presentante por Rivera; 
Pablo Mieres, Represen- 
tante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo 40 del proyecto de ley "Mejora de 
los Servicios Públicos y Privados, de la 
Seguridad Pública y de las Condiciones en las 
que se Desarrollan las Actividades Productivas", 
sancionado con fecha 21 de junio del corriente 
año, deroga el artículo 12 de la Ley N?* 10.707, 
de 9 de enero de 1946, y los artículos 23 y 24 
de la Ley N? 9.526, de 14 de diciembre de 1935, 
y, al derogar los citados artículos, suprime la 
representación del Poder Ejecutivo y de la 
intendencia Municipal de Montevideo en el 
Directorio de la Cooperativa Nacional de Produc- 
tores de Leche (CONAPROLE) y del Síndico 
nombrado por el Banco de la República. 


La aprobación de las normas referidas 
supone un ahorro para CONAPROLE y por lo 
tanto, sería deseable que tales recursos se 
destinaran a crear un fondo especial tendiente 
a consolidar a pequeños productores lecheros. 


Por lo expuesto solicitamos a la Cámara 
apruebe la siguiente minuta de comunicación. 


Montevideo, 21 de junio de 2000. 


Ricardo Berois Quinteros, 
Representante por Flores; 
Guido Machado, Repre- 
sentante por Rivera; Da- 
niel García Pintos, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Eduardo Chiesa Borda- 
handy, Representante por 
Canelones; Iván Posada, 
Representante por Monte- 
video; Henry López, Re- 
presentante por Rivera; 
Pablo Mieres, Represen- 
tante por Montevideo". 


— Se levanta la sesión. 
(Es la hora 9 y 17 del día 21) 


Dr. WASHINGTON ABDALA 
PRESIDENTE 


Dra. Margarita Reyes Galván 
Secretaria Relatora 


Dr. Horacio D, Catalurda 
Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
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